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ABOCADO: Ver: Medidas disciplinarias, 1, gj Recurso extraordi- 
nario, 34. 

ABORTO* Ver: Jurisdicción y competencia, 35. 

ABSENTISMO: Ver: Jurisdicción y competencia 32. 

ACCIDENTES DE TRANSITO: Ver: Accidentes del trabajo; ju- 
risdicción y comiR-toncia, 11. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO. 

Relación entre el SÍnUatro y ti trabajo. 

La ley !HiSS no rerfponsithiüiwi ni patrón por el accidente de 
tránsito sufrido por el obrero a la entrada o al regreso de 
sus tareas que no so tía debido a peligro o dificultades inbtí- 
rentes at acceso o a la salida del lugar donde I raba ja. Pá- 
gina 617. 

ACCION DE REPETICION. Ver: Jurisdicción y competencia, 2, 
4, 31, 32, 33, 34, 43; Prescripción, 4; Recurso extraordinario, 15. 

ACCION PENAL. Ver: Prescripción, 6. 



ADMINISTRACION GENERAL DE VIALIDAD ftjl 

ACTOS ADMINISTRATIVOS 

cosa juzgada administrativa no existe solamente en fa- 
vor do los administrados sino también del Estado y contra 
aquéllos cuando lian cnnxcnttfu y ejecutado las resoluciones 
respectivas. Página 414. 

ACTOS JURIDICOS. " 

La interpretación de un acto jurídico está condicionada por 
las circunstancias anteriores, simultáneas y posteriores que 
io rodean. Página ¡>. 

ACTOS PUBLICOS Y PMOCEDIMIENTOS JUDICIALES 

La resolución recaída en una información sumaria tramitada 
ante la justicia ordinaria por la cual se declara que una 
extranjera naturalizada es argentina de origen por haber 
nacido en el país, no goza de Ja fe y crédito que establecen 
los nrts. 7 de la Constitución Nacional y 4 de la ley 44; 
los rpio, en cambio, amparan la resolución del tribuno! fe- 
deral que otorgó" la carta de ciudadanía sobre la base de la 
comprobación de la extranjería do la interesada. Pág. 398. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS. 

JtihSacione^ r/ pensiones uacionates. 

No siendo acumuladles, segnn el art. 3 , ¡n¿s. a) y b) de la 
W?SÍ% pensión establecida por la ley 11.412 y una 
jubilación de directora do escuela, os procedente la revoca- 
ción de la primera decretada por el P. E, y la devolución 
do las sumas percibidas en su concepto desdé la sanción de 
la ley 12.t¡i:S, aun cuando el derecho a la pensión hubiera sido 
reconocido, con anterioridad a esa fecha, por uno sentencia 
judicial que no contempló la cuestión referente a la Íneon> 
pntduiidad mencionada. Página 196. 

ADMINISTRACION GENERAL DE VIALIDAD NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 24; Recurso extraordinario. 3 
5, 24; Recurso ordinario de apelación, 1. 



(1) Ver también: Pensiones militares, 5, 0, 7. 
7 comprenda, t 3^ t 34 n: CoMtltuc1411 31 > 35, 36; Jurisdicción 
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ADUANA O)- 
Importación. 
En general. 

1. Lai alhajus y piedras preciosos de uso personal se hallan 
compre lid idas en el concepto de equipaje definido por el 
nrt. 201 de las Ordenanza» de Aduana, que debe despacharse 
libre de derechos de importación. Página G6. 

2. El nrt. 171 de. la» Ordenanzas de Aduana e.s inaplicable al 
caso en que las mercaderías no han estado en la Aduana 
sino que han nido introducidas de contrabando mediante 
muuiohras dolosas en perjuicio del Fisco por un tercero que 
se apoderó de aquéllas. Página (¡4í'r. 

3. El documentante a depósito que actuó como intermediario 
entre el remitente de mercaderins del extrnn^ro y el con- 
signatario del paítt, y fué absiiclto en el proceso sobre de- 
fraudación de derechos aduaneros por no haber tenido 
intervención alguna en el contrabando realizado por el con- 
signatario o el tercero que se apoderó de las mercaderías 
y las introdujo clandestinamente, no es responsable por el 
importe de lo* derechos defraudados. Página 640. 

AFECTAMOS AL USO PUBLICO. Ver: Donación, 3. 

AFIRMADOS. Ver: Expropiación, 3; Recurso extraordinario, 25. 

ALCOHOL. Ver: Impuestos Internos, 2, 3. 

ALHAJAS. Ver: Aduana, 1; Constitución Nacional, 27. 

.AMOJONAMIENTO. Ver: Excepciones; Jurisdicción y competen- 
cia, 3, 27. 

APORTES. Ver: Junto Nacional de Carnes, 2. 

APREMIO. Ver: Jurisdicción y competencia, 17, 4.5; Precios máxi- 
mos; Recurso extraordinario. 7, 

ARMADA. Ver: Pensionen militare?, 3, 4, 5, 7, 8. 



(I) Ver laiuliíí-u: i.' (institución Nacional, 27; Recurso extraordina- 
rio, 4, «. 



CESION DE DERECHOS 

ARRENDAMIENTOS RURALES. V«*í Constitución Nacional, 29; 
Recurso extraordinario, 11, 12, 49. 

ASOCIACION. Ver: Constitución Nacional» 10, 23. 

AUTARQUIA. Ver: Contaduría Genera) do la Xaeiúu; Recurso ordi- 
nario de apelación, 1. 

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL. Ver: Recurso extraordinario, 
4> 8. 

BIENES MUNICIPALES. Ver: Embargo, 1, 2, 3. 
BIENES PROVINCIALES. Ver: Embargo, 2, 3. 
BUENA FE. Ver: Recurso extraordinario, 30. 

c 

CAMARA DE ALQUILERES. Ver: Jurisdicción y competencia, 17. 
CAMARA FEDERAL (*). 

Lni cámaras federales, ecuno la Corte Suprema, pueden de- 
i-idir los pleitos sometidos íi su conocimiento con la nststencía 
de la mayoría absoluta de sus miembros, si no se hubiera 
pedido que el pleito fuera f,i liado por el tribunal íntegro. 
Página 585. 

CAPITAL FEDERAL. Ver: Jurisdicción y competencia, 14. 
CARGO. Ver: Donación, 1, 2, 3. 

CESION DE DERECHOS. Ver; Jurisdicción y competencia, 23. 

(i) Ver también: Constitución Xufionnl, Recurso estraordina- 
rio, 46; Superintendencia. 
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CIUDADANIA Y NATURALIZACION {*% 

1. A los efectos del art V, ínc. 2», de la ley 346, basta que 
uno de los pndre* sea argentino nativo, con ín de pendencia 
de la iiüeíunnlidnd del otro cónyuge. Página 165. 

2, El hijo de un matrimonio formado por un extranjero y 
una argentina nativa, nacido en país extranjero, tiene dere- 
cho a optar por ta ciudadanía argentina conforme a Jo dis- 
puesto en el art. 1», inc. 2», de la ley 34Ü. Pagina 165. 

COLEGIO DE AHOGADOS. Ver: Recurso extraordinario, 34. 

COMERCIO DE CARNES, Ver: Constitución Nacional, 23; Junta 
Nacional de Carnes, g, 2. 

COMERCIO INTERPROVINCIAL (=). 

1. El transporte interprovincint es una actividad incluida entre 
las previstas por el art, 67, inc. 12, do la Constitución Na- 
cíonal. Página 326. 

2. El contralor del transporte inlerprovincial corresponde al 
Congreso e incluye no sólo el relativo n la propiedad en 
cualquiera de sus manifestaciones —tranvías, camiones, óm- 
nibus y automotores en general— sino también las personas 
y las reluciónos jurídicas derivadas del mismo transporte 
ruando ístft so realiza entre habitantes de diferentes pro- 
vincias. Página 326. 

3. Leu provincias no n lis lian autorizados para dictar leyes o 
reglamentos de carácter general o municipal que comporten 
directa o indirectomente trabar o perturbar de cualquier 
modo que no signifique el ejercicio do sus poderes de policía, 
la lihre circulación territorial o que puedan afeetnr el dere- 
cho m rcplanhcntnr el comercio, conferido al Congreso de 
la Nación con el carácter tle una facultad exclusiva. Pag. 326. 

COMODATO, Ver: Impuesto a los Réditos, 7. 

COMPRAVENTA. Ver: Impuesto a las ventas, 1, 2, 3; Jurisdicción 
y competencia, 7, 38, 41. 



. „0) V» ÍWbWI»! Actos p-ldieos y procedimiento* judiciales; Ju- 
risdicción y competencia, 44. 

(2) Ver tamhíf-n: Constitución Nacional, 39, 40. 
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CONCESION, Ver: Jurisdicción y competencia, 1; Recurso extra- 
ordinario, 2, 39, 53. 

CONFINAMIENTO. Ver: Estado de sitio, 1. 

CONFISCACION. Ver: Constitución Nacional, 18; Impuesto; Re- 
curso extraordinario, 21, 25, 47, 

CONSTITUCION NACIONAL (»), 
Principios generales. 

1. La Constitución debe ser interpretada de inoiio que sus limi- 
taciones no lleguen a trabar el et ienr. ejercicio de los poderes 
atribuidos at Estado a efecto del cumplimiento de sus fines 
del modo inús beneficioso para la comunidad. Página 483. 

Control tic C(>n*!itut ititialitlíid. 

Facultades del Poder Judicial. 

2. No habiéndose cuestionado en el pleito la facultad del P. E. 
para expedir decretos -leyes modificatorios de las leyes del 
Congreso Nacional, no incumbe a la Corte Suprema pro- 
nunciarse de oficio sobre su validez desde ese punto de 
vista. Página 4GG. 

3. El análisis de la eficacia de loa medio* arbitrados pura 
alcanzar los fines que el legislador se lia propuesto es ajeno 
n la competencia de la Corte Suprema, n la que sólo incum- 
be pronunciarse acerca de la razonabilidnd de los medios 
elegidos, o sea resolver si son o no proporcionados a dichos 
fines y, en consecuencia, si es o no admisible la consiguiente 
restricción de los derechos individúale» afectados. Página 483. 

Interés para impugnarla consliiucionalidad. 

4. Sí híen, en principio, la coiistitueionaltdad del requisito de U 
inscripción en las condiciones determinados por las leyes para 
el ejercicio de ciertas funciones, no puede ser observada en 
juicio por el interesado que omitió solicitar la ioscripción 
correspondiente» ello no constituye un impedimento en el 
cuso de un médico no inscripto en las listas mencionadas 
por el art 5* do la ley 12.630 y designado de oficio, para 



(i) Ver también: Im puesto; Prueba, 4; Recurso extraordinario, 2 
3, 8, 7, 11, 13, 14, £8, 30, 31, 32, 33, 34, 35; Retroactividad. 
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mejor proveer y sin oposición de las partes, en un juicio 
sohrc insania. Página 149. 

Derecho* ¡f garantios. 
Generalidades. 

fi. El Estado puede rcglamentnr rl ejercicio de las industrias 
y actividades por los individuos a efecto de restringirlo o 
enea osarlo en la Medida que lo exijan la defensa y t>l afian- 
zamiento do la salud, la moral, el orden público y aun los 
intereses económicos de 1n colectividad. Página 483. 

6. Las restricciones n loa derechos asegurados por ta Constitu- 
ción, establecido* por el Congreso en ejercicio de su poder 
reglamentario, que debe interpretarse con criterio amplio, 
no han de ser infundadas o arbitrarins sino razonables; es 
decir, justificadas por lns hechos y las circunstancias quo 
les Iitin dado origen y por la necesidad de salvaguardar el 
interés público comprometido y proporcionadas a los fines 
que so procura alcanzar con ellas-. Página 483. 

7. Los derechos individuales pueden ser objeto de reglamenta- 
ción por el Congreso Nacional siempre que ella sea razona- 
ble y no los altere o destruya. Página 149. 

Defensa en juicio. 
Principios generales. 

8. El art, 18 do Ja Constitución Nacional asegurn al interesado 
la libertad de defenderse por sí mismo, pero no impide re- 
glamentar por ley las condicione» que deben llenar los 
defensores y Ins circunstancias a que se halla subordinada 
su intervención. Página 431. 

Procedimiento y sentencia. 

9. Es violatorio de la defensa en juicio el procedimiento por el 
cual tanto ante el jefe de policía que aplicó la multa como 
ante id jueü correccional que confirmó esa decisión, se ha 
privado al recurrente que niega la existencia del hfcho 
imputado, la posibilidad de producir la pertinente prueba 
de descargo. Página 432. 

10, Lu jurisprudencia de la Corte ha admitido la validé* de las 
ejecuciones administrativas sobre la base de una convención 
libremente pactada y con fundamento en razones de eonve- 
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Hienda y utilidad generales, como las atinentes a la admi- 
nistración do Ja tierra pública. Página 389. 

U. Es viülntorio del art. 18 do la Constitución Nacional el pro- 
cedimiento por el cual, sin tJll e ol defensor ha- a concurrido 
ajas audiencms designados a loa efectos de los arta- 575 y 
Of J del C. do Proceds. en lo Criminal ni ofrecido prueba 
alguna do descargo, so condena al procesado que no tuvo 
conocimiento de su falta de defensa. Página 574. 

12. El rechazo de una prueba ineficaz pura eximir de responsabi- 
lidad al procesado o ¡.temía ría, ,„> importa violación de la 
ce tensa en jumo ni autoriza el recurso extraordinario funda- 
do en el art. IS de la Constitución Nacional Página 284. 

13. No lia existido violación del derecho de defensa en el caso 
en que tanto en la instancia administrativa como en la 
judicial se ha oído y dado al interesado oportunidad, que 
no utilizó, pa rfl producir prueba de descargo antes de apli- 
earlo una multa por infracción a la ley 12.591. Página 207. 

14. La notificación por pieza postal no es incompatible con la 
detenga en juicio. Página 29. 

15. No es violatorio de la garantía do la defensa el proeedimien- 
o por el cual so aplica al infractor la multa prevista en 

la ley después de haberle citado con indicación de que debía 
presentar mi prueba de descargo, cosa que omitió hacer, y en 
tí 1 «nal se le hizo conocer la condena por medio del correo. 
Pagina 29, 

Derecho do asociación. 

1P. La líhertad de asociación no tiene características particulares 
que la pongan a cubierto de las reglamentaciones, restriccio- 
nes y cargas que pueden imponerse a las demás que la 
Constitución reconoce. Página 483. 

Derecho de propiedad. 

17. Exeepcionalmento y en ia medida que lo requiera la aten- 
ción de los superiores intereses generales es lícito, en ejercicio 
del poder de policía, dictar leyes retroactivas, razonables y 
justas en relación a las eir< unslancias que las han hecho 
necesarias, por las cuales salvando su sustancia, se restrin- 
jan y regulen los derechos del propietario en lo que sea 
indispensable para salvaguardar el orden público o hienestar 
general. Página 460. 
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Derecho de trabajar. 

18. Ln aplicación de un gravnmon — tasa o impuesto o una 
combinación de ambos— sobre los motores y las calderas 
utilizad.', en un establecimiento industrial no es violatorio 
del derecho de trabajar y ejercer toda industria lícita ase- 
gurado por el art. 14 do la l '(institución Nacional, mientras 
no ae pruebe que reviste carác ter prohibitivo. Página 321. 

19. Si bien Iris provincias tienen facultades para reglamentar 
el ejercicio de la farmacia dentro de su territorio, no los 
tienen para hacerlo de manera que impida el derecho de 
trabajar, comerciar y ejercer industria lícita. Página 202. 

Constitucionatidtul e incottslihicionaUtiad. 
Leyes nacionales. 
Comunes. 

20. El art. 07 del Cód. Penal interpretado en el sentido de que 
impide la suspensión do ta prescripción de la acción en las 
caucan en que un obstáculo legal la puní 1 ice, es v [obitorio del 
art. 18 de la Constitución Nacional. Página Í517. 

Administrativas. 

21. La ley 12.579, en cuanlo «óto beneficia a los diplomáticos 
. que se jubilen en lo sucesivo, no crea una situación desigual 

violatoria del art l(i de la Constitución Nacional en perjui- 
cio de los diplomáticos jubilados con anterioridad a su san- 
ción. Página 2GS. 

22. El art. S* de ta ley 12.037, en cuanto establece que las re- 
soluciones del Tribunal llnneario que crea serón apelables 
ante la Cámara Federal respectiva, no es violatorio del 
art. 100 de la Constitución Nocional Página 401. 

23. El art. 17, ine. d) de la ley 11.747 no es violatorio de la 
libertad de trabajar y ejercer una industria lícita, ni de 
la libertad de asocíafiidn (art. 14 de la Constitución Nacio- 
nal), ni del derecho «le propiedad (art. 17), ni de las dispo- 
siciones constitucionales referentes a los requisitos (pie deben 
satisfacer tos impuestos y a la prohibición de delegar las 
facultades impositivas del Congreso {arts, 4% 17 y 07). 
Página 483, 
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Procesales. 

24. Si bien el Congreso puede reglamentar válidamente, para el 

futuro, el t'jercicio de la profesión medica ante la justicia, 
no puedo hacerlo mediante la creación tle categorías artifi- 
ciales y arbitra rins viola torios del principio do igualdad 
establecido por el art. 1U de la Constitución Nacional, como 
los que en et caso resultan de los arts. 3* y 5* de la ley 
12.ÍÍ30. Pépna 149. 

25. La facultad atribuida al Jefe de Policía de la Capital Fe- 
deral para dictar edictos sobre faltos, establecer y aplicar 
sanciones pecuniarias dentro de los límites fijados por el 
art. 27 del Cód. de Procedimientos Criminales no es viola- 
toria do 3a Constitución Nacional. Página 395. 

2G. Los médicos que no reúnen Ins condiciones previstas por el 
art. 5* do ta ley 12.03(1 no pueden invocar derechos adqui- 
ridos derivados del diploma universitario, del Tratado de 
Montevideo y do su capacidad acreditada por el ejercicio de 
su profesión, para obtener la invalidación de dicho precepto 
como contrario al art. 14 de la Constitución Nacional. Pági- 
na 149. 

Decretos nocionales. 
Aduana, 

27. El decreto dictado el 24 de junio de 1931 por el Gobierno 
Provisional no puedo tener mayor fuerza que el de un Po- 
der Ejecutivo normal, pues no fue" ratificado por el Con- 
greso; de manera que es válido en cuanto, reglamentando 
la ley, impone a todo pasajero la obligación de denunciar 
los objetos que traiga consigo, estén o no exentos del pago 
do derechos de aduana, ma* carece de validez en la parte 
que limita a $ 400 o/s. el valor de las alhajas de vso 
personal susceptibles do ser introducidas libres de derechos, 
pues se aparta así do la ley, que no establece límite y exige 
que so contemple la situación de cada pasajero para que los 
objeto* de uso personal y de adorno no sean gravados sino 
cuando, por su excesivo valor, deba presumirle que se los 
introduce con propósito de hiero. Página G(i. 

Varios. 

28, El art. tt f del decreto 1 25.31 fl, del 12 de febrero de 1938, re- 
glamentario de ln ley 11.275 no es violntorio de ésta ni del 
art. 8G, ine. 2 T , de la Constitución Nacional. Página 442. 
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29. Et art. 8* del decreto 14,001, interpretado en ol sentido de 
que la prórroga do la loe Ación que establece detw acordarse 
a lo* locatarios que conserven la tenencia del predio arren- 
dado aunque unte* de la saneiún de aquél hubiere recaído 
sentencia i irme de desalojo, es violatorio del art. 17 de la 
Constitución Nacional. Página 400. 

30. El art. 15, inc i), de la reglamentación sobre enrolamiento, 
en ruantu dispone que Ion certificados, testimonios o infor- 
maciones judiciales probatorios del nacimiento quedaron 
ftrehÍV*daS en el distrito militar, no contraria lo dispuesto 
en el art. O" de la ley 11.380 ni excede las facultades acor- 
dadas al P. E. por el art. 80, ine. 2*, de la Constitución 
Nacional. Página 588. 

Leyes provinciales. 
Rueños Aires. 

31. El requisito de la protocolización en la Prov. de Buenos 
Aires de hijuelas expedida* por tribunales de otra jurisdic- 
ción, así como el pago de) impuesto a la misma, es violatorio 
de loa nrt*. P de lo Constitución Nacional y de la» leye* 
federales 44 y 5133. Pagina 037. 

Mendoza. 

32. Si bien la Prov. de Mendoza pudo dictar leyes sobre policía 
del vino mientras el Congreso Nacional no lo hizo, a partir 
de la promulgación de la ley 12.372 la provincia no pudo 
continuar ejerciendo dicha facultad; de manera que, siendo 
la ley nacional anterior a la infracción, reprimida por la ley 
local 017, no ha podido aplicarse al recurrente las sanciones 
establecidas por dicha ley provincial. Página 130. 

fiante Fe. 

33. El art. G85 del Cód. de Procedimientos Civiles de Santa 
Fe, en cnanto faculta al acreedor hipotecario para perseguir 
el iohro de >u crédito por los término? establecidos en el 
nuevo eódico cuando la hipoteca se hubiere constituido con 
anterioridad a la reforma, no es violatorio de los nrts, 10 
ní 1S de la Constitución Nacional. Página 292. 

Impuestos y contribuciones provinciales. 
Patenten. 

34. La patente cobrada a los acopladores de cflrbón de acuerdo 
con el art. 1* de la ley 1202 de la Prov. de Santiago del 
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Estero y 3' y 4' del decreto reglamentario es inconstitucio- 
nal. Página 89. 

Vario". 

35. Los impuestos do justicia y a la partición establecidos por 
loa arte, lltí inc. c) y 50, inc. V de la ley 4195 de la Prov. 
de Buenos Aires no son velatorios del art, V de la Consti- 
tución Nacional ni del art. 4* de la ley federal 44. Póg. 354. 

3G. El impuesto de justicia establecido por el art. 116, inca, j) 
ye) de la ley 4195 de la Prov. de Buenos Aires no es 
violntorio del nrt. 7' de lu Constitución Nocional ni de las 
leyes federales 44 y 5133. Página 637. 

Decretos provinciales. 

37. Es violatoría del derecho do trabajar, comerciar y ejercer 
industria lícita y del art 19 de la Constitución Nacional, 
e! decreto del P. E. de ¡a Prov, de Ba. As. por el cual se 
ordena la resdsión de loa contratos de representación cele- 
b rudos por varios farmacéuticos establecidos en el territorio 
de aquélla con otro radicado en la Capital Federal si, con- 
trariamente a lo expresado en dicho decreto, tales contratos 
no importan combi tinción ni «runa de las prohibidas por la 
ley do trusts 11.210 ni infringen loa preceptos de la ley 
local 4534. Página 202. 

Ordenanzas municipales. 

39. El art. 6* do !a ordenanza genero! de impuestos correspon- 
dientes al año 1933 para la ciudad de Rosario, no es viola- 
torio del art. 16 de la Constitución Nacional por la circuns- 
tancia de que el monto del impuesto general que exige se 
haya esU jlecido, en lo referente a las compañías de seguros, 
con relación al negocio de que ellas Be ocupan, sin tener 
en cuenta que el alquiler de las fincas afectadas es inferior 
al de algunas dedicadas a otras actividades; de manera que 
dichas sociedades resultan gravadas en mayor proporción 
que otras categoríns de contribuyentes. Página 423. 

39. El gravamen de dos centavos por kilogramo o fracción de 
menudencias do animales vacunos, ovinos, cabríos y cerdos 
introducidos en La Plata, que con el nombre de derecho de 
inspección técnica y sellaje establece el art 1» de la orde- 
nanza tí* 37 de dicha municipalidad del 19 de junio de 1935, 
aplicado a un frigorífico que, por estar instalado en la 
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zona del Puerto «lo La Pinta, so halla sujeto a la inspección 
veterinaria y sanitaria nacional, es un impuesto a la intro- 
ducción prohibido por loa arts. 9*, 10 y 11 de la Constitu- 
ción Nacional, que reviate, además, carácter diferencial y 
viola el art. lti do la Constitución Nacional. Página 30. 

Resoluciones administrativas. 

40. Las disposiciones del decreto reglamentario de la ley 4375 
de la Prov. de Buenos Aires, referentes a las rondieiones 
en que dentro del territorio de la misma dehe efectuarse el 
transporte de pasajeros, no pueden ser aplicadas, sin violar 
loa arts. 31 y 07, inc, 12, de la Constitución Nacional, a las 
empresas que, por realizar el transporte ¡nterprovincial de 
pasajeros, están regidas exclusivamente por la ley nacional 
12.34G; por lo que procede la devolución de las multas co- 
bradas a dichas empresas por apuestas infracciones al 
mencionado decreto. Pagina 32G. 

CONTADURIA GENERAL DE LA NACION. 

í jí Contndnría General de la Nación no es una repartición 
autórquica cuyos pronunciamientos hagan cosa juzgada. 
Página 80. 

CONTRABANDO. Ver: Aduana, 2, 3; Recurso extraordinario, 4. 
CONTRATOS. Ver: Locación de cosas. 

CONTRATOS A FAVOR DE TERCEROS. Ver: Recurso extra- 
ordinario. 33. 

CONTROL DE CONSTITCCWNALIDAD. Ver: Constitución Na- 
cional, 2, 3, 4, 

COORDINACION DE TRANSPORTES. Ver: Jurisdicción y com- 
petencia, 11. 

CORPORACION DE TRANSPORTES DE RS. AIRES, Ver: Ley. 
CORREOS Y TELEGRAFOS. Ver: Constitución Nacional, 14, 15. 

CORTE SUPREMA. Ver: Conxtitufión Nacional, 2, 3; Jurisdicción 
y competencia, 1 ! Superintendencia. 
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COSA JUZGADA. Ver: Actos Administrativos; Acumulación de be- 
neficios; Constitución National, 29; Contaduría General de la 
Nación; Pensiones militares, 5, (i, 7, í», 11; Precios máximos- 
Prescripción, 6; Recurso extraordinario, 5, II, 31. 

COSTAS (i). 
¡Satúrale;* del juicio. 

1. Corresponde exeluir de las costas del juicio de expropiación 
impuestas a una provincia, las erogaciones de la prueba de 
peritos ofrecida por el dueño del bien, con la expresa dis- 
conformidad de aquélla, qil0 so abstuvo de intervenir en su 
producción fundada en que era innecesarin, como efectiva- 
mente lo fué. Página 275. 

2. Corresponde imponer las costas a la provincia demandad* 
quo ocupó las ticrrns expropiadas sin la previa indemnización 
establecida por el art. 17 de la Constitución Nacional. 
Página 275. 

Efecto de la condena en costas, 

3. Las coalas ijertenecen a la porte, de cuya audiencia no debe 
prescindirse para su percepción. Página G48. 

CUESTION ABSTRACTA. Ver: Recurso extraordinario, 1. 



DAÑOS Y PERJUICIOS 

Determhmnón de la mdemnhación. 
Daño material. 

Reconocida por la demandada la imposibilidad de entregar 
el inmueble determinado en la senteneia condenatoria y de- 
biendo, por ello, pagar a la adora, con los respectivos 

(') Wr tambiín; Honorarios de peritos; Jurisdicción y rom n otea- 
da 42; Koran» i-xtraordiiuiri», X, 15. 58, 59; R^ ur90 oru ¡miru> de 
apelación, 2, 3. 

. S~] V Jí r " ,níbi( ' n: Accidente del trabajo; Jurisdicción y competen- 
cia, 6, 11; Recurso est ra ordinario, 33, 3C. 
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interés, el valor que aquél tenía en Ifi época fijada en di- 
cho falto, corresponde estahlceerlu cou prescinden cía do 
circunstancias que no son valederas, de instrumentos refe- 
rentes a o pe ra c iones hechas siete años después, de declara- 
ciones de testigos que no dan razón suficiente de sus afir- 
maciones contradicha» por otros elementos decisivos, y de 
métodos peligrosos — como el de fijar ana proporción de 
aumento o disminución general de loa precios, para deducir 
el valor de la tierra en una época pur el que tenía en otras— 
y tomando, en consideración, en cambio, como basca de esti- 
mación, las fundadas en datos correctos e indubitables, como 
las adjudicaciones de esas tierras Invitas en una sucesión dos 
años después de la fecha en que debió efectuarse la entrega 
y las ventas de campos !".udcros de que informan los peritos. 
Página 335. 

DECLARATORIA DE HEREDEROS, Ver: Recurso extraordinario, 
37. 

DECRETOS-LEYES. Ver: Constitución Nacional, 2. 

DECRETOS NACIONALES. Ver: Pensiones militares, 5, 6, 7, 9, 11 j 
Poder Ejecutivo; Recurso extraordinario, 10, 12, 

DEFENSA EN JUICIO. Ver: Constitución Nacional, 8, 9, 10, 11, 12, 
13, 14, 15, 33; Costas, 3; Jurisdicción y competencia, 30; Prueba, 
4; Recurso extraordinario, 2, tí, 7, 13, 28, 31, 32, 33, 34, 35; Re- 
troactividad. 

DEFEN cr >R. Ver: Constitución Nacional 8, 11 , Recurso extraordina- 
rio, 23, 34. 

DEFRAUDACION. Ver: Aduana, 3; Jurisdicción y corapeteneio, 5 ( 
18, 37, 38; Recurso extraordinario, 3G. 

DELEGACION DE ATRIBUCIONES. Ver: Recurso extraordinario, 
32. 

DELEGACION DE ATRIBUCIONES LEGISLATIVAS. Ver: Cons- 
titución Nacional, 23. 



DELITO CONTINUO. Ver: Recurso extraordiu a rio, 57. 
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DEM AS DA CONTENCIOSA. Ver: Prescripción, 4; Recurso extraor- 
dinario, 31, 

DENUNCIA. Ver: Jurisdicción y competencia, 21, 
DEPOSITO. Ver: Aduana, 3. 

DERECHO DE ASOCIACION. Ver : Constitución Nacional, i6 t 23. 

DERECHO DE INSPECCION Y SE LIA JE. Ver: Constitución Na- 
cional, 39. 

DERECHO DE PROPIEDAD. Ver: Constitución Nacional, 23, 29; 
Jurisdicción y competencia, 30; Recurso extraordinario, 2, 3, 11, 
28, 30, 39; Retroaclividad. 

DERECHO DE TRABAJAR. Ver: Constitución Nacional, 18, 19, 23„ 
2G, 34, 37. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. Ver: Acumulación de beneficios; Cons- 
titución Nacional, 26, 29; Pensiones militares, 5, C, 7, 9, 11; Re- 
curso extraordinario, 11. 30; Retroaclividad. 



DEREC HOS Y GARANTIAS. Ver: Constitución Nacional, 3, a, 6, 7, 
1G, 17, 18, 1!>, 23, 20, 29, 33, 34, 37, 38, 39; Jurisdicción y compe- 
tencia, 30, 31. 

DESALOJAMIENTO. Ver: Constitución Nacional, 10; Recurso extra- 
ordinario, 11, 49. 

^ESLINDE. Ver: Excepciones ; Jurisdicción y competencia, 3, 27. 

DESPIDO. Ver: Jurisdicción y competencia, 41. 

DIPLOMA UNIVERSITARIO. Ver: Constitución Nacional, 26. 

DIPLOMATICOS. Ver: Constitución Nacional, 21; Jubilaciones do 
empleólos nacionales, 1. 

DIRECCION GENERAL DEL MATERIAL DEL EJERCITO. Ver: 
Jurisdicción y competencia, 40, 
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DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD, Ver: Jurisdicción y 
competencia, 24; Recurso extraordinario, 3, 5, 24; Recurso ordi- 
nario do apelación, 1. 

DIVORCIO. Ver: Pensiones militares, 5. 

DOMICILIO. Ver: Jurisdicción y competencia, 20. 

DONACION (*). 

1. Aun cuando no so haya convenido expresamente la ¿poca de 
cumplimiento de un cargo consistente en ta construcción de 
una estación, impuesto por los donantes de un terreno desti- 
nado a la instalación de un rnmiil ¡"erro via rio, tus circunstan- 
cias anteriores, simultáneas y posteriores a la donación, la 
naturaliza del cargo y la intención presunta de las partes 
puesta de manifiesto en diversos documentos, pueden autori- 
zar a admitir como fecha implícitamente establecida acuella 
en que fué habilitado el ramal de referencia. Páginn 0, 

2. El incumplimiento, no obstante haber transcurrido el plazo 
implícitamente estipulado y las espera» acordadas, del 
cargo consistente en la construcción de una estación, im- 
puesto en los términos do los arts. 182b" y 1849 del C. Civil 
por loa donante* de un terreno destinado a la construcción 
de un ramal ferroviario, les autoriza a demandar por revo- 
cación de la donación a la provincia donata ria constituida 
en mora mediante interpelación extra judicial. Página 9. 

3. Como consecuencia de la revocación judicial de la donación 
de un terreno destituido a la instalación de un r;im:il ferro- 
viario con cargo de construir una estación, decretada por 
i nciiínpl ¡miento de este último, correspondo restituir a los 
donantes la fracción de tierra reservada para esta-ión, que 
la provincia donata ria no tiene interés en conservar, con los 
frutos percibidos o dejados de percibir por negligencia a 
partir de la notificación de ia demanda; mas no Ja que está 
ocupada por las vías y legalmente afectad» a un fin de uti- 
lidad pública, respecto de hi cual debe paparse a los donan- 
tes su valor actual, ron prescindencia de la obra realizada, 
los intereses respectivos a contar desde la notificación de la 
demanda, y una indemnizitción por los perjuicios que lea 
ocasiona lu privación del bien. Página 9. 



O) Ver tambiín; Jurisdicción y competencia, H">. 



EMBARGO 



697 



E 

EJECUCION ADMINISTRATIVA. Ver: Constitución Nacional, 10. 

EJERCICIO ILEGAL DE LA MEDICINA. Ver: Jurisdicción y 
competencia, 35. J 



í 1 ). 

Es improcedente la demanda, (endiente a obtener la anula- 
ción del retiro, o] reintegro al ejército en la situación de 
actividad con el grado que correspondería si aquél no se 
hubiera piodueidn y el pago de Ins diferencias de eneldo 
pert mentes, interpuesta por el militar cuyo retiro fué dis- 
puesto sobro la base de un pedido que intenté dejar sin efec- 
to antes do que Je fuera acordado por el respectivo decreto 
contra el cual reclamó dos veces adnünistrativamente, sin 
éxito, dieciséis meses después de dictado, la primera ves, y 
luego del transcurrió de más de acia años, la segunda, inter- 
valo durante el cual cobró Jos haberes como retirado. Pági- 
na 349. ~ 

EMBARGO pj¡ 
Bienes embargablea. 

1. Los fondos correspondiente* a la Municipalidad de ViHa- 
guay según la ley 20.16 de la Prnw de Entre Ríos v afectados 
conforme n la misma y a In ley nacional de Vialidad, a la 
construcción y mantenimiento de loa caminos y callea de 
acceso, son inembargables por el acreedor de sumas prove- 
nientes de suministro de energía eléctrica a cuyo pago fue- 
ron afectadas, con su conformidad, las entradas' provenientes 
do la contribución directa de impuestos atrasados. Pég. 456. 

2. Cualesquiera que sean las disposiciones de las leyes tendientes 
a substraer de la acción de los acreedores los bienes, recursos 
y rentas de las provincias o municipalidades contrariando los 
preceptos de Ja ley civil, no pueden ser válidamente invocadas, 
pues las relaciones entre el acreedor v deudor son de la ex- 
clusiva legislación del Con^o Nacional. Página 466. 

3. Las provincias y municipalidades pueden ser demandadas 
y ejecutadas en sus bienes por las obligaciones que con t raí - 
gfin; üi bien no pueden ser privadas de las rentas o recur- 
sos indispensables a su vida y desarrollo normal, corres pon- 
en 7%^ h £tL]! e ™?T ""litare*, 1, 2, 0, !), i , U, líj Pr*. 
cnpníin, 1^ 2, 5; Scrnem militar. 

( 2 > Ver también; Jurisdicción y competencia, 30. 
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EXCEPCIONES 



diendo a loa jueces determinar en cada caso los que no ten- 
gan eso carácter a fin de que se llagan efectivas las conde- 
naciones de la justicia. Página 450. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. Ver: Jurisdicción y competen- 
cia, 41. 1 

ENROLAMIENTO (»)• 

No es infractor a la ley 11.38G el ciudadano que, si bien 
presentó dentro de término la partida de nncimietito que 
a ese efecto le fué facilitada temporal mente por la institu- 
ción en que estaba depositada, no fué enrolado en tiempo 
por no baber podido dejarla archivada en el distrito mili- 
tar en razón de la circunstancia meminnada, y por haberse 
recibido después de transcurrido el plazo legal, el testimo- 
nio que sin pérdida de tiempo fué solicitado de oficio. 
Pagina 688. 

EQUIPAJE. Ver; Aduann, 1; Constitución Nacional, 27. 
ERROR. Ver; Recurso de nulidad. 
ESCRIBANO. Ver; Prueba, 3. 

ESCRITURA PUBLICA. Ver: Jurisdicción y competencia, 37. 
ESTADO DE SITIO. 

1. Es improcedente el recurso de habeos cor pus deducido por 
un extranjero domiciliado en la Capital Federal, con motivo 
de haberse fijado su residencia en otro lugar por decreto 
dictado por el P. E. durante la vigencia del estado de sitio. 
Página 209. 

2. La denegatoria sin expresión de causas o fnndamentos do 
la opción formulada ante el Poder Ejecutivo Nacional por 
quien se halla detenido a su disposición, es contraria ai 
art. 23 de la Constitución Nacional; por lo cual corres- 
ponde hacer lugar al kdbeaa cor pus deducido con el objeto 
de que se declare procedente la opción. Página 177. 

EXCEPCIONES (-). 

Clases. 
Litis pendencia. 

Es improcedente la excepción de litis pendencia opuesta por 
la provincia demandada ante la Corte Suprema por opogi- 

(i) Ver tn mhifa; Constiturita Nacional, .10. 
(3) Ver también: Recurso extraordinario, 7. 
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ción al deslinde, mensura y amojonamiento de terrenos fis- 
en íes y fundada en una presentación anterior del actor 
ante tos tribunales provinciales sosteniendo la incompeten- 
cia de los mismos, no resuelta aíin. Fagina 304. 

EXHORTO. Ver: Jurisdicción y competencia, 2; Pago, 1, 3. 

EXPRESIOX DE AGRAVIOS. Ver: Recurso extraordinario, 52. 

EXPROPIACION t 1 ). 
Indemnización. 

1. Siendo el informe del perito tercero el mús ajustado a la 
verdad y a la equidad, corresponde fijar como indemnización 
por la expropiación la suma determinada en el mismo. Pá- 
gina 259, 

Daños causados por la expropiación parcial. 

2. La indemnización en concepto de desvalorización del rema- 
nente no debe ser fijnda en la forma de un porciento sobro 
el vnlor de la fracción expropiada, sino que debe referirse 
necesariamente a )n que continúa en poder del dueño. Pá- 
gina 259. 

Otros daños. 

3. Es improcedente acordar suma alguna al dueño de o na 
fracción expropiada, por el pavimento ya pagado por el 
mismo, que va incluido en el valor do aquella, ni por el 
nuevo pavimento no cobrado ni propietario. Página 259. 

Procedimiento. 
Procedimiento judicial. 

4. Las personas con derecbos en o sobre el bien expropiado, 
como el locatario, pueden reclamar en juicio aparte la in- 
demnización que pudiera corresponderles o bien intervenir 
a ose efecto en el juicio de expropiación, aunque sin retro- 
traer el estado del procedimiento. Página 287. 

5. El nrt. ti* del decreto 17.290, similar en cuanto al trámite 
sumario que previ", al art. C de la ley 189, no impide que 



(l) Ver también: Costas, 1, 2; Interósea, 1, 2; Recurso extraordi- 
nario, 3, 5, 8, 24, 29, 40; Sentencia. 
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FERROCARRILES 



loa interesados puedan renunciar a la vía especial y acep- 
tar el procedimiento del juicio ordinario; caso en el cual 
no procede hacer lugar a las medida a probatorias pedidas 
antes de la apertura de la causa a prueba. Página 380. 

6. Iniciado el juicio de expropiación y depositada la suma 
ofrecida como indemnización, el desapoderamiento del bien 
afectado puede decretarse en cualquier momento y sin subs- 
tanciación, a solicitud del expropiador, tanto respecto del 
dueño como de toda persona con derechos en o sobre vi mis- 
mo, como ei locatario. Vagina 287. 

EXTRADICION. 

Extradición coa países extranjeros. 
Gene ral id adc*. 

Es improcedente lu extradición de un ciudadano de la Re- 
pública do Solivia* cuja detención preventiva lia solicitado 
la respectiva embajada por existir mandamiento de apremio 
contra aquel dictado por la justicia penal de dicho país, 
ai de los recaudos acompañados no resulta que el requerido 
esté sometido a proceso criminal ni qne exista auto de pri- 
sión contra el mismo y sí, en cambio, que la causa en que 
se ba resuelto pedir su extradición es un juicio civil se- 



FACULTADES PRIVATIVAS. Vert Jurisdicción y competencia, 8. 

FALTAS Y CONTRAVENCIONES. Ver: Constitución Nacional, 25. 

FARMACIAS. Ver: Constitución Nacional, 10, 37, 

FERROCAIt RILES (»). 
Transporte. 

El transporte de frutos y provisiones destinadas al consumo 
diario de las poblaciones que el ferrocarril comunique, cuan- 
do ese destino ha sido declarado por el remitente, debe ser 




(l) Ver también: Donación, 1, 2, 3; Recurso cxir:iord¡iiario, 18, 
10, 80. 



HURTO 7*1 

ne cesa ri uniente efectuado en los planos máximos fi jados por 
el art, 340 del Regla monto (¡enera! 'e Ferrocarriles, con prca- 
cindencia de cualquier convenio de las partes al respecto. E] 
transporte de lns mercaderías no comprendidas en el supuesto 
precedente debe efectuarse en el plazo estipulado por las 
partes y, a falta de convenio, en el que fije el reglamento. 
Página 592, 

FRIGORIFICO. Ver: Constitución Nación»!, 39. 



G 

GASTOS DE JUSTICIA. Ver: Jurisdicción y competencia, 42; Pa- 
go, 1 ; Prueba, 3. 

GOBIERNO DE FACTO. Ver: Constitución Nacional, 27. 

GRADO MILITAR. Ver: Ejército. 

H 

H ABE AS CORPUS, Ver: F^tmlo de sitio, 1, 2; Recurso extraordi- 
nario, 54. 

HIPOTECA. Ver: Constitución Nacional, 33; Recurso extraordina- 
rio, 1G, 28. 

HONORARIOS. Ver: Jurisdicción y competencia, 23, 42; Prueba, 3. 
HONORARIOS DE ABOGADO. Ver: Pngo, 1. 

HONORARIOS DE PERITOS. 

Habiéndose fallado el pleito sin imposición de costas, las ero- 
gaciones de la prueba de peritos ofrecida por la parto actora 
sin la participación de la demandada, que se limitó a mani- 
festar su falta do interés en dicha prueba y que no se oponía 
a lo pedido por su contraria, son a cargo exclusivo del actor. 



SURTO. Ver: Jurisdicción y competencia, 5. 



IMPUESTO A LAS VENTAS 



IDENTIFICACION DE MERCA DEBI AS 

La ley 11.275 no tiene por objeto solamente hacer obligato- 
rio el uso de la frase "índustrid argentina" sobre los pro- 
ductor o mercaderías fabricados en el país, sino también cer- 
tificar ante el público ta calidad, pureza y exactitud en el 
peso de loa objetos, en defensa de la honradez del comercio 
y de la salud de los habitantes. Página 442. 

IGUALDAD. Ver: Constitución Nacional, '21, 24, 33, 38, 3&; Juris- 
diceion y competencia, 31 ; Recurso extraordinario, 14. 

IMPORTACION. Ver : Aduana, 1, 2, 3; Constitución Nacional, 27, 

IMPUESTO ( 2 ). 
Confiscación, 

El carácter eonfUeatorio de un impuesto debe resultar de la 
absorción por el Estado de mía parte substnneial de la renta 
o capital gravados, y a falta de dicha prueba procede recha- 
zar la impugnación de inconstitucionnlidad fundada en aune- 




IMPUESTO A LA PARTICION* Ver: Constitución Xacioiml, 35; 
Jurisdicción y competencia, 33; Pago, 3. 

IMPUESTO A LAS VES TAS. 

3L El art. 5* de la ley 12.143 no comprende ni revendedor de 
mercaderías adquiridas rn conjunto a un fabricante o im- 
portador. Página 53B. 

2. Quien, sin hacer.-* cargo del pasivo, adquiere por compra 
los instalaciones, muebles, útiles, enseres, materias primas 
y mercaderías de uno sociedad que no pagó por ellas el 
impuesto a las ventas no es responsable del ingreso del 
mismo. Página 538. 

3. El art 17 de la Reglamentación General del Impuesto a las 
ventas debe ser interpretado en forma compatible con el 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 2«; Recurso extraordina- 
rio, 10. 

(3) Ver tflmbtfn: Constitución Nacional, 1*. 23; Junta Nacional de 
Carnea, 2; Recurso extraordinario, 21, 26, :i£f, 47, 




IMPUESTO A LOS REDITOS 703 

nrt. 5 de la ley 12.143; de modo que no se aplica en Ioí 
rasos de simple venta de las existencias de un contribuyen- 
te comprendido en el ine. a) del citado nrt. 5. Pág. 538. 

IMPUESTO A LOS HE DITOS (»). 




1. El nrt. 2\ de la ley 11.0» no faculta al Consejo a dero- 
fínr disposiciones de decretos del P. E., como el art. 49 del 
decreto reglamentario de fecba 1' de junio de 1933. Pá- 
gina 4G1.- 

Deducciones, 

Comercio e industria. 

2. Todos los muslos ordinarios conducentes a conservar el vi- 
ñedo son amortiznblcs. Página G22. 

3. Ante la dificultad de determinar el precio de adquisición 
de la parte amortizablc de un viñedo, procede calcular la 
amortización sobro el costo de plantación de aquél, sin 
computar intereses sobre este, más las partidas amortiza- 
bles del capital tundiario y capital de explotación. Pá- 
gina Ü22. 

4. Habiéndose resuelto por la sentencia apelada, en forma 
irrevisilde, que el suelo libro de mejoras no sufre desme- 
dro por el apropiado cultivo de la vid, no procede tomar 
como baso para calcular la amortización prevista en el art. 
23, inc. e) de la ley 11.682 (T. O.) el precio total de la 
adquisición del viñedo, si bien ello no obliga a prescindir 
del precio de adquisición de la parto amortizablc del viñe- 
do. Página 622. 

5. La disposición del art. 23, inc c) de Ja ley 1L682 (T. O.) 
debe ser entendido en lo referente a las amortizaciones que 
indica, con el alcance de la suma necesaria para la recu- 
peración del agotamiento, desgaste o destrucción del bien 
mismo productor de la renta y no del capital comprome- 
tido en el negocio; a cuya interpretación no obsta la cir- 
cunstancia de quo técnicamente pueda concebirse una amor- 
tización más completa que aquella. Página 622. 

G. El impuesto en función del cual ddw calcularse la amor- 
tización de un viñedo es todo el que abarca la vida útil 



Ver también; Prescripción, 4; Recurso extraordinario, B7, 48. 
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IMPUESTOS Dí TE RN OS 



del mismo y no tan sólo el transcurrido desde la adquisi- 
ción por el contribuyente. Página 022. 

Réditos del $ne!o. 

7. Los iiiiniit'l.l^ susceptibles de producir renta, cedidos gra- 
tuitamente en uso a terceros, se hallan exentos de gra- 
vamen sobre la renta presunta de los miónos, Pág. 210. 

Rédito» del comercio, de la induftriú, profesiones, etc. 

8. Admitida la prescripción respecto de los ejercicios de los 
años 1 932, 1933 y 1934, en los cuales el contri huyen te 
contabilizó lu pérdida resultante de la conversión de su 
deuda hacia acreedores del exterior en moneda argentina 
al tipo de camhio oficial, el impuesto a los réditos corres- 
pondiente al periodo siguiente, en el cual la adora obtuvo 
do bus acreedores la conversión a un tipo menor, inter- 
medio entre el oficial y el mercado libre, debe ser liqui- 
dado teniendo en cuenta la nueva pérdida cpie por ese 
concepto ha reportado al deudor, y no sobre la base de 
que en los ejercicios prescriptos debió con t a hil izarse la 
pérdida que arrojaba la conversión al tipo del mercado 
libre y de computar as! como ganancia en el ejercicio 
siguiente, la diferencia entro esa suma y la resultante 
del arreglo hecho con loa acreedores al tipo intermedio 
menor. Pneina 401. 

Infracciones ij penas, 

9. La infracción en que incurre el contribuyente que oculta 
parte de >ns redil os se perfecciona con la presentación de 
la respectiva declaración jurada. IVigina 039. 

IMPUESTO DE JUSTICIA. Ver: Constitución Nacional, 35, 36; 
Jurisdicción y competencia, 33, 34; Pago, 3. 

IMPUESTO TERRITORIAL. Ver: Jurisdicción y competencia 32. 

IMPUES TOS IX TERX O S 
Procedimiento. 

Vía contenciosa. 

1. A los efectos del art. 27 de la ley 3704 (17 T. O.) ea su- 
ficiente la presentación directa dentro del termino legal 



INTERDICTOS 



hecha por el interesado nníe el juez federal por medio 
do un escrito concebido en los términos propios do una 
Apelación. Página 2. 

Alcoholes. 

2. El hallazgo de materia prima apta pnra ln eloboracióu <le 
nlcuhol en locales apropiados para su ninun factura y dora- 
dos de los aparatos necesarios a ese fin autorizar n dar 
por probada la comisión del delito previsto en el art. 
82 del T. O. de las leyea de impuestos internos. Pág. I. 

3. El art. 35 de la ley 121 43 (B2 ( T. O.) se aplica no sólo 
a los fabricantes clandestinos de alcohol sino también a 
todas tas personas que intervienen en las maniobras do 
evasión impositiva a que aquella da lugar, ya sea como 
adquirentes, poseedores, depositarios, etc. del producto men- 
cionado. Página 1- 

IMPUESTOS MUNICIPA. ?S. Ver: Recurso extraordinario, 21, 26. 

INCIDENTES. Ver: Jurisdicción y competencia, 23. 

INCOMPATIBILIDADES. Ver: Acumulación de beneficios. 

INFORMACION SUMARIA. Ver: Actos públicos y procedimientos 

INSANIA. Ver: Constitución Nacional, 4. 

INSCRIPCION DE PERITOS. Ver: Constitución Nacional, 4. 
INSTRUMENTOS Pili VADOS. Ver: Prueba, 3. 




De retener. 

1. La notificación hecha por intermedio del respectivo jefe 
político al administrador de la arrendataria de un campo 
y at posible comprador del mismo, de una resolución del 
gobierno provincial per la cual se les ordena abstenerse 



(i) Ver también Jurisdicción y Competencia. 1, 10, 26, 28; Pres- 
cripción, 3. 



INTERESES 



de realizar cualquier clase de explotación de la fracción 
que se considera fiscal, constituye un acto de turlimiún 
de la posesión. Página 372. 

2. Los actos de turbación de la posesión deben ser actos po- 
sesorios, cwrao los previstos en el art. 2ÜS4 del C. Civil. 
Página 372. 

3. Probados la posesión invocada por el .■ctor y los actos 
de turbación tic la misma y de despojo realizados por la 
dcnuinduda en la época indicada por aquél, procede hacer 
lugar al iuterdieto di- retener y nn obrar la posesión de- 
ducido por el nii-mo. Página 372. 

4. Es improcedente el interdicto posesorio tendiente a obte- 
ner que sean dejadas sin efecto las obras de destrucción 
de un terraplén existente en el campo del actor, realizadas 
en cumplimiento de órdenes dictfidas por las autoridades 
provinciales en ejercicio del poder de policíu y fundadas 
en Ja necesidad de suprimir ese terraplén, según las con- 
clu -iones de los estudios I techos por las respectivas ofi- 
cinas técnicas y no desvirtuadas en el juicio, para evitar 
el desbordamiento de las aguas de un arroyo próximo y 
Jas inundaciones consiguientes; sin perjuicio de que el actor 
Jia^a valer por otras vías legajes los derechos que puedan 
corresponderá. Página 44S. 

Procedimiento. 

5. La circunstancia de que en la audiencia designada a los 
efectos del art. 333 de la ley 50 el demandado se liaya 
expedido en forma que importa un alegato, autoriza n se- 
ñalar ntiíi nueva audiencia para que también pueda hacerlo 
el actor, aun cuando la eonl inunción del juicio ynrhal sea 
innecesaria para producir la prueba ofrecida. Pag. 585. 

INTERESES í 1 ). 
Relación jurídica mire las parte*. 
Expropiación. 

tt La circunstancia de que en la fecha que el terreno olijeto 
del juicio de expropiación fué incorporado por la Direc- 

(l) Ver tíimlm-n: Recurso exU. ordinario, 3, 5, 24, Ü0; Rccurao 
Ordinario de apelación, 2. 
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708 JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS 

ademó* un depósito de $ 8.182.44 cu la Coja de Aburras 
y $ 7.(i0(l en títulos nocionales. Página 2lS5. 

JUBILACION DE EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICU- 
LARES (i). 

Cómputo de servicios. 

Concedida urm jubilación definitiva por retiro voluntario 
no procedo ampliar después su monto medíame la inclu- 
sión de servicios que en la fecha en que fué pedida y 
acordada no eran computa bles \«>r falta de afiliación de 
la empresa a Ja Caja creada por la ley 11.110, aunque ella 
se efectuara posteriormente. Página 2üb. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS, 
Pensiones. 

Pensónos beneficiados. 

1. La modificación introducida por lo ley 11.308 en el art. 
47, inc. 2*, de lu ley 10.ÍÍ50, no autoriza a conceder pen- 
sión por razón de mi in validez, a! hijo que cumplió la edad 
do 18 años con anterioridad a dicha reforma. Pág. 60. 

Aeree i ti i lento. 

2. El acrecimiento en favor de la hija natural del causante 
de la parte correspondiente a lo viudo del nii.*nm extin- 
guida por prescripción, su produce desde el momento en 
(pie ésto se operó ou forme a lo dispuesto en el nrt. 1* 
inc. c, de la ley 12.1-04. Página 231. 

Proa-tiimunto >/ recursos. 

S. 1™ tribunales federales son incompetentes para conocer 
originariamente en una demanda promovida iontra lu Ca- 
ta 4<> -lubiheioiies <|c Empleados Ferroviarios, con el objeto 
de obtener la anulación de una resolución por la eitnl aque- 
llo dejó sin electo otra anterior que por error — según la 
Cajú — acordó umi jubilación a iu¡ a l ibado cuyo derecho 
a la misma había sido anteriormente declarado prescripto 
por sentencia judicial firme. Página 437, 



(1) Ver también: Interes?*, X. 4: Multas; Recurso extraordinario, 0. 
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JOB ¡LACIOS DE EMPLEADOS X ACION ALES (»). 
Jubilaciones. 

Determinación del monto. 

1. El l>cnet¡eio establecido por In ley 12.570 no atmnw a loa 
diplomáticos jubilados con anterioridad a su sanción. Pá- 
gina 268. 

2. l'ftru determinar el monto de Ta jubilación correspondiente 
wl gerente d*> una sucursal del Huiuo de la Nneuin Argen- 
tina, debe computarse el valor locativo de Ids edificios ocu- 
pados por el misino en ese carácter, así como las compen- 
saciones que di«ha institución le acordó en varias opor- 
t unidades por trabajos extraordinarios. Página 80. 

JUICIO CORRECCIONAL. Ver: Constitución Nacional, 11. 

JUICIO EJECUTIVO, Ver: Recurso extraordinario, 15, 28, 48. 

JUICIO ORDINARIO, Ver: Recurso extraordinario, 15. 

JUNTA NACIONAL DE CARNES {-). 

1, Las medidas adoptadas por la ley 11,747 para alcanzar los 
fines que el Congreso se propuso mediante su sanción son 
razonables. Página 483. 

2. La contribución exigida a los ganaderos por el art. 17, 
ine, d) de la ley 11.747 ea un aporte y, por consiguiente, 
no le son aplicables los principios constitucionales ni la 
jurisprudcnciii acerca de los impuestos. Página 483. 

:t. Las condiciones del desenvolvimiento de la industria de car- 
nes justifica plenamente la sanción de la ley 11.747, con 

\;i rlhi! r¡ t -c ijiiisn inijicilir e] Kinltopolio, las 

maniobras y los procedimientos arbitrarios de las empresas 
industrial ¡/.adoras en la adquisición de In hacienda, crear 
un instrumento de ludia contra la organización que domina- 
ba el comercio de carnes, lograr un mayor consumo extemo 
e interno y abnratur este último acercando los productores a 
los consumidores y mejorando In calidad de las carnes. Pá- 
gina 483, 



(l) Ver también! Acumulación do noricf icios: Coustituciou Xneio- 
mil, ¿K 

iS) Ver laMfbt&M loiiftituñAn Nacional, 23. 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA 
Prórroga. 
Convento di* partes, 

1. La cláusula por la dial mi concesionario do servicios muni- 
cipales en una ciudad provincial fija en día su domicilio 
a los efectos del cumplimiento de sus obligue iones, admi- 
tiendo exprés 'uncu te la jurisdicción de los tribunales ordi- 
narios, importa renuncio r a) tuero federal que piulara co- 
rresponderle por razóu de las personas y déte; nina la 
incompetencia de la Corto Suprema para conocer en el 
interdicta de recobrar deducido contra la respectiva pro- 
vincia, fundado en que sus autoridades le hnn privado de 
la posesión do las instalaciones, medios de transporte y 
accesorios que forman parte tle la concesión y la hacen 
posible, Página 5(38. 

Trámites judiciales. 

2. La circunstancia de que en o! exlinrto tramitado nnle los 
tribunales de la Prov. de Buenos Aires pura obtener la 
inscripción de una declaratoria de k'fdorns S( . buya ar- 
güido por éstos y declorailo por la Su[uetuü Corle local la 
inconstitucíonalídad de dicho roqubitc. cumplido entretanto 

■ por los interesados, por razones ajenns a su voluntad y 
bajo protesta, no importa prórroga de la competencia ori- 
ginaria tle la Corte Suprema para conocer en la acción 
que, fundada en la expresada declaración de inconslilueio- 
nalidiid, persigue la repetición ..le las sumas pagadas por 
los herederos en concepto de impuesto y Alisto- de proto- 
colización. Página. 22-, 

3. La circunstancia m que no se buya desconocido expresa- 
mente la oom-H'teneiii de los tribunales provinciales en la 
protesta formulada ante el agrimensor por la parte que 
después dedujo oposición al deslinde, mensura y amojo- 
namiento, no importa renuncia al fuero federal que puede 
corresponder a la mioma. Página 304- 

4. La iniciación ante los tribu nales ordinarios provinciales de 
una acción de repetición de la cantidad erróneamente pa- 



(i) Ver taralii¿n: Actúa j>úbJirog y procedimientos J'ifticialea; Cons- 
titución Nacional, '2 m 2; Excepciones ; Jubilación do empleados ferrovia- 
rios, 3; Nacionalidad, 1; Rettirso extraordinario, 13, 31, 45, 46, 47. 
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gada en concepto de impuesto, importa prorrogar la ju- 
risdicción federal, aun cuando aquélJoa se declaren incom- 
petentes por tratarse de una ratina contencioso administrativa 

1.' 7S« , Tw n,iri0 nlltü M tri!ll,nnl " UI, " íor ác provin - 

Conflictos entre jueces. 

ó. Kn el cnso de imputar* a varios conscriptos un delito de 
delnniilnción, .1*. competeneia de la justicia ordinaria, re- 
l'iimtdo con pena rada grave que e) de burlo en e! cuartel, 
atribuid» laminen a Jos mismos, y de competencia de la 
jnslicm militar, debe juzgar primero aquélla. Pág. 145. 

Competencia tt fritó r tul. 
Elementos determinantes. 
Lugar del cumplimiento de la obíi 



t). M conocimiento del juicio sobro euniplimiento de «intrato, 
indemniza, «'m o reparación do danos y perjuicios y pago 
de utilidades o beneiiri,,» provenientes de ta explotación do 
tambos en um estancia de propiedad del demandado, co- 
rresponde ai jura del lugar en que ella está situada, «c a 
cual hiere el domicilio del demandado. Página 35. 

Compraventa. 

7. E| .juez del lugar fpic, según resulta de la letra de cambio 
agregada a los autos, fué tácitamente convenido para pa- 
gar el precio de compra de mercaderías, es el «umpé tente 
para conocer en ct juicio sol. re robro del mismo. Púg. 35. 

Competencia fctfrral. 
Principios generales, 

8. La justicia federal es incompetente para examinar v rever 
los í.rocedimirntos y n-nlueione. de la justicia de "paz le- 
trada de Ja Capital de la República, el alcance do los mis- 
mos, la interpretación de los juer-es respetivos aceren do 
las disposiciones ríe la ley U.Í)*J4 referentes a sus atribu- 
ciones privativas, y ni uso que lian lieelio de ellas en ejer- 
cicio de su jurisdicción y en materia de su incumbencia. 
Página -177. 
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D. La. incompetencia de la justicia federal puede y debe ¿er 
declurada de oficio en cualquier estado dé la cau.su> Pá- 
gina 477. 

Por la materia. 

Causas regidas por normas federales. 

I'l. ('(i.üj.i'Sf a 1:i justicia federal ronocer en ta denuncia for- 
mula. la por un abonado a un apáralo de nrm cnnipaüín te- 
lefónica Mije! a a la jurisdiceióit nacional, con motivo de 
llamados reiterados efectuados día y noche para molestar 
al denunciante, aunque después de ello no quede enriada la 
comunicación. Página <)t¡~>. 

Cau-as excluidas de la competencia federal. 

11. Corresponde :. la justicia ordinaria entender en ln deman- 
da fundada en disposiciones del derecho común, sobre in- 
demnización de daños y perjuicios ocnsiouudns por Un 
accidente do tránsito ocurrido en un camino de la Provin- 
cia, de Huenos Aires, aunque la empresa demandada sé halle 
comprendida en el régimen de la ley 12.:i4(¡. Página 1. 

Por las jHirsonas. 
Nación. 

12. I41 jtislicin federal es ineompeíente pura conocer en la de- 
manda -oh re cobro de sueldos promovida contra la Nación 
por un empleado de la justicia de paz. lega a quien, no 
obstante tiahérsett' incluido en la lista prepnrada p»r las 
Cámaras Civiles con arreglo al art. 70 de la ley 11.020, 
no se asignó carpí alguno en la mu-va organización reali- 
zada en virtud de lo di-puesto por dicha ley, Pág. 177. 

13. No compete a los tribunales federales sitio a los ordinarios 
de la ("ai «Ha! de Ja República el conocimiento de una cau- 
sa «fcre cohro del beneficio previsto en la ley VI'A'h pro- 
movida contra la Nación por un agente de pediría de la 
Capital Federal. Página 475. 

14. Aun emitido <c¿i par!*- la Nación, no i-ompele a los tribuna- 
les federales sino a los ordinarios de la Capital de la Re- 
pública el conocimiento de Ins. caucas reí anonadas con el 
ejercicio de los poderes propios del gobierno local de 
aquella. Página 475, 
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Caucas penales, 

Violación de normas federales. 
15. Compete a )u justicia cinlitmi j;i v no u hi federal conocer 
en la causa originada por loa hechos delictuosos de ca- 
rácter común cometidos cu !a Capital Federal por nn 
grupo de personas cu infracción a la prohibición de rea- 
lizar actos públicos con motivo de, la celebración del 1» 
do mayo, dada n conocer por circular del Subsecretario 
del M imperio del Interior de la Nación. Página 241. 

Delitos ípii" obstruyen el normal ftuicionii míenlo de las institucio- 
nes nacionales. 

1G. Compele a la justicia federal conocer en la causa sobre 
negociaciones incompatibles con t-1 ejercicio de las fun- 
dones públicas, imputadas al miembro del Directorio de 
la Corporación de Transportes de la Ciudad de Buenos 
Aires rpie en aquél representaba ni Gobierno Nacional. Pá- 
gina 384. 

Casos varios. 

17. Con jirregto a lo dispuesto en los decretos 1580, 2175, 
1 2.2,14, 40.980 y -17,527, no impugnados como inconstitu- 
cionales, compete a la justii í¡i federal conocer en el juicio 
de apremio tendiente u cobrar las multas aplicadas por las 
cámaras de alquileres. Página 234. 

18. No compete a la justicia federal sino a la ordinaria cono- 
cer en la causa sobre defraudación promovida por im- 
putarse al procesarlo el apodera miento ilegítimo de auto- 
rizaciones para adquirir neumáticos expedidos por la Co- 
misión National de Distribución del Candió, entregadas 
o aquél por los titulares de ellas para que las hiciera efec- 
tivas. Página 144. 

Competencia originaria de la Corte Suprema. 
Generalidades. 

19. Ln improcedencia del fuero originario de la Corte Supre- 
ma puede ser declarada en cualquier estado del juicio, aun 
cuando en la providencia que dispuso convocar a juicio 
verbal n las partes en un interdicto posesorio se haya decla- 
rado la competencia del tribunal en cuanto hubiere lugar 
por derecho. Página 508. 
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Agentes diplomáticos y consulares. 
Embajadores y ministros extranjeros. 

20. No existiendo razSn para suponer que media anuencia de 
un embajador extranjero para el juzgamiento de su muca- 
mo argentino, por la infracción al decreto 343-1 sobre ac- 
hín l¡ /.ación de domicilios qno s* le imputa, corresponde 
orebivnr las actuaciones remitidas por el Jefe de Policía 
a la Corto Suprema. Página 309. 

21. No habiéndose cumplido el requisito previo de la identifica- 
ción del denunciante exigido por el nrt. 1(1(1 del Cód. de 
Proís. Crimimiles, debe devolverse ni jugado de instruc- 
ción las actuaciones que recibió y remitió a la Corte Su- 
prema por considerarse i ti con i] te ten le, referentes a una 
denuncia enviada desdo un país extranjero sobre supues- 
tos delitos imputados a un embajador y un cónsnl de otro 
país extranjero acreditad*» ante la República Argentina. 
Página 182. 

22. Anlo la renuncia de sus privilegios formulada por un cm- 
bajndor extranjero a electo de que la policía y la justicia 
de instrucción i uves tienen el delito común cometido en su 
perjuicio por una persona que e-I ni m n su servicio y que 
carece de calidad diplomática, corresponde declarar ]a in- 
competencia de la Corte Suprema para conocer originaria- 
mente en la causa. Página 147. 

Causas en que es parle una provincia. 
General! dade?. 

23. l-i rireunstnneia de que la ejecución de honorarios pro- 
movida ]wr el cesionario de] letrado del actor contra este 
último, sen un incidente del juicio princip»), en el cual 
se condenó sin cuntas a la provincia demandada, nn basta 
para que la Corte Suprema conozca en ella originaria- 
mentc. Página 4. 

24. La Corte Suprema carece de jurisdicción para conocer 
en juicioH seguidos contra una provincia y otras personas 
no u lora das, como la Administración Cicnernl de Vialidad 
Nacional; por lo que delwi desestimarse el pedido formu- 
lado por la provincia demandada, con la oposición del 
actor, para que se dé intervención en el juicio a dicha 
repartición. Página 2S2, 
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Causa» civiles. 
Causas regidas por el derecho común. 

25, Compete a In Corle Su firt-nia conocer m iginariamcnte en 
la i inisn civil nnhru ivvii. ; K1 / m hiiü .Ii.iui. ión de tierras 
promovida contra una provincia por vecinos de la Capi- 
tnl Federal. Página 0. 

2u\ La invocación di» disposiciones constitucionales como fun- 
da mentó de un interdicto de recobrar la posesión promo- 
vido contra nua províneia, no priva al juicio respectivo 
del carácter de causa civil que le corresponde; por lo que 
no compete a la Corle Suprema conocer originaria mente 
cu el por razón de la mnicnn, ni tampnco por razón de 
las personas, por tratarse de nn extranjero vecino de la 
provincia demandada. Página 210. 

27. Compete a la Corte Suprema conocer en la causa sobro 
oposición al deslinde, mensura y amojonamiento do terre- 
nos fiscales iniciado ante ella contra una provincia por un 
extranjero, en su carácter de dueño exclusivo de nn in- 
mueble, no obstan te tpie, según la demandada, baya otras 
personas cutí derecho al mismo (pie no hnn comparecido a 
dicho juicio, aunque sí al de deslinde promovido nnte los 
tribunales provinciales. Página 304. 

28. Compete a la Corte Suprema conocer originariamente en 
el interdicto promovido contra una provincia por nn ve- 
cino de Ja Capital Federal. Página 448. 

Cnusns que versan sobre normas locales y actos de las autoridades 
provinciales regidos por aquellas. 

20. Las cuestiones referentes a la interpretación de los pre- 
ceptos de la Jcy 4105 de la Prov. de Bs. As. hecha por las 
Autoridades administrativas son ajenas a la jurisdicción 
de ta Corte Suprema. Páginas 354 y (137. 

30. \*o compete a la Corte Suprema conocer originariamente 
en el juicio tendiente a obtener la invalidación do los actos 
y procedimientos mediante los cuales las autoridades de una 
provincia lian conseguido reinscribir, con respecto a los 
hienes inmuebles de propiedad del actor situados en terri- 
torio de aquélla, embargos que aquél considera nulos por 
haberse anotndo con violación de las formas substancia- 
les del procedimiento establecidas por las respectivas leyes 
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locales y de las disposiciones de las mismas referentes a 
la caducidad do esa medida precautoria por el transcurso 
del plazo establecido en la ley proviuciul respectiva, así 
como también con violación del derecho de propiedad y do 
la defensa en juicio garantizados por la Constitución jfa- 
cional. IViiriuti 1ÍKI. 

Causas quo versan soliri* cuestiones federales. 

31. \'i> compete a la Corte Suprema conocer o riyinaríiu tiente, en 
la demanda contra ana provincia sobre repetición de mul- 
tas t'undnda «*u tu dispuesto por iitui ley provincial y en 
el principio de lu igualdad constitucional. Fagina 252* 

32. No compete a la Curte Suprema conocer origi nanamente 
en In demanda contra una provincia, sobre repetición del 
impuesto do contribución territorial cobrado con recargo 
a un propietario reputado ausente, fundada, por una par- 
te, en que dicho gravamen es violatorio de los art*. 4. 14, 
2lt y (¡7, ine. 2" de la Constitución Nacional, y, por la otra, 
en que. según la interpretación del actor, sólo alcanza a 
bis perdonas domici liadas en el extranjero por percibir sus 
rentos sin haber contribuido a producirlas ron su actividad 
personal, y no a las (pie manejan sus establecimientos, aun- 

|»-riódir:nnehti< viajen :i distintos hilares Minados fuera 
del país. Página 252. 

33. Compete n la Corte Suprema conocer en la demanda so- 
bre repetición de lo cobrado ni actor en concepto de im- 
puestos do justicia y a la partición establecidos por la 
ley 410") de la Prov, de Hítenos Aires c impugnados como 
viola torios de los arts. 7* de la Constitución Nocional y 
4' de la ley fedenil 44. Página 354. 

34. Compete a la Corte Suprema conocer en la demanda sobre 
rri^ticióii de tu cobrado til actor en concepto de impuestos 
de justicia y a la protocolización establecidos por la ley 
4tí)5 tic la Prov. de Bs. As. e impugnados como viola- 
torios de los arts. 7 de la Constitución Nacional y 4 de la 
ley federal 44. Pagina M7. 

Competencia pemil. 
Lugar del delito. 

35. El juez del lugar en que se han realizado las maniobra* 
abortivas, que previno en la causa e interviene e» la in- 
vestigación del delito de ejercicio ilegal de la medicina 
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imputado n uno de los coprosa dos, es el competente para 
conocer en lo referente ni delito de aborto, aunque loa 
resultados de éste -i: hayan prodiu-ido en otro lugar sobre 
el cual no tiene jurisdicción. Página 220. 

3tí. Lu jurisdicción eriminnl territorial es improrrogable Pá- 
gina C(i2. 

37. El juez del lugar en que fin-ron i'irmudns Ins escrituras 
públicas tendientes a defraudar al querellante y rotativas 
a operaciones o negocios anteriores realizados en la miama 
jurisdicción, es el competente pula comn-cr en la respectiva 
causa criminal. No obsta a ello la i in-unsLanc de que 
pudiera considerarse que la falsedad de un poder otor- 
gado en otro lugar ba.sta.-ic por sí sola para determinar 
Ja competencia de lo* jueces de éste último, si lia mediado 
» 1 respecto un sobreseimiento" definitivo firme. Pág, G02, 

Delitos en 
Defraudación. 

38. El juey, del lu^ar en que el acusado vendió los efectos qne 
lo fueron entregados con ese objeto, cobró su precio y se 
apropió de él o depositó en la cuenta del dueño lo que 
había percibido de los compradores, es el competente para 
conocer en la causa que con tal motivo se le seguía por de- 
framlarión. Página 142. 

Com ¡>rlm ña m ¡lita r. 

39. Compete r. ln justicia ordinaria, y un a hi militar, enno- 
rer en el proceso iniciado con motivo del choque entre 
un automóvil particular y otro del ejército. Pág. 370. 

'Ai, Corresponde a la justicia militar mnoeer en la causa penal 
instruida con motivo de irregularidades en el desempeño de 
funciones en la Dirección General del Material del Ejército 
por un suboficial retirado. Página (JÜ7. 

Sttceniótt. 
Fuero de ii tracción. 

Acciones personales de lo^ acreedores. 
41. No competo o los tribunales federales sino al juez de la 
sucesión del dueño del negocio, conocer en el juicio sobre 
indemnización por despido de un empleado promovido con- 
tra ella y el extranjero a quien transfirió t>) establecimien- 
to por venta DO aprobada aún judicialmente. Página 550. 



m 



LET 



Incidente* y cuestiones conexas. 
Costas y honorarios. 

42. Ln regla que establece la procedencia del fuero federal 
por razón de las personas rs inaplicable a la causa sobre 
cobro de honorarios y gastos judiciales, qur es un inriden- 
te del juicio cu ijiie lian sido devengados y, por ello, de 
competencia del tribunal que conoció en este último. Pá- 
gina 180. 

Juicio ordinario de repetición. 

43. Xo compele a la Corte Suprema conocer originariamente 
en ln en usa promovida ron t ra unr provincia sobre repetí- 
ción de multas pagadas después de haberse iniciado por 
el fisco, ante los tribunales locales, los respectivos juicios 
de apremio. Página 252. 

Varios. 

44. No compete a ln justicia ordinaria sino a la federal que 
concedió la carta de ciudadanía conocer en las act nociones 
tendientes a demostrar que su titular es argentino nativo 
y a obtener ta consiguiente anulación de aquella. Pág. 3Í*8. 

JUSTICIA DE PAZ LETRADA. Ver: Jurisdicción y competen- 
cia, 8, 12. 

L 

LEGADO. Ver; Recurso extraordinario, 37. 

LEGISLA CIO.X COMl'X. Ver: Embargo, 2; Recurso extraordina- 
rio, 37. 38. 

LESIONES. Ver: Recudo extraordinario, 23. 

LETRA DE CAMBIO. Ver: Jurisdicción y competencia. 7. 

LEI' í 1 )- 

Principio» genérale». 

La ley 12.311 tiene cántete r fcder.nl. Piigina 3S4. 

(I) Ver tamban: ronstituciÚn Nacional, 3, (l, 7, 17 j Junta Na- 
cional de Carnes, 1. 
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LEY EX POST FACTO. Ver: Retroactividad, 
LITIS CONTESTACION. Ver: Sentencia, 
LITIS PENDENCIA. Ver; Excepciones. 

LOCACION. Ver: Constitución Nacional, 2Í>; '.xpropiaeión, 4, 0; 
Recurso extraordinario, 11, 12, 49. 

LOCACION DE COSAS. 

Lo cireunstoncia cíe que no huya mediado un contrato ex- 
preso, verbal o escrito, no bn>Ui para excluir lu existencia de 
un contrato implícito sobre el pastaje en tierras fiscales, 
regido por lad disposiciones pertinentes de la locación, sí 
medió consentimiento tácito de ambas partes resultante de 
la introducción de los animales en dichos eo nipos con cono- 
cimiento de las autoridades nacionales, del pago del pre- 
cio reglamentario y de otras circunstancias concordantes. 
Púgil 555. 



M 

MATRIMONIO, Ver: Nacionalidad, 1. 2. 
MEDICOS. Ver; Constitución Nocional, 4, 24, 26. 
MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

1. Corresponde apercibir ni letrado firman le de un escrito que 
no respeta la mesura propia de los debutes judiciales ni se 
imita justificado, en cuanto sus términos, por las necesida- 
des de la defensa. Página 287. 

2. Importando una grave de¿con-ddcrarión a los Ministros de 
la. Corto Suprema la imputación de odio lineia una pro- 
vincia formulada ronlra ellos por el representante de ésta 
al recusarlos por esa causal, procede imponer ni mismo cinco 
días de prisión en calidad de corrección disciplinaria. Pá- 
gina 184. 

MENSURA. Ver: Excepciones; Jurisdicción y competencia, 3, 27. 
MORA, Ver: Donación, 2. 
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MORATORIA HIPOTECARIA, Ver: Recurso extraordinario, 16, 
MUJER CASADA. Ver: Nacional idud. l, % 
MULTAS ('). 

I^n facultad tli' nplicar la mulla prevista rn el nrt. 12 de 
ta tí*y 11,110 no nirre^ponde al presidente ¡<ino al directorio 
de la Caja respcitiva. Página 31L 

MUNICIPALIDADES ("). 

El sistemo económico iinamiero at t-ue deha ajustarse el rc- 
gimpn comunal tic hi< provincias no lia sido prefijado p«r 
la Constitución sino rpio mira en la órliitu de las facultades 
propias da aquéllas. Página -12a. 



N 

NACIONALIDAD. 

1. Idis eonclasioiite contenidas en lo-; faltos de la Corte Su- 
prema referentes a la eompeJefcda rn las cuestiones que se 
susciten ai-erra de los intereses económicos del luntriitionio. no 
autorizan a atribuir a la mujer rasada la nacional i da ¡1 de 
sn mu r ido. Página Ki5. 

2. El matrimonio no altera la Racionalidad de la mujer. Pá- 
gina lfiá. 

NúTÍI'IC ACION. Ver: Cimstitu*ión Nocional, H, 1"»; Recurso ex- 
traordinario, (i. 

O 

OBRAS SA SITARIAS DE LA NACION. Wr: Reetflfo extraordi- 
nario, 41». 

(I) Wr también: Constitución Nneiomd. t">. ,1arífldífri£n 
y competen? Lu. M, 4 1; l'a^c Prvriui máximo»; licciirso extraordi- 
nario, 7. íí-, 

(2; Ver también: EntUrco, l. ~, .'í; Recurso extraordinario, 3, 
5 t 2fl, 30. 
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P 

PAGO i 1 ). 
Pago indebido. 

Repetición de lo pagado sin causa, 

1. N'o tratándose de un gasto determinado por la exigencia do 
1n proliH-olización, respecto de la cual el letrado que tramitó 
«1 exhorto sobre inscripción do la declaratoria de herederos 
se limitó a formular lúa resmas necesarias para la repeti- 
ción del impuro respectivo, y corres pomlicndo al titular 
de] derecho soportar los gastos originados por loa actos do 
conservación del mismo, como la protesta, no procede decla- 
rar a cargo de la provincia condenada a restituir el impuesto 
de protocolización, el pago de los honorarios regulados a 
dicho letrado en el «chorlo de referencia. Página UH7. 

Protesta. 
Forma. 

2. Es eficaz la protesta consignada en una nota dirigida al Mi- 
nistro do Gobierno de Ja respectiva provincia, mediante la 
cual so pone en su conocimiento la aplicación de una multa 
por las autoridades policiales y las razones do orden insti- 
tucional en i¡ue se funda la reserva de las acciones tendientes 
:i obtener ía dec dación del importe de aque'lla y de las que 
por igual motive fueren aplicadas en lo sucesivo. Púg. 326. 

.'i. L:is pi'utesljis en las nuiles se impugna de ilegal o inconsti- 
tucional el cobro de los impuestos de justicia, a la parti- 
ción y a la protocolización por gravarse a hijuelas expe- 
dirlas fuera de la provincia y cuya inscripción se solicita 
por exhorto, son suficientes para advertir a la provincia 
de la impu-naciÓn hecha al cobro de los impuestos cuya de- 
volución se rechinin. Página \m y CK17. 

Alcance. 

4. La protesta debe ser tiiiiullútic.-i o anterior ¡il [Higo del im- 
puesto cuya ¡legalidad o incoaslitucionalidad se impugna, 
Página Sí). 

PAUTES. Vrr: Expropiación, I. 



(') Ver también: Freseripeifoj 4. 
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PASTAJE. Ver; Lnrari¿ii de eosas; Privilegios. 
PATES TES, Ver: Constitución Nacional, 34. 
PENAS. Ver: Recurso extraordinario, '3ti. 

PBX S IOS A AtiKSTKS DE POLICIA 1 líOMItEHOS. Ver: Ju- 
risdiceióü y i-ompeteneio, 13. 

PEXSIOX GUACIA ULE. Ver: IVn-iutie- militares, 11. 

PEXSWX ES MILI TA BES ( 1 ) . 
Pr na tunen tt ha militares. 

Inútil iwt.-ión pora la canvra militar. 
Ejercito. 

1. El oficial de aviación afectado por insufirieneia mítral com- 
pencada, i-iiyo retiro s*e efectuó varios años después de pro- 
ducida ln le-.iín y de haber nido aseen»! ido previa deila ra- 
ción de que era físicamente apio para ello, DO obstante la 
lesión <le que padecía, no tiene derecho al heneficín pre- 
visto en e! art, \H sino en el art. 1l>, del tít. III de la ley 
4707. Pagina 121. 

2, Los coso» en que la Í ni a paridad pitra continuar la carrera 
se muniíirMa en forma mediata y después de que el mu- 
dante lia i»ido ascendido y eonsiderndo apto n dicho efecto, 
n» catán comprendidos en el art. 1S sino en el lti del tít. 
III ele la ley 47<«7. Página 421. 

Revolucionarios do 1800, 1893 y 1905. 

"j. VA mafjuiiiirttn de segunda de ta A miada Nacional aseen - 
ftído a ingeniero maquinista de ten-era por aplicación del 
art. 4 de la ley 11.268 sólo tiene derecho a percibir en lo 
sucesivo el pon iento que según la ley orgánica de la A miada 
Je enrre^pniide por su nueva categoría. Página 80. 

4. 1.a b\v U.2US m> ha modificado la-* disposiciones de la ley 
orgánica de la Armada referentes al por ciento a liquidan» 
sobre el sueldo en activi-Sd pan» lo* retirados. Página SO. 



(1) Ver tíimUirn: Acumulación de braefirms; Ejíreito; Prcscrip- 




PESSIOSEB MILITARES 



723 



Pcmtones tt deudos de militares. 

5. El lír. IV ck' la ley 4S50 no acuerda pensión a la madre 
divorciada sin culpa, sino tan sólo a la madre viuda; por 
lo cual <*s absolutamente nido y revocable por un decreto 
pos l prior el (pie, violando la ley, concedió dicho lieneficio 
a la madre (pie se bailaba en la situadón mencionada en 
primer término. Página 422. 

ti. El decreto que, modificando uno anterior por el cual se 
acordaba a la viuda de un teniente coronel I» pensión co- 
rrespondiente n ese jurado, resuelve concederle la correspon- 
diente al ¡irado de coronel porque id ocurrir la muerte del 
caucante se hallaba u consideración del Sentido un men- 
saje del 1*. E. olicilandu acuerdo pura el ascenso, es un 
acto irregular víolatorio del nrt. 12, ¡nc. 4% cap, 2 9 , tít. 4*, 
fie la ley 4707, que no produce el cierto de la cosa juzgada 
V puede ser válidamente revocado por otro decreto. Pá- 
gina 247. 

7. Es absolutamente nulo y revocable en cualquier tiempo por 
el P. E. el decreto que, apartándose de lo estableeído en la 
ley 8358, acuerda a la viuda e bijas de un capitán de navío 
retirado, la pensión correspondiente «1 grado de contral- 
mirante. Página 321. 

8. Procede incluir la mitad del prest correspondiente ol cau- 
cante en la pensión acordada a la viudii e bijas de un oficial 
de la Armada retirado. Página 321. 

KxpcíiU ifuíiírios al desierto, 

B. El decreto que, apartándose de ]u dispuesto en los nrta. 21, 
inc. 4*, de la ley 162, y ÍÉ, cap. II, tít. IV de la ley 4707, 
modifica uno at críor consentido y ejecutoriado, para acor- 
dar a los deudos de un expedicionario ni desierto un bene- 
ficio mayor que el que legalmente les corresponde, es abso- 
lutamente nubi y puede ser vil id» mente dejado sin efecto 
por un decreto posterior (pie restablezca el imperio del pri- 
mero. Página 414. 

10. Lia circunstancia do que el expedicionario ni desierto com- 
prendido en el decreto 7Ü\2&9, del 7 de noviembre de 1040, 
liaya fallecido antes < c dictarse aquél pero después de la 
sanción de la ley 90' no priva a sus cniisahahientcs del 
beneficio que lo ludiría correspondido conforme al mencio- 
nado decreto, desde euyn feclia debe pagárseles el beneficio 
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Guerreros de la Imfr pendencia. 

11. \¿\ ley ;tlí),"i m'pIíi rige Jas pensiones gracíaMe* qtü 1 el Con- 
greso acuerda por leves especiales con referencia directa a 
cada uno de los hcnci ¡ciados ; por ln que «s inaplicable a las 
personas e-lnntecidart pW la ley 11,112. Página lí-U. 

12. El nrr. 1* de la ley 12-lil'J no rige los casos l>ii que el de- 
red lo n ]¡i pensión esta oler ida por la ley 11.112 ha sfílo 
recoaocido por sentencia l'inne; de manera que el l>. E. no 
puede anular dicho beneficio por aplicación de aquel pie* 
eepto. Página 1DG. 

PEREXCW.W DE ¡XSTAXCIA. 

La sola proposición de arreglu extra judicial tnnniilmlíi por 
tu parte uctora no suspende el término del juicio ni impide 
la perenrión de la instancia, que dche ser declarada ante el 
transcurso del término legal y la falta de acuerdo, ni aun 
tútito, acerca de la paraliza* ión del juicio. Página 'MH. 

PERITOS. Ver: <Wns, 1; Honorarios de peritos. 

PERITOS MEDICOS. Ver: Constitución Nacional, 4, 24, 20 

PERITOS TASADORES. Ver: Expropiación, h 

PODER DE POLICIA. Ver: (YimerHo ¡nterprovincial. :t; Cunstitu- 
ción Nacional, :i, 5, (í, 7, lt¡, IT, LO, '.¡'2, $&¡ Interdictos, 4; Junta 
Nacional de Carnes, 1, ;í, 

PODER EJECUTIVO ['). 

l.ii ejercicio ile su facultad reglamentaría el I'. E. puede 
«parlarse de la catrín-tura ile la ley y ile modalidades de 
expresión, ^ieiupiv qu.- mantenga *u acepción sustantiva. 
Pagina -112. 

PODEIi jVMCtAL. Ver: Constitución Nacional, 2 t :í. 

PODER LEQiSbATIYÚk Ver: Comercio Interprovineinl. 1, % :i; 
Conalitucjón Nacional, (¡, 7. 17. 1S, .}J; Embargo, 2; Munieipa- 
1 aladea. 



(l> Ver tnm.ioé»: tWumtti eili-jiordimiri», 11. 
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POLICIA DE 17A7J.S-. Vvr : CousiilucUm N;u -iimnl. 32; Recurso ex- 
traordinario, 1-1. 

P&Smtm. Y&i Interdictos: i, 2 

mEctm máximos 0), 

Consentida l:i resolución administrativa. ipie impuso la pena 
de multa por violación n h ley 12/iíll, es inadmisible en 
el juicio <]i> upremio tendiente » cohrnr su impnrtc, la opo- 
sición de (lclViisíis referentes al procedimiento seguido para 
apticnrlu. Página 29. 

PRESCMPC1GS (-*). 

1, El término de prese ripción ijc la acción para obtener el re- 
conocimiento del derecho al beneficio establecido por el ftrt. 
30 do !» lev Üu7."> comienza a c orrer, en cuanto a los expedi- 
cionarios itl desierto comprendidos, en el decreto 76.289, 
desde el 7 de noviembre de 1940. tedia de] mencionado de- 
creto. Página 644. 

Interrupción, 

2. El reconocimiento del derecho :i unn pensión militar por 
medio de un decreto ipte sólo admite el redamo en entinto 
i\ las cuotas no afectadas por En prescripción quinquenal no 
importa una interrupción de ésta en los términos del art. 
3089 del C. Civil. Página Hlh 

Tiempo tit> In prescripción. 
Materia eivil. 
Prescripción anual. 

:i. Xo habiendo transcurrido el plazo dr un nño entre la feelia 
en t|iie se realizó el ; tu de lurbación en que av tunda el 
interdicto y la techa, en «pie éste fué interpuesdr, corresponde 



P> Ver también: Constitución Nacional, 1H; Reeurao eitraordi- 
nnt'm, 7. 

(2) Ver taadii.'ri: l'onsitítiiciAn Nrtfinn.il, 'JO; Impuesto a loa rá- 
ditj», fi, !>; .Iu>ñl:ic¡r. n ,\r emplead».. iVírovinriun, '¿; Item rao extra- 
ordinario, 7, 13, 17, .17. 
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rechazar la. prescripción opuesta por el deiiiiiinhido firmlndo 
en el urt. 40:18 (luí C. Civil, página :172. 

Leyes especitiles. 

Impuesto a lo» ríJitoa. 

4. I-i prescripción bienal establecida por «'1 mi. lii del texto 
ordenado del ímpm^tu a los réditos pani lo-* c;i>ih ríe p¡L<_rn 
por error, rio riiíe los -aipuc-lo* de demanda.* contenciosas 
sobro repetición del impuesto pululo vuluntnrin o 4-orripulsÍ- 
vamrnte contemplados en el urt. 41 de la citada ley, a Un 
que es aplicable la prescripción decenal. Página 21b'. 

Pensiones militan.. . 

5. Prescribe n lo* cinco am* contados desde íjiu* se proilriju In 
baja improcedente, ]¡i acción del oficia! del ejercito reincor- 
porado tmi^ füidc en -¡(nación de retiro por [Ululación de. 
aquella medirla, para cobrar Ujs sueldos fftjc mientras tanto 
no pudo percibir. Página 422. 

PremrifH-ióx en materia ptmt, 
rnlemipcidiL 

0. Es improcedente la presen pidón de Ju radón penal cuyo 
plaM venció iiiriM'ílmtameiiie después r]e dictada Ki sentencia 
nunlcriHtriiia ríe la Cnrli' Suprema de Justicia de la N'u- 
ción, iususceptible de Beciirso alguno y tirare por consi- 
guiente, desde ijiu- m? bi dictó. Página Ul. 

privilegios (<). 

El i-rédito ríe la Nación por pastaje en tierras Incides no 
goza riel privilegio previsto en el art. !H, me. U f , fino en el 
art. !H>. ine. V, de la ley H5li, al que no obsta el etigtoba- 
niiento r]e bis diversas nrmatidailes ai leudadas en lina suma 
total ni la circtm-lnneia de (pie, eli la respectiva ejecución 
se haya declarado que ta ar ción del Pisco estaba reunía por 
la prescripción decenal por haber mediado capitalización do 
lñ detida. Página S6& 

PROFESIONES LIBERALES. Ver: Constitución Nacional, 4, 
24, 20. 



(i) Ver también; Recurso pitraordiiiuriii, 40, 
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PHOTKSTA. Ver: Jurisdicción y eompetencin, 3; Pago, 1, 2, 3, 4. 

PItOTOroTJXACÍOX. Vrr: Constilneión Nacional, :il j Jurisdic- 
ción y competencia, 2, 34; Pago, 1; Prueba, 3. 

PlíOVÍXC/AS. Ver: Comercié TiitnrpmvinrtíiK 1, 2. 3; Constitu- 
ción Nacional, 1!>, 32; Kmlmrgn, 2, 3; Municipalidades. 

PlH'EIiA (t). 

Ofrrrimirutn t/ product ¡,',>i. 

1. ir.-if.i.-rifin ojinsiti.'.!) tii' parte no es admisible cu calidad de 
hechos nuevos la prueba ui'reeidíl fuera de término consis- 
tente en un artículo y una iufiirmiieión publicados en un 
diario. Piigina V>\*. 

2. Sólo excepcíonnlmenle i-uJw admitir cu calidad de hechos 
mu- vos ln producción *Tt* prueba después de vencido el ttfr- 
jiiliui pertinente, Púgiun <¡4H. 

Instrumentos. 

3. Kl recibo nh ihníilu al escribano que hizo ln protocoluta- 
ctfín, presentado en juicio puní demostrar et pago de sus 
trastos y hunrinirins por el actor, carecí; de valor probato- 
rio si ente omitió hacerlo reconocer judicialmente por aquél. 
Página (¡37, 

Prueba ™ materia penal. 

4. Kl arl. ">SH del Cód. di- Procedimientos en lo Criminal no 
■ ¡che mt inli-rprctiidn en el -cutido de ijue aulorizii al jueí 
correccional n denegar luda prueba, inclusive aquella de la 
que pueda esperar-e la exención o atenuación de ln respon- 
sabilidad del procesado, P"''* Sí le daría una extensión in- 
compatílde con el art. 1S de la Constitución Nacional. Pá- 
gina -i:i2. 

PltVEHA DE LA X AC ÍO.X ALU) AÜ. Ver: Actos públicos y proce- 
dimientos judiciales; Jurisdicción y competencia, 44, 

PVKIiTÚ T)H LA PLATA. \ er: Constitución Nacional, 3!). 



(>) Ver tmnliién: (Vmntiturion Nación»!, 0, II, 12, 13, 15; Coitnt, 
1; KspnipiíH'irpii, Ki-utcnci;i. 
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Q 

QUIEBRA. Ver: Privaos. 
QUORUM. Ver: Cúinnra Fetlrriil. 

R 

ítÁJZQNABIUDA Tí l>F. f..\ U'\. Yi-r: ConstUactón Xm-imml, :\, 
tí, 7, 17: .liinin Nacional Carnc-s 1. 

REHF.l.Ut A. Vrr: Roi-ui^t» (wlrjiiinlituirKi, "Si. 

litxuaso />/■; sruttAi) (M. 

Lns l iniinstniu-tos de «|«r en |¡i sentencia se iufíirra en error 
nivivii de lo dispuesto por Im U-> aplicada y de (¡m- nn se 
.tttulin» la Uttal'h\n \ *U< \;t< ••Mi'st'nnwa y arixiiinettto# expuestos 

|nir i-l n-i-nrii'iilr para »l<- -.inir t-[ itrrrciin i¡nr invoca, rm 

bastan puní fundar ta mili<la.i iiiUn i|ii<> si» pronuncia 
soluv I» acríón deducida cu ín linrma minerida por vi nrt. I*¡ 
tlu la k'y .">n, Pá^íim 477. 

RECURSO K X T KA* ¡ ít ¡SARI < 2 ), 

R<'qHi*itox simunes, 
Cuestión juaíí»ini»ta 

1. Xo innimln* ii Vtn-W Suprema resolver e. tioUes alistrw- 

tas por medid del rccuiso cxtriuinl murió, Página 2i:i. 

Gravamen, 

2. E* improri'.li'iiti- el reeitrid extraor línario Candado en le* 
mis. 17 y ls iU» ln Coti&iitneifoj Nacional y en «pie el 
Com-cpi Drliln*rjiMtt« »tt luí podúJu válidummlv nníi'iiar u la 

emprima i"í-M<»TiarÜÍ rei-iim-iite, por tnilnr^ «le ima J'mi- 

i-iórt eorreHiKmiHente a los jueves, la óVvolni'íón de las samas 
percibidas en viruid de un aumento «le tarifas decretaito ppí 
el Intendente y mudado pnr aí|in't. í-ontra ln sentencia die- 



(l) YVr también: ticen rso estniimlítiTirto, 23. 
(íí) Wr tnmt<i''ii : ('imütitiii'iún Xaeiminl, 12. 
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tadn por el Superior Tribunal de Fluiré liíos en un juicio 
tiu {uno derecho sobre ineonsiitm ionalidad que, sin pro- 
iiiini-i;ii'><' -Atrv el régimen particular al «mil deben suje- 
larse los relaciones cutí» 1 con ceden te y concesionario, por 
requerir-i» ti examen tíc cuestiones de hecho ajenas al juicio 
y susceptible de discutirse cu otro, se limita a dividir la 
cuestión ■■■■ i\mt\» contraria ;t las pretcnsiones de la em- 
presa. Página i 20, 

Hnqniéíim propio** 

CuestiSa Metal. 

Cop^tícmeü federales .simple-. 

Interpretación de la Constitui-ión Nacional. 

II. Procedo el recurso cstniordmario fundado en r*l art. 17 de 
la CoiiM it lición Nacional contra la sentencia que, rn una 
causa sobro expropiación inversa scpiída muirá Iji Diree- 
cíóti Xarintial da Vialidad, niega a los dueños derecho a co- 
brar intereses sol» re el precio de! inmueble porque en En 
lev lia en que la 1 ierra lia' incorporada por la demandada a 
la obta pública, aquéllos no tenían la posesión de I» mísm» 
por liaiberlit lomado cmi mitcrioridad la Munii'ipalidnd de 
la Chillad de linciios Aires, Páírina 05. 

Inli-rpri ¡ación «le la> leyes fedérale*. 

t.. Prowda i*l reettffiu extraordinario contra la sentencia que 
descoiin-e los derechos fundados por i-I rei'iu rente en la iti- 
ferpivtación de la !cv 1 1 .J* 1 y de las or.hman¡tas de Aduana 
y lo condena por el delito rb- contrabando. I'á-iaa íiíi. 

Leyes federales de earáeter procesal. 

5. Ks írfcvíwíhle por medio del reerirso extraordinario la con- 
elución de la sciiteie-ia «le una cámara, federal laudada en 
la Inexistencia de rosa juzgada* según bi cual Ta condena al 
pnjro de intenses desdé determinada fecha, dietnda eonlra 
quien iiiiTei-poiida, en un juicio fie reivindicación de un 
ti-i-renri seguido rontic la M unií jpiiliilml ríe la Ciudad de 
Rueños Aires ante» la justicia ordinaria de )a Capital, ca- 
ree** de valor en el juicio «obre expropiación de dicho te- 
rreno promovido por sih dueños contra ta Dirección Nacio- 
nal de Vialidad atile 1;t justicia federal, I Vecina í). r ), 

fi. l>n cne>tión referente a la forma en que deben practicarse 
las notificaciones es de carácter procesal y, aunque .su solu- 
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eiiín dependiera de In interpretación de normas federales, 
no Imsliiñti pura fundar el recurso extraordinario mientras 
no mediara agravio ni ti i i . de la Constitución Nacional. 
PiÍkíuu 207. 

7. Es procedente el recit so cNlrnnrdinai ¡o fundado por id pro- 
cazado* fiscal en la ley t'J.HiH contra hi sentencia que, in- 
terpretándola cu forma contraria a la sustentada por aquél, 
admite i¡ui' son oponililes la-* defcn-as tic prescripción y do 
iuhaUilnlad di* título cu el juicio de apremio Icndicnle a 
cobrar la ittullu administrativa finan y rechaza la ejecución 
por falta de título háhii y por halierse violado tn garantía 
de la defensa en id procedimiento tendiente a imponer la 
mulla, lVisfinu 20. 

8, ül ctie.it ii'in referente al pago de tus costna del juicio de ex- 
propiación, n-í como del pleito sohre reivindicación que la 
precedió, es de naturaleza procesal y a jena ¡\\ recurso extra- 
ordinario. Púpijta »"», 

lleves de carácter federal y local. 

¡*, Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
interpretación de disposiciones de la ley 11.1 W, cañado el 
causante ha prestado todos siis servícini en empresas de 
transportes Incales de la Capital Federal. IVurina 'Mi7. 

Cuestiones federales complejas. 

Inconslitiii'iimalrilad de normas y actos nacionales, 

10. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia defi- 
nitiva fjne rcclta/a la valide/, de un dei-rrlf» reírla menta rio 
(]*• In h > 11,270, ímpauTiado por el a peíanle cnirin vinlalo- 
rio de dicha ley y de la Constitución Nacional. Pajina 4d2. 

11. Procede el recurso extraordinario fundado en que es viola- 
t<ni.p de los arK 17 y !»"» di- la Coitstit ación Nacional e] nrt. 
ñ del decreto 14.001, interpretado en el sentido de ijuc la 
próiTot'a de la Ima-ión (|i|e eslufilece debe acordarse a los 
locatario* que conservan la lerieinia .,d predio arrendado, 
luinmtt' ¡míe- di- la sanción de aquél linhiese recaído senten- 
cia firme de desalojo — cuestión planteada en Iji primera 
Oportunidad que el pruccdimicnli ofrecía a los recnrrenle— 
contra la sentencia rpie declara i.i *alide/. cunslihlciniial de 
de In disposición impugnada, l'ájrinn 4(¡tí 

12. Las¡ disposiciones del decreto 14.001 referentes al régimen 
de los arrendamientos aerícolas no licúen carácter federal 
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y su interpretación por lo* t nlmiialcs de ln cansa, nur. 
cuando fuese errónea, es ¡rrevisible por medio del recurso 
extraordinario; tic modo qne la. Corte Suprema debe limi- 
tarse n decidir si mpiéllas tal romo han sido interpretadas 
luir el tribunal superior de lii causa, son o no compatibles 
ron los preceptos cnnsiitnriuimles invocados. Página fiWfc 

13. Procede ©I recurso extraordinario con I ni l¡t Kculenrin (pie, 
partiendo de Iíl base de qtle ja paralización de muí causa 
riiminal ¡ni le lo* ti i Inundes ordinarios por aplicación <le lo 
dúpmstn en e{ nrt. ¡Ifl del (Vid. de Pior, re-peclivo, no sus- 
pendo <■] termino de la prescripción de \a acción penal, de- 
clara pre» ripta la intentada por el reclínenle, aunque el 
tribunal de La pansa Imyn omitido pronunciarse sobre ta 
cuestión federal consistente en (pie el arL \VJ del Cikl. IVnal 
interpretado con aquel aíeanee es violatoriu tic) iirt. 18 de 
la Constitución Nacional. Página (517. 

Ineonslitueiniialidad de normas y netos provimbiles. 

11. Procede el re-nrso extraordinario fnndjulo en que una ley 
provincial es contraria n las leyes nacionales Y1XM y 12.'i7'2 
y a los aris. lli y l¡7 inc 11. de l¡i Constitución Nacional, 
contra ln sentencia definitivji favorable a la valide/ de di- 
clin ley. I'á trina 130. 

Cuestiones un federales. 

Interpretación de norman y netos comunes. 

IT*. La cuestión referente a ta procedencia de la repelñ-ión en el 
¿nieto ordinario, de las costas pagadas en el jaido ejecutivo 
es de carácter -ornún y eMrniia al recurso extraordina- 
rio. Párjínn 0. 

H¡. \a\ interpretación y aplicación de ln ley l-.rMt no constitu- 
ye nna cursi iim federal. Piicína 25, 

17, La interpretación ibnbi ni nri. («7 del Códiu'o Penal por el 
tribuna] superior de ht Masa es trrcvidble p»r medio del re- 
eunó extraordinario, Página 1117. 

18. Ln interpretación de las disposiciones del Reglamento Ge- 
nera! da Ferrocarriles que por virtud de lo dispuesto en el 
nrt. 60 de bi ley 2H?:i, corresponda considerar cuino regla- 
mentarias de di-posicioncs del lie ( ■oinercio, como sucede 
con el nrt. 280, no autorizan 1» concesión del recurso ex- 
traordinario. Página '.m. 



732 



liECrrtSO FXTUAOltTUSAtUO 



10. Las di spo- ¡clonen tlcl ítrplumptito (íericrat de Ferrocarriles 
Holire el transporte ilt- Ins hirreadenus respecto de las cuales 
no eonruirc el doble requisito de >cr destinadas al ( «msutttO 
diario il¡' poblaciones eouuinicadas por i-t ferrocarril y de 
li.*i)n'i>c tirela ni ilii ili*-ilimi ( «'visten carácter común y su 
interpretación mi hasta par» íiunlnr rl murro evtniordiiui- 
riti al que es, pues, extraño lodo lo referente al n'-trirnen de! 
transporte «le las eurgus perece lleras romo tales. IVifx. ~>U2. 

20. La» úíkpmmww ■!"! 1!. ^lamento Qetwral dis Ferrocarriles 
referente ni transporte de la* cargan cotno el art. 25n, no 
tienen carácter federal »¡no común y su interpretación no 
hasta para fundar el recurso extraordinario. IVidna 

interpretación ile norma- y arios locales en general. 

21. Ks improcedente el recurso extraordinario i imilutlo en la falta 
de proporción ile] gravamen municipal cobrado mu el costo 
de loa servicio* a que éé refiere, contra la sentencia que, 
¡nlerpri-latifli* las disposiciones U-alc- respectiva- en forma 
irrcvisíble, declara que |a contri hur i ón impuesta no es una 
tasa sihb nu iinpnc-to establecido con arres:!» a ilielia- tlis- 
BjjMkfotie-. l'áirinn \>X 

Interpretación -le normas; Incales ile procedimientos. 

22. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto mu- 
ir» (a «entenetfl fiel Superior Trihunal ile Justicia ilc la l'rov. 
de rórilofia qm> declan mal comedido pura unte rl mí>mo 
el rerur-o de capación contra el fallo de seirundn instancia, 
respecto del mal tampoco procedería por extemporáneo, l'ú- . 
ciña I2fi. 

2M. ta ¡nlrrprela. ¡ón .Ir la - di-postri -s .Irl C. de l'mcs. en 

lo 1'rímimd referente al ivciirso de nnliilad y a la rebeldía 
del defensor, aplicadas por los tribuna le<< federales cu una 
causa sobre le- iones, es i previsible por uve, lio del recurso e\- 
Iraordiiiarii'. Página 574. 

Exclusión de las nteatinnes de lieelin. 
Ex pro] dación, 

24, Le* ennclusiofies de la sentencia apelada según las rítale* 
la apertura y haliilil ación de calles y, en general, la oeii pa- 
ción por la Municipalidad de ttrfMHM que después fueron 
incorporados » una obra pública por la Dirección Nacional 
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de Vialidad, tío se ¡ \r.n en eumpliinieiilo del «rt. 2 tic ln ley 
4500 >iw> fui otros finos, son frrQvjsi&Jes por medio del 
recurso cxlniiirdiiiarm y hnslnn para jUütii'i"-:! r l:i drnegn- 
rttín de intereses siiln'c e| precio ilc i ik terrenos durante t'l 
periodo anterior n su in.orporacii'n, por la mrtn-iotimln Di- 
rección. Páginn ü'y. 

hupuotos y tasas, 

25. Ks íru procedióle el recurso i-xt rtif »i*itÍTui ftu fundado on el 
carácter eoniiseahiriu de tu conh 'ibin-i-m di* h firmados co- 
lojiilíi id reí' urrenle, contra la sentencia <jm- nvlinza esa 
objeción por razanos de bocho y pruelm inwtsiidcs por lu 
Corto Suprema. I Vi ¿riña (i. 

residin-iuu de tas cuestiones referentes n saber -i lo»; jrra- 
váriu'iit's en lilijrio suti lusa-i u impn> y -i la miuiicipnli- 
dad (pie lu- e-t:ddc<ii'> estala n un Cintilada |mra ello, de- 
pondo de la apreciación de eirciunde teias de hecho y de la 

interprelrieinn dn la iirdcujmfti iinpiishivn y de las leyes 
iir^iHiiejK locales, irrevisíMes por medio del recurso extra* 
(■nlioririn mientras no se alegue (pie ésta* pugnan con la 
Coii>ti<t!.-Íén NMimaL Página 321. 

27. Sdti írrev ¡trióles pur mediu del recurso extruordínnrin las con- 
elusioneg dt> la sentencia npcluda fundadas »>ii razones iIü 
lieelm y prueba y referentes a la duración de vida útil de 
las viñas, o la Jn Un do desmedro del suelo Ubre de mejoras 
por el npropiiido cultivo de ln vid y a la pnsihitidnd de nti- 
I i iíar nnovanienlo, el erradicarse las viñas y hacer riurvio» 
planUeionira, las mcjoniH comisteiiloa un Ja síalemalisflelón 
ile ln superficie del -itrio y ni «ra de piejo y d^-.-fi-, p¿. 
gina U-Jii. 

Relación directa. 

Normas extrañas til juicio. 

2B. Es improcedente et re<ursii extraordinario fundado en los 
nrts. 17 y |S Je | n Connlitm ión Nacional y en la invalidez 
de ln retnni' i¡i a los trámites fiel juicio ejecutivo contenida 
en la escritura di- hipoteca, si Icis autos ponen de manifiesto 
Hiie el rreiirreitte lia osado con amplitud de su derecho de 
defensa y existe un» Atmtenoia judicial bastante pura sa- 
tisfacer el requisito previno en el arl. 17 de la Constitu- 
ción. Página 2ÍV. 
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29. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el nrt. 
17 de la Con> titución Nacional contra la sentencia que, 
en una causa ubre expropiación seguida nnto la justicia or- 
dinaria de la Capital Federal por la Municipalidad de la 
ni i sitia, limita la t-ondena de intenses a los devengados desde 
el día do la notifica* ión de la demanda, por razones de 
hedió referentes » la inexistencia do desapoderamiento y a 
la buena fe de la Municipalidad. Página 114, 

30. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
la revocación do un decreto del Intendente Municipal que 
autorizaba el aumento de (na tarifas eléctricas, efectuada por 
ordenanza d ir Inda por et Cornejo Deliberante sin facultades 
léanles para ello, importa privar a la compañía de un de- 
derecho adquirido, protegido por el art, 17 de la Constitu- 
ción Nacional contra la sentencia que admite Ja legalidad 
de la ordenanza en cuestión. Página 120. 

31. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art. 18 de la Constitución Nacional y en el vencimiento del 
término para la iniciación de la demandn contencioso admi- 
nistrativa, contra lu sentencia de la Suprema Corto de la 
provincia fino, sin ser frustratoria del decreto federal de- 
batido y fundada en la existencia de cosa juzgada declara 
la incompetencia do los tribunales provinciales ordinarios 
por tratarse de un caso contencioso administrativo que debe 
ser promovido nnte aquélla. Página 213. 

32. Es im procedente el recurso extraordinario contra la senten- 
cia de un juez en lo correccional de la Capital confirmatoria 
de la mulla impuesta por resolución del Subsecretario do 
Trabajo y Previsión, cuyas facultades reconoce por haber 
mediado una delegación válida con arreglo al nrt. ti* do la 
ley 8!>ÍW, fundado por el recurrente en que no es este fun- 
cionario sino el Secretario de Trabajo y Previsión su juez 
natural y en que por ello se ha violado el art. 18 de la 
Constitución Nacional. Página 284, 

33. La jurUprudcncin según la cual la unificación de repre- 
sen tachín en los juicios es uno cuestión procesal que no 
autoriza la procedencia del recurso extraordinario, aun 
cuamlo se alegue violación del art. 18 de Ja Constitución 
Nacional» no deja de ser aplicable por la razón de que 
puedan existir intereses encontrados entre las personas a 
quienes !a unificación se impone, ¿i el juicio no tiene por 
objeto la dilucidación de la controversia que medie entre 
ellas, sino el señalamiento do una indemnización, punto a 
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cuyo respecto hay coincidencia bastante do intereses como 
para sustentar la medida dictada. Página 304. 

34. Es ¡ ni proceden te oí recurso extraordinario fundado en que 
la disposición que impide actuar enmo defensor al letrado 
no inscripto en el colegio de ahogados de ln provincia vio- 
la la ile Ten^a en .inicio asegurada al procesado por el art. 
18 de ln Constitución Nacional. Página 431. 

35. Xo habiendo mediado privación o restricción sustancial de 
la defensa desdo que el procesado fué oído, produjo prue- 
bas e interpuso recursos legales, y siendo nna cuestión de 
hecho y pmcliti ajena al recurso extraordinario la referente 
a saber si osla y no probada la infracción atribuida al ape- 
lante, debe declararse improcedente el recurso extraordina- 
rio fundado en la violación del art. 18 de la Constitución 
Nacional por haber»-* aceptado mediante una interpretación 
extensiva del art. 2" de la ley 11.570, ln valides de un acto 
C|ue, según el acusado, no retine los requisitos previstos en 
dicha disposición, pnr no existir pruelin do la infracción y 
por no haberse dado a aquél oportunidad para hacer valer 
sus defensa* en el sumario administrativo. Pagina 552. 

Sentencias emi fundamentos no federales O federales consentidos. 
Fluida montos de orden común. 

3G. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que, fundada en el derecho común y en razones de 
hecho y prueba suficientes para sustentarla, condena al acu- 
sado por defraudación n la jnma de prisión y al resarci- 
miento de los daños ocasionados. Página 126. 

37. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
inconstilucionalidud de los nrls. 541, inc. 3% y 520 del 
C. de Procedimientos Civiles de Córdoba ci uio viola torios de 
lo dispuesto por el C. Civil, contra la sentencia que, inter- 
pretando el art. 3332 del mismo, declara que no existe la 
incompatibilidad invocada por el recurrente porque el citado 
precepto faculta al legatario para solicitar la declaratoria 
de herederos a favor de un tercero. Página 482. 

38. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la in- 
eonstilucionalidad de la ley 4712 de la Prov. de Buenos 
Aires como violatonn de las disposiciones de la legislación 
común, contra ln sentencia que, interpretando el art. 504 del 
C Civil en forma que no es insostenible ni arbitraria, 
resuelve que no existe la violación invocada porque las dis- 



UEl'iriltfO EXTRAORDINARIO 



posiciones de la ley impugnada ropos» ti en el rilado artículo 
del C. Civil, que expresamente las autoriza. Página f>4E>. 

39. E* improcedente 1 1 recurso extraordinario fundado en que 
la designación. pr,r la municipalidad local, de un empleado 
j : - 1 ■ . i ! i y , t < h s i- i-on un sueldo uní luU*ral mente fijado por nqué- 
Un y a cargo del concesionaria es violaturia del contrato de 
ronecsión y del derecho dt- propiedad amparado por lo* 
arta. 17 y 18 de la Constitución Nacional, contra el tallo 
ipie rechazn c-i im] ui-inju-iún ron fundamentos suficientes 
para su-teuinrto, romo tus referentes a la interpretación 
del nrt. M2 del C. de Comercio y de la cláusula del eontrn- 
to de concesión iuvoeiuln por el recurrente y ja natura- 
leza de In contribución exigían, respecto de la cual deela- 
tb que no e* un impuesto de los contemplados por la fran- 
quicia acordada a la empresa. Página (MO. 

40. Ew improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
preeminencia eme la ley «torga a los actos federales de las 
autoridades nacionales, eontra la sentencia que, partiendo 
de la bnsc de que el nrt. 21 de In ley 10. nf 'S —disposición 
de carácter connín — > sólo acuerda preferencti. a los créditos 
provenientes de In construcción de obras por cuenta de los 
propietarios y de que la respectiva ley provincial tampoco 
autoriza n extender ese beneficio a los créditos emergentes 
de los servicios prestados por Obras Sanitarias de la Na- 
ción, concluye que no lia podido establecérselo válidamente 
por convenio entre las respectivas autoridades nacionales 
y provinciales, Página 580. 



Fundamentos de ord*»n procesal. 

41. Las cuestiones vinculadas con las normas rpic ricen los pro- 
cedimientos de b»s tribunales apelados no dan lu^ar a reso- 
luciones susceptibles de recurso extraordinario, aunque se 
invoquen garantías i'On>tilurionali.'« que carecen de relación 
directa con la materia del 



Fundamentos de liecbn. 

42> Por general el rCcui^i extraordinario c> improcedente 
contra la resolución qtte, fundada en el cumplimiento de 

lo-, requi-itos «•sanos pava la aplicación del art. i? de 

la ley 1SH. decreta el desapoderamiento del bien expropiado, 
tanto resínelo ilel dueño como de las personas con darechos 
en o sobre aquél. Página 287. 
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43. Es ijttproeedento. oí marea extraordinaria íundado por el 
foca] y el denunciante en los arU. IT» y 1.17 tío las Orde- 
nanzas de Aduana y ni f¿ carácter i>1>1 imitar ¡o de la clasifi- 
i-juúii ¡lo Ehs iiu-ivaderías ei'ectiindu por ln Aduana, contra 
la fcoatoíioia qw t fundada en la;, actuaciones administrati- 
vas, declara que ia clasificación de J a mercadería importada 
Im sido dudo* y (pie por dio no procede aplicar pena 
alguna al introductor que, al declararla de distinta calidad 
que ln establecida t>n la clajariciieum lieolin por ta autoridad 
aduanera, no incurrió en falsa manii'estneióo, Página 401. 

44. Siendo irrevisildes por medio del recurso extraordinario las 
conclusiones do la sentencia apelada que establecen la exis- 
ten» in de l.ts actos n omisiones dolosos imputado» ul recu- 
rrente, violatorios do tus leyes y reglamentos impositivos, 
y dependiendo do la apreciación de esa» circunstancias la 
resol Hcíóu acerca do Jas defensas fundadas por aquél en 
Ins arts. fi», 7», 10, 18 y 10 a ¿í de la ley 11.1183 (r. o.), 
estas resultan extrañas al prona nci ionio de la Corte Su- 
prema. Página ttíO. 

lie sol lición contraria. 

4o, E» improcedente el recurvo extraordinario contra la senten- 
cia que declara competente n la justicia federal para conocer 
en una en usa criminal instruida con motivo de delitos come- 
tidos en territorios extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en el desempeño do sus cargos y en 
perjuicio del tesoro nacional. Página 3. 

40. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia por la cual el juez federal en lo civil y comercial 
ante quien si- ha promovido juicio de apremio* por el im- 
puesto <► milita, se declara incompetente por entender que 
su conocimiento cor responde al juez federal en lo criminal 
del mismo lugar. Página 80. 

Sentencia definitiva. 

Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. 
Juicios de apremio y ejecutivo. 
47» >ín tratándose de un caso anónnilo n¡ del cobro de un gra- 
vamen de monto excepcional, es improcedente el recurso 
extraordinario fundado cu la fcfeonstilurinnnlidnd tío la pa- 
tente que se exige al recurrente por vía de apremio y en 
ln incompetencia de ln justicia provincial, contra la senten- 
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pin ime ordena proseguir la ejecución bnsta obtener el pago 
redamado. Púirina 435. 
48. Es improcedente, el recurvo extraordinario fundado en la 
interpretación del art. 72, ine. 2\ de la ley H172 y en que 
la certificación proveída tan sólo pnr el ¡reren te y el con- 
tador o tesorero del Un neo Hipotecario Nacional no es tí- 
tulo suficiente para ejecutar ni deudor por saldos personales 
por no hallarse legislada «'iin arreglo a lo dispuesto en nquel 
nrtíeulo, contra la sentencia que resuelve lo contrario y 
ordena proseguir En ejecución. Página 400, 

Varia», 

40. E-* ini procedente el recurso extraordinario contra ta senten- 
cia que, fundada en la caducidad del contrato de arrenda* 
miento decretada administrativamente sobre la liase del art. 
10 de la ley 4107 y de ln cláusula contractual que autoriza 
e-e procedimiento, ordena el desnloj amiento de un lote do 
tierra fiscal sin perjuicio de que los interesados ocurran 
donde corresponda si creyeren vulnerados sus derechos, 
pues un prejuzga sobre bis ciuMiunes de posesión ni domi- 
nio ni excluye la posibilidad de discutir el cumplimiento o 
cualquier otra cuestión en juicio ordinario. Página 389. 

Tribunal Superior. 

50. Procede id recurso extraordinario contra la -enhwin de la 
Suprema Corte de Ja Provincia de Buenos Aires que revoca 
la de segunda instancia y admite la validez de una ordenan- 
za municipal imple,; nuda por el recurrente como viotatoria 
de la Constitución Nacional. Página 30. 

Requisita* fórmate». 

Introducción de la cuestión federal. 
Forma, 

51 . La introducción de la cuestión federal en el juicio no re- 
quiere términos sacra tneni ules ni fórmulas es|wciales; basta 
para ello la mención oportuna y concreta del derecho fe- 
deral en que se funda el interesado. Página 95. 

Oportunidad. 

Planteamiento en segunda instancia. 

52. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en una 
cuestión federal planteada por primera vez en la expresión 
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63. La «mbnu-ia quo declora violatoria do la constitución pro- 
vincial a la ley, la ordenanza y el decreto locales por los 
que so acordaba una concesión exclusiva, dictada en el 
juicio wbrt i neoustitu* tonalidad promovido por un tercero 
contra Ja provincia y Ja municipalidad rcsjwetivas,, no pue- 
do ser apelada mediante el recurso extraordinario por el 
concesionario que no intervino en el pleito por haber sido 
excluido de la demanda, cuyo derecho puede encontrar ampa- 
ro suficiente- en el íuero local. Página 428. 

Fundamento. 

54. Debo considerarse suficientemente fundado el roe tirso ex- 
traordinario deducido en un habata corpus contra el anta 



Resolución. 
Límites del pronunciamiento. 

55. El pronunciamiento de I a Corte Suprema, en los juicios 
sometidos a su lecisión por medio del recurso extraordinario, 
debe limitarse a las cuestiones federales oportunamente 
planteadas y mantenidas jmie ella. No comprende las plan- 
teadas por primera ve/, después de dictada la sentencia recu- 
rrida. Página 406. 

51. Las cuestiones quo no fueron oportunamente propuestas ni 
lian sido objeto de pronunciamiento susceptible de revisión 
por medio del recurso extraordinario, son extrañas a las 
decisiones quo debe dictar la Corte Suprema. Página 639, 

Jl evocación do la sentencia apelada. 

57. Si bien procede revocar la sentencia que atribuye carácter 
continuo en la infracción consistente en la ocultación de 
parte de sus réditos por el contribuyente, no incumbre a Ja 
Corte pronunciarle respecto do la prescripción invocada por 
aquel para cuya condenación es necesario el análisis de 
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cuestiones no federales, va*o cu el cual debe seguirse el 
procedimiento previsto cu el a rt. ltí de la ley 43. Pág. 639. 

Costas. 

58. Xo procede el recurso extraordinario fundado en que el 
mantenimiento de lii condena cu costas impuesta al recurren- 
te por el íallo del tribunal superior de la cuusa importa 
contrariar la decisión de la Corte Suprema que lo reformó 
respecto del punto federal que originó su intervención, si 
aquella de tensa ha sido desestimada por no haberse formu- 
lado en oportunidad el pedido pertinente y no resulta de las 
circunstancias particulares de la causa que haya mediado 
desconocimiento del alcance y efectos de la resolución de la 
Corte. Página 187. 

59. Lo referente a la* costas devengadas en los juicios sometidos 
al conocimiento de la Corte Suprema por medio del recurso 
extraordinario es materia ajena a éste. Página G22. 

SECUMSO ORDINARIO DE APELACION (*). 
Ttrcera iimtancia. 

Juicios en que ta Nación es parte. 

1. El decreto del 14 de julio de 1943 no ha privado de su 
autarquía a la Dirección Nacional de Vialidad ¿ por lo 
que no procede el recurso ordinario de apelación en tercera 
instancia en los juicios* en que aquélla es parte. Página 112. 

2. En las causas en que la Nación es parte, el recurso ordina- 
rio de apelación en tercera instancia sólo procede cuando 
el valor disputado, ton prescindencia de posibles accesorios, 
como los intereses y Jas cortas, excede de cinco mil pesos. 
Página 1194. 

3. Es improcedente el recurso ordinario de apelación inter- 
puesto por la parte vencedora con respecto a la sentencia 
dictada en un juicio contra la Nación por devolución de 
de una cantidad mayor de finen útil pesos, en cnanto no con- 
dena al fisco al pago de las costas cuyo valor no resulta 
exceder de dicha suma ; si Itien procede» en cambio, el recur- 
so interpuesto por el vencido en cuanto se hace lugar a la 
demanda. Página 538. 



(I) Ver también: Constitutiva Nacional, 22. 
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RECUSACION (i). 

1. Los términos do una sentencia anterior, adecuados a las 
circunstancias y alegaciones del juicio en quo recayó, no 
autorizan a concluir que los miembros del tribunal que la 
dictó alberguen odio, ira o resentimiento contra la parte 
condenada en aquél; por tuya rozón es improcedente la 
recusación que, fundada en esa causal, formula dicha parte 
cu otro litigio seguido contra ella nnle el mismo .tribunal. 
Página 184, 

2. La recusa fión manifiestamente improcedente debe ser re- 
chazada de plano. Página 184, 

31. No es causal de recusación la opinión vertida en los fallos 
de un tribunal acerca de cuestiones cuya dilucidación era 
necesaria para la decisión do los juicios en que aquéllos fue- 
ron dictados. Página 184. 

REGLAMENTACION DE LOS DERECHOS. Ver: Constitución 
Nacional, 5, 6, 7, 8, 16, 17, 19, 24, 26; Junta Nacional de Car- 

REGLAMENTACION DE LA LEY. Ver: Poder Ejecutivo. 

REIVINDICACION. Ver: Recurso extraordinario 5, 8. 

RENUNCIA. Ver: Constitución Nacional, 4; Expropiación, 5; Ju- 
risdicción y competencia, 1, 2, 3, 4, 22; Recurso extraordina- 
rio, 28. 

REPRESENTACION. Ver: Constitución Nacional, 37; Recurso ex- 
traordinario, 33. 

RETIRO MILITAR. Ver: Ejercito. 

RETRO ACTIVIDAD (*). 

La facultad do dictar leyes retroactivas bóllase limitada por 
el a rt. 17 de la Constitución Nacional, que se opone al me- 
noscabo de los derechos adquiridos, entre ellos los declara- 
do* por sentencia firme, y jwr el art. 18 que prohibe 
dictar leyes ex-post-facto en materia penah Página 466. 

(i) Ver también: Medida* disciplinaria!), 2. 

(8) Ver tnniliicu: CVmutittidón Nacional, 17, 21. 33; Expropia- 
ción, 4: Jubilación «lo empicados Nacionales, 1. 
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SECRETARIA DE TRABAJO Y PREVISION. Ver: Recurso ex- 
traordinario, 32. 

SEGUROS. Ver: Constitución Nacional, 33, 

SENTENCIA <*). 
Principio» generales. 

No corresponde examinar cu la sentencia los punto? some- 
tidos por el hIligííg del inmueble expropiado al dictamen 
pericial eon rcspetlo a hechos uo comprendido* en la litis 
contentación. Página 275. 

SERVICIO MILITAR. 

1. El hermano natural nn está comprendido en la excepción 
prevista en el art. ti:!, inc. c) de la ley 4707, Página 194. 

2. No so linlla exceptuado del servicio militar el ciudadano 
que no atienda efectivamente a Ja subsistencia de su madre 
viuda, aunque alegue su propósito de hacerlo con los recursos 
de un empleo que se le ha prometido y que no había podido 
conseguir antes ¡jorque a Ion pocos díns de haber llegado del 
extranjero tuvo que incorporarse al ejército. Página 36(3. 

SOBRESEIMIENTO. Ver: Jurisdicción y competenrin, 37. 

SOCIEDADES. Ver: Recurso extraordinario, 39. 

SUCESION. Ver: Jurisdicción y competencia, 41; Recurso extra- 
ordinario, 37. 

m 

SUELDO. Ver: Jubilación de empicados nacionales, 2; Prescrip- 
ción, 6. 

SUPER1N TENDENCIA. 

La circunstancia de que una cámara federal haya dictado 
sentencia ion el quorum mínimo de tres vocales concordan- 
tes en la resolución del pleito, no autoriza la intervención 
de la Corto Suprema por vía de superintendencia. Pág. 685. 

de nulidad. 



TARIFAS. Ver: liecurso extraordinario, 30. 

TASA. Ver: WNk W, «, ta ****** «i 

TELEFOSOS. Ver: Jurisdicción, y competencia, 10. 
TERCEROS. Ver: Expropiación, 4; Recurso extraordinario, 53. 



TIERRAS PUBLICAS. Ver: Constitución Nacional, 10; Locación 
de cosas; Privilegios; Recurso extraordinario, 40. 

TRABAJO. Ver: Recurso extraordinario, 35, 

TRANSPORTE. Ver: Conien-io Intcrprovincial, 1, 2, 3; Constitu- 
ción Nacional, 40; Ferrocarriles*;; Recurso extraordinario, 18 r 
19, 20, 

TRIBUNAL BAN CARIO. Ver; Constitución Nacional, 22. 
TRUSTS. Ver: Constitución Nacional, 37. 



u 

UNIFICACION DE REPRESENTACION. Ver: Recurso extra- 
ordinario, 33. 

y 

VIÑEDOS. Ver: Recurso extraordinario, 27. 
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FRANCISCO FUGAZZA 

■ 

/.V I *( ES TOS IX TKI{.\ OS : A h oholm. 

El art. 35 tic la ley 12.148 (82, T. O.) se aplica no sólo 
a los fabricantes clandestinos de alcohol sino también a 
i oiias la» personas ijue intervienen en las maniobras de 
evasión impositiva a que aquella da lugar, ya sea eomo 
adquirentes, poseedores, depositarios, etc. del produelo men- 
cionado í 1 ). 

IMPUESTOS INTERNOS: Alcoholes. 

El hailazgo de materia prima apta para la elaboración de 
alcohol en locales apropiados para su manufactura y dota- 
dos de los aparatos necesarios a ese fin autoriza a dar 
por probada la comisión del delito previsto en el art. 
82 del T. O. de las leyes de impuestos internos (»). 



CARLOS DEVICENZI v. S, A. TRANSPORTADORA 

AUTOMOTRIZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia federal. Por la 
materia. Cunta» excluidas de la competencia federal 

Corresponde a la justicia ordinaria entender en la de- 
manda fundada en disposiciones del derecho común, so- 
bro indemnización de daños y perjuicios ocasionados por 



(1) 2 fie junio di» 10H. Fallos; 198, 183. 

(2) Falloa: 198, £29. 
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FALLOS DE LA COÜTE SL'l'líÉM A 



un occidente de tránsito ocurrido en un camino de la 
Provincia úr Unenos Aires, aimiiue ta cmpre.su demandada 
se bulle comprendida en el régimen de la ley 1 2.344* (2 
de junio de 1^44). 



ÍWVIOLIONE UNOS. v . I MI 1 TESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS IXTEItXOS: Procedimiento. Via contenciosa, 

A los efecto* del nrt. 27 de la ley HTf>4 (17 T. Ü.) es su- 
ficiente la presentación íiireeta deiitro del término legal 
hecha por el interesado ante el jnez federnl por medio 
de un escrito concebido en los términos propios de una 
apelación. 

FALLO DE LA CORTE SUPKEMA 

Buenos Aires, 2 de junio de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada " Oaviglione 
Hermanos apela resolución Impuestos Internos" en la 
que se ha concedido a fs. 52 el recurso extraordinario. 

Y considerando: 

Que en el precedente de Fallos 183, 385) esta Corte 
admitió que el art. 27 de la ley 37C4 —17 del T. O.— 
no acuerda uu recurso de apelación al particular afec- 
tado por una resolución condenatoria de la Administra- 
ción General de Impuestos Internos, sino una acción 
conlenciosa que debe ser interpuesto ante el Juez de 
Sección respectivo. Pero añadió el Tribunal que no es 
indispensable que la comparecencia primera del inte- 
resado, a los efectos de la disposición Iciíal citada, re- 
vista las formalidades estrictas de una demanda, ni que 
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en ella so expresen los motivos que la determinan. Sino 
que es por Jo contrario suficiente la presentación di- 
recta unto el magistrado mencionado, solicitando del 
mismo examine la justicia de la condena que ha sido 
impuesta al peticionante. 

Que la circunstancia de que tul presentación di* 
recta al Juez Federal se haya hecho por medio de un 
es' ito presentado en oportunidad legal» pero conce- 
bí uo en términos propios de una apelación, no es obs- 
táculo para que se le dé el debido curso, como quiera 
que de la misma surge indudable el lleno de los extre- 
mos que so mencionan en los precedentes consideran- 
dos, y ya que la solución concuerda con el propósito 
que ha guiado a esta Corte en el antecedente que in- 
voca, de impedir que un formulismo riguroso, fundado 
por añadidura en un texto obscuro — Fallos: 129, 352; 
130, 102; lfi8, 217— impida la protección de un le- 
gítimo derecho. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada de 
fs, 48, Tingase sabor y devuélvanse al tribunal de su 
procedencia. 

Antonio Sao auna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



FRANCISCO F I" ENTES 

RECVRSO EXTRAORDIXA RIO : Requinto* propia. Renolución 
contraria. 

E.s improcedente el recurro extraordinario eonirn la sen- 
tencia que declara competente a la justicia federal para 
conocer en una causa criminal instruida con motivo de 
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delitas cometidas cié territorio extranjero por agentes o 
empleados do autoridades arireiHhias 011 v\ diw empeño de 
sus cargos y en perjuicio deJ tesoro micionaL (2 do junio 
du 1044J. 



SARA LYNCH DE CUllLSTOPIIERSEN v. PROVINCIA 

DE ENTHE RIOS 

JURISDICCION Y COMl'ETESClAx Competencia federal. Com- 
petencia oriffi*aria de i» Curte Suprema. Cansas en que ts parte una 
p m i' i uc ¡a . íi e n e ralida dea. 

La ci re ti instancia de que la ejecución de honorarias pro- 
movida por el cesionario del letrado del actor contra este 
último, noa un incidente del juicio principal, en el cual 
se condenó sin contas a la provincia demandada, no basta 
para que la Corte Suprema conozca en ella originaria- 
mente. 

Dictamen del Phocuhauoii Genehal 
Suprema Corte: 

La sentencia definitiva de fs. í)9 ha sido dictada 
sin Imponer costas a la parte demandada, o sea, la Pro- 
vincia de Entre Ríos. No corresponde, pues, a la ju- 
risdicción originaria y exclusiva de esta Corte Supre- 
ma conocer en la ejecución que, por cobro de honora- 
rios regulados por V. E* T inicia a lio ra contra la actora 
el cesionario del letrado que la patrocinó. Tal juris- 
dicción es de excepción y está taxativamente determi- 
nada por el urt. KH de la Constitución Nacional; sin 
que sea óbice a tal conclusión la circunstancia de tra- 
tarse del ejercicio tic derechos o del trámite de actua- 
ciones incidentales, derivadas del juicio principal se- 
guido ante esta Corte Suprema. Es la doctrina de V. 
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E. (128; J53; cansa Iturraspe B. v. Provincia de Santa 
Fe, daños y perjuicios, agosto 3 de 1934; y Olmos Al- 
fredo y otros v. Provincia de Buenos Aires, devolución 
de impuestos, mayo 13 de l¡»3o). — Buenos Aires, mayo 
30 de 1S>44. — Juan Alvares. 



VALLO BE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de junio de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Christo- 
orsen Sara Lynch de contra Entre Ríos, la Provin- 
cia 



Que la circunstancia de que la ejecución de hono- 
rarios que sigue el cesionario del letrado del particular 
actor contra éste, sea un incidente del juicio princi- 
pal, en que ha intervenido una Provincia, no es razón 
suficiente para que conozca en ella esta Corte, por no 
estar comprendida en el nrt. 101 de la Constitución Na 
cional; 1* de la ley 48 y 2 de la ley 4055 —Fallos: 
182, 84. 

En su mérito y por los fundamentos del prece- 
dente dictamen del Sr. Procurador General, se declara 
no haber lugar a lo solicitado por el peticionante de 
fs. 127 y 130, quien debe ocurrir ante quien corresponde, 
repóngase el papel. 

Antonio Sagarna — Luis Lina- 
jes — B. A. Mazar Ancho- 
jíena — F. Ramos Mejía. 



FALLOS DE LA CURTE SUPREMA 



CIA INMOBILIARIA FRANCO ARGENTINA v. 
MUNICIPALIDAD 1>U ROSARIO 

RECCRSO KXTRAuRDtifAJtiOz Reqnhilos propios. Cuestioné* 
no fedettUéS. Kxclusióu de lan cuestione* de hecho. Impuestos y tasas. 

Ivs improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
carácter confíseatorio de la contribución de afirmadoa co- 
brada al recurrente, contra la sentencia que rechaza esa 
objeción por razones di- beeho y prueba ir revi* i bles por 
la Corte Suprema, 

RECURSO EXTRAORMSARIO; Revisitas propios. Cuestiones 
no feiirrate.t. tnterpreUtvtón de normas tf actos comunes. 

La cuestión referente a la procedencia de Ja repetición 
en el juicio ordinario, de las costas pagadas en el juicio 
ejecutivo cm de carácter común y extraña al recurso extra- 
ordinario. 



Dictamen del PttOCUflADGB General 
Suprema Corte: 

En un litigio seguido ante la justicín ordinaria de 
Rosario por la Cía. Inmobiliaria Franco- Argentina (en 
liquidación) contra la Municipal ¡dad de dicha ciudad, 
sobre devolución de sumas pagadas en concepto de pre- 
cio de pavimentos construidos fíente a seis lotes de te- 
rreno, la paite adora sostuvo ser inconstitucional y 
conliscalorio dicho cobro pues su monto ninguna pro- 
porción razonable guardaba con el valor real de tos pre- 
dios a Tecladus al pago. La Cámara de Apelaciones, por 
sentencia definitiva del _t) de noviembre de lí*4:2, ad- 
mitió haberse acreditado la procedencia del reclamo 
respecto de dos de dichos lotes, mas no en lo relativo 
a los cuatro restantes {fs. Contra esta última parte 
del tallo trae ahora d ador un recurso extraordinario. 
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Bien que en este caso el fuuj se funda ^elusiva- 
mente en la apreciación del mérito de la prueba ren- 
dida sobre cuál fuese el valor de dichos terrenos antes 
y después de construirse el pu vintenio, base de la que 
partió la Cámara para concluir que el cobro no fué con- 
fiscatorio. V. EL lia resuelto reiteradamente qué esa 
cuestión, aunque de hecho, es susceptible de ser revi- 
sada en esta instancia si a ella se refiere única y nece- 
sariamente la cuestión de eonstitueionulidad, planteada 
en tiempo y forma. A mérito de tales precedentes, el 
recurso sería admisible. 

En cuanto al fondo, no existiendo todavía ley, ju 
risprudoncia o norma jurídica que determine con cla- 
ridad a partir de qué porcentaje sobre el valor de la 
propiedad gravada, comienza a ser confiscatorio el pre- 
cio cobrado por un pavimento, ese punto sigue, eomo 
baste aquí, librado a la prudente estimación de V. E. 
Escapa a mi dictamen. Ha de permitírseme, no obs- 
tante, insista una voz/ más en la doctrina que tantas 
veces he sostenido sin éxito ante el Tribunal : si la in- 
eonstilucionalidad resulta de haber exceso en el cobro, 
existirá tan sólo por lo que a dicho exceso respecte, y 
no en cuanto a la parte de precio que pudo exigirse 
válidamente al propietario favorecido con la mejora. — 
Buenos Aires, abril 1' de 1043. —Juan Alvarez. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de junio de lí>44. 

V vistos: Kl recurso extraordinario deducido por 
la Compañía Inmobiliaria Franco Argentina contra la 
sentencia dictada por la Cámara de Apelación de Ro- 



TALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

sario, Sala Primera en lo Civil y Comercial, en el jui- 
cio que sigue contra l a Municipalidad de Rosario sobre 
repetición de pago. 

Considerando : 

Que la recurrente demando a la Municipalidad de 
lí osario por repetición de sumas pagadas por contribu- 
ción de pavimentos correspondientes a varios Jotes de 
terreno de su propiedad fundada en el carácter confis- 
catorio de la contribución e invocando el art. 17 de la 
Constitución Nacional; la sentencia de primera instan- 
cia hizo lugar a la demanda en su totalidad y como la 
recurrida la reforma admitiendo el carácter confisca- 
torio de ta contribución con relación a algunos de los 
lotes, rechazándolo respecto de otros y haciendo lugar 
a la demanda sólo en parte, interpone recurso extraor- 
dinario jaira ante esta Corte, que le ha sido concedido. 

Que la sentencia recurrida no resuelve ninguna 
cuestión tle carácter federal, rechaza la demanda par- 
cialmente fundada en razones de hecho y prueha irrevi- 
sihles por la Corte en función del recurso extraordina- 
rio, lo que determina su improcedencia como lo ha re- 
suelto reiteradamente el Tribunal —Palios: 184, 331; 
188. 4ÍÍ4; líí! ; líííi, 4GC> ; 197, 207—, A! fundar su 
voto el doctor Carlos O. Capdet, a cuyas conclusiones se 
adhirieron los otros vocales, dice que a su juicio la sen- 
tencia apelada no es justa "en cuanto considera con- 
físcatelas algunas de las contribuciones abonadas, no 
obstante no surgir de autos, respecto de ellas, que la 
imposición sea superior al mayor valor adquirido por 
el inmueble como eonsoeucnnia de las olí ras de pavi 
mentación. Re repite aquí un viejo problema cuya so- 
lución debe bailarse en los hechos que arroje e] mate- 
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rial probatorio acumulado cu los autos", Y aun liquido 
más adelante el caso con relación a cada terreno tiene 
en cuenta todos los tactores de juicio l raidos a los aillos, 
los analiza con criterio crítico y llega en cada caso a 
conclusiones diversas. El caso es distinto, por lo tanto, 
al de Quírogu Pascual v. Bugnone, Cuida y Cía. — Fa- 
llos: 181, 418 — citado por la recurrente, pues en él, 
como lo dijo la Corto en el considerando tercero de su 
fallo, "la Cámara sin examinar la prueba producida en 
su propia instancia no ha considerado los factores an- 
tes expresados. Se lia limitado, en lo que atañe al punto 
en discusión a decir que no existe en autos prueba al- 
guna, no obstante constar a fs. 121 etc — ". En cuanto 
al carácter de las costas pagadas en el juicio ejecutivo 
y la procedencia de su devolución es una cuestión de 
carácter común insusceptible de recurso extraordinario 
—Fallos: 189, 182; 196, 157. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador 
General de la Nación, se declara improcedente el recurso 
extraordinario. Notiftqr rt se y devuélvanse, debiendo ser 
repuesto el papel en el juzgado de origen. 

Antonio Saoahna — Luis Lina- 
res — B. A, Xazar Anciio- 
iíena — F. Hamos Mejía. 



JULIA M. C LA Y POLIS OBLIGADO Y OTROS v. 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

JVfííSn/CClÚX V COMI'KTEXCIA: Cmnpttencia federal Com- 
petntrfa Gritfinaria de la Corte Suprema. Cama* en t t ue es parte una 
[tmvSnciti. Calinas cMíen. Cansas reyidas por el derecho común. 
Compete a la Corto Suprema conocer nrífjinariami'nlt» en 
ln causa civil wobro revocación de ana donación de tierras 
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promovida contra una provincia par vecinos de la Capi- 
tal Federal, 

ACTOS JURIDICOS. 

La interpretación de un acto jurídico está condicionada 
por las circunstancia* anteriores, simultáneas y posteriores 
que lo rodean. 

DONAClütí. 

Aun cuando no se haya eon venido expresamente la época 
del cumplimiento de un cargo consistente en la construc- 
ción de una estación, impuestu por los dolíante* de un 
terreno destinado a la instalación de un ramal ferroviario, 
tas circunstancias anteriores, simultáneas y posteriores 
a la donación, la naturaleza del eurpo y la intención pre- 
sunta de las partes puesta de manifiesto en diversos do- 
cumentos, pueden autorizar a admitir como fecha implí- 
citamente establecida aquella en que fué habilitado et ra- 
mal de referencia. 

DONACION. 

E( incumplimiento, no obstante haber transcurrido el pla- 
zo implícitamente estipulado y las esperas acordadas, del 
careo consistente en la construcción de una estación, ira- 
puesto en loa términos de las arts. 1826 y del C, 

CívH por los donantes de un terreno destinado a la cons- 
truecióu de un ramal ferroviario, les autoriza a demandar 
pnv r< vacación de la donación a la provincia donataria 
constituida en mora mediante interpelación extra judicial. 

DONACION. 

Como consecuencia de la revocación judicial de la dona- 
ción de un terreno destinado a la instalación de mi ramal 
ferroviario con cargo de construir una estación, decretada 
por incumplimiento ile este último, corresponde restituir 
a los donantes la fracción de tierra reservada mira esta- 
ción, que la provincia donatario no tiene interés en con- 
servar, con los frutos percibidos o dejados de percibir por 
negligencia a partir do la notificación de la demanda; 
mas no la que está ocupada por las vías y legalmente 
afretada a un fin de utilidad pública, respecto de la cual 
debe paparse a los donantes su valor actual, con presein- 
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den da do la obra realizada, los intereses respectivos a 
contar desde la notificación de la demanda, y una indem- 
nización por los perjuicios que les ocasiona la privación 
del bien. 

Díctame» del Pbooubapob Üeneual 
Suprema Corte: 

Procede cu este caso ia jurisdicción originaria de 
V. E. poi tratarse de causa civil cu que es parte de- 
mandada una provincia y los actores se domicilian en 
la Capital Federal. Así quedó admitido en el auto de 
la Presidencia de £&. 41 vta. y desdo entonces no lia 
variado la situación jurídica a tal respecto. 

En cuanto al loado del asunto — revocación de una 
donación e indemnización consiguiente — versando so- 
bro cuestiones de derecho común o de hecho y prueba, 
escapa por su naturaleza a nú dictamen. — Buenos 
Aires, mayo ti de VM'A, — Juan Alvares. 

FALLO PE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 do junio de 1944. 

Vistos los autos "Claypole Obligado Julia M. y 
oíros contra Buenos Aires, la Provincia, sobro revo- 
cación de donación", de los <jue resulta: 

Que a fs. 3ó don Pedro P. ltomnno, como apode- 
rado de dona Julia M. Claypole Obi i irado, doña Sara 
Claypole Obligado, doña Susana M. Claypole do Bo- 
norino Cuenca, don Jorjre Claypole, doña Delia Bono- 
rino de Claypole, doña Benigna M. Claypole Cano, doña 
Estber J. Claypole Cano y doña liarla Claypole de Re- 
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petto Salazur, inicia demanda contra la Provincia de 
Buenos Aires por revocación de donación c indenmi- 
zación por la ocupación de tierras de propiedad de sus 
mandantes por el ferrocarril provincial, fundado en los 
hechos siguientes. 

Los actores son dueños de una fracción do tierra 
ubicada en los partidos do Quilines y Almirante Brown, 
Provincia de Buenos Aires, denominada chacra San 
Francisco, con la superficie y linderos indicados en los 
títulos que acompañan. Por escritura de focha 30 de 
octubre de 1926, de la cual se halla abrogado un tes- 
timonio a fs. 34 del expediente administrativo C-287- 
1929, los actores donaron ¡. .a demandada una fracción 
de dicho inmueble compuesta de 11 h, 06 a., 63 ca. y 
09 dm. a , ubicada en el partido de Qnilmes, cuya descrip- 
ción se hace en el plano que acompaña, con destino al 
ferrocarril provincial, ramal de La Plata a Avellaneda 
y con carffo de que en dicha fracción se establecería 
una estación del ferrocarril do la Provincia, para pa- 
sajeros y carga con parada regular. Ksa escritura fué 
otorgada conforme a los decretos del 2 de junio de 1923 
y del 23 de septiembre de 1924 t que aceptaba la dona- 
ción con el cargo expresado, contenido en la mismn. Ta 
Provincia tomó posesión del inmueble donado, estable- 
ció bis vías del ferrocarril y ocupó el terreno destinado 
a estación con los materiales para su construcción. Por 
considerarlo necesario a los finos expresados, la de- 
mandnda tomó posesión de una extensión aun mayor 
— Ifíl .272,47 m. s — coreándola en la forma soña'ndn en 
el plnno adjunto. Sin embargo, la estación no fué cons- 
truida, por lo cual y a requerimiento de los actores, la 
Intervención dispuso, por decreto del 10 de enero de 
1932. pasar el expediente a la Administración del Fe- 
rrocarril, que aconsejó deferir la construcción y expro- 
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piar el terreno ocupado. Ante esa situación los actores 
hicieron saber al Ministerio de Obras Públicas, el *13 
do lebrero de ijue si dentro del plazo de treinta 

días no se daba cumplimiento aJ cargo impuesto revoca- 
rían la donación. Como ha transcurrido ese término y 
el cargo no lia sido cumplido solicitan judicialmente la 
revocación de la donación- No siendo posible retrotraer 
los bienes a la propiedad de los donantes, por hal!ar3*¡ 
ocupados por ci ferrocarril, destinado a un servicio pú- 
blico, los actores entienden que se ha producido una ex 
propiaeión indirecta, como consecuencia de la cual debe 
pagárseles el valor de la propiedad, los intereses desde 
que la Provincia incurrió en inora por el requerimiento 
de cumplir la donación y la depreciación que a causa del 
fraccionamiento lia sufrido la parte no expropiada, es- 
pecialmente la parte norte del lote 17 y el lote 28 del 
plano adjunto; fracción esta última que lia quedado inu- 
tilizada, con pérdida eási total de su valor económico, 
por tratarse de un terreno fácilmente inundable y de 
difícil desagotaniiento a causa del terraplén construido 
que impide la libre circulación del agua. Además, todo 
el campo ha perdido valor por el cruce de la línea fé 
rrea; pues dada su configuración y su situación sobre 
el arroyo Las Piedras, se podía obtener mayor aprove- 
chamiento económico explotándolo en bloek mediante 
el establecimiento de tambos, que necesitan campos con 
lomas y tierra baja, mientras que dividido en dos par- 
tes separadas por la línea férrea, la parte baja es inapta 
ya que por su reducida extensión no se presta para el 
pastoreo de animales de cría. Por ello y porque la con- 
figuración irregular de las fracciones disminuye aún 
más su valor estiman que debe pagárseles $ 0,20 el me- 
tro cuadrado corno precio anterior a la ocupación, o 
sean $ 32.255,56 *%, más $ &O0O '% en concepto de in- 
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demnizaeión por desmejoramiento del inmueble, sin per- 
juicio de los intereses sobré dielia suma desde que la 
Provincia incurrió en mora por el incumplimiento del 
cargo en cuanta i la tierra donada, y desde que ocupó 
el resto de tierra no donada. 

Los actores Tundan su derecho en los arta. 17 de la 
Constitución Xaeíonal, *J7 de la Constitución de la Pro- 
vincia, 1324, me. 1*, 18'Jtí, 1849, 1830, 18Ó2, 1853, 2(511, 
26GÍJ y 2ó7U del Código Civil, y 14, 18 y '2'1 de la ley 
neral de expropiación do la Provincia; invocan, ade- 
más, varios fallos de esta Corte Suprema, y sostienen 
la procedencia tío Ja jurisdicción originaria por tratarse 
de una demanda ( atablada por veeinos de la Capital 
Federal contra la Provincia de Buenos Aires, donataria 
de las tierras y poseedora de las mismas, pues el ferro- 
carril carece de autarquía y sólo es una repartición 
provincial. 

Ti rminan los actores solicitando que oportuna- 
mente se dicte sentencia declarando revocada la dona- 
ción y condenando a la Provincia a pagar la indemniza- 
ción reclamada, con intereses y costas. 

Que a fs. 4S se presenta don Salvador Corminas, 
en representación de la provincia demandada, y mani- 
fiesta que liasta la fecha no ha recibido los anteceden- 
tes administrativos invocados por los actores y recla- 
mados par él n las respectivas reparticiones; razón por 
la cual y sin perjuicio de atenerse a las constancias de 
dichos antecedentes, nie¿?n los hechos en que se funda la 
demanda y solicita su rechazo, eon costas. 

Que abierto el .inicio a prueba, se produ jo la que 
iridien el fortificado de f<. í>9, alegaron las partes a fs. 
102 v 110. dictaminó H señor Procurador General acerca 
de la iurisdíceión ¡i fs. 115 y dictóse a fs. 115 vta. la 
providencia de autos para definitiva. 
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Considerando : 

1) Que esta Corte Suprema os competente para 
conocer originariamente en este juicio, por tratarse de 
una causa civil promovida contra mta provincia por ve- 
cinos de la Capital Federal — arts, 1UU y 101 de la 
Constitución Nacional; l v , iuc. l v , de la ley 4S; ^ de la 
ley 4053 j Fallos : 194, 4<>ü. 

11 J Que según resulta de las actuaciones del es- 
pediente administrativo agregado sin acumularse, don 
Pedro J. Claypole, doña Julia M. Claypole Obligado, 
doña Susana Claypole de Bonorino Cuenca, don Jorge 
Claypole, doña Sarah Claypole Obligado y doña Delia 
Bonorino Ezeiza de Claypole, por nota presentada al 
Ministerio de Obras Públicas de la Provincia de Buenos 
Aires el 30 de mayo de lí)23, manifestaron que eran 
dueños de un campo situado en el Partido de Qiiilmcs, 
que sería atravesado por el ramal proyectado entre La 
Plata y Avellaneda, del Ferrocarril Meridiano V, y en 
ese carácter ofrecían en donación la superficie de te- 
rreno necesaria "para estación y vías de ese ramal", 
y que como condición de ose ofrecimiento solicitaban í4 la 
construcción de una estación de pasajeros y carga, de 
las características que permita el terreno, y en la cual 
tengan parada, un regular número de trenes, tanto de 
los de ida, como de los de vuelta" (fs. 1 del expediente 
citado). Atento el informe favorable de la Superinten- 
dencia Técnica del F. C. de La Plata al M. V. (fs. 2), 
el P. E. de la Provincia resolvió, por decreto del 2 de 
junio de 1921}, "aceptar la donación basta la superfi- 
cie de 12 hectáreas, 7fi áreas" y "doctorar conformi- 
dad a la condición impuesta por los donantes de cons- 
truir oportunamente una estación de pasajeros y carga 
de las características permita el terreno" (fs. 3). 
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Como consecuencia de ello, las actuaciones pasaron a 
la Superintendencia Técnica del Ferrocarril, a fin de 
que so agregaran !oh planos definitivos detallándose en 
ellos ni superficie requerida por Jas construcciones tic 
referencia, cumplidos cuyos trámites el P. E. dictó el 
decido del -«'! de septiembre de 1024, por el cual con- 
firmó el de fecha 2 de junio de 1923, salvo en cuanto 
a la superficie aceptada t que limitó a 11 hectáreas, OC 
áreas, (53 centiáreas, Oí) decímetros cuadrados, y ordenó 
extender la respectiva escritura traslativa del dominio 
{fs. 18), que fue firmada el 30 de octubre de 192o* (fs. 
34). Previamente, con motivo de un pedido de aclara 
eiúu formulado por el Escribano Mayor de Gobierno 
porque en el poder otorgado por los dueños para firmar 
bi escritura establecíase que la donación debía hacerse 
con la condición de que la estación a construirse llevaría 
el nombre de "La Julia" y de que si dicha estación 
fuese suprimida debería devolverse a los donantes el 
terreno deslindado para dicha estación y abonársele el 
valor del terreno deslindado para las vías (fs. 21) los 
donantes manifestaron que el nombre de la estación no 
había sido materia de la donación y que "por lo tanto, 
los términos concretos en que ha quedado celebrado el 
contrato de donación con carero son: los suscritos do- 
nan la fracción de tierra a que se refiere este expe- 
diente con la condición expresa de que en dicha frac- 
ción de tierra se establezca una estación del Ferrocarril 
de la Provincia, para carga y pasajeros, con parada re- 
gular de trenes" (fs, 24). 

Con motivo de las notas presentadas el 7 de octu- 
bre de 1027 y el 1* de agosto de 1028 ante el Ministerio 
r)n nin-fis Pábliens de la Provinria por el mandatario de 
los donantes, reclamando el cumplimiento del cargo ( fs. 
-1!) y se realizaron los estudios necesarios para cons- 
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truir la estación y el 28 do agosto quedó confeccionado 
el respectivo presupuesto (fs. Sf> y sietes,), pero Ja ge- 
rencia del Ferrocarril opinó que por el momento dicha 
obra no reportaría ventajas para la empresa, Sin em- 
bargo, agregó que "como la escritura de donación ha 
sido otorgada con cargo y a fin de conciliar esa situa- 
ción con una inversión que no será mayormente produc- 
tiva, podría por ahora establecerse una simple parada 
de frenes, de costo reducido, para el servicio de pasaje- 
ros, encomiendas y algunas cargas que se despacharían 
directamente a vagón" {fs. 05). Así se resolvió por de- 
creto del 31 de mayo de líJiííí que, teniendo en cuenta 
"la urgencia que existe en la realización de la citada 
oh ra" encomendó su ejecución a la empresa que enton- 
ces construía los nuevos ramales del ferrocarril (fs. 
10o). El apoderado de los donantes, a quienes se dio 
vista do esa resolución, manifestó que atento el tiempo 
transcurrido y tos perjuicios que el incumplimiento del 
cargo les ocasionaba, acopiaban "con carácter proviso- 
rio la construcción del proyectado "apeadero", no du- 
dando de que más adelante el Gobierno cumpliría el 
compromiso contraído y esperando que so darían in- 
mediatamente lns órdenes para que en seguida se hi- 
ciera el " apeadero' * (fs. 106, agosto 1* de 1029). 

No obstante ello, después do varios trámites se pro- 
dujo nn nuevo informe de Ja gerencia del Ferroearril 
{20 do agosto de 1030) que aconsejó diferir la construc- 
ción de la parada hasta que conviniera hacerlo por el 
progreso de la zona, y considerar la conveniencia de 
anular la obligación y proceder a expropiar el terreno 
ocupado por la vía si los interesados exigieran el cum- 
plimiento de aquélla (fs. 113). Ante una mieva presen- 
tación del apoderado de los donantes (fs. 114, 28 de oc- 
tubre de 1030) se produjo un nuevo informe de la ge- 
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renda del Ferrocarril, que insistió en su punto de vista, 
dejando a salvo la dilucidación do iÉ lus inconvenientes 
que pudieran presentarse por el iueumplimienlo, por 
parte dei Gobierno de la Provincia, de Ja condición im- 
puesta por el donante" (i's, lili); razón por la cual se 
requirió la opinión del Asesor Letrado del (Jobierno y 
del Fiscal di* Estado —las dos en el sentido de que con- 
viene construir el "apeadero", cutre otras razones por- 
que si no se lo hiciera el Estado debería gastar más o 
menos la misma suma en concepto de expropiación — 
y se resolvió, al fin, por decreto del 1<¡ ye enero de 
1932, pasar las actuaciones al Ferrocarril para que pro- 
cediera a efectuar la &bra (fs. 130). Xo faltó, sin em- 
barco, una nueva insistencia del Ferrocarril ffs. 143, 
agosto 11 de 1932), que originó otro dictamen del Ase- 
sor del Gobierno en i^ual sentido que el de fs. 128, de 
lo cual se di ó vista a los interesados (fs. 145 vía.). Es- 
tos presentaron, el 23 de febrero de 1035, una nota di- 
rigida al Ministro de Obras Públicas, por la cual re- 
querían el cumplimiento, dentro del plazo de treinta 
días, del cargo de construir una estación en el terreno 
donado, transcurrido cuyo plazo procedería a revocar 
la donación, finalidad perseguida con la demanda de 
fs. 35 de estos autos, presentada el 23 de octubre de 
1941. 

TTT) Que 1¡ir circunstancias en que se efectuó la 
donación ; la naturn'oza del cariro impuesto; la finali- 
dad, perseguida con el mismo v la intención presunta de 
ambas partes, puesta de manifiesto por los donantes en 
sus presentaciones ante el Ministerio d<^ f)brn« P*'dili- 

esütecial mente en la de fs. 10(1. y por el íiobi^rno 
ti© la Pwítielfl en el d ce reí o tiel 31 de mnvo fíe in0 9. 
al admitir la unrewfa de la obra no oblante bs ol> ; e. 
ciones de! Ferrocarril — fs. % y 103 del espediente ad- 
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ministraüvo — así como los demás antecedentes expues- 
tos en el considerando anterior, examinados ron arreglo 
a la doctrina de los arts. 1197, 11ÍJ8 y concordantes del 
Código ('i vil y a la jurisprudencia de esta Corte Su- 
prema sobre interpretación de los actos jurídicos (Fa- 
llos: 18, 44ÍÍ; 57, 52; 181, 237; 195, 210, considerando a') 
autorizan a concluir que ambas partes celebraron un 
contrato de donación coa cargo en los términos de los 
arts. 182Ü y 184í> del Código Civil; que el cargo debía 
ser cumplido en oportunidad de la babilitación del ramal 
ferroviario para cuya construcción y la de la estación 
donábase el terreno; que si ese plazo pudo considerarse 
prorrogado por un tiempo no determinado a cambio do 
la inmediata construcción de una parada o " apeadero* ' 
provisional, el incumplimiento de esta obligación no 
obstante los años transcurridos (fs. 174 del expediente 
administrativo) importó dejar las cosas en su anterior 
situación, agravada aún más por la nueva omisión de 
la demandada; que al producirse la interpelación de 
los actores (fs. 14G del expediente administrativo) ha- 
bía transcurrido con exceso el tiempo en que la Pro- 
vincia debió razonablemente cumplir las obligaciones 
contraídas, por lo que al vencer el plazo fijado en aqué- 
lla quedó constituida en mora con arreglo a lo dis- 
puesto en el art. 50!) del Código Civil; a todo lo cual 
cabe agregar que más de diecioclio años después de 
dictado el decreto que aceptó la donación y de quince 
desde qne se firmó la escritura, la Provincia no sólo no 
había cumplido en tiempo propio sn obligación sino que 
ni siquiera al contestar la demanda ofreció hacerlo, 
demostrando una vez más y en forma inequívoca su 
propósito de no dar cumplimiento a lo pactado. 

En las condiciones expuestas, el art. 561 del Có- 
digo Civil invocado por la parto demandada es inapli- 
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cable al presente caso, distinto del que aquél prevé, y 
procedo, en cambio, decretar la revocación do ta dona- 
ción conforme o lo dispuesto en los arts, 559, 1849, 1850 
y 2('A>7 de] mismo Código. 

IV) Que, desde luego, no es posible retro! raer a 
los actores la propiedad de la fracción de terreno ocu- 
pada por las vías del ferrocarril y afectada, pues, a un 
fin de utilidad pública con arreglo n las leyes de la 
Provincia do Buenos Aires núm. .'I0t¡7, arts. 1* y 2", ines. 
4 y ¡24, uúin. 3513, art. 1*, y núm. 3718, cuya superficie 
es de 94.982,7187 m. 8 según los cálculos practicados por 
el perito designado a fs. (il vta. en su informe de fs. 90. 
Correspondo, por consiguiente, substituir la restitución 
do dicha fracción por el pago de su valor actual, con 
presoindencia de la obra realizada, y la indemnización 
de los daños y perjuicios que la privación de la misma 
ocasiona a los donantes (Código Civil, arts. 505, 889, 
S90, 2511 y concordantes; Plaxiol y Ripeut, t. V, 
núm. 498). 

V) Que no procede, en cambio, decidir lo mismo 
en cuanto a la fracción de 54.m;j m. 2 no ocupada por 
las vías y destinada a estación. Respecto de ella, la 
Administre >ión del Ferrocarril (fs. 14Ü y 174) lia $g* 
presado ra legó rica mente que podría y debería ser de- 
vuelta a los donantes por no serle necesaria ni tener, 
como es patente, interés alguno en conservarla al no 
instalarse la estación, sin que la Provincia de Buenos 
Aires haya efectuado en autos manifestación alguna en 
contrario. Por su parte, los actores lian sostenido (fs. 
103 y 104) que, según lo pactado, dicha fracción debía 
serles devuelta en el caso de Incumplimiento del cargo. 
La restitución de la misma es, pues, posible y nroee- 
dente, con los frutos que. a partir de la notificación do 
la demanda, hubiese percibido o dejado de percibir por 
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negligencia la parte demandada (v. disposiciones y auto* 
res citados en el considerando oeíavo). 

YL) Que, los precios de seiscientos pesos la hec- 
tárea para la fracción V. W. Y. Z. A. B. G. D. V. , de 
31.G(i:t,2U ra. 3 , y de ochocientos pesos la hectárea para el 
resto del terreno hasta completar la superficie indicada 
en el considerando IV, se ajusta a las constancias del 
expediente administrativo (valuaciones practicadas a 
fs. 2 y fs. 125 del misino) y a falta de elementos do 
prueba míe los desvirtúen, deben ser considerados jus- 
tos y razonables. 

Vil) Que, con arreglo a lo establecido en el quinto 
considerando, corresponde indemnizar a los actores el 
perjuicio proveniente del fraccionamiento de su inmue- 
ble, o sea la depreciación del mismo a causa de ta forma 
defectuosa en que ha quedado para su aprovechamiento 
y de la retención del agua ocasionada por el terraplén 
del ferrocarril. 

Que, desdo luego, corresponde prescindir de la can- 
tidad estimada por el perito <$ 31,200 ■%) desde que en 
la demanda los actores han limitado su pretensión a la 
suma do $ 8.000 n % (Fallos: 122, 284) que el Tribunal, 
teniendo en cuenta la conformación y naturaleza del 
terreno, considera prudente y ju. .a. 

VIH) Que el eohro de intereses sobre la suma fi- 
jada como precio de la fracción ocupada por las vías 
sólo procedo a partir de la fecha de la notificación de la 
demanda (Código Civil, arts. 557, 55Í), 1849. 2667. 2433 
y concordantes; Segovta, notas 104 al art. 1851 y 121 al 
art. 1Sfií) de su numeración; Salvat, Derechos Reales, 
t T, nnm. 1201; Demoromrr. t. 20, núm. 611; Planiol 
y Ripert, t. V, núm, 498; Bauory Lacantinrrir, t. X, 
mím. 157Í)). 

En su mérito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
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señor Procurador General en cuanto n la jurisdicción 
originaria, se resuelvo tícela rar revocada, por incumpli- 
miento del cargo, la donación a que se refiere la de- 
manda y condenar a la Provincia do Rueños Airen: 1') 
a restituir a los actores dentro del plazo de treinta días, 
la fracción de 54.GGÍÍ mr mencionada en el considerando 
quinto, con los frutos que, a partir del día de la noti- 
ficación de la demanda, hubiese percibido o dejado de 
percibir por su negligencia; *J P ) a pagar a los actores, 
dentro del mismo plazo: a) el importe del precio fijado 
en el considerando sexto para la fracción de 94.982 me- 
tros cuadrados 7187 centímetros cuadrados a que se re- 
fiere el cuarto considerando; b) los intereses sobre la 
suma que así resulta, al tipo de los que cobra el Banco 
de la Nación Argentina y a partir del día de la notifi- 
cación de la demanda; e) ía cantidad de pesos ocho 
mil moneda nacional como indemnización de los daños 
ocasionados a los actores por el fraccionamiento de su 
inmueble; d) las costas del inicio. Háffase saber, repón- 
gase el papel y en su oportunidad archívese. 

Antonio Raoarna — Luis Lina- 
TtF.s — B. A. Nazab Anciio- 
iiena — F. Ramos Metía. 



CESAR ROCA 

ÉÍXTTtA DIGION l EstratlifiAn mn pníxrn r.rtntn ferns, ftrttPTfiHtlmfn, 
Es improcedente ln extradición tic un chtíl¡n!niin rfc la 
Rcpirhlica de Rol i vi a. cuya detención preventiva ha ao- 
liritni'n la respectiva embajada \wr existir mancamiento 
fie apremio enntni m\\n'\ dictado per Ta justicia penal de 
dicho pnús, si de los recaudas acompañados no resulta que 
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el requerido o;te sometido a proceso criminal ni que exis- 
ta auto do prisión contra el mismo y sí, eu cambio, que 
la causa en que se ha resuelto pedir su extradición es un 
juicio civil seguido en rebeldía. 

Sentencia del Jmz Federal 

Buenos Aires, noviembre 18 de 1943. 

Y vistos: Para resolver el pedido de extradición de Cesar 
Roca, boliviano, divorciado, comercian le. de 39 añas de edad, 
formulado por las autoridades de la República de Solivia; y 

Considerando : 

1*) La documentación agregada a ffl, 17/19 y a fs, 25/32, 
no obstante carecer de las legalizaciones de rigor, debe consi- 
derarse válida en razón de haberse recibido por intermedio del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, según lo tiene 
decidido la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

2*) En cuanto al fondo de la cuestión cabe destacar que 
en la nota de fs. 2, la Embajada de Bolivia solicita la deten- 
ción preventiva del ciudadano boliviano César Roca "contra 
quien existe mandamiento de apremio dictado por la Justicia 
Penal de La Paz, Bolívia, a denuncia de la Contraloría Gene- 
ral de la Repúbliea, por delitos de estafa y malversación de 
fondos", Pero, do los recaudos presentados, fs. 17/19 y 25/32, 
no resulta en ninguna forma que el requerido esté sometido 
a procedo criminal, ni que exista en su contrn mandato de 
prisión con la designación de la fecha del delito que la mo- 
tivara, ni tampoco la demás documentación exigida por el 
art. 651 del C. de Proeeds. Penales y arte. 19 y 30 del Tratado 
de Montevideo de 1889. 

3 f ) Surge en cambio, de la documentación analizada, la 
tramitación de un juicio contra el requerido, de naturaleza 
civil, en el nue se ha declarado en su rebeldía deudor del 
Pisco de Bolivia y donde se ha resuelto pedir su extradición, 

4*) Como se advierte, no se trata en el caso de un pedido 
do extradición de un delincuente procesado o condenado por 
detito común en la forma nue preven el O. de Proceds. Pena- 
lew (arta. 646 y sigts.) y el Tratado de Derecho Penal Inter- 
nacional, firmado en Montevideo en el año 1889 .{arta,, 19 y 
21) lo que hace improcedente la extradición solicitada. 
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En nn*TÍto a estas consideraciones y disposic iones legales 
citadas, y oído el Sr. Procurador Fiscal, fallo no haciendo 
lugar a la extradición de César Koea solicitada por las au- 
toridadoa de Bolivia. 

llágase haber al Sr. Ministro de Relaciones Exteriores y 
Culto, con remisión do Ja copia respectiva, dejándose por 
Secretaría suficiente consta ueía. — llorado Fox, 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 1* de marzo de 1944. 

Y vistos; Por ¿us fundamentos y oído el Sr. Procurador 
Fiscal de Cámara, se confirma la sentencia apelada de fs. 37 
que no lineo lugar a la extradición de César Roca solicitada 
■por las autoridades de la República de Bolivia. — Juan A. 
González Calderón, — Ricardo Villar Palacio. — Eduardo 
Sarmiento. 



Dictamen del Procurador Geneiul 
Suprema Corte : 

Atenta Ja Importancia del caso planteado, y a ob- 
jeto de que V. E. pueda pronunciarse, mantengo la 
apelación interpuesta por el eñor Fiscal de Cámara 
contra el fallo de fs, 41. No se trata aquí do extradi- 
ción fundada en sentencia, síno de prisión preventiva; 
y a tul efecto, el nrt. 44 del tratado do Montevideo sólo 
exige se invoque la existencia de una orden de prisión 
y se determine con claridad la naturaleza del delito 
castigado o perseguido. Toca a V. E. decidir si ambos 
extremos aparecen llenados con la documentación que 
obra a fs. 2, 16 a 19 y 25 a 32; 

Cúmpleme recordar, al mismo tiempo, que desde 
octubre 1* de 1943 —en que a solicitud del Sr. Juez Fe- 
deral fué 'expedido el informe de fs. 9— no existe en 
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autos noticia alguna del resultado de la cansa que por 
defraudación se sigue ante Ja justicia argentina contra 
el procesado cuya extradición gestionan también las au- 
toridades do Bolivia. Considero que sería útil actualizar 
dicho informe, alenta la materia que lo motivó, y los 
elementos de criterio que de allí pueden derivar para 
la resolución del sitb-judice, — Buenos Aires, abril 15 
de 1944. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de junio de 1944. 

Y vistos: 

Por sus fundamentos y oído el Sr. Procurador Ge- 
neral de la Nación, so confirma la sentencia recurrida 
que deniega la extradición del ciudadano boliviano Cé- 
sar Roca solicitada por las autoridades de la República 
do Bolivia. Hágase saber y devuélvanse . 

Antonio Sao auna. — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Ancho- 
rena — P. Ramos Mejía. 



EMMA CIIRTSTENSEN DE WHLFF v. EMPRESA 
FERROCARRILES Y ELEVADORES DEPIETRI & A. 

RECURSO EXTRA ORDIXA RIO: Requisitos propios. Cuestione» 
no fcdvrtdes. Interpretación de normas jf actos comunes. 

La interpretación y np! tención de la ley 12.544 no cons- 
tituye una cuestión federal. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propia*. Relación di- 
recta. Xormu3 extrañan al juicio. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en los 
arta. 17 y 18 do la Constitución Nacional y en la invalidez 
do la renuncia a los trámites del juicio ejecutivo conté* 
nida en la escritura de hipoteca, si los autos ponen de 
manifiesto que el recurrente lia usado con amplitud de 
su derecho de defensa y existe una sentencia j dicial 
bastante para satisfacer ct requisito previsto en el art, 
17 de la Constitución. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En febrero de 1028 Emma Christensen de Wulff 
vendió a Eduardo Depietri, por $ 400.000, un estable- 
cimiento industrial sito en San Pudro, Provincia de 
Buenos Aires. Parte de ese precio sp pagó al contado; 
y en garantía deí saldo, pagadero en dos cuotas — la 
última de las cuales vencería en febrero de 1ÍJ31 — el 
comprador gravó con hipoteca lo adquirido, renuncian- 
do de antemano a los trámites del juicio ejecutivo co- 
rrespondiente. 

Como Depietri se atrasara en el pago de la pri- 
mera cuota, y también en el servicio de los intereses, 
allá por junio de 1930 la Sra. Christonsen de Wnlff 
acudió a la justicia ordinaria de esta Capital, solici- 
tando se decretase la venta del inmueble hipotecado, ges- 
tión encaminada más tarde contra Ferrocarriles y Ele- 
vadores Depietri, S. A., entidad que como suceso ra del 
deudor se bahía hcelio cargo de la hipoteca; y a fs. 37, 
aparece una providencia, f cebada el 2f> de abril de 1033, 
que nrdena sacar a remate dicho bien. Empero, Depie- 
tri, ahora como representante de la sociedad anónima 
aludida, pidió se anulase el procedimiento, con stispcn- 
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flión del remate, por cuanto, a su entender, era condi- 
ción prohibida por las leyes la do renunciar a los trá- 
mites del juicio (fs. 52). 

No hizo lugar el Juez (fs. 59 vta.) ; y apelado ese 
auto, ya en segunda instancia quedó todo en suspenso 
porque el deudor se había acogido a la ley de moratoria 
hipotecaria 11,703 (fs. 86), Una nueva opción del deudor 
le permitió transformar su primitiva deuda en otra pa- 
gadera por euotas, con arreglo a la ley 12.544. 

Como tampoco bajo este nuevo plan cumpliera sus 
obligaciones, en agosto do 1943, prosiguiéndose la ges- 
tión iniciada trece anos antes (fs. 595 vta.), el señor 
Juez dio por perdidos de pleno derecho los beneficios 
que acordara al deudor la segunda tie esas leyes. Con 
ésto se retrotraía la situación al momento en que por 
primera vez se suspendió el trámite, agregando como 
cuestión nueva, la caducidad aludida. Todo ello ha sido 
fallado en segunda instancia (fs, 625 y 636) confir- 
mando las sentencias del Juez; y contra ambas resolu- 
ciones trae ahora la parte demandada recurso extra- 
ordinario para ante V. E. 

A mi juicio, tal recurso resulta improcedente en 
cuanto so refiera a la interpretación cinc ha dado el 
tribunal local a la ley 12.544, o a la existencia de pre- 
suntas nulidades en el procedimiento, materia no revi- 
s'ible en esta instancia extraordinaria. Otro tanto ocu- 
rre con la pretendida ilegalidad de la cláusula relativa 
a renuncia de trámites procesales. Y por lo que hace 
a la violación del derecho do defensa, no encuentro cómo 
pudiera invocársela en presencia de los incidentes, re- 
cursos y dilaciones acreditados en los centenares de 
fojas que integran esto expediente. Como lo expresa la 
Exema. Cámara a fs. 625, el deudor no lia hecho valer 
oportunamente, extremo alguno de los que hubieran sido 
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necesarios para paralizar el progreso de la petición de 
su contrario. 

Pienso, pues, que el recurso es improcedente; y que, 
caso do abrírselo, corresponderá confirmar por sus fun- 
damentos lo resuelto por la Excnia. Cámara. — Buenos 
Aires, junio 1* do 1944. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de junio de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la demandada en los autos Wulff 
Emma Ohristcnsen de c Empresa Ferrocarriles y Ele- 
vadores Depietri S. A. M , para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Y considerando: 

Que la interpretación y aplicación de la ley 12.544 
no constituyo cuestión federal, según así lo ha decidido 
esta Corte en los autos "Meior v. Mugaburu" v. Libro 
de Sentencias, vol. 6.3, pág. 347. 

Que las demás razones en que se funda el recurso 
extraordinario denegado no configuran, en el estado 
actual del juicio, el mínimo de agravio a las garantías 
de los arts, 17 y 18 de la Constitución Nacional produ- 
cido por el pronunciamiento de fs. 536, necesario para 
la procedencia del recurso extraordinario — Fallos : 1P4, 
220 y los allí citados — . Los autos ponen, en efecto, de 
manifiesto la amplitud con que el recurrente lia hecho 
uso de su derecho de defensa y existe actualmente sen- 
tencia judiciaí bastante para la satisfacción del requi- 
sito previsto por el art. 17 de la Constitución Nacional. 
Por otra parte, la resolución de fs. 625 está consentida. 
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En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del -señor Procurador General se desestima la queja 
interpuesta por la Empresa Ferrocarriles y Elevadores 
Depietri S, A, Hágase sabor; devuélvanse los autos 
elevados como informe al tribunal de su procedencia, 
con copia del precedente dictamen y del presente pro- 
nunciamiento. Repóngase el papel y archívese. 

Antonio Saoarna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



DOPAZZO UNOS. 

RECURSO EXTRA ORDINA RIO : Requisita* propio». Cncsf iones 
federales simple*. Inter prctmi'Ui de Jas leyes federales. Leyes federales 
de carácter procesal. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado por el 
procurador fiscal en la ley 12,091 contra la sentencia que, 
interpretándola cu forma contraria a la sustentada por 
non él, admite que son oponíhles las defensas de prescrip- 
ción y de inhabilidad de título en el juicio de apremio 
tendiente a cobrar la multa administrativa firme y re- 
chaza la ejecución por falta de título hábil y por haberse 
violado la paran tía do la defensa en el procedimiento 
tendiente a imponer la multa. 

PRECIOS MAXIMOS. 

Consentida la resolución administrativa míe impuso la 
pena do multa por violación a la ley 1 2.591. es inndmi- 
rabia en el .inicio de anremio tendiente a cobrar su im- 
porte, la oposición de defensas referentes al procedimiento 
Fepuido para aplicarla. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa *n 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

La notificación por pieza postal no es incompatible con 
la defensa en juicio. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantió*. Defensa en 
juicio. Procedimiento v sentencia. 

No es violatorio de la garantía de la defensa el procedi- 
miento por el cual se aplica ni infractor la multa prevista 
en la ley después do haberle citado con indicación de que 
debía presentar su prueba do descargo, cosa que omitió 
hacer, y en el euid se le. hizo eonuccr la condena por medio 
del correo. 

Sentencia del .Juez Federal 

Mendoza, abril 20 de 1944. 

Y visto: El apremio del Estado Nacional (Ministerio de 
Agricultura) contra la sociedad comercial Dopazzo Hermanos, 
por cobro de $ 500.00 en concepto de multa por infracción a 
la ley 12.591 ; y 

Considerando ; 

Que el ojeen lado opone las excepciones de prescripción 
do la acción, inhabilidad do título c inconstitucioualidad, que 
pasan n examinarse: 

a) se imputa la omisiún de la lista de precios oficiales, 
que manda el nrt. 4* y sanciona el 11* de aquella ley cen 
multa de § 100.00 a é 10.000.00 por cuya razón la prescripción 
do la acción se opera a los dos añns (C. Pen., 4, 62 5*), Si el 
hecho ocurrió el 12 de junio de 1942 y la condena cuando me- 
nas rl din de la notificación —no obra ni el texto ni la fecha 
del decreto del P. E. — el 10 de dieiembre de 1943, el plazo 
bianual no ha transcurrido. Se desecha de consiguiente aquella 
excepción ¡ 

h) 151 Poder T¿ep ifsl.it i vo se desprendió de la facultad de 
legislar el procedimiento y lo delegó en el Ejecutivo para hacer 
efectivas las inultas; y óste optó por el sumario de apremio 
contenido en la ley procesal federal (ley 12.091, Hj deer. 
regí. 7; ley 50, 308/21). En éste no es oponihle ln excepción 
de inhabilidad del título (ley 50. 315), y así lo oh.jeta el re- 
presentante fiscal; pero la delegación legislativa debe inter- 
pretarse restrictivamente y ella nri va más allá del procedimien- 
to, drl trámite, pues lo contrario importaría admitir que el 
Poder Ejecutivo tendría atribución suficiente para legislar 
sobre las obligaciones y las causas de su extinción, admitiendo 
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unas u otras excepciones o defensas. Esto aparte. La excepción 
de inhabilidad está implícitamente autorizada si corresponde 
al Juez, ante» de librar la ejecución examinar el título o de- 
recho (ley eit., 313). Y la inhabilidad se funda en que el 
procedimiento administrativo que debía dar val «dea y fuerza 
al ututo fue violado, Y en efecto: por el art. 6 de la regla- 
mentación los tínicos funcionarios autorizados pnra intervenir 
y constatar las infracciones ton los policiales nacionales o pro- 
vinciales y en autos lo han sido unos titulados inspectores que 
a tales funcionarios sólo han admitido como testigos; y ello 
importa la valide;; del instrumento de constatación si quien 
actuó estaba autorizado (C. Civ., 080). El título en ejecución 
proviene así de un acto nulo; por tanto es inhábil y así se 
declara ; 

c) Que la excepción de inconstitucionalidad es relati- 
vamente opimible a las ejecuciones, toda vez que por su latitud 
no haya de discutirse por la ordinaria (SCK: 2R,íinifi San- 
tnrn v. Fría*: Falles: 1?4. 1?2; Pm. Cv. 2* La Pinta : 25.7933, 
Bayala v. Vita; J. A>, 42: 1218). Pero ella resulta manifiesta 
de autos y, además como se expresó, la faen'tad l"cislatíva 
nn fu ó delegada respecto a las en usas de validez o invalidez 
de las obligaciones. Re funda en la repugnane'a a la garantía 
constitucional de la inviolabilidad de la defensa en juicio 
(O. N T ., 18). Ri el sumario tiene por objeto establecer la exis- 
tencia o inexistencia de la infracción, para que el Poder Eje- 
cutivo, enn las funciones judiciales que se le han atribuido, 
condene o sobresea, es preciso oue al nroecsadn, por respeto a 
dicha garantía, se le dé participación y audiencia y se le 
adedtrm Ins defensas. Anuí sólo orestó ¡n da "a tona — sin obli- 
gación legal de veracidad — y, tras de ella vino la sentencia; 
es mas, se !e nc^ó mi a vista de las actuaciones y el «¡nher 
nuienes eran los testigos y las demás pruebas, nnrn examinar- 
las - — fono porras non día por razón de jurisdicción — en la 
sede de la autoridad que las ínstruyñ — . La condena aa evnidió 
sin oírlo, y se le notifica nnr un medí o no nmee^alm^nt" idóneo 
— niezr, po-tnl — sin transcripción de la narte resolutiva. Por 
end" el título en ejecución ha sido ennfeeeionado con rcnuT- 
rmneia a la caranda flw defensa nue sanciona la Constitución 
Nacio'inK y su nulidad es la cnnsr>ciinnein necesaria, 

Por lodo lo PTP'iffltn, rr^nplvn rechazar la demanda; con 
costns. — Rodolfo Barraco Mármol, 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El Procurador General, por la representación que 
me corresponde en los autos caratulados "Ministerio 
do Agricultura de la Nación contra Dopazo Hermanos 
— apremio", ejercitando la facultad conferida por el 
art 8f de la ley 4035, a V. E. digo : 

El recurso extraordinario de apelación interpues- 
to por mi parte lia sido bien concedido a fs. 33 vía. por 
cuanto, como lo liace notar el representante legal del 
fisco Nacional a fs. 32, la decisión ha sido contraria 
al derecho invocado, fundado en una ley especial de 
la Nación, la 12.591 sobro precios máximos para los 
artículos de primera necesidad. 

En cuanto al fondo del asunto, la sentencia de 
fs. 28 vta. agravia a nú parte por dos conceptos: a! 
haber declarado inhábil el título con que se inició el 
presente apremio; y al resolver que el procedimiento 
seguido viola, en perjuicio del demandado, la garan- 
tía constitucional de libertad de defensa. 

Respecto a lo primero, cualquiera sea el mérito 
probatorio del acta de fs. 1, donde se dejó constancia 
de la infracción cometida, las manifestaciones categó- 
ricas hechas por el autor de esa infracción a fs. 3 y 
23 (párrafo II), reconociendo la exactitud de los hechos 
allí comprobados, están demostrando que la multa fuó 
aplicada con justicia, a fs. 4. Por lo demás, la carta de 
Dopazo Unos, obrante a fs. 9, y la copia del telegra- 
ma obrante a fs. 10, revelan asimismo que Dopazo Hnos. 
consintieron dicha multa, al no interponer la apelación 
para ante el juez respectivo, que autoriza el art. 11 de 
la ley 12.5ÍH. 



DE JUSTICIA DK LA NACIÓK 



33 



En lo que concierne a la violación del derecho de 
defensa, el tir. Juez pasa por alto dos circunstancias, 
cualquiera de las cuales bastaba para desestimar lo 
pedido por la parte demandada; a saber: 

a) como lo La hecho notar en primera instancia 
el Sr. Procurador Fiscal, la tacha de inconsti- 
tucionalidad se opuso extemporáneamente, o 
sea después de trabada la litis contestatio; 

b) bc trata ahora de dar cumplimiento a una re- 
solución ejecutoriada — la que impuso multa — 
y obvio resulta que no le serían aplicables las 
disposiciones relativas a "prescripción de la 
acción", sino las que rigen la "prescripción 
de la pena"; y los plazos de esta última se 
cuentan desdo la notificación del fallo conde- 
natorio (Cód. Penal, art. GÜ), Cabe hacer no- 
tar, además, que la excepción de prescripción 
opuesta por el interesado ha sido desestima- 
da a fs. 28 vta.; habiendo a su respecto que- 
dado consentido dicho fallo. 

Bajo los dos aspectos preiHicados, la sentencia 
apelada agravia injustamente a mi parte; por lo que 
pido a V. E. se la revoque, con costas, en cuanto piulo 
ser materia de recurso, dando a tal fin por reproduci- 
das las defensas opuestas por la representación legal 
de la Nación. — Buenos Aires, junio 2 de 1944. — 
Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de jimio de 1944. 

V vista la precedente causa caratulada "Ministe- 
rio de Agricultura de la Nación c. Dopazo Hermanos, 
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apremio" en la que se lia concedido el recurso extra- 
ordinario a fs. 33 vta. 

V considerando : 

Que opuestas a fs. -1 por la firma ejecutada las 
excepciones de prescripción e inhabilidad de título, el 
procurador fiscal, invocando la ley nacional mim. 12.591 
arguyo — fs. 25 — que, habiendo sido ya fallado el pro- 
ceso en que se aplicó la multa de $ 500 m/n., cuyo cobro 
persigue el apremio, no cabía considera* la proscrip- 
ción de la acción, ni la de Tensa de inhabilidad, por ser 
inadmisibles. 

Que calas cuestiones requieren la interpretación do 
una ley federal, la núm. Í2¡501 —Fallos; 192, 213; 197, 
f)4 — y el recurso extraordinario, llenados como están 
los demás extremos del art. 14 de la ley 48, es así pro- 
cedente. 

Que esta Corte estableció en el precedente de Fa- 
llos 197, ">4, que la ley 12., r >91 admito apelación para ante 
el Juez Federal, de la resolución administrativa que 
impone mulla, y en su caso, recurso extraordinario con- 
tra la sentencia judie i ni. Admitió también entonces, es- 
ta Corte «pie consentida como lo ha sido en la especie, la 
decisión administrativa, las objeciones al procedimien- 
to para la aplicación de la pena no eran susceptibles de 
formularse en el apremio incoado para la percepción 
de la multa. 

Que a ello cabe a mayor abundamiento n groen r, que 
la notificación por pieza postal no es incompatible con la 
garantía de la defensa en juicio — % "Woseoff Salvador 
v. impuestos Inteniris" fallado en 21 de abril del co- 
rriente año — y que conforme a lo resuelto en Fallos: 
10:i, 409; IOS, 7í\ en el procedimiento administrativo 
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origen del apremio no se lia restriñíalo en forma eons- 
titueionalmcnte inadmisible la defensa de la firma inte- 
resada, a quien se ha citado — i's. 2 — con indicación de 
que debía aportar las pruebas de descargo de que qui- 
siera valerse, easo que ésta omitió liaeer en el compa- 
rendo do fs. 3 — conf., Fallos: 101, 85. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr, Procurador General se decide: revocar la senten- 
cia apelada de fs. *28 vta. Hágase saber; devuélvase al 
tribunal de su procedencia donde se repondrá el papel. 

ROBERTO RePETTO ANTONIO Sa- 

oarna — Luis Linares — B, 
A. Nazau Axchorena — P. 
Ramos Mejía, 



GUTIERRES!, VALDEZ Y MARTINEZ v. 
ANTONIO LOPEZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia territorial. Com- 
praventa. 

El juoz del lugar qno. soirún resulta, de la letra de enrabio 
agregada a l<x anión, hn' tac it unten te con ven ido para pa- 
gnr et precio de compra de morirá de rías, es el competente, 
pnra conocer en el juicio sobre cobro del mismo (14 de 
junio do 1944), 



JUANA AGUTLAR Y OTROS v. 
ALFREDO CERNADAS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia territorial Lu- 
gar ftel cumplimiento de la obiiffadón. 

El conocimiento del juicio sobre cumplimiento de contrato, 
indemnización o repn ración de daños y perjuicios y pago 
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de utilidades o beneficios provenientes de la explotación de 
tamboa en una estancia de propiedad del demandado, co- 
rresponda al juez del lugar en que ella está situada» sea 
cual fuero el domicilio del demandado (14 de junio de 
1944). 



CIA. SWIFT DE LA PLATA v. MUNICIPALIDAD DE 

LA PLATA 

RECUltSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal Su- 
perior. 

Procedo el recurso extraordinario contra la sentencia de 
la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires qne 
revoca la de segunda instancia y admite la validez de 
una ordenanza municipal impugnada por el recurrente 
como violatoria de la Constitución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constiíucionalidad e incomtitucio- 

naliúad. Ordrmiwzas municipales. 

El gravamen de dos centavos por kilogramo o fracción 
de menudencias de animales vacunos, ovinos, cabríos y 
cerdos introducidos en La Plata, que con el nombre de de- 
recho de inspección lécnien y sella je establece el art. í* 
do la ordenanza n* 37 de dicha municipalidad del 19 de 
junio de 1935, aplicado a un frigorífico que, por estar 
instalado en la zona del Puerto de la Plata, se halla su- 
jeto a la inspección veterinaria y sanitaria nacional, es un 
impuesto a la introducción prohibido por los arts, 9, 10 
y ti de la Constitución Nacional, que reviste, además, 
carácter diferencial y viola el art. 1G de la Constitución 
Nacional, 

Sentencia i>e la Cámara de Apelaciones 

En la eindnd de La Pinta a 24 de abril de 1942, reunidos 
en acuerdo ordinario las Srcs. Jueces do In Esema. Cámara 
Segunda de Apelación. Sata l*. Dres. Luis Gabriel Herrera 
v Eduardo C. lííos. pnrn pronunciar sentencia en los aut(« 
caratulados: ''Compañía Swift de La Plata v. Municipalidad 
do La Plata. —Devolución de impuestos—", se procedió a 
practicar la insaculación proscripta por los arts. 156 de la Cons- 
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titución de la Provincia y 300 del Cod. de Procedimientos re- 
sultando de ella que debía votar en primer término el Dr. 
Herrera. 

El Dr. Herrera dijo: 

Se acciona por repetición de $ 6.494.24, alegando que la 
ordenanza de julio de 1935, al establecer un derecho de ins- 
pección técnica y sella je de S 0.02 por kilogramo o fracción de 
menudencias bovinas u ovinas que se introduzcan al Munici- 
pio para eu consumo, viola los preceptos sancionados por los 
arta. 9 f , 10, 11, 14 y 16, Const Nac. y 10, 19 y 24 de la provincia, 
al adoptar un impuesto, derecho o gravamen diferencial que 
repugna a dichos textos. De acuerdo a esa ordenanza, las menu- 
dencias bovinas u ovinas procedentes de animales faenados 
fuera del Municipio de La Plata pagan un impuesto que no 
abonan las menudencias bovinas u ovinas procedentes de ani- 
males sacrificados dentro del mismo Municipio, por lo que se 
violaría asimismo el art 90, iuc. 2*, ley orgánica de las muni- 
cipalidades 4183. 

La demandada, a su vez, negando que el derecho que co- 
bra la Comuna sea inconstitucional, alega que se trata 
una tusa con la cual se costea la inspección de visceras in 
dueidas a los mercados particularea. 

De la prueba rendida resulta que las menudencias 
introducidas al consumo de la Ciudad desprendidas y nep 
radas de los animales a que han pertenecido y que fuer 
sacrificados fuera del Muníeipio, mientras que las vendidas 
por los matnrifea de la Ciudad provienen de reses que han abo- 
nado el impuesto y han sido objeto de un minucioso examen 
veterinario, como que estaban adheridas a los respectivos 
cuerpos. 

Esta diferencia sustancial fué considerada por esta Cá- 
mara de acuerdo a la tesis que sostiene la demandada (causa 
níim. 39.499), pero su pronunciamiento fué revocado por la 
Corte Sup. de la Nación {junio 17 de 1936) sentando una 
doctrina que es aplicable al sub júdice; en dicho fallo se es- 
tablecía que "es inconstitucional el impuesto de abasto o con- 
sumo en cuanto prava por kilo la carne vacuna o porcina que 
so introduce al Municipio en trozos sueltos o embutidos, mien- 
tras nue los mismos artículos de fabricación local pagan una 
cantidad fija por rmimal faenado, lo que lleva a la conclusión 
de que no tan sólo la carne introducida paga un impuesto 
distinto, sino que de esa disparidad de imposición resulta fa- 
vorecida la prnducción local en una proporción mas o menos 
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a preciable, perú siempre efectiva". La doctrina es aplicable 
al sub júdice, pues si los municipios pueden imponer gravá- 
menes ulstintos fundados en diverjas condicionen o circuns- 
tancias, ellos no pueden nunca consistir en la procedencia de 
Ja mercadería, colocando n las foráneas en situación desfavo- 
rabie respecto a la local. Lo contrario «cría establecer adua- 
nas interiores en contra de la cláusula constitucional que las 
prohibe. 

El art, 1* de ta ordeno una núm, 37 lia creado una desi- 
gualdad entro los matarifes locales y los de afuera, y por más 
que se diga "por derecho de inspección léenieii y sellaje". 
se ve que lo rjue en realidad se grava es la introducción de 
las menudencias, por cuanto aunque sea una ta>a — retribu- 
ción de un servicio — ósta lia de establecerse sin tener en cuen- 
ta la procedencia del producto. Ni podría tamj eco cohones- 
tarse mío con la disposición del art. 00. inc. 2*, ley 4183, que 
establece que no podrá cobrarse más derechos a los subpro- 
ductos de la carne que se introduzca de otros partidos que 
los que pagan los abastecedores locales. Conceptúa que dicha 
disposición lega! (ort. 1* de la ordenanza núm. 37 de 1935) 
viola las arta. 9*, 10, 11 y lü de la Const. Nao., en cnanto 
grava las menudencias bovinas y ovinas con $ 0.02 por kilo o 
fracción, cuando ellas son introducidas al Municipio para bu 
consumo. 

E'i cnanto a la cuestión subsidiarla que se plantea, creo, 
como el Señor Juez a t¡uo. que cuando un gravamen es incons- 
titucional, el Poder qué li> creó tiene la obligación de devol- 
ver lo percibido sin derecho, "siendo nx inter alios Ia.s relacio- 
nes emergentes entre el que pagó y quienes le dieron los 
medios". Así lo ha resuelto ta jurisprudencia y debe decidirse 
en el presente caso, en que el interés de la parte octora es 
evidente aunque el monto lo paguen los compradores, porque 
es en suma una traba a su comercio que quiere hacer cesar, 

Teniendo, pues, en cuenta que la demandada no objeta 
el hecho del cobro, ni el monto de la cantidad reclamada y 
la prueba rendida en autos fs. 104, IHO, 164, 165, 170, 171 
(arts, 1ÍT). 210 y 110. O. Pr. ), estimo que las defensas plan- 
teadas «obro la exigencia de la inspección, la retrihución de 
ellas, y la falta de interés de la aetoro, no pueden prosperar 
y que debe hacerse lucrar a la demanda (art. 704, C. C). 

Voto por la afirmativa. 

Fl Dr. Ríos, por los mismos fundamentos, votó en igual 
sentido. 
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$cnt cticia 
i vistos: Considerando: 

Que en el precedente acuerdo ha quedado establecido: 
Que se encuentra acreditado que las "menudencias*' mo- 
tivo del imjuHfíto que .se repite, fueron introducidas a la ciu- 
dad, desprendidas y separadas de animales sacrificados fuera 
del municipio, a diferencia de tas otras, a las que no se cobra 
impuesto, pero cpie provienen de re.ses que se han examinado 
enteras y por cuya reviwieión conjunta xc percibe el impues- 
to (art. 195 y 21!» del Cód, de Proe.)- 

Que no obstante elfo, las tasas deben establecerse sin dis- 
tinción de la proce T -neia del produjo, porque ello equival- 
dría a establecer am .mas interiores en contra de las cláusulas 
constitucionales. La disposición del art. 1* de la ordenanza 
N ¥ ¡i7 do Ií);í5 que la fijó, ck entonces violatoría de dicha carta 
y también de la ley 4183 art. 90 ine. 2» (arts. d\ 10, 11 y 16 
de la Constitución Nacional). 

Que no es procedente la defensa basada en que dicha con- 
tribución ba sido en definitiva pagada por los compradores 
puesto que ha importado una traba al comercio, ni las refe- 
rentes a la videncia de la inspección y su retribución (art 
cit. considerando anterior). 

Que debe entonces hacerse Inorar ni cobro por la cantirlnd 
reclamada (arts. 195, 219 y 130 Cód. de Proc. v 794 Cód 
Civil). 

Por ello, se eontirma la sentencia de f«. 211. con costas 
en ambas instancias. — Ethainlo C, Utos. — Luis Gabriel He- 
rrera, 



Sentencia de la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires 

En la Ciudad de La Plata, a 29 de dieiembre de 1942, 
reunida la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario 
para pronunciar Ncntencia definitiva en la cansa caratulada: 
"Compañía SwiTt de La Plata contra Municipalidad de La 
Piala. Devolución de impuestos"; se procedió a practicar la 
insaculación de la ley, resultando que en la votación debía 
oltservarse por los Sre.s. Jueces el orden siguiente- Dres. Mo- 
reno, Quiro-ja, Aifrañar;'is, Amcghino. 
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Antecedentes 

El Juzgado N" 2 en lo Civil y Comercial del departamen- 
to de la Capital, dictó sentencia en estos* autos declarando que 
el art. 1 ? de la ord. n* 37 del afto l!)3ó, dictada por ta Munici- 
palidad de La Plata, viola los nrts. 9\ 10, 11 y 16 de la Cons- 
titución Nacional y, en consecuencia, condenando a la demanda- 
da a devolver a la compañía actora — dentro del término de 10 
días la suma de $ 6.494,24 m/n. con más sus intereses al 6 % 
anual desde la feclia de ta demanda, con costas. 

La Cámara Segunda de Ablación, sala 1», del mismo de- 
partamento, confirmó dicho pronunciamiento en su totalidad, 
ton costas en ambas instancias. Se dedujo recurso de inaplica* 
bilidad de ley. 

Llamado a autos y hallándose la caima en estado de dictar 
sentencia la Suprema Corte resolvió plantear y votar las si- 
guientes cuestiones: 1* 4 Es fundado el recurso interpuesto por 
la parte demandada! 2» Caso afirmativo, ¿qué pronunciamien- 
to corresponde f 

A la 1» cuestión, el Sr, Juez doctor Moreno dijo: 
r La Cía. Swift de La Plata, demanda a ta Municipali- 
dad del distrito por inconstitucional ¡dad del art. 1 ? de la orde- 
nanza núin. 37 del 59 de junio de 19ÍT\ ateniendo que la «nina 
de 2 ctvs. m/n. poi 1 kilogramo o fracción con la cual allí se 
grava por derecho de inspección técnica y Hellaje a las llamadas 
menudencias que se introduzcan al municipio para mi consu- 
mo, resulta un impuesto típicamente diferencial entre comer- 
ciantes de la misma categoría; pues, mientras el abastecedor 
local puedo vender o negociar las menudencia* que obtenga de 
tas resé** que faena dentro del municipio, sin pajrar otro inrmes* 
to que el de abasto establecido en el art. 18 de la ordenanza 
niim. 4t de 6 ele mayo de 1922, los que eomn la compañía 
actora faenan fuera del municipio, están además obligados 
a pn?ar el mencionado impuesto de 2 ctvs. por cada kilogramo 
o fracción. 

La sentencia de la Excma. Cámara confirma la de 1* ins- 
tancia, donde se Imo lugar a la acción, cond< nand" a la Mu- 
nicipalidad a devolver a la compañía actora la suma de pesos 
6.494.24, abonados en concepto de los derechos mencionados. 

De este pronunciamiento se queja la parte demandada 
por vía del recurso sosteniendo la errónea aplicación de los 
arts. 9\ 10, 11, 1C de la Constitución nacional, 90, inc. 2* de 
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la ley 41S3 de la provincia y 794, del cód. civil, que le sirven 
de soportes. 

Funda el recurso en que el fallo recurrido !e impide cum- 
plir con los deberes establecidos por el art, 183, inc. 4* de la 
Constitución de la provincia, y el art. 31, ines. 26, 41 y 42 
do ln ley orgánica de las municipalidades 4687, de velar por 
la salud pública, creando el peí i pro de que la población con- 
suma visceras nocivas; pues anulada la tasa destinada a cu- 
brir los pastos do esa inspección sanitaria, no podría reali- 
zarse con el producto de otros impuestos abonados por contri- 
buyentes no beneficiados directamente con ese servicio, por- 
que lo impediría el art. 26 de la ley de contabilidad y la san- 
ción establecida en el 260 del cód. pena!. Que el impuesto de 
abasto establecido en el art. 18 de la ordenanza 41 de 1022 
completado por el art. 18 do la núm. 37 del año 1935, incluye 
la tasa del servicio sanitario referente a las visceras, cuando 
se trata do animales sacrificados en los mataderos municipa- 
les, donde cada pieza vacuna n ovina es inspeccionada en so 
conjunto, completa, con sus entrañas adheridas al organismo, 
en la forma y condiciones determinadas por el art, 7* de la 
ordenanza núm. 19 de 1920; pero, no se extiende al examen 
sanitario de vínceras pertenecientes a reses extrañas no intro- 
ducidas a la ciudad y que no han abonado impuesto alguno 
de abanto. Que eso tributo tiene un aspecto jurídico y prác- 
tico muy diferente al impuesto de abasto. Que no infringe el 
derecho' de igualdad consagrado por el art, 16 dte la Constitu- 
ción Nacional, porque es una tasa uniforme que se aplica por 
igual a todos aquellos que expenden menudencias no exami- 
nadas en los corrales de abasto. Que ^ntre el impuesto de 
abasto del art. 18 do la ordenanza 41 de 1922 y la tasa 
del art. 1* de la ordenanza núm. 37 de 1935, no hay la iden- 
tidad de circunstancias que haría inconstitucional la diferencia 
del más subido costo do la tasa, con relación al de # abasto. Que 
tampoco puede descubrirse en el cobro de la referida tasa una 
función aduanera desde que sólo establece el precio de un 
servicio municipal sobre mercadería estacionada para su ven- 
ta al público, sin vulnerarse como lo afirma la sentencia de 
la Excma. Cámara los artfl. 9', 10 y 11 de la Constitución Na- 
cional. Que él art. 1* de la ordenanza 37 de 1935, no vulnera 
el 72, ínc. 2* de la ley orgánica 4687 (art. 90, inc. 2*. ley 
4183), pues la tasa de la ordenanza corresponde a un Berv.dio 
especial que se practica en productos que no han sufrido un 
previo examen veterinario, ni pagado otro impuesto muniei- 
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pal. Que la sentencia de ln Corte Suprema de la Nación don- 
de se sustenta el fallo recurrido, no es aplicable ni presente* 
caso, pues allí el gravamen declarado inconstitucional tenía 
el carácter de mi impuesto de abasto, más elevado par* la 
carne traída de afuera o introducida en pequeños trozos, v en 
cambio aquí, la materia del impuesto son las viseras separa- 
das de los cuerpos a que han pertenecido, constituyendo por 
s\ solas así suelta*, el producto introdueido sujeto a la tasa 
de inspección. Que chas menudencias introducidas para el enn- 
sumo de la ciudad, no pagan fuera de la tasa establecida por 
el nrt. V de la ordenanza 37 de 1935, niuirún otro gravamen, 
ni el impuesto de abasto del nrt. 1S de la ordenanza 41 de 
1922. tjue las quo venden los matarifes de la ciudad no pasran 
la tusa, porquo están adberidns a los respectivas cuerpos y 
papan el impuesto de abasto correspondiente al examen vete- 
rinario de esas ceses que so decomisan, cuando resultan inap- 
tas para su venta al público. Que la demanda de repetición 
exifre para su procedencia una merma equivalente a la suma 
reclamada en el propio patrimonio, lo que no sucede en el 
xtth jñtlite, donde la prueha lia revelado que la actora no su- 
frió perjuicio a! truno por el papo del impuesto que motiva la 
demanda. One ese principio desestimado por la sentene¡n de 
la Ekema. Támara, no aparece centrad Sebo por el art. 794 del 
cód, civil, que ha sido aducido para contrariarlo, por lo cual 
remita inaplicable. 

2* Examinado el emérito donde la demandada funda el 
recurso, *i bien ]o encuentro correctamente interpuesto, con 
las citas de las disposie iones legales que se dicen mal aplicadas 
en lo referente n los art*. !)', 10. 11 y Ifi de la Constitución 
Nacional y 90, ine. 2' de la ley 4183 de la provincia; en enru- 
bio, aparece evidentemente insuficiente con respectn a la pre- 
tendida iwapTicabílidad que aduce del art. 794 del cód. civil, 
pues para que rd recurso pueda prosperar, no basta sostener 
que su ti >xl o no contraría su punto do vista, referente a que la 
demanda de repetición cxíire pnra mi procedencia nna merma 
equivalente a la suma redamada. Sería necesario qii" la parte 
que se ( ]¡ee afectada, determinara por qué la disposición en 
jueíro no contraría el derecbo que pretende Iciht y le lia .sido 
desconocido por ei tribunal de alzada. Pero no expresa por 
qué razón ese texto leenl aducido en la sentencia, en nada la 
contraría, sopún lo afirma cuando decide que ln defensa filan* 
tendn por la demandada sobre falta de interés de la actora. no 
puede prosperar De modo que a tal respecto, el recurso no se 
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basta 11 sí mismo y resulta incompleto o sea insuficiente, como 
lo tiene resuelto esta Curte en muchos precedentes. 

Siendo incompleto el recurso cu cuanto a la i impecabilidad 
del art. 794 del eód. civil, y no bastándose a sí misino, procede 
desea tuna rio en esta parte y entrar a juzgar los otros motívoe 
de la queja. 

ít* La sentencia de la Excma. Cámara, para llegar a sus 
conclusiones, se apoya en un antecedente jurisprudencial de la 
Corto Suprema de la Nación, sosteniendo: que el art. F de la 
ordenanza" núm. 17 de lí>35, ha creado una desigualdad entre 
las matarifes locales y los de afuera, porque lo que en realidad 
grava es la introducción de las menudencias, aunque se diga 
que es un derecho de inspección técnica y sellaje, cosa que no 
resulta, pues la tasa-retribución de un servicio ha de estable- 
cerse sin tener en cuenta la procede acia del producto. 

Para llegar a despejar con una solución acertada la ecua- 
ción jurídica propuesta, será menester plantear con exactitud 
los diversos aspectos del problema. A este fin habrá cpie acla- 
rar previamente .si el art. 1* de !n ordenanza nnm. 17 de 1935, 
crea una desigualdad entre los matarifes locales y los que 
sacrifican en el Frigorífico Swift, al gravar las menudencias, 
que se consumen en el municipio llevadas desde el expresado 
establecimiento. Y luego, será conveniente determinar si con 
respecto a la procedencia de ese producto la tasa ejercita una 
función aduanera prohibida de acuerdo con el concepto emer- 
gente de los arts. 9* y 10 de ta Constitución Nacional. 

V) El art. I* da la ordenanza núm. 37 de 1935 grava las 
llamadas menudencias que se introduzcan al municipio. 

La municipalidad del distrito hace efectivo el pago de tal 
gravamen, sobre las menudencias que desde el establecimiento 
demandante se distribuyen para la venta al menudeo en las 
carnicerías locales. 

No creo que esc gravamen viole el principio de igualdad 
contenido en el art. 16 de la Constitución Nacional, bajo la 
imputación de que favorece a las matarifes locales en contra 
de quienes faenan dentro del frigorífico. Ni creo tampoco, 
como lo desarrollaré con mayor amplitud más adelante, que 
quienes faenan en el expresado frigorífico, tengan el carác- 
ter de matarifes foráneas con relación a aquéllos, (pie lo hacen 
en Iris mataderos municipales. A mi juicio, la Hentencia de 
alzada viola el principio donde fundamenta su punto de vista. 

Desde luego, cabe nd vertir qiie la tasa a las menudencias 
emergente del art. 1" de la ordenanza núm. 17 de 1935, es 
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un gravamen distinto del impuesto de abasto consignado en 
el art. 18 de la ordenanza núm. 41 de 1922; pues mientras la 
primera pesa sobro la amalgama de cabezas, y visceras mez- 
clada» que integran las llamadas menudencias, destinadas así, 
en cada conjunto al consumo de la población j el segundo, o 
sea el impuesto de abasto, pesa sobre los reses, vacías o con 
sus visceras adheridas, es decir, sobre la carne destinada al 
consumo, en cuartos, trozos o reses. 

La tasa abonada por las menudencias amalgamadas y des- 
prendidas de las reses a las cuales correspondieron, responde 
al derecho de inspección que le atribuye a ia comuna de La 
Plata, el art. 31, inca. 26, 41 y 42 de la ley orgánica de las mu- 
nicipalidades 4687, cuya disposición con su raíz en el art. 183, 
ine. 4* do ta Constitución, le otorga la facultad de ejercitar las 
medidas que considere pertinentes para velar por la salud pú- 
blica. Esa inspección sobre un producto de fácil descomposi- 
ción, es no sólo justificable desde el punto de vista del amparo 
sanitario de la población local, sino que su ejercicio aparece 
ampliamente autorizado por las disposiciones legales enuncia- 
das. So trata, pues, de un gravamen que, en principio, a mi 
juicio, no se puede discutir. 

Por otra parte, la tasa de inspección al conmimo de las 
menudencias afecta a esos conjuntos, y dada la forma en que 
se presentan para la venta al menudeo, resulta totalmente in- 
dependiente del impuesto de abasto correspondiente a las reses; 
siendo de advertir que lo probable es que este último impuesto, 
no se perciba en el distrito, porque esas reses ya vaciadas pue- 
den ir a otros destinos o salir del país con fines de exportación, 
en razón de la índole del establecimiento demandante. 

Aclarado el alcance de la tasa en cuestión a la luz de los 
preceptos indicados, no encuentro acertada la interpretación 
dii la sentencia en recurso cuando llega a la conclusión de que 
el producto foráneo por ella gravado, queda en situación des- 
favorable respecto al local. 

\ T o hay tal casa. El producto que sale del Frigorífico Kwift 
se prava con la tasa en virtud de atribuciones de la comuna 
que he reputado indiscutibles, por la fon.ia en que se presenta 
para la venta al por menor. Los matarifes que sacrifican en 
loa mataderos municipales no vacían las reses para expender 
independientemente Ins menudencias. Por eso. a sus reses, con 
sus rabotas y entrañas, se les aplica simplemente el impuesto 
do abasto. Sólo en el supuesto de que sometieran esas reses a 
un manipuleo semejante al que sufren en el frigorífico, pTesen- 
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lando al consumo las llamadas menudencias desprendidas de 
sus organismo» y en conjuntos para el consumo, les sería apli- 
cable la tusa ya examinada. Pero, mientras no sometan las 
resos u la operación do independizar las menudencias, es ló- 
gico conjeturar que simplemente les corresponde el pago del 
impuesto de abasto, tal como ocurro. 

No es exacta, por consiguiente la conclusión a que llega 
la sen leticia de la Hxcma. Cámara al sostener que la mercadería 
en cuestión cuando salo del Frigorífico Swift, queda en situa- 
ción desfavorable o do desigualdad respecto de la local, como 
consecuencia de la aplicación de la tasa; y en consecuencia, 
no es tampoco admisible que dicho pronunciamiento enmien- 
do tal pretendida desigualdad interpretando el art. 16 de la 
Constitución Nacional. Esa interpretación involucra asi al par- 
tir de una baso falsa, una errónea aplicación del precepto 
constitucional, desdo que no funciona desigualdad alguna ca- 
paz de invalidar la tasa objeto del recurso. 

Es de notar también, que la sentencia en recurso emplea 
un vocablo inaceptable cuando al referirse a las menudencias, 
las clasifica como mercaderías ** foráneas con respecto a la 
local (fs. 201 i» fine). Esa mercadería, que el frigorífico 
lanza a la plaza consumidora del municipio de La Piala, no 
es ni puede considerarse extraña o de afuera, según el cali- 
ficativo do "foránea" con que se la señala. Se elabora, es ver- 
dad, dentro del establecimiento frigorífico. Pero también es 
exacto que tal establecimiento se encuentra ubicado en el dis- 
trito comunal correspondiente a la provincia, circunstancia 
qno basta por sí sola para acreditar que la mercadería no se 
lleva de afuera a la plaza de consumo, aunque el fri ;orífíco, 
por razón de la concesión que goza el Gobierno de la Nación 
en su carácter de establecimiento exportador, so encuentra 
amparado por una ley nacional en cuanto a esa función se 
refiere. A fin de evitar repeticiones, me remito, con referen- 
cia a este aspecto do la cuestión a mi voto rendido en la causa 
núm. 27.350, donde ha quedado tratada con toda amplitud. 

A mi manera de ver, la exposición precedente aclara con 
toda precisión que la tasa del art. 1* de la ordenanza núm. 17 
do 1935, que grava las llamadas menudencias no contraría el 
enpc^nfn d* igualdad del art. Ifi d* la Constitución Nacional 
y al considerar lo contrario la sentencia apelada, ha aplicado 
dicho precepto faina o erróneamente. 

2*) De acuerdo con el método trazado nntorinrnipníe, 
corresponde examinar ahora si con respecto a la procedencia 
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de las menudencias, la tasa ejercita una función aduanera 
prohibida por las disposiciones de los arts. 9* y 10 de la Cons- 
titución Nacional, tal como lo sostiene la sentencia de alzada; 
o sí, por el contrario, dicho pronunciamiento ha interpretado 
equivocadamente esos preceptos al ap litarlos para llegar a esa 
decisión. 

Haca referencia la sentencia de la oxema. cámara n un 
fallo de la Corte Suprema de la Nación, donde se declaró 
inconstitucional e] impuesto de abasto o consumo en cuánto 
grava por kilo la carne vacuna o porcina (pie se introduce al 
municipio, en trozos sueltos o embutidos. Bagado en esa doc- 
trina el juzgador aplicándola al caso mb júdirc. sostiene que 
"si los municipios pueden imponer gravámenes distintos fun- 
dados en diversas condiciones o circunstancias, ellos no pue- 
den nunca consistir en la procedencia déla mercadería, colo- 
cando a la foránea en situación desfavorable a la local". 

Y acentúa ese eriterio declarando: "Lo contrario seria 
establecer aduanas interiores en contra de la cláusula consti- 
tucional que las prohibe" (fs. 101 in fhie y 191 vta.). 

So advierte de inmediato que el precedente jurispruden- 
cial citado en la sentencia recurrida (Corte Suprema. Fallos, 
t. 17"i, p. 207. junio 17 de 1ÍK1G. causa : Cía, Swift do La Plata 
e. Municipalidad do Quilines, íncnnstitucionalidad del impues- 
to de abasto) no se adapta al caso mb júrficr porque éste no 
tiene equivalencia con el mencionado precedente jurispruden- 
cial invocado. 

Allí, en el caso recordado de la Corte Suprema de la 
Nación, se declara la ineonstitueionalidad de una ordenanza 
municipal que aplica un impuesto diferencial de abasto, a las 
carnes introducidas de afuera del municipio, más subido que 
el que rÍ!»c para las carnes faenadas dentro del distrito, lo 
cual justifica .secón el criterio del juzgador, la infracción al 
art. lfi rio la Constitución, donde se garantiza la igualdad como 
base de los impuestos y de las carpas públicas. Pero aquí, 
respecto a la cuestión tratada, no existe desigualdad alguna 
en la aplicación de la ta^n a las menudencias según aclaró 
anteriormenie, cuando, a mi juicio, dejé nítidamente despe- 
jado que dicha tasa es distinta por la naturaleza del producto 
gravado, del impuesto do abasto. No existiendo desigualdad de 
trato con ln aplicación de la tasa, no puede sostenerse acerta- 
damente a la Ittz del precepto que prohibe tal desigualdad a 
través del anteceden to ji ^prudencial invocado, que aouí el 
municipio no ha podido imponer el gravamen con relación a 
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la procedencia de la mercadería, colocando a la foránea en 
fiit nación desfavorable respecto a la local. La sentencia parte 
de una base falsa al sostener tal conclusión, desde qne si en 
el caso tratado por la Corte Suprema de Ja Nación, efectiva- 
mente el impuesto de abasto aplicado por la Municipalidad 
de Quilines se destinaba n gravar las carnes introducidas de 
fuera del municipio, en el sub lite, no media tal circunstancia, 
y ya rectifiqué en su oportunidad el error en que ha incurri- 
do el tribunal de alzada, cuando al referirse a las menudencias 
que el Frigorífico SwiTt lanza a la plaza consumidora del mu- 
nicipio de La Plata, las clasifica como mercadería "foránea", 
respecto a la local, 

Eft que aquí, no hay mercadería foránea. Toda la que hc 
elabora y manipula, y es objeto de la tasa, se lanza al muni- 
cipio desde el establecimiento demandante que, en ningún 
momento, se ha demostrado, ni siquiera discutido, se encuen- 
tro colocado fuera del distrito de La Plata, o excluido de la 
jurisdicción provincial. Por rl contrario: esa jurisdicción ha 
sido aceptada por la parte demandante y si la tasa aplicada 
es el resultado del ejercicio de la jurisdicción que la comuna 
hace efectivo de acuerdo con el art. 32, ines. 2fJ, 41 y 42 de la 
lev 4fiS7, mal puede transgredir como ln sostiene la sentencia 
de la exema. camarín los arts. 9* y 10 de la Constitución Na- 
cional; máxime teniendo en cuenta qne para la aplicación de 
la tasa no funciona el concepto de su procedencia, ni tampoco 
f ron' era aVuna désela n ue la parte aetora se mueve dentro del 
distrito comunal habiendo aceptado en el hecho la jurisdicción 
derivada de esa situación. 

Lo pxTinesto significa nue Ta tasa examinada no ímnlíca 
una función aduanera prohibida por los arts. 9* y 10 de la 
Constitución Nacional, sino qne representa el resultado de fa- 
cultades legales de la comuna demandada, por lo cual la sen- 
tencia ñt alzada ha violado las disposiciones citadas al apli- 
carlas al caso con una interpretación contraria. 

4* De acuerdo con las conclusiones a que arribo, en los 
anteriores capítulos, considero fundado el recurso en cnanto 
Ta sentencia de la exemn. cámnra ha onl'cadn erróneamente, 
los arts. í)\ 10, 11 y 1G de la Constitución Nacional v violado 
como consecuencia, el art. 90 inc. 2* de la lev 4183. En cam- 
bio, lo foneentúo insuficiente respecto a la defensa sobsidin- 
ria al sostener el reonr rente la violación del art. 794 del 
cód. e'vil. 

El $r. Juez doctor Quiroga, por las consideraciones adn- 
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cidas por el Sr. Juez doctor Moreno, votó en igual sentido. 

A la primera cuestión planteada ei tír. Juez doctor Arga- 
uacás dijo: 

1* En mi concepto, el recurso es infundado. Los elemen- 
to probatorios aportados al juicio han venido a demostrar que 
con la ordenanza 37 de la municipalidad recurrente, no se 
lian modificado en el hecho las circunstancias que esta Corte 
tuvo en eueuta para declarar la inconstitucionalidad de la 
ordenanza general de impuestos de 1922, al igual de otras 
ordenanzas similares, en cuanto fueron materia de impugna- 
ción (Fallos, serie 9», t. 8, p. 111; (serie 10», t. 9, págs. 298 
y 443). 

El impuesto que fie ha cobrado a la aetora, con arreglo 
a la ordenanza 37 y cuya repetición se demanda, continúa 
siendo el "impuesto diferencial" que afecta la garantía del 
art. 1G de la Constitución de la Nación y su correlativo el 
art. 10 de la Constitución provincial, según lo ha alegado el 
accionante y lo acepta la sentencia en recurso. 

Entrando ahora al concreto examen de la cuestión, debo 
comenzar por hacer presentes lus disposiciones de las orde- 
nanza» impositivas en juego y que corresponden al gravamen 
autorizado por el art. 52 inc. 2* de la ley orgánica vigente a 
la fecha do la ordenanza de 1922 (después art. 90, inc. 2* ley 
4183 y ahora, art. 72, inc. 2\ ley 4787). 

De acuerdo al art. 18 de la ordenanza general 41, la 
municipalidad demandada cobra en concepto de "impuesto 
de abasto", las siguiente}* cantidades: de $ 2,20 por cada 
animal bovino; de $ 0.40 por cada ovino o caprino; de $ 0.50 
por coda lechón T cuando son destinados al consumo local. En 
ese impuesto va comprendido el de "abasto" propiamente 
dicho y el correspondiente a la atención de otros servicios 
municipales, como el de "uso de corrales, brete y playa de 
matadero, abrevamiento del ganado, luz, limpieza, pesaje, cer- 
tificado de extracción de hacienda, inspección veterinaria, 
selfaje <le carnr*¡, reparación y conservación de los mataderos 
y sus dependencias". 

Por el art. 19 de la misma ordenanza, se establecía que 
"las e;irn< i s que proven tian de animales no sacrificados en lns 
njHtadems de abasto, pagarán este impuesto con arreglo a la 
tarifa anterior, más un 20 % de recargo, por los servicios 
especiales que demanda Sil iiiípcceión y vigilancia ' \ 

Este texto fin la ordenanza general fué sustituirlo pnr ln 
ordenanza .'17 (de 1935). al ser declarada su incoiistitueionalí- 
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hi d «f n erido fa,, ° ^ U SeiÍe 1W> *' 9 ' P ' U3 ' a qUe antes me 
En virtud de lo dispuesto en el art. 1» de la ordenanza 37 
se cobra ahora uji derecho llamado de "inspección técnica y 
seHuje , de 2 cívn. por kilogramo o fracción, correspondiente 
a ' ltw_ carnes de animales vacunos, ovinos, cabrios y cerdos 
que se introduzcan al municipio para su consumo en forma de 
embutidos, salazón u otros procedimientos de conservación 
incluso las llamadas "menudencias''. 

Pues bien; la prueba rendida en autos ha venido a de- 
mostrar que la compañía actora debe pagar y paga a la muni- 
cipalidad demandada un doblo impuesto por los "animales que 
sacrifica en su establecimiento de Berisso, y que envía con 
destino al consumo de la ciudad: el ''impuesto a las menuden- 
cias" de la ordenanza 37, y el de "abasto" del art. 18 de la 
ordenanza 41, aunque las reses vengan va despojadas de di- 
chas menudencias. La pericia de fe. 104, contestando a la 3» 
cuestión dd actor y del demandado, es bien ilustrativa a este 
respe tío. 

También resulta que esos impuestos los paga la aetora. en 
el momento de la introducción de los productos al mercado 
local ; sin que esté probado que en ese momento» ni después, 
sea practicado el examen veterinario que establece la orde- 
nanza 37 y el art. 2* del decreto reglamentario. 

Quizá Rea esto porque ese examen ha sido ya verificado 
por Ta inspección veterinaria de la Nación en ei mismo esta- 
blecimiento de la actora en que son faenados los animales, 
como así lo expresa el informe de fs. 76, punto e). 

En cuanto al informe municipal de fs. 84 vta. y a las 
declaraciones de los testigos, (do fs. 150, 164» 169, 169 vta., 171, 
178, 179, 180 y 181) contestando a la pregunta 7» de los res- 
pectivos interrogatorios, sólo comprueban que las carnes traí- 
das del frigorífico actor para el consumo local son sometidas 
al examen que periódicamente se practica en las carnicerías 
mismas que las venden al público. 

Ahora bien; es indudable que esta inspección periódica de 
las carnicerías, sin distinguir en cuanto a la proeedeneía de 
las carnes examinadas, no puede ser apreciada como la "ins- 
pección técnica y sel la je" de Ja orden nnza 37 y su dee. rrgl„ 
pues corresponde al denominado "impuesto al* comercio o in 
dustrias" (en concepto de permisos, inspecciones, contrastes, 
ele.), que pagan los "mercados particulares" para costear 
esos servicios de conformidad a lo dispuesto en los arte. 2G f 
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•>7 y 28 ¡tic d) de la ordenanza 2S; imposición ¿«ta autorizada 
«presamente en el art. 90. inc. 17 de la ley orgánica 4^3, boy 
art. 72, ¡tic. 17, de la ley 4737 

Por lo lanío: si el concepto dé "inspección twMiiea y fo- 
llaje" que se invoca en la ordenanza 37, como fundamento 
de la imposición, no correspondo a uno realidad, pues tnl ser- 
vicio municipal no es prestado lia de concluirle que, en ver- 
dad se continúa cobrando el impuesto diferencial (pie bajo 
Otra Forma, establecía el art, 19 de la ordenanza 41. 

Y si a esto se apresa que la aetora debe papar un doble 
tributo por las enrnes cpic introduce al mercado local, como 
lo es el de "abasto" del art. 18 de la ordenanza 41, .pie satis- 
face al i'Mial de los matarifes locales, pero sm que le sean 
prestados los demás servicios municipales que se involucran 
en dicho impuesto, v ndenuiK debe papar este otro a las 'me- 
nudencias" de la" ordenanza 37, que los matarifes locales no 
satisfacen v que en modo alpuno podría considerar** equiva- 
lente id ds-'" inspección veterinaria, v sellnje de carnes englo- 
bado en el art. 18 de la ordenanza 41, ha de concluirse tam- 
Uéa que no ha sido salvado el concepto de la ipualdad impo- 

Ktti Vil 

íle de repetir a este respecto lo une en caso análogo con- 
sideró la Corte Suprema de la Xaeión, para 1 lepar a esta 
misma con (ilusión. 

La ordenanza impupnada ofrecía las características nuc 
se presentan en autos: se cobraba un impuesto de inspección 
veterinaria por las carnes que se introducían al merendó lo- 
cal v en la misma calificación, pero comprendido con os 
demás servieios municipales, se cobraha otro impuesto a los 
abastecedores lócale*. 

Dijo entonces la Corte (Paltos, t 168, p. 2*2). que *«£- 
parn-lo un hmmesto con otro, se percibe fácilmente que éste 
(el de inspección comprendido en el de abasto), debe entrar 
en el t mal del jíravamen en una proporción mmima. dai a la 
importancia relativa de las otros servieios a que responde, y 
que se han involucrado v. en consecuencia, viene a ser menor 
comparado con aquél" (o sea, el do la ordenanza 37 en miea- 

"Para ser Huil — apresaba el trdumnl— tendría que 
abarcar* en sus términos l ri mercadería introducida, así como 
la local, sin ninguna diferenciación" 

En s.mtído nnálopo, las conclusiones concordantes del 

fallo, t. 175, p. 205. 
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2* Alejra el recurrente, insistiendo en una defensa des- 
est tinada en la sentencia, qin* la «ctora carecía de interés para 
accionar pór incoust i I uc tonalidad y repetición de lo pagado 
pii-s habría cobrado en cada cuenta de venta a los abastece- 
dores locales, el importe del impuesto de los 2 ctvs. que se 
[p i'xuria con arreglo a la ordenanza impugnada. 

El nnrumento también ha sido considerado por la Corto 
Suprema de la Xaeióu, eon la j listeza de concepto que carac- 
teriza sus decisiones. 

I>ijn la Corte, en el falto t. 170, p, << f ,„ c es. desde 
luefro. verdad que los tribunales no tienen poder con inicia- 
tiva propia para revisar e invalidar las leyes del Congreso 
sobre la base de ser ellas i n constitución al es" La facultad de 
anidar las leyes que corresponde a la justicia, sólo se convier- 
te en un poder cuando, en una cama regularmente presen- 
tada, se flenincNtrn la producción de un daño directo emergen - 
te de la ley aplicada y cuya constitueionalidad se viene a 
poner en tela de juicio. La parte que invoca ese poder debo 
pues, demostrar a la vez que la invalida del esta! uto la 
existencia de un daño como rebultado de su sanción, no sien- 
do inficiente a tal efecto- one ese daño o pcriuieio, .sea «enera! 
o sufrido de un modo indefinido y simultáneamente con las 
ol ras personas de la comunidad. En otras palabras, la inris, 
dicción de la Corto para conocer en una c-ntienda sobre in- 
constitucional ida d de una ley no nace y no puede nacer, sino 
cuando nnien la deduce se encuentra adversamente afretado 
por anm'lla mediante una lesión de orden personal o patrimo- 
nial (2fi2 IT. fi„ 447; 2Í>8. U. S. 102)». "Q 110 el interés inme- 
diato y actual del contribuyente que paga un impuesto 

continuaba después-— existe con independencia de saber quien 
puede ser. en definitiva, la persona que soporte el peso del 
tributo, pn^ las repercusiones de éste, determinadas por el 
jupíto eomnlieado de las leves económicas, podrían llevar a la 
consecuencia inadmisible de que en ningún caso las leyes de 
impnestofl indirectos y aún las de los directos en que también 
aquélla se opera, pudieran ser impugnadas como contrarias a 
lo-; nrinemin-: funda ni<»iifnh'« la Constitución Xacionnt. Y 
pnr e*o. ha dicho esta Corte: "Siempre se ha reconocido in- 
terfa y personería a los inmediatamente nfectados por un im- 
puesto un ra alegar su i n constitueionalidad. sin tomar en cuen- 
ta la influencia que aquél puede tener sobre el precio de las 
coí-ns. ni ouien sea el nne en definitiva los ahona, extremos 
ambos sometidos a realas económicas independientes de las 



52 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Ieye3 lócalos como las mencionadas" (Fallos, t. 101. p. 8; 
t. 2tí f («che 2'), págs. 219, 22; t. 3, p. 131)". 

Ed cuanto a la acción de repetición consiguiente —in- 
constitucional idad demandada; —decía la Corte que jurídica- 
mente, el derecho de repetir un pago sin causa o por una 
causa contraria a las leyes corresponde a quien lo hizo, siendo 
bu devolución a cargo di* la persona pública o privada que lo 
exigió. La circunstancia de que quien realizó el pa;io haya 
cobrado, a su vez, fraccionadamente !a misma suma a otras 
personas, no puede constituir argumento valedero contra su 
devolución si procede, porque los últimos podrían, a su turno, 
accionar contra los introductores y los consumidores contra 
aquéllos, si en un caso hipotético, pero posible, las cosas se 
hubieran preparado en una acción conjunta con esa finalidad. 

"La acción de restitución por el enriqnecimiento sin cau- 
sa, no reconoce como antecedente el hecho de que una perso- 
na se enriquezca a expensas de otra, porque la industria y el 
comercio mediante la serie de relaciones y actos jurídicos que 
engendra tiene como propósito primordial, obtener un enri- 
quecimienlo a expensas do los contratantes, sin euyo interés, 
aquéllas no existirían, Ni tiene como fundamento la equidad, 
pnrque con ésta no se sabe nunca hasta dónde puede llegarse. 
La acción de restitución por el enriquecimiento sin causa nace 
do la falta de causa jurídica en la relación de derecho que lo 
ha determinado {llibiloni, "Anteproyecto, Obligaciones", 
t. 2, p. 457)". 

Y así, concluía el alto tribunal, "que si la obligación de 
reslitnir nací* para la demandada del mero hecho de haber 
exigido u jiago sin causa jurúliea, considerando para eso el 
contenido objetivo de la relación y no el móvil o motivo que 
la han determinado, es evidente que ante el hecho del pupo y 
de la rom probación de ausencia de causa jurídica, nace para 
los actores la acción correspondiente a aquella obligación, Y 
como la aioción no se concibe, en coso de resistencia, sin la 
demanda que la ponan en movimiento, puede bien decirse 
que. a los efectos del interés desconocido en el caso, este se 
confunde con el derecho a la repetición misma, pues no se 
concibe que aquél no exista, allí donde la ley acuerda una 
acción". 

Por consiguen le ; si la ordenanza impugnada adolece de 
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1G de la Constitución Nacional y el art. 10 de la provincial, 
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debe juzgarse que la actora ha tenido acción para demandar 
la repetición de lo pagado en virtud de dicha ordenanza. 

La sentencia en recurso es, pues, arreglada a derecho, 
por lo que doy, por ello, mi voto por la negativa. 

El Sr. Juez doctor Ameghino, por las consideraciones 
aducirlas por el doctor Moreno, votó eñ igual sentido. 

A la 2» cuestión, el Sr, Juez doctor Moreno dijo: 

Do acuerdo con los puntos de vista sostenidos al votar la 
cuestión prc "dente, considera que corresponde revocar la sen- 
tencia de la Exorna, Cámara y rechazar la demanda i restaurada. 
Las costas por su orden, atenta la naturaleza de la cuestión 
debatida y el resultado obtenido en las defensas planteada*. 

El Sr. Juez doctor Qniroga, por las consideraciones adu- 
cidas por el Sr. Juez doctor Moreno, votó en igual sentido. 

A la 2* cuestión, el Sr. Juez doctor Argaflarás dijo: 

Atento a lo r suelto por la mayoría, en el voto de la cues- 
tión anterior, voto en esta e n el mismo sentido que el Sr. Juez 
doctor Moreno. 

El Sr. Juez doctor Ameghino, por las consideraciones 
aducid na por el Sr. Juez doctor Moreno, votó en ipual sentido. 

Sentenóia 

Vistos y considerando: Por mayoría de opiniones: 
Quo el establecimiento de la actora se encuentra ubicado 
en el distrito comunal, por lo que la mercadería gravada no 
se trae de afuera a la plaza de consumo; con lo que la orde- 
nanza municipal impugnada no contraría el principio de 
igualdad consagrado por el art. 16 de la Constitución Nacional. 

Que por lo tanto la tasa examinada no implica una fun- 
ción aduanera prohibida por los arto. ÍP y 10 de la Constitu- 
ción Nacional sino que representa el resultado de facultades 
legales de la comuna demandada textos aquéllos infringidos 
en el fallo como así el art. 90. inc. 2*. lev orgánica municipal 

Por estos fundamentos y los demás expuestos en el acuer- 
do oue antecede se haer* hicar al recurso traído, revocándose 
la sen tone i íi impusrnada y rechazándose la demanda. Las cob- 
($3 del juicio por su orden (arts. 71. 311, ÍÍHI C. P, C). — 
Arfjnfínríte. — Awr^hivo, — Moreno, — Quiroga. 



Dictamen del Procurador Uenebal 
Suprema Corte: 

lül art. V de la ordenanza n v '.Y¡ del año 1U35, dic- 
tada por la Municipalidad de La Plata modificó el ru- 
bro "Abanto" de la Ordenanza General de Impuesto» 
(tí* 41 dei año ÍÜIÍÜ), creando un gravamen de dos cen- 
tavos por kilogramo o tracción, de menudencias de 
animales vacunos, ovinos, cabríos y cerdos, que se in- 
trodujesen para el consumo de la ciudad. Bien que, 
«egún queda dicho, ese gravamen se incluyó en la cate- 
goría * 'abasto el artículo referido lo declaraba exigi 
ble como "derecho de inspección técnica y sollajc". La 
Cía. ¿Swit't de La Plata, después de pagar bajo protesta 
por tal concepto la suma de $ íi.494,-4 ha entabla- 
do demanda contra aquella municipalidad, sosteniendo 
que el cobro fué inconstitucional. A su juicio, era un 
impuesto diferencial, por cuya virtud quienes desde 
fuera llevasen a vender menudencias a La Plata pa- 
garían, además del abasto por res faenada, ese recargo 
relativo a las menudencias, no exigido a quienes fae- 
naran haciendas en el matadero urbano. Y además de 
diferencial, confíscalo rio por el monto de la tasa. 

Kn primera y segunda instancias, el Tallo fué favo- 
rable a Swil'l ; mas llevado el caso a la Corte Suprema 
Provincial, esta desestimó la acción; y con tal motivo 
trae ahora el actor un recurso extraordinario para ante 
V. VI. Atenta la materia que lo motiva, resulta admi- 
sible. 

En cuanto al fondo del asunto, pudiera planteár- 
sele así: Swift paga, como los demás abastecedores, un 
impuesto de abasto por cada animal faenado, y en él se 
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incluyo la tasa correspondiente a inspección 
menudencias, pues se ia eteetúa junto cun la del resto 
del animal; pero ocurre que por características espe- 
cíales de su induslrializaeiun, fcjwii't lleva las rusos a La 
Plata des pues de .sacarles las menudencias, Paga así 
el do reeho de abasto cuino si el animal estuviera com- 
pleto; y, por separado, vendo las menudencias. Ocurri- 
ría además — así lo aloya la municipalidad y no ha sido 
desmentida — que como en ciertos casos Swit't envía a 
La Plata menudencias, cu tanto que el resto de Ja res 
va a otra parte, sí no se cobrara lo que la ordenanza 
de lí»;;."i ordena, Swit't no pagaría abasto ni por la res, 
ni por las menudencias. 

Admitido como lo está por ambas partes que el 
cobro del derecho de abasto es inobjetable, la primera 
solución que acude al espíritu es la de conceptuar lí- 
cita la exigencia municipal en cuanto se refiere a menu- 
dencias que no correspondan a roses llevadas a La Pla- 
ta para el consumo, esto es, que no hayan pagado abas- 
to. Ciertamente, dada la Jornia en que se industrializa 
la carne, no podría referirse determinadas menuden- 
cias a determinado animal; pero sí se podría llevar 
cuenta de la cantidad de menudencias que env 
a La Plata, y cobrar el gravamen de la 
!Í)3F> sohre las que resulten exceder al de las roses que 
el mismo Swift mu mía para el abasto de dicha ciudad. 

Empero, por equitativa que pueda parecer esa fór- 
mula, la parto demandada no ha presentado en autos 
elementos de criterio suficientes para la discriminación; 
y además, se impugna a la tasa de dos centavos, como 
excesiva y confiscatoria, cuestión esta última, que por 
serlo de liecho, queda librada a la prudente estimación 
de V. K 

A mi juicio, bastaría lo primero para 
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do con la jurisprudencia sentada por la Corte en 175: 
205 y los casos allí citados, se revoque el fallo apelado , 
en cuanto pudo ser materia de recurso, — Buenos Ai- 
ros, mayo 7 de 1943. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de junio de 1944. 

Y vistos : El recurso extraordinario interpuesto por 
la Cía. Swift de La Plata contra el fallo de la Corte 
Suprema de la Provincia de Buenos Aires, en el pleito 
sostenido por aquélla contra la Municipalidad de La 
Plata por inconstitueionalidad de ordenanza y devolu- 
ción de impuestos; fallo que t revocando los de primera 
y secunda instancias, desestimó la acción de la Swift 
— fs. 6, 244, 290, 326, 336, 340—; y 

Considerando: 

I) Que la ordenanza objetada, do junio ID de 1935 
— fs 3 y 130— preceptúa en su art 1* lo siguiente: 
"Incorpórase al rubro "abasto" de la Ordenanza Ge- 
neral de Impuestos n» 41 de 1922, el siefuicnte artículo: 

"Las carnes de animales vacunos, ovinos, cabríos 
" y cerdos que so introduzcan al Municipio para su 
** consumo en forma de embutidos, salazón u otros pro- 
14 eedimientos de conservación, incluso las llamadas 
11 menudencias*', pagarán por derecho de inspección 
" técnica y sella je de las mismas, la cantidad de dos 
11 centavos moneda nacional ($ 0,02 m/n.) por kilo^ra- 
" mo o fracción, Se exceptúan los productos envasados 
" (conservas), etc., que están sujetos a otro contralor 
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"La falta de pago será penada con una malta del 
" décuplo del impuesto y el decomiso de la mercadería, 
** salvo que el infractor abone dentro de las 24 horas 
" el impuesto correspondiente". 

La actora, establecida dentro del radio del Puerto 
de La Plata, introdujo "menudencias'* y pagó, en con- 
cepto del impuesto precitado, la cantidad de $ 6.494,24 
moneda nacional, y formuló protesta por telegrama al 
Intendente de la Municipalidad de La Plata colaciona- 
do, afirmando y alegando la inconstitncionalidad de la 
susodicha ordenanza en lo atinente al artículo aludido 
— fs. 2, 3, 4— y en agosto 1» de 1936 articuló y fundó, en 
forma, la demanda consiguiente — de inconstitncionali- 
dad y repetición — ante el juzgado de 1* instancia de La 
Plata, sosteniendo que dicho gravamen es diferencial 
pues no afecta a las menudencias obtenidas en la faena 
interior do La Plata; que es nn impuesto a la importa- 
ción desde que sólo afecta a las cosas introducidas; y 
que en tales conceptos viola los arts. 9», 10, 11, 14 y 16 
de la Constitución Nacional y la jurisprudencia cons- 
tante de esta Corte Suprema — fs. 6. 

II) Que el tribunal de cuya sentencia se apeló 
extraordinariamente, sostuvo y decidió: "Que el esta- 
blecimiento de la actora se encuentra ubicado en el dis- 
trito comnnal, por lo que la mercadería gravada no se 
trae de afuera a la plaza de consumo; con lo que la 
ordenanza municipal impugnada no contraría el princi- 
pio do igualdad consagrado por el art. 16 de la Consti- 
tución nacional". 

"Que por lo tanto la taüa examinada no implica 
una función aduanera prohibida por los arta. 9* y 10 
de la Constitución Nacional sino qne representa el re- 
sultado de facultades legales de la Comuna demandada, 
textos aquéllos infringidos en el fallo" (el de la Cá- 
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mará Segunda, fs. 290) "como así el art. 90, inc. 2», 
de la ley orgánica municipal n v 41tf3" — fs. 33b* y vía. 

III) <¿ue, como lo sostiene el Sr. Procurador (le- 
ne ral en su dicta nicji de fs. 381, el recurso oxlraordina- 
rio es procedente porque, cu tiempo y forma, se lia sos- 
tenido por el apelante que la ordenanza es violatorla 
de disposiciones de la Constitución Nacional y el fallo 
es favorable a la validez de tal precepto municipal 
(art. 14, inc. 2*, de la ley 48). Así se declara. 

IV) Que, desde luego, es claro el precepto dis- 
entido en autos, pues en él se establece un gravamen 
fiscal a los productos animales "que se introduzcan al 
Municipio" de La Plata que, aunque imputado al ser- 
vicio de "inspección técnica y sellaje" no respondo, en 
verdad, a dicho servicio desde que, según los arts. 1* y 
2' del decreto reglamentario de junio 2S de 1035 (pág. 
11 del folleto do fs. 3), el pago del impuesto se luirá 
"de acuerdo con una declaración documentada de los 
productos introducidos" y se tomarán muestras para 
el análisis "en los casos que estime corresponder" la 
Inspección Veterinaria; es decir, pues, que el gravamen 
fiscal se aplica siempre a la introducción y en el acto 
do la introducción documentada, mientras que el análi- 
sis que, segáis la municipalidad, lo justifica, so realiza 
o no según ella "estime corresponder" y, como lo ad- 
vierte el Dr. Argañnrás, Juez de la Suprema Corte de 
la Provincia, en su voto en disidencia — fs. 'XV.)— "re- 
sulta que esos impuestos los paga la actora en el mo- 
mento de la introducción de los productos i\\ mercado 
local; sin que estt"> prohado que en ese momento ni des- 
pués sea practicado el examen veterinario que establece 
la ordenanza 37 y el art. 2 9 del decreto reglamentario". 
No hay, pues, una retribución de servicios o tasa, sino 
un característico impuesto de introducción prohibido 
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por loa arts. U% 10 y 11 de la Constitución Nacional y 
jurisprudencia, cu lisiante dií esta Corle ¡Suprema — Fa- 

\ ) (¿in', además de lo expuesto —concordante con 
los gallos de primera y segunda instancia—, resulta con 
claridad el carácter diferencial del impuesto discutido, 
pues Ja Cía. Swift paga, al par que los carniceros o 
fuenadores de La Plata, el impuesto de abasto estalle- 
cido en la ordenanza general de impuestos n' 41 de 
1H22 y mientras ese gravamen comprendía, para estos 
últimos, todo el animal sacrificado, los foráneos deben 
pagar un suplemento o sobretasa por menudencias in- 
troducidas, encareciendo así el precio de la mercadería 
y violando el principio de igualdad fijado en el art. 16 
do la Constitución Nacional y en la jurisprudencia de 
esta Corte Suprema —Fallos: 144, 332 j 1G8, 2íi8; 175, 
27a—. Tal aplicación diferencial, en el heclio y prueba, 
no sólo no se ha desconocido en autos, sino que se afir- 
ma categóricamente por los peritos — fs. 110 vta. y 
111 — contestación a los puntos 2' y 3*; y como lo ex- 
presa el Sr. Procurador (¡ene ral, podría ser lícito et 
cobro de un gravamen suplementario por visceras o 
menudencias que, en su número, excedieran a los que 
corresponden a los animales también introducidos y que 
pagaron "abasto", pero ni se ha alegado siquiera ese 
exceso, ni menos probado, como base del cobro. 

VI) Que, finalmente, eabe observar en corrobo- 
ración de la tnconstitucionalidad de la ordenanza disen- 
tida — en su aplicación al caso de autos — que la Cía. 
Swirt de La Plata funciona en luíar sujeto a la juris- 
dicción nacional, pc^ún lo lia declarado esta Corte rei- 
teradamente —Fallos: 155, 104; 168, 96; 197, 292—; y 
que según el informe del Ministerio de Agricultura de 
la Nación — fs. 75 vta. — la inspección veterinaria y 
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sanitaria nacional se efectúa sobre sus productos in- 
cluidas las menudencias, todo lo cual implica que ni las 
provincias ni los municipios pueden gravar su intro- 
ducción, ni aun so pretexto de inspección y certificado 
de sanidad, cuando ello ka sido realizado por la Nación 
—Fallos: 197, 381 y los allí citados. 

En su mérito, de conformidad con lo dictaminado 
por el Sr, Procurador General y fallos de primera y 
segunda instancias, se revoca la sentencia recurrida 
y se declara que el impuesto del art 1* de la ordenan- 
za n* 37 de La Plata, es contrario a Ion arts. í)', 10, 11 
y líi de la Constitución Nacional. Hágase saber y de- 
vuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzgado 

de origen. Roberto Repetto — Antonio Sa- 

oarna — Luis Linares — F. 
Ramos Mejía. 



CAJA DE JUBILACIONES DE EMPLEADOS 
FERROVIARIOS v. NATALIO VACCANI 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERIiOVIAUIOS: Pensionen. 

Personas beneficiadas. 

Lrt modificación introducida por ta ley 1L30S en el nrt. 
47. inc. 2*, de la ley 10.650, no autor iza a conceder pen- 
dón por razón de tu invalide* al hijo qne cumplió la 
edad de 18 años con anterioridad a dicha reforma. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, junio 30 de 1943. 

Vistos y considerando: 

1* Que la Exrmn. Cámara ha desestimado a fs. 63 la 
excepción de prescripción opuesta por el demandado ordenan- 
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do que vuelvan Jos autos para que el juzgado se pronuncie 

sobre el fondo del litigio. 

2* Que como se ha dejado expresado en la sentencia de 
fs. 4tí, la litiis ha quedado planteada en los (siguientes térmi- 
nos: la aetora afirma que la resolución de fs. 72 del expedien- 
te administrativo letra V, n» 50, año 1922, por ta cual su di- 
rectorio dispuso mantener la pensión de que disfrutaba el 
incapaz Nalat¡*> Vuccani hasta que cumplió la ed?id de 18 
años, ha sido dictada por un error evidente, dado qae carecía 
de derecho el referido incapaz para continuar en el goce de 
eso beneficio, una vez Herrado a la mencionada edad, de con- 
formidad a lo que prescribía el art. 47 de la ley 10.650 y toda 
vez que a la ley 11.308, de enero de 1924, no se le podía dar 
efecto retroactivo. Pide, en consecuencia, que se declare la 
nulidad de la citada resolución del Directorio. 

El demandado lia solicitado por su parte el rechazo de 
la acción deducida, sosteniendo qne esa resolución del Direc- 
torio de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de 
Empleados y Obreras Ferroviarios no es nula, porque ha sido 
dictada de acuerdo con la ley 11.308 que solo es aclaratoria 
do la 30.650. Agrega que cuando se sancionó la ley 11,308 no 
había perdido el beneficio de la pensión, pues se encontraba 
en el gnee de ella; que su incapacidad es anterior a la fecha 
en qne cumplió la edad de 18 años; que se trata de una re- 
solución del Directorio de la Caja que ha sido confirmada 
por otras posteriores de él y, finalmente, que conforme a lo 
dispuesto por el art, 1047 del Cód. Civil no puede alegar 
nulidad de un acto quien lo ejecutó sabiendo o debiendo sa- 
ber el vicio que lo i n validaba. 

3* Que la Exema. Ci'unara al revocar el pronunciamiento 
del juzgado que declaró procedente la excepción de prescrip- 
ción opuesta, ha establecido que de ser ciertos los hechos invo- 
cados en la demanda, el Directorio de la Caja se habría exce- 
dido en sus facultades, al reconocer al demandado el derecho 
al goce de una pensión que no estaba autorizada por la ley, 
razón por la cual no consideró aplicable el art. 4030 del Cód. 
Civil, limitado a legislar las éjttsos de nulidad previstos por los 
orts. 18 y 1044 del mismo código, segiín lo ha resuelto la 
Cr rte Suprema de la N'ación en los fallos que cita (t. 36, 
pág*. 354 y 115, pfigs. 34 y 180) entre los cuales no se en- 
cuentra comprendida la situación del mandatario que se ha 
extralimitado en sus poderes, que a juicio del referido tri- 
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btinal adolece de absoluta y manifiesta nulidad y es por tanto 
insnsceptiblc do prescripción. 

4* Que siendo así ese acto no puede tener validez aun- 
que lo hubiera ratificado el Directorio de la Caja, teniendo 
en cuenta que el art. KMíO del Código Civil dispone i[iie Iok 
acto» linios o mudable* no pueden aer confirmados por las 
partes que tengan derecho a demandar o alegar su nulidad 
antes de haber cesado la incapacidad o el vicio de que ella 
provenía y siendo para la aetora, según lo ha declarado la 
Escina. Cámara, esa resolución res inicr alios acta, por ha- 
berse extralimitado cu sus poderes sus mandatarios, puede 
demandar su anuí ación por no ser aplicable en tal situación 
lo dispuesto por el art. 1047 del mismo Código. 

5* Que entrando a resolver la cuestión en litigio. e,s evi- 
dente que el Directorio de la Caja al pronunciarse «obre la 
situación legal del demandado ha debido hacerlo con arreglo 
a los términos de la ley lO.fi.lO. en vigencia a la fecha en que 
éstu cumplió la edad de 1S año*, — el 23 de octubre de 1922— 
y que en su art, 47 disponía que el derecho de pensión se 
extingue para tos hijos desdi- que llegaren a esa edad, ya que 
no ha podido dar efecto retroactivo a la ley ll.:tOS, sancio- 
nada en 24 de noviembre de 102-1, que amplió ese beneficio 
acordándolo a los mayores de 18 años que se encuentren im- 
posibilitadas para el trabajo, 

6* Que como lo establece el art, Ü del Código Civ il las 
leyes disponen para lo futuro y no tienen efecto retroactivo, 
salvo rpie así lo disponga expresamente el legislador o resulte 
implícito do su contenido y es indudable que esa retroactivi- 
dad no surge de los términos de la ley 1 i.SOS, ya que ello no 
aclara la ley lO.oofl que era precisa en SU texto al declarar 
extinguido cd derecho de pensión a los bijas que cumplieran 
18 años, sean capaces o incapaces, sino que la modifica para 
lo futuro, estableciendo una excepción en favor de los mayo- 
res do esa edad que fueran físicamente incapaces para el 
trabajo, 

7* Que conforme a lo expuesto debe hacerse lunar a la 
demanda, ya que no haciendo la ley W.G50 eomo se ha visto, 
distingo ni trun o entre capaces e incapaces al declarar extin- 
guido el derecho de pensión coo respecto n los mayores de 
13 años, cu nada puede modificar la situación le^nl plan- 
teada en autos el hecho de que el demandado se encontrase 
en el goce de la pensión al sancionarse la ley 11.308. como 
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tampoco la circunstancia do que su incapacidad fuera ante- 
rior a La focha cu que cumplió dicha edad. 

Por estas consideraciones, fallo: haciendo lugar a la 
demanda y en su mérito y atonto lo dispuesto por el artícu- 
lo 1047 y cor relativos del Código Civil, se declara nula la 
resolución de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Em- 
picados y Obreros Ferroviarios de fecha 2 de marzo de 1938 
corriente u fe. 72 v. del expediente de dicha repartición letra 
V. N *>U, año 1D22 que dispuso mantener en el goce de la pen- 
sión al demandado Natalio Vadean! ¡ sin costas en atención 
a la naturaleza do la cuestión resuelta. — Horacio García 
Itamn. 



Y vistos: Considerando: 

Que, el fu lio en recurso es arreglado a derecho, por cnan- 
to el señor Juez a~<¡uo ha estudiado y apreciado con acertado 
criterio jurídico Ion elementos de juicio que obran en autos, 
aplicando las disposiciones lépales pertinentes, de acuerdo, asi- 
mismo, con la interpretación que de ellas ha hecho la juris- 
prudencia ni casos como el que nos ocupa (t. 155, pág. 232 de 
la Corte Suprema Nacional}. 

Que, la impugnación de la (sentencia realizada en el es- 
crito de expresión de agravios — dentro del mismo orden de 
argumentaciones anotadas en primera instancia— no consigue 
enervar sus conclusiones; y lia sido por otra parte, rebatida 
— dicha impugnación— con notoria eficacia en la contestación 
obrante a fs. 81. 

En su mérito, se confirma lo resuelto en el fnllo recurri- 
do; las costas de esta instancia, al vencido. - Adolfo Lasca- 
no. — Alfredo Petes Vara.*. — Jorge García González. 



Dictamen del Procuradok General 
Suprema Corto: 

El recurso extraordinario procede, por haberse 
;to en tala de juicio la interpretación de las leyes 




Sentencia de la Cámara Federal 



La Plata, febrero 4 de IÍÍ44. 
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nacionales Jiros. IO.uüÜ y 11.^08, y ser la sentencia de- 
finitiva contraria ai derecho invocado por el recu- 
rrente. 

En cuanto al fondo del asunto, he aquí el caso. Por 
fallecimiento del ex-em picado ferroviario D. Natalio 
Vaecani, ocurrido el 3 de agosto de 1920, la Caja res- 
pectiva acordó pensión a su viuda g hijos menores 
(fa. 27 exp. agregado). El 2 de junio de 1937 murió 
Da. Sccundina Micone de Vaecani, a la sazón única ti- 
tular del beneficio, por sucesivos acrecimientos; pero en 
atención a que el hijo del causante, Natalio, estaba inca- 
pacitado para el trabajo a la fecha en que cumplió 
18 años de edad (octubre 23 de 11)22) la Caja resolvió 
mantenerlo en el goce de la pensión, debiendo previa- 
mente designársele curador {fs. 72 vta. y 84 vta.) 

Poco después, dispuso mantener en suspenso esa 
resolución bus ta tanto el incapaz estuviese representa- 
do legalmente, a partir de cuyo momento debería enla- 
biarse demanda por nulidad de la misma (fs. 87 vta.). 
Fundábase para ello en que cuando V'»ecani cumplió 
18 años estuvo en vigencia la ley 10.C50, y ella no auto- 
rizaba tal beneficio. A su entender, la ley 11.308 no 
pudo modificar esa situación, por carecer de efecto re- 
troactivo. 

Iniciada demanda ante el Juez Federal de La Plata, 
la Cámara de dicho circuito ha fallado en tic fin U i va ha- 
ciendo lugar a las pretcnsiones de la Caja (fs. 8G, ex- 
pediente judicial), por conceptuar aplicable al caso la 
doctrina de V. E. en 155; 232. Declaró allí la Corte que 
quienes ríe ja ron el servicio antes de la sanción de la 
ley 11.308, no pm-den invocarla para obtener jubilación 
por invalidez. 

V. K. había mantenido análogo criterio en 154: .155, 
y ln ratificó en H>3:8Í), batiéndolo extensivo más tarde 
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u los sistemas tic jubilaciones bancario y civil (191: 
440; 178: ¿¡51). A este último respecto cabe recordar 
que si, por virtud de lo dispuesto en la ley 11.923, se 
oturpi pensión a viudas que por la 4ÍJ49 habrían 
perdido el dercelio de obtenerla, ello lia sido posible 
porque un artículo de la ley nueva así lo ordena ex- 
presamente. 

En atención a tales antecedentes, corresponde con- 
í'irmar por sus fundamentos e l fallo apelado en cuanto 
pudo ser materia de recurso. Buenos Aires, mayo 27 
de Tf)44. — Juan Alvar ez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1G de junio de 1944. 

y vistos: los autos "Caja Nacional do Jubilacio- 
nes y Pensiones de Empleados y Obreros Ferrovn 
rios v. Vaccani Natalio, solmí nulidad de una resolu- 
ción administrativa' ' venidos de la Cámara Federal 
de La Plata por vía del recurso extraordinario. 

Por sus fundamentos; los del precedente dictamen 
del señor Procurador General y la doctrina sus ten ta- 
fia por esta Corte iti re: C. S. 155-232, se confirma la 
sentencia apelada de fs. 86 en cuanto pudo ser materm 
do recurso. 

Hádase saber y devuélvanse al tribunal de origen, 
donde se repondrá el papel. 

IÍOHETITO BkCKTTO Lt'tS LtNA- 

TíKS — lí. A. Xa ZAR A NC MO- 
RENA — F. Ramos Mkjta. 
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JUAN ROSENBERG v. ADUANA 

RECURSO KXTJtAOlWIXAIifO: Rrtptitito* propios. Cuestión ff- 
deral. Cuentioues fedérate* simples. Interpretación de las leyes fe- 
derales. 

Procede «-1 recurso extraord i na rio contra sentencia t|ue 
desconoce los derechos Candados por el recurrente en la 
interpretación de la ley 11.281 y de las ordenanzas de 
Aduana y lo condena por el delito de contrabando. 

Alft'AXA: importación. En gtnrml. 

Las a. najas y piedras preciosas de nso personal se lia 11 un 
comprendidas en el concepto de equipaje definido por el 
nrt. U01 de las Ordenanzas de Aduana, que debe despa- 
cliarse libre do derechos do importación. 

CONSTITUCION NACIONAL; C on vtitucionalidmt e ineonstit tirio- 

natithul. Decreto* nacionales. Aduana. 

El decreto dictado el 24 de junio de 1ÍW1 por el Go- 
bierno Provisional no pueda tenor mayor fuerza que el de 
un Poder Ejecutivo nona ni, pues no fué ratificado por el 
Congreso; de mnnera, que c*¡ válido en cuanto, reclamen- 
tundo la ley. impone n todo pasajero la obligación de de- 
nunciar los objetos que traijra consigo, estén o no exentos 
dd paco do derechos de aduana, mas carece de validez en 
la parte que limito a $ 400 n % el valor de las alhajas 
do uso personal susceptibles de ser introducidas libres de 
derechos, pues se aparta así de la ley. que no estableen 
límile y estipe que se con temple la situación de eadn pa- 
sajero para que los objetos de liso personal y de adorno 
no sean «jravndos sino cuando, por su excesivo valor, deba 
presumirse que se los introduce con propósito de lucro. 



Kkntkntia w-x Jitejs Fícoeiíal 

Buenoa Aires. diciembre 9 dé 1942, 

Vistos y considerando; 

Que en el dictamen de fs. 2S que ha servido de fundamen- 
to a la resolución aduanera de fs. M). se roennnee el carácter 
de objetos do uso personal que tienen las joyas en cuestión. 
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En él so expresa que si las cuatro personas que integran Ja 
familia del recurrente y que viajaron en su eompafiía como 
pasajeras del "Conté Grande", hubieran traído puestas esas 
alhajas, no so hubiera formulado denuncia alguna y en la re- 
solución del Ministerio de Hacienda se afirma categóricamen- 
te que la ley no grava las alhajas de uso personal de quien 
bH introduzca. 4 

Que los conceptos mencionados traducen P | pensamiento 
administrativo y su ¡nterp reí ación de la ley, en lo referente 
a Jas alhajas de uso personal de los viajeros y esa interpre- 
tación coincide con la de las tribunales federales de esta Ca- 
pital hasta el momento en que se inició esta cansa. 

Que a pesar de ello ej Ministerio de Hacienda revocó la 
resoluemn absolutoria del Administrador de la Aduana y co- 
miso las joyas, fundándose: 1* en que no pueden involucrarse 
en el concepto de joyas di» uso personal, por su n amero, valor 
repetición de tipos de joyas y por estar destinadas a ser usa- 
das por personas de distinto sexo; 2' porque de esa circunstan- 
cia y del hecho de no hallarlas detallado en la declaración de 
su equipaje, resulta manifiesta la intención del interesado, de 
eludir el control fiscal. 

Que con el informe de fe. 25 vta. ha quedado probado 
que liosenberg llegó al país en compañía de tres personas de 
su familia, del nexo femenino. Nada de extraño tiene enton- 
ces que las alhajas que se le secuestraron no fueran todas pa- 
ra hombre, ya que es lógico que las tres personas del sexo fe- 
menino que lo acompañaban en su viaje, ha van traído las 
o Iba jas de su uso. En cuanto al numero y valor de esas joyas, 
basta examinar la lista de bis mismas, corriente a fs. i vta' 
y los valores en que han sido avaluadas por el vista y por los 
lientos, para darse cuenta de que son completamente razona- 
bles para una familia de cuatro personas. Por último la repe- 
tición do tipos de joyas, de que se hace mérito en la resolución 
en recurso, sólo existe en los prendedores, cuyo número de 
seis e*s también muy razonable como pertenecientes a tres mu- 
jeres, debiendo, además, tenerse en cuenta, que según la des- 
cripción que de ellos se hace a fs. ] vta. son de formas diferen- 
tes y t ienen piedras de clases y colores distintos. 

Que a todo lo expuesto cabe agregar que. el vista que 
verifieó las alhnjiiH. hace i-nnstar en su informe de fs. 12 a 
M vta., que todas son usadas, concepto que esta confirmado 
por el perito Chamsky, quien en su informe de fs. í)0 funda 
su opinión en el dejaste que presentan las piezas, haciendo 



FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



cnnstar además, que por su factura antigua, para b»v :¡uo no 
hay demanda actualmente, demuestran no ser artículos des- 
tinado* ni comercio. El perito terrero Soinozn. expresa a fs. H>8 
que, si bien rin es posible determinar exactamente si las alha- 
jas son nuevas o usadas, por cuanto al manoseo a (pie han 
sido expuestas ha dejado en ellas vestigios de trrasitud y pe- 
queñas rayaduras, en general dejan la impresión de ser osadas 
la mayoría de ellas. Las tres opiniones mn. pues, eotteorda li- 
tes y Frente a ella sólo está la del perito Spavenüi quien se 
limita a clasificar como nuevas a la mitad de las joyas, más 
o menos y al resto eomo usadas, pero sin dar ningún funda- 
mento. 

(Jne la ley no haee ningún distingo al liberar lie derechos 
«lo importación a las ni lia jas t|e u^n le los pasajeros, respecto 
a ipie sean nuevas n usadas, se limita a exigir que sean de 
uso personal del viajero y tratándole fie objetas de valor no es 
posible pretender que presenten signos de deterioro tales qne 
hacnn indudable su ealidnd de usadas. lo lógb*« es que esos 
objetos sean cuidados por sus prnpietnri >s. con tanto más es- 
mero cnanto mayor sea el valor de las joyas. I)e ello ae deduce 
que, no puede ser el mayor o menor grado de nso. el un ico 
criterio para de terminar si las alhajas son del uso personal 
de los viajeros ti objetos de comercio. En este caso particular, 
los informes de la mayoría de los peritos, la clase y cantidad 
de piezas y su valor, todo lo eual ne a un liza en el considera rulo 
anterior, llevan al ánimo del proveyente la impresión de que 
son alhajas del uso personal de Rosenberg y de las personas 
de su familia que lo acompañaron en el viaje. Esta opinión 
es compartirla por H Procurado? del Tesoro, quien en su dic- 
tamen de fs. 39 vta. expresa que el Fallo aduanero "ha ron- 
templado con M7Ón la cirennst uncía di* que la chine y eanli- 
dad de los artículos denunciados permite suponer que aquí 1 - 
líos son efectivamente de nso personal «le la Familia del su- 
ma nado". 

Que siendo así y teniendo en cuenta que. como antes se 
ha expresado, tanto administrativa como judicialmente. *e ha 
¡ilterpreta.'o siempre el nrt. T de Ta ley 11 2*1 en H sentido de 
que las alhajns de uso de los pasajeros no debían ser declaradas 
esr-eci ni mente, no puede ib-diicirve une haya mediado floto en 
el hecho de no haber declarado Rosenberg las alhajas entre 
loo efeetu* de su equipaje. Rs púdico y notorio que minea 
ha d-'c'iíra-lo ningún pasajero las aiafljas que lleva paralas al 
desembarcar en hs formularios qne se les enlrpgsii a bunio 
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para iWlarnr mis equipajes no hay ninguna indicación de que 
deben de detallarse las alhajas tío aso personal, como sería 
lóprtfo (pie ocurriera sí las autor id futen admitieras Imhieran cs- 
t ¡ituif hp necesaria esa declaración, Finalmente cabe añadir, qne 
no puede variar el tratamiento referente a esas alhajan, por- 
que ei pasajero, en vez de llevarlos puestas ni desembar- 
car, las conduzca dentro de mía cartera, valija n en el bolsillo. 
Por ello, se revoca la resol ueión aduanera de fs. 40 y w 
absuelva de culpa y carpo a .Juan Rosenberg. — Müjurt h. 
.Jautas. 

Skntknvu de m OAhíara Federal 

Buenos Aires, 20 de .septiembre de \$\'.\. 

Y considerando: 

Que en la sentencia do 7 de noviembre de 1941, que se 
registra en el I. lili, pátr 207. la Corte Suprema ha cslnbtc- 
cido, por aplicación de lo que disponen los arts. 201, 204 a 206, 
214 y 21H de las Ordenanzas de Aduana, iite, 8* del nrt. 2 de 
la ley 11.231 y decretos del 1*. K. de frebn 2 de octubre de 
1H77, 10 de octubre do 1U16 y 24 de junio de 1!)31, que todo 
pasajero o ¡n migrante tiene la obligación ineludible de declarar 
lnn efectos (pie trae consigo al entrar al país; que a ellos no lea 
incumbo excluir do esa declaración ios que a su juicio no deban 
tributar derecho, no obstante tratarse de objetas de uso perso- 
nal; que las piedras preciosas y alhajas no pierden este carác- 
ter por el hecho de formar parte del equipaje del viajero; que 
el P. E, pudo, ni dictar el tercero de aquellos decretos, fijar 
como límite máximo para la introducción de aquellos efectos de 
uso personal, libres de derecho, la cantidad de $ 400 o /a. 

Qne de la* constancias de auto*, resulta que el denuncia- 
do no declaró los objetas y al fuljas qne se detallan en el neta 
de fa 1 vía. a 3 vta, y dee la ración de fs. 4 y ¡i, cuyo valor se 
ha estimado en $ 10.77."» y qne pretendí- j introducir sin la 
correspondiente intervención aduanera y cnnsiííuicnte pairo de 
los tributos fiscales aduciendo en su descargo, que creía no 
tener tal obligación per tralar.se de objetos de uso personal 
(decoraciones de fs. 4 a 7). 

Que dada la forma én que llevaba dichos objetos y alhajas 
y las circunstancias qtr 1 rodearon el hecho de la detención y 
secuestro fie aquéllos por las autoridades, de que instruye el 
acta de secuestro y declaración de fs. fi y 7 y juzgado el caso 
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a la luz cíe aquellas conclusiones del recordado fnllo do la 
Corto Suprema, es evidente r|iie el denunciado ha cometido el 
delito de contrabando que prevén las arts. üd di* la ley 11.281, 
y 103(5 do las Ordenanzas dé Aduana, y penado con el comiso, 
seprúu lo determinan los arts. (¡<i de dicha ley y 102"). 1026, 
1037 y I0f>8 de estas últimas en beneficio de íos a prehensores, 




wegún lo dispone et art. 1030. 

Por estas fundamentos se revoca la sentencia apelada de 
fs. 129, y en consecuencia, se mantiene la resolución adminis- 
trativa de fs. 40. Con costas. — Ricarda Villar Palacio. — 
Carlos del Campillo ten disidencia). — Juan A. GamtVez Cal- 
derón. — Carian II ir re ra. 



Considerando : 

Que, en el cnso, las alhajas de que se trata han resultado 
«er de uso personal, como lo reconoce la resolución adminis- 
trativa de fs. :¡0 y lo corroboran las conclusiones de las di ver- 
Sil pericias practicadas en los autos (fs. 94; 99 y 108), 

Que a la feebn de iniciarse este sumario —enero de 1910 — 
la jurisprudencia de este Tribunal, con la firma de todas sus 
miembros habíase orientado en el sentido de que las alhajas 
de uso personal no papaban derechos ni estaban sujetas a ma- 
nifestación ante la Aduana (Mi'dlcr. febrero 28 de 1923; Elias, 
agosto 19 de 1923 ; Uiquel, ntarzu 25 de ]9nfi; y Wnlff, mar- 
eo 24 de 1911), jurisprudencia que fué modificada por la Cor- 
te Suprema recién en noviembre 7 de 1941, cuando al decidir 
la causa seguida contra AT. I [otomana, fijó, por primera vez, 
el alcance, que debía darse al concepto de "equipaje" y valor 
de los objetos de uso de los pasajeros a (pie aluden los arts, 201 
y 204 de las Ordenanzas de Aduana. 

Que. en cuta situación, no puede decirse que el caucante, 
al sustraer las alhajas de que era portador al contralor de las 
autoridades aduaneras, haya cometido el detito de contraban- 
do previsto por el art. nT> de la ley 11.281 y lflltfi de las 
Ordenanzas, ni siquiera defraudación, ya que, como se ha di- 
cho, se trata de alhajas de uso personal que cu In ¿noca de 
su introducción no pagaban derecho, aunque sí — ante la inter- 
pretación dada por la Corte Suprema a las disposiciones qin' 
rigen el despacho de eqni najes — habría incurrido en una in- 
fracción, de las que prevén y reprimen los arts. 1025 y 1026 
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de dichas Ordenanza* toda ve/ que, como lo dijo aquel tribu- 
nal en su recordado fallo del caso llolzmann (191: 207), *'es 
indudable que no incumbe al importador, comerciante o pa- 
sajero, decidir por ai y ¡»\te sí qué objetas de Ion que importa 
o qué proporción de su equipaje están o no exentos del pago 
de derechos y noli re todo, que no puede excluirlos de la de- 
nuncia o decía ración o presen t ación para ser inspeccionados 
de acuerde» con el decreto dé octubre 2 de 1877 y fallo de esta 
Corte — t. 43, pág. 7". 

(Jue atenta la circunstancia especial de tratarse de alba- 
gas de uso personal y que éstas, conforme a la jurispruden- 
cia administrativa y judicial existente en Ir época de iniciarse 
la causa uo estaban sujetas a manifestación ante la Aduana, 
ni al pago de derechos, el Tribunal encuentra equitativo ejer- 
citar en este caso la facultad (pie confiere el art. 1056 de las 
Ordenanzas de Aduana y atenuar la sanción que en principio 
correspondería aplicar, por la de una inulta igual al valor tic 
las derechas, adjudicnblc a la Caja de Jubilaciones de la Ma- 
rina Mercante, en virtud de lo preceptuado por el nrt. 10, 
inc. d) de la ley 12,612, vigente a la fecha de la denuncia. 
(C. S., 8. A. Minerva, junio 27 de 1941). 

En mérito de lo expuesto, se revoca la sentencia apelada 
de fs. 129 y, en consecuencia, se condena a Juan Rosenberg 
al pago de una multa igual »1 valor de Ion derechos corres- 
pondientes a los efectos de tpic se trata, la que será adjudicada 
a la Caja Nacional de Jubilaciones de la Marina Mercante 
(art. 10, Ley 12. (¡12), con costas. — Carlos dil Campillo. 
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Buenos Aires, 16 de junio de 1944. 

V vi si os los autos seguidos por el Fisco Nacional 
contra don Juan Bosenberg, venidos en recurso extraor- 
dinario do la sentencia do la Cámara Federal de la Ca- 
pital que lo condena por el delito de contrabando, y 

Considerando : 

■ 

Que el recurso procedí; por cuanto la defensa del 
condonado reposa sobre la interpretación y aplicación 
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do la ley nacional iním. 11.2SÍ y de las Ordenanza* de 
Aduana, y el tallo 1c ha desconocido los derechos fun- 
dados en ellas (art. 14, inc. 3*, de la ley 48). 

'íjnt . en cuanto al fondo del asunto, su consideración 
deb 1 r.ui itr del principio Imsico de que el equipaje de 
todo pasajero que 1 lejía del exterior al país debe despa- 
charse libre de impuesto de importación. Kl art. 203 
de las Ordenanzas define lo que debe entenderse por 
equipaje, diciendo: son las ropas y objetos de uso de 
los pasajeros, etc., "siempre que sa cantidad iro hai^a 
presumir ser para negocio". No os dudoso que entre 
estos objetos están comprendidas las alhajas y piedla 
preciosas de nso personal. MI art. 2% inc. 8 o , de la ley 
11.-S1, respondiendo a este concepto, ha dicho: tas alha- 
jas y piedra* preciosas pairarán tal derecho de impor- 
tación, siempre "que no sean de uso personal tic quien 
las introduzca". De ahí se desprende necesariamente 
que las que sena no pairan derecho. 

Que faltaría saber cuáles se consideran de uno per 
sona!. Xo basta, por supuesto, que lo diga o aparente 
el inleresado. Xi siquiera que las alhajas presenten se 
nales de ser usadas. Ks sabido que las alhajas y piedras 
preciosas, no por ser asadas, dejan de ser perfoctamen 
te comerciables. Y así, la franquicia acordada a la circu- 
lación de tos pasajeros, para entrar libremente y salir 
de] país, fundada en razónos de buena política inter- 
nacional, podría servir para encubrir un comercio ilí- 
cito y desleal de introducción de efectos de comercio. 
Para evitarlo os que se ha establecido en la secunda 
paite ile fa disposición transcripta que no rige la fran- 
quicia OUaildO los objetos presentados eomo do uso por 
sonal representan un valor que hace sospechar que se 
los introduce para lacrar. JOl decreto del 10 de octu- 
bre d" 1t>lti, reglamentando la ley, dispuso que sola 
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mentó se considerarían parto de] equipa jo los objetos 
de adorno personal o de tocador y que fueran apropia- 
dos o necesarios al uso del pasajero, lias ta un valor 
de $ 200 (art. 3*), Y el Gobierno Provisional, en el 
del 24 de junio do 1931, reprodujo textualmente la dis- 
posición, elevando el monto a $ 400 oro fart. 7). Este 
iiltiuu decreto no ha sido ratificado por el Congreso, 
entre tunebos otros que revestían el carácter de decre- 
tos leyes, y por ello no puede dársele mayor fuerza 
que Ja que corresponde a los decretos del P. E. dentro 
de su órbita constitucional {doctrina expuesta en el 
caso Malmonge Nebreda coa Fisco Nacional, Fallos: 
Hi!>, 209). 

Que tal decreto, en cuanto fija una cifra m.íxima, 
ae ha alegado que altera la menle y frustra los propó- 
silos de la franquicia. La propia autoridad aduanera 
se ha apartado del mismo en la generalidad do los ca- 
sos como consta de estos autos, y ha reaccionado ro- 
eiéa cuando se discutió y resolvió el caso de Miguel 
Holzmann en 1041, de acuerdo al fallo de este Tribunal 
(Fallos: lili, 207). Que efe. tivamente, la fijación de 
un máximo inflexible do $ 400 oro, no contempla las 
diferencias innumerables que acusan las situaciones 
personales de los pasajeros, resultando para algunos 
alta la medida y para otros demasiada baja. í,n ley ha 
querido que se contemple la situación del pasajero en 
su realidad, de tal manera que nunca sea gravado en 
los objetos de su uso y adorno personal, a no Ror que 
por su valor excesivo deba creerse que los introduce 
con propósito de lucro. Un pasajero de posición mo- 
desta fácil mente puede traer nn equipaje que exceda 
de los cuatrocientos pesos oro y entre los hombros de 
fortuna y de posición social casi no se encontrará quien 
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viaje acompañado de su familia, que tío lleve un valor 
muy superior u esa suma. Tina sola joya de uso corrien- 
te (!'■ esa gente vale varías veces más que esa cantidad. 
De manera que, serán pocos los pasajeros de esta si- 
tuación que no tengan que pagar fuertes derechos por 
sus alhajas de uso personal de acuerdo al decreto 

de im t 

Que siendo así, este aeto del P. E. desvirtúa la 
mente de una ley que forma parte de un sistema de fo- 
mento de las comunicaciones internación les que tan 
proficuos resultados lux dado a la Nación. La franqui- 
cia de que so trata invita a todos los hombres del mnn- 
do a venir al país, ya para radicarse y trabajar en él, 
ya para conocerlo y compenetrarse de sus bondades y 
posibilidades, o para comerciar con sus productos, o 
para cambiar de ambiente y hacer el intercambio de 
ideas e impresiones, todo lo cual representa un incalcu- 
lable beneficio. Pero si, ni contrario, al viajero se le 
somete a la extorsión de fuertes derechos por sus efec- 
tos personales, como si fuera un simple comerciante 
que viene a lucrar con ellos, se retrae de venir aquí y 
so dirige a otros países. 

Que de todo lo dicho se desprende que la autoridad 
aduanera debe aplicar el criterio que et mismo art. 201 
indica, o sea que, cuando la cantidad y valor de los 
objetos introducidos como de uso personal se conside- 
ren excesivos^ se cobre eí impnesto. La autoridad adua- 
nera deberá, por supuesto, distinguir entre el viajero 
que viene con su familia a radicarse en el país y aquél 
que Ih'íía por recreo, o por un motivo pnsajero; pues 
el primero trae ¡jone raímente todos los objetos de uso 
personal que tiene en su casa, inclusive los recuerdos 
de familia que no acostumbra usar o que poeo usa, a 
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diferencia riel ultime que debe suponerse que viene so- 
lamente con las alhajas y prendas que acostumbra lle- 
var consigo. Así se liará coincidir esta disposición 
con la mente que precedió a la sanción de la ley 11.281, 
puesta de manifiesto por la discusión parlamentaria 
(lite esta Corto Suprema ba recordado en la sentencia 
del caso llolzmuun, pues, como lo dijo el diputado 
Dr. Orliz al proponer la cláusula en vigencia, que lo 
contrario "nos colocaría en situación desventajosa en 
relación con los demás países americanos, si a toda per- 
sona que llega al territorio de la República se lo exi- 
giera el pago de impuestos por las joyas de uso perso- 
nal corriente que no indique una fastuosidad exagera- 
da". Si, en la monto del legislador hubiera estado po- 
ner un límite fijo al valor de los equipajes, lo hubiera 
dicho en la ley misma» 

Que, como se lia dicho, el decreto de 1931, no puede 
tenor mayor fuerza que loa que emanan de un P. E. 
normal. No ha podido modificar el espíritu de la loy 
a título do reglamentarla. 

Que, el mismo, consta do dos partes: una que esta- 
blece el máximo a (pie nos liemos referido; otra, que 
Impone a todo pasajero el deber de man i fes lar los ob- 
jetos que trae consigo, entren o no en la franquicia. La 
primera no puedo aplicarse por la razón expuesta; la 
segunda, no ultrapasando las facultades del P. E., de- 
biera cumplirse. Mas, ni en éste ni en el que !e pre- 
cedió de 101(i, cuyas disposiciones son supletorias, se 
ha establecido penalidad alguna al contraventor. 

En su mérito y tos fundamentos expresados por 
la minoría en la citada causa de Holzmnn, se revoea 
la sentencia recurrida en todo cuanto ha podido ser 
materia del recurso y se ordena la devolución del ex pe- 
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diente para que sea fallarlo do nuevo en base a la in- 
terpretación que se da en esta sentencia a la ley y de- 
cretos de referencia. llagase saber. 

ROBEKTO Rkpettu {En disiden- 
cia) — LUIS LlNAKES — B. 

A. Kazan Akcuorkna — F. 
Ramos MejÍa (En flisi ti ru- 
cia) — Jukgk E. Ooll {Se- 
gún su voto). 

Voto del Señor. Coxjukz Düctok Dos Jorge E. Coll 
Y considerando: 

tjue, con forme lo lia establecido esta Corte en casos 
análogos "los hechos comprobados en La causa tendían 
un valor penal o no según la interpretación que se dé a 
las leyes y ordenanzas en vigor'*, por lo cual, de acuer- 
do a lo dispuesto en el art. 14, inc. ;J* ( ley 48 se declara 
bien concedido el recurso. 

(¿no la introducción di- alhaja* como mercadería há- 
llase regida por el art. 2', inc. 8% de la ley 11.281; y 
las (pie "sean de uso peisonal tío quien las introduzca*' 
deben considerarse comprendidas en el equipaje, vale 
decir, cuando ellas "no hacen f>' eaumir ser para nego- 
cio", conforme a lo dispuesto en los arta. 201 y 33 de 
las Ordomuizns de Aduana. El decreto de junio 24 do 
líVtl no lia sido comprendido en la ley 11.588 ni en otra 
alguna, como ocurrió con otros decretos del mismo año 
que establecieron aforos o modificaron los anteriores. 
Kl art. 2t>4 de las Ordenanzas de Aduana no establece 
oantid&d para apreciar el valor del equipaje, pues los 
diviséis pesos fuertes refiérense únicamente a "mués- 
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tras y encomiendas" en correlación con lo dispuesto en 
el arr. 20!) ¿ la entrega de los equipajes a que se refiere 
el art. 204 es sin limitación alguna, p n e s según el art. 205 
serán entregados por el resguardo "si no resultare ex- 
ceso que muestre fraude". 

(¿ue, en consecuencia, corresponde distinguir lus 
alhajas de uso personal de otras que sean mercadería, 
aun cuando se conduzcan juntas en un mismo bolso y 
resulte evidente la ocultación, clandestinidad. Si la in- 
tención no se loma en cuenta en materia de contraban- 
do — así lo es1a.>Iece legalmente el derecho francés, 
(OAititAim, T. I, pág. 653)— bastando la existencia del 
hecho, tampoco pin -de ser considerada cuando el hecho 
en sí no es delito, por no' existir perjuicio a la renta 
aduanara, condición indispensable para hallarse encua- 
drado en los arts. 102.">, 1trjl¡, iu:ííí, ia*J7 de las Ordenan- 
zas y (m de Ja ley 1L2S1. Ksta doctrina responde al con- 
cepto tradicional interpretativo de osas ordenanzas y a 
la unción del delito de contrabando. Tk.ikwik {Curso de 
Derecho Criminal, T. I, pág. 195) expone; "o| delito se 
lm reducido a la introducción furtiva de mercaderías 
que deben derechos y manifestación fraudulenta o sim- 
plemente equivocada en más o en menos de las que so 
dospiichen". 

Por ello, se revoca la sentencia do fs. 14Í) en la 
parte que ha podido ser materia del recurso y devuél- 
vase al tribunal de su procedencia para que sea nue- 
vamente juzgada, apreciando loa hechos probados con 
forme a esta interpretación legal de h < Ordenanzas de 
Aduana. 

JOBOl E. OoLL. 
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Disidencia del 

RHPKTTO V DEL StiSOR MlNISTFtO DüCTOU UOX FttAN V ls<.'0 

Ramos Mf.jía. 

Considerando : 

Que detenido el recurrente al pretender salir del 
local de revisión de equipajes de la Aduana de la Capi- 
tal llevando oculto cierto número de alhajas, fué cunde- 
nado al comiso de la totalidad de las alhajas en contra- 
vención y como la sentencia recurrida mantiene la reso- 
lución administrativa interpone recurso extraordinario 
fundado en que: a) no es necesario declarar especial- 
mente las al I lajas de uso personal que los pasaje ros in- 
troduzcan y que, por con sumiente, no hay infracción 
aduanera cuando aquélla se omite; 1») las altiajiis de uso 
personal no están comprendidas cu el equipnje; c) las 
que dan causa a este litigio no están sujetas al pntfo 
de derechos ni a declaración alguna. 

Que el recurso procede por cuanto la defensa del 
recurrente reposa sobre Ja interpretación y aplicación 
de la ley nacional N* 11.281 y do las Ordenanzas de 
Aduana, y el fallo le lia desconocido ¡os derechos fun- 
dados en ellas. Art. 14, inc. 3% ley 4S, 

(¿ue las cuestiones planteadas lian sido ya resueltas 
por la Corte en el caso de Micliel Holzinann, citado por 
la sen I encía apelada. Fallos: 191, 207. Quedó estable- 
cido allí: a) Con arreglo a los nrts. 201, 204, 205, 214 
y 21 S de las Ordenanzas de Aduana y decretos de 10 de 
octubre de 1ÍM(I y 24 de enero de 1931, los pasajeros o 
imnÍRranles deben formular la declaración de los efec- 
tos que introducen, cumulo de su importancia, cantidad 
y ealidad podría nacer la presunción del espíritu de lu- 
cro, y no incumbe a aquéllos excluirlos de la declaración 
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o presentación para ser inspeccionados; b) el pasajero 
que introduzca alhajas de un valor visiblemente supe- 
rior a la suma de $ 400 o/s. fijado en el decreto de ju- 
nio 24 de 1931 debe denunciarlas en la Aduana aun 
cuando pretenda que sean de uso personal; c) el art. 2°, 
¡no, 8*, de la ley 11.281 comprende tanto a pasajeros co- 
mo a comerciantes, y la circunstancia de que las piedras 
preciosas y alhajas que no sean de uso personal figuren 
como parte del equipaje de un pasajero no los hace per- 
der aquel carácter; d) el art. 2*, inc. 8*, de la ley 11.281 
responde al propósito de consignar la exención do de- 
rechos referida sólo a un uso regular y corriente del 
pasajero, librándolo a la reglamentación aduanera, por 
lo cual el P. E. de la Nación ha podido establecer como 
límite máximo para introducir piedras preciosas y alha- 
jas de uso personal lihres de derecho, la cantidad de 
$ 400 o/s. señalada en el decreto de junio 24 de 1Í131. 
Basta referirse a los fundamentos dados con amplitud 
en aquel caso por la mayoría del Tribunal para resolver 
el presente en el mismo sentido, confirmando la senten- 
cia apelada. 

Que el decreto del 24 do junio de 1031 es un simple 
decreto reglamentario de la ley de aduanas y por lo 
tanto, de acuerdo con la doctrina de la Corte en el caso 
de Martiniano Malmonge Nebreda —Fallos: IfJÍ), 30í>— 
no lm necesitado ser ratificado por el Congreso de la 
Nación para continuar rigiendo después de restableci- 
do el gobierno constitucional. Tampoco ha sido deroga- 
do por el decreto del MI de enero de 1941, como lo pre- 
tende el recurrente. La prueba es que el art. 285 del. 
mismo, al establecer facilidades para los turistas, dice 
textualmente "sin perjuicio de lo establecido para los 
casos exonérales por los decretos del 10 do octubre do 
Ifllfi y 24 de junio de Mil "Rige, por lo tanto, el 
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art. al 2 que establece la derogación de todas las dispo- 
siciones que estén en oposición con lo que en él se esta- 
blece y tal oposición no existe con relación a las dispo- 
siciones sobre introducción de alhajas que se aplican en 
el caso. 

Por estos fundamentos y do con fu mudad a lo dic- 
taminado por el ¡frñor Procurador General de la Nación, 
se confirma la sentencia apelada en cuanto ha podido 
ser materia del recurso extraordinario. Notifiques© y 
devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzga- 

HOBERTO RbFBTTO — F. Tí AMOS 

Metía. 



MANUEL PAUSA v. NACION ARGENTINA 

COSTA DI' RÍA (¡ES ERAL DE LA NACION. 

T/a Contaduría o no rol do la Nación no es una reparti- 
ción aim'mpiiea cuyos pronunciamientos hagan cosa jua- 
gada. 

PBBSC HIPO ION : Intcrnt ¡xión. 

El reconocimiento rM derecho a una pensión militar por 
medio de un decreto que sólo admite el reclamo en euaittn 
a las cuotas no afectadas por la prescripción quinquenal 
no importa una interrupción de ésta en los terminas del 
nrt. 3989 del C. Civil. 

PENSIONES' MILITARES: Pensión™ a /o* mili tan*, fínoheio- 
n-nion <lt> ¡390, 1893 -y 1905, 

La ley 11.2(í8 no lia modificado las disposiciones de la 
ley orgánica de la Armada referentes al por ciento a liqui- 
darse sobre ol sueldo en actividad para los retirados. 
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PENSIONES MILITARES: Pensiones a lo, militare,. Revolucio- 
nario» de 189fl t 1893 y 1905. 

El maquinista de segunda de la Armada Nacional ascen- 
dido a ingeniero maquinista de tercera por aplicación del 
nrt. 4 de la ley 13.268 soto tiene derecho a percibir en lo 
sucesivo el porciento t f ue según la ley orgánica de la Ar- 
mada le corresponde por su nueva categoría 



Sentencia del Juez Federal 




14 de 1943. 

Y vistos: para resolver en definitiva este jírdeio seguido 

ffiS'ÍW °° ntríl Ia NaCÍ5n Sobre aument0 (Ic P ensión 
militar y cobro do pesos y 

Resultando: 

a , S U t 6 l fl , eíor """"''«ta H«e en el ano 1906 por decreto 
def p. B, fue retirado del servicio activo de la Armada Na- 
cional con el 65 % de su sueldo como pensión de retiro 

Sancionada en 1023 la ley 11.268 y en virtud de estar 
comprendido dentro de los beneficios del art. 4 de la misma el 
F, E. por decreto de fecha 28 de octubre de 1924, lo ascendió 
en la situación de retiro que tenía al cargo de ingeniero ma- 
quinista de tercera. 

Esta situación s e mantuvo basta el año 1930, en que el 
Gobierno Provisional por decreto del 12 de noviembre de 1930 
dejó sin efecto el de fecha 28 de octubre de 1924. 

Al privársele de su ascenso, automáticamente volvía a la 
situación en que se encontraba con anterioridad al año 1924 
•JSr nueva situíK ' ifin ™ mantuvo hasta el 11 de octubre 
de 1939. en que el P, E. dictó un decreto por el cual se anula 
el de fecha 12 de noviembre de 1930 que dejó sin efecto su 
ascenso del año 1924. 

Al mismo tiempo el decreto manda liquidarse la diferen- 
cia de pensión que haya dejado de percibir durante los cinco 
anos de acuerdo al art. 4027 del C. Civil 

La Contaduría General de la Nación al dar cumplimiento 
al decreto del P. E. do fecha 11 de octubre de 1939, interpretó 
que la liquidación de los haberes devengados y a devengarse 
en el futuro debía hacerse sobre la base del 56 % en voz del 
6\> , r que se venía aplicando invariablemente desde la fecha 
de su retiro en el año 1906. 
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Considera que esto último decreto al aeoger.se a los bene- 
ficios de la prescripción dé cinco añas, incurre en error, pues 
do acuerdo al art, :í9?¡9 del C. Civil la prescripción too se ha 
operado iti virtud del reconocimiento expreso do su derecho 
que hace el decreto en cuestión, y el efecto de la intrru petón 
ck que se considera cuino no operada la prescripción que ha 
precedido ¡d reconocimiento (art. ¡UíHil del C. Civil), 

Considera igualmente que la ("unlnduria Cendal de la 
Nación Im incurrido en un error al liquidarle el ó(> % de su 
sueldo cu vez del 05 r /b que se le liquidó desde la lecha de 
su retiro. 

Dicha repartición sostiene «pie de acuerdo al art, 12 de la 
ley 48uf> y al número de sus j'"..ks de servicio, al hnlxT sido 
ascendido de irrado, automáticamente baja el porcentaje de 
la pensión de retiro del lió c /« al 56 %, Pero la Contaduría 
no ha tenido en cuenta que una resolución administrativa que 
consagra nu derecho a un particular, una vez consentida no 
puedo ser derogada par otra resolución administrativa y en 
forma unilateral. El 1*. 15. debe perseguir la anulación de esa 
resolución administrativa por vía judie ¡al y en juicio conten- 
cioso, por revestir el ean'u >r de cosa juzgada por ser un de- 
recho adquirid" por el particular y por oponerse los principias 
de la inviolabilidad de la propiedad y la de Tensa consagrados 
por los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. 

Sulwidiariamenle hace notar que en su caso no es de apli- 
cación el art. 12 de la ley $86$, en razón de que su caso no se 
produjo por resorte de dicha ley, sino en virtud de una ley 
especial la n.2fiS en cuyo art. 1* reincorporaba a determinados 
militares eou el sneldo íntegro de la actualidad cualquiera fue- 
ran los años «lo servicio. 

Por todo lo expuesto, demanda a la Nación para que se 
la condene a liquidarle el fió r /< del sueldo correspondiente a 
su grado como pensión de retiro y a abonarle todas la.s dife- 
rencias que se adeuden con ese porcentaje, con intereses y todo, 
con costas. 

Que en otro sí dige agrega, que para el caso que la 
Corte Suprema confina;. ra fallas rédenles cu el sentido de que 
el militar en situación de retiro, tiene el derecho de gozar del 
sueldo que corresponde al mismo grado en actividad, se reser- 
va el derecho de reclamar las diferencias de sueldo que pue- 
dan corresponde ríe. 

Que el Sr. Representante de la Nación al contestar la de- 
manda, después de negar al actor todo derecho a su reclamo 
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y desconocer los hechos invoco ríos en cu nato no los reconoce 
expresamente. °P on<l «» primer término la incompetencia de 
jurisdicción en lo referen t n las mensualidades que pretende 
se le abonen con anterioridad a los cinco año.s de interpuesta 
su demanda pues sobre eflo no ha mediarlo el previo redamo 
administrativo do que habla la ley 11.634. 

Kin perjuicio de ello observa que el reclamo del actor 
sobro el punto do la prescr i peión es a todas luces improceden- 
te por lo mismo que no lia mediado la pretendida interrupción 
por reconocía) temo de su derecho por parte del Gobierno de 
la Nación. 

Lejos do cxi.stir tal reconocimiento el fíohtcrno desconoció 
c) derecho del demandante, y si bien con fecha 11 do octubre 
del 1939, anidó el decreto de fecha 12 do noviembre de 1930 
ello fué cnnin consecuencia, de la .solicitud que el actor for- 
muló el 3 de junio de 1ÍI3S (fs. 23 del Kxptc. administrativo 
aprobado). 

Hasta la fecha del decreto citado no había mediado nin- 
gún reconocimiento expreso ¡n tácito del Gobierno posterior 
at decreto del Gobierno Provisional de fecha 11 de noviembre 
de 1930, 

De modo, puos que la prescripción de pensiones in ¡piada 
en diciembre de Í&30, continuó hasta el decreto de fecha 11 de 
octubre de 1939, y por ello el Gobierno a! dejar sin efecto el 
decreto del 12 do noviembre de 1030, reconoció al actor el 
derecho n cobrar fas diferencias de pensión develadas hasta 
cinco años antes de la fecha del decreto. 

Con relación al reclamo del actor concerniente al monto 
de la liquidación de su pensión que sc^ún .sostiene debe sor 
el Gó f .í- del sueldo en lujíar del que se le liquida dice que e| 
mismo está cobrando pensiones desde 35 años; y en virtud de 
la promoción hedía el 18 de octubre de 1!)24, anulada el 12 de 
noviembre de 1030 y vuelta a declararse válida el 11 de 
octubre de 1939, pasó de la categoría de suh-ofidal a la cate- 
goría de oficial y por tal razón, los añas de servicios compu- 
tados conforme a la escala establecida en la ley orgánica de 
hi A rienda, le daban derecho a un porcentaje del óí¡ r r y no 
al fí.'i r /r como indebidamente .se había liquidado hasta que se 
dictó el decreto de fecha 12 de noviembre de 1930. 

Era natural que al quedar sin efecto el ascenso conferido 
por el decreto de fecha 1S de octubre de 1924 el ador siguió 
cobrando el (>ó r /c del haber correspondiente a un mecánico de 
sen unda (que es un sub -oficial) ; ¡tero al volver a reconocerse 
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43 ascenso al grado de ingeniero maquinista de tercera (que es 
un oficia! ) no se pudo seguir abonándosele el tío ( /o sino el 56 % 
dado que ese era el poreen'aje que le correspondía conside- 
rándosele comu oficial, en atención a loa años de servicios 
computados conforme a la encala establecida en la ley orgá- 
nica de la Armada. 

N'ada significa, que por error de la Contaduría al formu- 
larse las liquidaciones de pensiones desde VJ'li hasta ÜÍ'ÍO. se 
le siguiera liquidando el tío 7" ** n lugar del 06 r /o que le 
correspondía, tal error no puede convertirse en fuente de de- 
rechos jíara el demandante (art. 4£>!) del C. Civil). 

Cabe advertir que el dec reto de fecha 11 de octubre de 
10;i9, que repuso al actor en el cargo de ingeniero maquinista 
de tercera, no señaló el porcentaje (k la pensión que debía 
liquidarse al demandante, quo simplemente mandó pasar las 
actuaciones a Ja Contaduría "a sus efectos'*, es decir, para 
que la Contaduría liquidara la pensión conforme a derecho, 
es decir, de acuerdo a los terminas de la ley, y no con arreglo 
a bis liquidaciones erróneamente practicadas con anterioridad. 

Tampoco eahe argüir con la invocación de la ley especial 
11,208 que determinó el ascenso del actor, en situación de re- 
tiro, pues los beneficios acordados por dicha ley. no lle-raron 
basta modificar la forma de los eóm ¡udas relativos al porcen- 
liijt' de pensión correspondientes con arreglo a la naturaleza 
y alcance de los servicios prestados al Estado por cada jubi- 
lado, punto que siguió siendo regido por las disposiciones de 
la ley orgánica de la Armada. 

Observa y deja a salvo todos los derechos correspondien- 
tes al Gobierno contra el actor con motivo de un cargo que 
ha sido formulado administrativamente. 

En cuanto a la reserva hecha en el otrosí del escrito de 
demanda sobre cobro de diferencias, en concepto de la equi- 
paración ile Ins pensiones de los retirados con el haber de los 
militares en actividad, ya existe pronunciamiento definitivo 
do la Cor t«' Suprema en la causa del Coronel Ojeda. 

En mérito de todo lo cual solicita se desestime con costas 
la acción deducida. 

Y considerando: 

Que estableciendo mi orden lógico de prelación correspon- 
de tratar en primer término la defensa de incompetencia de 
jurisdicción opuesta por el Kr. Representante de la Nación en 
cuanto a la prescripción a (pie se acogió el Gobierno por el 
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decreto de Fecha 11 de agosto di" 1939, por entender que sobre 
el inmto no se han cumplido las exigencias de la ley 11.634. 

Dicho decreto fué dictado a raíz de un redimió formulado 
por d actor para que se le re i ntegru.se a la situación que tenía 
con anterioridad al decreto del Gobierno Provisional del 12 de 
noviembre de 1930 y tus le liquidaron las mena calidades atra- 
sadas que se le adela 1 ¡iban. 

En úl se. reconocieron los derechas tlel actor salvo en cuan- 
to a las mensual idades atrasadas que se limitaron a los eiueo 
años anteriores; quiero decir, entonces, que ha habido sobre 
el punto un reclamo, del actor y una denegatoria por parte 
del Poder Ejecutivo, con lo cual jos extremos de las leyes 
39512/11.634 lian «ido cumplidos y así se declara. 

Que en cuanto a la prescripción a que se acogió el Go- 
bierno por el decreto del 11 de octubre de 1939 y que el actor 
considera improcedente por haber mediado un reconocimiento 
expreso de los derechos alegados por el mismo, cabe obser- 
var que dicho reconocimiento fué condicionado en forma indi- 
visible al ¡lago de las mensualidades vendidas con anterioridad 
a los cinco añas, a los que habría que agregar que, con ante- 
rioridad a dicho decreto, no habría mediado ningún otro reco- 
nocimiento del Gobierno y sí en cambio, pronu lebimicntos con- 
trarios a las pretensiones del actor (expediente administrativo 
agregado). 

Que por último, en lo concerniente a la cosa-juzgada que 
según el demandado existe por haber estado percibiendo el 
65 r /c del sueldo en retiro del grado de Ingeniero Maquinista 
deslíe el año 1924 hasta el de 1930 es de advertir que el error 
do una tle pendencia administrativa como es la Contaduría Ge- 
neral de la Nación en la liquidación de sueldos, no puede ser 
fuente de derechos para el actor. No es el easo de cosa juzgada 
que, de acuerdo a la doctrina de la Corte Suprema, tiene tanto 
valor en lo administrativo como en lo judicial, pues del de- 
rivho que invoca el actor no emana de un decreto del Poder 
Ejecutivo. 

Y tanto es así que el decreto del 11 de octubre de 1939 
dispone el pase a la Contaduría General de la Nación a sus 
efectos, es decir, para que la liquidación se efectúe de acuer- 
do a la ley, que en el easo de autos, y en razón de su ascenso 
de suboficial, a oficial reduce el porcentaje de un 65 % a un 
56 %, pues las beneficios acordados por la ley 11.268 que tam- 
bién invoca no modificaron el promedio establecido por la dis- 
posición legal que regía la situación de aquél. 
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Que por último !a equiparaemn solicitada en el otrosí, es 
improcedente en razón de lo rtvuHto por la forte Suprema 
en el cnao O jed», ratificada luego, en otros pronunciamientos. 

Por las consideraciones expuestas, fallo rechazando la de- 
manda interpuesta por Manuel Pausa contra la Nación sobre 
aumento de pensión mi Miar y cobro de peso*. Sin costil por 
ra tirito et actor pudo creerse con derecho a litigar. — Miguel 
/.. Jüiitus. 

Sentencia de la Cámara 

Buenos Aires, diciembre 20 de W43. 

Y vistos: 

Siendo arreglada a derecho, se confirma, sin costas, la fen- 
t encía apelada de fs. $5, de este juicio seguido por Manuel 
Pausa contra .-1 (íubierno d.- ¡:¡' Nación, sobre pensión militar. 
Devuélvase. — Juan A. González Calderón. — Vatios del Cam- 
pillo. — Carlos Herrera. 

ÍWU.Ú UJ-: T.A COlíTK St*!MiK,\l.\ 

Ruónos Aires, 1!) do junio do 15)4-4. 

V vistos: Ki recurso de apelación ordinaria inter- 
pnesta por Manuel Pansa en juicio contra ol Gobierno 
do la Nación. ¡ t or reí n tarantín do sueldo correspondien- 
te a su pensión de retiro y pujío de diferencias entro lo 
pagada y lo di tuda; y 

Considerando ¡ 

1) Que después do un lar^o y cambiante proceso 
administrativo desdo ol retiro do Pausa en su eondieión 
dt« maquinista de 2* de la Armada — IDOÍí — en octubre 
de lí>ií4 fué ascendido, en retiro, a maquinista do en 
virtud do lidiarse cu las condiciones previstas en la tey 
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núm. 11.2Ü8 — art. 4'—. En 1Ü30 se dejó sin efeeto ese 
ascenso y a su vez, en 11 de octubre de 1939, se anuló 
el decreto anteriormente citado, pero se ordenaba el 
pago correspondiente a la diferencia de pensión a par- 
tir de los chico años anteriores, por estar preseriptas 
Jas mensualidades más atrasadas en virtud del art. 4027 
del Código Civil; y, finalmente, la Contaduría Nacional, 
que antes había liquidado el (i3 % del sueldo, en con- 
cepto de i ►ensióu de retiro, desde el decreto de 1939 li- 
quidó so'?: uente el oíi % por tratarse de un oficial, ca- 
tegoría que corresponde al ingeniero Maquinista de 3'. 
Diseonl orino con esa prescripción y con esa retasa del 
porciento de la liquidación, formuló la reclamación nd- 
m i ais t ni 1 iva prevista en el art. 2 de la ley núm. 3952 y 
no habiéndose pronunciado el Poder Ejecutivo, entabló 
la acción judicial en examen, fundándose en que no co- 
rresponde la prescripción del art. 4027 del Código Civil 
porque el mismo decreto que 1*; establece — -de octubre 
11 de 193&— dice: "Art. 1? Anúlase el decreto de 12 de 
noviembre de 1930 que dejó sin efecto al de fecha '28 de 
octubre de 1924, por el cual se ascendía al empleo de 
Ingeniero Maquinista de 3*, en situación de retiro, al 
M'H-iinico 2>, retirado, Manuel Pausa, por aplicación del 
art. 4» de la ley N' 11.2GS", y por lo tanto, ello importa 
la interrupción que menciona el art. 3989 del Código 
Civil; y en que las liquidaciones anteriores de la Conta- 
duría, a base del 6o % del sueldo en actividad, hacen 
cosa juzgada por tratarse de una repartición autár- 
quica, citando en segunda instancia el caso Martí v. Ca- 
ja de Jubilaciones*' publicado en Jurisprudencia Argén* 
fina, t. 72, p. 8í¡4 — fs. 47. 

IT) Que contestada la demanda en sentido contra- 
río a las pretensiones del actor, el Juez Federal falló 
la causa — en consonancia con lo sostenido por el repre- 
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sentante de la Nación, fs. 15, 35— fallo confirmado por 
sus fundamentos por h Cámara Federal — fs. 51. 

111) Que a dichos justos fundamentos, cabe agre- 
gar: a) que la Contaduría General de la Nación no es 
una repartición autárquica cuyos pronunciamientos ha- 
gan cosa juagada según lo declarado por esta Corte en 
el citado caso Martí, pues ni nombra su personal, ni 
fija su presupuesto, ni sus dictámenes sobre imputa- 
ción, liquidación y pago de sueldos y gastos tienen efec- 
to sino con la aprobación del Poder Ejecutivo — arts. 16, 
17, 18, 21, 25 de la ley núm. 428—; b) que la circuns- 
tancia de reconocerse un derecho en litigio no importa 
prescindir de los efectos de la prescripción y por eso, 
constantemente, esta Corte, en casos de sentencia favo- 
rable a un reclamo y anulación o revocación de actos 
administra ti vos limita la efectividad de los cobros a los 
plazos o términos no afectados por la prescripción — Fa- 
llos: 182, 57; 181), 213; c) que la ley núm. 11.2GS, en cuya 
virtud fué ascendido Pausa, no modifica la norma de 
la ley orgánica de la Armada sobre el porciento a liqui- 
darse sobre el sueldo en actividad para los retirados, y 
así pura tropa fija el Cíi % y era lo que le correspondía 
al apelante con anterioridad a su ascenso a oficial en 
1924 — conf., art. 12, tít. III, ley 485fi. 

En su mérito se confirma la sentencia recurrida, sin 
costas. Hágase saber y devuélvanse, reponiéndose el pa- 
pel en el juzgado de origen. 

Tinturo Hkí'KTTo — Antonio Sa- 
oaiíxa — Luis Linabes — B. 
A. Nazah Anchouk.va — F. 
Ramos Mejía. 
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NACION* ARGENTINA v. JUAN A. RODRIGUEZ 
mCUMQ EXTRAORDINARIO : Aegafcfe* j,™,,™. Ufesobfef*, 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia por Ja cual el juez federal cu lo civil y comercial 
ante guien se ha promovido juicio de apremio por el im- 
puesto o multa, se declara incompetente por entender que 
su conocimiento corres ponde ni juez federal en lo crimi- 
nal del miarno lugar t 1 )- 



ALVARO GIME NO v. PROVINCIA DE SANTIAGO 

DEL ESTERO 

CONSTITUCION NACIONAL: ComtitHcionalidad e inronstiUtdo- 
naltdad. Impuestos y contribuciones provinciales. Patentes. 

La patente cobrada a los acopladores de carbón de acuer- 
do con el art. P de la ley N* 1202 de la Prov. de San- 
tiago del Estero y 3' y 4' del decreto reglamentario es 
inconstitucional ( 2 ). 

PAGO: Pago indebido, Protesta. Alcance. 

La protesta debo ser si muí tunea o anterior al pago del 
impuesto cuya ilegalidad o ínconstitucionalidad se im- 
pugna 



RAUL DIRLÍBE v. NACION ARGENTINA 

JUIi ILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Jubilaciones. 
Determinación det monto. 

Para determinar el monto de la jubilación eorrespondien- 
to al percute de una sucursal del Banco de la Nación Ar- 
gentina, debo computarse el valor locativo de los edificios 
ocupados por el misino en ese carácter, asi comn las com- 
pensaciones (jim di elm institución le acordó en varias opor- 
tunidades por trabajos extraordinarios. 



P) JO «lo .jimio do HM4. Fallo»; 119, 13; 127, .114: lSfi, 35 

(2) líl do junio dt* 1Ü44. Tnllos: 173, OH. 

f ) Fallos 183. Slfl y 45 1; ISf, 548; 105, 250. 
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Skntevcia DH Jl'EZ FEDERAL 

Buenos AiWfij octubre 4 de 1943. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados: "Dirube 
Raúl v. Gobierno de la Nación -s. pensión'", de los que resulta: 

1* Que a fs. 3 se presenta el actor deduciendo formal 
demanda contra el Superior Gobierno de la Nación para que 
se le amplíe su haber jubilatorS (ley N T 4349), cu mérito 
de las sijTiiionte« consideraciones: 

Dice que ha prestado servicios en el Banco de la Nación 
Argentina hasta el mes de diciembre de 1939, fecha en que 
so acogió a los beneficia de la jubil ación. Que la Caja en 
la oportunidad señalada le ucordó el beneficio solicitado pero 
no le reconoció como parte Integrante de su sueldo el valor 
locativo de la casa habitación ijtie el Uaneo proporcionó duran- 
te su permanencia en el cargo de Gerente, ni tampoco le compu- 
tó los emolumentos que en carácter de compensación por tra- 
bajos extraordinarios se le liquidaron durante los últimos diez 
años. Sostiene que ellos han formado parte integrante de su 
sueldo do conformidad con el criterio legal establecido por el 
art. 1' de la ley N* 11.923, ('i ta jurisprudencia que hace a su 
derecho, hace un.i serie do consideraciones tendientes a con- 
firmar este criterio y pido en definitiva que se le reconozca 
la diferencia de su haber jubila! orto por los conceptos seña- 
lados y que previo cargo se le liquide desde la fecha de su 
jubilación la diferencia de haberes que le corresponde con in- 
t'Tescs y costas. 

2* Declarada la coinpeteneía del juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al Poder Ejecutivo por intermedio del 
Ministerio del ramo, a l's. <"»3 se presenta el Sr. Procurador 
Fiscal. Dr. Víctor .T. Panlocei Cornejo, contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Afirma que los rubros 
correspondientes al valor locativo de la casa habitación, asi 
como las retribuciones extras que percibió el aelnr durante el 
desempeño del cargo de Gerente en el Banco de ln Nación Ar- 
gentina no son conmutables a los efectos solicitados. Sostiene 
ano la easü habitación se le ha acordado, por razones do ser* 
vicio pero no como parte integrante y constitutiva del sueldo. 
Niega también que los emolumentas extraordinarios percibidas 
sean eom potables de acuerdo con lo dispuesto por el decreto 
reglamentario de la ley. Hace luego una serte de cónsul erario- 
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nes más én este mismo sentido, a<rre<;a que la jurisprudencia 
quo se cita en el escrito de demanda no es aplicable ni cnsn de 
autos por tratarse de flitunf ioiif'w rlifcrentcs y pide en definitiva 
el rechazo de la acción con costas. 

Considerando: 

V Que He¡?ún resulta de los términos de los escritos de 
demanda y responde (fs. 3 y 5:1), | que se discute en antas 
e*: I ix cuestión relativa, a si, en el caso ocurrente, el valor loca- 
tivo de la cnsa habitación qne se le proporcionó al actor du- 
rante el desempeño de su ear«o y Iijs emolumentos nuc por 
trabajo extraordinario percibió durante los últimos diez años 
son com puebles a los efectos de la jubilación como lo sostiene 
i^te. o si por el contrarío ellos deben considerarse como remu- 
neraciones extraordinarias extrañas en absoluto al sueldo. 

2* Que de las constancias de autos resultan acreditados 
los sijruiciites hechos: 

n) Que el Banco de la Nación proporcionó al actor du- 
rante los últimos lt> añns que prestó servicios en esa entidad, 
como fi érente, la casa habitación donde residió, envo valor lo- 
cativo osciló entre $ 120,00 % y entre ft 150 00 % mensuales 
( ver informe fs, 21); que es norma penernl acordar este be- 
neficio n los funcionario* de su categoría; que aun cuando no 
hay re-íla establecida, en los casos individualizados en el in- 
forme de fs. 7Í1/77, el Bnneo, en razón de que las locales co- 
rrespondientes a las n prendas N* 8 y 11 no reunían las como- 
didades necesarias a los efectos de alojar ni Gerente, se liquidó 
mensn til mente una suma destinada al papo de alquiler. 

b) Que es común acordar ni personal, en el mes de di- 
ciembre de caria año, nnn suma variable en concepto de retri- 
bución esnecinl en paco de las horas de trabajo extra. 

3* Que frente a los hechos comprobados y de conformi- 
dad con c] eríterio fc^al establecido por la lev (ver nrt. 1* de 
la íey \* 11.923, modificatorio del flr t 4* de la ley N" 4349) 
en b que se refiere al concepto de sueldo, el suscripto se inclina 
por la aceptación del reclamo intcntndo en esta acción. 

La forma normal y peneral en «pie se acuerda la casa 
habitación a los funcionarios de la categoría del actor demues- 
tra acabadamente que en la pr'i etica ello se ha convertido en 
un beneficio especial míe complementa el sueldo entregado al 
interesado en forma do especie. Ello induce ; .J suscripto n 
nceptnr en consecuencia oue el rubro del valor loentivo de In 
casa habitación debe considerarse como parto constitutiva del 
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sueldo a los efectos do la jubilación, ya que la ley incluye 
dentro do este concepto aporte do lo que específicamente cons- 
tituye la retribución, "cualquier otra remuneración que per- 
ciban las perdonas comprendidos dentro del art. 31 de la ley 
(ver art. 1\ ley 11.923). El mismo criterio se mereee el ru- 
bro correspondiente al pago de las horas extras que se acos- 
tumbra abonar anualmente, a los empleados por ese concepto. 
La periodicidad y regular seguridad del cobro de esos emolu- 
mentos permitan atribuirle las earae teres de una remunera- 
ción normal que, aunque reglamentariamente no lo es* la prác- 
tica constante le da ese carácter. Sobre el particular conviene 
recordar y repetir en esta oportunidad lo que dijo la Suprema 
Corte de la Nación iti rfi: "Ver no upo Lima v. Gobierno de la. 
Nación (ver Palios: t. 185, p. 53; de 20 de octubre de 1930) 
respecto al cor repto lepa! del sueldo a los efectos jubilatorios. 
El pnveyento se remite como mejor fundamento a los conside- 
randos i 1 referido fallo y en especial a la parte que se refiere 
a la lim'-ai ón pie corresponde atribuirle al art. 16 de! De- 
creto R ub eí titario de la ley N» 11.92:1 en lo relativo al 
alcance J< dicho precepto reglamentario. 

4* k¿\ib tampoco se estima viable la articulación promo- 
vida por la demandada en su escrito de responde (fu. 53) y 
que se funda en el art. 9' de la ley 11.923 que dice: "En 
ningún caso .se computarán servicios posteriores n la presente 
ley por los (pie no se hubiera efectuado aportes correspondien- 
tes en la oportunidad del cobro. Fíjase el plazo de un año 
desde la promulgación de la presente ley, para que los funcio- 
narios, empleados y obreros comprendidos en ella, que no hu- 
biesen sufrido descuento sobre el total o parte de sus servicios, 
soliciten fie la i -ja la formulación del cargo correspondiente'*. 
Como puede advertirse, la ley se refiere expresamente a los 
''servicios*' sobre los que no se hubiera contribuido. Pero es 
el caso, como lo hace notar la actora en su alegato de fs. 81, 
que en el sub judiar no son materia de juicio, de manera que 
la inaplieabilidad del referido precepto legal es evidente. Y si 
a ello se agrega que las rubros que se pretende agregar al 
sueldo a los efectos del haber jubila torio provienen de los mis- 
mos servicias que han servido de base para el otorgamiento de 
la jubiljieióti que motiva esta litis, la inaplieabilidad señalada 
se evidencia doblemente, porque con ello queda demostrado 
quo lo que se persigne en el caso ocurrente no es la computa- 
ción de determinados servicios para ser acumulados a los ya 
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minados rubros dentro del haber jubilatorio correspondiente 
a los servicios que se le han reconocido expresamente. 

Por Jas precedentes consideraciones, fallo: df-darando que 
el Uobiemo de la Nación deberá reconocer al actor señor Raúl 
Di ni be, el derecho a que ese le computen a los efectos de la 
jubilación los haberes que percibió en concepto de casa habi- 
tación y pago de horas extras durante los últimos diez años y 
cu consecuencia deberá abonarle las diferencias que por ese 
concepto ha dejado de percibir desde la fecha de su jubilación 
(6 de diciembre de 1939) (ver fs. 16) más los intereses al 
estilo de los que percibe el Banco de la Nación Argentina (6 %) 
sobre la suma adeudada por c.se concepto desde la fecha de la 
notificación de la demanda, sin costas teniendo en cuenta las 
cuest iones particulares del caso que se resuelve. — Alfonso E> 
Poccard. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, marzo 15 de 1944. 

Considerando : 

Que el art, 1* de la ley 11.923, al modificar el inciso 1 del 
art. 4 de la ley 4349 no ha limitado al sueldo propiamente di- 
cho el descuento a practicar para contribuir al fondo de la 
Caja sino que lo ha hecho extensivo a los jornales o cualquier 
otra remuneración que perciban las personas comprendidas en 
el art, 2 do la ley; correlativamente debe establecerse entonces 
que esas otras remuneraciones por las cuales los afiliados su- 
fren descuentos, deben computarse para la fijación de su 
haber jubilatorio, sin que ello importe, como lo pretende la 
recurrente que en esa forma quede modificado el sueldo pro- 
piamente dicho fijado por la ley de presupuesto. 

Por ello y sus fundamentos se confirma sin costas la sen- 
tencia de fs. 102, modificándosela en cnanto fija un determina- 
do porcentaje de interés, el que deberá liquidarse al tipo que 
cobra el Banco de la Nación Argentina, en estos autos seguidos 
por Raúl Dirube contra el Gobierno de la Nación. Devuélva- 
se. — Juan A, González Calderón. — Carlos del Campillo. — 
Edunrdo Sarmiento. — Ricardo Villar Palacio. — Carlos He- 
rrera* 
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Buenos Aires, 21 de junio de 11)44. 

Y vistos: Los autos "Dirube Raúl v. Gobierno fie 
la Nación, sobre jubilación", venidos de la Cambra Fe- 
deral de la Capital por vía del recurso extraordinario. 

Por sus fundamentos y de acuerdo con la doctrina 
sustentada por esta Corte in ret C. S. 180-53, se confir- 
ma la sentencia de fs. 120 en cuanto pudo ser mal cria 
de recurso. 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal de origen, 
donde se repondrá el papel. 

Antonio Sagarna — B. A. Na- 
zab Anchohena — F. Ramos 
Mejía. 



FRANCISCO FUGAZZA 

PRESCHIPCIOX: Prescripción en arteria pewtl. Interrupción, 

Es improcedente la prescripción de la acción penal cuyo 
plazo venció inmediatamente después de dictada la sen- 
tencia condenatoria ele la Corte Suprema de Justicio de 
la Nación, insusceptible de recurso alguno y firme por con- 
siguiente, desde que se la dictó (21 de junio de 1044). 
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MARI A A. ÜEAZLEY DE HOMERO Y OTROS v. 
DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD 

REVV USO EXTRAORDINARIO: Requvtito* fórmale*. Introduc- 
ción ue h cuestión federal. Forma. 

La introducción de la cuestión federal en el juicio no 
requiero términos sacraménteles ni fórmulas especiales; ¿ 
btista pura ello la mención oportuna y concreta del dere- 
cho íedera 1 en que se funda el interesado. 

RECURSO EXTRA ORDINARIO : Resumios propio*. Cuestión fe- 
deral. Citeslimics federales simple*. Interpretación de la Constitución 
National. 

Procede el recurso extraordinario fundado en el art. 17 
de la Constitución Nacional contra la sentencia que, en 
una causa sobre expropiación inversa seguida contra la 
Dirección Nacional de Vialidad, niega a los dueños dere- 
cho a cobrar intereses sobro el precio del inmueble porque 
en la focha en que Ja tierra fué incorporada por la de- 
mandada a la obra pública, aquéllos no tenían ta posesión 
de la misma por haberla tomado con anterioridad la Mu- 
nicipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propio». Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples, Interpretación de tus leyes fede- 
rales. Leyes federales de carácter procesal. 

Es irrevisibíe por medio del recurso extraordinario la 
conclusión de la sentencia de una cámara federal fundada 
en la inexistencia de cosa juzgada, según la enal la con- 
dena al pago de intereses desde deler minada fecha, dic- 
tada contra quien corresponda, en un juicio de reivindi- 
cación de un terreno seguido contra la Municipalidad de 
la Ciudad de Buenas Aires ante la justicia ordinaria de 
la Capital, carece de valor en el juicio sobre expropiación 
de dicho terreno promovido por sus dueños contra la Di- 
rección Nacional de Vialidad ante la justicia federal. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federóles. Exclusión de las cuestiones de hecho. Expropiación. 

Las conclusiones de la sentencia apelada según las cuales 
la apertura y habilitación de calles y. en general, la ocu- 
pación por la Municipalidad de terrenos que después fue- 
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ron incorporados a una obra pública por la Dirección 
Nacional de Vialidad, no so hizo en cumplimiento del art. 
2 de la ley 430G sino con otros fines, son irrevisibles por 
medio del recurso extraordinario y bastan para justificar 
la denegación de intereses sobre eí precio de esos terrenos 
durante el período anterior a su incorporación, por la 
mencionada Dirección. 

INTERESES ■ Reludón jurídica entre partea. Expropiación. 

La Circunstancia do que en la focha que el terreno objeto 
del juicio de expropiación fué incorporado por la Direc- 
ción Nacional de Vialidad a una obra pública, sus dueñas 
no tuvieran la posesión del mismo por haber sido priva- 
dos de ella por la Municipalidad de la Capital Federal, 
no IfH priva del derecho a cobrar a la mencionada Direc- 
ción los intereses sobre el precio desde la fecha en que 
se produjo la incorporación. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propia. Cnestté* fe- 
deral. Cnrriioues federal?* f imples. Interpreta, iún de las leyes fedé- 
rate.*. Leyes fedérale* de rarácter proeeail. 

La cuestión referente al papo do las castas del juicio de 
expropiación, así como del pleito sobre reivindicación que 
la prec-dió, es de naturaleza procesal y ajena al recurso 
extraordinario. 



Si:nti:x< j.\ del Juez Fedekal 

Buenos Aires, septiembre Ift de 1341, 

Y vistos: Estos autos para resolver en definitiva el juicio 
seguido por Da. Müría t lea 7. ley tic Romero y oíros contra la 
Dirección Xaciomd de Vialidad por cobro de pesos provenien- 
tes de expropiación; y 

Resultando: 

Que a fs. f>á sp presenta el Rr. Vicente Ferníinile^ Mnli- 
nnri en representa 'i ón de María Antonia B^azloy de Romero, 
Ana Mayohro fie (¡reen. María Tíinacia Beazley. Matilde B<mz- 
ley de Kelsey. Rodolfo F. Beazley. Dn masía Sáenz Valiente 
de Bnrreto fsn sucesión )„ araría Helia Mullirán de Vedova, 
Alberto José Wdnya y Rafael López Oors, iniciando ile manda 
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por cobro de la indemnización correspondiente a le expropiación 
tic toa terrenos Ocupados por calles laterales y transversales 
y que fueron incorporados por la Municipalidad de Ja Capital 
al dominio público, desde fines de] año ]!):]! v que se ludían 
comprendidos dentro del polífono que f i mira cñ el plano de fs 
"ti con las letras K. IX P. O, II. y E. con oxebUón de los 
macizos centrales [oh cuales fueron oportunamente expropiados 
por la demandada en el juicio seguido eoutrn Da. [guacia 
Espinosa de Lyneb y que bajo el m'im. 254 se tramitó ante 
este mismo Juzgado y Secretaría actuaría. 

Que h efectos do demostrar el titulo y el derecho de los 
actores al dominio y pascsióii sobre dichos terrenos ocupados 
por las calles, se efectuó e| correspondiente juicio de reivin- 
dirnción contra I» Municipalidad de ta Capital por ante el 
Juzgado Civil del Dr. Mendou : a paz, Secretaría Dr. Dungc 
Camilos i lee I ¡irá mlo.se en tales mitos el reconocimiento de e*o>¡ 
derechos y la obligación por quién corresponda de la indem- 
nización del precio más |ns interese» desde la fecha de la 
des liases íón sobro la totalidad del mismo. A raía de ello «e 
inicia el presente juicio de expropiación indirecta contra la 
demandada por el precio e intereses desde el 31 de diciembre 
de 1931 JVeba de bi efectiva desposesión fijada judicialmente 
en las autos rei vindicatorios, y las costas fie aquél v del pre- 
sente juicio por estar ellas comprendidas dentro del precio 
indeinnizatorio. Fundan sn derecho en la ley 189, arte. 2511 
y concordantes d*'l C. Civil, art. 17 Constitución Nacional v 
leyes nacionales 208!), 4506* y 12.134. 

Que corrido traslado, la demandada se allana a la expro- 
piación y en cnanto al precio de la misma ofrece darlo en la 
audiencia correspondiente. Con respecto al papo de los inte- 
reses desdé el 31 de diciembre de 1931 niega derecho al actor 
para reclamarlos por cuanto la Dirección Nacional de Vialidad 
nA realizó desposes jón forzosa alguna, puesto que la posesión 
halda sido abandonada por la actora y por no ser la Dirección 
Nacional do Vialidad, sueesora universal de la Municipalidad 
de la Capital, pues contra esta última repartición fué dictado 
el ffdlo que declara corresponder el pago de intereses. 1 tfi mi- 
men f o niega derecho a la actora a percibir costas del juicio 
KCfjiiidf) contra la Municipalidad y del presente por no haber 
mdn parte bt Dirección Nacional de Vialidad en el primer caso, 
y porque en el presento, el criterio para la imposición de 
costas debe resultar de !a conjugación de] art. 18 de ¡a ley 180 
con Ion principias generales de la materia. Pide se declare 
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transferido el dominio de lo expropiado a favor Je la Nación 
y rechace la demanda en cuanto reclama el pago de interesca 
y costas anteriures, con costas. 

Que a fs. 101 In parle demandada ofrece como precio 
de las fracciones en juicio el precio básico fijado por la Cámara 
Federal, de $ 6.G1 %. por un tro cuadrado en el juicio de expro- 
piación de los macizos centrales y este precio es aceptado por 
la actora. A raíz de ello la ofertante deposita, consigna y dfi 
en pairo dicho precio como consta a fs. 110, el que es aceptado 
por los actores, dejando como única materia de esta litis, las 
cuestiones planteadas sobre las intereses a partir del ¡ti de 
diciembre de 1031 y las castas del juicio reivindicatorío, pi- 
diendo costas por estos autos. 

Considerando : 

Que de acuerdo a lo sustentado en la demanda el cobro 
de intereses que se persigue en esla litis, obedece 1 , scrún así 
sostienen los actores, al hecho de que habían sido despojados 
por la .Municipalidad de esta Capital, de la posesión de las frac- 
ciones señaladas en el plano de fs, 85, para ser destinadas a 
salles públicas, las que más tarde, al darse comienzo a la eje- 
cución de las obras autorizarlas por las leyes 20811. 4á0fí y 
12.1:14. «Hieda ron enm prendidas por la Avenida. En la senten- 
cia recaída en el juicio reivindicatorío contra la Municipalidad 
de esta ciudad y que se siguió a raíz de dicho déspoto, se 
fijó como fecha de la desposesión, el día ÍU del mes de diciem- 
bre ih'l año l!»3t. fecha desde la cual xe mandó pagar ¡ntere- *s 
sobre la totalidad del precio fijado como i ndemn i/ación, "por 
quien corresponde", como reza el fallo civil de marzo de 
1Í140. 

Qin> según se desprende de la referida sen t cítela, la niNma 
versa sobre una acción resarcir i va contra la Municipalidad, 
por actos de ocupación de terrenos privados. reaí i zafios con 
presrtnd encía al soluta de la construcción de la Avenida de 
Circunvalación, pues la demanda se funda en los arts. 2~r>fí, 
251 3. 2772. 2770 y concordantes, pnr lo que de**-» entenderse 
que tos intenses allí r< 'conocidos, sólo pueden referirse a esa 
situación de hecho especial, oue ha sido matera del nlejto y 
en nhuriín caso » la expropiación desde que era ajena al mistó 0. 

La desposesión contemplóla per Ta ley 1S0. rs la une en 
fornia especial y directa se real'/a con motivo de la obra publica 
oue ta provoca, como en el Wf6 Ufe, la Avenida fíen "al Paz, 
sin que pueda anexarse a ella la consumada por la Municipa- 
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lidnd sobre los mismos bienes, por el extraño objeto que la 
determino. 1 

El juicio de expropiación ™ el orden do las obras públi- 
m ac la Naeiom que por expresa disposición del art, G* de la 
lev de la mnterm núui. 18!). es de competencia de los jueces 
federa es, se caracteriza por su unidad procesal, exclnyente de 
odas las acciones extraña* al mismo (art. 14) a fi„ de que el 

í 1 ir 7?"* e " wna \ mtca amencia, conforme lo dispone 
ol art. ]íí, f lje en una sola y piolín [ i ndemn lición, todas los 

BEST* ' V qxie mn & U expro- 

Dentro del concepto -enera! de indemnización v del es- 
pec,«I perjuicio a que alude | a ley, ^táu comprendidos los 
intereses, como equivalentes al producido del capital de que 
se ha yrsto privado el propietario con anterioridad a la nV 
elnrncmn de transferencia del dominio y efectivo pn"o del 
precio compensatorio. 

Este principio, q,,<, fionde a lograr conforme lo manda ln 
para ni m constitucional de amparo al derecho de propiedad 
que la indernntwieinn sea justa y equivalente al bien adquirido 
no sena de cumplimiento positivo si como lo pretenden los 
actores la indemnización pudiera integrarse con rubros especi- 
ficados por jueces incompetentes, en litigios extraños a la ex- 
propiacn.n misma. Nada relativo al rubro de la indemnización 
y tos perjuicios nti upen tes n la expropiación, puede ser exclusivo 
de la jurisdicción, del juez de la expropiación, desde que es el 
único competente para rcpulnr la aplicación del art 16 de la 
ley Si este principio pudiere sufrir alteración nomo en 
el caso .pretendido en mit.«. se privaría al juez de la expropia- 
cmn. de fijar, como fe compete, la feeha cierta de la despo, 
sesión provisoria del inmueble, meando esencial al juicio y a 
la indemnización. J 

Que si como pretendo la parte actora, la cuestión «ith lite 
debe resolverse de conformidad al texto de la sentencia re- 
carda en la jurisdicción ordinaria de la justicia civil cabe 
afirmar que de su texto dispositivo no se desprende tal eie- 
cutonedad en contra de la Dirección Nacional de Vialidad 
en furnia que desvirtúe los principias precedentemente enun- 
ciados. Dicha sentencia tiene solamente un alcance declara- 
tivo, pueslo que ni expresar que el precio y los intereses serían 
abonarlo* por qmm rnnvs panda, no se resuelve condena albi- 
na contra persona determinada, 

Por la despasesióu que en dicha sentencia se reconoce con- 
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BU mu por la Municipalidad, sin relación alguna con la eje- 
cución y cumpl i miento de las leyes Ü089 y 4506, podrían los 
actores responsabilizar n aquella entidad pur el concepto "'por 
quien corresponda" de la sentencia invocada, pur les ¡ingreses 
quu se declaran de vengables desde el 31 de diciembre de 1931. 
En ningún caso podría interpretarse (pie dichos intereses ochen 
afectarle al costo de la Avenida O ene ral Taz, desde que en 
estos autos está acreditado a fe. 141 vtu. que la Dirección Na- 
cional de Vialidad nu tomó poses ióti de dichas fracciones de ca- 
lles sino en diciembre 1* de 19;i7, en que dio comienzo a las 
obras ¡sobre ella. Con anterioridad- a su incorporación a la 
obra, eu la misma forma que la generalidad tic Jos transeúntes 
solamente las usában como calles libradas al uso público. 

Plenamente probado contó se baila en autos que el hecho 
del destino público dado a las parcelas laterales (hoy partes 
integrantes de la Avenida) fué consumado por los propios 
actores, no es admisible bajo ningún concepto, que dicho des- 
tino público, (pte en principio sólo consulta el propio interés 
privado de los propietarios, pueda vincularse a la ocupación 
necesaria derivada de la expropiación, para la ejecución de 
dicha avenida, realizada muchos años después. 

Que la prueba del aserio precedente, no sólo está acredita- 
do por los fundamentos jurídicas expuestos en el erudito y 
convincente alegato do ta parte demandada, sino también por 
la abundante y unánime prueba aportada en estos autos. 

Los propios actores en su escrito de demanda dicen a fs. 
68, prestaron su eonformidnd al perito agrimensor D. Paulino 
Silva, para que no incluyera en el loteo aprobado del plano 
uhrante a fs. 9ü de la testamentaría de la causa habiente de 
los actores, Da. Iguaria Espinosa Lynch, fallecida en 1 889, 
euyn plano data de junio del año 1891, todas las fracciones 
que ocuparla la Avenida General Paz de jándolas así, "con una 
sensatez elemental", en condominio indiviso hasta la oportu- 
nidad de su afectación a dicha obra pública. 

La-; operaciones de venta de lotes que muchos años antes 
do la iniciación y trazado de la Avenida, realizaron los ac tares 
Sobre esa franja dejada libre de reparto y en condominio, de- 
muestran acabadamente la afectación definitiva al tránsito 
público tpn* sus mismos propietarios hicieron de dichas frac- 
cionen laterales hnv cuestionadas. 

El tránsito público en dicha zona reservada para la ave- 
nida, se estableció -'¡i realidad con anterioridad a las venias 
do lotes efectuadas sobre dichas franjas, que datan más o me- 
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nos desde el año 1022. pues así lo testimonian los vecinos del 
lugar que deponen a fs. 1.61, 1 02, 1G2 vtn., 11*3, quienes cono- 
cen, respectivamente, abierta ni tráfico de carros y tranaeún- 
tivi, dicha zona en condominio desde 11)1:1, 1!)1S, 1!Í14 y 1917. 
En las actuaciones testimoniadas obrantes a fs. 3 y siguientes 
prov« Dientes do un juicio reivindicatorío seguido también por 
los actores contra la Municipalidad sobre zona vecina a la im- 
plicarla en autos, refiriendo a fs. 4(1 íok peritos nombrados 
para i'i estudio de Loa ¡tnt réntenles de hecho en buso a los pía* 
nos del ingeniero Silva y a I's. 4tí vta, el Sr. Juez de la cansa, 
al dictar sentencia, reconocen ambos la existencia de ealles y 
senda* formadas en |o.s ií*»,s bordes laterales del espacio reser- 
vad" para la avenida por donde transitaban los vecinos. 

Por informe de la Oficina de Contribución Territorial, 
obrante a fs. I05.se establece que con anterioridad al año 1D13 
y posterioridul a lili ó. las actores no lian pngado contribu- 
ciones por no figurar inscripta dicho zona en razón de ser 
considerada vía pública. 

La razón dé 3a afectación de dicha zona al tránsito pú- 
blico. Como se aprecia por lo expuesto y por la evidencia que 
ofrecen las ventas de lotes efectuadas por los actores sobre 
una calle voluntariamente abierta, pone bien en claro la au- 
sencia de toda ocupación directa de la autoridad, cu relación 
a la obra de la Avenida fien eral Paz. Los lotes ven ti idas y la 
ocupación inmediata por sus nuevos dueños sobre una calle 
inexistente y sin posibilidad de salida a calles vecinas, como 
son los lotes 4, 5, 6. 10. manzana B. y lo* lotes 1, 2. 3, 4. y 
5 de la manzana t\ del plano de fs. 151, hechas confirmados 
pnr el informe ¡Jal Registro de fa Propiedad de fs. y ase- 
verado en sus declaraciones de fs. 161, Hi2. 10*2 vta. y 163 
vtn. por los mininos comprado res. en que afirman que sus com- 
pras dü tan de los años 1A22, 1024. lí)26. son elementos con- 
vincentes y demostrativos de que son los propios actores quie- 
nes dieron afectación publica a la zona lindera con el frente 
de los Intes enajenados, como vínica manera de hacer efectiva 
la realización del fraccionamiento y su transferencia a terceros. 

La sol., enunciación de estos hechos incnestíonahlcs. llevan 
a la convicción de que ¡a afectación al uso público de las zonas 
laterales señaladas en el plano do fs. 154, no ha sido provo- 
cada en sn oricen por acto aliono de autoridad alguna, pues 
existe un acto de afectación pública voluntario, ejecutado por 
sus dueños a fin de realizar un loteo sobre una zona aun «o 
demarcada, pero predestinada a la Avenida de Circunvalación 
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La naturaleza y efectos jurídicos de esta afectación de 
tierras privadas en nao público realizada per sus propietarios 
ha Mdo erudita mente caiifienda y evidenciada por la deman- 
dada en su alefato de fe. 194, por lo que e! suscripto acep- 
tando las conclusiones allí expuestas, declara improcedente e 
inexistente la oeu pación y des posesión que a las fines de las 
leyes 2089 y 459G *e atribuye a la autoridad pública, con el 
fnt de hacer derivar de ella, el curso de las intereses re-dadas 
por el art. 1G de lu ley 189. 

Que la facultad exclusiva acordada a la justicia federal 
en las expropiaciones de las leyes 4506 y 12.134 para fijar el 
monto total ele la indemnización, como "comprensivo de todos 
los conceptos autorizados por el art. 10 de la ley 189, resol- 
tarta enervada si fuera dable admitir la tesis 'do la parte 
actoro, acerca de que también un juca de extraña jurisdicción 
puede predeterminar con antelación al juicio de expropiación 
la fecha de la efectiva toma de posesión del bien expropiado. 
En tal caso la jurisdicción exclusiva del juez competente, como 
queda dicho, sería enervada por la decisión tle nn juez incom- 
petente, dictada en causa ajena al juicio de expropiación. 

La competencia exclusiva de la juslicia federal para cono- 
cer di- la causa sah i ¡te, resulta de la naturaleza de la ley 
contrato interostadual, que reviste la ley 2089. por ser una 
obra pública nacional abonada con tesoro" de la Nación, segfal 
el art. 1* de la ley de obras públicas n* 775 v art. fi* de la 
¡ey 189 y por ser una rr partición nocional, la* Dirección Na- 
cional de Vialidad, .sujeta al fuero Tederal. Además, en el 
easn suh tih así lo ha reconocido la Porte Suprema, en su 
fallo do competencia, registrado en t. 179. pá^. 293. 

Que de acuerdo a lo expuesto, a los término.") en que ha 
quedado trabada In l í+ is y ante la facultad privativa e im- 
prórrogabte de los jueces federales para ejercitar su jurisdic- 
ción y competencia con exclusión de la justicia Ineaí art. 12 
ley 4$. art. 1* ley 50 y art. ti' ley 189. de poderle admitir 
que ía decisión *obre payas de intereses derivadas de la ex- 
propiación suh litf cu ta forma que han .sido reconocidos por 
la justicia ordinaria civil de esta Capital en su sentencia de 
marzo líl de 1910 recaída en juicio reivindicatorío seguido 
contra Ja Municipalidad, necesariamente comportaría la con- 
secuencia procesal de enervar la jurisdicción y competencia 
que al jiic/. federa! compete en virtud de los afta. (í T y 1« de 
ta ley 189. Dicha cuestión procesal, implicada por el'planteo 
do la litis, en cuanto atañe a la jurisdicción y competencia 
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federal, obliga n) suscripto decidir si los efectos de la cosa 
juzgada tío una sentencia dieluda por un tribunal local sin 
jurisdicción id competencia, y en que tos actores fundan su 
derecho, tiene alcance extintivo sobre lu jurisdicción y com- 
petencia que el nrt. 100 de lu Constitución Nacional *y art. 
12 ley 4& art. V ley 50 y art. ;V ley 18!), confieren a la jus- 
ticia federal en forma exclusiva. 

Que si bien es cierto que debe considerarse como princi- 
pio consagrado el de que la cosa juzgada, según la ley 3 — tít. 
37 — libro IV, de la Kecop ilación en vigencia, no admite ex- 
cepción alguna que embargue» su cumplimiento, debiendo toda 
pretensión a este respecto ser desechada in-limine (C. Sí t. 5-73 ), 
comii así también ol que el examen de los procedimientos se- 
guidos por ante la justicia, por ante los jueces locales y la 
declaración en su caso, con motivo de una demanda ordinaria, 
de que ellos han sido contrarios a la ley y a las modalidades 
do los juicios, importaría una revisión de los procedimientos 
de dichos jueces y sería inconciliable con el precepto del nrt. 
105 de la Constitución (C. 8. t. 4-7 t. 120-36 y 224 t. 130-404 
t. 135-206; t. 136-427), no es menos cierto que dichos princi- 
pios r i gen. toda vez que la cosa juzgada resulta de procedi- 
mientos dictados en ejercicio de una jurisdicción no disentida, 
o sea, de fallos dictados por jueces o tribunales que tengan 
jurisdicción sobre las cosas y las personas a que afectan y que 
se trate de actas judiciales que no importen una extralimita- 
ción do facultades en lo relativo a la competencia exclusiva 
e improrrogable, porque ella es la base en que puede fundarse 
la validez de un fallo judicial, como quiera que la sentencia de 
UH tribunal .sin jurisdicción sobre las cosas o las personas, es 
en realidad total o parcialmente inexistente, careciendo por 
t;i n lo de eficacia como decisión irrevisible en el concepto del 
art. 7» de la Constitución (G. S. t 135-179; t. 136, 339; t. 141, 
185, t. 102, 27; t. 120, 304; t. 152, 40). 

Que nuestra Corte Suprema al fundar la doctrina de la 
inexistencia de la casa jnzgdda en las condiciones expresadas, 
citando a Cooley, dijo que .si la jurisdicción es el poder consti- 
tución aliñen te conferido a una Corte, juez o autoridad para 
conocer y decidir las causas de acuerdo con las leyes, es evi- 
dente que I»s actos y procedimientos judiciales producidos por 
magistrados incompetentes son en realidad inexistentes y ni 
la regla del art. 7* de la Constitución, ni la del art, 4* de la 
ley n* 44, podrían otorgarles la validez que originariamente Ies 
falta, pues, no se trata como dice Story de "conferir mediante 
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aquello» preceptos un nuevo poder o jurisdicción, sino si m ple- 
mento de refriar el efecto de la jurisdicción reronoeúla sobre 
personns o cosas dentro del territorio" (C. S. t. IW, 882, cons 
o , t. 141, 18;j). 

E»i virtud di- l ;t doctrina, expuesta aplicable ni aetn judi- 
cial ilutado por la ju«íicia ordinaria que se ha invocado en 
«-«tos untos, la potestad de la justicia federal resulta ev i. lente 
pura investigar la jurisdicción eon que lia conocido el inlm- 
g íe ,;| timaúmtii local; sobre materia legislada por la ley 
18Í) y atribuida exclusiva mente a la justic-j federal; en tales 
condiciones, la potestad jurisdiccional de Ion tribunales fede- 
rales para examinar sus facultades privativas deja de ser una 
mera facultad para transformarse en una positiva obligación 
constitucional, por así disponerlo el art. !íl de la Constitución 
Nacional {C. S. t. 141, pág, 189, cons. 12), 

Que. encuadrando Ja potestad ejercitada por el juez en lo 
civil en el juicio de reivindicación dentro de principios de 
doctrina y jurisprudencia expuestos, sus Facultades no kan 
podido tener otro alcance que el de reconocer la nula propie- 
dad sobre los ¡nmuehles afectado* al tránsito público y fijar 
intereses *i ellos correspondían, exclusivamente cu relación a 
loa liccbos aislados de ocupación realizados por la Mmiicipaü.lad 
eon prescindencia de l H ejecución de la obra de las leves 20SÍ) 
4506 y 12.134. U Corto Suprema al decidir la improcedencia 
dP las accionéis conjuntas de reivindicación y expropiación con- 
tra la Municipalidad y la Dirección Nacional de Vialidad por 
ante la justicia federal, (pie con anterioridad intentaron los 
actores (C. S. t. 17!t, \ú<j 2!H), estableció bien claramente 
la sepa ración y distinta finalidad de'las dm acciones, las que 
bajo concepto alpono podrían superponerle ni rustrnerse de 
sus respectivas jlirÍK<1iecioues. Dijo así: i'V Que las razones 
aducidas por los actores para acudir (en aquella oportuni- 
dad) a la justicia federal para robrar la ¡ndcnmiznciÓn. sólo 
podrían ser admisibles en la hipótesis de prosperar la reivin- 
dicación ante la justicia civil; 2*) La acción de reivindicación 
de que so trata plantea una cuestión de aplicación y de in- 
terpretación del derecho civil y se deduce contra la" Munici- 
palidad; 3*) En el hecho planteado fas dos acciones (reivin- 
dicación y expropiación), son sucesivas y corresponden a ju- 
risdicciones distintas ; la de reivindicación es previa pues mal 
puede comenzar antes de la acción tendiente a oblener de la 
Dirección Nacional de Vialidad, la expropiación y el pajio de 
su valor; se trataría pues de acciones susceptibles de serven- 
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tiladas por separado, la de reivindicación ante el fuero común 
y la de expropiación ante la justicia federal, 

Pj los conceptas expuestas por la Corte Suprema, que son 
coim-u Imites con los aducido* por el suscripto aceren tic Id 
materia propia que, cada una de estas acciones entraña y que 
solamente a sus respectivos jueces competentes «tañe diluci- 
dar por propia decisión y examen de loa hechos, se deduce con 
Maridad irrefutable, que dentro de la acción reivindicatoría 
nada referente a\ monto indemnizuble que al juez federal de 
la expropiación competa fijar, pudo ser materia' de Ir sentencia 
cu aquel juicio previo n>i vindicatorio. Este pronunciamiento 
a los ftncs perseguidos, no pudo comprender v Bfií lo decide 
sino el reconocimiento <1M derecho del dominio* ríe les actores 
sobre | Í1S parcelas afectadas al uso público po, , a Municipa- 
lidad para que lue-o, sobre esta declaración, pudieran recla- 
mar la indemnización derivada de Ja construcción de la Ave- 
nida de ( immvalaeión. limitadamente a los termina que el 
art. ib de. a ley 18!) autorizara, sin que sea dable hacer ex- 
lennivn, dielia indemnización a las consecuencias ajenas H la 
ocupación de esas mismas tierras, que hayan podido derivar 
del uso hecho de ellas por la Municipalidad, sin miras a dicha 
construcción. 

De no ser procedente esta conclusión y tener el juez de 
la expropiación que aceptar imperativamente elementos de 
juicio esenciales a la indemnización, prefijados en el juicio 
civil de la reivindicación, como es la determinación de la fecha 
desde ] a cual debe considerarse el bien af do a la obra 
ptihliea, so llegaría a la inaplicabilidad dr s concepto? ex- 
puestos por la Corte Suprema, acerca de la independencia 
y distinta naturaleza de las acciones de reivindicación y ex- 
propiación, puesto que ello equivaldría a que en el caso 
planteado en autos, el juez civil pueda reconocer, fuera del 
juzgamiento de las particularidades propias del juicio de ex- 
propiaeión y sin jurisdicción ni competencia, una base esen- 
cial para la avaluación del monto mdcmnizable, que es de la 
exclusiva eoinpcteneia del juez que conoce en la expropiación 

Que de acuerdo con los principios expuestos v establecido 
como está en autos, que no existió desposesión ¿1 tiempo de 
iniciarse las obras de la avenida en las fracciones objeto de 
esta litis, en la fecha diciembre 31 de 1931, como pretenden 
los actores, corresponde determinar de acuerdo con la reali- 
dad probarla en autos, la fecha exacta en que la demandada 
entro a ocupar las fracciones cuestionadas. Tan ajena a la ex- 
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propine ión resulta la ocupación de las fracciones de calles 
implicadas por el sub lite atribuidos a ln Municipalidad como 
consumada en diciembre 31 de 1931, que según está acreditado 
en autos a f». 139 ln resolución del Directorio de Vialidad, en 
que fie ordenó la expropiación n* 254, correspondiente a laa 
fracciones centrales linderas a las ralles laterales en cuestión, 
fué ilie tíida recién en fecha 23 de jimio de 1936. De esta cons- 
tatación lópieo resulta que no pudo ocupar antes la deman- 
dada, fracciones a las que tenía libre acceso como !o hueínn 
ludes lo transeúntes y vecinos propietarios, sobre dichas calleR. 

La ocupación efectiva por parte de la Dirección de Via- 
lidad de tas calles laterales señaladas en el plano de fs. 54 y 
que ocurrió simultáneamente con la Iletrada de los trabajos 
de la avenida a e*=a zona, so efectuó recién el día V de diciem- 
bre de 1937, conforme se certifica en el informe de fs. 141, 
pregunta f), certificación no desvirtuada por los actores con 
nínoima prueba en contrario. 

Que si como queda demostrado en el considerando prece- 
dente, la fecha do ocupación previa al pajin total de precio, 
recien so efectuó a los fines de la construcción de la avenida, 
o sen, a los fines de las leyes 4506 y 12.134. en 1* de diciembre 
do 1937 y el papo del precio convenido se efectuó en julio 26 
de 1940. como consta a f«. 110, corresponde reconocer inte- 
reses a los actores, solamente desde Ja fecha de oen pación ma- 
terial expresada, 1* de diciembre de 1937, lo que así se resuelve. 

Que la partida de costas causadas en el juicio rci vindi- 
catorio, que también so incluye en la demanda, como inteírran- 
t« del monto de la expropiación, cabe decidir, por oponerse 
los mismos fundamentos legales y jurídicos expresados en los 
considerandos precedentes, desestimar la demanda a su res- 
pecto. 

Por tíintn y ]o expuesto, fallo: condenar a la Dirección 
nacional do Vialidad a pairar a los actores en concepto de in- 
tereses Talles, de conformidad con la liquidación a practicar- 
se al tipo Raneo de la Xación del día de )a f celia y sohro r»l mon- 
to del precio pnerndo por la expropiación. * 103. 994, P7 moneda 
nacional, ñor el tiempo que corre desde el 1* de diciembre de 
1937. al 26 de julio de 1940; y desestimar la demanda en 
cu mito a las costas derivada '» del juicio rci vindicatorio sesruido 
por los actores en contra de la Municipalidad de Ta Capital. 
Sin rostn-í, atento la naturaleza de la cuestión resuelta. — E. 
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Sentejícu de la Cámara Federal 

Buenos Aires 1' de septiembre de 1943. 

V vistos: Estos autos seguido* por María Benzley de lío- 
mero y «tros contra lrt.Direcei.5n Nacional de Vialidad, sobre 
cobro de peso*; y 

Considerando : 

Que además de los fundamentos expuestos por el Sr Jnez 
a qun que el Trihnnal comparte, para resolver que no debe 
tener valor en este juicio por expropiación contra la Dirección 
Aaeional ito Vialidad, la condena al papo de intereses desde 
el 31 de diciembre do 1931, resuelta contra "quien correspon- 
da en el seguido por reivindicación por los actores contra 
ía Municipalidad de Buenos Aires ante el Jungado en lo Ci- 
vil n* 2 de eflta Capital, cabe afirmar también que no puede 
sostenerse l a existen cía de cosa juzgada al respecto, porque 
no existo identidad de partes ni de objeto entre ambos juicios. 

Que el art. 16 de la ley 189 establece que la indemnización 
deberá comprender todos los g<-nvámerips o perjuicios que sean 
consecuencia forzosa de la expropiación; y la jurisprudencia, 
interpretando ese texto, ha resuelto invariablemente que el 
expropiante debe también los intereses de la. suma en que se 
ha avaluado la indemnización, en la parte no depositada para 
el pago, desde el día de la desposesión de lo expropiado (Su- 
prema Corte. Palios; 1G0. 4:r> : 129, 174; 139. 116, entre otros, 
Cámara Federal, A 61, f>92 ; 48, 144, etc.). 

Que en el caso snb lite, la desposesión que aducen los ac- 
tores como causa para reclamar el papo de intereses, se habría 
producido con muclia anterioridad a la fecha en que la Direc- 
ción Nacional de Vialidad incorporó las tierras a la Avenida 
General Pan. Según lo expresan aquéllos en su demanda por 
reivindicación contra la Municipalidad, fué ésta quien en 1931 
procedió a cercar los macizos centrales y a dejar expeditas 
las calle* sin que los propietarios nada intentaran con respecto 
a éstas hasta 1035, fecha en que iniciaron el juicio que terminó 
con la resolución de la Corte Suprema sobre competencia (Fa- 
llos: 179: 293). De manera que al incorporar Vialidad esas 
callos a la Avenida fieneral Paz en 1937, cuando llegaron allí 
los trabajas, de nada desposeyó a los actores, que tan habían 
perdido ya la posesión que se vieron en la necesidad de reivin- 
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dicarlas contra la Municipalidad. En consecuencia, los supues- 
tos perjuicios que los intereses vendrían a cubrir no serían 
** consecuencia forzosa de la expropiación", cumio Jo requiere 
el art. 10 citado de la ley lfííl, «i no de actos di 'a Municipali- 
dad y de la inacción de los actores, ajenos a Ir i x pro [dación, 
y no compu tablea, por lo tanto, como factor de indemnización 
en este juicio. 

Que un es óbice para llegar a esa conclusión la cirenns- 
taiiein de que la Municipalidad, en virtud de lo dispuesto por 
el art. 2 f tío la ley 4j06, estuviera autorizada para expropiar 
los terrenos necesarios para la apertura de la Avenida Gene- 
ral I'az, obrando, en cierto modo, como mandataria de la 
Nación. Expropiación, no hay más que una: la que se realiza 
poniendo en función el órgano jurisdiccional competente, cosa 
(pin no sucedió en el presente caso; y por otra parte, no existe 
vinculación al guita entre el hecho de ubrír y habilitar calles 
púhltcas latera lea y transversales y- el de expropiar tierras pa- 
ra la futura Avenida. Es forzoso concluir, entonces, que al 
proceder como lo hizo, la Municipalidad no realizó un aeto 
circunscripto en los limites de su mandato, limites que loa 
actores no podían legít ¡mámenle ignorar. 

Que en cuanto a las costas del juicio de reivindicación, 
que también se reclaman en éste, las rabones expuestas en los 
considerandos precedí ntes imponen su rechazo como parte 
rio la indemnización, ya que tampoco son consecuencia forzosa 
do la expropiación, sino de la falta de defensa oportuna de los 
actores de bu derecho a ta posesión. Si ellos hubieran ejercita- 
do las recursos legales a su debido tiempo, el juicio indicado 
no hubiera sido necesario. Las del sub lite deben añonarse en 
el orden causado, atenta la naturaleza de las cuestiones deba- 
tida». 

En au mérito, se revoca la sentencia apelada en cuanto 
hace lugar en parte a la demanda y se la confirma en lo de- 
más qiif» decide. Sin costas. • Juan A. González Calderón. — 
Eduardo Sarmiento, — Cario* Tltrrcra. 



Dictamen i>rl Phocltsadou General 
Suprema Corto : 

Abierto por V. E. el recurso extraordinario en orno 
equiparable ni aelual < 195 : 421), sólo me resta snlvar 
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respetuosamente, una vez más, ía opinión contraria, qtic 
entonces emití. Me alienta todavía a mantener ese cri- 
terio el caso contemplado por V. E. en 196: 293. 

Por lo que al fondo del asunto respecta, se trata de 
un terreno expropiado por Dirección Nacional de Via- 
lidad, que según la sentencia materia de recurso no 
estaba en posesión de sus dueños, sino de la Munici- 
palidad de Buenos Aires, al tiempo de iniciarse la ex- 
propiación. Dicha sentencia resuelve que Vinlidad sólo 
debo el precio del terreno, y no los intereses corres- 
pondientes al tiempo do la ocupación por la Municipa- 
lidad, A mi juicio, tal criterio se ajusta a derecho, sin 
que obste a ello el fallo de fechas 13 y 26* de marzo de 
1940 en que justicia ordinaria condenó a pagar intere- 
ses "por quien corresponda M T mención indeterminada 
e insuficiente para crear por sí sola un título contra 
Vialidad, 

En su mérito, si V, K. decidiere abrir el recurso, 
corresponderá confirmar por sus fundamentos la sen- 
tencia apelada, corante a fs. 287. Buenos Aires, di- 
ciembre 4 de 1943. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de junio de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada; "Actor: 
Beazley de Romero Doña María y otros. Demandado: 
Dirección Nacional de Vialidad. Cansa : Cobro de pesos 
provenientes de expropiación en la cual se ha conce- 
dido el recurso extraordinario a fs. 300. 

Y considerando: 

Que en el escrito inicial del pleito la parte actora 
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fundó su derecho en el art. 17 de la Constitución Na- 
cional y solicitó se condenara a la Dirección Nacional de 
Vialidad a pagar, además del precio de la tierra a que 
se refiere la cansa, sus intereses desde la fecha de 
dosposesióu que indica (31 de diciembre de 1931), así 
como también los posteriores a la notificación de' la 
demanda. 

Que la cuestión federal» fundamento del recurso 
extraordinario, no requiere términos sacramentales ni 
fórmulas especiales para ser introducida en el juicio. 
Basta en efecto, la mención oportuna y concreta del 
derecho federal que el interesado entiende le asiste. 
Ver doctrina de Fallos: 1G0, 101; 187, 505 —requisito 
que el Tribunal considera suficientemente llenado en 
autos. 

Que por consiguiente y de acuerdo con lo decidido 
en Fallos : 195, 421 corresponde decidir que el recurso 
extraordinario lia sido bien concedido en la especie. 

Que la sentencia apelada de fs. 287 en cuanto des- 
conoce valor en este juicio a la condena de pago de 
intereses desde el 31 de diciembre de 1931, dictada con- 
tra "quien corresponda'* en la causa seguida por los 
actores contra Ja Municipalidad de la Capital, ante el 
Juzgado n* 2 en lo Civil de esta Ciudad, es irrevisible 
por parte de esta Corte. Fúndase en efecto la resolu- 
ción recurrida en la inexistencia de cosa juzgada, pun- 
to que no es do naturaleza federal, según así so lo ha 
declarado reiteradamente. Fallos: 18!», 124; 193, 524. 

Que tampoco puede el Tribunal rever la sentencia 
apelada en la parte que decido que la apertura y ha- 
bilitación de callos públicas laterales y transversales, 
y en general la ocupación de los terrenos expropiados, 
por la Municipalidad, no se hizo en cumplimiento del 
art. 2 de Ja ley 4506, sino con fines distintos al de "ex- 
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propiar tierra para la futura avenida'*. Trátase en 
efecto de cuestiones resueltas por razones de hecho, 
ajenas a la jurisdicción extraordinaria del Tribunal 
— conf. doctrina Fallos: 190, 220; 193, 11 ; 194, 220 entre 
otros— y cuya solución, por lo demás, justifica la dene- 
gación de intereses durante el período anterior a la 
incorporación por Vialidad de aquellos terrón os a la 
Avenida General Paz. 

Que admitida en cambio por la sentencia de fs. 287 
la incorporación de las tierras de los actores a la Ave- 
nida en el año 1937, y reconocida por la demandada 
su obligación de expropiarlos y satisfacer su precio co- 
mo lo lia hcclio en la especie —y lo reitera ante el Tri- 
bunal, memorial de fs. 317, a fs. 325— surge también 
de ello el derecho a los intereses corridos desde el mo- 
mento de la mencionada ocupación hasta la satisfac- 
ción del precio. Porque debiendo constitucionalmente 
el pago del precio ser previo a la expropiación, su re- 
tardo priva temporalmente del mismo y de sus frutos 
civiles a los interesados. Esta Corte ha admitido que 
esos inlereses deben computarse al fijar la indemniza- 
ción, sin que sea para ello obstáculo el carácter impro- 
ductivo de las tierras expropiadas. Fallos: 197, 370. 

Que lo referente a las costas es cuestión ajena al 
recurso extraordinario, por ser de naturaleza proce- 
sal. Así lo tiene decidido reiteradamente esta Corte 
—Palios: 197, 370 y los allí citados — y corresponde 
reiterarlo en la especie, tanto respecto de las deven- 
gadas en el juicio, cuanto de las producidas en la cansa 
seguida ante el Juzgado en lo Civil núm. 2, de esta 
Capital. 

En su mérito se decide : revocar la sentencia ape- 
lada en lo que ha podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario y declarar procedente la reclamación de inte- 



il¿ FALLOS DE LA CORTE EUPRfcMA 

reses en la medida que los admitía la sentencia de pri- 
me rn instancia de fs. 223. 

llágase saber, devuelvan su los autos al tribunal 
de su procedencia, reponiéndose el pnpul en el juzgado 
de origen. 

IÍODF.HTO lÍECETTO ANTONIO S\- 

GAR.VA — B. A. Nazar An- 
CUORENA. 



MARTA A, UEAZLEY DE ROMERO Y OTROS v. 
ADMINISTRACION GENERAL DE VIALIDAD 

NACIONAL 

RECURSO 0BD1KARI0 DE APELAMOS: Tercera instancia. 
Juicio* en *¡ur ta Unción r$ parte. 

El decreto uel 14 de julio de 1943 no ha privado de su 
autarquía a Ja Dirección Nacional de Vialidad; por lo 
que ao procede el recurso ordinario de apelación en ter- 
cera instancia en loa juicios en que aquélla es parte. 



Dictamen- ubi* Procura por General 
Puprcma Corte; 

SÍ V. E. mantiene la jurisprudencia Rentada en 
181: 72 en contra de mi dictamen, corresponderá de- 
clarar bien denegado, a i's. 300, el recurso ordinario in- 
terpuesto en estos autos por la parto aetora contra el 
fallo de la Cámara Federal obrante a fs. 287. Buenos 
Aires, diciembre 4 de 1P43. — Juan Alvares. 
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Buenos Airee, 21 de junio de 1944. 

Y vista: la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por el actor en los autos liomero 
María Antonia Beazley c/ Administración General 
do Vialidad Nacional" para decidir sobre su proceden- 
cia, y 

Considerando : 

Que esta Corte, fundada en la delegación que rea- 
liza la ley 4Ú06 de la facultad de expropiar las tierras 
necesarias para la Avenida General Paz, y en la auto- 
nomía de la Municipalidad de la Capital, declaró que 
la Nación no era parte directa en las causas al efecto 
iniciadas, y que el conocimiento de las mismas no in- 
cumbía a ia justicia federal. —Fallos; 165, 418. 

Que la delegación que la ley 4506 hacía a favor de 
la Municipalidad de la Capital lia sido revista por la 
ley 12.134 que otorga esas funciones a la Dirección Ge- 
neral de Vialidad. Palios: 185, 288. 

Quo la referida Dirección Nacional de Vialidad "re- 
visto los caracteres de una entidad autárquíea" — Fa- 
llos: 181, 72 y 326— de que el decreto del 14 de julio 
do 1943 no alcanza a privarla — para lo que desde lue- 
go no basta el simple cambio de nombre- — como quiera 
que el Consejo de Administración de la actual "Admi- 
nistración General de Vialidad Nacional' 1 conserva 
"las mismns funciones que la ley 11.658 asigna al Di- 
rectorio que ella prevé* ' — Decreto citado, art. 3» tn- 
fine. 
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Que subsisten, por consiguiente, a los efectos del 
art. 3 ? inc. 2* de la ley 405i>, razones enunciadas en 
los precedentes a que se ha hecho más arriba referen- 
cia, y conforme a los cuales la Nación no es parte di- 
recta en el juicio e improcedente el recurso interpuesto. 

En m mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador G enera 1. se desestima la queja in- 
terpuesta por doña María Antonia Beazley de Romero, 
y otros. Hágase saber; repóngase el papel y archívese. 

ROBERTO Hepetto — Antonio Sa- 
car na — B. A. N\zar An- 

CIIORENA. 



CAlíLOS S. nOLUXT v. MrNICJPAMDAD DE LA 
CILDAD DE BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO; fírnniñtos propia*. Rehirió» di- 
recta. Normas exl rañas al juicio. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art. 17 do la Constitución Nacional contra la sentencia que, 
en una causa sobre expropiación srjnuda ante la justicia 
ordinaria do la Capital Federal por la Municipalidad de 
la misma, limita la condena 'V intereses a los devengados 
desde el día de la notificación de la demanda, por razo- 
nes de hecho referentes a la inexistencia de desapodera- 
miento y a la bnena fe (le la Municipalidad. 

Dictamen del ProCURADOB General 
Suprema Corte: 

Por fallo del 25 de octubre de 1ÍU3, recaído en un 
juicio sobre expropiación de terrenos destinados a ca- 
lles de esta ciudad (Fs. 817), la Exma. Cámara 2* de 
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Apelaciones en lo Civil condenó a la Municipalidad de 
Buenos Aires a pagar a la sucesión de D. Carlos S. 
Bollini $ 343.254,77 eon sus intereses desde el día 
do la notificación de la demanda. Contra esta última 
parte de la sentencia trae ahora la sucesión Bollini un 
recurso extraordinario. Lo funda en que los intereses 
lian debido liquidarse desde el día en que la Municipa- 
lidad ocupó las tierras» o sea desde muchísimos años 
antes de la demanda. A tal respecto, conceptúa la re- 
currente que el fallo lesiona sus derechos de propiedad 
y no interpreta acertadamente los artículos pertinen- 
tes de la ley nacional de expropiación N 9 189. 

Estudiado el caso, me inclino a pensar que el re- 
curso no es admisible. La Cámara establece que la Mu- 
nicipalidad debe pagar todos los perjuicios emergentes 
do la expropiación; pero atentas las características es- 
peciales del litigio, llega por motivos de hecho, a la 
conclusión de que el expropiado recibió beneficio y no 
perjuicio con la ocupación de las tierras anterior a la 
demanda. 

Voy a permitirme transcribir los párrafos de la 
sentencia que así lo expresan en forma inequívoca 
(fs. 822 vta. y 823). La condena —dice— "Sólo tiene 
por finalidad indemnizar al propietario los daños y 
perjuicios derivados de la privación del uso y goce 
de la cosa, privación que si bien existió en el hecho, 
no originó perjuicios. . . ; máxime si se considera que 
la subdivisión de las tierras y el destino de distintas 
fracciones para calles públicas no se impuso por la 
Comuna, sino que fué un acto deliberado y voluntario 
de aquel (Bollini...". "No puede sostenerse en- 
tonces válidamente que la afectación de las tierras al 
uso público ha impedido a sus dueños el uso y goce a 
que estaban destinadas por su naturaleza, y por ende, 
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que de esa afectación ge hayan derivado perjuicios; 
por el contrario, y sobre el particular no hay ni puede 
haber dos opiniones distintas, la subdivisión de la tie- 
rra y su venta en parcela», sólo posible por la afec- 
tación definitiva de Jas franjas de terrenos a calles 
públicas, redundó en grandes y positivos beneficios pa- 
ra los propietarios", 

Kn tales condiciones, no encuentro esté en tela de 
juicio la inteligencia de disposiciones de la ley 189, sino 
simplemente una cuestión de hecho: si determinados 
actos de la Municipalidad, causaron o no realmente 
perjuicios a la sucesión Bollini. Pienso que V, E. no 
puede rever isb criterio de la Cámara, por vía del re- 
curso extraordinario. 

Corresponde, pues, declararlo mal concedido; y 
permítaseme insistir a tal respecto, en La tesis que sos- 
tuve respetuosamente en mis dictámenes de 195: 427 
y 196 : 293, Buenos Aires, marzo 29 de 1944. — Juan 
Alvaree. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de junio de 1944. 

V vista la precedente causa caratulada "Bollini 
Carlos S. c/ Municipalidad de la Capital, expropia- 
ción" en la que se ha concedido el recurso extraordi- 
nario por auto de fs. 832 contra la sentencia de fs. 
817 ('), 

(l) Que en la parle pertinente dice asi: 

"IV. La sentencia condena & la Municipalidad a pagar Ínteres» 
desdi* el día do la notificación de ta demanda, apelando ambas partea; 
el actor porque- considera que ellos corren desde la fcetin de la drspo- 
■esión y la demandada par entender que sólo proceden desde la intima- 
ción de. pago de la suma cifrta imc fije la sentencia en concepto de 
precio do las tierra» expropiada». 
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Y considerando ; 

Que es exacto que se ha declarado que el requisito 
de la indemnización previa que legisla el art. 17 de la 
Constitución Nacional impone en los supuestos de ex- 
propiación indirecta, el pago de intereses desde la fecha 
de la desposesión de la cosa, como medio de reparar la 
privación de la suma de dinero, importe del resarci- 
miento, cuya satisfacción hubo de ser anterior a aquélla. 

Que esc aserto fué formulado por esta Corto en un 
caso —Fallos: 197, 370— en que el desapoderamiento 
era indiscutible y la violación de la regla constitucio- 



Es verdad que la un i formo jurisprudencia de la Suprema Corle de 
Justicia do la Nación y do ambas Cámaras Civiles ha establecido, como 
eo sostiene en el memorial del actor, que en esta clase de juicio» los 
interoars regresen tnn el equiva lento del uso y goce de que ha sido pri- 
vad" el expropiado en beneficio del expropiante, como también que era, 
condena eniunn del roncepto de- justa indemnización a que ae refiere 
el nrt. 2511 del C. Civil, razón por la cual deben liquidarle desde la 
fecha de la dcspnscnión, pero a pesar de ello y de lo resuelto en el mismo 
«enti-io por esta Sala en lo* juicios qito se detallan en el aludido me- 
morial, considero quo en el svb lite concurren circunstancias capee ialisimas 
que autorizan a apartarlo do eso criterio, tal romo lo hace el Sr Juca, 
y declarar que en el cnso los intereses «filo de-ben correr desde la fecha 
de notificación de la demanda. 

Si la causa determinante do la orientación de la jurisprudencia para 
admitir que en los juicios do expropiación indirecta los intereses corren 
desde la fd-ha de la deaposesióh, radica en la privación del uso j p „e 
del inmueble desposeído, ¿puede afirmarse a conciencia que eaa priva- 
ción ha ocurrido en el caso de las tierras del actor t La contestación 
negativa fluyo de inmediato, va que do todos loa antecedentes que obran 
en nulos y de los informea periciales respectivos resulta que o! actor 
y sus condóminos, voluntariamente y en su propia conveniencia, desti- 
naron esa* tierras a calle*, destino que fué mantenido por la Mnnicipa- 
UAnñ. Xíida taña ilustrativo en eso sentido, que los propios términos del 
eacrito do demanda: "Coa estos antecedentes, se reunieron nnte el ei- 
cribnno do registro Nicanor Kopetlo el 1» do diciembre de 18B4 y se 
adjudica. mn las manzanas por sorteo, dejando los terreno* librtt para 
caífe* ptíbítoM. Al practicar la división del enndomínio, los herederos 
dejaron lox terreno* libre» para caUrx, setrfin el plano del Tucen i ero Cn- 
ffntot. aprobado por la Municipalidad. Cuando ésta aprobó el plano no 
hiio míís que establecer que hablan de prolongarte oportunamente fu 
titile» a que *e refiere". 

T.s oportuno recordnr nqut, ademas, quo la sentencia del Tribunal 
do fs„ !5Sfi estableció "que con anterioridad al año 1001 no se ha pro- 
bado en forma conveniente* la existencia de actos o el establecimiento 
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nal referente a la oportunidad del pago de la indemni- 
zación, indudable. 

Que a diferencia del precedente re* ordado, ea la 
especie se ha resuelto —en forma irrevisible dada la 
naturaleza del recurso extraordinario, fs. 817, consid. 

49 que "el actor y sus condominos voluntariamente 

y en su propia conveniencia destinaron esas tierras'* 
(las expropiadas) "a calles, destino que fué mantenido 
por la Municipalidad" añadiéndose aún que "no pue- 
de sostenerse . . .que la afectación de las tierras al uso 
público, ha impedido a sus dueños el uso y goce a que 
estaban destinadas por su naturaleza" ni que "de esa 
afectación se hayan derivado perjuicios" sino "gran- 
des y positivos beneficios para los propietarios". 



do servidos públicos que exterioricen por parto de lo Comuna ti pro- 
pósito do incorporar al servicio y utilidad de La población las franjas 
do terreno reservadas para callea en la ronn de que se trata", lo que 
implicaba reconocer quo dichos actos se llevaron a cabo cou posterio- 
ridad , como se probó luego ampliamente. 

No pueda snaU-netae entonces váiidnmento ¡uo la afectación de las 
tierras al uso público lia impedido a sus dueños el uso y goce a que esta- 
ban destinadas por su nutural^u, y por ende, que de esa nteetacion 
to hayan derivado t>crjuicius; por el contrario, y sobre el particular 
no hay iti puede babor dos opiniones distintas, la subdivisión de la tierra 
y su venta en parcelas, sólo posiblo por la afectación definitiva de las 
f ni njas do terrenos a calle* pública», redundó en grandes y positivo» 
beneficios para los ] propietarios, Siendo ellu así, sería de todo punto de 
viilu ¡ni us- o o ilegitimo condenar a la Municipalidad a pagar intereses 
desdo la fecha do la desposes ión, condenación que, vuelvo a repetirlo, 
liólo lleno por finalidad indemnizar al propietario l«s danos y perjuicios 
derivados do la privación del uso y goce de la cosa, privación que si 
bien existió en el hecho, no originó perjuicio por las razones e? Tesadas, 
m-.'aiiiie si ae considera qm» la subdivisión do las tierras j < destino 
do distintas fracciones para calles públicas no se impuso por la Comuna, 
sino que fue un acto deliberado y voluntario do aquél, lo que torna 
aún afta improcedente el cobro pretendido. 

A macor abundamiento curre»} pondo puntualizar que las modalida- 
des del asunto, debidamente reseñadas en la sentencia de fs. ,j8í>, y la 
larira o inexplicable inacción de los interesados, justifican plcnamento 
que la Municipalidad, con toda buena fe, creyera que los Hollín i no 
reclamarían el precio de la» tierras que ellos mismos destinaron para 
calles en el nñ.> ISfll, Ins que se declaran incorporados al dominio pu- 
blica municipal en los años 1003, 1007 y 1?0S, uo obstante, que con ante- 
rioridad existieron algunos actos posesorios por parte de la Comuna, 
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Que la conclusión a que llega la sentencia apelada 
sobro el comienzo del curso de los intereses — punto 
cuya revisión se pide al Tribunal por vía del recurso 
extraordinario — está así fundada en razones de hecho, 
sobre las que el Tribunal no puedo pronunciarse según 
es reiterada jurisprudencia, y que se refieren precisa- 
mente a la inexistencia de desapoderamiento y a la 
^lucna fo con que el Municipio lia procedido en la emer- 
gencia. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General se declara mal concedido 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 826. llágase 
saber; devuélvanse al tribunal de su procedencia; re- 
póngase el papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oarna — B. A. Nazak Ah- 
chobena — F. Ramos Mejía. 



aunque ellos no tuvieran efectividad jurídica para autorizar pqr ai mi» 
moa la prescripción treinlenal. 

Chora pues contra el criterio do justicia y equidad que debe impe- 
rar en las resoluciones judiciales, prcm: r esa inactividad de 2M, 24 j 
27 ntloB — la acción se inició el 31 de julio do 1031 — con una condena 
do intereses como la que so persigue, lo que implicarla sancionar un evi- 
dente abuso de derecho. 

Tales son Jos motivos que me determinan a apartarme de la juris- 
prudencia reinante sobro el particular y quo ya mismo be nplicndo como 
Jues al resolver juicios de esta naturaleza, aunque en puridad de ver- 
dad, sin esta» características. Come aotecedrato jurisprudencial análogo 
mo remito al falln registrada en Jur. Arg. t. 73 pfife. 637, en el cual la 
Ercnu. Cfimnra Civil 1* ni confirmar la sentencia del ex-Jucz Dr, Ma- 
dero, estableció que cuanto el expropiado no ha podido ejercitar actos 
dn dominio sobro la propiedad porque la tenía destinada a pasaje pú- 
bUco f so correspondo la imposición de intereses desde la fecha do la dea- 
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8, A. CIA. DE ELECTRICIDAD DEL ESTE ARGENTINO 
v. MUNICIPALIDAD DE PARANA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Rclaciún M- 
rtcta, Norma» extrañas al juicio. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
la revocación de un decreto del Intendente Municipal 
que autorizaba el aumento de las tarifas eléctricas, efec- 
tuada por ordenanza dictada por el Concejo Deliberante 
sin facultades legales para ello, importa privar a la com- 
pañía de un derecho adquirido, protegido por el art. 17 
de la Constitución Nacional, contra la sentencia que admite 
la legalidad de Ja ordenanza en cuestión. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 
Es improcedente el recurso extraordinario fundado en los 
arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional y en que el Con- 
cejo Deliberante no ha podido válidamente ordenar a la 
empresa concesionaria recurrente, por tratarse de una fun- 
ción correspondiente a los jueces, la devolución de las 
sumas percibirlas en virtud de un aumento de tarifas de- 
cretado por el Intendente y anulado por aquél, contra la 
sentencia dictada por el Superior Tribunal de Entre Ríos 
en un juicio de puro derecho sob'-e inconstitneionalidad 
quo, sin pronunciarse sobre el réjrimen particular al cual 
deben sujetarse his relaciones entre concedente y conce- 
sionario, por requerirse el exnmen de cuestiones de hecho 
ajena» al juicio y susceptible de discutirse en otro, se li- 
mita a decidir la cuestión en forma contraria a las pre- 
tensiones de la empresa. 



posesión, trida vez que no es ¡ato perdida di 1 renta ni [«¡r juicio alguno 
«oh esa afectación, dudo su destino. 

Cafre*] krmijL'. en camhio, que loa intereses so liquiden desde la fecha 
de la n<ttifícüfii'>ti ,!<> ln demanda, corno ht resuelve Jri sentencia rn re- 
curso, siendo al respecto infundadn la pretcnsión do la Municipalidad 
do qu«* ellos ierran n partir do ta fecha de intimación do paga, va qu* 
ora su olilifcrnción depositar el justo precio do la tierra desposeída ni 
s#r notificada d<* la acción, ln que no htwi. Rn tal virtud y en atención 
a lo prencriptn en los arta. 3* y IS de ln 1er I8ft r 508, S09 y 521 
del C. Civil dobe desestimarse cato atavio de la demandada". 
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Dictamen del Phocuuaüor General 
Suprema Corte: 

La Municipalidad de Paraná, en cumplimiento de 
lo resuelto por su Concejo Deliberante, aceptó una pro- 
puesta de la Cía. de Electricidad del Este Argentino, 
para el suministro de energía eléctrica a dicha ciudad! 
El contrato debía durar diez años, y contenía prcvisio- 
nes a la modificación de tarifaB, siempre que se produ- 
jesen determinadas circunstancias (fs. 22). Una de 
ellas, contenida en el art. 30, se refería ni aumento do 
precio del combustible. 

Vencido tal convenio el 31 de diciembre de 1940, 
continuó rigiendo con carácter provisional; y en esas 
condiciones, el 13 de noviembre de 1941, el Sr. Inten- 
dente Municipal de Paraná, autorizó por decreto a la 
compañía concesionaria para que, atenta la suba cora- 
probada por entonces en los precios del combustible, 
aumentara las tarifas, aunque no hasta el máximo per- 
mitido por el art. 30 (fs. 23). 

Cuatro días más tarde, el Concojo se dirigía al 
Intendente pidiéndole dejase sin efecto tal decreto; y 
como a pesar de reiterarlo fuese desatendido, el 25 de 
abril de 1942 dictó una ordenanza concebida en estos 
términos (fs. 26) : 

Art 1* Dejase sin efecto e! aumento de la tarifa 
del alumbrado particular y público, dispuesto por de- 
creto de fecha 13 de noviembre de 1941. 

Art. 2* La Cía. de Electricidad del Este. Argen- 
tino deberá devolver o deducir a cada consumidor lo 
percibido ei, virtud de ese aumento, hasta la promul- 
gación de esta ordenanza. 
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Pedida reconsideración por la compañía, el H. Con- 
cejo mantuvo lo resuelto (fs. 27, mayo 30). 

Acudió entonces la compañía ante el Superior Tri- 
bunal de Justicia de Entre Ríos, pidiendo se declarase 
ilegales e inconstitucionales a esas dos ordenanzas. In- 
vocaba al efecto disposiciones de la ley orgánica muni- 
cipal, y de las constituciones provincial y nacional; 
pero el fallo fué contrario a sus pretensiones. Con tal 
motivo, trae ahora un recurso extraordinario ante V. 
E., fundándolo en que se la había privado de un dere- 
cho adquirido por virtud del decreto de la Intendencia 
aprobatorio de las nuevas tarifas, y además, tampoco 
estuvo en las atribuciones del Concejo atribuir efecto 
retroactivo a sus expresadas ordenanzas. 

La procedencia del recurso extraordinario resulta 
muy dudosa en cuanto respecto a la primera cuestión, 
ya que en definitiva sólo se discute si, con arreglo a lo 
dispuesto en la Constitución y en la ley provincial 3001 
de Entre Ríos, correspondió al Concejo o al Intendente 
admitir el aumento de tarifas previsto por el art. 30 
del contrato. Unicamente está en tela de juicio la inter- 
pretación que de ellas hace un tribunal de provincia; 
y es obvio que ningún "derecho adquirido" existiría a 
favor de la compañía si, como lo expresa la sentencia 
de fs. 46 el aumento fué autorizado por funcionario que 
carecía de facultades al efecto. El "derecho adquirido" 
que invoca el recurrente, no nace do una ley nacional, 
ni de un fallo judicial (179: 15), sino do disposiciones 
locales referentes a la organización política y adminis- 
trativa de la Provincia de Entre Ríos, interpretación 
que no cabe rever en esta instancia extraordinaria. 

No está ahora en tela de juicio ante V. E., ni lo 
estuvo ante el Superior Tribunal de Entre Ríos deci- 
dir ai, por haberse producido las circunstancias espe- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



123 



cíales previstas en el contrato pudo la compañía exigir 
a la Municipalidad aumento de tarifas. El pleito actual 
no versa sobre cumplimiento de lo pactado en el art 
3ü, sino sobre el límite de las facultades que la Cons- 
titución y las leyes provinciales trazan ai Intendente 
y al Concejo de Paraná; de suerte que, aun quedando 
firme la sentencia de fs. 46, ningún obstáculo emergen- 
te do la cosa juzgada, impediría a la compañía exigir 
a la Municipalidad, representada esta vez por el Con- 
cejo, cumpla dicho contrato. Be este último, y no del 
decreto de la Intendencia, nacen los derechos que el re- 
currente invoca. 

En lo relativo a la segunda cuestión — retroactivi- 
dad de la ordenanza de 25 de abril de 1942— el recurso 
es parcialmente admisible, pues además de discutirse 
cuál de las dos ramas debió proveer al pedido de au- 
mento, se objeta al Concejo haber impuesto a la com- 
pañía la obligación de devolver ciertas sumas de di- 
nero a los consumidores, función que dentro de núes- 
tro sistema de gobierno corresponde a los jueces y no 
a las municipalidades. Procedería, pues, modificar en 
osa parte el fallo apelado. Buenos Aires, mayo 11 de 
1943. — Juan Alvares, 
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Buenos Aires, 23 de junio de 1944. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedido 
a fs. 53 en los autos Cía de Electricidad del Este Ar- 
gentino S. A. v. la Municipalidad de Paraná, venidos 
del Superior Tribunal do Justicia de Entre Ríos. 

Considerando en cuanto a la procedencia del re- 
curso : 
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Quo la impugnación de la apelante a la ordenanza 
de 25 de abril do 1942 en cuanto por su art. 1' bc la pri- 
vaba de un derecho adquirido, no se funda en ley al- 
guna nacional ni en fallo judicial como lo dice el Sr. 
Procurador General, sino en disposiciones locales re- 
ferentes a la organización política y administrativa de 
la Provincia de Entre Ríos, cuya interpretación, cua- 
lesquiera sean los errares que contenga, no puede ser 
revisada por esta Corte en la instancia extraordinaria. 

Que en cuanto a la impugnación del art. 2' de la or- 
denanza, que dispone que la compañía de electricidad 
deberá devolver o deducir a cada consumidor lo per- 
cibido en virtud del aumento de la tarifa ordenado 
por decreto del Intendente de fecha 13 de noviembre 
de 1941 hasta la fecha de la ordenanza —25 de abril de 
1942— es patente que, aun cuando tal decisión corres- 
ponde a los jueces dentro de nuestro sistema de go- 
bierno, como lo sostiene el Sr, Procurador General, tal 
cuestión sólo podría resolverse cuando los consumido- 
res de energía eléctrica fundados en esa ordenanza 
promuevan la demanda correspondiente, en cuyas cau- 
sas la compañía de electricidad podría deducir el re- 
curso extraordinario en amparo del derecho que invoca 
si ocurriera alguno de los casos previstos en el art. 
14 de la ley 48. Mas no en estos autos en que sólo se 
discuten las facultades legales del Concejo Deliberante : 
A) Para rever un acto del departamento ejecutivo cum- 
plido, según la neto ra, en virtud de los poderes que le 
acuerda la ley local .1001; y B) Por carecer de facul- 
tades para dar efecto retroactivo a sus ordenanzas. 

Ambas cuestiones, do derecho público administra- 
tivo, de carácter eminentemente local, no configuran 
una causa o un enso contencioso en los términos de los 
arts. 2 y 7 de la ley 27, cuyo conocimiento y decisión 
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corresponde a esta Corte, en función del recurso extra- 
ordinario. Puesto que con la demanda de fa. 10, sólo 
habría podido obtener la actora que el Superior Tri- 
bunal de la Provincia de Entre Ríos, cu ejercicio de 
facultades propias, de su exclusiva jurisdicción, de- 
clarara en el juicio contencioso administrativo la ile- 
galidad e inconsütucionalidad de las ordenanzas im- 
pugnadas, Y, aun esto, sin poder pronunciarse dicho 
Tribunal, como éste lo dice a fa. 48 vta,, sobre la caer- 

régimen particular al cual 
deben sujetarse las relaciones de la Municipalidad como 
poder público otorgante de la concesión de un servicio 
público y la compañía concesionaria. La cual, dice no 
se encuentra habilitada para resolver, debiendo concre- 
tar su pronunciamiento —añade el Superior Tribunal— 
a las cuestiones de derecho que se hayan planteado. 
La resolución del Superior Tribunal tiene así un carác- 
ter puramente teórico, que no afecta el derecho de pro- 
piedad ni a la garantía de la defensa en juicio a que 
se refieren los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional 
invocados en el escrito de fs. 53 como fundamento del 
recurso extraordinario. 

En mérito de lo expuesto se declara mal concedido 
el recurso extraordinario. Hágase saber v devuélvanse 
debiendo reponerse el papel en el tribunal de proce- 
dencia. 



Roberto Retetto — B, A. Nazab 
Anchoeena — F. Ramos 
Mejía. 
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ILDEBIÍANDO N. VERNIA Y OTROS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione» no 
federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

Es improcedente él recurso extraordinario interpuesto con- 
tra la sentencia de] Superior Tribunal de Justicia de la 
Provincia de Córdoba que declara mal concedido para 
auto el mismo el recurso de casación contra el fallo de 
segunda instancia, respecto del cual tampoco procedería 
por extemporáneo, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. Fundamentos de orden común. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que. fundada en el derecho común y en razones de 
hecho y prueba suficientes para sustentarla, condena al 
acusado por defraudación a la pena de prisión y al resar- 
cimiento de las daños ocasionados. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En diciembre de 1ÍH0, P. Jerónimo Ottonollo de- 
nunció a la justicia ordinaria de Córdoba huber sido 
víctima de una defraudación. Según expresó entonces, 
habiendo alquilado una imprenta de su propiedad a 
Ildehrnndo Niño Vertirá, éste se confabuló con Fran- 
cisco Otero y Luís Giismani para apoderarse de ella, 
como en efecto lo hicieron. Después, Otero vendió la 
imprenta a una casa fiel ramo, 

Tras largas y complejas incidencias, ese proceso fue 
fallado el 15 de marzo del año en curso por la Cámara 
do Apelaciones respectiva (fs. 546 a 584). Lo sentencia 
absolvía a Gusmani; condenaba a Vornía a sufrir dos 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 137 

anos do prisión, y tres a Otero; ambos debían pagar 
solidariamente a Ottonello veinte mil pesos, con más 
diez mil cuatrocientos en concepto de resarcimiento del 
daño material producido por el delito, y también inte- 
reses; y „o hacia lugar a la acción de reivindicación 
de la imprenta, por haberla adquirido de buena fe un 
tercero. 

Interpuesto recurso de casación contra tal fallo el 
Superior Tribunal de Córdoba declaró a fs. 627 mal 
concedido dicho recurso en su aspecto penal, admitién- 
dolo tan sólo en lo relativo a la materia civil. Pidióse 
reposición entonces y el Tribunal Ja denegó (fs 644) 
asi como un recurso extraordinario intentado para ante 
V. E. (fs. 648). Otra tentativa ulterior de Otero para 
anular lo actuado, motivó el auto de fs. 655. 

Semanas después, entrando el Tribunal a rever el 
fallo de la Cámara en su parte puramente civil, lo con- 
firmo, sin otra salvedad que desestimar el pedido de 
reivindicación de la imprenta, por motivos distintos de 
loa que se dieron en segunda instancia (fs. 667-676). 
Contra tal sentencia se trae ahora recurso extraordina- 
rio, que ha sido concedido por auto de fs. 680, aunque 
en términos tales que más bien importan establecer 
implícitamente su improcedencia. 

A mi juicio, no debió concedérselo, pues se trata 
simplemente de la interpretación y aplicación de tex- 
tos de derecho común o procesal, ajenos a la revisión 
de V. E.¡ y en cuanto respecte a la materia penal, el 
recurso se habría traído también extemporáneamente. 

Corresponde, en consecuencia, declararlo mal con- 
cedido. Así lo solicito. Buenos Aires, setiembre 30 de 
1ÍH3. — j uan Alvares. 
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Buenos Aires, 2ti de junio de 1944. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el defensor de Francisco Otero contra la sentencia dic- 
tada por el Tribunal Superior de Justicia de la Pro- 
vincia de Córdoba» en el juicio que por defraudación 
se le sigue a su defendido. 

Considerando : 

Que la Exma. Cámara Tercera en lo Criminal de 
la ciudad de Córdoba condenó a Otero, por defrauda- 
ción en perjuicio de Jerónimo Ottonello, a tres años de 
prisión, no hizo lugar a la demanda de reivindicación 
de la cosa defraudada por ' * tratarse de bienes que no 
han sido ni robados ni perdidos y por ser el tercero 
adquirente persona que lia obrado de buena fe (arts. 
2766 y 2768 del Código Civil)" y condenó a los impu- 
tados a pagar solidariamente una suma do dinero, en 
concepto de resarcimiento del daño moral y los intere- 
ses, citando los arts. 1079, 10S1 y 1083 del Código Civil 
y arts. 2Í>, ines. 1' y 2», y 31 del Código Penal. 

Que contra esta sentencia interpuso recurso de ca- 
sación Otero por inobservancia y errónea interpreta- 
ción de la ley de fondo — art. 45 y 173, ino« 2% del Có- 
digo Penal y art. 1193 del Código Civil — recurso que 
el tribunal superior declaró mal concedido en su as- 
pecto penal y substanció en su aspecto civil rechazán- 
dolo con costas y, por recurso de la parte civil, casó 
la sentencia "por errónea aplicación de los arts. 27G6 
y 27íi8 del Código Civil, declarando que correspondo la 
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aplicación del art 29, inc. *, del Código Penal, en vir- 
tud del cual se declara improcedente, por no ser posi- 
ble, la restitución de la cosa obtenida por el delito". 

Que eontra esta sentencia interpone oí defensor de 
Otero recurso extraordinario, por violación de los arta. 
17 y W do la Constitución Nocional, porque se ha des- 
conocido la propiedad legítima de su defendido decla- 
rada asi por sentencia pasada en autoridad de cosa 
juzgada y lo declara culpable de un delito inexistente 
e imposible. 

Que declarado improcedente el recurso de easacion 
en el aspecto penal la sentencia definitiva en esa mate- 
ria ha sido Ja dictada por la Exma. Cámara Tercera 
en lo Criminal el 15 de marzo de 1943, única contra la 
cual hubiera podido deducirse el recurso extraordina- 
rio, si hubiera procedido, por lo cual ol interpuesto con- 
tra la sentencia del tribunal superior es improcedente 
por extemporáneo -art, 14, ley 48; art. 2GS, lev 50- 
art. C, ley 4055; Fallos: 177, 276; 190, 21; 191, 364 y 

Que, por otra parle, aun cuando no fuera así el 
caso de autos, en sus dos aspectos, según resulta' do 
los antecedentes relacionados y de los fundamentos del 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 677, ha sido 
resuelto por cuestiones de hecho y prueba c interpre- 
tación de derecho común suficientes para fundar las 
conclusiones de la sentencia, irrevisibles en función del 
recurso extraordinario y que lo hacen improcedente 
-art. 15, ley 48; Fallos: 195, 458; 196, 466 y los allí 
Cita» ios. 

Por estos fundamentos y do conformidad con lo 
dictaminado por el señor Procurador General de la 
Nación, se declara improcedente el recurso extraordi- 
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na rio concedido. Notiiíquese, devuélvanse y repóngase 
el papel en el tribunal de origen. 

Antonio Sauahna — B. A. Nazar, 
Anciiouena — F. "Ramos Me- 
jía. 



RINALDO P1ATTA 

&ECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales complejas, InvonstitucionaUdítd de normas 
y at toa províncwle». 

Procede el recurso extraordinario fundado en que una ley 
provincial es contraria a las ley ra nacionales 12.139 y 
12.372 y a los arta. 16 y 67 inc. 11, de la Constitución 
Nacional, contra la sentencia definitiva favorable a la 
validez de dicha ley. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constüucionalidad t rnconstitvcio- 

ualidatt. l.vw provinvittlet. Mendoza. 

Si bien la Provincia de Mendoza pudo dictar leyes sobre 
policía del vino mientras el Congreso Nacional no lo hizo, 
a partir de la promulgación de la ley 12.372 la provincia 
no pudo continuar ejerciendo dicha facultad; de manera 
que, siendo la ley nacional anterior a la infracción repri- 
mida por la ley local n ? 917, no ha podido aplicarse al 
recurrente las sanciones establecidas por dicha ley pro- 
vincial. 

Sentencia de 1* Instancia 

Mendoza, noviembre 18 de 1042. 

T vistee : Estos autos X o 43.04G, seguidos a instancia fis- 
cal y do la Dirección de Industrias y Fomento Agrícola dn la 
Provincia, contra RinaUlo Pialta Oatte, italiano, de ü3 años, 
casado, agricultor, con instrucción y domiciliado cu el Distrito 
La Libertad del Deparl amento Rrvadavia de esta Provincia, 
por infracción a la ley 917, y 
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Considerando : 

L Que el día veinte de marzo del corriente, siendo las die- 
ciséis horas, empleados de Ja Dirección de Industrias de la 
Provincia, munidos de la orden de allanamiento que corre a 
fe. 1, inspeccionaron la bodega y casa de familia del procesado, 
en el Distrito de La Liberlad del Departamento de Rivadavia 
do esta Provincia. En la casa de familia encontraron dos da- 
majuanas conteniendo cincuenta kilos de ácido sulfúrico co- 
mercial; dos damajuanas del mismo tipo, es decir de las que 
se usan en el comercio de ácidos minerales, conteniendo una 
vino y la otra vinagre; diecisiete conteniendo restos de Acido 
sulfúrico : y once damajuanas iguales vacías, —mercaderías 
cuya tenencia sin autorización está en contravención con lo 
dispuesto por Ja ley 917 y su decreto reglamentario. 

II. Que el procesado en su declaración de fs. 19 no niega 
la infracción en cuanto a la tenencia de los cincuenta kilos (<* 
ácido sulfúrico que se encontraron en su poder, los que du ¿ 
haber adquirido para destinarlos a la limpieza de pisos. Con 
respecto a los otros envases manifiesta que los compró vacíos 
para añejar vinos y otros usos, A otras preguntas responde: 
quo hace veintitrés años que se dedica a la elaboración de vinos 
y que no obstante no conoce las formal idndcs exigidas por la 
ley 917 para la tenencia y uso del ácido sulfúrico. 

ITI, Que dicha declaración del procesado tiene el vator 
legal de una confesión calificada, lo que invoco como plena 
prueba de conformidad con lo dispuesto en los arts. 145, 146, 
y 150 del Cód. de Petos. Criminales. Y ella está corroborada 
con las actas de fs, 2 y 4 en que no hace constar la infracción 
por las autoridades que intervinieron y testigos; el análisis 
do fs. 5; In comunicación del Director de Industrias, fs. 9; 
la declaración de Francisco Rinaldo Píatta. fs. 41; Segundo 
Oodoy Wrgelín, fs. 43; -Tnan Alberto Romano, fs. 43 vta. ; y 
Urbano Bnrbier. fs. 44; actuaciones todas que igualmente invo- 
co como plena prueba. Arts. 220 y 350 del Código citado. 

TV. Que el peritaje do fs. 50, con las actuaciones citadas 
prcerdentemente, prueban adeinns que diecisiete de las dama- 
juanas vacías contenían restos de ácido sulfúrico y que todas 
ellas son del tipo que se usa en el comercio de este áe¡do. Y 
como el procesado no lia intentado comprobar en autos de 
quién las adquirió o si éstas venían llenas o vacías, es lógico 
pensar mxé ellas f nerón compradas con acido y éste se emoleó 
en la elaboración de vinos, pues el hecho de que les análisis 
de sus vinos no acusen exceso del sulfato que permite la ley 
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1,20 gramos por mil, no descarta la posibilidad de su empleo, 
pues es difícil constatar el agregado de ácido sulfúrico a los 
vinos, cuando se usa cantidad reducida, ya que éste se trans- 
forma de inmediato en snlfatos. Y como lo hace notar la Di- 
rección de Industrias di* la Provincia, una vez secuestrado el 
ácido snlfúri^ en poder del procesado, los sulfates de los 
vinas y mostos elaborados con posterioridad disminuyeron en 
cantidad considerable, 

V, Quo la ley 917 en vigencia en esta Provincia, regla- 
menta la fabricación, introducción, circulación, tenencia, y ex- 
pendio de ácidos minerales en la Provincia, y en sus arte. 1\ 
6" y 7* dice: que la fabricación y tenencia de ácidos está su- 
jeta a la vigilancia y fiscalización de la Dirección de Industrias, 
obligando a los tenedores de estos productos a denunciarlos 
a dicha repartición y sanciona toda contravención con multa 
de quinientos a diez mil pesos moneda nacional o arresto de 
uno a tres meses y decomiso de la mercadería, que podrá de- 
cretar la Dirección de Industrias. Y el decreto reglamentario 
de rsta ley, que lleva el N* 157 y es de fecha diecinueve do 
febrero de mil novecientos veintisiete, en su art. 2* declara como 
droga sometida a fiscalización, entre otros, el ácido sulfúrico 
y exige la inscripción en la Dirección General de Industrias 
de f ndi» introductor o tenedor de dicho acido, sanción ando toda 
infracción a estas disposiciones con las penas que establece el 
art. 7" de la ley. Y como lo comprueba el informe de la Direc- 
ción de industrias de fe. 13 vta., el procesado no ha cumplido 
con esta disposición, siendo así de aplicación la sanción refe- 
rida. 

VI. Que la defensa del procesado Piattn sostiene que la 
ley 017 ha sido derogada por la ley nacional 12.13H (de uni- 
ficación de impuestos internos), pero el a qtto sostiene su vi- 
gencia. En efeetn. la Provincia para adherirse a h> ley 12.139 
debió d*rr»ffar todas lns leyes impositivas que gravaban los niis- 
mni artículos incluidos ni la ley nacional, lo une hi^o por ley 
1134, cuyo firt, 2* establece íiup ''quedan demandas a partir 
del 1* de cuero de 19,10 las disposiciones de ln.s leyes 

917. etc en cnanto por ollas se gravan o imponen materias, 

-irodne'cs y articules cuya imposición prohibe In ley d n uni- 
t ¡ración de impuestos internos". Estamos pues en presencia 
de un cn^o de derogación expresa y pnrcinl, tm ley 917 sólo 
b.i «i'lo d^ro^idn en cuanto a su aboceto impositivo y no en 
cnanto por ella s<* reglamenta "la fabricación, introducción, 
circulación, tenencia y expendio en la provincia de ácidos mi- 
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iienilcs, etc.. que es el motivo fundamental de la ley dic- 
tada en virtud del poder de pojicía, fiicullud privativa de las 
provincias que lo conservan mientras no lo deleguen expresa- 
mente en el Gobierno Federal. (Art. 104 de la Constitución 
Nacional). 

VI I. Que la Corte Suprema de Ja Nación ha dicho a este 
respecto que "es un Indio y también un principio de derecho 
constitucional que Ja policía de las provincias, está a cargo 
de Jos gobiernos lócalos, entendiéndose incluidos en los po- 
deres que «a han reservado, gj proveer lo concerniente a la 
seguridad, salubridad y moralidad de sus vecinos. Que res- 
pecto a su extensión, el poder de policía de las provincias 
comprende aquella* leyes generales de reglamentación interna, 
consideradas necesarias para sembrar la paz, la salud, el buen 
orden y confort de ios ciudadanos". Por ello considero que 
tampoco ha sido derogada Ja ley 917 por la ley nacional 12,372 
(y el de policía del vino), como también lo sostiene ta de- 
fensa a fs, 65, por cuanto Ja provincia conserva este poder 
do policía por no haberlo delegado expresamente en el Go- 
bierno Federal, para lo cual debió seguirse el procedimiento 
adoptado respecto a la ley 12.139, es decir, dictar una ley 
especial. 

VIII. Que la defensa alega la ineonstitucionalidad de 
Ja ley 917, manifestando que viola lo dispuesto por el art 
1G de la Constitución Nacional. Considero que no existe 
quebrantamiento alguno ol principio de igualdad ante la ley 
que establece la citada disposición constitucional con res- 
pecto a todos los habitantes de la República. Sostiene la de- 
fensa que la tenencia de ácidos minerales es lícita en todo el 
territorio de la Nación, excepción hecha de la Provincia de 
Mendosa, y quo en consecuencia los habitantes de esta ultima 
tendrían derechos distintos del resto de los pobladores del 
país, agregando que esta diferencia repugna al principio de 
la igualdad constitucional. Entiendo que no existe tal des- 
igualdad; que es lógico el sometimiento de los ciudadanos 
de una provincia a las leyes que dicte la legislatura respec- 
tiva y que mi vigencia no alcance a las jurisdicciones de otros 
territorios provinciales, por cuanto es un principio indiscu- 
tible de jurisdicción y de competencia el que las leyes no 
pueden regir fuera de la órbita de las autoridades que la 
dictan. Es Iónico que una ley de Mendoza no va a regir para 
La Rioja o Jujuy y sin emliargo, esa ley no rompe el prin- 
cipio de igualdad. La violación de la igualdad debe cnten- 
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derse tan sólo respecto a los habitantes i¡ue adquieren dere- 
chos Q obligaciones con motivo de la ley que se sanciona y 
fiólo se produce cuando alguno o algunas de las personas so- 
metidas a ella, gozan de ciertos privilegios o inmunidades de 
que no gozan las (lemán en igualdad de condiciones. Stip. Corte 
Nac., t. 16 T pág. 11S ; t. 127, pág. 18. González Calderón De- 
recha constitucional, t. II, pág. 2. La ley 917 ha sido dictada 
por la Provincia en virtud de tas facultados no delegadas al 
Gobierno Federal de acue/do al art 104 de la Constitución 
Nacinnal. 

IX. Que igualmente sostiene la defensa la inconstitu- 
cional id ad de la ley 917 por ser viohitoria de las disposiciones 
del art. 67, inc. 11 de la Constitución Nacional. De aeuerílo a 
lo dispuesto por dielio artículo y el IOS de la misma, dice 
que corresponde al Congreso dictar el Código Penal, pero 
olvida la defensa quo corresponde a las provincias el ejercicio 
del poder de policía, que es un derecho que tiene toda socie- 
dad jurídicamente organizada por ser esencial para su con- 
servación y defensa y que el ejercicio del- mismo» supone el 
poder de dictar leyes o imponer penas, siempre que no se in- 
vada el poder delegado a la Nación. Y es indudable que Ja ley 
impugnada tiene por ohjeto el control del comercio de ácidos 
minerales dentro de la Provincia, a fin de que ellos no sean 
indebidamente eni oleadas en la elaboración de vinos u otras 
sustancias alimenticias, ya que su u^o un peliuro para la 
salud; es una ley sanitaria o policía broma tolótriea. El Dr. 
González Calderón en su obra [)rr<rho constitucional, t TTT, 
pág. 463. dice: ''Que si bien bis provincias no pueden dictar 
Iúk códigos de fondo, conservan poder bastante para proveer 
con sus leyes y ordenanzas a la reglamentación de su propia 
vida (¡ocial. y en materia penal, castigar las infracciones sobre 
todo aquello que pueda i-aer bajo la acción de lo que se llama 
el poder de policía". Y la Corte Suprema de la Nación, tiene 
reiteradamente establecido que las provincias pueden dictar 
leyes y reglamentos prohibitivos de la fabricación y venta de 
ciertos artículos, por considerarlos contrarios a la salud e lii- 
gicno, etc.... Jur, Arg t , t. 47. pág. 38Í); t, 43. pág. 973 y 
t, 46. páí». S."¡8, A íffual conclusión arriba el profesor Rafael 
Bielpa en su conocida obrn de Derecho Administrativo. 

X, Que la calificación legal del hecho cometido por el 
procesado RinaMo Piatta. es la de infracción al art. 7 de la 
ley 017. Concurro como circunstancia atenuante sn falta de 
antecedentes policiales y judiciales y como agravantes el hecho 
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dn ser el procesado el a Dorador de vino, que está obligado a co- 
nocer \as leyes que regla ni ni tan esta industria y el peligro y 
desprestigio que. representa para ella el uso de ácidos mine- 
ruleis. 

Por estas considera o iones, constancias de autos, disposi- 
ciones legales citadas, oídas el señor Agente Fiscal y la de- 
fensa y de conformidad con lo dispuesto en los arts 2G de la 
Constitución de la Provincia, 40 y 41 del Código Penal y 7* 
do la ley 937. que juzgando en definitiva esta causa N f 43.046, 
fallo condenando al procesado RinaJdo Piatía Qatte de filia- 
ción ni svpra, al pago de $ ÍVOOO % de multa, suma que de- 
berá hacer efectiva dentro de loa diez días de ejecutoriada esta 
sentencia, costas y accesorios legales. — Eleodoro Qrtiz Lobos. 



Sentencia de la C A mará dh Apelaciones 

En la ciudad do Mendoza, a 26 días de] mes de febrero de 
194H reunidos en su sala de acuerdos loa señores Ministros de 
la Exenia. Cámara de Apelaciones en lo comercial y crimina!, 
Dres. Car loa A. Pithod, Guillermo Fernández Ceretti, Migueí 
Giordano, Ismael Román y Alfredo J. Amava, trajeron a deli- 
beración, a fin de dictar senteneia definitiva loa autos nú- 
mero 43.046, del .Tufado Correccional, caratulados: "Fiscal 
y Dirección de Industrias y Fomento Agrícola contra Piatta, 
Rinaldo por infracción a la ley 917, en Rivadavia". 

Estudiadas las constancias del proceso por el Tribunal y 
conforme at art. lfiO de la Constitución Provincial se plantean 
las Picruientes cuestiones a resolver: 

1») i Procede el recurfio de nulidad T 

2») i. Correspondo a este Tribunal entender en la a Izada T 

3*1 i Se encuentra en vigor la lev 917? 

|l| ¿Es contraria la ley 917 a la Constitución Nacional T 

ñ*> Materialidad de la infracción y sanción aplicable. 

Efectuado el sorteo paro determinar el orden de votación, 
dió el siguiente resultado: Dres. Pithod, Román, Fem&ndes 
Giordnne y Amaya. 

Sohre la 1* cuestión el doctor Pithod dijo: 

En su memorial de fe. 9fi a 105 vta. la defensa se limita 
en el exordio y en el petitorio, a solicitar la revocatoria de la 
condena. 

El proceso <?e hn sustanciado v sentenciado observando laa 
normas sustanciales, que fija la ley de trámite. 
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90R ^nTT"» 11 ** y ,<? e acuerti ° » lo dispuesto por el art. 

¿96 del Cod. de Proc. Civiles, no corresponde hacer lu-ar al 

recurso de nulidad. 

Voto Ja cuestión propuesta afirmativamente 

Los doctora Román, Fernández, Giordano y Amava se 

adhieren al voto que antecede. 

Sobre ¡a 2' cuestión el doctor Pitliod dijo: 

Ei representante del Mi nial crio Público sostiene a f s 106 

vta que de conformidad a lo estatuido por el nrt. 32 de la ley 

n 917. no corresponde a este Tribunal pronunciarse como juez 

«o alzada. 

Esta disposición ha sido declámela inconstitucional por la 
Suprema Corte de Justicia de la Provincia en juieio: « Fis- 
cal c, Cozzolino Rafael y otros, por infracción a la ley 917". 
(5/4/39, Jur. de Mendoza, t. l\ pág. 22). 

Dicho fallo sienta la siguiente conclusión: "El art. 12 de 
Ja ley 917, en cnanto establece que de las resoluciones del Juez 
Correccional podrá apelarse para ante la Suprema Corte de la 
Provincia, es contrario al art. 144 de la Constitución. Por 
ello, el conocimiento de los recursos deducidos contra la sen- 
tencia de primera instancia corresponde a la Cámara de Ape- 
laciones en lo Comercial y Criminal". 

En mérito de este antecedente, opino que dicho precepto 
es inconstitucional por ser violatorio al art. 140 de la Const. 
Prov„ correspondiendo entonces eonocer de los recursos in- 
terpuestos a este Tribunal. 

Voto la cuestión propuesta afirmativamente. 

Los doctores Román, Fernández, Amaya y Giordano, se 
adhieren al voto que antecede por sus fundamentos. 

Sobre la 3* cuestión el doctor Pithod dijo: 

El abocado defensor alepa que la ley 917 fué derogada 
por la n* 1134. 

So procesa a Rinaldo Piatta por haber tenido en su poder 
50 le i los de ácido sulfúrico, cuya existencia no había sido de- 
nunciada a la Dirección de Industrias ni contaba con autori- 
zación de ósta para poseerlo. 

Para el apelante la ley 917 fué de carácter impositivo úni- 
camente. Dejó de regir por derogación espresa de la ley que 
declaró adherida la Prov. de Mendoza a la lev nacional de 
unificación de impuestos n* 12.139. 

El Juez advierte que tal derogación sólo afecta parcial- 
mente a la n* 917, al usnr la expresión: "en cuanto por ella 
se grava o impone materias, productos y artículos cuya impo- 
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WMW^^^ * impms,os in,prnM -" 

Do tal manera, ha quedado sin efecto la ley 917 en su as- 
pecto impositivo, no así en cuanto por olla se reglamenta la 
fabncaeion, introducción, circulación, tenencia v expendio en 
la provincia de ácidos mi ñera loe. * 

Bien lo dice el Juez que éste es el motivo fundamental de 
I» ley dictada en virtud del poder de policía, facultad priva- 
tiva de as provincias, que so conserva mientras no se delegue 
en el gobierno federal (art. 104 de la Coait. Nac). 

t, rt i Ks - VÍl l e í t - qU * ri ,e í Jis,ador dictar normas sobre in- 
troducción fabricación, circulación, tenencia y expendio de áci- 
dos minerales, ha tenido en vista regular la genuina elabora, 
cion de vinos en el territorio de la provincia. Se trata de una ley 
üo defensa de la industria principal de Mendoza 

M J?' f° ]n Prohibición genérica para los esta- 

blecimientos vitivinícola* en el art. 2\ «o me te a análisis y fis- 
calizaron previos los ácidos que ingresen a la provincia en el 
art ¿d y fijo los requisitos que han de llenarse para introdu- 
cirios, en sus arts. 4, 5, y 6. 

En conclusión estimo ^ue la ley 1134 ha derogado única- 
monto el aspecto impositivo, conforme al propósito de unifi- 
cación de impuestas de la ley nacional n* 12,139. 

Voto la cuestión afirmativamente. 

Los doctores Román, Fernández, Amaya y Giordano por 
las mismas consideraciones, se adhieren al voto precedente 

Sobre la 4» cuestión el doctor Pithod dijo; 

La defensa de Píatta arguye que aun cuando so encuentre 
en vigor la ley 917, ella debe declararse repugnante a las dis- 

CrionaT S artS ' 16 ' " ÍnC ' U y 108 de lQ Constil "<^« 

A su juicio se quebranta la garantía de igualdad ante la 
ley de quo gozan todos los habitantes del país, porque sólo en 
Mendoza ae prohibe la tenencia de ácidos minerales. 

El razonamiento es equivocado. La ley 917 rige las acti- 
vidades industríalos do la provincia. Las prohibiciones que con- 
tieno son una consecuencia de la fuerza coercitiva con que el 
V7 n V°. Provintí, »l reprime a los que perturban el orden de la 
Admrnist ración Púhlica. 

La violación del principio de igualdad ante la ley debe en- 
tenderse solo respecto a los habitantes que adquieren derechos 
u obligaciones con motivo de la ley a que quedfcn sometidos 
dentro de la jurisdicción donde se aplica. 
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En virtud de lo expuesto considero que la ley 917 no viola 
la garantía abordada por el art. 16 de la Const. Nacional. 

A la misma conclusión llego en cuanto a la violación do 
los arts. 67 inc. 11 y 108 de la misma Constitución. Sostiene 
La defensa que conforme a esas disposiciones, únicamente el 
Congreso Nacional \'u no facultades para dictar leyes de ca- 
rácter penal dentro del territorio del país. 

Esta cuestión ha nido contemplada ampliamente en el ex- 
pediente 35.566, caratulado:' 1 Fiscal c. Cozzolino Rafael y 
otros por infracción a la ley 917" (Libro 38 sent, crim. fs. 
347). 

Dicho fallo aparece inserto en Jurisprudencia de Mendoza, 
t. 3*, pág. 195. Al tratar la constihieionalidad cuestionada sos- 
túvose que la ley 917 no invade la esfera del poder delegado 
a la Nación, Ella se mueve dentro de la órbita del poder de 
policía local (arts. 104 y 105 de la Const Nacional). 

Cierto es que en esta causa, como en la anteriormente ci- 
tada no desconoce el apelante que la Provincia en ejercicio del 
poder do policía puede reglamentar y castigar infracciones. 
Su objeción se relaciona con la asimilación que hace de las 
normas prohibitivas de la ley 917. con previsiones del Código 
Penal. Para ello arguye, que ta Prov. no ha necesitado esta- 
blecer, en la ley 917 pena alguna, porque el Código represivo 
contiene previsiones al respecto (art, 200 y sigtes.). 

En reiterados antecedentes, la Cámara ha sostenido que 
no debo confundirse el delito de envenenamiento o adultera- 
ción de alimentos con la utilización abusiva de los ácidos mi- 
neral en en la elaboración del vino. Reunió que en la venta, 
circulación y utilización del ácido sulfúrico, no hay delito al- 
guno para la ley de fondo. Es un producto de libre comercio, 
cuya aplicación debe controlarse entre nasotros para evitar bu 
uso en el vino. Destácale así, la finalidad de policía industrial 
perseguida por In ley 917. Las sanciones y penalidades no ver- 
san sobro delitos propiamente dichos. 

Por lo expuesto y dando por reproducidos los fnndnmen- 
tos expresados en los fallos insertos en el libro 14. fs. 274. li- 
bro 38. fa. 312 y 347. estimo que el fallo apelado ha decidido 
acertadamente el problema de ineonstitneionalidad propuesto. 

Voto la cuarta cuestión por la nrgntiva. 
Loa doctoras Román. Fernández, Amaya y fliordano, ee 
adhieren al voto que antecede, por isuales consideraciones. 
Sobre la cuestión el doctor Pithnd dijo: 
En esta instancia la defensa no desconoce que el proce- 
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sado tuviera en su poder 50 kilos de ácido sel f úrico. Ello está 
comprobado con la declaración del acubado, acta de fa. 2 y 4, 
análisis de fs. !> y peritaje de fs. 50. 

Tal hecho constituye una infracción a la ley 917, por ha- 
berse eludido las norma» de fiscalización previstas en la misma 
y' en el decreto reglamentario n* 157 (ver informe de la Di- 
rección de Industrias a fa. 9/13). 

Las pruebas producidas son observadas por la defensa, 
en cuanto «e refieren a la constatación de mayor cantidad de 
ácido en poder de Piatta. 

Aun admitiendo que la declaración del hijo del acusado, 
no puede servir de prueba de carpo para sostener que las 17 
damajuanas vacías, habían sido utilizadas eon el mismo lí- 
quido, la infracción existe por la tenencia de los 50 kilos pre- 
meneionados. 

En cuanto a la pena aplicable, de conformidad eon el art. 
V de la ley 917 y cu atención a las circunstancias de atenua- 
ción y agravación expresadas en el considerando X del fallo 
apelado, propongo la sanción de S 2.000 % de multa. La re- 
ducción de pena se inspira en que el infractor es una persona 
do edad avanzada, de buenos antecedentes, que ha confiado Ta 
atención de su bodega al hijo Francisco Rinaldo Piatta (ver 
informe fa. 10). 

En tal sentido emito mi voto. 

Los doctores Román, Fernández, Amaya y Gíordano, ex- 
presan su adhesión al voto que antecede, por los mismos fun- 
damentos. 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente el Tri- 
bunal, faltando en definitiva esta causa resuelve: condenar al 
procesado Rinaldo Piatta Gatte al papo de la multa de 
h 2.000 % costas y accesorios legales, por infracción al art. V 
de la ley 017. Queda en tales términos modificada la sen- 
tencia recurrida de fecha 18 de noviembre ppdo. corriente a 
fu. 86. en Cuanto nt monto do la pena. — Carlos A. Phitod. — 
/. BomAn. — A. J. Amaya. — G. F. Ccretti. — M. Giordano. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La ley 917 sobre policía del vino, promulgada en 
la Provincia de Mendoza a principios de enero de 1927 
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(fs. 127) estableció multas desde quinientos hasta diez 
mil pesos, o arresto de uno a tres meses, para reprimir 
a quienes tuviesen ácidos minera fes en sus establecimien- 
tos vinícolas, sin denunciarlos a la autoridad adminis- 
trativa. Habiéndose bailado en la bodega de la firma 
Rinaldo Piatta e hijo (sita en el distrito Libertad del 
departamento líívndavtn) varias partidas y envases de 
ácidos minerales, se inició proceso ante la justicia co- 
rreccional de dicha provincia, y esn causa ha terminado 
por fallo en que la Cámara de Apelaciones en lo Co- 
mercial y Criminal de Mendoza impone a D. Rinaldo 
Piatta Gatte, como infractor al art. 7 de la ley 917, el 
pago de una multa de dos mil pesos > más accesorios y 
costas. Contra tai fallo se trae ahora un recurso extra- 
ordinario para ante V. E., fundado en que la ley 917, 
aplicada, es inconstitucional, en cuanto se refiere a ma- 
terias sobre las cuales no pudo la Provincia de Mendoza 
legislar válidamente. 

Estudiado el caso, pienso que si bien pudo dicha 
provincia dictar leyes sobro la policía del vino mien- 
tras el Congreso no tomó a su cargo hacerlo, a partir 
de la promulgación de la ley nacional 12.372, dicha fa- 
cultad no pudo continuar siendo ejercitada. La 12.372 
fué sancionada en agosto de 1938; declara inequívoca- 
mente en su art. 1, regir para lo sucesivo la industria 
vitivinícola y al comercio relacionado con ella, en todo 
el territorio de la Nación ; y prevé y reprime las infrac- 
ciones que puedan cometerse al respecto. Con ello, la 
facultad de policía que antes ejercitara la provincia, 
ha pasado a la Nación, 

Considero, pues, acreditada la tacha de inconstitu- 
cional idad materia del recurso. Buenos Aires, agosto 
19 de 1943. — Juan Alvares, 
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Buenos Aires, 26 de junio do 1944. 

Y vistos loa del recurso extraordinario concedido 
y. fs. 121 a la parte querellada» en los autos "Fiscal y 
Dirección de Industrias y Fomento Agrícola contra 
Píatta Rinaldo por infracción a la ley 917", venidos 
do la Cámara de Apelaciones en lo Comercial y CrimU 
nal de Mendoza. 

Considerando en cuanto al recurso: 

Que éste es procedente de acuerdo al art 14, inc. 
2*. de la ley 48, por cuanto se ha impugnado la ley pro- 
vincial de ser repugnante a las leyes nacionales 12.139 
y 12.372 y a los arts, 16 y 67 inc, íl de la Constitución 
Nacional, siendo la sentencia definitiva y favorable a 
la validez de la ley provincial. 

Y en cuanto al fondo de la cuestión: 

Que, como lo sostiene el señor Procurador General 
en su dictamen de fs. 134, si bien pudo la Provincia 
do Mendoza dictar leyes sobre la policía del vino mien- 
tras el Congreso Nacional no lo hizo, a partir de la 
promulgación de la ley núm. 12.372 la provincia no pudo 
continuar ejercitando dicha facultad. Y habiéndose san- 
donado ésta en agosto de 1938, con anterioridad a la in- 
fracción de que so trata, no ha podido condenarse al 
recurrente aplicándole el art. 7' de la ley provincial 
W 917 (Fallos: 179, 169; 197, 381 y Swift v. Bs As„ 
14íC|1944). 
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En su mérito se revoca la sentencia de fs. 108. No- 
tifíquese y devuélvanse al tribu nul de procedencia, 

EOBEKTO RePETTO ANTONIO Sa- 

oaiina — B. A. Naüar An- 

CHOHENA P. RA3IOS MejÍA, 



FEDERICO J. VISAS v. FELIPE CORENSTEIN 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Delito? 
en particular. Defraudación. 

El juez del lugar en quo el acusado vendió los efectos que 
le fueron entregados con ese objeto, cobró su precio y se 
apropió de él o depositó en la cuenta del dueíío lo que 
Labia percibido de los compradores, es el competente para 
conocer en la cansa que con tal motivo ee le seguía por de- 
fraudación. 

Díctame* del Procurador General 
Suprema Corte: 

Corresponde dirimir a favor de la jurisdicción de 
los tribunales ordinarios de esta Capital, la contienda 
que se lia producido entre un juez de instrucción de la 
misma y otro de igual grado de la ciudad de Santa Pe, 
por negarse ambos a conocer en un proceso seguido con- 
tra Felipe Corcnstein. 

Lo motiva una denuncia de defraudación, que se 
habría cometido al apropiarse Corenstein del precio 
de productos de farmacia que so le remitieron desde 
Santa Fe a Buenos Aires y fueron aquí vendidos por 
él. El procesado alega que en su carácter de eomisio- 
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nista puso oportunamente a disposición del vendedor la 
única parte de precio pagada por el comprador; afir- 
mación que corroboran este último, y las boletas de de- 
pósito del Banco Español del Río de la Plata obrantes 
a fs. 42 y 43, de las que resulta haberse hecho el pago 
parcial en esta ciudad, acreditando las sumas corres- 
pondicnt es en la cuenta que el vendedor tenía en la casa 
central do dicho Banco. Trátase, pues, de delito, o de 
simple falta de cumplimiento a lo pactado, exigióle me- 
diante el ejercicio de acciones civiles, siempre resulta- 
ría procedente la solución que aconsejo, pues tanto el 
comprador como el comisionista tienen su domicilio en 
la Capital Federal. — Buenos Aires, mayo 29 de 1944. 
— Juan Alvar ez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de junio de 1944. 

Autos y vistos: 

Por los fundamentos del precedente diclamen del 
Sr. Procurador General declárase que es juez compe- 
tente para conocer en la causa seguida por Federico 
J. Viñas, sobre defraudación, el Sr. Juez de Instruc- 
ción en lo Criminal núm. 10 de la Capital Federal, a 
quien se remitirán los autos, haciéndose saber en la for- 
ma do estilo al Sr. Juez de Instrucción de la 1* Nomi- 
nación de Santa Fe. 

Bodekto Repetto — Antonio Sa- 
OAItNA — B. A. Nazar An- 
chorena — F. Ramos Mejía. 
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RAFAEL J. CAPELETTI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia federal. Causa, 
penales. Caaos varios. 

No competo a ta justicia federal sino a la ordinaria cono- 
cer en ta causa sobre defraudación promovida por im- 
putarse al procesado el apoderamk'nto ilegítimo de auto- 
rizaciones para adquirir neumáticos expedidos por la Co- 
misión Nauiomd de Distribución del Caucho, entregadas 
a aquél por los titulares de ellas para que las hiciera 
efectivas. 

Dictamen del Procuradoh General. 
Suprema Corte: 

Se lia trabado contienda de competencia negativa 
entre un jue¿ del Crimen y otro o» lo Federal, de esta 
Capital, por conceptuar ambos que a ninguno de ellos 
le corresponde intervenir en un proceso seguido con- 
tra Rafael J. Cape lo t ti, por defraudación. Motiva di- 
cbo proceso imputarse a Capeletti apoderan] ¡cnto ile- 
gítimo de autorizaciones para adquirir neumáticos, ex- 
pedidas por la Comisión Kacional do Distribución del 
Cancho a favor de "Cabana Tuyú" y "Expreso Pilar"; 
con la pnrlií'ularidad do haberle sido entregadas di- 
cbas Órdenes por sus propios titulares, al encomendarlo 
las luciera efectivas. 

A mi juicio, está en lo cierto la Cámara Federal, en 
su fallo de fs, 12, pues no es aplicable al caso la juris- 
prudencia sentada por V. B. en 195: 48(1. Allí se trataba 
de falsificación de autorizaciones de venta, documen- 
tos emanados de la Comisión Nacional ; aquí, si m pló- 
mente ile un abuso de confian/a cometido por el conii- 
sionísla en perjuicio de los comitentes, y equiparable 
sin esfuerzo a un hurto liso y llano de neumáticos. 
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Pienso, pues, procedo dirimir la contienda decla- 
rando corresponder el conocimiento del proceso alu 
dtdo a la justicia ordinaria de la Capital ~ 
Aires, junio 6 de 1941. - J mn Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 do jumo de 1944. 

Autos y vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 

+ rt ,!? r rocurador G™ral se declara que es compe- 
tente para cono(Hír en , fl mm se ^. da v 

Raínel J. por presunta defraudación, e J señor Juez del 
Crimen num. 8 de la Capital de la Nación a quien se 
remitirán los autos haciéndose saber en la forma de 
Gshlo a señor Juez Federal en lo Criminal v Correc- 
cional do] mismo distrito. 



Roberto Repetto — Antonio Sa- 
garna — B. A. Nazar An- 
chorena — F. Ramos Mejía. 



RICARDO ALTAMIRANO y OTROS 

jmmmm r cúmmmw confié ^ 

En d caso do imputare a varios conscriptos un delito f ?e 

r SSS ' ^ de ,a »ieia ordirínr , re 

pni mío con pena mas grave que el de hurto e„ <■! cuartel 

&5 n!' C, ° Sf bl *3 Ü ¡m n,Ísraos ' y (lc competencia Te la 
justicia militar, debe juzgar primero aquélla. 
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Dictamen del Procurados General 
Suprema Corto: 

Viene a V, E. para ser dirimida (art. 9, inc. d, ley 
4055) esta contienda de jurisdicción trabada entre p 
Juez de Instrucción Militar de la 3' División de Ejer- 
cito» y otro del Crimen de Concepción del Uruguay. Ha 
surgido ella en un proceso que se sigue contra conscrip- 
tos del ejército, por imputárseles hurto de varios efec- 
tos en un cuartel; entre ellos, un aparato de radio, 
vendido más tardo a nn particular. El Sr. Juez de Ins 
trui-ción, considera que esto último comporta defrau- 
dación procésame ante los tribunales ordinarios, pues 
esa defraudación debe reprimirse con pena mayor que 
al hurto. El Sr. Juez del Crimen, por su parte, atenién- 
dose a lo proscripto por el art. 769 del Código de Jus- 
ticia Militar, entiende que la venta de artículos hurta- 
dos en un cuartel está prevista y penada por dicho có- 
digo; razón que impediría a la justicia intervenir. 

A mi juicio, atenta la forma en que se han produ 
cido los hechos, está en lo cierto el Sr. Juez del Crimen 
de Concepción del Uruguay. Correspondería, pues, di- 
rimir en tal sentido la contienda. — Buenos Aires, ju- 
nio 14 de 1944. — Juan Alvares. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de junij de 104-k 



Autos y vistos: Considerando: 

Oue cuando existe concurrencia de delitos respecto 
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tribunales ordinarios, deberá juzgar primero aquél a 
quien le corresponda la aplicación do la pena más gravo 
— art. 122 del Código de Justicia Militar. 

Que en el presente caso la pena máxima sería la 
fijada a la defraudación (art. 172 del Código Penal) 
cuyo conocimiento corresponde al Sr. Juez del Crimen 
de Concepción del Uruguay, mayor que la de hurto se- 
nalada por el art. Ki2 de aquel Código. 

En su mérito y oído el Sr. Procurador General, se 
declara que tiene preferencia para conocer en esta causa 
el señor Juez del Crimen do Concepción del Uruguay 
a quien se remitirán los autos, haciéndose saber en la 
forma de estilo al Juez de Instrucción Militar de la 3' 
División del Ejercito, 

Kokeuto Repetto — Antonio Sa- 
ga r na — B. A. Nazar An- 
cnoitENA — F. Ramos Mejía. 



BERNARDO SANDLIR. 

JÜTtISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia federal Com- 
petencia onainaria ríe la Carte Suprema. Agentes diplomáticos u 
consulares. Embajadores t; Ministros extranjeros. 

Ante la renuncia de ras privilegios formulada por un 
embajador extranjero a efecto de que la policía y la ius- 
tieia ele instrucción investiguen el delito común cometido 
en ra perjuicio por una persona qnc estaba a su servicio 
y que carece de calidad diplomática, corresponde declarar 
la incompetencia de la Corte Suprema para conocer ori- 
ginariamente en la cansa. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, '20 de junio de 11H4. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que según consta en el aeta de fs. 2, el Sr. Emba- 
jador de la República tle fehil*, D, Conrado Ríos Ga- 
llardo, lia manifestado que "a los efectos de la in- 
vestí pación del hecho y diligencias de todo orden a que 
ello diera lugar, renunciaba a los privilegios inherentes 
a su cargo... siendo su deseo que esta policía se avo- 
cara al procedí mi cato con ínter vención de la justicia 
do instrucción". 

Qao en presencia de esa manifestación, ante la na- 
turaleza de los hechos do que trata la cansa, que sólo 
admiten actualmente la calificación tle delitos comunes, 
y la ausencia de calidad diplomática del detenido 
Samllir, es de aplicación la doctrina de los preceden- 
tes de Fallos: 17">, :?44; tR3, 1315 ; conforme a la cual 
no corresponde a esta Corte el conocimiento originario 
de las actuaciones, 

Kn su nn'ríto y con citación del Sr. Procurador Ge- 
neral, se decide declarar que no corresponde a esta 
Corte Suprema intervenir en las presentes acto aciones, 
Ins que se remití rnn con oficio al Sr. Juez do Instruc- 
ción Dr. Raúl Manilla Lncasn. Oficíese igualmente al 
Sr. Jefe de Policía a los efectos de que el detenido Ber- 
nardo Samllir sea puc-do a disposición del Sr. Juez de 
Instrucción mencionado, a quien se remitirá igualmente 
r | dinero — $ 4¿5¿i.OO y el vicésimo de la Lotería de 
Beneficencia Nacional secuestrados. 

Roberto Iíkpetto — Axtoxio S.v 
uaitxa — B. A. Xazar A>í- 
cnoitKXA — F. Ramos Mejía. 
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ANTIOCO BANCHI 

CONSTITUCION NAVIOS AL: Control de constitucional itlad. In- 
tcrt's pura impugnar la rpnntitucionalUtiul. 

Si bien, en principio, la constitucional ¡dad de] requisito 
do la inscripción en las condiciones determinadas por las 
leyes para el ejercicio de ciertas funciones, no puede ser 
observada en juicio por el interesado que omitió solicitar 
la inscripción correspondiente, ello no constituye un im- 
pedimento en el caso de un médico no inscripto en las 
listas mencionadas por el art, 5 de la ley 12.(130 y desig- 
nado de oficio, para mejor proveer y sin oposición de las 
partes, en un juicio hobre insania. 

CONSTITUCION NACIONAL; Derechos y aaraattat. Ccncralirlades, 

Los derechos individuales pueden ser objeto de reglamen- 
tación por el Congreso Nacional siempre que ella sea razo- 
nable y no los altere o destruya. 

CONSTITUCION NACIONAL: Comt itndonatidad e incomtittirjo- 
nalitlad. Lryra nacionales. Procesales. 

Los médicos que no reúnen lus condiciones previstas por 
el art. 5 de la ley 12.6^0 no pueden invocar d cree líos ad- 
quiridos derivados del diploma universitario, del Tratado 
dn Montevideo y de su capacidad acreditada por el ejerci- 
cio d** su profesión, pura obtener la invalidación de dicho 
precepto como contrario al art. 14 de ta Constitución Na- 
cional. 

CONSTITUCION NACIONAL; Constiturionalidad e ineomtttHcio- 
nalidad. Leyc* nacionales. Proresales. 

fti bien et Congreso puede reglamentar válidamente, para 
el futuro, el ejercicio de la profesión médica ante la jus- 
ticia, no puede hacerlo mediante la creación de categorías 
artificíales y arbiirarias violatorias del principio de igual- 
dad establecido por el art. 10 de la Constitución Nacional, 
como las que en el caso resultan de los arts. 3 v 5 de la 
ley 12.G30. 
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Dictamen uel 
Suprema Corte: 

El caso actual tiene origen en una gestión ante la 
justicia ordinaria de la Capital Federal, encaminada a 
obtener la declaratoria de insania de D. Antioco Ban- 
chi. Examinado este último por dos facultativos —los 
Dres. Arturo Araeglimo y Daniel José Stockdale — sur- 
gieron dudas ucerca de su verdadero estado mental; y 
por ello, habiéndose solicitado nueva pericia médica (fs- 
58 vta.), el Juez designó a los Dres. Lucio V. López y 
Juan M. Obarrio. El auto que así lo ordena (fs. 59), 
expresa : 

"Que según resulta de la providencia de fs. 16 se 
ha designado ya en autos a dos facultativos que inte- 
graban la lista pasada por la Excmn. Cámara como co- 
rrespondiente al Juzgado, para que procedieran al exa- 
men del presunto insano» cumpliéndose así con lo que 
ostablece la ley n* 12.210 y Fo que disponen las acorda- 
das respectivas, 

"Que la sanción de esta ley no puede interpretarse 
en el sentido de que haya derogado el precepto del Có- 
digo procesal (art. 57, inc. 3*) que regla las facultades 
que, para mejor proveer, pueden ejercer los jueces; ni 
que el ejercicio de esa facultad discrecional deba subor- 
dinarse a otros medios que no sean los que se conside- 
ren adecuados para obtener una solución legal y justa. 

"Que el alto propósito de la ley al someter el ré- 
gimen de la capacidad civil de las personas a la deci- 
sión final de los jueces, con la responsabilidad que ello 
comporta, sugiere e impone al proveyente la exigencia 
en el presente juicio el nuevo 
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ha do realizarse, se someta a la opinión de dos faculta- 
tivos que, sin desmedro de los ya designados a fs. 16 
y de los que integran la lista actual que pertenecen al 
Juzgado, reúnan las condiciones que la índole e impor- 
tancia do su misión reclaman' 1 . 

Habiendo los nuevos facultativos expedido dicta- 
men a fs. 155, las partos se manifestaron de acuerdo 
con sus conclusiones (fs. 160 y vía.); por lo cual el 
Juez, invocando dicha pericia y la conformidad de los 
interesados, declaró demente a Banclii. Nadie ha recu- 
rrido de tal resolución. 

¿Por qué viene entonces el caso a conocimiento de 
V. E.T Simplemente porque, al presentar los Dres, Oba- 
rrio y López sus cuentas de honorarios —seiscientos pe- 
sos cada uno, fs. 188— la curadora del insano y el Sr. 
Defensor do Incapaces alegaron que con ar regio a las 
leyes 12.210 y 12.630, dichos profesionales no estaban 
en condiciones do ser nombrados peritos (fs. 190 y 202 
vta.); y como ese argumento prosperó en primera y 
segunda instancias (fs, 211, 217 y 230) no haciéndose 
lugar a la regulación, los doctores Obarrio y López traen 
ahora recurso extraordinario, fundado en que dichas 
leyes vulneran el derecho que les asistió para ejercer 
válidamente su profesión de médicos, y además son in- 
compatíMos con la norma constitucional de igualdad 
ante la ley, creando una categoría de profesionales ar- 
bitrariamente privilegiada (fe. 241). No hacen cues- 
tión acerca do habérseles desconocido el derecho de ac- 
tuar en este litigio, derecho emergente de lo definiti- 
vamente resuelto en el auto de fs. 59, sobre validez del 
nombramiento; de suerte que tal circunstancia no po- 
dría ser contemplada por V, E. ni aun ante la evidencia 
de estarse produciendo en autos la extraña situación 
de que el dictamen de los Dres. Ohnrrin v JAnnv «g!rrd 
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para sustentar y mantener la decía rato ría de insania 
de Líauclii pero no valga en cuanto a pagar a los mé- 
dicos su trabajo so re lie ra. 

Limitado, pues, el problema jurídico a lo único que 
los recurrentes objetan, cabe recordar, en primer tér- 
mino, que las leyes 1-.-IU y 12.630 modifican el urt. 14Ó 
de la X* lS!):i (orgánica de los tribunales de Lu Capital), 
y aclaran o complementan el lu'4 del Código de Proce- 
dimientos de la Capital; que dice así: 

'*Los peritos deberán tener títulos de tales en la 
ciencia, arte o industria a que pertenezca el punto so- 
bre que ha tic oírse su juicio, si la profesión o arte es- 
tuviese reglamentada". 

N'o discutiéndose en aillos la facultad del Congreso 
para haber dictado ese articulo, ni para reglamentar el 
ejercicio de las profesiones, veamos si hubo exceso re- 
glamentario al exigirse diploma de im'tVu-n h-uisin ex- 
pedido por universidad nacional — o calidad de profe- 
sor de determinada asignatura— a los facultativos a 
quienes los jueces [ti dan dictamen pericial, de o fin o. 
Desearlo, por innecesario, discernir si los litigantes tie- 
nen o no el derecho de elegir perito de su aireado, pues- 
to que cu este casi» h s Dres. Oharrio y López no fueron 
propuestos por las partes, sino designados de oficio. 
Y dejo también constancia de que ninguno de esos fa- 
cultativos resulta haber pedido inclusión en la lista 
oficial, ni hay reclamo contra la Cámara porque dejara 
de incluirlos. 

A mi unido di- ver. la exigencia de la ley 12.b'30, po- 
drá ser discutible desde el punto de vista de su oportu- 
nidad o conveniencia —y así lo declaró el í\ K. a! pro- 
malvarla, mensa ie de? 10 de octubre de líKíít — pero no 
excede a las potestades reglamentarias del Congreso. 
Del mismo modo que pudo exigir se litigara con firma 
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do letrado, puede la ley, extremando las precauciones 
para mayor acierto en los tallos, exigir que ios jueces 
ocurran al consejo de especialistas en medicina legal. 
Esa precaución resultará o no adecuada al fin ¡i que 
se la destina, pero no es violatoría de derechos adqui- 
ridos por ios d< más médicos a que se ¡<is tenga cu cuenta 
para nombramientos do oficio. Xo se impide a los Jiros. 
Obarrio y López continuar ejerciendo libremente su 
profesión de médicos: simpleuiente se establece, con ca- 
que para ciertas diligencias de carácter 

con 

io 

rige para otras profesiones, y así, es Frecuente 
que, conforme van alcanzando mayor grado do espe- 
ei aligación los estudios superiores, la ley imponga nue- 
vos requisitos, no exigidos antes, (tara el desempeño 
de ciertas funciones públicas. 

Pienso, por ello, que no se lia demostrado en autos 
la tacita de iueonstitucionalidad materia del recurso. — 
Buenos Aires, febrero 2G de 1044. — Jurtn Alvarcz. 
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Buenos Aires, lí) de junio de 1044. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario interpues- 
to por los Dres. Juan AÍ. Obarrio y Lucio V. López con- 
tra la sentencia de la Cámara 2* en lo Civil de la Capi- 
tal Federal, que desestimó su demanda por cobro de 
honorarios devengados por su pericia médico legal en 
el juicio de insania de Antioeo Ranelii ; y 
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Considerando : 

I) Que los actores fueron nombrados de oficio por 
el Sr. Juez de 1* instancia en lo Civil Dr. Fauvety en 
14 de abril de 11)41 — fs. 59 — sin que tal designación 
fuera observada ni por las partes privadas ui por el 
Asesor de Pobres, Menores e Incapaces — fs. 00, 63 
vta. y 66. 

II) Que la porieiu fué presentada por los Dres. 
López y Obarrio en 30 de diciembre de 1941 — fs. 155— 
siendo aceptada por el curador, el Asesor y el Juez sin 
observación de ninguna especie — fs. 160 vta., 161 y 161 
vta.— pronunciándose sentencia de insania de Bunehi 
fundada en las conclusiones de los aludidos peritos, fa- 
llo no observado ni recurrido. 

III) Que, al pedir la regulación de sus honora- 
rios, los Dres. López y Obarrio, previendo cualquier 
objeción fundada en las leyes 12.210 y su modificatoria 
12.630, prepararon el recurso extraordinario y luego 
amplia mu su tesis — fs. 201 — al contesta r la oposición 
de la curadora — fs. 193 — conforme a lo preceptuado 
en el art. IT* de la ley 48 y a la correlativa jurispru- 
dencia constante de esta Corte, sosteniendo que el art. 
5 de los aludidos estatutos legales vulnera las garan- 
tías de los arts. 14 y 16 de la Constitución en cuanto no 
solamente se cercena el alcance del título profesional 
que poseen, otorgado por Universidad Xacional y cjer 
cido durante 40 años precisamente en la especialidad 
disentida, sino que establece prerrogativas especiales 
facultando para su ejercicio a médicos que tienen idén- 
tico título sin otra prueba ulterior que lo amplíe o per- 
feccione. Además, se da a la ley un efecto retroactivo 
privándoles de derechos adquiridos. Xada tiene que 
hacer con los actores la ley níim. 12.578. 
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IV) Que, de acuerdo eon la curadora y el Asesor, 
el Juez desestimó el pedido de regulación de los peruos 
por él nombrados, en base a lo dispuesto por el art. 5 
de la ley 12.630, porque está dentro de las facultades 
del H. Congreso la reglamentación de las profesiones 
liberales y, por lo demás, la ley que se impugna no pro- 
hibe el ejercicio de la medicina legal a quienes no fa- 
vorezca, sino que subordina o ciñe su práctica a nue- 
vas condiciones que se conceptúan mejores v más ade- 
cuadas para el asesoramiento de la justicia.*En cuanto 
a la garantía del art. 1G, la jurisprudencia ha estable- 
cido que se cumple cuando todas las personas sujetas a 
una legislación determinada dentro del territorio de 
la Kacióu, sean tratadas del mismo modo siempre quo 
so encuentren en igualdad do condiciones y circunstan- 
cias (C. S. % 184, óí>2, fs. 211 y 217). 

V) Q T je, confirmado por la Cámara el fallo de 
primera instancia — fs. 239— los vencidos interpusie- 
ron el recurso extraordinario — fs. 241— fundándolo 
on las transgresiones a los arts. 14 v 1G de la Consti- 
tución que implican las leyes 12.210 y su modificatoria 
U.o30, según lo alegaron desdo su demanda, lo que 
hace procedente el art. 14 de la ley 48; pues el poder 
roglnmentario del Congreso, mencionado en el art. 14 
de la Carta Fundamental o invocado en la sentencia re- 
currida, no debe llegar en su ejercicio a menoscabar o 
destruir el derecho reglamentado, pues así lo previene 
el art 28 y así lo ha establecido la jurisprudencia de la 
Corte Suprema (Fallos: 117,4.12).* KI Sr. Procurador 
General, en su dictamen de fs. 256, sostiene que "la 
exigencia de la ley 12.ÍÍ30 podrá ser discutible desde el 
punto de vista de su oportunidad o conveniencia... 
pero no excede a las potestades reglamentarias del Con- 
*" y * violatoria de derechos adquiridos», 
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porque "no se iiiipide a los Uros. Obnrrio y López cou- 
tiituar ejerciendo libremente su profesión de médicos: 
simplemente se establece, con carácter general, que puní 
ciertas diligencias de carácter forense, los tribunales 
lian de utilizar facultativos cou diploma coniplcin cuta rio 
de médico legista". 

VI) (¿ue corresponde advertir la omisión volun- 
taría de la inscripción de iu.s Ihvs. López y Obamo en 
las listas anuales que previene el art, á de las leyes 
Ll\i!lO y liMi.'ÍO; y ju carencia de título especial de mé- 
dicas legistas, o de profesores de la materia, de psiquia- 
tría o toxicología. Kilo podría implicar, en principio, 
un impedimento para discutir la ley que li s impide el 
ejercicio pericial, [jorque importa un tácito acatamiento 
al precepto que ahora discuten desde que la negativa 
de la o de las Cámaras judiciales sería el acto agra- 
viante de sus derechos, base, por lo tanto, de la acción 
a ejercitar en defensa de los mismos. Kl ciudadano eu 
edad y condiciones electorales que, sin causa justifica- 
da, no se inscribo o intenta inscribirse en el registro 
de ley; el ahogado o procurador que omite inscribir su 
título en las matrículas respectivas; esas y otras per- 
senas en circunstancias similares no pueden ejercitar 
luego las funciones inherentes a su título o condición si 
previamente no hau observado, en tiempo y forma, la 
emisliliieionalidad del requisito legal omitido. 

VII) Que, en el caso en examen, cabe observar 
que los actores fueron designados do oficio, sin de- 
manda del cargo por su parte y que lo que la ley prohibe 
□o es el cobro do honorarios, que aquí se disente, sino 
el nombramiento do perito sin las condiciones del art. 5; 
ellos no pudieron observar la facultad del Juez para 
tal nombramiento; esa actitud correspondía a las par- 
tos privadas o al Ministerio Papilar, aquéllas en de- 
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feusa del valor probatorio de la pericia y éste, aparte 
esa finalidad, en resguardo del hu'erés esencial del Es- 
tado del mejor esclarecimiento de la incapacidad abso- 
luta de los dementes (arís. 54, 07 y 38 del Código Ci- 
vil). Fl acatamiento, pues, de la comisión judicial para 
efectuar una pericia o un asesorumicnto tpie considera- 
ban estar dentro de su aptitud y título científico v ia 
aprobación plena de las partes, do esa designación v 
dfil trabajo realizado cu su eov secuencia, con elogios 
sin reservas para ambos — fs. 1Ü0, 160 vta., 1<>5 y 2W— 
anula lodo impedimento —derivado de la no inscrip- 
ción— para disentir cu justicia el derecho a los honora- 
rios consecutivos a esa pericia, que no se ha argüido 
sea de carácter gratuito. Finalmente, como lo observa el 
señor- Procurador General, el .Juez do 1* Instancia, en 
su resolución de l's. 5í) (2* considerando) fundó expre- 
samente en el art. 57, inc, del Código procesal, su 
derecho a nombrar a los doctores López y Obarrio, 
eomc facultad discrecional [jara mejor proveer que no 
debe subordinarse a otros medios que no sean los que 
se consideren adcenados para obtener una solución 
justa y legal. 

VIII) Que es indudable la facultad del II. Con- 
greso para reglamentar, por leyes, los derechos de los 
habitantes del país que menciona el art. 14 de la Cons- 
titución Nacional; la letra del precepto fundamental es 
clara y la doctrina de los autores, así como la jurispru- 
dencia de esta Corte Suprema, lo han explicado como 
indispensable para su mejor y más amplia inteligeneia 
y eficaz aplicación en los casos múltiples que la cre- 
ciente complejidad de ta vida social trae aparejada 
(Joaquín V. González, Manual ríe la Constitución Ar- 
gantina, núin. f)0, pág. ÍH; Corte Suprema Nacional, 
Fallos: 151, 5, cafre otros); pero asimismo, la Carta 
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Fundamental — art. 2S— el autor citado — núm. 91, 
púg. 95 — han dicho categórica monto que, so pretexto 
do reglamentar, la ley no puede ultcrur Jos principios, 
garantías y derechos reconocidos por la Constitución 
"porque no sólo puede haber en los pueblos presiden- 
tes o reyes que se hagan tiranos, sino también legisla- 
turas o parlamentos que conviertan su potestad de dic- 
tar leyes ou verdadero despotismo, o den leyes injus- 
tas para usurpar otros poderes u oprimir la libertad y 
los derechos de los individuos del pueblo"; a lo que 
agregó esta Corte — citando a Alcohta, Garantías cons- 
titucionales; a Albhrdi, Organización de la Confedera- 
ción Argentina; y a Freund Pólice Power — , que no es 
permitido al legislador en ejercicio de su facultad re- 
glamentaria, "obrar caprichosamente do modo a des- 
truir lo mismo que lia querido amparar y sostener"; 
que la reglamentación debe ser razonable, agregando 
que esta condición se resuelve generalmente en ésta: si 
la reglamentación ha sido llevada al extremo de consti- 
tuir una prohibición, destrucción o confiscación; punto 
que deberá ser considerado en conexión eon los diversos 
casos que si* presentan en la práctica (Fallos: 117, 432). 

IX) Que los recurrentes sostienen que la regla- 
mentación preceptuada en el art. 5 de la ley 12.6.30, ta 1 
como se aplica, agravia derechos adquiridos y discuten 
el carácter do orden público (pie se atribuye n la misma. 
La Corte ha decidido en su constante jurisprudencia 
— Fallos: 1ñfí, 4$; 160, 114 y otros — que el principio 
del art. ,t del Código Civil, 'Mas leyes disponen para el 
futuro, no tienen efecto retroactivo ni pueden alterar 
derechos adquiridos", rige solamente en el orden de 
las relaciones de derecho privado y es patente que en el 
caao se tratn de una cuestión de derecho público ati- 
nente a la mejor administración de justicia; pero tam- 
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bien ha decidido el Tribunal que ese principio de la 
no ret reactividad "adquiere carácter constitucional 
cuando la aplicación de la nueva ley priva a algún ha- 
bitante de la Nación de algún dercelio incorporado a 
su patrimonio, en cuyo caso aquel principio so confun- 
de con la garantía relativa a la inviolabilidad de la pro- 
Piedad" -Fallos: 103, 135— y que la propiedad ga- 
rant.da inviolable por el art. 17 de la Constitución 
comprende todos los intereses nprccinhlcs que un hom- 
bre puede poseer fuera de sí mismo, fuera de su vida 
y de s« libertad" -Fallos: 145, 307; 163, 155- La 
ley 12.630 gravita retroactivamente y afectaría los de- 
rechos adquiridos de los doctores López v Obnrrío que 
derivan: a) de su diploma univcrsitario'que los habi- 
lita profesionalmonte para el ejercicio de la medicina 
en todas sus ramas; del art. J» del Tratado de Derecho 
Internacional Privado sobre Profesiones Liberales de 
Montevideo; b) de su capacidad y ejercicio profesio- 
na en Jas especialidades mencionados en el art. 5 de 
Ja ley 12.630 durante más de 40 años; c ) de su nombra- 
miento de oficio en el caso de autos con asentimiento 
de todas las partes intervinientes en el juicio; d) del 
derecho a los honorarios emergentes de ese trabajo 
que es una propiedad garantida por la Constitución - 
pero las cuestiones c) y d) no fueron argüidas por los 
actores. 

X) Que como puede advertirse, de las leyes re 
ferentcs a la organización y regir, mentación del ojer- 
eicio de la medicina, no surge qu se le atribuva aí di- 
plomado de las Universidades Nacionales o de las de 
los países adheridos al Tratado de Montevideo en esa 
materia, el derecho de ejercer cargos judiciales o de 
asesores ^díñales; ese derecho está reglamentado por 
las leyes do procedimientos que son do atribución o 
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facultad de las provincias — arts. 67, inc. 11, y 104 a 
107 de la Constitución Nacional — y por eso, el Juez 
de 1* Instaucia invocó el art. -T>7 f inc. :}"•', del Código 
procesal en su auto de í's. í>9 por el < ual nombraba a 
los Dres. López y O barrio. 

Si nía ña na se exigiera pura optar al cargo de 
Juez del (.'rimen el estudio de la medicina legal u otra 
disciplina (pie el Congreso juzgue necesaria para la 
más amplia capacidad del juzgador, o sí los progresos 
de la química, tan notorios en los días que corren, 
aconsejaran al Poder Legislativo exigir estudios y di- 
plumas especializados para ejercer pericias en la ma- 
teria; en esos y semejantes casos, no podría decirse 
(pie se viola lian derechos adquiridos por los profesio- 
nales anteriormente diplomados y con largo y hon- 
roso ejercicio, tanto menos cuanto que todo lo atinente 
a la organización de la justicia es de orden público, 
previ-ln en el art, 5 del Código Civil. 

XI) Que el principio di» igualdad, invocado tam- 
bién por los recurrentes, está previsio por el art. 1(> 
de la Constitución Nacional y ampliamente definido 
por la jurisprudencia constante do la Corte. No es 
otra cosa que el derecho a que no se establezcan excep- 
ciones o privilegios que excluyan a unos ele lo que se 
concede a otros en iguales circunstancias, creando dis- 
tinciones arbitrarías, injustas u hostiles contra deter- 
minadas personas o categorías —Fallos : 1SJ, 355; 1S4, 
ist. "síS; 101, 4o'o ; 196, ":í7 y los allí citados—. 
Pici» Ta lev 11210 después de ser modificada por la 
12,630: "Art. 1» Lnn autopsias, el servicio de la Mor- 
gue, los reconocimientos y los informes periciales de- 
cretados de oficio <» a petición fiscal, . ^rán efectuados 
por los médicos de los tribunales únicamente en los 
juicios criminales. Por razones especiales de pobreza, 
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ser designados cuando Jas partes lo soliciten 
en lo, juicios civiles, comerciales y del fuero federal 
m <mw excepcionales, los juece, cu lo criminal po- 
dran declinar pontos a los médicos de la lista por 
sorteo, a que se refiere el avt. 5'». "Art. 5*. I j0S **. 
ritos médicos designados de oficio lo serán siguiendo 
el riguroso orden formado por sorteo, de la JisU que 
todos Jos af.os, el último mes de cada uno y para el 
siguiente, formarán Jas cámaras de Jos fueros respec- 
tivos. Los peritos médicos, para ser incluidos en citas 
hslas aúnalos, deberán poseer diploma de médico le- 
gisla oionrado p„ r universidad nacional, o ser pro- 
ies,>r titular, extraodinario o adjunto de medicina le- 
gal on la misma. Podrán, también, ser inscriptos ex 
cansivamente para peritajes de «a especialidad, los 
profesores titulares, extraordinarios o adjuntos de clí- 
nica p^pual rica y de Éüsücologín de universidad na~ 
•«*««■ I ara U peritajes de parte habrá ana lista es- 
Pcem , en la que se podrán inscribir los médicos que 
se liaüeu en las condiciones del art. .V". Y este art. 3' 
dice; "Ka lo sucesivo, para ser nombrada director de 
a Morgiic, módico de los tribunales de la Capital, de 
la I ohcia o del Instituto de Criminología de la misma 
sea necesario poseer diploma de médico legisla otor- 
gado por universidad nacional, o ser médico con ante- 
cedentes científicos, tílulos docentes o dedicación ma- 
nifiesta, que demuestren idoneidad médico-legal". En 
tales eondieiones se establecen las siguientes enlogo- 
rias para poder ser perito médico: a) médico con di- 
ploma especial de médico locista ; h) médico con ante- 
cedentes científicos, a pesar del diploma q„e acredita 
su idoneidad; c) médico con tílulos docentes; d) mé- 
dico con dedicación manifiesta que acredite idoneidad 
medico-Iegal. Estas categorías se refieren a los mé- 
dicos que pueden ser nombrados por las partes —art 
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5", segundo apartado — y para los pontos oficiales — 
ar t. 3*— . El urt. j", primer apartado, agrega aun otras 
categorías para los nomurami cutos de oficio: a) mé- 
dico profesor titular, extraordinario o adjunto de me- 
dicina legal; b) médico profesor titular, extraordinn- 
iro o adjunto de elíuiea psiquiátrica y do toxieología, 
éstos exclusivamente para peritajes de su especiali- 
dad. Los profesores de otras materias quedan excluí- 
dos y no pueden ser designados como peritos en un 
caso de la especialidad que enseñan, mientras que los 
de psiquiatría y toxieología, sí. Con tal sistema, pres- 
cindiendo de la capacidad científica que acredita el 
título universitario, se croan categoríns artificiales 
para negar a unos lo que se acuerda a otros, llegando 
hasta crearse preferencias do carácter especial para 
los profesores de tres materias a quienes se Jes acuer- 
da un derecho que se les niega a los profesores de las 
otras. Es así como, si bien la ley ha podido regla- 
mentar, para el futuro, el ejercicio ante la justicia de 
la profesión médica, exigiendo para la prueba pericial 
el título especial y complementario de médico legista 
sin exceder los límites del art. 28 de la Constitución 
Nacional, no lo ha podido hacer en la forma en que 
lo ha hecho por cuanto, al crear las categorías arbi- 
trarias señaladas, viola el principio de igualdad con- 
sagrado por el art. 16 de la Constitución Nacional. 

Fin su mérito y oído el señor Procurador Gene- 
ral, se revoca !a sentencia apelada en cnanto pudo ser 
materia del recurso. llágase saber y devuélvanse, de- 
biendo reponerse el papel en el juzgado de origen. 

líOfiEKTO RePBTTO — AXTONMO 

Bao aun a — Luis Lina ti es — 
B. A. Nazaií Asíchouesa — 
P. "Ramos Mejía. 
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ACLAKATOBIA 

Buenos Aires, 28 cíe junio de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Banchi 
Antíoco — insania*' para decidir respecto de lo soli- 
citado a fs. 26í>. 

V considerando: 

Que la sentencia de í's. 259 doeíde claramente que 
los arts. 3 y 5 de la ley 12.210, modificada por la ley 
12.630, son en el caso, inconciliables con el art. 1G de 
la Constitución Nacional en razón de las categorías 
arbitrarias que establecen, y no violan en cambio el 
art. 14 de la Carta citada. 

En su mérito se declara no haber lugar a la acla- 
ratoria pedidn. Hágase saber y repóngase el papel. 

ROBKHTO KePRTTO — ANTONIO 

Sao ajina — P. Ramos Mejía. 



Año 1Q44 — Julio 

HUMBEHTO AST01ÍI V 1ÍOH.SETTO 
CIUDADANIA Y NATURALIZACION. 

A íw oiWtos del art. 1» ¡ nc . 2* de la W -ui; í.^.» 

Lbb coiit'Iusion^ contenidas tu } w f a iw ( i M >„ , d 

XAVIOXAUDAD. 

W nutrimomo w ^ Ja m*m\m d, fe ^ró 
' " " 1 ' >J V '*< ^' XA TUHAUZACWX 

«kntoxcu I>IX Jt?EZ Fedekal 

liiifiijii», junio io de 1943. 
Aulas y vfeios: y considerando, que; 

¡.«um?»a I,, „:„,„■„ , } * « '\JWift... nalivn y d, 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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corresponde decidir si, en tala» circunatancias, el ocurrente so 
halla ««aprendido entro lus supueMoa que contempla aquel 
texto legal. 

2í El Sr. Fiscal entiendo, y en ello finca su oposición al 
pedid» fte Astori, que para poder ejercer el deredm de opcifi» 
S requiere tf» hij» de padre y madre nativa, exigencia 
no he cumple en esto caso, puutu que el mtoreaado es hgo de 
madre argentina pero de padre extranjero. 

¡I» El estudio de la ky. li-elm a través del proceso de las 
diseosioiies parlamentarias, nu proporciona elementos mi ticion- 
tes como imra desentrañar de modo me.|Uivn,n m sentido, ffl 
"o " o inicial presentado en la lYunn» ^'^J™ 
dícÍH en la parte que interesa, "Ion hijos de padre o madre 
^tinos" fué militado m la 

Sjg hiioH de argentinas nativos"; pero esta ninn na del 
t „í. .« resulla .atisfactoria.nenle explicada. Al entocarse 

,.f to que sustituye una propasación por otra «m enn«K- 

narse los motivos o razones determinantes del camino, >» 
.pan,,,, por on^uicntc, con claridad, qué fe ^laccm, de- 
iva » la voluntad de lindar la opción a ta nota 
L¡„óte«¡» .le que ambos padres sean arp-utmns nativos. Apa- 
¡ X'mVnte ,1o no se planteó «,mo un propte» delmulo y 
S ó Medentes 00 Jtorizan a pensar en la exímela de 

Z propósito i A. WAI.TBH VlI.LW.W. rm«»fa ,7 «WlWfc. 

-„<■/,;». Bs. Aires. l¡m, pájí, 90 y sigs.) 

Por otra parle, el sistema de acudir ti los trabajos pre- 
|lfln , L , interpr-tar las lev,., deben adoptarse con 

Ul,s del pensamiento del levador, a, doetr.ua lu 
ñor éUo asofitoner qué la interpretación .le las leyes -aunan 
Vertid untuv. en autoridad, si se hiciera «-tupíela abtrfm- 
SnTS tr^ajos preparatorios. (llns.U f mut.vnt: Is» ir«. 

,h h mmem mi Qónfflreso euero-ab«l * I m " 

S»»a i. - i „, 

P s¡ ,-íies la fotenoidn del leud.slad.M- resulta maprehe n- 

«Iblo el i. - o de la ley debe h: rse objetivamente, ra ando 

• desentrañar las sfcu¡IWi..i. ,s que „H,nen, y supera » lo 
„vLi, nucamente pniiuaUca'. cuando, .-orno en este «aso, la 
/ ¡ipSliín dUé lúteamente debe des,ar.e. 

P . ; u " V o.V d a a la vista .,«, si el sentido de. arlienlo 
STSSSn Sae ,1 de limitar el dereeho de „,,.,„,. - .* q £ 
,■„„.» iiMhus nrOaenitores argüimos debm decir fttjt» m 

r^X^S 1 ^ 5» ■* »° ^ ,l0 Bugto - 
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t£*se -ton ¡pal sentido- con la actual, 'WntinbB nati 
™ , ya |je e>teno logra fijar m forma p^í, " ü Td las 
do* hipótesis pables; pescan argentinos a paires o uS 
lo *ea cualesquiera de olios indistintamente 

listos tribunales romerales w h rt ,i pronunciado en di 

OS lei-n.mn* que*, ha heclio en oí *«* W fj « han , ¡mi £ " 
«igir la comprobación de la nacionalidad del ,>a r . T cada 
■iih'reaado. Ta Ira antecedente* lleva., implínta neute a con 
•Ufe de JÜO no es necsarin, para aplica. H SwdL?S 

ve la tuzun pa™ que el extremo requerido por la ley uéffue 

í Ht P«S y * «'« «S*™* á g madreé, 
«Irati» de la estructura lega! cabe, sin violencia má« de mía 

Otóoeon el estado de la courienc.a colectiva; y, al efecto no 
inn-de desconocerse que la pasición jurídica y' ¿'cía I d, n i 
,1 er se apmxmui cada v„ mas, a la igualdad ,1.. derecho* con 
e bombr* Las nuevas nonios leales y la propia ¡urispniden- 

mujer tiende a mi equiparación con el nexo contrario v estos 
.■..■«•«■Píos í^vían n,.,,, ;l n, m( , tt , ni „„ Mm ■ > * 

t«> dH,e roMdyer.se en presencia de la realidad social aetual 

oda vea que, d^mrecidas las rásonea htaf úricas fctmntaS 
rea de la ley, esi,, continua inte»»»»!» el orden jurídico con 
SSS. ^ 0m * «Nuptímeiiaes que le dieron na- 

eioms i1H ,, Sr í,, Lí!' ,, i WStÍni T cI P^™" 1 f J»" argumenta, 
K.ms tUl Sr. !-,«.„ no desvirtúan los principios en nue «o 

lian "KM.ra.In los tribunal.* Oderalcs de e>,„ .iurisdicción y 

g¡j basta «ne^ales.iu.era de ios padres sea argentino nativo 

n'ntÍM!; 1 ^ J " V' 1 -" , ,!n T'' l,f> a . n,l,,,r I' 01 " ,il i-indadanía ar- 

Por ello, resuelvo! dejar sín efecto el anta ríe fe del 12 
nnvicmln-e de I!M2. que concede carta de cindadanín' nri£ 
rna a .don Ilumino \, !( ,¡ y Roasetto, ordenando la 15 S, 
• Ir inoí enrre.vp.mdiení, que enrre luriwtn. Deelurap que 
don Humbeno Aslori y RowettOi « ei.idada.in argentino en 
? ' " ,fl f, !' ,, ( " ,n 'I'"' b» «presado y de e«„r«n,.idnd con Jo 
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Sentencia m la Camaka Federal 

Rosario, hctiembrc 11 de 1043. 
Visto y considerando, que: 

1* La presente gestión escapa a las prewtóonei «leí de- 
creto n v 6ti05 expedido en acuerdo de ministro» por el Gobier- 
no de la Nación. No se trata, proponiente, de una solicitud 
de ciudadanía, presentada por un extranjero, aspirante a obte- 
ner Ja naturalización argentina, sino del reconocimiento de bu 
condición de argentino, redamado por un hijo argentino na- 
tivo, conforme al derecho conferido en la ley vigente Ü4H. La 
distinción surge de esta misma, eomo se ve en el epígrafe del 
título ti "De los argentinos", entre los cuales se incluye a 
los hijos de argentinos nativos que habiendo nacido en país 
extranjero, optaren por la ciudadanía de origen; a diferencia 
del título II: "De los ciudadanos por naturalización 1 ', que 
contempla los supuestos corrientes de ciudadanía, verosímil- 
mente comprendidos en aquella medida gubernativa, según se 
infiere de los fundamentas que la informa. 

En la decisión del tribunal, inserta a fs. ."lí». es dable per- 
cibir también el criterio discriminativo entre ambas si* unciones. 

2* El análisis de la discusión parlamentaria de la ley de 
ciudadanía, no permite arribar a la conclusión sustentada por 
los representante» del Ministerio Fiscal. Algún antecedente 
puede dar asidero a la opinión de que se quiso atender a la 
nacionalidad argentina de los dos progenitores, pero en reali- 
dad falta un elemento cierto de juicio para sostenerla, frente a 
la redacción adoptada en definitiva, que, de abrigarse tal pro- 
pósito, pudo y debió ser inequívoca. La actual, en efei ;o, auto- 
riza la interpretación que adopta el Juez, y que se aviene mejor 
con las razones históricas del precepto. Aun cuando represen- 
tara una excepción al principio de la ciudadanía natural con- 
sagrado en la Constitución —a tal punto que se hn argüido su 
ituínmpatfbilidad con ¿ata— . es evidente que intentaba ampa- 
rar a todos los hijos de argentinos forzosamente expatriados 
sin las distinciones pretendidas. Así se contemplaba con más 
amplitud la situación de las que debieron abandonar el país, 
con preseiudencia de si eran hombres o mujeres, de si tenían 
va hogar constituido en el país, o lo formaron en el drsticrrn 
entre eonnaeinuales o con extranjeros Dentro del espíritu in- 
dudable a que respondía una previsión tan trascendente en el 
derecho público argentino, f se concibe, por ejemplo, que los 
hijos de Mitre, nacidos en Montevideo, nu tuvieren el derecho 
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ili> acogen* u olla y de. optar por la ciudadanía del padro a 
mi-rilo do la nacionalidad uruguaya do la madre f 

3 V En esta jurisdicción, la cuestióu aquí propuesta, ha 
«ido apreciada cois criterio uniformo por todos los jueces y 
fiscales actuantes im diversos casas de opción. Es decir no 
9 1»» conceptuado necesario requerir la prueba de la nacionali- 
dad do padro y madre, y con la sola demostración de k pri- 
mera (que t -s la regla común) se otorgaba el reconocimiento 
Ato. a veces, no consta siquiera cual era la nacionalidad de la 
madre (,Utm- M. Lejarza —año !<>:jí> : Castagnino y Landó 
An(rel«. Luisa y Bu-*- Nina— 1042; lío! mi do .Jorge Amadeo— 
1*41); 4-u otras, la madre figura también como argentina, pe- 
ro el punto no se invoca ni es tenido en Mstii al resolver 
(Yilela Alberto Manuel. líilü y Goieoeliea Eduardo, 1338) ; 
y en alguna», aparece que la madre es extranjera, sin que ello 
oriffme observación alguna (Ilcredia Luis A., 1940 y üericke 
Félix C., 19Ü9). J 

La Cámara Federal de la Capital tuvo oportunidad do 
aplicar igual criterio, tomo se ve en el caso do Carmona Ríos 
(J. A., t. 14, p. 1027), admitiendo la opción del nombrado 
quien era hijo de madre argentina y de padre chileno. 

4 ,J Dada la tesis que se deja establecida, carece de in- 
Jueucia el hecho de ser la madre quien ostenta la nacionali- 
dad argentina, Imbuíante do la opción. Tal ocurría asimismo 
en el precedente jurisprudencial citado en el párrafo anterior. 
m hay en nuestro derecho, precepto* que determinen la na- 
cionalidad de la mujer casada, por la del marido. El niatri- 
iiion io no tiene la virlud de adjudicar a la mujer una naciona- 
lidad distinta de la que le corresponde por isu nacimiento y 
asi una mujer argentina seguirá siéndolo al casarse con un 
extranjero, como en el supuesto inverso continuará extranjera 
aunque ne case con un ciudadano argentino. La mejor prueba 
es que. en este caso, si desea convertirse en argentina, deberá 
naturalizarse, niediant- los trámites usuales y así ha aconte- 
cido en diversas oportunidades. Lo cual evidencia la autono- 
mía que. en cuanto a la nacionalidad, subsiste entr<< los cón- 
yuges. Todo lo ni áx, pueden recordarse previsiones conocidas 
del ü. Civil y ile la ley de matrimonio, en punto a la identidad 
do domicilio, por razones obvias que no requieren comentario 
y también algunos pronunciamientos de la Corte Suprema 
cuando la leujcr tenía un estatuto civil distinto y menos inde- 
pendiente, sobre la nacionalidad asignable a la mujer casada, 
a los efectos del fuero para actuar en juicio. 

La solución impartida consulta, do consiguiente, la ver- 
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d adera condición jurídica t|iu» corresponde actualmente a la 
mujer en la sociedad argentina. Está igualmente de acuerdo 
a la orientación de la doctrina moderna sobre la materia. Así 
se ve en las conclusiones aprobadas ]mi* el Instituto Argentino 
de Estudios Legislativos — Sección de Derecho Constitucio- 
nal — f y t . n el proyecto de nueva ley de ciudadanía Auspiciada 
por el misino, cuyo artículo !.í v expresa: "La mujer camoda 
mantiene su nacioñididad de origen" (Revista La Ley, tomo 10. 

pág. G4 t Sece. I . , , „ T 

Por estos fundamentos y los consiírnados por el Sr, Juez 
a t¡uú, oído el Sr. Fiscal de Cámara, .se resuelve: confirmar la 
resolución apelada, obrante a l's. 4;>/(¡, tpie declara a D. Uhm» 
berto Astori y Kossetto ciudadano arfrentino por opción, de 
acuerdo a lo dispuesto en el art. 1% inc. *J'' de la ley 34í¡. 
— Julio Nave — Jortjr Ftrri (cu disidencia). — Sunto* .K 
Sáneme, 

Disidencia 

Por los funda mentas del dictamen de fs. 2*V29 y de con- 
formidad al Sr. Fiscal de Cámara, se resuelve: revocar la re- 
solución en recurso, declarándose que D. Humberto Astori y 
RoKsetto carece de derecho para optar a la ciudadanía ar- 
gentina, con arreglo a lo dispuesto en el art. 1. ine. 2*' de la 
ley 34<¡. — Jon/i Frrri. 



Dictamen del PftocuBAJWR General 
Suprema Corte: 

Por vía de recurso extraordinario, el Sr. Fiscal de 
la Cámara Federal do Rosario somete a % E. la cues- 
tión de si mi liijo de padre italiano y madre argentina, 
nacido en el extranjero, tiene derecho a optar por la 
ciudadanía argentina en los términos del art. 1% inc. 2% 
de la ley 346. Con disidencia de uno do sus miembros, 
ilícita Cámara lia resuelto esa cuestión afirmativamente 
(fs. 53-55 vta.), invocando sustancialmente estos dos 
argumentos: 

a) la circunstancia de contraer matrimonio cu mies- 
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tro país una argentina con un extranjero, no 
hace perder a aquélla su nacionalidad de origen- 
b) ni del texto de la ley 340, ni de los debates que' 
precedieron a sa función, se desprende el pro- 
pósito de limitar el beneficio de la opción a los 
hijos de padre argentino y madre argentina, 
lio primero, ha dado motivo a controversias Des- 
de muchos años atrás (4: -172; 10: 177; 30: 406'; 34: 297 
con disidencia del ministro Dr. 2a valía; 40: 22ó) V e' 
admitió que :i los efectos del fuero, la mujer sigue" la 
nacionalidad del marido; pero por noviembre de 1890 
et entonces Procurador General Dr. Malaver sostuvo,' 
anticipándose a la Cámara, que ni el matrimonio hace 
perder a la mujer su nacionalidad, ni tal criterio de 
interpretación sería admisible ya cpie con arreglo al 
nrt. 2", inc. 7* de la ley 346, easarse con mujer argen- 
tina, se conceptúa título legal suficiente para que el 
marido adquiera nuestra nacionalidad, aun sin tener 
dos años de residencia. A su ;uicio, la lev 32, tít. 2, 
Partida 3\ invocada por la Corte, era inaplicable (42: 
330). V, E. mantuvo también esta vez su anterior ju- 
risprudencia, si bien con la aclaración expresa do que 
ella se refería "solamente al fuero y a la competencia". 
Igual doctrina conserva desde entonces (49: 382- 62: 
185; G9: 395; y muchos otros); sin (J ue ella afecte al 
PBflto hoy controvertido, p U es aqu í m so discuto la 
procedencia del fuero. 

En 1920, nuestro Consulado General en Londres 
consultó al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 
si debía inscribirse como argentinos en el registro de 
nacimientos, a quienes sólo contaran entre sus proge- 
nitores a un argentino —padre o madre—. Requerido 
dictamen al Procurador General Dr. Mntienzo, éste 
opinó, como el Dr. Malaver, no ser obligatorio fuesen 
argentinos ambos padres, entre otras razones, porque 
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In ley 34tí un derogó en esa parte a la de octubre 7 de 
1857, que usi.ba la expresión padre o madre; todo ello, 
sin perjuicio de que el propio interesado hiciera la 
opción en forma, ante juez, una vez alcanzada la edad 
necesaria (noviembre U, año citado). Por lo que res- 
pecta a la constitucional id mi de Ja opción, o sea, ha- 
berse uii nit ido por la ley 'MU a título excepcional el 
principio del jus smgwims, Y. E. se pronunció eu 172: 
220. 

Aun cuando no comparto lu tesis sus t calada abo ra 
por el Sr. Procurador Fiscal de la Cámara Federal de 
Eosario, mantengo la apelación traída a V, K., y las 

reviste el asunto, y la necesidad de un pronunciamieu- 
lo que sirva do norma a los tribunales de la República. 
En 17!í: to'b", no buho oportunidad de dictarlo; el fallo 
de mayo í> de 19él (tu re Yile'a) nada aporta suscepti- 
lile de aclarar las fiadas aquí surgidas ; y tampoco so 
ba contemplado basta boy la situación de los bijas na- 
turales de madre argentina y padre desconocido, que 
nazcan en el extranjero, elemento do criterio no des- 
preciable. 

A mérito de h» expuesto, y salvando mi opinión per- 
sonal, solicito de V, E. revoque el fallo apelado, obrante 
a fs. ¡Vi. — Buenos Aires, octubre :i7 de l!)4:í. — Juan 
Alvares, 
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Buenos Aires, 3 de julio de 1044. 

Autos y vistos: 
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te juicio "Astori y Rossetto Humberto 
sobre ciudadanía", venido por recurso 
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pierdo su nacionalidad con ol matrimonio; para tomar 
la dei atarido dentro de ta familia, legítima, eu realidad 
no podría pretientiir.se el caso de argentina nativa tra- 
tándose de la madre, toda vez que ésta siempre tendría, 
<le ser curta tal teoría, la nacionalidad foránea del 
esposo* 

Que dentro del derecho público nacional ni dentro 
del Código Civil o de la ley 1 l.MóT existe texto legal 
alguno dando solución a! punto. La jurisprudencia dr 
la Corte, en repetidos fallos, ha dado base pata afirmar 
que la mujer, por el casamiento, . ( guc la condición del 
marido. 

Que, entretanto, acerca de este punto, la doctrina 
en cuya virtud se atribuyó a la esposa, en los primeros 
fallos de la Corte, la nacionalidad del marido, es ante 
rior a la videncia del Código Civil y corresponde, por 
cierto, a una época en que lis derechos civiles de la 
mujer y los de la s u-iedad conyugal no tenían la ampli- 
tud que por leyes posteriores le fueron reconocidos. 

Que, por lo demás, las conclusiones contenidas en 
los Fallos: 4, 472; ID, J77; 30, 406; 34, ; 40, 223, aun 
eu los de más lejana redacción, no autorizan a extender 
el concepto hasta poder afirmar que la mujer casada 
pierde su nacionalidad por el hecho del matrimonio. 
Ksta Corte limitóse a expresar, como fundamento prin- 
cipal, que atendida la naturaleza del vínculo matrimo- 
nial no puede ndmiln>e diversidad en la calidad de las 
personas de los cónyuges, que autorice y justifique el 
ejercicio de la jurisdicción nacional en las cuestiones 
que s* 1 susciten entre ellos sobre disposición o adminis- 
tración de los bienes de la sociedad conyugal. Como con 
claridad surge de las palabras empleadas, no se intenta 
atribuir a la esposa la nacionalidad del marido, sino 
simplemente declarar que el conocimiento de las cues- 
tiones judiciales acerca de los intereses económicos del 
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matrimonio no podría, por motivos do orden moral o 
espiritual inherentes a aquél *cr sometidas al fuero de 
excepción. Y así se explica que después del año 1890 
la Corte hiciera la salvedad de que la jurisprudencia 
m cuestión se refería exclusivamente al fuero (t 4" 
páíí. 143) sin alterar la nacionalidad de la esposa 'que 
mantenía la que le correspondiera. 

Que, por lo demás, la atribución a la esposa de la 
nacionalidad del marido sería incompatible cofl la dis- 
posición del inc. 7", del art. 1* de la ley ;!4Ü, desde que 
el casamiento con mujer ai-entina es lo que da al ma- 
rido extra nje io causa especial para convertirse, si lo 
desea, en ciudadano por naturalización, y no lo contra- 
rio. Debe recordarse, asimismo, que se¿ún el art 67 
hiv. 11, de la Constitución Nacional, las leves sobre na- 
turalización y ciudadanía deben sujetarse al principio 
de la cMidudnnía natural, es decir al jns solí, y, por con- 
sígnente, el casamiento con extranjero sería una causa 
de creación de nacionalidad prohibida por la Constitu- 



ción. 



Que aplicado ese criterio a las diversas situaciones 
jurídicas en que es necesario determinar la nacionalidad 
de la mujer ai-prontina casada con extranjero, debe arri- 
barse a la conclusión de que, bajo el pimío de vista de 
«u protección diplomática, de su derecho de hacer tes- 
lamento en el extranjero (art. .ÍÍÍ38 del Código Civil), 
o de la interpretación que ha de darse al inc 2 P del 
art. fcj de la ley 346, debe admitirse el principio de que 
la mujer casada no pierde su nacionalidad por el ca- 
sa míen lo. 

Que esa solución es la que tiende a prevalecer on 
el derecho publico europeo y americano. El principio 
de que la mujer al contraer matrimonio con un extran- 
jero si-lie, como norma general en materia de nacio- 
nalidad, la condición det marido, ha desaparecido del 



176 



FALLOS PE LA CORTE SUPREMA 



Código Civil francés, cuyos arts. 9' y 12 lo consignaban 
así. Primero por obra de la ley do 1S de marzo de 1917, 
mediante la cual se estableció que la mujer BÚbdita de 
una nación enemiga que casara con francés no adquiría 
la nacionalidad del marido sin autorización del Estado, 
y luego por la de 10 de agosto de 1927 que lisa y llana- 
mente, derogó los susodichos artículos al declarar que 
la mujer francesa al casarse conserva su nacionalidad. 

En cuanto a América, el Anteproyecto de Código 
Civil redactado por el Dr. Juan A. Bibiloni y aceptad» 
por la Comisión Jte fon nado ra del Código Civil ha esta 
Mecido cu el art. 616 del título del Matrimonio, pág. 
237, M oue el matrimonio no modifica la nacionalidad de 
la mujer". Bu Estados Unidos de America la ley de 22 
de octubre de fí»22 ha dispuesto que la mujer que se 
caso con un ciudadano de Estados Cuidos uo adquirirá 
la nacionalidad de ese país y, recíprocamente, la mujer 
.une rica na uo perderá la suya a causa de su matrimonio 
sin una renuncia expresa sobre el particular. Por iilti- 
mo, el art. 6* de la Convención sol tro nacionalidad acor- 
dada en la Sexta Conferencia Internacional Americana 
suscripta en Montevideo el 26 de diciembre de 1933, 
dispone que 4< la mujer casada mantiene su nacionalidad 
de origen". 

Que en tales condiciones, la circunstancia de que cu 
esta causa y a los efectos de la interpretación del art. 1*, 
i nc. 2 V , de la ley ."Uíl, la madre del actor, argentina do 
origen, sea casada con extranjero, no inhabilita al lujo 
para ejercitar Ja opción que aquel acuerda, desde que 
aquélla uo perdió su nacionalidad por el bocho del ma- 
trimonio. 

Por estos fundamentos, los del dictamen del Sr. 
Procurador (i ene ral de la Nación y los de la sentencia 
de la Cámara Federal de Rosario, se confirma ésta en 
la parte que bu podido ser materia del recurso. 



OB JÜSTICU DE L A y kCl6s ^ 

Bobee» Repetto - A^tokio 
Sagarna - B. A. X^ An 

ASCHORENA - K RAar(M 



-TOSE MATTOS VILLEGAS 

Pon, SP naw . referem-ia 1 f ¿ « J** qne se ] inter- 
pelan, en* plantearla en . e^BS ' < ** S » - v 
ESTADO DK SlflÚ. 

I""'! , e halla detento V « I ^S** Nacional por 

pmule hacer hi ffflr al Íí/L no,J por ,0 corre*- 
tete de cp.e.se pfe^^f^ *" «' 

■SeSTENCIa DE PftnrEflA TN'STAX'fTA 

Bueno* Aires, abril || «fe 1944 

Qilf* e] rrcurreTile, Jos,- \r«,ttne v« 
■ a orden dol P. B . y J * f ™ ™ se halla detenido 
™ ■» a -su pedido para^a ir lel nn \'7 h ° ^ a 1¡E- 

De acuerdo a Ja reit™.,í„ i ■ '° flCK> íltí 
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autoridad judicial (art. 23, Coust. Nac,). EL Presidente, como 
también lo ha sostenido el Dr. Juan Antonio González Calde- 
rón con su voto cu el caso "Codovilla, Vietorio, babeas cor- 
pus" (Caro. Fed. Cap., ag. 14/U43, La Lc, ff t. 8J, p. 496) 
al disponer de esa facultad privativa. sólo es responsable de 
.sus actos unte el Congreso, de conformidad ion loa nrts. 45 y 
52, Coust, Xac, y ante la opinión pública; y la opción que 
contiene el art. 2íl hi fine de la Carta Magna, debe hacerse 
ante el P, E., enya resolución al respecto no puedo revisarse, 
cuino queda dieho, por el Poder Judicial. Kilo es lógico, pues 
como .se menciona en el caso citadlo ut Sttpm, sería intolerable 
VW l<kS espías de un gobierno extranjero o los afrentes de 
cualquier extremismo ¡ntemaeiniiiil, pudieran .salir del país. 
Optando liara ello amo los jueces, no obstante tn resuelto en 
contrario pur la rama del poder encargada del manejo de las 
relaciones exteriores y del mantenimiento del orden público. 

Siendo éste el caso de autos, atento lo informado por el 
Ministerio del Interior a ta. (!. lo dispt sto en el art. 63¡j, 
ine. V\ C. Pr. Cr.. y los argumentos concordante del dictamen 
f feral, riwiu-lvo desestimar el presente recurso de ttábttw 
eorpw interpuesto por -losé Malta* Villegas, con costas ul 
mismo. - Frunrium Zmfu Cotoma. 



Pextexi ia ra: l\ Cámara pe Apelaciones 

Buenos Aires, mnyo 12 de 1944. 

Y visios: CoDsideramlo: Que a fs, I José Martes Villegas, 
por *í, inter pono recurso de ln'tbias corpus en virtud de que 
bailándose detenido, a disposición del P, E. X.. ai jado en 
la Alcaidía 2» dé Policía, formuló su opción de salir fuera 
del territorio argentinn, pnr órgano det Mín. del Interior en 
expedí en le m un. 1224-M-!>44. no haciéndose lucrar. Impugna 
da inconstitucional a esta resolución. 

Que tramitado el recurso, el informe de f¡s. fi, de S. E.. 
• l l Sr, Mili, del Interior corrobora en lo pertinente esta mani- 
festación y oído el Sr. .Viente Fiscal, se dieta el auto ape- 
lado de fs. 8, desestimándolo, con costas. 

C>iie conforme lo lm establecido la Corte Suprema de bi 
Nación, en el COSO inserto en "Fallos", t. lo?, p. 267, "esta 
facultad tic opción no es sin embargo absoluta cu su ejercicio, 
La letra del art. 2:1 la refiere al derecho de las personas arres- 
tadas o trasladadas de salir del territorio nacional, lo que es 
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ciertamente distinto de un derecho de salir de úl para residir 
Que 9» Corte ha agriado en el mhmo fallo: "El derecho 

Qno a eont^eién .se expresa: "... que el derecho de 
a persona detemda o trasladada no consiste, como ¿ ha dE 
Hio. en que fe pumita ir a! país de su elección «i no «. 
«nlir del erriform argentino. Manifestada la opción eón £ 
d.m-nm del p« s en ,,„e se desea fijar la residencia e > K 
puedo observarlo, y fli e [ interesado insistiera en ir a mn¿Í 
o m propusiera otro, no obstante las facultades de traslado 
ofrecidas p ( „Ina reputar.... P1Ifre tanto, que e i ejereicfo del 
dereeW ,h. opción queda suspendido a la espera de su de- 

Que en contenencia, y P|1 virlnd de no «parecer acredi- 
r'-T^ *» $ Wfc» «Jue el recurrente al infor- 

tianjero propusiera i;l In-nr ni mal desea ir. p„rsto neo 
^un el fetalia de f. 6, adámente "solicilaha s, libertad o 
'"■Í'T" 1 " l"»; 11 ««Hr del pa*,», Ja remoción dentando ta 
P dnlo se hn adoptado en uso de las facultades qne'el eJd o 
r . 2S reconoce a! P R durante el estado de sitio, conforme 
de la \acion Jm,LV],r 11 * ,a ***** Suprema de Justicia 
Por ello y de acuerdo con lo solieitado por el Sr Fheal 
in el ler-mvo de A„A«r* ^rpif* interpuso por J«*í Mattoa 

Dicta si kx del Pune i .-ra non Oknkcal 
Suprema Corle: 

El recurso extraordinario de apelación interpuesto 
a U Iñm improcedente afonía la forma en que aparece 
deducido, sm expresar el tadamenta de la queja No 
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debió, pues, ser concedido (fs, 17) como no lo fué el 
similar que a fs. 13 del expediente agregado interpuso 
anteriormente el mismo recurrente. V. E. en osa opor- 
tunidad, de acuerdo a lo dictaminado por el suscripto 
(fs. 18), rechazó el respectivo recurso directo. 

Solicito que, en este caso, se declare mal concedida 
la apelación. 

Para el supuesto de que se abriera la instancia, so- 
licito se confirme el fallo apelado de fs. 14, que adopta 
la doctrina de V. E. que allí se cita. \ T o consta, en efecto, 
en los documentos agregados, ni el interesado lo ha 
manifestado en autos, que en la opción hecha por él 
ante el Poder Ejecutivo Nacional fiara salir del país 
haya llenado los requisitos previstos por V", E. en el 
cano precitado. — Une nos Aires, junio 10 de 1944. — 
Jttan Al varee. 
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Buenos Aires, .1 de julio de 1944. 

V vistos: El recurso extraordinario interpuesto 
por José Mattos Villegas contra la resolución de la 
Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional 
de la Capital Federal, en el recurso de Jtabeas cor pus 
que aquél dedujo contra la resolución del Poder Eje- 
cutivo que denegó su libertad a su opción a salir del 
territorio de la Nación conforme a lo preceptuado eu 
el art. 23 de la Constitución Nacional; y 

Considerando: 

I) Que detenido Mattos Vi llegas por el Poder 
Ejecutivo en virtud de la facultad que, (turante el estado 
de sitio le acuerda a éste el art. 23 de Ja Constitución, 
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que el Podor Ejecutivo debe hacer lugar a la opción de 
salir del país formulada por el detenido José Mattos 
Villegas. Notifíquese y devuélvanse. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagarna — B. A. Nazak 
Anchorena — F. Ramos 
Mejía. 



JUAN MARTI X SOMERS 

JÜRISDICCIOy Y COMPETES CÍA: Competencia federal. Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Agentes diplomáticos y consu- 
lares. Embajadores >t ministros extranjeros. 

No habiéndose ni. ipli^.o el requisito previo de la identifica- 
ción del denc a.íi ?u exigido por el art 160 del Cód. de 
Proes* Crimitaf j„ debe devolverse al juzgado de instruc- 
ción las actúa* unes que recibió y remitió a la Corte Su- 
prema por considerarse incompetente, referentes a una 
denuncia enviada desde un país extranjero sobre supues- 
tos delitos imputados a un embajador y un cónsul de otro 
país extranjero acreditados ante la República Argentina. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Las presentes actuaciones tienen por base una co- 
municación remitida por vía postal desde Villarrica 
(Paraguay) al "Sr. Juez de 1* instancia en turno* * de 
esta Capital, en la que se imputa la comisión de delitos 
al Sr. Embajador y al Sr. Cónsul General de Holanda, 
acreditados ante la Argentina. El firmante no consti- 
tuye domicilio en nuestro país ; y como prueba de sus 
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Corte Suprema FnLt f ri8 ? Iocum ongmaria de la 
VrrZ,v ? . Entreta11 ^ el art. 160 de! Códiiro de 
Procedimientos en lo Criminal <? A i„ n 7. , , s ° dc 

ción, concordante ^^|^ * J * Na- 

158, 168 y 169, previene; dlSp ° S,Clones de arta. 

e,erhl EI / Bn - CÍ011a f* qne recibicre ™ a denuncia verbal o 
c«en a, haru constar la Identidad de la iwnon-^i J 
naneante por cédula de vecindad , por dos ta £ " 
por juramento en último caso". P twfag08 ' ° 

No habiéndose cumplido tal reauisitn n™™ 

eeso, y someter a denunciante a r„«™«. i p 
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Buenos Aires, 3 de julio de 1944. 



Autos y vistos: 



De conformidad con lo dictaminado y pedido ñor 
el Sr. Procurador General de la Nación »J t ,2- 
- cumplido en la presente 

de hacer constar la identidad de la personT tt ZZ 
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ciaute, como lo requiere el art. 160 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal de la Capital de la Nación, 
corresponde devolver las presentes actuaciones al juz- 
gado de origen a los efectos que corresponda. 

RoBEBTO RePETTO — ANTONIO Sa- 

t ¡AUN A — B. A. Nazah Ak- 

CHOUEKa. 



MARIA ADELIA UAKILAOS DE OLMOS 
v. PROVINCIA DE CORDOBA 

RECUSACION. 

La recusación manifiestamente improcedente debe ser re- 
chazada de plano. 

RECUSACION. 

Loa términos de una sentencia anterior, adecuados a las 
circunstancias y alegaciones del juicio en que recayó, no 
autorizan a concluir que los miembros del tribunal que la 
dictó alberguen odio, ira o resentimiento contra la parte 
condenada en aquél; por cuya razón es improcedente la 
recusación que, fundada en esa causal, formula dicha 
parte en otro litigio seguido contra ella ante el mismo 
tribunal. 

RECUSACION. 

No es causal de recusación la opinión vertida en los fa- 
llos de un tribunal acerca de cuestiones cuya dilucida- 
ción era necesaria para la decisión de los juicios en que 
aquéllos fueron dictados. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

Importando una grave desceña ¡deración a lo» Ministros 
de la Corte Suprema la imputación de odio hacia una pro- 
vincia formulada contra ellos por el representante de ésta 
al recusarlos por esa causal, procede imponer al mismo 
cinco días de prisión en calidad de corrección discipli- 
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Buenos Aires, 5 de julio de 1944. 

Y vistos los precedentes autos caratulados "Olmos 
Mana Adelia Harilaos de v. Córdoba, la Provincia' 
por ineonstitucionalidad del impuesto territorial y re-' 
petición", para proveer el precedente escrito en que se 

tegran esta Corte Suprema. 

Y considerando : 

• (3ue co ^sponde el rechazo do plano de las recusa- 
ciones manifiestamente improcedentes -Fallos; 163, 13 
Que os términos de una anterior sentencia, ade- 
cuados a las circmistaneias del pleito en que se la dictó 
y a las aleaciones en el hechas -entre las cuales la de 
que fallar contra la Provincia -sería consumar defini- 
tivamente la iniquidad realmente irritante'» de liberar 
de impuesto a los propietarios más poderosos de aqué- 
la- en manera alguna autorizan la conclusión de que 
os Ministros de esta Corte alberguen odio, ira o reeen- 
imiento hacia la Provincia de Córdoba. Por lo demás 
la mayor parte del pasaje del fallo en que se funda la 
recusación es repetición de lo reiteradamente expresado 
en causas muy anteriores a la sentencia con aquel pro- 
nunciamiento y a la. presente. 

Que tampoco es causal de recusación la opinión ver- 
tida por el Tribunal en sentencias sobre los puntos 
cuya dilucidación requirieron los juicios en que se las 
dicto -Fallos : 5 f 86; 24, 199- a lo que debe agregarse 
que no se pretende que ninguno de los Ministros de 
esta Corte haya expresado concretamente opinión so~ 
bre el presente pleito. 
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Que la imputación da odio liacia la Provincia de 
Córdoba demandada en los autos, importa una grave 
desconsideración a los magistrados contra quienes va 
dirigida, pues si por odio ha de entenderse "aver- 
sión o antipatía hacia alguna cosa o persona cuyo mal 
se desea*' los cuatro señores Ministros recusados es- 
tarían alimentando inspiraciones y sentimientos con- 
trarios a la felicidad de la propia patria común, ya que 
la Provincia de Córdoba, con todo lo que ella encierra, 
forma parte importante del territorio de la Nación Ar- 
gentina. 

Que tal agravio es real y no debe tolerarse. 

En su mérito se resuelve: 1) Rechazar la recusación 
formulada. 2) Imponer al doctor Carlos J, Rodríguez, 
firmante del escrito en que se la interpone, cinco días 
de prisión en calidad de corrección disciplinaria — art. 
19 f ley 48— los que serán cumplidos en la Alcaidía del 
Palacio. A ese efecto se librarán los pertinentes oficios 
al Señor Jefe de Policía de la Capital Federal y al Co- 
misario del Palacio. 3) Ordenar el desglose y devolu- 
ción a su presentante de la documentación acompaña- 
da con el precedente escrito por ser la misma total- 
mente extraña al juicio. Hágase saber. 

■ Roberto Repetto — Antonio Sa- 

QARNA — B. A. NAZAR AnCHO- 

reiía _ F. Ramos Mejía. 
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JUAN CABANELLAS v. PEDRO J. ALCACER Y 
C. TORRENT ANDREU 

imcvsso EXTnAORMNAmo ; sm^. emm. 

por el Mo «S^^TJ^'T 
porta contrariar la decisióu de la «JJ. T 

reformó respecto del punto federal «uíoSw Q "! ,0 

Dictamen del Pjíocüradoh General 
Suprema Corte: 

Atento lo resuelto por V. E. en 196: 14 resulta 
admisible en este <*so el recurso estraord nario v en 
cuanto al fondo del asunto corréanos* « ' 3 " 

nizo en el recordado fnNn tí„^^„ *• : 10 

20 de 1943. - J^nJ^*™™ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de julio de 1944. 

Pedr^T 08 */ ' 8 aUt °^ SuGesÍÓn Juan Cabanellas v . 
Pedro J. Alcacer y C. Torrent Andren s./ repetición 

J n n- -i ^ a la sentenci a de la Secunda Sala 
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Considerando : 

Que la sentencia dictada por esta Corte Suprema 
en la causa seguida por Juan Cabanellas contra la Mu- 
nicipalidad de Rosario sobre reivindicación (Fallos: 
159, 207) no contiene pronunciamiento alguno aceren 
de las costas del litigio, por tratarse de una cuestión 
ajena al recurso extraordinario sometido a su reso- 
lución. 

Que si bien corresponde a los tribunales de la cau- 
sa adecuar la sentencia apelada al fallo de la Corte 
Suprema que se limita a revocarla en lo referente a las 
cuestiones federales que han sido materia del recurso, 
la defensa del recurrente fué desestimada en el juicio 
do apremio por no haber planteado aquella cuestión en 
su oportunidad ante el tribunal de alzada y haber con- 
sentido, en cambio, los trámites relativos a la regula- 
ción de los honorarios que hasta entonces habían sido 
declarados a su cargo; consideraciones de naturaleza 
procesal irrevisibles por la vía del art. 14 de la ley 48. 

Que las circunstancias mencionadas en los prece- 
dentes considerandos, a las que puede agregarse aún 
la de que el fallo de esta Corte no alteró las conclu- 
siones del tribunal provincial acerca de la necesidad 
de ventilar en el juicio pertinente las cuestiones refe- 
rentes a la indemnización por la privación del inmue- 
ble, bastan para poner de manifiesto que, a diferencia 
del caso de Fallos ; 196, 14, en el que excepcional monte 
se admitió el recurso, en el presente no ha mediado 
desconocimiento alguno de la sentencia de esta Corte 
que autorice un pronunciamiento análogo. 

En su mérito, oído el señor Procurador General, 
declárase improcedente el recurso extraordinario con- 
cedido a fs. 138. 



1 



DE JUSTICIA DE LA S ACIÓN 189 

Hágase saber y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el juagado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 

OARNA — B. A. XaZAR AnCHO- 

eena — F. Ramos Mejía. 



MARTIN' J. LEDESMA v. CARMEN VARELA Y OTRA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: frentes !f atiene, co- 
tit-xas. Costas y honorario* 

La regla que establece la procedencia del fuero federal 
por rajón de las personas es inaplicable a la causa sobre 
cobro de honorarios y gastos judiciales, que es un inciden- 
te de! juicio en que han sido devengados v, por íllo, de 
competencia del tribunal que conocí en es'te último 



Dictamk.v j,bl Pkocubadob General 
Suprema Corte: 

Viene a V. E. pura ser dirimida esta contienda de 
jurisdicción entre dos jueces de la Capital Federal 
Discútese en ella si corresponde o no intervenir a la 
justicia ordinaria en un litigio sobre cobro de servi- 
cios profesionales promovida por D, Martin Julio Le- 
desma contra Da. Carmen Várela y Da. María Ester 
Várela de Dié f en su calidad de herederas de D. Vi- 
cente Várela y también como actuales titulares de los 
derechos hereditarios que pertenecieran a Da. María Ba- 
rrios Várela de Llanderas. La cuestión ha surgido por- 
que el esposo de Da. María Ester Várela do Dié es es- 
pañol, y sostiene e B ta última que si bien argentina de 
nacimiento, adquirió nacionalidad extranjera al con- 
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traer matrimonio con dicho señor. El actor Ledesma 
os argentino y no se niega lo sean la Srta. Carmen 
Várela, co-demandada, y la Sra. María Barrios Vare 
la de Llanderas a quien se atribuye en la demanda el 
carácter de ceden te de derechos hereditarios. 

Con arreglo a lo establecido en los arts. 2, 8 y 10 
de la ley 48, para que surta el fuero federal en esta 
causa, sería necesario, no solamente que la Sra. Vare- 
la de Dié tuviese nacionalidad distinta de la del actor, 
sino también que la tuviesen Da. Carmen Várela y 
Da. Haría Barrios Várela de Llanderas. A mi juicio, 
ninguno de ambos extremos aparece acreditado en 
autos. 

Según lo expresé en otro dictamen actualmente a 
estudio de V. E. (octubre 27 de 1943, exp. A. 199, Lib. 
IX), desde antes de regir el Código Civil esta Corte 
se inclinaba a considerar que, atenta la forma en que 
por entonces hallábase organizada la sociedad conyu- 
gal, era razonable atribuir a la esposa la nacionalidad 
del marido a los efectos del fuero (4: 468) ; y conservó 
igual doctrina después de dictado el código (10: 177; 
30 : 406;; 34: 297, con disidencia del Ministro Dr. Za- 
valía: 40: 225). En 1890, el Sr. Procurador General 
sostuvo que ni el matrimonio hace perder a la mujer 
su nacionalidad, ni resultaría ello compatible con lo dis- 
puesto en el art 2, inc. 7, de la ley 346, desde que 
casarse con mujer argentina es título legal suficiente 
para que el marido pueda acogerse a nuestra naciona- 
lidad, aun sin contar dos años de residencia €n el país. 
Ante este argumento, V. E. mantuvo su anterior ju- 
risprudencia con la aclaración de que ella se refería 
exclusivamente al fuero. Y en 175 : 291 resolvió que 
di suelto el matrimonio por fallecimiento del marido, 
la viuda recobra su anterior nacionalidad. 

Ocurre, sin embargo, que en 1928 la ley 11.357, 
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sobre derechos civiles de la mujer, introdujo impor- 
tantes cambios eu el régimen de la sociedad conyugal 
Por obra de ellos, aquí la Sra. Várela de Dié sale a 
juicio directamente, y sin intervención de su esposo ■ 
con lo cual, plantéase en nuevos términos el viejo pro- 
blema. Estudiándolo una vez más, paréceme que des- 
aparecido ya el motivo determinante de la orientación 
anterior, no hay objeto en seguir reconociendo a la 
mujer casada dos nacionalidades; la del esposo, a los 
efectos del fuero, y la propia, para los demás efectos. 
Encuentro preferible establecer que para todos los ca- 
sos, el matrimonio no hace perder a la mujer su na- 
cionalidad de origen. 

Por otra parte, no se ha demostrado que la code- 
mandada Srfa. Carmen Várela tenga el derecho de aco- 
gerse al fuero federal. De la partición obrante a fe 1 
y del plano de f s. 23 (exp. 1564), resulta no haberse 
dividido el condominio existente entre ambas demanda- 
das ni tampoco el que existe entre ellas y Da. María 
Barrios Várela de Llanderas, a quien se atribuye ca- 
lidad de cedente, según queda dicho. 

Entiendo, pues, que debe dirimirse la contienda 
declarando que este caso corresponde al conocimiento 
de la justicia ordinaria de la Capital. Buenos Aires, 
mayo 17 de 1944. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de julio de 1944. 

Autos y Vistos : Para resolver la contienda de com- 
petencia por inhibitoria trabada entre un juez federal 
de la Capital y otro de primera instancia en lo civil 
de la misma con motivo del juicio: «Ledesma Martín 
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Jolio v. Várela Carmen y otra s. locación de servicios", 
promovido ante el magistrado mencionado en segundo 
término. 

Considerando s 

Que la acción iniciada por D. Martín Julio Ledes- 
nia persigue el cobro de los gastos y honorarios conve- 
nidos con motivo de su actuación como perito en el jui- 
cio sucesorio de D, Vicente Várela, por la parte que 
según el actor debe ser pagada por las demandadas. 

Que según reiterada jurisprudencia de esta Corte 
Suprema (Fallos: 90, 165; 184, 219; 198, 91 y los que 
en ellos se citan) d cobro de honorarios y gastos judi- 
ciales es un incidente de la causa en que han sido deven- 
gados, i j competencia del juez que ha entendido en el 
juicio principal ; caso en el cual sufre excepción la re- 
gla que establece la procedencia del fuero federal por 
razón de las personas. 

Por ello, de acuerdo con lo pedido por el Sr. Pro- 
cd jdor General, se declara que el Sr. Juez de 1* Ins- 
tancia en lo Civil a cargo del Juzgado núm. 9 de la Ca- 
pital de la República es el competente para conocer 
en el presente juicio. En consecuencia, remítansele los 
autos, haciéndose conocer esta resolución al Sr. Juez 
Federal en In forma de estilo. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 

G AJINA — B. A. NaZAJÍ Ais 

chokena — F. Ramos Mejía. 
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VAX WAVEREN, Cía. DE COMERCIO Ltda. 
v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

^^ DlC€WX 3 COMPETENCIA: Prorroga. Trdnritr* j Ha % 

lia iniciación ante los tribunales ordinarios provincial^ 
de una acción de repetición de la cantidad erróneamente 
pagada en concepto de impuesto, importa prorrogar la 
jurisdicción federal, aun cuando aquéllos se declaren in- 
competentes por tratarse de una causa contencioso-admi- 
■itstrativa de tramite originario ante el tribunal superior 
de !n Provincia (*). 



SIMON Unos., S#. EX COMANDITA v. PROVINCIA 

DE SALTA 

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Compr- 
tenca «ngnmrm de ta Corte Suprema. Camas en que es parte una 
provincta. Causa* civiles. Causa» que versan sobre norma» locales u 
artos ríe las autoridades provinciales regidos por aquellas. 

No competa a la Corte Suprema conocer originariamente 
en el juicio tendiente a obtener la invalidación de loa actos 
y procedimientos mediante los cuales las autoridades de 
una provincia han conseguido reinscribir, con respecto n 
Jos bienes inmuebles de propiedad del actor situados en 
territorio de aquella, embargos qne aquél comidera nulos 
por haberse anotado eon violación de las formas subs- 
tanciales del procedimiento establecidas por las respecti- 
vas leyes locales y de las disposiciones de las mismas re- 
f érente* a la caducidad de esa medida precautoria por el 
transcurso del plazo establecido en la lev provincial res- 
pectiva, así como también eon violación del derecho de 
propiedad y de la defensa en juicio garantizados por la 
i onstitucion Nacional ( 3 ), 



417M7.1 \s" j,llÍ,> ,1 " m *' rt>,lí " : 120 ' 74 : 124 ' " í7: 130 - '*» i U ^ 
('-') 5 .le jm ^ 1944, Fallo*: M, í>2 ; 134, 7Ü; 188, 494; tfll, 4íifl. 
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ALBERTO CESAR OCAMPO 

SERVICIO MILITAS. 

El hermano natural no está comprendido en Ta excepción 
prevista en el art. 63, inc. c) de la ley 4707 (*). 



Sentencia oel Juez Federa; 

Azul, 31 de diciembre de 1943. 

Auto; y vistos: 

Las presentes actuaciones seguidas por el ciudad ido Al- 
berto CésKr Ocampo sol í citando excepción del servicio mili- 
tar por considerarse comprendido en el art. 63, inc c) de la 
ley 4707, sostén de hermana menor. 

Y considerando: 

Que con los documentos de fe. 2, 3, 4 y 5 se justifica 
que el solicitante es hermano natural de Sólida Pilar Ocam- 
po y que ambos son hijos de su extinta madre Da. Donata 
Ocampo. 

Que si bien de las actuaciones producidas surge que Tos ' 
hermanos Ocampo son pobres y no poseen bienes de naturale- 
za alguna, el recurrente no ha probado estar comprendido 
en las causales que invoca, dado que con su sueldo de cua- 
renta y cinco pesos moneda nacional mensuales, deducidos tos 
gastos que se le originan pura su propia subsistencia, no pue- 
de en manera alguna alcanzar para atender las necesidades 
de su hermana, la que por su edad está en condiciones de pro- 
curarse recursos propios. Que por otra parte, debe desecharse 
que el solicitante abone a su tía Mercedes Ocampo, la cantidad 
fie treinta y cinco pesos, por pensión de la presunta susten- 
tada ya que esa ínfima suma no puede compensar los gastos 
que le originan, debiendo admitirse que quien subviene a las 
necesidades de Nfélida Pilar Ocampo, es su tía y no el peticio- 
nante. 

Por ello y oídos los Ministerios Públicos, fallo: denegan- 



(i) En ln misma focha fui follada en igual spdUiIq ln cansa bc- 
liuirtn (wr «Tnnn Duron man. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Bahía Blanca, abril 27 de 1944. 

Vistos y considerando ; 

aw de Ib fecha) tiene declarado: que los hermanos natural™ 
no aon ios parientes a que eí art 63 ¿7c. 

del J su a,a P aro ^ obtenerse eSncion 

aei servicio militar; por consiguiente, el presente caso no t*tí 

Sfltt ^ CaUSal ^ **« i ^ P-efrelu- 

cuan^W T fírn,aS ^ la 0*®$* «Pelada de fs. 36 t en 

\}tll rlfn ,a " e,,Cl6n del miIitur «I ciudadano 

Alberto Céear Ocampo, con costas. - Ernesto Sourrouille- 
Benjamin de la Vega. - Luis González W are ai de 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de julio de 1944. 

Y vistos: los autos "Ocampo Alberto César — 
cepejón militar» venidos de la Cámara Federal de Ru- 
ma Blanca por vía del recurso extraordinario. 

Por sus fundamentos; lo dictaminado por el Sr 
Procurador General y porque el art. 63 inc. e) de la 
cy 4707 omite toda alusión a la filiación natural en- 
tro hermanos a diferencia .de lo que dispone respecto 
de los hyos de madre viuda en el inciso b) del mismo 
articulo lo que hace suponer fundadamente que no ha 
contemplado entre las excepciones del servicio militar 
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la situación del recurrente, se confirma la sentencia 
apelada en cuanto pudo ser materia de recurso. Hága- 
se saber y devuélvanse al tribunal de origen, 

Roberto Rbpetto — Antonio 9a- 
gabna — B, A. Xazak Ax- 
chobena — F. Ramos Mejía. 



✓ 

JULIA J. ME URANO Y OTROS v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Guerreros de la Independencia. 

El art. 1» de la ley 12.613 no rige los casos en que el 
derecho a la pensión establecida par Ja ley 11.412 ha sido 
reconocido por sentencia firme; de manera que el P. E. 
no puede anular dicho beneficio por aplicación de aquel 
precepto. 

PENSIONES MILITARES: (inerrero* rfr la Independencia, 

La ley 3195 sólo rige las pensiones graciables que el Con- 
greso acuerda por leyes especiales con referencia directa 
a cada uno de los beneficiados; por lo que es inaplicable 
a las personas establecidas por la ley 11.412. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS: Jubilaciones y pemionc* na- 

No siendo aciimulables, según el art. 3', i nos. a) y b) de 
la ley 12.613, la pensión establecida por la ley 11.412 y 
una jubilación de directora de escuela, es procedente hi 
revocación de la primera decretada por el P. E. y la 
devolución de las sumas percibidas en su concepto desde 
la sanción de la ley 112,613, aun cuando el derecho a ln 
pensión hubiera sido reconocido, con anterioridad a esa 
fecha, por una sentencia judicial que no contempló la 
cuestión referente a la incompatibilidad mencionada. 
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Buen <» Aires, abr¡[ 14 de 1343. 
Julia Jweft v rtÜL rM0, * WP estos aut0 * Piulados "Af^ 

dgg* ^^^^^SMmM Josefa M- 
ciüciendo formal dwni íí'" 10 .*» Benavente, de- 

^eión |IOr reconocimiento de oeLl ?£* 7í ^¡«"o de la 
Mtm en mérito de Jas ¡íotíSS^bÍÍZ ¡fi^ y cobro de 
Dicen en su caráota 3L ■ ! etmsi deraciones ¡ 

por sentencia firme «na vemiímÁ^i •f w ? tó » Judicialmente 
« «da una, de eooforiJdad eón l«T ^ a $ 100 00 m/n. 
Que posteriormente ~T 10 Jf fe?^ 11 ^ P° r & % 11 412' 
dejó si» efecto el decreto ÍS«JS setieinb ^ de 1940- íi p "J" 

Que tal Polución fué tomada e ^ Clíü *> Peníin». 

W¡ 'el art !• de J a ley™ li fe ? C0D ,0 

biberea devenidos e¡fE¿ÍJ¡ P 8,0,1 c "^onada más |2 
nuevamente ¡g 2££ acSoTí^h 4 * 4 * P™1¿» 

do de la demanda il pTT £ f Ju *** á ° r «°rrido tn»h 
«uno. a fe 27 se présenla el del Ministerio del" 

T ««¡W i? m w ®m 

5 P- E., ha tenido facnhades indít ntT i y que en «w»eueiitia 
H.ones que ae cuestionan en est™ '!?* ? Pnra «*» »«* pen 
tap u«a serie de SS^éS^l J? W 
■'«Suprema Corte de Ja Xac S litl; J Uns P™dencia de 
«iihr una sentencia judicial L^SrtST?^ el h «*» *° 
d«. no puede ser óbice a la áp HE 1* bWie,I *> reclama - 
vtene respecto a una de )J hitere^SÍ f ¿\ n ^ ñ lev ' 
Beuavente) por cobro de Sfr&j* g^g^ 
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de pensión, durante los diez aura anteriores a le presentación 
de la demanda, en razón de que re beneficiaría de una jubila- 
ción que la inhabilita para la acumulación pretendida (ley 
3195 y 11,412). Pide en definitiva que se rechace la acción con 
cortas y se haga lugar a la reconvención con intereses y eos 4 >x. 

3» A fu. 37 se presentan las actoraa contestando la reo 
vención. Solicitan el rechazo en razón de que sobre toda la 
cuestión debatida existe cosa juzgada y que en consecuencia 
ninguna articulación puede promoverse al respecto. Se pide en 
definitiva su rechazo con costas. 

A fu. 37 vta., se denuncia et fallecimiento de Da, Julia 
Josefa Medrano, por lo que a su respecto corresponde suspender 
todo pronunciamiento, en vista de que sus sucesores no. han 
tomado intervención en el juicio. 

Considerando : 

P Que como se ha sostenido en el escrito de demanda 
(fe. J), existe en el caso particular que se analiza una sitúa* 
cíón de orden fundamental que hace en principio indiscutible 
el derecho que asiste a las actoras para reclamar la reintegra- 
ción de la pensión que motiva esta litis. Ella deriva del hecho 
afirmado y probado con la scumulación del expediente: " Me- 
drano Josefina y otros v. Gobierno de la Nación" que trami- 
tó por ante éste mismo Juzgado y Secretaría actuaría, por el 
que se resolvió judicialmente y en forma definitiva la cuestión 
que se trae nuevamente a debate. En esos obrados por sentencia 
dictada por la Suprema Corte de la Nación (ver fs, 58, exp. 
cit.) se declaró a Jas interesadas acreedoras a los beneficios 
establecidos por la ley N* 11.412 en su carácter de descendien- 
tes del Tte. coronel Medrano. En esas condiciones es indiscu- 
tible que existe al respecto cosa juzgada (art. 4* del C. Civil) 
no siendo posible una revisión de esa situación jurídica en 
cuanto al vínculo de parentesco y el carácter de guerrero de la 
Independencia atribuido al causante. Y como mejor funda- 
mento de la sentencia, conviene recordar lo que al respecto de- 
claró la Suprema Corte de la Nación üt re "Ramos Mejía v. 
Gobierno de la Nación", (Fallos, t 192, p. 260) confirmando 
lo anteriormente expresado en un caso análogo. 

2* Que en lo que refiere a doña Brígida Medrano de Be- 
navente, el titulo de la cosa juzgada anteriormente señalado, 
no puede ampararla frente a la reconvención deducida. 

Según se desprende de las constancias administrativas agre- 
gadas por cuerda floja, extremo que por otra parte no se ha 
desconocido en momento alguno, la actora percibe una jubila- 
ción de I 360,00 m/n. t desde el año 1901, en su carácter do 
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¡£ dJr **tora de escuela y eonsta fl f c j 

propia interceda optó po eí Ln P ft" de ^ ° brndos > Q«e 
sus derechos a exigir el Z dM-™ ^ a, " lqUe ^rWo 
« este juicio. P g ° de ia P eitóI °n <pic ha dado origen 

g! estos autos, R^Sf^p^ que se perdigue 
fieos en una .njp^^ ' V* a c™uJ"ciü n de hene- 
presa de la ley N* 12^ fSt £ ■ OT * Üna P™Wbición ex- 
razones de orden pffi , G 'Uíe cuvVí^V' b) funí,ada «i 
«ent.do se ha pronunciado IZaS?r £ el ■»£! 
te de la Nación invocando para ™o" & la Su P rcin * Cor- 
publico que guían el otor¿ tt n,ien¿ íStl ? razonee de bien 
jzado (ver S. §, FanJ\ ' m ^¿S"** 1 " ana- 
"fcaurralde A. *'&^A¿22 P 2035 wr ta mbién causa 
¡W, cabiendo S^^g ggg* 19 de juZ 
$<* "«voeablemente adquirido eon J n ííf ¡ d ° ,nv0Cí,r de»- 
hí'eo (art. 5* del C. Civil) UM * ley de ortI ^ pü- 

-^^"sé^ «P-T 1 * debe e » 

Da- Brígida Medrado de Siente q . Ue W "* iere a 

<>" el sentido de que fc te d2if 7 í Ceptar ,A reconvención 
Nación los totor^'T^. *£*%¡SlZ ¿ 
desde la fecha de la «neiS o íí i? l ^$?J?/ n -' hfl Percibido 
'» fecha en que se " «tító a UtX £ 12 613 fart 3 *>> hasta 
■ totoetó de estab ece "1 ^^'ST^ <* e MS Y 
devolver, deberá practicará ™? r ■ ? S " ma gi,(í ^responde 
constancias de autos ™ * h ^ ma ^ón de acuerdo a las 

Da Mé £5325*2 r^aTT' «fe dec '™ d ° que 
» 11.412 y en ^mecZnZ^ajJ^ ^ n f fi ?<* * la lev 
abonarle los haberes que poMa J¡S^¿L * ^ áeb ^ A 
desdo la fecha en que le deií TJ&vS ^ na,a<la *e le adeudan 
yorresponde, más 2 J¿?£ á ? * P™**" que le 
Banco de la Mui** * a de los q« e nerr.it,* 
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Sentencia de la Cámaha Federal 

Bueno* Aires, 13 de diciembre de 1043. 

Considerando : 

Que la ley 3195, conocida por la ley Bermejo se refiero 
según resulta de lo dispuesto por su artículo 1', a las pensiones 
o favores pecuniarias que se presentaran en lo sucesivo ante 
el H. Congreso. De dicho texto y del procedimiento que se 
estatuye en loa artículos siguiente» resulta claramente que lo 
que se quiso reglamentar fué la concesión de las llamadas pen- 
siones graciables que el Congreso acuerda por leyes especiales 
con referencia directa a cada uno de los beneficiarios. No tiene 
ese carácter y no pueden en consecuencia, considerarse com- 
prendidos en las disposiciones de dicha ley, las pensiones acorda- 
das a las descendientes de guerreros de la Independencia por 
el Poder Ejecutivo en cumplimiento do una ley general dictada 
por el Congreso. La 11.112, que las autorizara, estableció el 
derecho a la pensión, sin las limitaciones que la ley Bermejo 
prescribía. Tampoco pudo hacerlo válidamente el Poder Eje- 
cutivo por la vía del decreto reglamentario, por cuanto ello 
importaba una limitación al beneficio acordado por el Con- 
greso, que prescindió de la situación pecuniaria de las benefi- 
eiadaa. 

Que de lo expuesto se deduce que hasta la sanción de 
la ley 13.613 no existía disposición legal que declarara incom- 
patible el goce de la pensión de la ley 11.412 con otra pensión 
o jubilación, siendo por lo tanto injustificado el agravio in- 
vocado por el señor Procurador Fiscal de la Cámara contra 
la sentencia recurrida en cuanto ésta limita la devolución de 
haberes a realizar por Da. Brígida Medrano de Benavente 
a la fecha de sanción de la ley 12.613. 

Que en cuanto a la defensa de cosa juzgada que la actora 
reitera en esta instancia, es necesario establecer que en el 
juicio anterior, no fué contemplado el aspecto que ahora ne 
discute, es decir, si la pensión de la ley 11.412 era o no acu- 
mutable con la jubilación que desde el año 1901 goza la se- 
ñora de Benavente, Y no fué contemplado porque, como se 
ha expresado en el considerando anterior, no existía en esa 
fecha la disposición legal que declarara la incompatibilidad 
entre ambos beneficios. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada, se 
la confirma en todas sus partes, en estos autos seguidos por 
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Julia Josefa Medrana y otros con.™ n^> 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, 7 de julio de 1944. 

la Cámara Federal df l»T *T m,litar "- vcníd °» d« 

«* ordiuari^ de api 1^?™^™ de )0S 

80 y 81. ******* 5 nulidad concedidos a f a . 

el recurso de nulidad nte n í,-f C fey N ' 50 » 

v po,. sus tSSS y ° r prosperar - 

por esta Corte en las 2¡S invieadas T T entadn 
^principal la sentencia apelada de f ' 76 TlT tt " 
difica en cnanto condena a im<™, íV í M ,' a m0 " 
* interés, el q ue SSSfflSS ÍSSft *1 
que cobra el Banco de la Nación Agutina ** * 

insUn^raSr: Kfi S *■ - 
planteadas en el pleito. UnUeza de ,as cuestiones 



Roberto Bepetto — Axtonio Sa- 
oabna - B. A. Nazah An- 
choreya - F. Ramos Mejú. 
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PABLO UARDIN Y CIA, v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y garantían. Derecho de 
trabajar. 

Si bien las provine-tan tienen facultades para reglamentar 
el ejercicio tie la farmacia dentro de su territorio, no Ins 
tienen para hacerlo de manera que impida el derecho de 
trabajar, comerciar y ejercer industria lícita. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constituchnalidad e ¡nconslitucion*- 
lidad. Dteretvs provinciales. 

Es viola t<> ría del derecho de trabajar, comerciar y ejercer 
industria lícita y del art. 19 de la Constitución Nacional, 
el decreto del F. E, de la Prov. de Bs. As. por el cual 
se ordena la rescisión tle los contratos de representación 
celebrados por varios farmacéuticos establecidos en el te- 
rritorio de aquélla con otro radicado en la Capital Pede- 
ral si, contrariamente a lo expresado en dicho decreto, 
tales contratos no importan combinación alguna de las 
prohibidas por la ley de trusts U.210 ni infringen los 
preceptos de la ley local 4534. 
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Bueno» Aires, 7 de julio de 1944. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario inter- 
puesto por Pablo Bardin y Cía., Sociedad Mercantil en 
Comandita, contra el Gobierno de la Provincia de Bue- 
nos Aires, por nulidad y revocatoria de resoluciones de 
éste, que prohibió la efectividad de contratos celebra- 
dos con varios farmacéutico» de la provincia citada, pa- 
ra que éstos actuaran como representantes únicos de 
la Farmacia Franco Inglesa de la Capital Federal, den- 
tro de las jurisdicciones que a cada uno se fijara en el 
contrato respectivo. El recurso se interpuso contra el 
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fallo de la Suprema Corte de la Provincia que no hizo 
lugar a la demanda contencioso administrativa mencio- 
nada precedentemente ; {*) y 

Considerando ; 

I) Que Bardin y Cía. han impugnado el decreto 
del Poder Ejecutivo de Bueno» Aires, de septiembre 
15 de 1942, publicado en el Boletín Oficial de la Pro 
viuda du Buenos Aires —de 16 del mismo mes y año, 
corriente a fs. 11— que confirma la resolución dictada 
por la Dirección General de Higiene en el expediente 
letra P. núm. 182 de fecha 14 de julio de 1942, la cual 
ordenaba a los farmacéuticos contratantes con Bardin 
y Cía., la rescisión, dentro del término de diez días, de 
los contratos respectivos por estar ellos en infracción 
a las disposiciones de la ley núm. 4534, reglamentaría 
del ejercicio de la medicina, farmacia, odontología, bio- 
química y demás ramas del arte de curar, promulgada 
en 5 de noviembre de 1936. 

II) Que dicha resolución administrativa se funda 
en que los contratos con Bardin v Cíe o Farmacia 
Franco Inglesa de la Capital Federal "tienden a esta- 
blecer nn monopolio, a eliminar la competencia y a en- 
tregar el manejo de las farmacias locales a una direc- 
ción con finalidades mercantiles. . . % habiéndose "ini- 
ciado la formación de un verdadero "trust"; contra- 
rían la ley provincial que exige la dirección personal 
de cada farmacia por un diplomado con conocimientos 
técnicos con atención directa, con responsabilidad so- 
bre el mismo en todos los aspectos de sus actividades 
y qne se encuentre colocado en pie de igualdad con los 
otros. Los recurrentes, a su vez, desde el escrito de 



(') Ver tos antecedentes en e] t. 198, p. 31. 
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demanda — fs. 13— sostuvieron que, aparte no contra- 
riar muguno de los preceptos de la ley provincia!, pues 
no existe monopolio ni trust en el hecho de constituir 
representantes para la venta de sus productos y pre- 
paración accidental de algunas recetas en casos excep- 
cionales a cierto número de farmacias y no substraerse 
en ninguna forma la actividad farmacéutica al contra- 
lor legal de la Provincia; invocaron los derechos y ga 
rantras de los arts. 14 y 19 de la Constitución Nacional 
atinentes a la libertad de trabajo, comercio e indus- 
tria y a la facultad de hacer todo lo que no está prohi- 
bido por la ley, 

III) Que la Suprema Corte Provincial se abstu- 
vo de pronunciarse sobre esas cuestiones de orden cons- 
titucional, pero, como se dijo en la resolución de 16 de 
febrero del año en curso, abriendo el recurso — fs. 
104— esa omisión "no puede anular los fines superio- 
res que lo informan (al recurso extraordinario) con 
forme al art. 31 de la Constitución Nacional"; y en tal 
caso, debe estimarse como un pronunciamiento contra- 
rio al dereclio alegado —Fallos: 176, 330: 190, 466; 
Mj 125. 

IV) Que, desde luego, no cabe imputar espíritu 
de trust a los contratos celebrados por Bardin y Cía. 
con los farmacéuticos bonaerenses, desde que no reúnen 
ninguno de los caracteres que definen a esas combina- 
ciones económico financieras que, con aquel nombre o 
el de kartells, holding, consolidaciones, fideicomisos 
de votos, etc., se proponen dividirse el mercado, con- 
trolar precie*, unificar empresas y suprimir la compe- 
tencia en uno o varios órdenes de la actividad produc- 
tora o comercial; tal la ley nacional núm. 11,210, en 
ninguno de cuyos preceptos — ver arts. 1 y 2 — pueden 
encuadrarse los contratos de fs, 8 y 9. En lugar de 
nombrar agentes, corredores o comisionistas comunes 
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para la venta de sus productos o realiatóón de otra,, 

eST* 8 ' * Ingle8a Confiere >M 

f- °'r ta fannacia ' en l»gar y conT 

mitado r «d 10 de acción para esos mismos fines y a £ 

fTmaf IT " faCU ' tad d6 f¡Íar 188 «one" v 
S ! t-r P T a8aDda y de 1» colaboración profo- 
de ^hTf Para el mejoramiento 

etc. al par que otorga descuentos de precios v ahr, 
ored. « a „ a farm acias contratantes. -incíTyVde 

nodr^' • • mM f arm »° ia8 y el Pólice en general 
podran adquirir en la "representante" o en cualouier 
otra los productos que necesite, tul como puX 1 a 

EftlS» C ° ntrat08 mencÍ0D, ' d <* X qa« »on el origen 
i en ; xamen > ""*» cuauto que son ni 

ZETi ♦ "y*"" 1 "* y '«""-¡«as de productos dedi- 

*ral Í£¡? - OTr , ar y ' 90U,ment0 eu 10 C-pital Fe- 
deral, existen mas de cuarenta según la guía telefó- 
nica^ y general y no se ha sugerido siquiera que esos 
establecimientos y empresas estén violados con Baí 
din y Cía en formas de trust, holding, kartell, conso- 
.daeion, etc., de tal manera que restringieran la libre 
competencia en la Provincia de Buenos Aires. 

V) Qne la Provincia de Buenos Aires ha podido 
reglamentar como lo ha hecho, el ejercicio de la far- 
macia en el interior de 1. misma y no cabe observar 
en cuanto al caso de autos se refiere, ninguno de los 
preceptos de 1» ley 453*. en los arts. 15 y siguientes" 
ha ejercitado, sin dnda, so poder de policía sanitaria 
pero los recurrentes afirman que en los contratos de 
fs. 8 y 9 no existe ninguna transgresión a ese poder 
y a los preceptos qne lo traducen, pues el despacho v 
venta de los productos farmacéuticos, objeto de esos 
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acuerdos, se hará por farmacias autorizadas (art. 16) ; 
esas farmacias "representantes" de la Franco Ingle- 
sa serán dirigidas personalmente por farmacéuticos 
(art. 17) ; las recetas que despache o haga despachar 
en la Franco Inglesa por carecer, en el caso, de ele- 
mentos, llevará su sello de mano (art. 25, inc. b) ; trans- 
cribirá en forma, en el libro copiador, todas las recetas 
que despache o haga despachar (inc. g del art. 25) ; 
será siempre responsable de los productos que despa- 
che (art 31) ; no podrá expedir productos ni anunciar- 
los cuando éstos no hayan sido aprobados por las auto- 
ridades competentes (ines. 2 y 4 del art. 37) ¿ ninguna 
restricción imponen los contratos a las facultades de 
los inspectores consignadas en el art. 47, salvo las que 
corresponden a la autoridad nacional sobre productos 
preparados en la jurisdicción del Departamento Na 
cional de Higiene y aprobados por éste —ley núm. 4687 
y decreto reglamentario. 

VI) Que, como se desprende claramente del pre- 
cedente considerando, si bien la Provincia no ha in- 
currido en la ley núm. 4534 en los excesos reglamenta- 
rios a que se refiere el art. 28 de la Constitución Na- 
cional, sí eiiste esa transgresión —prevista en el art. 
31 de la Ley Suprema^ en la forma de aplicar el alu- 
dido estatuto bonaerense, puesto que se impiden los de- 
rechos de trabajar, comerciar y ejercer industria lí- 
cita, a Bardin y Cía., invocándose, para bonificar el 
acto administrativo que se discute, violaciones a la 
autonomía local y al poder de policía que no surgen 
de los contratos confrontados con la ley 4534. Si en la 
ejecución de dichos contratos surgen infracciones a esa 
ley para ellas como para cualquiera otra, la autoridad 
de Buenos Aires readquiere su imperio previsto en los 
arts. 104 y siguientes de la Constitución. 

Vn) Que ni la ley provincial núm. 4534 ni la na- 
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ZZ^r 4 - 687 ' PrCCCpt0 al S un ° * siquiera de 
osas jnnschcc.ones probibo a las farmacias ejeréitn, t 

"pación de determinada dro^erl o fíbr ica Je 
prodoctos qní m 10 os o biológicos aplicables ¿Si de 
«orar, n, tampoco prohiben a éstas constitnir represen 

dos s.t,os del país; y, en eonsecaeneia, el Gobierno de 
la Provmca de Bnenos Aires, en sn decreto dtartd. 
aparece violando el art 19 Á» i» ■ ? 18 ™ t,do ' 

„,! _ „,„„,„ , . , 18 ae "» Constitncion Naeio- 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 

OABNA — B. A. NaZAB An- 

chorena — P. R AMOS Mejía. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 7 do julio de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Schuvaks 
Manuel Infrac. Ley 12 591, Exp. 70.176/943", en la 
que se ha concedido a fs. 50 vta. el recurso extraordi- 
nario. 

Y considerando : 

Que la única cuestión traída al conocí miciito del 
Tribunal, por vía del recurso interpuesto a fs. 49 y con- 
cedido a fs. 50 vta., consiste en la violación de la ga- 
rantía de la defensa en juicio, que se dice ha sufrido 
el apelante a quien so habría omitido oír y acordar opor- 
tunidad do defenderse. 

Que de autos resulta que don Manuel Schuvaks f m' 
citado para ante la División Salas Sumariales de la 
Dirección de Asuntos Legales del Ministerio de Agri- 
cultura — donde se le siguió el proceso administrativo 
por alza de precio de hierro provisto de documentos 
de identidad y con la prueba de descargo de que qui- 
siera valerse — fsi 3—. El arquitecto Schnvaks com- 
pareció efectivamente — fs. 4 — y manifestó no haber 
tenido ni vendido el hierro motivo del sumario. 

Que en presencia de los documentos de fs. 7 y si- 
guientes, referentes a las operaciones atribuidas al re- 
currente, se volvió a citar a éste — fs. 14 — contestan- 
do en su nombre una persona del estudio excusando sn 
inasistencia — fs. líí — * Citado nuevamente — esta vez 
por sí o por intermedio de apoderado y bajo apercibi- 
miento de tenerse por probados los hechos que se le 
imputaban, fs. 16 — no hay constancia de que concurrie- 
ra. En tales condiciones y sobre la base, además, de 
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la declaración de un testigo -fs. 20- ee dictó a fs H 

Ja rosolucióa^mí^trativa que impone a Schuvais 
multa de $ 5.000 m/n. 

Que interpuestos eontra esa resolución Jos recursos 
dé nuhdad y apelación para ante el Juez Federal -f 8 
■í— fue concedido el segundo — fs. 37—, A fs 41 ex 
presa el recurrente agravios, llamándose -previa con- 
testación fiscal de f, 45- autos para sentenJa a fs. 
46, consentidos los cuales, el Sr. Juez Federal on lo 
Criminal de la Capital, dictó la sentencia apelada ante 
esta Corte, confirmatoria del pronunciamiento admi- 
nistrativo. 

Que de la precedente relación se desprende que 
SHmvaks fué oído por la División Salas Sumariales 
que ademas y por tres veces, le dió oportunidad de 
I reducir prueba de descargo." En tales condiciones v 
do acuerdo con lo decidido por esta Corte en easos aná- 
logos no existió en la instancia administrativa, viola- 

la Constitución ?<acional -v. Fallos; 191, 85; 193, 408; 

Que a ello cabe aun agregar que el J uez Federal 
que lia intervenido en la causa ha dado oportunidad a 
Schuvaks para alegar en su descargo lo que creyere 
Tímente, y por último, que éste no ha solicitado se 
□ autorizara a producir prueba alguna sino que, por lo 
j-ontrario, ha consentido el pronunciamiento que Hama- 
có n^^^ 8Gn í e r a * EU CUant ° a 1ft fornia co ™ 
debió notificarse el llamamiento de autos, es desde lue- 
go una cuestión procesal, ajena al recurso extraordi- 
nario -Fallos: 198, 226 y los allí citados. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 4t en lo que ha sido objeto de recurso extraordinario. 
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Hágase saber, devuélvanse loa autos al tribunal de su 
procedencia donde se repondrá el papel. 

Roberto Repeito — B. A. N*- 

ZAB ASÍCHORENA — F. RAMOS 

Mejía, 



UNION CAÑEROS AZUCARERA MONTEROS LTDA. v. 
PROVINCIA DE TUCUMAN 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia federal. Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema, Causas en que es parte urna 
provincia. Causas civiles. Causa» reyidas por el derecha común. 

La invocación de disposiciones constitucionales como fun- 
damento de un interdicto de recobrar la posesión pro- 
movido contra una provincia, no priva al juicio respectivo 
del carácter de causa civil que le corresponde ; por lo que 
no compete a la Corte Suprema conocer originariamente 
en él por razón de Ja materia, ni tampoco por razón de 
las personas, por tratarse de un extranjero vecino de la 
provincia demandada. 



Dictamen' del Procurador General 
Suprema Corte: 

La S. A. "Unión Cañeros Azucarera Monteros, 
Ltda,", persona jurídica argentina con domicilio en la 
Provincia de Tucumán, deduce contra dicha provincia 
un interdicto de recobrar la posesión de los bienes in- 
tegrantes de la fábrica y refinería "Suñorco", allí es- 
tablecida. Afirma la actora que con arreglo a un de-, 
creto de fecha 20 de mayo ppdo. expedido por el Sr, In- 
terventor Nacional Interino de Tucumán (fs. 7-10), se 
ordenó expropiar tales bienes, ocupándolos inmediata- 
mente, sin que ni ley ni juez alguno hubieran autoriza- 
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*m S civil 

que medie ] a distinta uadonaUda^rh? ?' S ' n 

jmcio de expropiación, en su «aso. ' lrami,ar e! 
de A^m*í'I C0 " r ee]0 a '« Aprudencia 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bnenos Aires, 7 de julio de 1944. 

Y vista la precedente cansa caratulada "TTnión P. 
ñeros Azucarera Monteros Ltda. contra Tncnnl fa' 

e'ntSerenTn:^ * * « 

Y considerando: 

Que esta Corte ha establecido de manera reiteré* 
que 4 interdicto de recobrar o de d¡^25 
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una 14 causa civil*' y autoriza el conocimiento originario 
del Tribunal en el mismo, cuando fuera intentado por 
un extranjero o un argentino no domiciliado en la Pro- 
vincia demandada —Fallos: 182, 15 j 184, 516; 194, 210 
entre otros. 

Que entendiéndose por * 'causas civiles" las que ver- 
san sobre derechos originados en fuentes y regidos por 
preceptos de orden común —Fallos : 194, 496 y los que 
allí se citan— no corresponde a esta Corte entender en 
Jos referidos interdictos iniciados por vecinos de la mis- 
ma Provincia demandada, en razón de la materia, como 
quiera que para ello se requeriría que el fundamento de 
las pretensiones de los actores fueran de naturaleza ex- 
clusivamente federal —Fallos: 194, 496; 195, 383—. A 
lo que cabe agregar que el Tribunal ha tenido oportuni- 
dad de establecer que la invocación de disposiciones 
constitucionales no priva a los causas similares a la 
presente do su carácter procesal v civil —Fallos: 171, 
259. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del señor Procurador General se declara que 
la presente causa no corresponde a la jurisdicción ori- 
ginaria de esta Corte Suprema. 

Hágase saber; repóngase el papel; oportunamente 
archívese. 

Roberto Hkpetto — B. A. Na- 
ZAB ANCHOnKXA — F. Rahios 
Mejía. 
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FRIGORIFICO ANULO v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO * fí^u,\n , • „ . 

Wrt* Normas extra** ai j^ií ^ PrÚP% °*' # 

S ^«Tl 6 ^ *\™™> «traordiuario fundado en eJ 

ac m SraHv P a cnnVr J f lSC1Ól í ft*j»S* contenéis 
auminiBirativa, contra la sentencia do la Suprema Corte 

do la provincia que, sin ser frustratoria del dmtafe 

doral debatido y fundada en la ¿E^VáB^i™ 

d«t ^J*'* > i^P^cia de los ^ tribunal esTroí^ 
cíales ordinarios por tratarse de un caso contenriíl *S 
immstrativo que debe ser promoví ajS Ü " 

PgS? *™* D '™' ' ~. omm 

?rlÍTZl e l,v ^°\ te 8üprt ' ma r ^íver cuestiona abs- 
tractos por medio del recurso extraordinario. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

En agosto de 1929 la S. A. Frigorífico Anglo de- 
mando a la Provincia de Buenos Aires por devoWón 
de ciertas sanias pagadas en concepto de impuestos que 

entender la Suprema Corte Provincial que debió iniciár- 
sele ante eUa con el carácter de contencioso-adimnistra- 
Il V i T U J™ «tnwrfiMrio, V. E. lo desestimó 
con fecha 19 de diciembre de 1934 ffs. 475, cxp. 9,885 
cuerpo, y fallo 172: 149). ' 
La parte actora dedujo Gonces su demauda ante 
v. fc., so color de tratarse de caso de jurisdicción oriíri- 
mn* f y osta Corte se declaró incompetente, por cuanto 
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la anterior presentación de Frigorífico Anglo a la jus- 
ticia provincial importaba renuncia del fuero federal a 
que hubiese podido tener derecho (175 : 45, abril 
de 1936). 

Obvio era qne Frigorífico Anglo dejó vencer des- 
de nn principio el plazo legal para acudir ante la Su- 
prema Corte de la Provincia» Empero, visto lo resuel- 
to por V. E. t interpuso nueva acción ante la justicia 
provincial, si bien invocando ahora con mayor amplitud 
que antes la inconstitncionalídad de las disposiciones 
administrativas por cuya virtud se le exigió el pago; y 
digo con mayor amplitud, porque en su primera de- 
manda se lee este párrafo, reproducido en la segunda 
(fs. 40 vta. y 16, respectivamente) ; 

"La resolución fiscal estaría así en pugna con el 
art. 16 de la Constitución Nacional, qne exige la igual- 
dad como base para la fijación de los impuestos". 

Esta tercera gestión ha terminado por fallo de la 
Suprema Corte de la Provincia, que impone nuevo re- 
chazo, por cuanto la sentencia que puso fin al primer 
litigio hizo rosa juzgada acerca de tratarse de caso 
contencioso- administrativo. Contra tal fallo se trae 
ahora otro recurso extraordinario, por vía directa. 

A mi juicio, los fundamentos expuestos por V. E. 
en 172 ; 49 y 175 : 45 llevan a la conclusión de que dicho 
recurso fué bien denegado; y; así corresponde decla- 
rarlo. Buenos Aires, junio 26 de 1944. — Juan Al- 
vares. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de julio de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la actora en los autos Frigorí- 
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SUS i; SSSL 4 ^ - ¿ 

Y considerando; 

Que nna reiterada jurisprudencia de esta rw** 

puestos en que e , pi .oa Dnciam ¡ ellto ™" "V* 

tono de. derecho federal debatido, -Fats »S* 

i,L , heno "fl" 6 " 8 ' características Desde 

luego no se trata de un fallo ineostenihle wi. ■ 
n,e^^ 

dar^en eí TFZjTZ' "° pUede efic ™te fnn- 
l?hl?. ■ 18 de U CoMt¡t n«»i> Nacional, como se 
lo intenta mvoeando el precedente de Fallo. 193 ,35 
y otros. Porqne lo reanelto ahora ye™ sobre cofa im 
«ada, I. q» e Be declara exiatir gobre la bai dTlo T 

partes, con igual objeto qoe el presente, y cnyo fallo 

lo demás «n aqoella oportunidad, esta Corte denetó 
igualmente el recorso -Palios: 172, 149 ^ 

. .9?° legación del vencimiento del término para 
la mmiacán de la demanda contencioso adudmatrat*. 
el efecto mod.f,oatorio que bu eurao puede teñe™' 
el pfczo de la pre.cripci6n ; y 1. «.JaS 
nal de esa consecuencia, son punto, sobre lo. queTo 
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cabe aquí una resolución de esta Corte, que revestiría 
los caracteres de una declaración abstracta, vedada at 
Tribunal —Fallos : 193, 524 y los allí citados. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General se desestima la preceden- 
te queja. Hágase saber; devuélvanse ios autos eleva- 
dos como mejor informe al tribunal de su procedencia ; 
repóngase el papel y archívese. 

Roberto Krpetto — Antonio Sa- 
g arica — B. A. Nazar An- 
chores a — F. Ramos Mejia. 



MASIA I. PISERO DE CAFFEBATA v. DIRECCION 
GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

PRESCRIPCION: Titmpo de ta preacripción. Leyes especiales. Im- 
ita prescripción bienal establecida por el art. 24 del texto 
ordenado del impuesto a los réditos para los casos de papi 
por error, no rige loa supuestos de demandas contenciosas 
sobre repetición del impuesto pagado voluntaria o com- 
pulsivamente contemplados en el art. 41 de la citad» 
ley, a los que es aplicable la prescripción decenal. 

IMPUESTO A LOS REDITOS : Réditos del *«Wo. 

Los inmuebles susceptibles de producir renta, cedidos gra- 
tuitamente en uso a terceros, se hallan exento* de gra- 
vamen sobre la renta presunta de los mismos. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

■ 

Córdoba, septiembre 21 de 1943. 
Y vistos: eí recurso de apelación interpuesto por el Sr 

C J Sr J^/ederal de esta Sección, en el juicio "María 
Ignacia Pinero -de Cafferato contra Dirección General del Im- 
E2¡S* ^^^-Demanda contenciosa-* « Ta que ha 
reauclto condenar al Gobierno de la Nación a pagar a Da 

fcitiTTí P . ,neTO * Ca f fer *"> de loa treinta dí£ 

l *P™**to, la suma de i 6.897.22 en con- 
™L .^t'tacifin de pagos por impuesto a los réditos, con 
íoS J v deSdC el dfa de 108 «PWti™ pagos ¡ con 

Considerando: 

™«? Ue ^ ept , ada Ia P^^'cia de la instancia por el Pro- 
curador Fiscal y representado el demandado por este fun- 
cionario como lo requiere la ley 3367, la excepción de falto 

t #fSS n ™f JP UCS ^ Cíl 2 de «^«tación que obra 

L rJil^r eXternp f 0ránea e improcedente, como bien lo 
ha resuelto el a-quo, y así se resuelve. 

8? * ■ wió »j a M , ^da «a esta causa es la que reglamenta el 
art 42 me. e) de la ley 11.683, ya que no habiendo obtenido 
éxito la reclamación administrativa de que dan cuento las 
actuaciones de fe 9 y 10, se ha entablado la demanda conten, 
íi—- í f jaez . fede ' al ««Pectivo, dentro del perentorio 

Que opuesta por la demandada, entre otras defensas, la 
ue prescripción de la acción, corresponde estudiarla en primer 
término, ya que si ella fuera procedente carecería de objeto 
pronunciarse los demás puntos de la litis 

Que no estableciendo la ley especial un término para 
H^JZTTÍ* U T*? e ° "T 8 00,110 el P'«e»te, debe rotarse 

nJlíT SS la l ey Común ' U 9™ f Üa <ii« añ* entre 
preMutes y veinte entre ausentes para toda acción personal 
por deuda exigib o (C. C, art. 4023), sin que sea aplicable 
al caso el art. 4027 del mismo código aun tratándose deoWi 
«aciones que se exigen periódicamente, porque como reza este 
ultimo precepto él que se refiere a loa atrasos de lo que ha 




,l> FALLOS DE LA CORTE SL'PREMA 



de abonan» por arlos o plazos periódicos más cortos en los que 

ñnT«"íí n £¡ intereM * ******* del crédito pero 

no el eapital mismo que se adeuda. 

Que no «e opone a esta conclusión, lo estatuido en el art. 
«JSl >* J^rfad» ley 11683, porque ahí « reglamenta un 
«e*™ admirativo, de carácter especial, que sólo puede 
haeerae valer para repetir impuestos pagados "por error de 
calculo o concepto en las propias declaraciones del contribu- 
yente o agente de retención", pero que no rige cuando se 
trata de los casos a que se refiere el procedimiento judicial 

2"l¿S Bl í íiTS*». V de la V. Corte 

OÍ P ^ } 1 m pé /*" 400 lM Le »> * 10 ' I**» 873 y otros! 
Une siendo esto así, no corresponde tratar la inconstitu- 
c onalidsd del citado art. 24 de la ley de réditos «ostemdVpor 
el actor en su alegato al informar sobre el mérito de la causa. 

Que de lo dicho se desprende, qne la excepción de pres- 
cripción opuesta ea improcedente, desde qne no ha transcitrri- 

i JÍ Í"T° mjWPndo P ara <1«* e«* «e produzca, siendo a 
la ves de observar, que aunque la demanda judicial se refiere 

tJ¡*J!*T ej<,Cu : ad0 « I deBde «32 a 1941, ella debe circnns- 
cribirse únicamente a los cinco aüos de la reclamación admí- 

H 683 rm<! * 10 P rece P tU4do P or « de la - 

_ n_ J¿í Jg *> ha establecido la Corte^Suprema en las cau- 
sas citadas por la sentencia en recurso, la ley 11.682 al gravar 
/™ Et ' üfj* com P rend¡d <> lM ^e podrían producir fe 
Íf2^! Cedl ?°" pr * tUÍtamente P«* So de un tercero p™ 
1?SÍ2^5 y ^ q " iera 1™ en «> «¿reí como: 
*£ A ?Z n a \TT & ,B ^ ra ? nd * B * debidamente 
SfS V a ? qUe Pww»»!»»*» determinado el importe 
qne se adeuda a la actora por el impuesto indebidamente <¿. 

h™'. C0IT ? ,pO ? de ./ 0nfÍrí " ar eI fíai0 « »0 P"«cipal hacienZ 
lugar a su devolución con sus intereses «wwwhw 

ha d?r„ e L«° r h * d " ,lnd ;*> Judicialmente, como antes se 
líft. una p f ntld «* f "ocho mayor de la que reclamó ad- 
¡S^S^STfil I í°f 10 qUe el ^mandado ha tenido motivo 
í" IL ^ ™ parcialmente a sn demanda, correspondiendo 
en em^fflli cada parte abone sus costar respectivas. 

En an mér.to, se confirma el fallo apelado en lo princi- 
pal y se lo revoca en enante a las costas, las que en ambas 
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Buenos Aires, 10 de julio de 1944. 
Y vistos : Eí recurso de apelación ordinaria intor 
*~ Raciona! S h^S^t 

mente a la demanda contenciosa de doña María W- 
cia Pxnero de Cafferata contra la Dirección Oenfrtl 

Considerando : 
«i ^T' 7T lo 11,1 deddí< >° esta Corte -Fallos • 193 

plaao para demandar al Fisco por repetición de ¡~ 
toe pagado» por error de eálcnlo o Acepto en U. pro 

Son S arftC, °r » S d retn- " 

no altdiirí' 6 ™ 81 P rooedtaie »to administrativo 

MnisteriH ' 5 T S t Caenoia ' las ¡«wtmceione» del 
Ministerio de Hacienda incorporadas a ta 348 •»«. 
qne se insÍ8ta en ^ ^^^^ es in^en 

¿s Mr trate de n,,a aMi6n * de - ^ 

la faSSLS ° ,,a,,to f0nd ° 1161 »«> «olamentc 

Isjnnsprndencia de esta Corte ha decidido qne no co 

rresponde asignar renta presunta « InmneWes dados 
en comodato -Pallo,: 192, 90- „„„ qn « CZ¿t 

.7 de enero de 1M4, e8 decir, con posterioridad a ta 
r toTr. ^ T 1 .-' 8 - 351 ~ h« «snelto, en mí 
11.682, t. o., no se computará renta presunta en los ca 
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so* de bienes inmuebles dados en comodato o préstamo 
de uso a terceros " —Boletín S-2264. 

En su mérito y concordantes del fallo apelado, Be 
lo confirma en todas sus partes. Costas por su orden. 
Hágase saber y devuélvanse, reponiéndose el papel en 
el tribunal de su procedencia. 

Roberto Kepbtto — Antonio Sa- 

G AHITA — B. A. NAZAH Atf- 

chorena — P. Hamos Mejía. 



EüafiNIO VENOSTA Y OTROS 

M R J?m CCI0S Y C0MPETENC1A: Campetenem penal. Lugar 

El jne* del lagar en que ee han realizado lan maniobras 
abortiva*, que previno en la cansa e interviene en la in- 
vestigación del delito de ejercicio ilegal de la medicina 
imputado a nao de loa coprocesadoa, ea el competente para 
referente al delito de aborto, aunque los 
resultados de éste se hayan producido en otro lugar «obre 
el cual no tiene jurisdicción. K 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Se trata en este caso de un proceso seguido con 
motivo de maniobras abortivas efectuadas totalmente 
en jurisdicción de la Provincia de Córdoba, producien- 
do su efecto poco después en territorio de Santa Fe. 
La justicia ordinaria de Córdoba entiende que esta úl- 
tima circunstancia hace que el delito deba ser investí- 
gado y reprimido por la justicia de Santa Fe; y como 
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esta última conceptúa no coi-responderle hacerlo, viene 
a V. E. para ser dirimida la contienda negativa de 
jurisdicción resultante. 

Puesto que lo que el Código Penal castiga es cau- 
sar o provocar abortos, resulta indiferente sea uno u 
otro el sitio en que las maniobras punibles produjeron 
un resultado. Son esas maniobras las que producen la 
responsabilidad de los culpables, aunque su efecto, per- 
mita graduarla en más o en menos. 

Pienso, en consecuencia, que debe continuar inter- 
viniendo en el proceso la justicia de Córdoba, que lo 
inició, y ante la que se acusa también de ejercicio ilegal 
de la medicina al principal imputado. Buenos Aires, 
junio 30 de 1944. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, 10 de julio de 1944. ■ 
Autos y vistos: Considerando: 

Por los fundamentos dei precedente dictamen del 
Sr. Procurador General de la Nación, teniendo en cuen- 
ta que ha prevenido en la causa el Sr. Juez de Bell 
Ville en lo referente al delito de aborto respecto del 
cual podría ser dudosa la jurisdicción <art. 36 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal) ; pero por pro- 
mediar además la circunstancia concurrente de que uno 
de los coprocesados por aquel delito lo ha sido tam- 
bién por el de ejercicio ilegal de la medicina ante la 
misma jurisdicción, se declara que es competente para 
conocer en la causa el Juzgado de Instrucción, 3* Cir- 
cunscripción Judicial de la Provincia de Córdoba, Bell 
Ville, al cual se remitirán los autos haciéndose saber 
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en la forma de estilo al Kr. Juez de Instrucción, 2* No- 
minación, 2* secretaría de Rosario de Santa Fe, 

ROBERTO BEPETTO ANTONIO Sa- 

OARNA — B. A. NaZAB AN- 
CHORENA — F. RAMOS MEJÍA. 



MARIA A. PEÑA DE AROZTEGUI Y OTROS v. 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Prórroga. Trámites judiciales. 

La circunstancia de que en el exhorto tramitado ante los 
tribunales de la Prov. de Buenos Airea para obtener ta 
inscripción de una declaratoria de herederos se haya ar- 
güido por éstos y declarado por la Suprema Corte local la 
inconstít ucionaüdad de dicho requisito, cumplido entre- 
tanto por los interessdas, por razones ajenas a su volun- 
tad y bajo protesta, no importa prórroga de la competencia 
originaria de la Corte Suprema para conocer en la acción 
que, fundada en Ja expresada declaración de ineonstitncio- 
nalidad, persigue la repetición de las sumas pagadas por 
los herederos en concepto de impuesto y gastos de proto- 
colización. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Dictada declaratoria de herederos en un juicio su- 
cesorio tramitado ante los tribunales de esta Capital, 
se libró exhorto a un juez de primera instancia en lo 
Civil de La Plata, a fin de obtener alU la inscripción 
correspondiente, pnes existían bienes de la sucesión si- 
tuados en territorio de la Provincia de Buenos Aires. 
Con tal motivo, sostuvo el fiscal que debía exigirse, co- 
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mo requisito previo la protocolización; pero el juez 
exhortado, ajustándose a 1. doctrina que V. E. man 
tiene y apüca al respecto, resolvió ser innecesaria tal 
diligencia octubre 6 de 1939, fs. 8 de. expediente ane' 
xo) En idéntico sentido hubo fallo de la Cámara de 
Apelacones (octubre 27/939, fs. 10 vta.) ; mas como 
de nuevo apelara el fiscal, y urgía a los berederos ven- 
der bienes, se allanaron a cumplir la exigencia, sin per 

el .derecho de <*,g, r ] a devolución de lo así pagado 
Posteriormente la Corte Suprema provincial cSí 
lo resuelto por U Cámara (fs. 42, oetubre 15 dTlS 

do h^-, ■ ;P °.f! 8pUéa de obtcnids esa declaratoria 
1 l d6 blisemá * de protocoliza- 

ante V E n r ? ^ M P re »« n *»™ 'os heredero» 
ZZk V I'*"*' 80 «ondenase a la Provincia n 

eílat^ v íé 68 , 61 al0did0 ' má8 108 d " 

sellado y os honorarios del escribano intervimente en 

ost^r "- E ° 6816 Segand0 jnicio '» P»^ demandad 
sostiene que no corresponde a V. E. intervenir con junV 

du:c,ón originan» porque la cuestión quedó rad cada 

"ÍT"* P***W r- «■.bsidiariamenté! 
a contestar 1. demanda niega 1. exactitud de los lachos 
que los actores mvoean, sostiene nuevamente ser vá- 

1™ í CX,g !,T ñ Pr^^ión, alega quo aqué- 
«o, han perdido todo derecho a reclamipor cuanto 

v \2Z m T' > ' K ,* ll * Wlt0n a CUmplir didl0 '«•«"«¡'o. 
y aducen adema, las otras razones referible, al fondo 

del «sonto qne V. E. hallará detallada, a f,. 18-20 

Desde luego, paréceme claro que existe cosa juz- 
gada en lo relativo a ser inconstitucional la exigencia 
de protocolizar, cuestión definitivamente resuelta por 
la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aire, en 
su recordada sentencia del 15 de octubre de 1940 No 
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podría entonces abrirse nueva controversia auto V. E. 
a eso respecto. 

Ahora i por vía de cumplimiento de ese fallo puede 
seguirse apremio contra la Provincia para compelerla 
a devolver lo que en este segundo juicio le cobran los 
actores T Me inclino a una solución negativa, porque ni 
el fallo contiene condena, ni la devolución fué, ni pudo 
ser, materia de controversia en primera o segunda ins- 
tancia*. Queda dicho que el pago se hizo después de 
dictarse fallo en esta última. 

Despréndese de ello que ni la devolución aquí per- 
seguida, ni algunas de las cuestiones que plantea ahora 
la Provincia en su escrito de contestación de fs. 18-20 
fueron sometida antes a los tribunales provinciales. 
Por ello, me inclino a pensar que V. E. tiene jurisdic- 
ción para continuar conociendo en ellas. Buenos Aires, 
junio 12 de 1943. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de julio de 1944. 

Vistos los autos: "Aroztegui María Adela Peña 
de y otros contra Buenos Aires, la Provincia, sobre de- 
volución de pesos", de los que resulta: 

Que a fs. 8 D. Carlos A. Juni, en representación 
de Da, María Adela Peña de Aroztegui por su propio 
derecho y como mandataria de su hermano D. Ricardo 
María Peña; Da. María Carmen Peña de Nazar An- 
chorena; Da. María Luisa Lisie de Peña y Da. Isabel 
N'aón de Peña por sus hijos menores cuya patria po- 
testad ejercen, Mercales Josefina y María Luisa Peña 
y Lisie e Isabel Teresa del Niño Jesús y Estanislao 
Julio Julián Peña y Naón respectivamente; y D. Al- 
berto Ricardo del Carril Peña, demanda a la Provincia 
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de Bunios Aires, por repetición de la suma de $ 
1d.790.38 de la cual $ 11,320.40 fueron pagados con 
protesta y por imperio de los arts. 57, inc. 3% y 84 de 
la ley 4195; y ol resto por gastos propios de la proto- 
colizado^ a saber: $ 2 por derecho de firma notarial, 
I 15 por sellado y * 4.452,98 por honorarios del escri- 
bano. Acompaña un certificado y un recibo que acredi- 
tan el pago de las sumas mencionadas y expresa que 
no incluye las demás erogaciones comprendidas en esos 
documentos porque corresponden a diligencias ineludi- 
bles aun en el caso de la inscripción directa de la decla- 
ratoria de herederos en el Registro de la Propiedad. 
Solicita que oportunamente se condene a la demandada 
a restituir la cantidad de referencia, con intereses y 
costas; afirma que procede la competencia originaria 
de esta Corte Suprema por tratarse de una demanda 
promovida contra una provincia por vecinos de la Ca- 
pital Federal que fundan sn derecho directamente en 
la Constitución Nacional y en las leyes dictadas en 
su consecuencia (arts. 100 y 101 de la Constitución Na- 
cional; 1% inc. P, de la ley 48; V de la ley 1467 y 
'2* de la ley 4055) y basa la demanda en los hechos que 
a continuación se expresan. 

Por declaratoria dictada el 21 do mayo de 1937 en 
el juicio sucesorio de Da. Adela Zemborain de Peña, 
tramitado ante el Juzgado en lo Civil de la Capital Fe- 
deral a car-o del Dr. Francisco D. Quesada, Secreta- 
ría del Dr. Jorge Ravagnan, fueron reconocidos como 
únicos y universales herederos de la causante sus le- 
gítimos hijos María Adela Matilde del Corazón de Je- 
sús, María Carmen y Ricardo María; y, por derecho de 
representación do los legítimos hijos de aquélla, pre- 
insertos, a los nietos legítimos Alberto Ricardo del Ca- 
rril y Peña; Isabel Teresa del Niño Jesús y Estanislao 
Julio Julián Peña y Naón; y María Luisa Josefina v 
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Mercedes Josefina Peña y Lisie. Por existir inmuebles 
de la sucesión en la Provincia de Buenos Aires, solici- 
tóse por exhorto al Sr. Juez de V Instancia de La Plata, 
Dr. Néstor Maciel Crespo, la inscripción de la declarato- 
ria en el Registro de la Propiedad, requisito este último 
del que se desistió casi inmediatamente en virtud de la 
jurisprudencia de la Corte Suprema que lo declaró in- 
constitucional, a cuyo efecto también pidióse por una 
nueva rogatoria la inscripción lisa y Uaná, dejándose 
planteada la cuestión federal consistente en la incons- 
titucionalidad de las disposiciones locales que estable- 
cían la exigencia de la protocolización. Si bien el punto 
fué resuelto en primera y segunda instancias favorable- 
mente a los actores, éstos, en conocimiento de que el 
Sr. Fiscal de Cámara recurriría ante la Suprema Cor- 
te de la Provincia y para evitar una mayor demora de 
la inscripción de algunos inmuebles enajenados a quie- 
nes, ya vencido el plazo para escriturar, habían intima- 
do al efecto a los herederos, solicitaron por intermedio 
de su representante la remisión de los autos a primera 
instancia para que, con testimonio de las piezas per- 
tinentes, continuara por separado el incidente sobre 
protocolización y se allanaron a cumplir dicho requisi- 
to con la salvedad expresa de que obraban por fuerza 
mayor y que su actitud no implicaba reconocer su vali- 
dez, por lo cual se reservaron el derecho de repetir todo 
lo que se pagara por tal gestión, supeditando este pun- 
to a la decisión que recayera en los recursos de inapli- 
cabilidad e inconstitucionalidad o en el extraordinario 
que, en su caso, intentarían. La Suprema Corto de la 
Provincia desestimó más tarde los recursos deducidos 
por el Fiscal, con lo cual quedó firme la declaración de 
inconstitucionalidad hecha en segunda instancia. La 
protesta fundada en derecho, con reserva de la acción 
respectiva, efectuada por el representante de los ac- 
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tarea fué oportunamente conocida por el Min¡.f„;„ 
Recaí, ,ue tatervtao en el incidente 

^"enTitr :' 7^ el Pa *°< to íSSSft 

apuesto de protocolización, de los honorarios Ti es 
cnbano y de los gastos de sellado hecho en la forma v 
circunstancias «puestas, fue „n pago sin cnusaTnor 

y 67, maM, de la Constitución Nacional, y 4' y 2'J 
f 4 " ^'««¡on de la ley 5133, de la ley 44- P™ 

'94 y 502 del Código Civil y . lo resuelto por los tri 

S I ua d de ra d C andada «V* ™ * ^ '^orie 
í° P .„™ a . de la ^fa». surge la procedencia de la repe- 

«£ í IHÍ - - reclama * 

la láJL" í' bert0 A - SoIá ' en "Presentación de 
la Provincia de Buenos Aires, contesta la demanda 
oponiendo previamente la excepción de in^m»»' 
Fúndala en que, según resnlta de los antecedentes ex 
puesto, en la demanda, lo, actores consintieron que ta 

«otoc^l r * n8tÍh,dOm,Kd,,d de S «igencU q de U 
oZ r¿fv * ™™ eKa P*"- ta ¿"ticia proviuci^ 
que so haba pronunciado en sentido favorable a sus 

bt!^ ° ™» «""a; y la posterior renuncia a los 
beneficio, de la sentencia de primer, instancia no pus! 
de sustraer de ellos el conocimiento de este juicio m» 
traerlo ante la Corte Suprema do la «¡«^P»^ 
gun junsprudenda de ésta no procede entablar ante 
a misma demandas sobre asuntos radiados ante los 
tribunales provinciales. 
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Para el caso de que se desestime la incompetencia . 
opuesta, niega los hechos y antecedentes mencionados 
en la demanda, así como también que las disposiciones 
de las leyes locales impugnadas sean contrarias al art. 
7 de la Constitución Nacional. La exigencia de la pro- 
tocolización no significa desconocer la autenticidad, va- 
lor probatorio y efectos do tos actos otorgados fuera 
de la jurisdicción provincial. Importa el ejercicio, por 
las provincias, de una facultad de administrar no dele- 
gada a la Nación, que en el caso se traduce en exigir 
la incorporación de un documento en el protocolo de 
un escribano local y en el Registro de la Propiedad. 

Por otra parte, los actores carecen de acción para 
promover la demanda, porque han renunciado al de- 
recho que pretenden ejercer, al allanarse a la exigencia 
de la protocolización, después de haber articulado su 
invalidez constitucional. 

En todo caso, la repetición de los honorarios del 
escribano y gastos es improcedente, desde que no fué 
la Provincia sino aquél quien los cobró. 

Finalmente afirma que las reservas efectuadas en 
las actuaciones judiciales no valen como protesta, ya 
que ésta debió ser notificada a la autoridad que recibió 
el pago, requisito no cumplido en el caso de autos, sin 
perjuicio de otras impugnaciones que podrá hacer en el 
alegato, y solicita el rechazo de la demanda, con costas. 

Contestado por los actores el traslado de la incom- 
petencia — fs. 23— abrióse a prueba el artículo, cer- 
tificóse sobre ella a fs. 34, expidiéndose las partes 
acerca de su mérito — fs. 37 y 38 — y previo dictamen 
del señor Procurador General — fs. 40 — dictóse la pro- 
videncia de autos para resolver a fs. 41 vta. 

Considerando: 
Que, como se despreude de la anterior relación, 
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la demanda no versa sobre la ¡uvalidez del reanimo 
de la protocolización, y a declarada por la justída p™ 

»e por objeto la ejecución de la sentencia dictada wr 
«queUa que no contiene condenación alguna y es Z 
solo declarativa de la inconstitncionalidad de la e*p7e 
sacia esencia, cumplida entretanto por razones ajenas 
a la sola voluntad de los actores. 1 

Que, simplemente, partiendo de la base de que la 
Protocohzacón de 1. declaratoria de herederos dmtada 
en a juicio sucesorio de doña Adela Zemborain de Peña 
se hizo en la Provincia de Buenos Aires, en virtud de 
d spos,c,ones legales cuya inconstitucional!^ fu Tde 
«tarada mas tarde por la Suprema Corte tol en t 
mismas ac naciones en que fné cumpUda dicha ozigen- 
«ui, os actores llega» a la conclusión de que e. 3o 
que tuvieron que hacer en concepto del impuesto^ 

Z^r^&rZf** 10 «3S en Z 
?í j , í, .. B 794 del Códi *° Civii i 7 . 31 y 67 ine 
11, de la Conetitueión Nacional y 2 y 4 de ta lev 44 
con las modificaciones introducidas por la ley 5133 v 
que, en consecuencia, el derecho a ta repeücfón ¿e'lo 
que pagaron con protesta y obligado, poVlas eircuné" 
tancias surge de esos preceptos. 

Que según es jurisprudencia de esta Corte Su 
prema (Faltos: 149, 392: 185, 330¡ 186, 167- 189 149, 
ta prorroga de jurisdicción prevista po ¿1 a'rt. 12, tac 
4-, de ta ley 48, no puede liacorse extensiva a otra co£ 

Z n \l qn l ? U ° TOro8Ími,m ^ ha podido referirse, 
esto es, al litigio en que se ha producido y a todo lo 
que se encuentre procermente vincnlado al mismo 
sentencia medentes y ejecución de una y otros Y en 
el supuesto de que un juicio de competencia de ta justi- 
2 f ^ eral '? n « a mmm con otras causas decidida» 
por la justicia local que no sean las de carácter proco 
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Bal, invocado, aquélla debe entender en él observando 
a sn respecto el principio del art. 7 de la Constitución 
Nacional y de las leyes que lo han reglamentado, del 
mismo modo que correspondería hacerlo a la propia 
justicia local (Fallos: 34, 270; 149, 392; 185, 330). 

Que, con arreglo a lo expuesto, debe concluirse que 
entre esta causa sobre repetición de lo pagado en vir- 
tud de la protocolización, y el exhorto en que ésta se 
realizó, del que la demanda de fs. 8 no puede ser con- 
siderada un incidente desde que aquél quedó terminado 
con la inscripción y con la sentencia dictada por la 
Suprema Corte de Justicia de la Provincia con motivo 
de los recursos interpuestos por el Fiscal, falta la co- 
nexión procesal necesaria para que pueda considerarse 
producida la prórroga de jurisdicción invocada por el 
representante de la Provincia. 

Que, por consiguiente, con arreglo a lo dispuesto 
por los arts. 100 y 101 de la Constitución Nacional; 1% 
inc. 1% de la ley 48; 2" de la ley 4055 y a la jurispru- 
dencia del Tribunal (Fallos: 187, 202; 194, 144 y los 
allí citados y en los precedentes considerandos) debe 
resolverse que corresponde a esta Corte Suprema cono- 
cer originariamente en la presente causa. 

En su mérito y de acuerdo a lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General se resuelve rechazar la ex- 
cepción de incompetencia opuesta, con costas. Notifí- 
quese y repóngase el papel 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
gabna — F. Ramos Mejía. 
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Sig* - renovaos: 

^^^^^f^lto^ de, ^fe 
* a >da ]>or pmm&fifa V1 «<*a del ^ 

Ííuo ésta se opert^to^^™^** ^nto en 
«■*■ e, de ] n l ey 12.15? dispuesto en el art. 1* 

Sentencia de la Cahaea Pedeüal 

Buenos Aires, 17 de abril de 1944. 
Vistos y considerando: 

«servada para la viuda SKo^^JB? d * e ía P« naí6n 
* liquide desde el I» de juIiHe Í q¿ te ™ ] ™™ de fs. 25, 
presen tac on de Casi lila n¿„ ™f 1 J ? 42 ' P t,Pst « que la Última 
julio de 1940 (¿ 95) K ° mer ° d ° Acevcd ° de fecha íd? 

P^S n d^r e ra «Mil debe 

dos años de , a I^^StSáf^^SSL* de 
„ L« Corte Suprema en loa caS í Q f^íP 
Mosquera (t. 18 2" p. 143 v T í 83 D ° rrC??0 * J <*¿ 

acrecimiento en favor de L demVcSí^ T'* ^ ue el 
«on no «e produce desde que Z\LiÁ °ff rtlc,pes de una pen- 

*ftSL*S írt 1 ^^ 6 811,0 deade 

(t 189. p! 14¿) tt^Tj?^ ca *> de Manuel Cao 
Jjinistrativos ante la Ca? ? ww ° '? trámites « d - 

preseripeion del ¡^^£*¿¡¡J^* »3g g *P*re la 
término lega, fijado al efecto 08 P ° P el del 

Si bien la viuda «Maitó ™¡3j£ Wrte del Cl ™ n te- 
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cierto es que desde octubre de 1934 (fs. 19) abandonó los 
trámites administrativos hasta julio de 1940 (fs. 93). 

No resulta equitativo pu«t f tomar como base para cootar 
el término de la prescripción la fecha de la última presenta- 
ción de la viuda, ya que de acuerdo con la jurisprudencia de. 
la Corte Suprema en el caso de Cao (% 189, p. 142), dicha 
prescripción so había operado con mucha anterioridad por el 
abandono de la tramitación detallada en el considerando an- 
terior. 

Pero como las actuaciones iniciadas por Casilda Romero 
de Aeevedo son anteriores a la ley 12.154, corresponde contar 
el término de dos años que ésta establece en el art. I 9 inc. c) 
desdo la fecha de su vigencia. 

Por estas consideraciones se revoca la resolución apelada 
de fs. 108 vta. y en consecuencia, se dispone el acrecimiento 
a favor de la hija del causante Enriqueta del Tránsito Aee- 
vedo de la parte reservada para la viuda en la resolución do 
fojas 35 desde dos años posteriores a la vigencia de la ley 
12.154. — Juan A. González Calderón. — Carlos del Campillo. 
— Ricardo Villar Palacio. — Eduardo Sarmiento. 



Dictamen del Pbocubadob General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario procede por haberse 
puesto en tela de juicio la interpretación de disposicio- 
nes de la ley nacional 1-.154 y ser' la sentencia defini- 
tiva contraria al derecho invocado por el apelante. 

La cuestión debatida estriba en establecer a partir 
de qué momento debe acrecer Da. Enriqueta del Trán- 
sito Aeevedo, hija natural del causante, la parte co- 
rrespondiente a la viuda del mismo, y que ésta perdió 
por prescripción (art. 1% inc. c.» ley 12.154). La Cáma- 
ra Federal ha decidido que el acrecimiento comenzó a 
producirse a partir del momento en que bc cumplieron 
dos años de vigencia de dicha ley 12.154, pues a partir 
de entonces caducaba el derecho de la viuda de Aeeve- 
do, conforme a lo decidido por V. E. en 189: 142 (fs. 
133) ; y la Caja trae recurso extraordinario contra di- 
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cha sentencia, sosteniendo que el aludido plazo de dos 
años debo contarse a partir de la presentación de fs. 
í>5, o sea desde el 1» de julio de 1940. 

A mi juicio, la Cámara está en lo cierto, pues «man- 
do la señora de Aeevedo se presentó en 1940 urgiendo 
el trámite, había perdido ya su derecho por inacción. 
En un caso anterior, la misma Caja aplicó ese criterio 
para desestimar una pensión j y V, E. al resolver en 
definitiva el asunto, decidió, de acuerdo a mi dictamen, 
que la presentación posterior a los dos años do entrar 
en vigencia la ley 12.154, no interrumpía la prescrip- 
ción ya cumplida (Bocea v. Caja, sentencia de julio 4 
de 1941). 

Corresponde, pueB, confirmar el fallo apelado en 
cuanto pudo ser materia de recurso. Buenos Aires, ju- 
nio 13 de 1944. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 12 de julio de 1944. 

Y vistos: Los autos "Arturo José Aeevedo (suce- 
sión), sobre pensión ferroviaria", venidos de la Cá- 
mara Federal de la Capital, por vía del recurso extra- 
ordinario. 

Por sus fundamentos; los del precedente dictamen 
del Sr. Procurador General y la doctrina sustentada 
por esta Corte in re: C. S. 189, 142} 183, 226 y 182, 
143, se confirma la sentencia de fojas 133 en cuanto 
pudo ser materia de apelación. Hágase saber y devuél- 
vanse. 

ROBEBTO RePETTO ANTONIO Sa- 

oabna — B. A. Nazab An- 
chorena — F. Ba*os Mejía. 
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CAMARA DE ALQUILERES DE CORDOBA v ra ITT 

GOMEZ JUAREZ 

Mf^^im^Wñ en 108 decretoe Nros. 1580, 
Utud nÍ« ' ♦ * 4? ; 52 ^' n ^ in »P"(Tnado 8 como incons^ 
^ Í Jl1 jüS ^» fcdwal conocer en el 

Dictamen dkl Procurador Fiscal 
Escma. Cámara: 

r? l . P . rOCUrador ? iscaI ' en 108 «utos "Cámara de Alauilerea 
«í ia vista corrida a V. E. respetuosamente dice: 
mió tJlVT^** ! ? ¥ m federal > Amanda de aprc- 

JoapeK» Buma que le fuera aplicada por la Cámara de Alam- 
bres de Córdoba en calidad de multa, como infracTeVa loa 

fijada por vT ™ 5' t V ^ de * Ta í uri «Pnideneia 

Sí ai,K E " * n el caso PéKJÍ J «é Ramón contra Cámara 
de Alquileres que se registra en el libro 17 folio 117 «ni 

ÍÍ del l ri ^ °P™'* que ea «mpsrt^ Zr 

Sta^SS y ,^ ,amentado J P° r J * mUma autoridad prov'n 

2?wSÍ£j»S de l * B ? 8to d * 194a ' P° r decreto N 9 920 serie, 

£ üíí d ° /"S" ™ rdad ' 1 a ,M * utot idad « Provine «: 
lea por el decreto del Superior Gobierno de la Nación N» 1580 

mentariot* 2175 ' *™ m ° tÍVar * * SU * el decreto 

N-J^f*^" V™ PO'ytoud del decreto 2175 del Gobierno 
Nacional, al reiterar lo dispuesto por el art. 7 del decreto del 
Sol?!! 1 ^. 1580 ' declarando aplicable al i^men 
i reado por «te ultimo las sanciones y procedimientos de la ley 
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Nacional N» 12.591, la justicia federal, es la competente para 
estudiar, en caeos como et que se trata. 

La jurisdicción federal surge de la Constitución y las 
leyes que en su ejercicio se dicten, y el decreto creando la 
Cámara de Alquileres de Córdoba, emanado de una autoridad 
provincial no ha podido crear, una jurisdicción de excepción, 
aunque se haga menta para ello de un régimen penal, aplica- 
ble a una ley nacional, como es la 12.591. La sanción im- 
puesta por la Cámara de Alquileres de Córdoba, tiene para 
su ejecución las autoridades que la Constitución y las leyes 
de la Provincia establecen, teniendo su imperio en el territorio 
que la constituye. No puede por extensión ni por analogía, 
aplicarse el art. 6 del decreto N* 2175, a los efectos de la com- 
petencia en lo que se refiere al régimen de las penas estable- 
cidas por la ley 12.591, en base del decreto creando la Cámara 
de Alquileres de Córdoba, al fijarle sus atribuciones, normas 
generales y ejercicio de sus facultades. Cité en aquella opor- 
tunidad la opinión de la C, S. N. que se registra en el t. 113 
púg. 268 al referirse al art. 32 de la I y 7Q29 concordante con 
la doctrina emitida en el t. 99 pág, 383. 

Mantengo pues la opinión que emitf en et caso "Pérez José 
Ramón contra Cámara de Alquileres", sosteniendo la incom- 
petencia del Tribunal que es idéntico al presente. 

V. E., en el caso de referencia Libro 17, folio 117 dijo: 

"Que el asunto que al presente se promueve, deriva de 
la multa que ha impuesto al recurrente, ta Cámara de Alqui- 
leres, creada en esta provincia en mérito a lo establecido por 
el decreto del Gobierno Nacional n* 1580. 

Que dicho decreto mediante el cual se ha establecido una 
rebaja en el alquiler de los inmuebles, a la ves que fijado un 
plazo a la duración do los contratos, comporta modificaciones 
introducidas en ta legislación común propia del Código Civil 
y como tal, ajena a la jurisdicción federal, ratione materia, 
sin perjuicio del conocimiento que pudier* tener la Corte Su- 
prema cuando se suscitara algún caso de los que prevén los 
art*. 14 de la ley 48 y 6» de la ley 4055. 

Que en consecuencia, ya sea que las Cámaras de Alqui- 
leres hayan o no dado cumplimiento a lo dispuesto en el men- 
cionado decreto ti* 1580 o a los que siguiendo sus directivas, 
promulguen los Gobiernos de Provincia, es lo cierto, que sus 
resoluciones no pueden caer dentro de la jurisdicción federal. 

Por esto, lo dictaminado y pedido por el señor Fiscal de 
Cámara y concordantes del fallo apelado, se lo confirma, eon 
costas". Dejo así evacuada la vista que se me ha corrido. Fe- 
brero 18 de 1944. — Carlos D. Courel: 
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Sentencia de la CAmara Federal 

Córdoba, febrero 29 de 1944. 

túéMtlS^i P í nCUTm de npe,ación interpuesto por el re- 
mmtom de la parte actora, contra la resolución de fecha 
veintiuno de diciembre último, corriente a £ 6 vta, dk X 

S2L2 B ST* U An,a í* d ° AIfmilwe9 »l Córdoba contra Raúl 

SÍTi tT* V" ia qUe ha rcsuelto: deel ™ la incompeieü 
cía del Tribunal para entender en la presente causa 

«mfiíZ. i €X P ue f Í0 .3 r I* did ° Por Sr. Fiscal de Cámara, se 
Effíf\!? r j 80,ucl «n recurrida. - Miguel A. Ahaga. - 
Imu M. Allende. — Rodolfo Otero CapcU villa 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El Dr. Miguel Angei Rodríguez de la Torre en 
representación de la Cámara de Alquileres de Córdoba, 
trae recurso extraordinario contra el fallo dictado pol- 
la Cnmara Federal de dicho circuito, obrante a fs. 13 
donde se declara no corresponder a la justicia de sec- 
ción el conocimiento en la vía de apremio por cobro 
de una multa de trescientos pesos impuesta por la ex- 
presada cámara de alquileres, al Sr. Baúl Gómez Juá- 
rez. Denegado como lo ha sido el fuero federal que 
oportunamente invocara el hoy apelante, corresponde 
abrir diclio recurso. 

La ley 12.591 impone multas a quienes cobren pre- 
cios superiores al máximo legal, tratándose de venta 
al consumidor de artículos de alimentación, vestidos, vi- 
vienda, materiales de construcción, alumbrado, cale- 
facción y sanidad; y en su art. 11, establece que tales 
multas se hagan efectivas por el procedimiento que fije 
el R E., y con apelación al solo efecto devolutivo, ante 
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el juez que corresponda, sin expresar cuál sea éste. 
Entendiendo ejercitar sus funciones reglamentarias, el 
P. E. dictó con fecha 8 de setiembre de 1939 el decreto 
N* 40.980, que en fu. art. 7 previene: 

"Las multas o sanciones que sean impuestas por 
el P, E, en virtud de la ley y de este decreto, se harán 
efectivas aplicúndone el procedimiento sumario previs- 
to en la ley N 9 50, y al efecto, el P. E. impartirá en 
cada caso las instrucciones respectivas a loa fiscales 
federales' 1 * 

Un decreto ulterior — el N» 47,527, del 18 de diciem- 
bre de 1939— (Bol. Ofic., enero 8/940), refrendado por 
los ministros de Agricultura, Justicia e I. Pública e 
Interior, agregó: 

"En las apelaciones que se deduzcan contra las 
resoluciones del P. E. imponiendo multas conforme a 
la ley 12,591, entenderán los jueces nacionales de sec- 
ción con jurisdicción en el lugar en que hubiere ocurri- 
do el hecho que originare la aplicación do la sanción. 

"Corresponderá también que los jueces nacionales 
de sección intervengan en los casos prevenidos por la 
ley 12.591, cuando se trate de violaciones penadas con 
la de prisión, entendiendo en la causa activada por he- 
chos ocurridos en la sección judicial de sus respectivas 
jurisdicciones". 

En 29 de junio y 8 de julio de 1943, el P. E. dictó 
otros dos decretos — los Nos. 1580 y 2175 — haciendo 
aplicable al precio de los arrendamientos el sistema de 
la ley 12.591; y al delegar en cámaras de alquileres 
locales la aplicación de las multas respectivas estable- 
ció que ellas debían hacerse efectivas tal como se pre- 
vino en el decreto 40.980 del 18 de diciembre de 1939 
para las impuestas directamente por el P. E. La cues- 
tión actual ha surgido, no porque se niegue validez a 
tales decretos, sino por sostenerse que con arreglo al 
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nuevo plan, la Cámara de Alquileres de Córdoba, de- 
signada por el Sr. Interventor Federal en dicha pro- 
vincia, no es una autoridad nacional, ni los precioB exi- 
gióles en Córdoba son fijados por el P. E. nacional; 
de donde se concluye, corresponder a los jueces pro- 
vinciales intervenir en el cobro de la multa impuesta 
por la expresada Cámara. 

En 192: 213 (fallo del 27 de marzo de 1942), ana- 
lizando V. E. el sistema de la ley 12.591, dijo: 

14 La norma que organiza ese mecanismo no cabe 
en el marco del derecho común; es, por el contrario, le- 
gislación especial, originada en las circunstancias. . . y 
no vincutable con el inc. 11 del art. 67 de la Constitu- 
ción Nacional". 

Implícitamente, ello importaba admitir la proce- 
dencia del fuero federal; y cualquier duda se desvane- 
cería al recordar que allí V. E. citó, como doctrina con- 
cordante, la del decreto N* 47.527 quo en su parte per- 
tinente acabo de transcribir. Dentro do nuestra estruc- 
tura constitucional no cabe admitir se apele para ante 
jueces provinciales de multas impuestas por el P. E. 
de la Nación, en cumplimiento de leyes del Congreso. 
Ciertamente en la Provincia do Córdoba ha sido un 
interventor el encargado de designar a los integrantes 
de la cámara de alquileres; pero, con arreglo a los de- 
cretos Nros. 1580 y 2175, en varios partidos de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, es el propio Poder Ejecutivo 
quien designa a tales funcionarios. Ninguna autoridad 
provincial fija en esas localidades el precio máximo 
de los alquileres. ¿Habría de entenderse entonces que 
la ley esté incorporada a los códigos tan sólo para una 
fracción de la Provincia de Buenos Aires, y no lo esté 
para el resto del territorio de esa provincia f 

La circunstancia de que el P. E. nacional delegue 
parte de sus atribuciones en funcionarios provinciales, 
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«o parece suficiente para quitar a la ley el carácter de 
especial que V. E, le ha reconocido, ni basta para te- 
nerla por incorporada, ipso facto, a los códigos civil 
o penal. También en las operaciones de enrolamiento 
se utiliza a jefes de registro civil provinciales y de ello 
no deriva que las multas a los infractores deban hacer- 
se efectivas ante la justicia ordinaria. Conforme lo ex- 
presa el art. 19 de la W 12.591, ella es de emergencia, 
y suspende simplemente, sin derogarlas, aquellas dispo- 
siciones de las leyes vigentes que se le opongan. Carece 
do Ja permanencia característica de los códigos. 

Agrégase a ello, que en estos autos no se ha plan- 
teado ni resuelto cuestión alguna constitucional rela- 
tiva a la validez de los decretos en que el apelante 
funda su acción. El recurso se limita a la interpretación 
quo deba dárseles; y obvio resulta que no cabe inter- 
pretarlos como destinados a admitir la jurisdicción pro- 
vincial, ya que su texto expresa justamente lo contra- 
rio* Vuelven así a ser aplicables al caso Jas palabras 
del fallo 192: 213: 

"No se lia discutido en los autos la constitucionali- 
dad del art. 9 de la ley N* 12,591, en la parte que atri- 
buye al P. E. la facultad de imponer multas, ni la 
que declara apelables al solo efecto devolutivo, por ante 
el juez que corresponda, las decisiones aludidas del P. 
E. Se debate únicamente la inteligencia que correspon- 
de dar a ese texto, que el Procurador Fiscal de Cámara 
sostuvo impide el conocimiento de las cámaras, fede- 
rales, limitando la intervención de la justicia a la del 
juez para ante el cual concede la apelación". 

A mérito de lo expuesto, y dentro de las dudas a 
que este caso jurisdiccional se presta, pienso que co- 
rresponde aplicar una vez más la recordada doctrina 
de V. E. Buenos Aires, mayo 11 de 1944. — Juan 
Alvar cz. 
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Buenos Aires, 12 de julio de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Cámara 
rio Alquileres de Córdoba e/ Raúl Gómez Juárez, apre- 
mio", en la cual se lia concedido el recurso extraordi- 
nario a fs. 15. 

Y considerando: 

Que de acuerdo con lo dispuesto en el decreto W 
1580 — art. 7— toda infracción a lo preceptuado en el 
mismo, "será reprimida con las «tinciones y conforme 
a los procedimientos establecidos en la ley 12.591' \ pu - 
diendo las cuestiones que se suscitaren con motivo de 
la aplicación del mencionado decreto someterse a Jas 
"cámaras de alquileres" do la respectiva jurisdicción. 
Además, el art. 5 del decreto ñ* 2175 dispone que "a 
los efectos del art, 7 del decreto n* 1580 cada cámara 
do alquileres está investida de todas las facultades es- 
tablecidas en la ley 12.591", siendo también aplicables 
los arts. 4, 5, 7, 12 y 14 del decreto n' 40.980, del 8 de 
septiembre de 1939, confonne al tercero do los cuales 
las sanciones impuestas se harán efectivas aplicándose 
el procedimiento sumario previsto en la ley 50, impar- 
tiéndose ul efecto, en cada caso, las instrucciones per- 
tinentes a los fiscales federales, substituidos en mate- 
ria de multas por cuestiones sobre alquileres, por los 
funcionarios que el presidente de la respectiva eámara 
designe — decreto 12.234, art. 1*. 

Que de todo ello resulta suficientemente que ha 
sido el propósito de los decretos citados el atribuir 
jurisdicción a los jueces federales en las ejecuciones a 
que dieran lugar las resoluciones firmes de las cama- 
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ras de alquileres. Corrobora esta conclusión lo estable- 
cido en el art. 6 del decreto 2175, conforme al cual las 
decisiones de las cámaras de alquileres que aplican nuil- 
tas mayores de $ 300 son apelables ante el juest fede- 
ral ile sección, e igualmente lo previsto en el decre- 
to n" 47.527 para las apelaciones de las resoluciones 
dictadas por aplicación de la ley 12.591. 

Que u io expuesto cube aún agregar que no se ha 
cuestionado la eonstitueionalidad de las norma* a que 
se hace referencia en el curso del pronunciamiento. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
del precedente dictamen del Sr. Procurador General se 
revoca la resolución apelada de fu. 13. Hágase saber 
y devuélvanse al tribunal de su procedencia. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
garna — B. A, Nazah An 
chore na — F. Ramos MejÍa. 



■ 

RAUL BARTABUJtr Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Caigas 
pandea. Violación fie normes federales. 

Compete a la justicia ordinaria y no a la federal conocer 
en la causa originada por los hecho» delictuoso» de ca- 
rácter común cometidos en ¡a Capital Federal por un 
«runo de personas en infracción a la prohibición de rea- 
lizar actos públicos con motivo de la celebración del 1' 
de mayo, dada a conocer por circular del Subsecretario 
del Ministerio del Interior de la Nación. 
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Sentencia del Jdez de Instrucción 

Buenos Aires, 23 de mayo de 1944. 
Autos y vistos i y considerando : 

Los hechos delictuosos ocurridos en la tarde del día 1» 
de mayo ppdo. en la Plaza Once y su s iiunediacLes oue se 
hicieron con una reunión pública y con la ^SS'^ 
una tribuna, con despliegue de estandartes y distintió con 
in^npcion^ a usivas, y que derivaron en ul T¿T g ZeZ 
maternal co contra los representantes de la autoridad resoca 
í Ti™* 1 em f, nte a ™ M P revi0 Preparado, de anZIZ 

fendieníe *a t tt™ ?*™*™*. d Ü C0ncierío de voluntad^ 
55ÍS » frustrar lo preceptuado por el reciente decrol ( 

DubHeí e „ r ÍS tlV i NaC¡0nal 1^*™ de toda celcbS 
publica o reunión de personas en el día 1' de mayo. El pro- 
posito animador de quienes causaron el tumulto, no ha «idct 
otro que el de contrariar el decreto federal aludido, y%? Z 
llegó a desacatar y atentar a mano armada contra los repre- 
sentantes de la autoridad, lesionando y ejerciendo vioSa 
contra tantos empleados policiales, ello no ha aido debido sin 
duda a la intención específica de cometer esc* del i lo» sin ¿2 
lograr por la fuerza la violaeión de la reglamentad vFg°or 
tMt gj forma ««bita y sorpresiva como se organizó la mani- 

tt , m.sta atribu.da a los componentes de loa grupos ■> el des- 
pliegue de cartelones, como mí el empleo de las numerosas y 
earactensticas armas certificadas a fe. 208 y Ja resisTencií 
violenta y generalizada demostraban fehacientemente e' pro- 

ES'S d, M ,0e0 ; ^ 8 dec,a r acione8 *» ^gunos detenidos corro- 
boran detalles de la organización, todo lo cual constituye "ori- 
ma fac.e una infracción a lo dispuesto en el art. 230 del 
Cód. Penal inc. 2? de competencia de la justicia federal 

Por ello de conformidad con lo dictaminado por el Sr 
Agente Fiscal resuelvo: declarar la incompetencia del luz™ 

remitida al Sr. Juez Federal e* lo Criminal. — Luis A Bifínchi 
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Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, junio 16 de 1944. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que la resolución de fe. 333 funda la competencia de la 
justicia federal, en que los hechos materia del proceso, lian 
tenido como propósito contrariar o frustrar el "decreto fe- 
deral del Poder Ejecutivo Nacional prohibiendo reuniones 
públicas en celebración del V de mayo. 

En la información producida por el Ministerio del Inte- 
rior, se transcribe la circular dirigida a los Interventores Fe. 
derales por el Sub-Secretario de dicho Ministerio, haciéndoles 
saber la prohibición de celebrar actos públicos el 1» de mayo. 
De ello se sigue que no hubo "decreto" prohibitivo y que so- 
lamente se trata de ana disposición u orden que por su natu- 
raleza no reviste el carácter do resolución nacional, no obstante 
emanar do un funcionario del Ministerio del Interior. 

Como se advierte, los hechos ocurridos no tendían a frus- 
trar o contrariar un decreto nacional o reglamentos naciona- 
les dictados por el Poder Ejecutivo en ejercicio de funciones 
nacionales propias (art, 86 inc. 2» de la Constitución Nacio- 
nal), en forma tal que su conocimiento corresponda a la jus- 
ticia federa!, como lo ha decidido la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación, sino a infringir una orden o disposición 
eminentemente policial y de enráeter locnl (Palios: 195, 480). 

En la situación apuntada los hechos investigados no enl 
cuadran en ninguno de los supuestos del artículo 3» inc 2* 
do la ley 4055 y del artículo 23 inciso 3» del Código de Pro- 
cedimientos en materia Penal, para que corresponda a la jus- 
ticia federal entender en esta causa. 

No modifica esta conclusión, la circunstancia de que los 
hechos referidos puedan encuadrar en lo dispuesto en el art. 
230 inc. 2* del Código Penal, tanto por la inexistencia de vio- 
lación a leyes o resoluciones, nacionales, como por lo dispuesto 
en la última parte de dicho inciso. 

Por estas consideraciones y lo dictaminado por el Procu- 
rador Fiscal, 

Resuelvo : 

Declarar la incompetencia del Juzgado para entender en 
la causa e invitar al Sr. Juez de Instrucción de la Capital 



244 



FALLOS DE LA CORTE SUPKEMA 



para que, en caso de insistir en su resolución de fs. 333, dé 
por trabada la cuestión de competencia negativa y eleve los 
autos a la Corte Suprema de Justicia de la Nación para que 
la dirima en definitiva, — Horacio Fox. 



Sentencia del Juez de Ixstrdcción- 

Buenos Aires, 17 de junio de 1944. 
Autos y vistos: y Considerando: 

Declarada la competencia de la justicia ordinaria de la 
Capital de la República para entender en cata causa, en vir- 
tud del carácter nacional do la resolución prohibitiva de toda 
reunión pública durante el día 1' de mayo ppdo., se remitió 
a la justicia federal para su conocimiento. 

Devuelta ei? el día de ayer por entender el Sr. Jaez Pe- 
deral que los hechos ocurridos tendían a frustrar o contrariar 
una orden o disposición eminentemente policial y de carácter 
local, queda planteada la contienda de competencia, por insfe- 
tir el proveyente en lo resuelto a £s. 333. 

La contienda no so basa en la calificación atribuida pri- 
ma facie & ta actividad delictuosa de los procesados desde que 
el alzamiento contra la orden gubernamental tuvo claramente 
el carácter de tumulto precisado por el art. 232 del C. P,, 
sino en la naturaleza de la resolución resistida. 

Y a juicio del suscripto la orden prohibitiva fué impar- 
tida por H Ministerio del Interior como autoridad nacional 
para ser cumplida en todos loa ámbitos del paÍB. como se ad- 
vierte de su simple lectura — fs. 341—, y dirigida a los in- 
terventores federales de provincia y gobernadora» de terri- 
torios. 

Mal puede entonces entenderse que es una orden o reso- 
lución local salvo que se pretenda derivar ese carácter a la 
autoridad subordinada encarada de hacerla cumplir, lo cual 
no desvirtuaría nunca la naturaleza de orden nacional ema- 
nada de autoridad central. 

En cuanto al argumento de que no ha emanado del P. 
E. en ejercicio de funciones nacionales propias, carece de sen- 
tido en estos momentos, desda que proviene del Superior Go- 
bierno de la Nación, bajo el régimen del Estado de sitio y en 
uso de facultades y atribuciones debidamente reconocidas. 
lArt. 86 ¡ne. 19 Const. N'aU. Por ello resuelvo; Elevar están 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



£45 



actuaciones a la Suprema Corte Nacional, a los efectos de 
dirimir la contienda de competencia negativa planteada con 
el Sr. Juez Federal de esta Capital. - Luis A B ¡anchi 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El 1» de mayo ppdo. a las 18.30, un grupo de per- 
sonas en abierto alzamiento contra la prohibición de 
celebrar manifestaciones ese día, determinó a la policía 
local a intervenir. Surgió lucha y de ella resultaron un 
muerto y numerosos heridos, habiéndose recogido en 
el sitio del suceso y a UB inmediaciones algunas armas, 
cuya utilización se atribuyo a los revoltosos (informe 
de fa. 208). Iniciado el sumario respectivo, discuten 
ahora el juez de instrucción en lo criminal y el de sec- 
ción en lo criminal y correccional de la Capital, cuál 
de ellos debe conocer en la causa, pues ambos se con- 
sideran sin jurisdicción. Corresponde a V. E., dirimir 
la contienda negativa así planteada (art. 9, ley 4055). 

A mi juicio, las invitaciones y hojas impresas agre- 
gadas a fs. 14, 15, 16 y 17 —concordantes con otras más 
que aparecen en autos— demuestran no tratarse de un 
mero desacato a las autoridades locales, sino de pro- 
pósitos y actos claramente referibles a un plan de ca- 
rácter general, y de cuyo desarrollo formaron parte 
los episodios ocurridos el V de mayo. Bajo tal concep- 
to, corresponde tome a su cargo la justicia federal el 
esclarecimiento y represión de tales hechos. Así debe 
resolverlo V. E. Buenos Aires, junio 30 de 1944. — 
Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 12 de julio de 1944. 

Vista la causa seguida contra Eaúl Bartaburu y 
otros por infracción al art. 230, me. 2', y otros del Có- 
digo Penal, para resolver la contienda de competencia 
negativa trabada entre el Sr. Juez Federal en lo Cr¡~ 
minal y Correccional de la Capital y el Sr. Juez de 
Instrucción a cargo del Juzgado n" 3 de la misma. 

Considerando : 

Que esta cansa lia sido originada por los hechos 
delictuosos cometidos el V de mayo en la Pinza Once 
de esta Capital por un grupo de personas en infracción 
a la prohibición de realizar actos públicos con motivo 
de la celebración de la fecha mencionada. 

Que la prohibición o autorización de reuniones y 
actos públicos en el territorio de la Capital importa el 
ejercicio de facultades de carácter local, que no hace 
surgir la competencia de la justicia federal en cuanto 
a las causas que se susciten con tal motivo (Fallos; 
154, 5). 

Que la naturaleza de los hechos y las circunstan- 
cias particulares en que se han producido, resultantes 
de las constancias del sumario, no ponen de manifies- 
to, prima facie, la comisión de alguno de los delitos pre- 
vistos en el art. 3, inc. 3', de la ley 48 y 23, inc. 3», del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, sino tan sólo 
infracciones de carácter local y delitos comunes cuyo 
conocimiento incumbe a los tribunales ordinarios de la 
Capital. 

En su mórito, oído el Sr. Procurador General, de- 
clárase que el Sr. Juez de Instrucción de la Capital 
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es el competente para conocer en este sumario. En con- 
secuencia, remítansele los autos, dándose aviso en la 
forma de estilo al Sr. Juez Federal. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 

GABNA — B. A. NAZAK An- 

chobena — F. Ramos Mejía. 



MARTA C. GOROSTIAGA DE GARCIA MIRANDA v. 
NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a deudo, de militares. 
El decreto que, modificando uno anterior por el cual so 
acordaba a la viuda de un teniente coronel la pensión 
correspondiente a ese grado, resuelve concederle la co- 
rrespondiente al grado de coronel porque al ocurrir la 
muerto del causante se hallaba a consideración del Se- 
nado un mensaje del P. E. solicitando acuerdo para el 
ascenso, es un acto irregular violatorio del art. 12 ine 
f, cap. 2*, tít. 4' de la ley 4707, que no produce el efecto 
do la cosa juzgada y puede ser válidamente revocado por 
otro decreto. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, junio 11 do 1942. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados: "Goros- 
t.aga de García Miranda, María Cristina y otros contra Go- 
Í3a 8 ° bPe diferenoía de Pasión" de los que 

T Que a fs 2 so presentan las actoras por apoderado 
deduciendo formal demanda contra el Superior Gobierno de 

3fi£& " A? Se J eS «a»™» el derecho a percibir la 
diferencia de $138.— mensuales que en concepto de pen- 
sión han percibido de menos deBde el 2 de junio de 1936 y so 
deelare la nulidad del decreto del P, E. qne así lo resolvió, 
en mentó de las siguientes consideraciones: 
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Dicen que son espora e hijos respectivamente del Tte. co- 
ronel don Eugenio Ramírez, fallecido el 21 de marzo de 1926. 
Que producido el deceso del causante, el P. E. por decreto 
del 4 de junio de ese mismo año les acordó una pensión men- 
sual de $ 460." % equivalente al grado de Tte, coronel. 
Que posteriormente y debido a que Ramírez había sido in- 
cluido con el grado de coronel en la propuesta para ascensos 
remitida al Congreso de la Nación, el P. E, por un nuevo 
decreto dado el 9 de diciembre de 1926, resolvió acordarles la 
pensión correspondiente a ese grado es decir $ 598. — % men- 
suales. Que» no obstante la justicia de este acto, producida 
una revisión general de todas las pensiones el P. E. por un 
nuevo decreto dad j el 4 de junio de 1936, resolvió dejar sin 
efecto el aumento concedido por e! decreto del 9 de diciembre 
de 1926 y redujo nuevamente esa pensión a los $ 460. — que 
originariamente se había acordado. Se sostiene que aparte 
do la justicia que representaba el haberles reconocido la pen- 
sión equivalente al grado de coronel, dado las circunstancias 
especiales del caso, el derecho adquirido por el decreto del mes 
de diciembre do 1926 no les ha podido ser arrebatado por el 
nuevo decreto que se impugna. Citan jurisprudencia que hace 
a su derecho y luego do hacer algunas otras consideraciones 
más sobre el particular, piden qne se haga lugar a la demanda 
con intereses y costas. 

2» Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministerio 
del ramo, a fs. 9, «e presenta el Sr. Procurador Fiscal contes- 
tando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Que el decreto del P. 
E. del mes de diciembre de 1926 es nulo y de nulidad absoluta 
y en consecuencia sin valor legal alguno (nrt. 1047 C. Civil) 
insusceptible do confirmación e ineficaz para crear derechos. 
Que en esas condiciones el P. E. ha podido válidamente dictar 
el nuevo decreto impugnado y por lo tanto el reclamo intentado 
debe desestimarse definitivamente con costas. 

3» Declarada la cuestión debatida de puro derecho, se 
corrió nuevo traslado por su orden el que fué evacuado por 
las partes a fe. 13 y fs. 18, con lo que se Hamo autos para 
sentencia a fs. 19 vta., y 

Considerando ¡ 

1* Que de acuerdo a las propias manifestaciones de los 
aetores, lo qne por otra parte se halla plenamente acreditado 
con las constancias administrativas agregadas en autos, (ver 
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exp. 6110-0-39 y agrega, D. G. P. Ministerio de Guerra) el 
causante, don Eugenio Ramírez, no obtuvo en ningún momen- 
to el ascenso al grado de coronel del Ejército, aun cuando su 
propuesta había sido remitida ya al Congreso de la Nación 
antes de su fallecimiento, 

2' Que el decreto del P. E. del 9 de diciembre de ÍO^B 
(ver fs. 4314 exp. cit.) que reconoció a los actores el derecho 
a percibir la pensión de acuerdo al grado de coronel y que 
se ostenta como título inatacable al derecho cuestionado, aun 
cuando haya podido responder a un loable anhelo de piedad y 
justicia dado la particularidad del caso, debe reconocerse que 
no se ha ajustado ni a la realidad de los hechos ni a los 
mandatos imperativos de la ley que rige la materia (ley 4707). 
La jurisprudencia quo en consecuencia se cita en el escrito 
de demanda {tV. 2) no puede en el caso presente dar un fun- 
damento serio al derecho pretendido. Sí bien es cierto que en 
los casos allí citados se ha aceptado como principio que 
los actos t Iministrativos que reconocen un derecho subjetivo 
causan estado y no pueden ». r revocados por sí y ante RÍ por 
la propia autoridad que los acordó sin menoscabo de las garan- 
tías constitucionales previstas en los arta. 17 y 18 (C. N.) debe 
recordarse que para que ello sea exacto, es necesario que el 
acto sea regular en cuanto a su forma y competencia (ver S. 
C. Fallos: t. 175, pág. 368). Ello no puede sostenerse en el 
caso de autos, donde el P. E. en uso de sus facultades regladas 
ha acordado un derecho excediendo su ministerio fuera de las 
atribuciones que le marca la ley. Ente acto es en consecuencia 
irregular y es pasible de la sanción que de acuerdo a la gra- 
vedad de esa irregularidad se impone. 

Dentro do este orden do ideas es principio consagrado por 
la doctrina que las irregularidades en los actos jurídicos en 
general llevan aparejadas su sanción, la que según el grado de 
importancia de la misma —ya sea quo ataque a la esencia del 
acto o a una simple formalidad — puede llegar desde la ine- 
xistencia del acto husta la simple nulidad relativa (conf. G. 
Jéze Derecho Administrativo pág. 75 y sigtes., ver también Al- 
cindor V. "Essai d'une théorie des nullités en Droit Admi- 
nistratif", pág. 59 y sigtes. citado en nota n' 2 p. 88 Jéze ob. 
cit.). 

Particularizando al caso de autos los principios anterior- 
mente expuestos, debe admitirse que en la hipótesis anotada 
no puede aparejar la inexistencia del acto, desde el momento 
que concurren en el mismo una serie de elementos que le dan 
al mismo cierta fuerza de realidad —existencia de las perso- 
nas agraciadas, facultad jurídica del funcionario que lo dictó. 
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formas extrínsecas, etc. la importancia do la misma— ¡nexis- 
teneia del grado atribuido al causante (ver decreto fs. 4314 
exp. 10.630 D. O. P.) lo vicia cu «u esencia, porque falta uno 
de los elementos indispensables previstos por la ley (4707, art. 
13, me. 4* tít. IV, cap, 11) a los efectos do establecer el monto 
do la pensión que es precisamente lo que se cuestiona en este 
juicio. Este vicio lo invalida en su parte vital y debe tra- 
ducirse en la hipótesis por la nulidad absoluta del mismo con- 
forme a los términos del art. 1047 del C. Civil. Esta sanción 
se impone también en el caso particular que se analiza de aeuer- 
• £ 0I \_ l0 dispuesto por el art. 36 del mismo código. Cuando 
el P. E. ft, concede beneficios, excediendo sus facultades y 
violando las leyes, produce actos nulos, que en manera alguna 
pueden obligar a la Nación (art. 86, inc. 7' do la Constitución 
Nacional). 

3» Que admitida la nulidad absoluta del decreto del P 
E. del mes de diciembre de 1926 en los términos precedente 
mente expuestos, debe desestimarse de plano y sin mas consi- 
deraciones la articulación que promueve la actora respecto a 

x. P ?^ ripC del art 4030 ' P or< l u e 'os actos nulos de nulidad 
absoluta son insusceptibles de confirmación y en consecuen- 
cia, el derecho o más bien dicho la acción para demandar su 
nulidad es imprescriptible (ver S. C. t 190, pág, 142) 

Por tas precedentes consideraciones, fallo rechazando la 
demanda instaurada por Da. María Cristina Oorostiaga de 
García Miranda y sus hijos menores Silvia Helena y Eugenio 
liamu-ez, sin costas, atento la naturaleza de la cuestión de- 
batida. — Alfonso E. Poccard, 



Sentencia de la Cámara Federal 



Buenos Aires, 18 de octubre de 1943. 

Y vistos: Por sus fundamentos se confirma, sin costas, la 
sentencia apelada de fa, 21, en estos autos seguidos por María 
Cristina Oorostiaga de García Miranda contra la Nación — 
Ricardo Villar Palacio, — Carlos del Campillo. — Carlos Re- 
rrerd. 
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Buenos Aires, 14 de julio de 1944. 

Y vistos: los autos "María Cristina Gorostiaga 
de García Miranda v. Gobierno de la Nación, sobre di- 
ferencia de pensión" venidos de la Cámara Federal de 
la Capital por vía de los recursos ordinarios de apela- 
ción concedidos a fs. 40 vta. y 

Considerando : 

Que el decreto del P. E. de fecha 2 do junio de 1936 
dejó sin efecto el dictado el 9 de diciembre de 1926 por 
el que se aumentó la pensión a los deudos del teniente 
coronel D. Eugenio Ramírez, pensión que se había 
concedido por decreto de 23 de junio de 1926 (Ver fs. 
23, 43 y 59 del expediente administrativo agregado). 

Que en el juicio se pretende el restablecimiento del 
decreto de 9 de diciembre de 1926, sosteniéndose entre 
otras razones que el P. E. no na podido modificarlo 
por sí mismo, ya que de haber mediado alguno de los 
vicios previstos en la ley se debió demandar su nuli- 
dad dentro del término que la ley civil establece. 

Que esta Corte Suprema ha dejado establecido que 
para que un decreto del P. E. produzca el efecto de la 
cosa juzgada en el orden administrativo, se requiere que 
se trate de un acto regular o sea que reúna las condi- 
ciones esenciales de validez: forma y competencia 
—realizado en el ejercido de facultades regladas; re- 
quisitos sin los cuales puede ser válidamente revocado 
por el mismo poder que los dictó (C. S. 189-209). 

Que aplicando tal doctrina al caso presente, es in- 
dudable que el decreto de 9 de diciembre de 1936 que 
bonificó la pensión militar concedida anteriormente a 
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Ja actora e lujos menores, acordándole la correspon- 
diente a la de viuda de coronel, grado que el causante 
nunca llegó a tener, es un acto irregular violatorio de 
disposicicnes expresas de la ley 4707; art. 12, ine. 4» 
Cap. 2», tít, 4*, y en tales condiciones pudo ser re- 
vocado para restablecer así el imperio de Ja ley y del 
derecho y la vigencia del decreto anterior que a ellas 
se ajustaba {C. S. 188, 185; 189, 209; 194, 254; 196, 
422, etc.). 

Por ello y sus fundamentos se confirma la senten- 
cia apelada de fs. 3Í). Sin cosías asimismo en esta ins- 
tancia dada Ja naturaleza do las cuestiones planteadas 
en el pleito. 

Hágase saber y devuélvanse al trilmnal de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 

Roberto Kepetto — Antonio Sa- 
oarna — B. A. Nazar An- 
chorena — P, Ramos Mejía, 



JUAN BELL v. PROVINCIA DE CORRIENTES 

JURISDICCION Y COMPETESCIA: Competencia federo!. Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Causa» en que es parte 
alta provincia. Causas que versan sobre cuestiones federales. 

No compete a la Corte Suprema conocer originariamente 
en la demanda contra una provincia, sobre repetición del 
impuesto de contribución territorial cobrado con recargo 
a un propietario reputado nusente, fundada, por una par- 
te, en que dicho gravamen es violatorio de los arts. 4, 14, 
20 y 67, inc, 2* de Ja Constitución Nacional, y, por la otra, 
en que, según la interpretación del actor, sólo alcanza a 
tas personas domiciliadas en el extranjero por percibir 
ana rentas sin haber contribuido a producirlas con su 
actividad personal, y no a las que manejan sus estable- 
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cimientos, aunque periódicamente viajen a distintos luga- 
res situados fuera del país. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Cauta* en que es parte ti mi 
provincia. Causas que ver<wn sobre cuestiones federales. 

No competo a la Corte Suprema conocer originariamente 
eu Ja demanda contra una provincia sobre repetición de 
multas fundada en lo dispuesto por una ley provincial y 
en el principio de la igualdad constitucional. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Incidentes ?f cuestionen co- 
nexas. Juicio ordinario de repetición. 

No compete a la Corte Suprema conocer originariamente 
en la causa promovida contra una provincia sobre repeti- 
ción de multas pagadas después do haberse iniciado por 
el fisco, ante los tribunales locales, los respectivos juicios 
de apremio. 

Dictamen del Procurado» General 
Suprema Corte: 

So ha planteado cuestión, de competencia en esta 
causa al sostener la demandada — Provincia de Co- 
rrientes — , que V. E. no puede conocer originariamente, 
por cuanto está en tela de juicio la interpretación del 
art. 85 do la ley provincial N° 910. 

A mi juicio, tal objeción es fundada, poro no sig- 
nifica que V, E. deba apartarse por completo del cono- 
cimiento del asunto. En efecto, la demanda persigue 
dos finalidades: 

a) Declaración de inconstitucionalidad del impues- 
to al ausentismo, exigido y pagado con arreglo 
al art 10 de la ley provincial N« 819. 

b) Obtener se tenga por errónea la aplicación dada 
por el P. E. de Corrientes al art 85 de la ley 
910» en cnanto eximió al actor de la mitad, y no 
del total de las multas en que había incurrido 
por falta de pago de dicho impuesto. 
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El primer rubro, sirvo de base a un pedido de de- 
volución de * 19.923; el segundo, al de * 4.150.63. A mi 
juicio ambos son separables, y este último, lejos de 
constituir cuestión previa para la solución del primero, 
resultaría en todo caso subordinado a io que se resuelva 
sobre la inconstitucionalidad del impuesto en general, 
materm que cae de lleno bajo la jurisdicción originaria 
de v. Mal podría tenerse por previo el decidir sobre 
el alcance de la amnistía relativa a las multas, puesto 
que ello ninguna influencia tendrá sobre la validez in- 
trínseca del impuesto. 

A mérito de ello, considero que V. E. debe mante- 
ner su jurisdicción en lo relativo a inconstitucionalidad 
del impuesto al ausentismo; sin perjuicio de que, una 
vez fijada por los tribunales cuál deba ser la verdadera 
interpretación de la ley 910, contemple V. E. la posi- 
bilidad de estudiar su constitucionalidad, por vía del re- 
curso extraordinario. 

En cuanto a la inconstitucionalidad del impuesto 
al ausentismo, trátase do cuestión resuelta por V E 
múltiples veces en sentido contrario a las pretensiones 
del actor; de suerte que, manteniendo a ese rt-specto 
la jurisprudencia firme ya establecida, corresponderá 
desestimar las pretensiones de la demanda. — Bue- 
nos Aires, setiembre 9 de 1943. — Juan Alvares. 

PALLO DE LA CORTS SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de julio de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Bell Juan 
contra Corrientes, la Provincia sobre inconstituciona- 
lidad art. 10 de la ley 819", de la que resulta : 

i« ?°Y íf' í 5 8C P r f 8eilta D - A ^ etí n Villalba, apo- 
derado de D. Juan Bell y expresa: 



DE JUSTICIA DE LA NAUIÓX 



255 



Que demanda a la Provincia de Corrientes para 
que se declare la incoas t i t ucionalidad del art. 10 de la 
ley 819, y se la condene a devolver la suma de pesos 
^4,U73 ( (»3 '%, pagada con protesta, según liquidación 
que formula, por concepto de impuesto de contribución 
territorial y al ganado que la ley crea para las perso- 
nas ausentes del país, y por multas. Pide intereses y 
costas. 

Que a continuación relata la forma y oportunidad 
en que se efectuaron los pagos y las protestas de las 
sumas parciales que integran el total de lo demanda- 
do, y que el actor satisfizo en su calidad de propietario 
del establecimiento conocido por "La Sirena" ubicado 
en el Departamento de la Cruz de la Provincia de Co- 
rrientes, En lo referente a la multa, añade que ella 
fué percibida pese al acogimiento del Sr. Bell a la am- 
nistía acordada por el art 85 de la ley 910. 

Expresa que el impuesto y multa a los ausentes 
aplicados al actor, pugnan con los arts. 4, 14, 20, 67, 
inc. 2* y concordantes de la Constitución Nacional por- 
que los tributos deben ser equitativos, proporcionales 
e iguales para todos los habitantes, que tienen el de- 
recho de navegar, comerciar, permanecer, transitar, 
entrar y salir del territorio argentino y ejercer su in- 
dustria y comercio. Violan también las garantías de 
la igualdad y de la propiedad; impiden el movimiento 
del contribuyente, que no puede ser objeto de gravá- 
menes por razón de ausencia, si su propiedad es tra- 
bajada y concurre así al beneficio del Estado ; y adhie- 
ren al propietario al suelo, cosas que es inadmisible 
pueda realizar el gobierno provincial. 

Que para el supuesto — que niega — de que el im- 
puesto al ausentismo deba aplicarse, sólo alcanzaría a 
las personas permanentemente domiciliadas en el ex- 
tranjero y que perciban rentas provinciales sin haber 
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contribuido a su producción con su actividad perso- 
nal, Esa no es la situación del actor quo maneja y di- 
rige su establecimiento, si bien hace periódicamente 
viajes a distintos puntos fuera de la República. 

aplicada al Sr, Bell con- 
traria el art. 85 de la ley 910, pues no se lian otorgado 
a aquel los beneficios legales con la amplitud con que 
han sido concedidos a otros contribuyentes. 

Termina pidiendo que en su oportunidad se haga 
lugar a la demanda en todas sus partes. 

Que corrido traslado de la misma, lo contesta a 
fs. -3, el Dr. D. Miguel G. Méndez, en calidad de re- 
presentante det Gobierno de la Provincia do Corrien- 
tes Comienza por resumir la demanda cuyo rechazo 
total con especial condenación en . ostas, pide. 

Expresa que la acción comprende cuestiones que 
versan sobre la interpretación de la ley local de con- 
tribución directa, impugnada tamben como inconstitu- 
cional, y otras relativas a la aplicación de una cláu- 
sula penal, cuya reparación también se pide por vir- 
tud de lo dispuesto en una ley provincial. En tales 
condiciones sostiene que es aplicable la jurisprudencia 
que menciona, do acuerdo con la cual opone, como de- 
fensa, la incompetencia de esta Corto para entender 
en la causa, a la que pide se baga lugar con costas. 

Que por otra parto, tampoco el art. 10 de la ley 
«lí> adolece de vicio alguno de inconstttucionnlidad de 
los imputados por la demanda, respecto del Sr Bell 
f'uya ausencia del país es notoria y resulta, además, 
de su actuación por apoderado. 

Que a continuación menciona los precedentes cuya 
doctrina snstunK: los gravámenes de la naturaleza del 
que motiva el pleito, y sostiene que su aplicación basta 
para que la acción deba desestimarse. 
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Termina pidiendo que oportunamente se rechace 
ta demanda, con costas. 

Que abierta la causa a prueba — fs. 34 vta — se 
produjo la que menciona el certificado de Secretaría 
do fs, 82. A fa. 85 y 90 se agregan los alegatos de las 
partes, dictaminando el señor Procurador General a 
fs. 96. A fs. 97 se llamaron autos para definitiva. 

Y considerando: 

Que esta Corle lia tenido oportunidad dé decidir 
que son de su competencia originaria las cu usas en 
que os parte una provincia y que versan sobre cues- 
tiones de naturaleza federal —Fallos: 194, 496, consid. 
5' y los precedentes allí citados. 

Que ha resuelto igualmente, fundada en la necesi- 
dad de respetar en la medida de lo posible la autonomía 
provincial, que en los casos en que la pretensión del de- 
mandante, además del fundamento federal en que se la 
apoya, es sustentada también en normas o disposicio- 
nes de naturaleza local, deben intervenir originariamen- 
te los jueces ostaduaics, siendo el acceso a esta Corte 
solamente posible en los supuestos y condiciones que 
especifican los arts. 14 de la ley 48 y 6 de la ley 4055 
—Palios: 188. 494; 194, 496; 195, 3¿3 y los que allí so 
citan — . De esa manera los pleitos que pueden tener so- 
lución y los derechos susceptibles de amparo por los 
jueces provinciales y por aplicación del ordenamiento 
local, no darán lugar a la intervenciói. de esta Corte ni 
a la invalidación de las leyes o actos de Jas autoridades 
provinciales, sino cuando no quede otro medio para su 
defensa y reconocimiento. 

Que en los presentes autos la demanda persigue la 
repetición de una suma do dinero, integrada por varias 
cantidades pagadas en concepto de impuesto al ausen- 
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tismo, y por una partida correspondiente al 50 % de 
una multa aplicada por causa del mismo gravamen. 

Que el derecho a la repetición do lo abonado por la 
primera razón se hace consistir en la invalidez del gra- 
vamen, que se sostiene vulnera numerosas disposiciones 
de la Constitución Nacional. Pero además el actor sos- 
tiene que el impuesto ha sido mal cobrado, pues luego 
de desarrollar las razones que lo inducen a considerarlo 
inconstitucional, añade que en todo caso, sólo alcanza 
a las personas permanentemente domiciliadas en el ex- 
tranjero y que no contribuyen con su actividad a la 
producción de las rentas que perciben, caso que no sería 
el del Sr. Bell. 

Que esta cuestión, referente al concepto del ausen- 
tismo a los efeetos del impuesto cobrado, solamente pue- 
de decidirse por interpretación y aplicación de las dis- 
posiciones de la ley provincial cuestionada; es de natu- 
raleza local, y ha sido planteada en la especie de ma- 
nera suficientemente concreta, no obstante a ello la 
obscuridad de los términos de la demanda. 

Que el derecho a la repetición de lo pagado en con- 
cepto de multa, ha sido fundado en lo dispuesto en la 
ley provincial mím. 910, de la que so dice que otorga 
una amnistía que impone la condonación total de aqué- 
lla y no de la mitad acordada al actor. Trátase, como es 
fácil percibirlo, do una cuestión de derecho local, con- 
currente con el fundamento de desigualdad también in- 
vocado en la demanda. 

Que es así aplicable al supuesto de autos la juris- 
prudencia de que hacen mención los primeros conside- 
randos de esta sentencia, y conforme a la cual corres- 
ponde admitir la defensa de incompetencia interpuesta 
por la provincia demandada. A lo que cabe agregar que 
las sumas de cuya repetición trata la causa habrían sido 
pagadas luego de haberse iniciado por el Fisco Provin- 
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cial los correspondientes juicios de apremio. Así se lo 
reconoce expresamente en la demanda respecto do la 
más importante de las partidas qne comprende, y así 
resaltaría también de lo informado do fs, 59 en' ade- 
lante, lo que liaría también aplicable la doctrina según 
la cual esta Corte carece de jurisdicción para entender 
en los juicios de repetición de impuestos percibidos ju- 
dicialmente, en cuanto no se ha probado que medie en 
la especie cir unstancias que autoricen a apartarse de 
la misma— Conf., Palios: 189, 135 y 338; 191, 351 entre 
otros. 

En su mérito y de conformidad, en lo concordante, 
con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
declara que la presente causa no es del conocimiento 
originario de esta Corte Suprema. Sin costas, por no en- 
contrar mérito el Tribunal para imponerlas. Hágase sa- 
ber; repóngase el papel; archívese en su oportunidad. 

Ron ruto Repetto — Antonio Sa- 
q ajina — B. A. Nazar An- 
chores^ — P. Ramos Mejía. 



PIAZZA HNOS. v, PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor rtat. 
Siendo el informe del perito tercero el más ajustado a 
la verdad y a la equidad, corresponde fijar como indem- 
nización por la expropiación la suma determinada en el 
mismo. 

EXPROPIACION; Indemnización. Otro$ daños. 

Es improcedente acordar mima alpuna al dueño de una 
fracción expropiada, por el pavimento ya pagado por el 
mismo, que va "iiicfnído en el valor de aquélle, ni por el 
nuevo pavimento no cobrado al propietario. • 
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EXPROPIACION: ImiemnhacwH. Daños eottmA» ,,or la Wropia- 
ctán parcial. 

La indemnización en concepto de desvalorización del re- 
manente no debe ser fijada en la forma de un porciento 
sobre el valor de Ja fracción expropiada, ai no que debe 
referin» necesariamente a la que continúa en poder del 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Acreditado, como lo está en autos, tratarse de causa 
entre vecinos de la Capital Federal, y la Provincia de 
Buenos Aires r sobre expropiación, resultaría procedente 
la jurisdicción originaria de esta Corte, con arreglo a 
reiterada jurisprudencia de V. E., a la que, en su hora, 
opuse respetuosos reparos. 

En cuanto al fondo del asunto, se reduce a estimar 
el monto de la indemnización que deba la parte deman- 
dada a la nctora, cuestión a decidirse con arreglo al 
mérito de la prueba rendida, y ajena a mi dictamen. — 
Buenos Aires, abril fi de 1943. — Juan Alvares. 



FALLO LE LA COIÍTE Sl'PíiEMA 

B uenos Aires, 14 de julio de 1ÍI44. 

Y vistos: Los seguidos por Cayetano A. Saggesi> 
en representación de lu Sociedad de Responsabilidad 
Limitada Piazza Hermanos contra la Provincia tic Bue- 
nos Aires, de los <|ue resulta: 

A fs. 44 se presenta el citado apoderado deman- 
dando a la Provincia de Buenos Aires por la expropia- 
ción de 2.714 ms. a de terreno de propiedad de su repre- 
sentada, ya ocupados por la citada provincia, cu el 
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Partido do Avellaneda. Pide $ 27.140 ■% por el valor del 
terreno e indemnizaciones correspondientes, con intere- 
ses y eostas. 

Funda la jurisdicción originaria en la circunstan- 
cia de ser la demandada una provincia y el actor un ve- 
cino de otra. 

Dice que el terreno de su mandante está formado 
por dos lotes unidos, con frente a la Avenida General 
Belgrano que une ia Capital Federal con La Plata, for- 
mando esquina, con la calle Suipacba, antes Deheza. Mi- 
den ambos lotes unidos : 111, 17 ms. al N. E. sobre la 
Avenida General Belgrano; 254, 20 ms. al N. O. sobre 
Ja calle Deheza; 250 ms. al S. E. y 156, 76 ms. al S. O. 
Bu superficie total es de 33.478 ms 2 . Acompaña un plano 
de dimensiones y ubicación y los dos títulos de propie- 
dad, y agrega que lo parte del terreno cuyo precio e 
indemnizaciones demanda, toma todo el frente de am- 
bos lotes descríptos sobro la Avenida General Belgrano, 
y parte del frente sobre la callo Deheza, formando una 
figura irregular, como lo indica el croquis. Dice que la 
expropiación ha sido efectuada en el becho por la Pro- 
vincia, pues lia abierto en su terreno una ealle y una 
plazoleta sin babor pagado previamente su precio e in- 
demnización. Se extiende en largas consideraciones para 
demostrar que la parte expropiada es la de mayor va- 
lor tanto por la altura del terreno cuanto por dar frente 
a la Avenida antes indicada, el que ha desaparecido a 
consecuencia de la expropiación. Demanda intereses 
desde el día de la ocupación ocurrida el 30 de diciembre 
de lí)39. 

A fs. 75 se da por acreditada la jurisdicción origi- 
naria y so convoca a las partes a juicio verbal a los 
efectos del art. fi° de la ley 189. 

A fs. 89 se presenta D. Guillermo K. Viacava en 
representación de la provincia demandada, expresando 
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que su parto se allana a la demanda de expropiación 
pero que manifiesta disconformidad con el precio e in- 
demnización estimados en la demanda. Dice qne los an- 
tecedentes y trámites administrativos constan en el ex- 
pediente letra V. 343, año 1939, y am agregados del 
Ministerio de Obras Públicas que su parte ofrece como 
prueba ; y que el requisito constitucional de la califica- 
ción de utilidad publica declarada por ley se ha cum- 
plido, puesto que la ocupación y expropiación la deter- 
minó la construcción y ensanche de un camino o calle 
(art. 4", inc. 5', ley de expropiación y art. 9», ley 4117), 
Reconoce que Ja superficie ocupada es de 2.714.47 ms 2 ! 
que la Provincia tomó posesión en el mes de marzo de 
procediendo a realizar la obra proyectada, la que 
ya se ha entregado al servicio público. Se extiende en 
consideraciones acerca del poder de expropiar y de l;i 
justa indemnización que ha do pagarse por la cosa ex- 
propiada, que comprende el valor real do ésta y todon 
los perjuicios que sean consecuencia directa y forzosa 
de la expropiación, pero nada más. Pues no puede ser 
una fuente de henef icios ni de enriquecimiento para el 
particular, por lo que manifiesta su absoluta disconfor- 
midad con la estimación hecha por la parte actora, por 
considerarla exagerada. Desconoce que la propiedad de 
ia actora baya sufrido un perjuicio en su valor locativo 
y comercial por haber perdido el frente sobre la Ave- 
nida General Belgrano. Pues si bien la propiedad ha 
perdido oí frente inmediato sobre dicho camino, desde 
que ahora se encuentra separada de ella por una pía* 
zuela, on cambio ha quedado con frente a la Avenida 
Bustamante y a OBta última. Dice que la actora adquirió 
una de las fracciones de sr. terreno en 1937, dos años 
antes de ta expropiación, a razón de * 1.70 el metro cua- 
drado, y la otra fracción el 20 de diciembre de 1939, 
cuando ya estaba la obra aprobada y se había tomado 
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posesión del terreno, a razón de $ 2.40 el metro cua- 
drado. La determinación del precio constituye una cues- 
tión de hecho sobre la que deberá aportarse la prueba 
correspondiente, Pide varias medidas de prueba y pro- 
pone como perito de su parte al ingeniero civil D, José 
L. Chur ruaría. 

A fs. 94 corre el acta referente a la audiencia seña- 
lada. La parte acto ra reproduce su demanda y propone 
como perito al ingeniero D. Ernesto J. Machado, agre- 
gando el cuestionario a que deberán ajustarse los pe- 
ritos que se designen. La demandada se refiere al es- 
crito de contestación antes mencionado, solicita la agre- 
gación de los planos y copias de las resoluciones que 
acompaña y la producción de las medidas de prueba que 
indica en su escrito de contestación, proponiendo como 
perito de su parte al ingeniero D. José L. Churruarín. 
Las partes se ponen de acuerdo para que, en caso efe 
discordia, la Corte Suprema designe al perito tercero. 

A fs. 05 se nombran los peritos propuestos y para 
el caso de discordia al ingeniero D. Federico S, Te- 
rrero. 

A fs. 145 corre la pericia del ingeniero Carlos A. 
Quirós, propuesto por la actora a fs. 126 en reemplazo 
del ingeniero Machado, el que se designó a fs. 126 vta. 
A fs. 171 la pericia del ingeniero Churruarín y a fs. 
188 la del perito tercero ingeniero Terrero, 

Y considerando : 

Que el perito de la actora ce tima el valor del te- 
rreno expropiado en $ 8.00 el metro cuadrado, cuya su- 
perficie es de 2.680.94 metros cuadrados; la desvalori- 
zaeión del remanente de 30.797,81 metros cuadrados en 
$ 0.50 el metro cuadrado ; la pérdida del pavimento exis- 
tente en * 1.419.67 y la contribución por pavimento nue- 
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vo en * 400.50, lo que hace un total de $ 38.66G.50 % a 
cuya suma agrega el 6' % de interés desde marzo de 1939 
hasta la fecha de la presentación de la pericia. El de 
la demandada estima el valor de la tierra expropiada 
con igual superficie de 2.680,94 metros cuadrados a ra- 
zón de $ 2.50 el metro cuadrado, lo que importa pesos 
(¡,702.3 j "X\ y la indemnización en el 10 % de ese valor, 
o sea $ 670,23, a lo que agrega el ínteres desde el 1* de 
marzo de 1939 hasta la fecha de la pericia, Y el terrero, 
estima el valor de los 2.680.94 metros cuadrados a pe- 
sos 3.60 el metro cuadrado, lo que importa $ 9.651.38 y 
la indemnización por la desvalen zaeión del terreno re- 
manente de 30,797.81 metros cuadrados, a $ 0.50 el me- 
tro cuadrado en $ 15.398.90, lo que hace un total de 
$ 25.050.28 ■% a cuya suma agrega los intereses corres- 
pondientes a la misma a razón del (¡ % hasta la fecha 
de su pericia. 

Quo de las tres pericias antes indicadas, el Tritni- 
nal considera que la del perito tercero es la más equi- 
tativa y la que se ajusta más a la verdad, por las bien 
fundadas razones que éste expresa en su dictamen, 
tanto en lo que atañe al valor del terreno ocupado, 
cuanto a la indemnización por la des valorización del 
terreno remanente, coincidiendo, en el monto de esta úl- 
tima, con el primer perito. No es aceptable la indemni- 
zación que el perito de la demandada fija sobre el va- 
lor de la tierra expropiada puesto que el perjuicio pro- 
veniente de la expropiación debe referirse necesaria- 
mente (art. 16, ley 189 y 2511 del Código Civil) al me- 
nor valor que queda a la tierra no expropiada, por ser 
éste un perjuicio directo ocasionado por la ocupación 
do la parte más valiosa del terreno de la parte actora. 
Tampoco es aceptable el fijar suma alguna por el va- 
lor del pavimento ya pagado por el actor, por 
éste va infinido en el valor del terreno que se 
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11 1 el del nuevo pavimento construido por la Provincia 
porque él no lia sido cobrado al expropiado. 

En mérito de lo expuesto se condena a la Provincia 
de Buenos Aires a pagar a la parte actora, en concepto 
del valor del terreno ocupado por la Provincia a que 
se refieren estos autos y de la indemnización corres- 
pondiente, la suma de veinticinco mil cincuenta pesos 
con veintiocho centavos moneda nacional, con sus inte- 
reses desde el primero de marzo de mil novecientos 
treinta y nueve, a razón de los que cobra el Banco de la 
Nación y las costar del juicio. Hágase saber, repóngase 
el papel y oportunamente archívese. 

RoiiETrro Repetto — An'TON[0 Sa- 

GARNA. B, A. NAZAIi An t - 

cnon ex a — F. Ramos Mejía. 



LUCÍA A T MATIIEWS DE SaIITH v. CAJA DE 
JUBILACIONES DE EMPLEADOS BAXCARIOS 

jtiBfLACION DE EMPLEADOS BARCARIOS: Pensión**. 

N T o tiene derecho a pensión la madre de un empleado ban- 
eario falleeido que es dueña exclusiva de un inmueble 
valuado en $ 4.400 % y copropietaria con dos hijos d<* 
otros dos inmuebles tasados en $ 13,200 y $ 3.300 % y 
tiene ademas un depósito de $ 8,182.44 en la Caja de 
Ahorros y $ 7.600 en títulos nacionales (19 de julio de 
1944). 
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VICENTE CRISTALDI v. CAJA DE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICULARES 

JUBÍ LACIOS DE EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICULA- 
RES : Cómputo de nereidos. 

Concedida una julnhu'iñn definitivti por retiro voluntario 
no procedo ampliar después tm monto mediante Ja inclu- 
sión de Servicio*) que en Ja fecha en que fué pedida y 
acordad» no eran computantes por falta de afiliación dV 
Ja empresa a la Caja creada por la ley 11.] 111, aunque ella 
se efectuara posteriormente. 

Dicta m ex del Procurador General 

Suprema Cortes 

El recurso extraordinario procede en osle caso, por 



haberse puesto en tela de juicio la interpretación de dis- 
posiciones de la ley 11.110, respecto de empresas que 
ejercitan sus actividades fuera do la Capital Federal 
(169, 211>í 17i', 207; 18S, 397 y otros). 

Vicente Cristaldi obtuvo jubilación por retiro vo- 
luntario el W de abril de 19.18 (fs. 37), con antigüedad 
al 31 do julio de 1935, invocando para ello servicios pres- 
tados en la Empresa de Luz y Fuerza S. A. (Mendo- 
za), los que no se tuvieron en cuenta por no estar afi- 
liada diclia compañía al régimen de la ley 11.110. 

Varios años más tarde, habiéndose producido dicha 
afiliación, Cristaldi pidió se ampliara el cómputo inclu- 
yendo los servicios mencionados ¡ y si bien la Caja no 
hizo luffar a ello, el señor Juez en lo Civil, que entendió 
en la apelación interpuesta por aquél, revocó esa deci- 
sión (fs, 65, 70 y 94). 

Estudiado el caso, encuentro que la Caja está en lo 
cierto. En efecto: 

a) Los servicios en cuestión no oran compntablos 
cuando Cristaldi fué declarado cesante, ni tam- 



Di: JUSTICIA IW, LA XAl'lÚN' 



267 



poco cuantío se le acordó dicha jubilación; y V. 
K. tiene resuello que. lu si t luición legal de los 
afiliados se refiero al momento en que estos de- 
jan el servicio, siendo entonces que deben Pa- 
liarse reunidos los requisitos exigidos por lo ley 
(17S: ;i49y 351). 

bv El Interesado consintió la exclusión de tales ser- 
vicios duran (e muchos anos cobrando su jululu- 
eión con el monto fijado a fs. 58. Las reservas 
contenidas en sus escritos de fs. f>9 y 64, que 
menciona el a quo, no se refieren a los servicios 
cuya inclusión en el cómputo se gestiona, sino 
a los prestados después de la desafiliación de hi 
Compañía de Electricidad del Snd Argentino 
S. A. Es de aplicación, pues, lo resuelto por V. 
E. en 183: Gil 

c) (Yistjddi no lm hecho ni ofrece hacer aporte al- 
guno por los servicios materia de debato, difi- 
riendo así su caso del contemplado por la Corte 
Suprema en 180: Ü44, ya (pie allí hi afiliación se 
hizo con efecto retroactivo —lo (pío aquí no re- 
sulta ocurrir— obligándose además la empresa 
al pago de los atrasos correspondientes a su per- 
sonal. 

En mérito de lo expuesto, procede revocar el fallo 
apelarlo en cuanto pudo ser materia de recurso. — Bue- 
nos Aires, julio fi de 1044. — Juan Alvares, 

FALLO DE LA COliTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 do julio do 1944. 



Y vistos: el recurso extraordinario deducido en los 
autos: " Vicente Cristaldi —Jubilación de la ley núm. 
11.110", y 
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Considerando: 

Que como lo sostiene el Sr. Procurador (ieneral 



beneficio debe referirse al momento en que éstos dejan 
el servicio, siendo en esa oportunidad que deben lia- 
llarso reunidos los requisitos exigidos por la lev. C. S. 
178-349 y 351. 

Por ello y lo resuelto asimismo por el Tribunal 
m re i\ S. 18;], (».'!, se revoca la sentencia de fojas 04 en 
cuanto piulo ser materia de recurso. — llágase saber 
y devuélvanse. 



PACUNO LLAMBT CAMPBELL v. NACION ARGENTINA 
JUBILAMOS DE EMPLEADOS XACIOXALES: Jubilarían™. 



El beneficio establecido por la ley 12.570 no alcanza a 
los diplomáticos jubilados con anterioridad a fin sanción. 

CONSTITUCION SACIOXAL: CcnstitHctonnJidad e imontt nacio- 
nalidad. Lew* nacional™. Administrativa*. 

La ley 12.579, en cuanto sólo heneficia a los diplomáticos 
que se jubilen en lo sucesivo, no crea una situación desi- 
gual violatoria del art. Ifi de la Constitución Nacional en 
perjuicio do los diplomáticos jubilados con anterioridad a 
su sanción. 




Roberto Rkpktto — Antonio 
Saoarxa — B. A. Nazak 
Anchores a — F, Hamos 

MeJIA. 
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Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, agosto 14 dé 104* 

Y vistos: Para resolver esto» autos caratulados "Ltamhi 
Campbell Paulino contra Gobierno de la Nación sobre jubi- 
lación" dé los que resulta: 

1* Que a fs, 4 so presenta et actor deduciendo formal de- 
manda contra el Superior Uobierno de la Nación por cobro 
ilo diferencia de su haber jubilatorio. en mérito de las ¡siguien- 
tes consideraciones: 

Dice que ba sido jubilado con fecha F de agosto de 1038, 
en su carácter de Embajador Plenipotenciario de la Repú- 
blica Argentina, de conformidad con la ley 11.923. Que pos- 
teriormente el Congreso a iniciativa del Í\ E. dictó la ley 
1*2.579 por la que se modificó sustancialmente el régimen .ju- 
bilatorio del Cuerpo Diplomático y Poder Judicial, sin hacer 
diferencias ni categorías entre los ya jubilados y los a jubi- 
larse. Se sostiene que de acuerdo con los antecedentes parla- 
mentarios existentes sobre el particular, se puede afirmar que 
cí alcance correcto de la referida ley es de involucrar a todos 
los diplomáticos sin distinción alguna entre los jubilados y 
los que todavía no lo estaban, que es lo que se persigue en 
esta demanda. Que no obstante ello la Caja no lo entendió 
así, criterio que fue compartido por el P, E, Agrega una se- 
rio de consideraciones sobre la tesis sostenida, cita jurispru- 
dencia quo hace a su derecho, y pide en definitiva que se le 
acuerden los beneficios de la ley 12.579 desde la fecha de su 
sanción y se le abone la suma que por el concepto señalado 
so le adeuda con intereses y costas. 

2* Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministerio del 
ramo, a fs, 30 se presenta el Procurador Fiscal Dr. Gustavo 
Caníbal Jo, contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Que el efecto retroactivo 
pretendido por la actora respecto a los beneficios creados por 
la ley 12.579, es inaceptable. Que de los propios antecedentes 
parlamentarios resulta claramente establecido el alcance de esa 
ley, en cuanto limita su aplicación a los que todavía no se bou 
jubilado. Se hace una serio de consideraciones más en este sen- 
tido y se pide en definitiva el rechazo de la acción con coatas. 
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Considerando: 

1* Que la cuestión ijue fie plantea en el presente juicio 
según se desprende de los escritos de demanda (fs. 4) y res- 
ponde (fs. 36) queda reducida a la aplicahilidad de la ley 
12.57!) lo que equivale decir que la articulación promovida es 
do puro derecho, para cuya decisión será necesario analizar 
detenidamente los antecedentes parlamentarios y la jurispru- 
dencia que las partes han invocado en las mencionados escritos. 

2* Que conviene establecer en primer término que el 
efecto retroactivo de la ley 12.571) pretendido por la nctorn 
no existe dentro del eom-i-pin emanado de .su propia letra. Los 
antecedentes parlamentarios tpie se citan sobre el particular a 
fs. 4 (Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores, pág. 1622 
y ks, tí de diciembre de IPlls") son para el caso ineficaces, por- 
que la reforma expresa introducida por la C. de Diputado* 
{ver Diario fie Sesiones de Diputados, paja*. 59SH y ws. 18 de 
enero de 1030) resta a este arruínenlo todo fundamento serio. 
La ley ha descaí -a do expresamente y por voluntad ind ¡sentida 
de tos legishidorcK el efecto retroactivo que i*l art. 4' había acep- 
tado en el proyecto del Senado, La opresión introducida por 
la O. de Diputados al agregado del art. 4'' que decía: "Los be- 
nef icios de esta ley comprenderán a los magistrados y diplomá- 
ticos ya jubilados, solo a partir de la promulgación de la mis- 
ma" aceptada definitivamente por el Senado en la forma se- 
ñalada (ver Diario de Sesiones del Senado, fs. 2011 26 de 
enero de ÍOHO), destruye definitivamente el argumento soste- 
nido por el actor, 

3' Que la redacción definitiva de la ley en la forma an- 
teriormente indicada no prevé, desde luego, la situación que 
plantea el actor, y muy por el contrario, los antecedentes par- 
lamentarios que de ella se 'esprenden, como se ha visto, distan 
mucho de amparar su aserto. 

Aun admitiendo que el texto de la ley no se halla aclarado 
por el acopio de antecedentes (pie permiten «firmar la no re- 
t reactividad de la misma en cuanto a la aplicabilidnd de sus 
beneficios la solución lógica deberá ser siempre la misma, por- 
que de acuerdo con la regla de derecho establecida por el art. 
3* del C. Civil, las leye* rigen para el futuro, no tienen efecto 
retroactivo, ni pueden alterar derechos definitivamente ad- 
quiridos. 

4» Que en cuanto a los anteceden tea de jurisprudencia 
que la actora cita en apoyo de su tesis, tampoco pueden en el 
raso influir en esta decisión en otro sentido que el ya aceptado. 

En los fallos «pie .->e señalan la justicia declaró aplicable 
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!a h-v a W ya jubilados porque ello fui expresamente 

previsto por ella sin excepciones tle ninguna naturaleza, agre- 
gando que como el derecho jubilatorio no constituyo para los 
beneficiarios una verdadera propiedad en sí y en toda su ex- 
i elisión uun ley posterior podía disminuir las dignaciones 
acordadas por razones de interés genera]. Como puede adver- 
tirse la situación analizada en los casos analizados es diame- 
t raímente opuesta a la que motiva esta litis. En el supuesto 
que f,e estudia, la retmactividad no está dispuesta por la ley. 
por lo tanto ella no debe presumirse de conformidad con la 
rcg.a de interpretación anteriormente señalada (art. T eit.). 
debiendo en consecuencia rechazarse la apHeabilidad en la 
forma solicitada a fs. 4. , . . , , 

')* Que por último en euaulo se refiere a ta desigualdad 
ene la mencionada lev 12.57Í» consagraría al establecer un 
•'¿gimen jubilatorio más favorable para los que aun no se 
labían i ubi lado a la fecha de su sanción, vio! atona al res- 
peta contenido en el art. Ib" de la C. Nacional, cabe mani- 
atar que, aun .unndo el planteamiento de e«a articulación 
no se ha hcelio formalmente en el escrito de demanda (fs. 4) 
el Juzgado estima que ella tampoco aparece con los caracteres 
definidos que la jurisprudencia luí establecido en casos aná- 
logos como para ser admitida (ver S. (\ Fallos, t. Ifi. P UH } 
t. 127 p. 18 etc., conf. González C\htí&m, Thrccha ÜWWi- 
luctonal. t, TT, p. ó y ss.). 

Es desde luego indiscutible que la situación del ya jb Hi- 
lad o no puede equipararse al .pie aun no lo está, y por lo tanto 
la, igualdad do condiciones faltaría eu el caso para aplicar la 
norma constitucional que se pretende ha sido vulnerad i 

Por las precedentes consideraciones fallo: rechazando la 
demanda instaurada por D. Paulino TJambí Campbell contra 
el Gobierno de la Nación sobre diferencia de jubilación sin 
costas cu atención a la naturaleza de las cuestionen debatidas. 
— A! ¡orno JE, Poceard 

Sentencia i>e la Cámara Federal 

Buenos Aires, 2 de junio de 194.1. 

Y vifitosi 

Do acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en diciem- 
bre 16 de 1942 en el juicio seguido por " Jorge II- Frías con- 
tra Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles y por 
los fundamentos concordantes, so confirma la sentencia re- 
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eurriilu tle fs, 67, en estos a utas seguidos por Paulino Llnmlii 
Cambeíl contra el Gobierno (Je la Nación. Sin costas. — fíÑ 
varth Villar Palacio. — Carlos del Campillo. — Juan A tíou- 
ztílrj Calderón. - Eduardo Sarmiento. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airee, 11) de julio de 1944. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
Paulino Llanibí Campbell contra la sentencia dictada 
por la Cámara Federal de Apelución de la Capital, en 
el juicio que ic sigue a la Nación sobre liquidación de 
liabere» jubila torios. 

Considerando: 

Que el recurrente se jubiló como Embajador Ex- 
traordinario y Plenipotenciario de acuerdo con la ley 
11.923 y como posteriormente dicha ley fué modificada 
por la 12,579, aumentando el haber jubilatorio, demanda 
a la Nación a fin de que sea condenada a liquidarle su 
haber de conformidad a la última ley y a reintegrarle 
la diferencia entre lo que se le ha abonado a partir de 
la sanción de ésta y lo que le corresponde por ella, con 
intereses y costas. Sostiene que la ley 12.579 comprende 
a los fnneionltTtos de su categoría ya jubilados y que 
si no fuera así sería violatoria del principio de igualdad 
establecido por el art 16 de la Constitución Nacional. 

Que rechazadas las pretensiones del actor en pri- 
mera y segunda instancias interpone recurso extraor- 
dinario para ante esta Corte, que le ha sido concedido 
y procede — art. 14, inc. 3\ ley 48; art. G, ley 4055. 

Que es un principio general, establecido por el art. 

turo y no tienen efecto retroactivo. La excepción, es de- 
fii% el efecto retroactivo debe surgir claramente de la 
intención del legislador. Las jubilaciones se acuerdan de 
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conformidad con la ley vigente en el momento de pro- 
ducirse; ella fija las condiciones necesarias para su 
otorgamiento y el haber que correspondo percibir. El 
decreto del P. E. aprobando la acordada fija los dere- 
chos del jubilado — art. 2, ley 434Í) — . La ley posterior 
que modifique el régimen establecido no debo interpre- 
tarse, por lo tanto, como modificatoria de las jubilacio- 
nes acordadas si no surge de sus términos, en forma 
clara, ese propósito. Los términos del art. 1' de la ley 
1*2.579 soíi claros, no se refiere a las jubilaciones en 
vigencia. Dice: "Modifícase el art. 1* de la ley núm. 
11.923, en el sentido do que para determinar el monto 
do la jubilación del personal del Cuerpo Diplomático y 
el Poder Judicial, se aplicará la disposición del art. 17, 
de la ley núm. 4349, antes de su modificación por la 
ley 11.923. El máximo del beneficio no podrá exceder 
del 80 % del sueldo devengado al momento de operars" 
el retiro". Compárense estos términos con los de la ley 
11.923 que, al modificar el art. 17 de la ley anterior, 
dice: "El monto de las jubilaciones ordinarias en vigor 
y las a acordarle en adelante, se sujetará, etc." y se 
verá diferencia. En ésta el propósito de modificar las 
jubilaciones vigentes es claro y categórico, en aquélla 
eso propósito no aparece. Los antecedentes legislativos 
confirman esta interpretación. En el Senado» después 
de manifestarse opiniones vacilantes sobre el alcance 
de la ley, se votó un agregado al art. 4* que decía: "Los 
beneficios de esta ley comprenderán a los magistrados 
y diplomáticos ya jubilados, sólo a partir de la pro- 
m irisación de la misma". Esta disposición fué supri- 
mida en la Cámara de Diputados por considerar la Co- 
misión, según las palabras del miembro informante, que 
tal caso contrariaría lo dispuesto por el art. 3 del Có- 
digo Civil — Véase Dinrio de Sesiones de la Cámara de 
Senadores, 1938, TIL págs. 60 y íil y 741 y sígtes. í Día- 
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rio de Sesiones de la Cámara de Diputados, 11)38, VII t 
púgs. (511 y sigtes — . La Corte en el caso de Jorge II. 
Frías v. Cuja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Ci- 
viles, fallada el S de mayo último, llegó a la misma con- 
clusión. 

Que el principio de igualdad consagrad" por el art. 
10 de la Consti ación Nacional es, según lo lia definido 
reiteradamente la Corte, el derecho a que no se esta- 
blezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos 
de lo que se acuerda a otros en igualdad de circunstan- 
cias, creando distinciones arbitrarias, injustas u hosti- 
les contra déte rn uñadas personas o categorías de per- 
sonas —Bellos: 182, 355; 184, 324 y los en ellos cita- 
dos — . La ley cuestionada modifica el régimen de las 
jubilaciones dando iguales derechos a todos los que en 
igualdad de condiciones se jubilen en lo sucesivo; no 
crea ninguna distinción arbitraria. La igualdad llevada 
al extremo que pretende la demanda paralizaría toda 
iniciativa y anularía cualquier reforma. La Nación no 
podría reformar el régimen de las jubilaciones y pen- 
siones, para no salir del caso planteado, sin verse en 
la necesidad de revisar todas las acordadas para evitar 
una supuesta desigualdad, que no es sino la diferencia 
natural que nace de la época en que se prestaron los 
servicios y de la fecha en que la jubilación o pensión 
fué acordada. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada en cuanto ha podido ser materia del recurso ex- 
traordinario. Notifíquese y devuélvanse, reponiéndose 
el papel en ei juzgado de origen. 

Robeiito Repetto — Antoxio 
Saoabna — B, A. Nazau 
Anchorena — F. Ramos 
Mejía. 
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MERCEDES OL'EHRICO DE BUNGE v. PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

INTERESES: Relación jurídica cutre las partes. Expropiación. 
El dueño de una fracción de tierra ocupada por una pro- 
vincia con fines do utilidad pública y expropiada des- 
pués por procedimiento indirecto tiene derecho a cobrar 
intereso* sobre el precio desde ta techa de la des posesión. 

SENTENCIA: Principios generales. 

No corresponde examinar eu la sentencia los puntos ho- 
nietidos por el dueño del inmueble expropiado al dicta- 
men pericial con respecto a hechos no comprendidos en 
Ja litis contestación. 

COSTAS: Naturaleza del juicio. Expropiación. 

Corresponde imponer las costas a la provincia demandada 
que ocupó las tierras expropiadas sin la previa indemni- 
zación establecida por el art. 17 de la Constitución Na- 
cional, 

COSTAS: Naturaleza del jtticio. Expropiarían. 

Corresponde excluir de las costas del juicio de expropia- 
ción impuestas a mm provincia, las erogaciones do la 
prueba de peritos ofrecida por el dueño del bien, cou la 
expresa disconformidad de aquélla, que se abstuvo de 
intervenir en su producción fundada en que era innece- 
saria, como efectivamente lo fué. 



Dictamen del Pbocchadou Genehai, 
Suprema Cortil 

V. E. tiene resuelto (178: 85), que deben concep- 
tuarse " causas civiles' 1 a los efectos de lo previsto en 
el art. 1», inc. 1% de la ley 48, los juicios de expropia- 
ción, cuando se traban entre una provincia y vecinos de 
otra. Con arreglo a tal doctrina, a la que tongo formu- 
lados respetuosos reparos, el sub jitdice cae bajo la ju- 
risdicción originaria de esta Corte, pues el extremo ahí- 
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dido aparece acreditado con la información de fs. 11-12. 
Ks cierto que Jiubo tramitaciones previas ante las auto- 
ridades administrativas de la provincia hoy demandada ; 
pero no es menos cierto que finalmente no hubo acuerdo 
y debió someterse el caso a la justicia. 

Ku cuanto al fondo del asunto, reducido ya a cues- 
tiones accesorias pues las partes llegaron a un aveni- 
miento sobre lo principal, estriba en estimar el monto 
de lo que reste abobar por concepto de indemnización 
el expropiante; materia referible a la prueba rendida v 
ajena a mi dictamen. — Buenos Aires, abril 17 de 194X 
— Jmin Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, lí) de julio ele 1ÍU4. 

Y vistos: Los seguidos por don Oscar A. Amero, 
por doña Mercedes Guorrico de Bunge, contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires, de cuyo estudio resulta i 

A fs. S se presenta el citado apoderado entablando 
demanda por cobro de la suma de $ 18.817,87 % con sus 
intereses y las costas, fundada en los siguientes hechos: 
La provincia citada por intermedio de la Dirección de 
Vialidad expropió, para construir el camino de Mar del 
Plata a Xecochea, una fracción de campo de propiedad 
de su mandante, situada en el partido de Lobería, con 
una superficie de 26 hectáreas, 9 áreas y 2 centiúrcas, 
comprendida dentro de mayor superficie cuyos límites 
indica. Pice que la Provincia no depositó la indemni- 
zación respectiva y que prometiendo pagar el campo 
ocupado tomó posesión de la tierra. "Rl camino está ha- 
bilitado al tránsito y se han hecho mejoras y obras de 
puente* y otras para facilitarlo,- peni ignora por qué 
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razón la demandada aun no ha construido el alambrado 
divisorio entre lo expropiado y el resto del campo. Que 
la expropiación ocurrió en el año 1U38, a mediados de 
mayo, y desde esa fecha su parte no ha podido conse- 
guir que la expropiante le abone el importe del campo 
y construya el alambrado. Que una vez ocupado el cam- 
po, su parte fué citada para fijar el precio, habiendo 
aceptado el que la Provincia fijó de $ 330 por hectárea, 
o sea $ 8.009,77 % en el expediento 383-B-año 1Ü38. Que 
su mandante al aceptar ese precio pidió se le pagara la 
suma de $ 1.000 por indemnización y pérdidas sufrid, is 
y por intereses de la suma importe de Ja expropiación, 
fijando romo plazo el 31 de mayo de 1941, reservándose 
el derecho de reclamar judicialmente el pago de lo que 
se le adeudara si dentro de ese término no se le pagara 
la deuda, pero que la demandada y la Dirección de Via- 
lidad no resolvieron el pago ni tomaron medida alguna. 
Ante» bien se pretende ahora modificar el precio y la 
superficie tomada y no se construye los alambrados, 
hecho que motiva amenazas de juicio por parte del in- 
quilino por haber quedado el campo abierto. El importe 
que reclama es el siguiente: precio convenido del cam- 
po expropiado: $ 8.600.77; valor del alambrado a cons- 
truir: 7.000 metros a I 1,20 el metro, $ 8.400 más los 
intereses desde la fecha de la desposesión sobre la can- 
tidad de $ 8.609.77 basta el día del pago de la deuda. 

Funda la competencia en la circunstancia de ser la 
acto ra vecina de la Capital y la demandada una provin- 
cia argentina. 



A fs. 12 vta. se da por acreditada la jurisdicción 

originaria y se corre traslado a la Provincia de Buenos 
Aires. 

A fs. 14 se presenta el Dr. Ismael Casaux Alsina 
en representación de la Provincia contestando la de- 
y negando los hechos invocados por la acto ra, 
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que no reconoce en su contestación. Dice que se allana 
a reconocer la suma de $ 8.609,77 que fué fijada 
por el Gobierno de la Provincia por la expropiación 
de una franja de tierra de una superficie de 26 hectá- 
reas , í> áreas, 2 centiáreas de propiedad de la demandan- 
te, con destino a la construcción del camino pavimen- 
tado de Mar del Plata a Necochea, si así resulta del 
espediente administrativo. Niega el derecho de la acto- 
ra para reclamar la suma de $ 8.400 por valor del alam- 
brado a construir como consecuencia de la expropiación, 
pues considera que dentro de la suma antes indicada y 
aceptada por Ja expropiada, fijada en concepto de pre- 
cio y total indemnización, están incluidos todos los gas- 
tos que el propietario tuviera que hacer para dejar su 
propiedad en condiciones de utilizarla. Que si bien la 
expropiación es en su esencia la compensación justa 
del valor que se expropia y el reconocimiento del per- 
juicio que se ocasiona, aprociahle siempre en dinero, 
jamás puede ser para el expropiado una fuente de fi- 
nancias contrariando el art. 16 de la ley 189, art, 2511 
del Código Civil y 14 de la ley de expropiación de la 
Provincia, Termina pidiendo se rechace la demanda ins- 
taurada con costas. 

A fs. 22 vta. se recibo la causa a prueba y a fs. 20 
la demandada acompaña una boleta de depósito por 
$ 8.719,60 n 'n., que da en pago a la acto ra por el valor 
asignado al inmueble expropiado. A fs. 29 la aetora ma- 
nifiesta que notificada del depósito hecho por la parte 
demandada de la suma de $ 8.721,69 expresa: 1* que el 
precio convenido por la expropiación según lo reconoce 
la demandada es solamente do * 8.609,77. Así resulta do 
ta demanda y del expediento administrativo agregado; 
2» que el saldo reclamado corresponde al precio del 
alambrado que la demandada construyó durante la se- 
cuela del juicio y que, por consiguiente, reconoció así 
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los derechos de su parte, que necesitó entablar 
manda para que se le reconociera sus 
la demandada no depositó ni las costas ni ios intereses, 
por lo que su parte se reserva el derecho de reclamar 
esas sumas que aun le son adeudadas por la demandada, 
y pide se Ubre giro por la suma de $ 8.609,77 para ser- 
aplicados a la suma depositada en pago de capital, la 
que percibió — fs. 31 vta. 

A fs. 35 la aetoia pide se fije audiencia para que 
las partes comparezcan a los fines de nombrar peritos 
y determinar los puntos de la pericia sobre los cuales 
deben informar. A fs. 37 se convoca a las partes a jui- 
cio verbal y a fs. 40 la demandada manifiesta que opor- 
tunamente* pidió oficio para que fuera recabado el ex- 
pediente administrativo B. 383-938 del que resulta que 
el alambrado cuyo costo se reclama fué instalado por su 
mandante, y que no concurre a la audiencia por no inte- 
resar a su parte la prueba que ella tiene por objeto pre- 
parar, por lo que solicita que los gastos de dicha prueba 
sean pagados por la contraparte, única interesada en 
su producción. A fs. 41 se celebra la audiencia a la que 
concurre el apoderado do la actora quien manifestó por 
intermedio de su letrado: que ante el escrito presentado 
por la demandada advierte y pide se tome nota que los 
alambrados han sido ya construidos por la Provincia, 
pero que a los efectos de la demanda es necesario pro- 
ducir prueba pericial para determinar: 1' si todas las 
obras de arte referentes al camino, en la parte que linda 
con la propiedad de su mandante, han sido ya construi- 
das permitiéndose los accesos al campo mediante tran- 
queras, etc., y la fecha en que la Provincia tomó pose- 
sión del terreno así como la fecha de construcción de las 
referidas obras; 2* determinar con exactitud la super- 
ficie expropiada e informar si el plano argado ajos 
autos coincide exactamente con lo 
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minar el valor del campo expropiado de acuerdo eon la 
venía de campos análogos realizadas en la zona; y 4* 
para el caso eventual de que loa alambrados ni los acce- 
sos estuviesen construidos corno afirma la demandada, 




determinar el valor de esas obras a fin de hacerlas por 
cuenta de la Provincia. Y pide se nombre como perito al 
ingeniero civil D. Ernesto de la Cárcova. 

A fs. 41 vta. se designa al perito propuesto quien 
presenta su dictamen a fs. 45. 

Y considerando: 

I. Que los de los anleeedentes relacionados resulla 
que la actora ha recibido la suma de $ 8.609,77 que re- 
clamaba en su demanda en concepto de valor del terre- 
no del que fué desposeída. 



II. Que ésta desiste de cobrur el valor del alam- 
brado que también reclamaba, en atención a que La sido 
construido por la demandada, de cuyo hecho diee ha- 
berso enterado al revisar el plano de fs. 56 (v. alegato 
de fs, 75), 

III. Que los intereses reclamados deben ser abo- 
nados desde la fecha de la deapoeesión, la que resulta 
ser el 17 de febrero de 1940 por 16 hectáreas, 20 áreas, 
y el 15 de diciembre de 1941 por 10 hectáreas, 4 áreas, 
25 cent i áreas (v. fs. 82 expediente 383, año 1938, agre- 
gado sin acumularse) hasta el 25 de setiembre de 1942 
(v. fs. 25 y escrito de fs. 82) sobre el precio de $ 330 
por hectárea, aceptado por la actora. 

IV. Que no corresponde pronunciamiento alguno 
sobre los otros puntos sometidos por la actora a la pe- 
ricia del ingeniero de la Cárcova corriente a fs. 45, poí- 
no referirse a hechos articulados en la demanda la pri- 
mera parte del punto 1* y la segunda del punto 4\ y ser 
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puntos '1'' y 3*, puesto que la aetora tanto en la demanda 
cuanto en el expediente administrativo lia indicado con 
precisión la superficie expropiada y aceptado el precio 
ofrecido por la Provincia de $ 8.009,77 a razón de $ 330 
por hectárea. El punto 4», primera parto, so refiere al 
caso eventual de no haberse construido los alambrados. 
Pero a fs. 29 al aceptarse el precio, la demandada reco- 
noce que lian sido construidos los alambrados, por lo 
que limita su acción al cobro de los intereses y de las 
eostas, 

V. Que las costas deben ser pagadas por la de- 
mandada por liaber ocupado la tierra a que se refieren 
estos autos sin la previa indemnización, como lo requie- 
re el nrt 17 de la Constitución Nacional, excepto el ho- 
norario del perito, por haberse opuesto a esa prueba la 
parto de mandada, por no interesarlo a su parte, y pe- 
dido que los gastos que ella ocasiono sean pasa los por 
la contraparte que la solicitó (Fallos; 79, 162; 136, 279 
y 181, C5). 

Por los fundamentos expuestos se condena n la Pro- 
vincia de Buenos Aires a pagar a la parte aetora los 
intereses que se indican en el considerando tercero y las 
costas del juicio, con excepción del honorario del perito. 
Hágase saber, repóngase el papel y en su oportunidad 




Mkjía. 



2 8." 
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SOMMARIVA DE CARM Y CIA. S. Jí. L. v. PROVINCIA 

DE ENTRE RIOS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competemia federal Com- 
petencia originaria de la Corte Supremo, Cansas en que es parte mía 
provine*. Ueneralidade». 

La Corte Suprema carece de jurisdicción para conocer 
en juicios seguido* contra una provincia y otras personas 
no aforadas, como Ja Administración General de Via- 
lidad Nacional i por lo que debe desestimarse el pedido 
formulado por la provincia demandada, con la opowición 
del actnr, para que se dé intervención en el juicio a di- 
cha repartición ('). 



TEODORO IWACZYCZ8ZYN v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

noy osarios de peritos. 

Habiéndose fallado el pleito sin imposición de costas, las 
erogaciones de la prueba de peritos ofrecida por la parte 
actora sin la participación de la demandada, que se li- 
mitó a manifestar su falta de interés en dicha prueba y 
que no se oponía a lo pedido por su contraria, son a ear»o 
exclusivo del actor. 
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Buenos Aires, 21 do julio de 1044. 

Y vista la precedente causa caratulada "Iwaczyez- 
ezyn Teodoro contra Buenos Airea, sobre daños v per- 
juicios" fiara decidir la incidencia planteada a fs. 93, 

Y considerando: 

Que según jurisprudencia do esta Corte, el litigan- 
te que carece de interés en la prueba pericial ofrecida 
por su contrario, puedo no participar en su producción, 

■ ■ ■ i 

O) 21 de julio de mi. Vullus; lí»5, 455. 
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a cuyo efecto debe manifestar oportuna y expresamente 
su deseo y abstenerse de intervenir en la misma. Falla- 
da luego la causa sin costas, los honorarios del perito 
no pueden cobrarse a quien así ha procedido —Fallos: 
190, 20 y los que allí se citan. 

Que en cambio, la simple ausencia de un litigante a 
la audiencia del art 142 de la ley 50, y desde luego su 
concurso y conformidad con los puntos propuestos por 
el contrario o la presentación de un cuestionario propio 
autorizan a considerar la peritación como una prueba 
eonflín a ambas partes —Fallos: 181, (¡5 y 348; 183, 14(3; 
184, 14tí — que a falta de condena en costas, deben pagar 
por mitades. • 

Que en la especie el apoderado provincial manifestó 
en el otro sí de fs. 21, que no interesaba a su mandante 
la pericia solicitada por la actora, y si bien agregó: 
"solicito de V. E., en mérito al escrito precedente, se 
provea como aquella lo solicita, dando como realizada 
la audiencia señalada a tales efectos" parece indudable 
que con ello no entendió participar en la prueba ofreci- 
da, y sí solamente expresar su carencia de motivos 
para oponerse a lo pedido en el cuerpo del escrito, como 
efectivamente no hubiera podido hacerlo de acuerdo con 
la jurisprudencia de que so lia hecho mención más 
arriba. 

En su mérito se decide hacer lugar a las excepcio- 
nes opuestas a fs. 93 rechazándose en consecuencia la 
ejecución. Sin costas por encontrar el tribunal de jus- 
ticia eximir do ellas al actor —Fallos: 175, 120; 178, 

sabor y repóngase el papel. 

Roberto Refetto — B. A. Na- 
zar Anchorena — F. Ramos 
Mejía, 
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NURI J. CABUL! 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Rfqni*ito$ propto9. Relación di- 
recta. Noratas extraño* ai jtticiv. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia de un juez en lo correccional de la Capital confir- 
matoria de la multa impuesta por resolución del Sub-se- 
cretario do Trabajo y Previsión, cuyas facultades reco- 
noce por haber mediado una delegación válida con arre- 
glo al art. 6* de Ja ley 8.039, fundado por el recurrente en 
que no es este funcionario sino el Secretario de Trabajo 
y Previsión su juez natural y en que por ello se llovió- 
la lo el art. 18 de la Constitución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantí»*. Defensa m 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

El rechazo de una prueba ineficaz para eximir de res- 
ponsabilidad al procesado o atenuarla, no importa viola- 
ción do la defensa en juicio ni autoriza el recurso extra- 
ordinario fundado en el art. 18 de la Constitución Na- 
cional, 



La ley 8999, orgánica del Departamento Nacional 
del Trabajo, previene (art. 6*} que en caso de ausencia 
O impedimento del Presidente de dicha repartición lo 
reemplazara el jefe de la división do legislación, y en 
su defecto, el funcionario que designe el P, E. En ejer- 
cicio do tales facultades, este último resolvió por decre- 
to n» 137.776 del 11 de diciembre de 1942, que reempla- 
zara al Presidente el Secretario General de la misma 
dependencia (Bol. Ofic., febrero 4/943). Más tarde — 
noviembre 27 de 1943 (decreto n 9 15.074, Bol. Ofic., 
diciembre 4) — otro decreto incorporó prácticamente el 
Departamento del Trabajo a la Secretaría de Trabajo 
y Previsión, dependiente de la Presidencia de la Nn- 
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ción; y en 13 de abril del corriente año, fué autorizado 
el Sr. Secretario de Trabajo y Previsión para delegar 
en el Director de Trabajo las tareas de formación y 
resolución de sumarios a que se refiere la ley 11.570 
(Bol. Ofic., mayo 3/944). 

He aquí, añora, lo que resulta de los autos. Don 
Xuri Jacobo Cabuli se queja de habérsele impuesto una 
multa, por el Sr. Subsecretario de Trabajo y Previsión 
y no por el Secretario; de donde induce que fué sacado 
ile su juez natural, y en consecuencia, corresponde anu- 
lar las actuaciones del sumario administrativo base de 
la pena. Entretanto, y conforme aparece de las copias 
presentadas por el propio recurrente, el Sr. Juez en 
lo Correccional ante quien elevó tal queja, la ha deses- 
timado, manteniendo la multa impuesta, porque: 

t\) la objetada delegación de facultades, pudo ha- 
cerse válidamente atento lo que dispone el art. 6* 
de la ley 8999, citado, y su decreto reglamen- 



to) son inadmisibles las defensas hechas 

Nuri para justificarse, y fué justo multarlo, 
pues de su propia confesión resultaría haberse 
hallado en su fábrica de tejidos a doce obreros 
trabajando fuera de horario, con violación del 
art. 5' de la ley 11.317. 
Al mismo tiempo, denegó, por conceptuarlas ca 
rentes de objeto, ciertas diligencias probatorias ofre- 
cidas por Nuri para acreditar que sólo se trataba de 
un cambio de horario que no pudo ser comunicado opor- 
tunamente al Departamento del Trabajo. Contra lo así 
resuelto, trae ahora Nuri un recurso extraordinario, e 
insiste en sus anteriores defensas. 

Por lo que respeetu a habérsele sacado de su juez 
natural, bastaría recordar que el fallo materia de ape- 
ha sido dictado por el Sr. Juez en lo 
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nal a quien las leyes 8999 y 11.570 acuerdan inequívo- 
camente el carácter de tribunal de segunda instancia. 

En cuanto a denegación de diligencias de prueba, 
el misino magistrado parte de la baso de que, aun pro- 
ducidas satisfactoriamente tales probauzas, no excusa- 
rían Ju responsabilidad d< i Nuri, pues éste debió sus- 
pender la aplicación del nuevo horario hasta tanto 
estuviese informada la autoridad administrativa encar- 
gada de vigilar su cumplimiento. Si ello es o no justo, 
V. E. no podría reverlo, porque se trata de la interpre- 
tación de disposiciones incorporadas al Código Civil 
{art. 24, ley 11.317), 

En consecuencia, pienso que este recurso no puede 
prosperar. — Buenos Aires, julio 12 de 1044. — Juan 
Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de julio de 1H44. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
do hecho deducido por el sumariado en ios autos Secre- 
taría de Trabajo y Previsión e. Cabuli Nuri J." para 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que los recaudos acompañados a la queja permiten 
concluir que en la especie no media agravio suficiente a 
las garantías consagradas en el art. 18 do la Constitu- 
ción Nacional como para fundar en ellas el recurso 
extraordinario denegado. 

Que no es suficiente a tal fin, el rechazo de prueba 
ineficaz para eximir o atenuar la responsabilidad del 
peticionante —Fallos: 182, 234; 193, 4S7— a lo que cabe 
agregar que el jaez de cuya sentencia se recurre, es el 
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designado por la ley para entender en la causa, y su 
sentencia tiene fundamentos no federales, bastantes 
para sustentnrln. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del Sr. Procurador General se desestima la 
queja traída por D. Nuri J. Cabuli. Hágase saber; re- 
póngase ei papel y archívese. 

ROBEKTO ReI'ETTO — ANTONIO 

Sacar na — B. A. Nazar 
Axchorexa — Y. Ramos 
Mejía. 



NACION* ARGENTINA v. ADELAIDA D. S. DE 

ROVER ANO 

EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial. 

Iniciado oí juicio de expropiación y depositada la suma 
ofrecida como indemnización, el desapoderamiento del bien 
afectado puedo decretarse en cualquier momento y sin subs- 
tanciación, a solicitud del oxpropiador. tanto respecto del 
dueño como de toda persona con derechos en o sobre el 
mismo, como el locatario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos praph?. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federde* o federales consenti- 
da Ennanmcntos de hecho. 

Por lo general el recurso extraordinario es improcedente 
contra la resolución que, fundada en el cumplimiento de 
los requisitos necesarios para la aplicación del art. 4* de 
la ley 189, decreta el desapoderamiento del bien expro- 
piado, tanto respecto del dueño como de las personas con 
derechos en o sobre aquft. 

EXPROPIACION: Procedimiento, Procedimiento judicial. 

Las personas con derechos en o sobre el bien expropiado, 
como el locatario, pueden reclamar en juicio aparte la in- 
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demuwacióu que. pudiera eorresponderles o bien intervenir 
u ese efecto en el juicio de expropiación, aunque sin retro- 
traer el estado del procedimiento. 

MVIHDAS DISCIPLINARIAS. 

Corresponde apercibir al letrado firmante de un escrito 
que no respeta la mesura propia de los debates judiciales 
ni se halla justificado, en cuanto mis términos, por las 
necesidades de la defensa. 

Dictamen del Píiocurauoii General 
Suprema Corte: 

Por decreto u* 134.047 del 27 de octubre de 1942, 
" y ti fin de ciar cumplimiento a la ley 12.820, el P. E. 
designó al Sr. Procurador del Tesoro para que iniciase 
los correspondientes juicios, debiendo el Banco Hipo- 
tecario Nacional adelantar las sumas necesarias "pañi 
poder tomar posesión inmediata de los inmuebles a 
expropiar" (arts. 2' y 3», fs. 2). Como consecuencia 
inició dicho funcionario el actual juicio contra la suce- 
sión de Da, Adelaida D. S. de Roverano, pidiendo al 
mismo tiempo la posesión judicial, que le fué acordada 
en atención al deposite ya hecho de $ 253.500 (fs, 1) y 
a resultar que en esa suma estaba avaluado el predio 
fiara el pago de la contribución directa. 

En el mismo proveído —que apareco a fs. 11— 
ordenábase notificar a los inquilinos del inmueble la 
interposición de la demanda. Así se hizo a fs. 12, por 
lo que respecta a los Síes. Blanch Hnos., el 18 de di- 
ciembre de 1942 ; y poco después, dioso al representante 
del Fisco la posesión solicitada (fs. 13). Quedó sin pro- 
videncia por entonces una petición del Sr, Procurador 
del Tesoro, encaminada a conseguir fijación, de plazo 
hasta el 30 de junio de 1943 para el desalojo (fs. 7). 

Al efectuarse la audiencia en el juicio de expropia- 
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ción (fs. 25) comparecieron el actor, la demandada, y 
los Srcs. BJnuclt Unos., dando estos últimos por repro- 
ducido un escrito que acababan de presentar por sepa- 
rado {fs. 18 a 26, incidente), sosteniendo entre otras 
defensas, su derecho a ser indemnizados por los per- 
juicios que iba a ocasionar la intempestiva mudanza 
derivada de la expropiación : perjuicios que, a su enten- 
der, debían serles abonados, junto con algunas mejoras, 
previo al desalojo. 

Empero, antes de que el Juez dictase resolución, 
Blandí Hnos. se presentaron iniciando juicio de expro- 
piación contra el Fisco, al que pedían se citara*" en la 
persona del Sr. Procurador del Tesoro Dr. Velar Iri- 
íroyen" (fs. ,%-37, inc). Ocurría esto el 10 de junio 
de 1943. El 16 de agosto, rechazó el juzgado (fs. 50, 
inc.) la petición de dar curso a un juicio de expropia- 
ción por separado, para graduar el perjuicio que alega- 
ban los arrendatarios. A su entender, debía ello ser ma- 
teria de juicio ordinario; pero llevado el caso a segunda 
instancia, la Cámara Federal revocó c*e pronunciamien- 
to, declarando que B nch Hnos. tenían derecho a ser 
parte, como inquilino <m el juicio seguido por el Fisco 
contra la sucesión verano (noviembre 29, fs. 61, inc). 

Entretanto, ha oía continuado el trámite de este 
último, y allí, el Sr. Procurador del Tesoro a mediados 
de junio de 1R43 obtuvo se concediera de plazo a Blandí 
Hnos. para desalojar, hasta el 1* de noviembre del mis- 
mo año (fs, 64 y vta.). Recurrieron de ellos los intere- 
sados (fs. 67) ; y fué a esa altura que la Cámara resol- 
vió lo que dejo dicho. En sn mérito, e interpretando tal 
resolución entendió el Juez que debía suspenderse el 
lanzamiento hasta tanto fuesen oídos Bláneh Hnos. en 
el juicio de expropiación (fs. 151) ; pero llevado nueva- 
mente el caso a la Cámara Federal declaró ésta que 
para oír a Blandí Hnos. en dicho juicio, acerca de sus 
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pretcnsiones, no hacía falta suspender el desalojo orde- 
nado por razones de urgencia (fe. 160). Al misino tiem- 
po, concedió diez días de gracia ir Blandí linos. Es 
con ira tal fallo que se trae ahora un recurso extraordi- 
nario, por vía directa. 

Conceptúo que debe desestimárselo, ya que: 
a) se ha reconocido a los recurrentes el derecho tic 
hacer valer sus pretensiones en el juicio de ex- 
propiación, retrotrayendo éste a la audiencia en 
que podrán efectuarlo; 
ii) la calificación de urgencia hecha por el decreto 
* n" 134.047, y admitida por el J ,io z* no es suscep- 
tible de revisión por parte do V. E., ni lo es 
la sentencia de desalojo, aparte de que consta 
en autos haberse permitido a los recurrentes 
amplia defensa acerca de la procedencia de to- 
do ello; 

e) la falta do personería que ahora oponen Blandí 
Tínos. al Sr. Procurador del Tesoro después de 
habérsela reconocido a fs. 36, 37 del incidente 
anexo, tampoco puede servir de fundamento al 
recurso extraordinario; 
d) por fin, obvio resulta que si por razones de 
urgencia fué licito privar de su posesión al due- 
ño antes de oírlo, también lo habría sido privar 
de su tenencia a los inquilinos, máxime cuando 
éstos tuvieron noticias desde el 18 de diciembre 
do 1042, de la iniciación del juicio (fs. 12). 
Corresponde, pues, declarar bien denegado dicho 
recurso; y así lo solicito. — Buenos Aires, julio 11 de 
1044 — Juan Aira re z. 
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Buenos Aires, 21 de julio de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por Blandí Hnoa. S. B. L. en los 
autos Fisco Nacional c. Eovcrano Adelaida D. P. de", 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que según es jurisprudencia de esta Corte — Fa- 
llos: 186, 53 y los que allí se citan — habiéndose iniciado 
juicio expropiatorio. y depositado la suma ofrecida en 
concepto de indemnización, el desapoderamiento del 
bien afectado puede decretarse en cualquier momento 
y sin sustanciacinn a solicitud del expropiante, si el 
juez de la causa encontrara justificado el podido. Ha 
agregado el tribunal —Fallos : 194, 220 — que esa de- 
cisión, fundada en el cumplimiento de los requisitos ne- 
cesarios para la aplicación del arr. 4* do la ley 189 — 
urgencia; depósito de una suma razonable y respon- 
sabilidad del expropiante — no es por lo común suscep- 
tible de recurso extraordinario en atención a las razones 
de hecho en que se basa y a la unanimidad y reiteración 
do los precedentes que aplica. 

Que esa doctrina comprende no sólo la situación del 
propietario del bien expropiado, sino también la de las 
personas con derechos en o sobre el mismo — entre las 
cuales el locatario— al que la .jurisprudencia de esta 
Corte ha autorizado a intervenir en el expediento de 
expropiación — si no prefiere reclamar en juicio aparte 
la indemnización que pudiera cor respondo He — con la 
modalidad, sin embargo, derivada de la necesidad de 
no entorpecer la marcha de aquél, do que no' puod<> 
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retrotraer el estado del procedimiento —Fallos: 113, 
238; 115, 145; 183, 147. 

En su mérito y po, 'os fundamentos concordantes 
del precedente dictamen del Sr. Procurador General su 
desestima la queja interpuesta por Blandí Hnos. S. 
K. L. 

Y no respetando el escrito de l's. 1 la mesura pro- 
pia de los debates judiciales, ni justificando sus térmi- 
nos las necesidades de la defensa, apercíbese por ello a 
su firmante con la prevención de que en lo sucesivo 
deberá guardar estilo. Hágase saber; devuélvanse los 
autos elevados como mejor informe al tribunal de su 
procedencia; repóngase el papel y archívese. 

KOBEHTO KePETTO — A N TON 10 

Sagaksta — B. A. Nazau 
Anchores- a — F. Ramos 
Mejía. 



FERNANDO FILLOL v. MARIA M. ROMANO DE LEMMI 

COXSTITUCIOX X ACION AL: ConstituchmtithtJ t feoMifóliafe 
Halitltut, l0gu prminciales. Santa F>. 

El art. 68;» del Cód. do Procedimientos (/¡viles de Santa 
Fe, en cuanto faculta al acreedor hipotecario para perse- 
guir el cobro de un crédito por los término* establecido* 
en el nuevo códitro cuando la hipoteca se hubiere consti- 
tuido con anterioridad a la re forma, no es violatorio de 
los artK. 16 ni 18 de Ib Constitución Na 
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Sentencia w i.a Cámara r>E Apelaciones 

Kosario 30 de julio de 1943. 

Reunidos cu acuerdo los Srcs. vocales de la Sala I o , Dres. 
Juan J, Trillas, Calixto La&saga (hijo) y Arturo Soldini, con 
el fin de dictar sentencia definitiva en los autos "Fernando 
Fillol e. María M. Romano do Lemmi — Ejecución Hipoteca- 
ria" — , resol vieron plantear Ins siguientes cuestiones; 

!• ¿Es justa la sentencia apelada? 

2* i Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

Practicado el sorteo de ley, la votación recayó en el si- 
guiente orden: Dres. Trillas, Lassaga y Soldini, 

A la 1» cuestión el Dr. Trillos, dijo: consta de la escritura 
L-uyo testimonio obra a fs. 4/9 que el Sr. Fernando Fillol fa- 
cilitó a la demandada la suma de $ 19.000 en calidad de prés- 
tamo por el plazo fijo de 3 años a contar desde la fecha de la 
escritura hipotecaria y eon un interés del 6 %, vale decir; que 
habiéndose otorgado dicha escritura el 23 de julio de 1936, el 
préstamo véneto el 23 de julio de 1939. De acuerdo a lo con- 
venido, el interés anual debía ser satisfecho en el domicilio del 
acreedor por semestres adelantados, dentro de los diez primeros 
días de empezado cada semestre y la falta de pago del cnpital 
en el plazo establecido o de loa intereses en cualquiera de sus 
vencimientos, constituiría cu mora a la deudora por el sólo 
transcurso del tiempo sin necesidad de interpelación judicial, 
facultando al acreedor para dar por vencido el plazo pactado 
y demandar la totalidad del crédito por capital e intereses. 
Se ha convenido, pues, la mora ex re, la estipulación es expresa, 
y la voluntad de los contratantes aparece exteriorizada en 
forma clara e indubitable; el caso, por lo tanto, encuadra en 
la previsión del art. 509 inc. l s del C. Civil. 

Además, la demanda importa, desde luego, un requeri- 
miento de pago y la deudora no ha consignado el capital que 
se reclama, ui tampoco los intereses del semestre correspon- 
diente a la fecha de la ejecución, no obstante que, como se ha 
dicho, debía abonarlos por adelantado del 1* al 10 .del primer 
mea de cada semestre. 

La pretensión de que la obligación hipotecaria no se en- 
cuentra vencida en razón de haberse satisfecho los intereses co- 
rridos con posterioridad a la fecha del vencimiento pactado, 
no es admisible. Tan es así que en el contrato de hipoteca se 
prevé la mora en el cumplí miento de las obligaciones contraídas 
v, sin perjuicio de la exigibilidad de la obligación, el interés 
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so eleva para tal caso al 9 anual. Por otra parte, en el caso 
do que se hubiera convenido una espera o *e hubiera prorrogado 
el plazo para la devolución del espita I. <llo debió acreditarse 
debidamente, lo que no ha ocurrido. Además, es de advertir, 
que loa intereses fueron satisfechos hasta el 23 de jimio de 1942 
y esta demanda fué promovida el 2 de septiembre de dicho año. 
Sobre el particular y a mayor abundamiento, me remito a la 
argumentación que se desenvuelve a fe. 46 y si g ten. 

La parte demandada también alega la inconstitueionali- 
dad del art 685 del Código de Procedimiento vigente, en ra- 
zón de que el actor, al promover esta ejecución, optó por las 
disposiciones de dicho Código conforme a la facultad otorgada 
por el citado artículo. Esa observación no puede acogerse. Es 
de regla que, en el caso do no existir disposiciones transitorias 
pertinentes, las leyes de procedimiento son obligatorias y deben 
aplicarse desdo el día de su vigencia, no sólo a las causas ini- 
ciadas después de su promulgación sino también a los litigios 
no resueltas aún definitivamente, es decir, a los que se encuen- 
tran en tramitación. Y ello se explica, pues toda reforma de la 
ley de enjuiciamiento presupone una mejora, que si bien inte- 
resa, desde luego, a los particulares, se realiza principalmente 
en mira al interés público. El Estado establece en el decurso 
del tiempo las formalidades y trámites que han de cumplirse 
para el amparo del derecho sustantivo y así, sepún las épocas, 
el proceso cambia de estructura y como forman a éste un con- 
junto de actos que relacionados se suceden unos a otros, es na. 
tumi y lepítimo que al cambiar las normas procesales los actos 
uo cumplidos y las etapas pendientes se rijan por la nueva ley. 
Tal cosa, desde luego, en tanto que no se afecten h»ehos o ac- 
tos ya cumplidos, se lesionen derechos adquiridos, se que- 
brante la igualdad procesal de las partes en litigio, o se viole 
de algún otro modo la garantía relativa a la defensa en juicio 
que consagra el art. 18 de la Constitución Nacional. Por su- 
puesto, que no se vulneran tales derechos al aplicar la ley pos- 
terior, por la circunstancia de que el derecho que se ventila en 
justicia se haya originado con anterioridad a la vigencia de la 
nueva ley de enjuiciamiento. (Ver: Alsixa: Tratado Teórico 
Práctico de Derecho Procesal Civil y Comercial, tomo V pág, 
5f» y sietes., n* 15; R. L. Fernández : Código de Procedimiento 
Civil >f Con*, concordado y comentado, 2* edic.. pág, 5. n» 4; 
Jofré: Manual de Procedimiento, tomo I, pág. 37 h, 5< edic.! 
Dr la Colina: tomo I, páp. 353, n* 439, 2* edic.; Couture: 
Cu eso ,n ufi re la Ify de abre ilación de los juicios, náp, 13, n» 6; 
Prieto Castro: Expone, del Derecho Proc. Civil dr fiapaña. 
1941, t. 1. pág. 18, n» 19; CmovuxDA! Instituciones de Derecho 
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Proc Civil, alie, 11 Revista do Derecho Privado", 1936, pág. 03 
y sigls. n v 27 y Derecho Proc. Civil, t, I, pág. 140, edic. licúa; 
1'aüi. Rouüieh: ¿ti conflich de -fots íians le temps, t. II. págs. 
bOO y 8igtes. 140, II y III, pág. 711, n» 143, I y II ; gÍasson 
ET liiíriiEit: ím»í £ Th tonque (t Pratiquc D'QrganÜatíón J\t- 
vmm de Compete nec ct de Proevdure Civüc, t. I, págs. 8 u 
16, Xros. u y 6. Y bien, «i m ha entendido, que en principio, las 
nuevas regulaciones procesales se aplican aún a loa juicios pen- 
dientes, con mayor razón debo desecharse el reparo en el caso de 
autos, dado que Ja ejecución fué promovida en setiembre del 
ano 1ÍÍ42, es decir, cuando la nueva ley estaba ya en vigor y 
observancia y especialmente en razón de que el art. 685 esta- 
blece, de modo expreso, una opción en favor del acreedor. 

Por último cabe señalar une el C'ód. de Proc. actual dis- 
pone, para los casos de ejecución hipotecaria, un régimen re- 
lativo a la defensa del deudor, que es, sin duda, más amplio que 
el del código derogado, y - por lo tanto, tampoco se alcanza cuál 
puede ser el agravio que OCBfiiona a ta parte recurrente la apli- 
cación de las mencionadas reglas procesales. En todo caso quien, 
quirís, podría hablar de derechos adcpiiridos y, por lo tanto, 
vulnerados, es el acreedor, cuya ventaja y salvaguarda se pro- 
curaba, ante todo, en la ley anterior, motivo que, cabalmente 
füe el qne determinó que por la nueva ley se le acordase la fa- 
cultad do elegir el procedimiento de ejecución. En resumen, 
no aparece afectada en autos la garantía constitucional de la 
defensa en juicio, ni derecho adquirido lesionado. 

Piñal mente, vemos quo la parte demandada, recién en el 
emento de fs. 84, arguye quo durante el transcurso de las rela- 
ciones hipotecarias, el actor percibió una partida semestral de 
$ 28», entregas quo ascienden a la suma de $ 3.400, razón por 
la cual los intereses habrían sido satisfechos hasta el 23 de ju- 
nio de 194. r >, Pues bien, aparte de la preterición en que se ha 
incurrido respecto do dicho punto al oponer excepciones, 1a 
prueba producida no demuestra ese pago, hecho que, por lo de- 
más, se niega en el escrito de fs. 87, 

Por tales razones, voto por la afirmativa a la %* cuestión 

Los Dres, Lassaga y Soldiní votaron en igual sentido. 

A la 2* cuestión, el Dr. Trillas dijo: visto el resultado de 
ln votación que antecede, corresponde confirmar la sentencia 
apelada, con costas en ambas instancias. Tal mi voto. 

Los Dres. Lassaga y Soldini votaron en la misma forma. 

Con lo que terminó el acuerdo, atendiendo a cuyos resulta- 
dos la Sala !• de la Excma. Cámara de Apelaciones, en de- 
finitiva resuelve: 

Confirmar, eon costas en ambas instancias, la sentencia 
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apelada de Íh. 50/r>l quo inunda llevar la ejefutión adelante 
hasta que el acreedor fie haga íntegro pago del capital recla- 
mado con más sus interese» corres poud ¡entes. — Calixto Las- 
naga (hijo). — Juan J. Trillas* — /Ir/ uro Soldini. 



Dictamen hkl Phocuhaix>r O es eral 




El recurso extraordinario procede en este caso, 
por haberse puesto en tela de juicio la eonslitucionali- 
dad del nrt. 08;") de la ley do la Provincia de Santa 
Pe y ser el fallo definitivo favorable a la validez do la 
disposición legal invocada. Según la parte recurrente, 
debieron aplicarse los arts. 91tí y 917 del Código de 
Procedimientos anterior, por habérselo estipulado así 
en el convenio motivo del juicio; y además, el nuevo 
código autoriza solamente al acreedor para optar por 
un procedimiento u otro, excluyendo al deudor, lo que 
comportaría violación del principio de igualdad ante 
la ley. 

Los artículos que, según el recurrente debieron 
aplicarse, y aparecen transcriptos en la escritura de 
fs. 4, previenen: 

"916. Solicitada la ejecución, el Juez librará ofi- 
cio al encargado del Registro de Hipotecas y Propie- 
dades para saber si hay otros acreedores hipotecarios, 
o terceros adquirentes, y con citación de ellos y del deu- 
dor se ordenará el remate de los inmuebles afectados, 
nombrando al efecto el martiliero que corresponda". 

"917. La citación ordenada en el artículo prece- 
dente rc hará por el término de treinta días, por edictos 
que se publicarán veinte veces en el diario que se de- 
signe, con prevención de que si no se paga el crédito 
con sus intereses y costas, cuyo importe estimado por 
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el Juez expresará el edicto, el remate se verificará tres 
días después de vencido dicho término". 

La Cámara de Apelaciones de Rosario ha rechaza- 
do la tacha de inconstitucionalidad, fundándose en que 
al tiempo de iniciarse el litigio regía ya el nuevo códi- 
go, y además, éste acuerda al deudor mayores facilida- 
des de defensa que el anterior, de suerte que ningún 
agravio causó su aplicación. A mi juicio, ambas razones 
resultan suficientes para desestimar la tacha. 

En consecuencia, opino que corresponde confirmar 
por sus fundamentos al fallo apelado, en cuanto pudo 
ser materia del recurso. — Buenos Aires, setiembre 16 
de lí>43. — Juan Alvares, 
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Buenos Aires, 24 de julio de 1944. 

Y vistos: Este recurso extraordinario deducido en 
los autos seguidos por Fernando Filio! contra María 
Magdalena Romano de Lemmi sobre cobro de pesos 
contra la sentencia dictada por la Cámara 1' de Apela- 
ciones, 2* Circunscripción, de la justicia ordinaria de 
Rosario ; y 

Considerando : 

Que el recurso es procedente a causa de haberse 
nlegado <>n el pleito la inconstitucionalidad del art. 685 
del Código de Procedimientos de la Provincia de Santa 
Fe eomo contrario a los principios de igualdad y de 
defensa en juicio garantizados por la Constitución Na- 
cional (arta. 18 y 16) y haber sido la decisión recaída 
adversa al derecho fundado en ellos. 

Que el recurrente sostiene que durante la ejecución 
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debieron serle aplicados al tramitarla los arts, iílG y 
ÍÍ17 transcriptos en el testimonio de escritura pública, 
correspondientes al Código de Procedimientos en vigor 
el ano 1936 en ¡a época del otorgamiento de la escritu- 
ra do hipoteca. 

Que al tiempo de deducirse la ejecución regía ya 
el nuevo Código (ley 2924) y basta la simple compara- 
ción de las disposiciones de éste con las del anterior 
para advertir que la elección significa para el apelante 
mayores facilidades en el sentido de su defensa, a la 
inversa precisamente de lo que afirma. 

Que, por lo demás, debe recordarse que cuando en 
un nuevo código procesal no se interpolan disposiciones 
transitorias las normas generales contenidas en él de- 
ben aplicarse desde el día de su vigencia, no sólo a las 
causas iniciadas después de su promulgación, sino tam- 
bién a los litigios en trámite siempre que no se lesionen 
derechos adquiridos o se viole alguna garantía consti- 
tucional. Ninguna de estas situaciones concurre en este 
litigio, 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
y pedido por el Sr. Procurador General, se confirma 
la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia del 
recurso. Notifíqnese y devuélvanse, reponiéndose el pa- 
pel en el juzgado de origen. 

Robe uto Repetto — Antonio 
Sagarna — 15. A. Nazaií 
Anchorena — F. Ramos 
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JOSE P. GUGGIARI 



ESTADO DE SITIO. 

Es improcedente el recurso de habeas corpus deducido por 
un extranjero domiciliado en la Capital Federal, cou mo- 
tivo de haberse fijado su residencia en otro lugar por de- 
creto dictado por él P. E. durante la vigencia del estado 
de sitio. 



Autos y vistos: 

Resultando de los propios términos del escrito de fs. 1 a 7, 
y uel informe de fs. 12, que D. José P. Guggiari no se encuen- 
tra detenido ni se le ha privado en ningún momento de su 
libertad, sino que solamente ee le ha fijado lugar de residencia 
por decreto del Poder Ejecutivo de la Nación, y atento lo dis- 
puesto por el último párrafo del art. 23 de la Constitución Na- 
cional , y el precedente dictamen del Procurador Fiscal, deses- 
tímase el recurso de "habeas corpus" interpuesto a favor de 
don José P. Guggiari, con costas (art. 644 del Código de Pro- 
cedimientos en materia Penal). — Horacio Fox. 



Y vistos : Atento lo dispuesto por el art. 16 del Tratado de 
Derecho Penal Internacional de Montevideo, aprobado por la 
ley 3192 y de conformidad con ív resuelto por la Corte Su- 
prema (169: 255) se confirma, con costas, la sentencia apelada 
de fs. 13 que desestima el recurso de "habeas corpus" inter- 
puesto en favor de José P. Guggiari. — Juan A. González Cal- 
derón. — Eduardo Sarmiento. — Carlos Herrera. 



Suprema Corte: 

Atento lo que resulta de la comunicación de fs. 12 
enviada por el Ministerio del Interior y lo manifestado 



Sentencia del Juez Federal 



Buenos Aires, abril 25 de 1944. 



Sentencia de la Cámaba Federal 



Buenos Aires, 31 de m^o de 1944. 
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por el propio recurrente a fs. 1, la orden de internación 
del Dr. José P. Guggiuri, domiciliado en la Capital Fe- 
deral» fijándolo residencia en la ciudad de Mendoza 
fué decretada por el Poder Jíjecutivo Nacional. Ha pro- 
cedido éste así en uso de la facultad que durante el 
estado de sitio en vigencia le acuerda el art. 23 de la 
Constitución Nacional ; sin que sea dado investigar las 
razones que para hacerlo haya tenido dicho Poder. 

Por el Jo y fundamentos de las sentencias de prime- 
ra y segunda instancias y concordantes expresados por 
el Ministerio Fiscal, pido se confirmo el fallo de fs. 17, 
que deniega el recurso do habeas corpus interpuesto en 
favor del expresado doctor Guggiari, — Buenos Aires, 
junio 28 de 1044. - Juan Alvares 



Autos y vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
Sr. Procurador General de la Nación y siendo de apli- 
cación durante el estado de sitio la última parte del 
art. 23 de la Constitución a todas las personas que habi- 
ten dentro del territorio de la República, sea cual fuere 
su nacionalidad o procedencia, se confirma la senten- 
cia npclada en la parte que ha podido ser materia del 
recurso. Notifíqucsc y devuélvanse, reponiéndose el pa- 
pel en el juzgado de origen. 




Roberto Repetto — B. A. Na- 
zar Anchorena — F. Ramos 
Metía. 
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WASSERMANN Y CIA. v. ADUANA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisito* propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación de las leyes fe- 
derales. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en que, 
con arreglo a los arta. 433 de las Ordenanza? de Aduana y 
67 del C. Penal las nuevas infracciones aduaneras in- 
terrumpen la prescripción de la acción tendiente a repri- 
mir la cometida anteriormente, contra la sentencia que ad- 
mite la solución opuesta y declara que el art. bl «Oio es 
de observancia en loe delito* del derecho criminal. 
PRESCRIPCION: Prescripción en itateria penal Interrupción. 

Las infracciones aduanera? oportunamente castigadas con 
multa penal interrumpen la prescripción de la acción ten- 
diente a reprimir una defraudación a la aduana cometida 
antes que aquéllas. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, abril 12 de 1944. 

Visto y considerando : 

Que conforme lo ha establecido la jurisprudencia en reite- 
radas oportunidades, la acción penal en materia aduanera se 
prescribe a los diez años, de acuerdo con lo que determina la 
secunda parte del art. 433 de tas Ordenanzas. 

Quo en el caso de autos, los hechos imputados a la firma 
WaRsírmann v Cía. quo dieron motivo al presente sumario, tn- 
«t« elSe de abril de 1931 y el 16 de septiembre 

d ° l qL desd^^n^nees hasta la fecha, ha, transcurrido con 
exceso el término fijado en la citada disposición legal, por lo 
que corresponde declarar que la acción se encuentra pres- 

CnP Que el hecho de que la sumariada hay ftj cometido poste- 
riormente otras infracciones, no obsta a tal declaración pues 
como lo tiene decidido este Tribunal interpretando el fa lo de 
la Corte Suprema en el coso Espoueys (mayo 30 de 1928), eUo 
no Duede ser causa para que la prescripción se interrumpa. 
P Que ademáTcomo tambiéí lo ha resuelto esta Cámara 
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(Chisotti Uncu., julio 3 de 1942; Mhietti y Cía., marzo 20 
de 1944 y otros), el art. 67 del Código Penal, que ec invoca en 
el faJlo recurrido, —sólo es de observancia en los delitos del 
derecho criminal, no siendo por lo tanto de aplicación en he- 
chos de la naturaleza de los que motivan la presente causa. 

Por ello, de acuerdo con lo resuelto en el caso "Compañía 
de Electricidad del 8nd Argentino" (marzo 31 de 1044), se 
revoca la sentencia apelada de fg. 228, y se declara que en esta 
causa de Aduana seguida contra Wassermami y Cía. Sociedad 
de Responsabilidad Limitada, la acción penal se encuentra pres- 
cripta. — J. A. González Calderón. — Carlos drt Campillo. — 
H. Villar Palacio. — Carlos Herrera. 
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Buenos Airea, 24 de julio de 1944. 

Y vistos: Los recursos extraordinarios concedidos 
en los autos: " Wassermann y Cía,, Sociedad de Res- 
ponsabilidad Limitada —Aduana— 435-S. varios 1939' \ 
contra la sentencia dictada por la Cámara Federal a 
f s. 255, y 

Considerando ¡ 

Que se sostiene por parte de los recurrente que 
no puede declararse preseripta la acción respr to de 
las infracciones aduaneras cometidas en los años 1931 
y 1932 porque el término de 10 años corriente para ellas 
(art. 433 Ord. de Aduana) se interrumpió en los años 
1934 y 1935 con la comisión do nuevas infracciones, de 
conformidad con lo establecido en el art. 67 del Código 
Penal. 

Que la sentencia en recurso declara a ese respecto 
que el art. 67 del Código Penal sólo es de observancia 
en los delitos del derecho criminal, no siendo por lo 
tanto de aplicación en hechos de la naturaleza de los 
que motivan la presente cansa. 

Que si como ]o ha declarado esta Corte Suprema 
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in re C. S. 165-319, la falta de disposiciones en las Or- 
denanzas de Aduana referentes a la interrupción de la 
proscripción de diez años aludida en el art. 433, exige 
la aplicación al punto de lo establecido por el Código 
Penal, habrá que convenir que si bien en la especie se 
hallan en cuestión principios de derecho común, su in- 
terpretación por parte del tribunal en función del re- 
curso del art. 14 de la ley 48 se hace necesaria por 
revestir excepeionalmente carácter federal. 

Que en tales condiciones el recurso extraordinario 
procede en el sub lite. 

En euanto al fondo de la cuestión planteada : 

Que este juicio se ha iniciado y tramitada como un 
juicio de carácter penal, como que a la firma "Wasaer- 
mann y Cía. S. R. L. se le imputa una defraudación a 
la renta aduanera. 

Que los hechos cometidos por la misma firma en 
los años 1934 y 1935, constituyen infracciones de natu- 
raleza aduanera que fueran oportunamente castigadas 
con pena de multa. 

Que el nrt 67 del Código Penal establece que i "La 
prescripción se interrumpe si antes de ocurrido el tér- 
mino comete el reo otro delito" precepto que también se 
aplica a las causas aduaneras de acuerdo con ío que 
dispono el art. 4* del mismo código (C, S, 165-319 cita- 
do) puesto que ni las Ordenanzas de Aduana ni la ley 
11.281 tienen normas distintas y desde que resulta in- 
compatible con los principios que informan la extinción 
de las acciones penales por proscripción —olvido de la 
sociedad, reforma del acusado, etc. — declarar cumpli- 
dos esos extremos, cuaudo el reo o presunto reo reitera 
sus actividades delictivas antes de corrido el plazo que, 
desde su primera infracción, había comenzado a correr 
en su beneficio, como lo consignó esta Corte in re C. S. 
184417. 
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Por ello se revoca Li sentencia apelada do f& 255 
en cuanto pudo ser materia de recurso. Hágase saber 
y devuélvanse al tribunal de procedencia. 

ÍÍO BEBIO KeI'ETTO — ANTONIO 

Sagarna — B, A. Nazar 

AXCHOREKA — P¡ 

Mejía. 



IIABID J. IIAKKUN v. PROVINCIA DE SALTA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Prórroga. Trámites judiciales. 
La circunstancia de que no se haya desconocido expresa- 
mente la competencia de los tribunales provinciales cu la 
protesta formulada ante el agrimensor por la parte q«e 
después dedujo oposición al deslinde, mensura y amojo- 
namiento, no importa renuncia al fuero federal que puede 
corresponder a la misma. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competan federal. Com- 
prímela originaría de la Corte Suprema, Causas en que rs parir una 
provincia. Causas civiles. Causas regidas por ti derecho común. 
Compete a la Corte Suprema conocer en la causa sobre 
oposición al deslinde, mensura y amojonamiento de terre- 
nos fiscales iniciado ante ella contra una provincia por un 
extranjero, en su carácter de du- "10 exclusivo de un in- 
mueble, no obstante que, sepún la demandada, haya otras 
personas con derecho al minino que no han comparecido tt 
dicho juicio, aunque sí al de deslinde promovido ante los 
tribunales provinciales. 

EXCEPCIONES: Clases. Litis pendencia. 

Es improcedente la excepción de litis pendencia opuesta 
por Ja provincia demandada ante la Corte Suprema por 
oposición al deslinda, mensura y amojonamiento de terre- 
nos fiscales y fundada en una presentación anterior del 
actor ante los tribunales provinciales sosteniendo la incom- 
petencia de los mismos, no resuelta aún. 
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Dictamen mu Procubadob General 
Suprema Corte i 

A fs, 9 f y a mérito de la sumaria información pro- 
ducida a fs. 8 y vta., V. E. admitió ser éste un caso do 
jurisdicción originaria por tratarse de juicio civil sobre 
oposición a mensura, entre na extranjero y la provincia 
de su residencia (178: 85). 

Más tarde, la demandada opuso excepciones de fal- 
la de jurisdicción y litis pendencia, alegando que el 
actor había promovido contienda de competencia en 
Salta, y en consecuencia debió esperar el fallo de los 
tribunales locales a ese respecto. Con tal motivo solí 
eiré en mi anterior dictamen se trajera a la vista el ex- 
pediente de mensura aludido. 

No bailo, en sus constancias, la prueba de haberse 
planteado en forma por el hoy actor la contienda de 
competencia que se le atribuye. A fs. 69-70, aparece una 
protesta de Mabih José Haltkun (que firma Amado 
Bu jad); a fs. 147, se reserva el mismo los derechos 
que le asistan para presentarse al juez que correspon- 
da ; el agrimensor menciona la protesta a fs. 162 vta. ; 
y el 15 de marzo de 1939, el Sr. Juez de la mensura 
ordena se . ntime a los opositores al deslinde, deduzcan 
en la forma y vía correspondiente la acción a que se 
crean cmi derecho, bajo apercibimiento, si no lo hicieren 
dentro del término de quince días de su notificación, 
de continuar la tramitación del juicio sin sus interven- 
ciones*'. 

Ninguna de esns diligencias —y la última no apare- 
ee consentida por José Habib Hakkun— importa haber 
renunciado este al fuero federal. Tampoco resulta deba 
reputársele "cesionario" de derechos que, según afir- 
ma, emergen de títulos de propiedad en forma. 
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Atenta la jurisprudencia sentada por V. E. in re 
"líómez Ponibo v. Salta" (fallo de julio 6 de 1942), 
conceptúo, pues, que corresponde mantener la jurisdic- 
ción de esta Corte, — Buenos Aires, agosto 21 de 1943. 
— Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 24 de julio de 1D44. 

Y vista la preceden te causa caratulada "Hakkun 
Hábil) José contra Salta la Provincia sobre oposición, 
deslinde, mensura y amojonamiento de terrenos fisca- 
les". 

Y considerando : 

Que a fs. 5, D. Jíabib José Hakkun —llamado tam- 
bién Amado Bajad— comparece ante el tribunal, por 
intermedio de apoderado, oponiéndose al deslinde, men- 
sura y amojonamiento do terrenos fiscales, en Tartagal 
> Departamento de Oran, Provincia de Salta, practica- 
dos en el espediente nimi. 2114, que tramita ante el 
.raziado cu lo Civil de Tercera Nominación de la refe- 
rida provincia, en cuanto Jos mismos afectan a su finca, 
.situada en la localidad recordada, y conocida con el 
nombre de " Yarignnrenda", cuyas dimensiones y ubi- 
cación precisa. 

Manifiesta que respondiendo a la citación que se 
le luciera en los autos nuin. 2114, se presentó ante el 
juez provincial alegando su incompetencia por tratar- 
se de una causa entre una provincia y un extranjero, 
cuestión sobre la cual no ba recaído pronunciamiento 
alguno. 

Que la propiedad sohre las tierras <jue componen 
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su finca, le corresponde en virtud de los antecedentes 
que relata, a lo que agrega que su título fué perfec- 
cionado por la reivindicación iniciada por el Gobierno 
cu 192G y desistida en 1927, y por la renuncia al juicio 
posteriormente intentado de nulidad del desistimiento 
a que ha hecho referencia. 

Que termina pidiendo que oportunamente se des- 
apruebe las operaciones de deslinde, mensura y amo- 
jonamiento, en cuanto incluyen su propiedad. 

Que corrido traslado de la demanda se presenta 
— fs. 11 — D. Jaime Malanmd, en representación de la 
Provincia de Salta, y sin contestarla, opone las excep- 
ciones previas de incompetencia de jurisdicción y litis 
pendencia. 

Que en cuanto a la primera, la lunda en que el 
actor no hizo objeción a la jurisdicción provincial cuan- 
do fué citado por el agrimensor designado en el juicio 
de deslindo ; que más de quince personas se han presen- 
tado al mismo, alegando ser propietarios de la finca 
11 Yariguarenda", lo que crea una solidaridad de hecho 
que encuadra la causa en el art. 10 de la ley 48; que la 
naturaleza del juicio de deslinde, cuando hay varios 
oponentes, lo asemeja a un pleito entre una provincia 
y algunos particulares, ciertos do los cuales no afora- 
dos, los que excluyen la intervención de esta Corte; y 
por ultimo, que el demandado es cesionario do un señor 
Nal lar, lo que también determina la incompetencia del 
tribunal. 

Que respecto do la litis pendencia, aüade que el 
actor reconoce haber demandado ante la justicia pro- 
vincial sosteniendo la incompetencia de aquélla. Mien- 
tras no se resuelva esa causa no puede ocurrirse di rec- 

intenta. 
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Termina pidiendo se admitan con costas, las defen- 
sas interpuestas. 

Que evacuando el traslado de las excepciones — fs. 
lo — abrióse la incidencia a prueba — fs. 23 vta. — agre- 
góse la producida — fs, 35 — y previa presentación de 
memoriales por las partes — fs. 39 y 42 — y dictamen 
dei Sr. Procurador General — fs. 44 y 52 — se llamaron 
a fs. 52 vta., autos para resolver. 

Que según es jurisprudencia de esta Corte — Fa- 
llos: 153, 9 — iniciado juicio ele mensura, deslinde y 
amojonamiento ante el pertinente juez local, es oportu- 
no el planteamiento de cuestión sobre su competencia 
al promoverse oposición a las operaciones practicadas, 
momento en eme el juicio adquiere carácter contradic- 
torio. Xo es óbice la circunstancia de que no se desco- 
nociera expresamente la competencia local en la pro- 
testa formulada ante el agrimensor, siendo así que no 
se hizo manifestación concreta de voluntad en el sentido 
de renunciar al fuero federal que pudiera corresponder 
al interesado. Estos principios lian sido ratificados por 
el tribunal un la causa ** Gómez Pombo v. Prov. de Sal- 
ta", donde se admitió también la competencia origina- 
ria de esta Corte — fs. 119 de los autos citados; fallo 
de jidio (i de 1942. 

Que iniciada la causa en carácter de exclusivo pro- 
j.ietario por el actor, no basta para privarlo del fuero 
que pudiera cor responderle, los derechos que según la 
demandada, pueden asistir a terceras personas que no 
lian comparecido a la misma —Fallos: 130, 251. 

Que la doctrina de los precedentes citados y las 
consideraciones del dictamen que antecede del Sr. Pro- 
curador General bastan para desestimar las defensas 
previas intentadas en los autos. 

En su mérito so desestiman las excepciones opues- 
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tas a fs. 11. Sin costas, por no encontrar mérito el 
tribunal para imponerlas a la demandada. Hágase sa- 
ber y repóngase el papel. 

"Roberto Repetto — Antonio Sa- 
< ¡aun a — B. A. Nazab Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



JOSE G. GODOY 

JUFISDICCIOS Y COMPETENCIA: Competencia federal Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema, Agentes diplomátieos y 
consulares. Embajadores tj ministros ezt ron jiro». 

No existiendo razón para suponer que inedia anuencia de 
un embajador extranjero para el juzgamiento de su muca- 
mo argentino, por la infracción al decreto tí* 3434 sobre 
actualidad Ai de domicilios quo se le imputa, correspondí* 
archivar las actuaciones remitidas por el Jefe de 1 olicía 
a la Corto Suprema. 

Dictamen del Phocuiiadou General 
Suprema Corte: 

Do estas actuaciones aparece imputarse a José Gon- 
zalo Godoy, argentino (matrícula de enrolamiento 
X* 2.055.244), haber infringido el decreto N* 3434 del 
P. Ejecutivo sobre actualización de domicilios. Enten- 
diendo que dicho Godoy presta servicios como mucamo 
en la Embajada del Uruguay, el Sr. Jefe de la Policía 
Federal ha remitido el sumario a V. E. 

A mi juicio, no se trata de caso en que esta Corte 
deba conocer originariamente. Por tres razones. 

Primera. No hay prueba de que Godoy preste en 
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la Embajada del Uruguay loa servicios que se le atri- 
buyen, ni de que tenga conocimiento de ellos nuestro 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. 

Segunda. Antes de ahora lie manifestado reitera- 
damente a V. E. que el privilegio del art. 100 de la 
Constitución ampara a los Embajadores, Ministros Pú- 
blicos y Cónsules extranjeros, mas no al personal de 
servicio doméstico de esos funcionarios y que si bien 
la ley 48 {art. 1, ine. 3) y el Código de Procedimientos 
en lo Criminal (art. 21) lo extienden a dicho personal, 
queda ello subordinado a lo que establezca el derecho 
de gentes, o sea, a la reciprocidad internacional esta- 
blecida por tratados, o de hecho. Do la comunicación 
del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, que 
acompaño en copia, resulta que la República del Uru- 
guay no concede inmunidades a la servidumbre de los 
diplomáticos. 

Tercera. Aun en la hipótesis de existir reciproci- 
dad, restarían todavía las circunstancias especial ísimas 
de que el presunto infractor es argentino nativo, y se 
le imputa haber infringido deberes militares. 

En consecuencia, corresponde ordenar pasen estas 
actuaciones al Sr. Juez Federal en turno, que es quien 
debo incoar el sumario. Buenos Aires, julio 21 de 1944. 
— Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de julio do 1ÍH4. 

Y vista la procedente causa caratulada "Sumario: 
Godoy José Gonzalo, mucamo de la Embajada del Uru- 
guay, infracción decreto del P. E. N p 3434". 
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Y cónsul erando : 

Que consta suficientemente en autos que el preve- 
nido es doméstico del Sr. Embajador de la República 
Oriental del Uruguay — fs. 4 y sigtes. 

Que según doctrina do esta Corte —Fallos: 194, 
415_ i a exención de jurisdicción penal y civil alcanza 
no sólo a los embajadore y ministros extranjeros, sino 
también, entre otros, a bus sirvientes o domésticos. 

Que en la especie no existe razón para suponer que 
medie anuencia del Sr. Embajador de la República 
Oriental del Uruguay, para el juzgamiento por esta 
Corte, de José Gonzalo Godoy — fs. 12. 

En su mérito se decide archivar las presentes ac- 
tuaciones con noticia del señor Procurador General. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
gabna — B. A. Nazar An- 
chobena — F. Ramos Mejía. 



CAJA DE JUBILACIONES DE EMPLEADOS DE 
EMPRESAS PARTICULARES v. CIA. DE AGUAS 
CORRIENTES DE BAHIA BLANCA 

fXTERESEü: Relación jurídica entre las partes. Jubilaciones y 
pensiones. 

Los intereses correspondientes a los aportes adeudados a 
la Caja de Jubilaciones de Empleados de Empresas Particu- 
lares corren desdo la oportunidad en que debieron efec- 
tuarse lo« aportes, sin necesidad de intimación previa. 

INTERESES: Liquidación. Anatocismo. 

Los intereses correspondientes a los aportes adeudados a 
la Caja de Jubilaciones do Empleados de Empresas Par- 
ticulares deben capitalizarse semestralmente. 



al * FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

MULTAS, 

La facultad de aplicar ta multa prevista en ej art 12 de 
la ley 11.110 no corresponde al préndente sino al directo- 
rio de la Caja respectiva. 



Sentencia del ¿vez Federal 

Buenos Aires, setiembre 18 de 1943, 

Y vistos: Estos autos seguidos por la Caja Nacional de 
Jubilaciones, Pensiones y Subsidios de Empleados y Obreros 
de Empresas Particulares contra la Cía. de Agrias Corrientes 
de Bahía Blanca, para resolver en definitiva el juicio por co- 
bro de aportes, intereses y multas, y 

Resultando ; 

Que la actora demanda el cobro de intereses capitalizados 
sobre la suma de $ 4.176, ya ingresada por la demandada en 
esa Caja como aporte patronal sobre las remuneraciones del 
empleado Arturo H. Coleman; también los aportes del mismo 
empleado, con intereses capitalizados a Ja fecha del pago y por 
ultimo demanda el cobro de una multa de $ 200 m/n. diarios, 
desde el 23 de marzo de 1941 hasta la fecha del pago. 

Argumenta la actora que la compañía demandada, desde 
su incorporación al régimen de la ley 11.110, se abstuvo de 
practicar los aportes sobre las remuneraciones del empleado 
Arturo II. Coleman, sin que mediara opción alguna por parte 
de éste, formulada de conformidad con el art. 38 de la ley 
11.110, 13 y 15 de su reglamentación — recicn por nota del 
18 de abril de 1938 la demandada consultó a la actora sobre la 
situación del citado empleado, resolviéndose por la Caja que 
debían efectuarse los aportes a partir del |f de julio de ese 
año. 

A raíz de ese conocimiento que tuvo la Caja en la fecha 
arriba expresada se efectuaron los cargos por aportes de em- 
pleado y por aportes patronales, con los respectivos intereses 
por mora legal, capitalizados como autoriza la ley. 

Notificada la demanda, sólo aceptó el cargo por aporte 
patronal, abonando la suma de $ 4.176 rechazando toda res- 
ponsabilidad por intereses y por aportes del empleado. Más 
adelante y en virtud de un fallo judicial de la Corte Supre- 
ma abonó los intereses por mora legal en los aportes patrona- 
les ya pagados, quedando subsistentes las demás oposiciones. 
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Intimada la compañía a pagar y no habiéndolo hecho así, se 
le aplicó con fecha 23 do mayo de 1041 uua multa diaria do 
$ 200 in/n. hasta que cumpla con esas obligaciones. 

Funda la actora su derecho en las disposiciones de la ley 
11.110 especialmente en sus arts. 6» 9*, 10, 11 y 12 j en lo» 
arto. 13 y 15 de la reglamentación anterior y actual ; y en el 
ine. 2") del art. 509 del Cód. Civ, y concordantes, en princi- 
pios de derecho administrativo y en la jurisprudencia fede- 
ral. Pide se Impi lugar a la acción ton eos* as. 

Que corrido traslado la demandada contesta negando dere- 
ebo a la parte aetora a cobrar los cargos que se le imputan, 
argumentando con respecto a las intereses capitalizados sobre 
aportes patronales que se reclaman, que no existe disposición 
legal alguna que los autorice y por el contrario el art. 623 
dej Cód. Civil, los prohibe. Menciona que abonó los intereses 
simples sin observación y lo mismo los aportes patronales, sin 
haberse acogido a la prescripción quinquenal. En cuanto a los 
aportes del empleado Coleman, expresa la demandada que ella 
no es responsable directamente hasta que la Caja definió la 
posición de éste en junio de 1939; que tal responsabilidad esta- 
ría sujeta a la demostración de Ja obligatoriedad de esos apor- 
tes y de la imposibilidad de recuperarlos directamente del 
empleado y que de existir ella, habría prescripto su obliga- 
eión sobre' los aportes anteriores a los cinco años ( art. 4027 
del Cód. Civil). Niega responsabilidad de su parte por no 
existir en la ley 11.110 ninguna disposición que así la decla- 
re, y menos cuando la obligatoriedad do esos documentos fué 
motivo de interpretación por la propia Caja y se demanda los 
anteriores a tal interpretación. Agrega que la Caja conocía 
la situación de Coleman desde el año 1919 por la nómina de] 
personal de la demandada sin que reclamara sus aportes de 
empleado posiblemente porque consideró que en virtud de la 
reglamentación anterior al 7 de febrero de 1938 por la que 
so excluía la obligatoriedad de descuentos a los afiliados a 
otras Cajflfi, no le correspondía; y con la nueva reglamenta- 
ción de esa fecha, el Sr. Coleman que estaba afiliado a la 
Caja de la ley 10,650 con el sueldo máximo de $ 1.000 y hacia 
a pila sus aportes, tampoco le correspondía hacerlos a la Ca,ia 
de la ley 11.110. Con referencia a la multa de $ 200 m/n. 
diarios, expresa que su improcedencia es manifiesta "ya que 
nadie puede ser penado por no hacer algo a que no esta 
legalmente obligado". 

Las multas de que habla el art. 12 de la ley 11.110 se 
aplican por el incumplimiento deliberado de obligaciones re- 
gulares e indiscutidas que surgen de la propia ley, lo que no 
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sucede eu este. caso. Además, dice la demandada que en actua- 
ciones como la presente, compete Ja decisión final a u hsti 
cm y ree.én cuando existe sentencia firme que fije L obl¿a 

tZVTnZfr d r^f^ de multad 
caso de incumplimiento. Am lo reconoce Ja propia actora al 

r—" 1 ' fr Qnda ; Negar Mta ^ció/sería 
de normas constitucionales que garantían Ja defensa en jui- 
cio. Pide el rechazo de Ja acción, con costas. 

Considerando: 

Que en autos se ha probado que la empresa demandada 

¿cL Ít l LvT ley 1 : U ? a W lo > y « desdeña 
fecha que so obligó a cumplir las disposiciones legales v re- 
glamentarias que la citada ley le impone 7 

rfflm9 Q J a f l Sr ' Artür ? poleman, empleado permanente de la 
demandada no aportó los descuentos sobre su sueldo que 

12*1 f £ Í)( d8 ,. U ^ 1U10 ' >' s <*™ ■« eualcí ta 
mX f \ r mP T COn esa Aligación que expresa- 

nrTST i T W refier ° la presente ,e r «íAn obligadas a 
practicarjos descuentos a que se refieren los incisos ¡t b) y 
c) del art. 6» en Jos sueldos del personal permanente ¿ sus 
nSffi áe ^\^ y depositará mensuafmen °e en U 
ñero efectivo en el Banco do la Nación Argentina a la orden 

1 n, a / aJ?> * en | tr °- de ,M treinta diaa «¡ÍJuieates de e "da S 
veneno sin deducir cantidad alguna por ningún encentó- 

qiu el br. Coleman hubiera optado por el régimen de la lev 
S^StWriltf* i'™™* Com P^idn g con el sueldo 
¡U ™V $ W en 01 réí?imen de la Je y 10.650. Esta falta 
a la opción que expresamente establéela el anterior art. 13 de 
a reglamentación de fecha 31 do mayo de 1!)30 hasta su mo- 
dificación de fecha 7 de febrero de 1938 (ver fe 47 y 48 de 

2¡?&f ™ plea(1 ° y a la apresa demandadla enm' 
plir con lo dispuesto por los arta 6* y 10 de la ley 11 110 

? Ue an * e daríUi (lifi P°sicionefl legales y reglamen- 
tabas a empresa no podía ignorar su obligación v su res- 
ponsatuhdad fa-t. 20 Cód. Civil). Por otra parte, ^ o surge 
que la actora tuviera conocimiento del empleo de Coleman 
pues de las planillas do personal que la empresa pasó aTa 
J^aja, (exp. 62.334 de la Caja, que corre agregado) el Sr 
C oleman no f ipuraba oomo empleado de la demandada el 12 
fie febrero de 1925 y en autos se ha comprobado que presta 
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servicios en esa compañía desdo el 1» de enero de 1925 (ver 
fs. 3 del cxp. 45 G14 de la Caja, ley 11.110 que corre agregado) 

Do todo ello, se deduce que la Compañía de Aguas Co- 
rrientes do Bahía Blaea, se encontraba obligada a cumplir con 
los descuentos sobre el sueldo de Coleman, desde su incorpo- 
ración a la Caja — lo que asi se declara. 

Que si bien el art. 10 do la ley 11.110 no responsabiliza 
expresamente a las compañías por la omisión en los descuen- 
tos do sus empleados, esta responsabilidad negada por la de. 
mandada surge del contexto general de las disposiciones de la 
ley 11.110, especialmente de sus arta. 6", 10 y 12 que son 
idénticos en su estructura a los arts. 9', 10 y 55 de ] a ley 10.650 
ue jubilaciones y pensiones de empleados ferroviarios Cabe 
decir al respecto lo que la Corte Suprema de Justicia de la 
JVncion, dijo al referirse a esas obligaciones de Ja ley 10.650 
aplicables en todo al presente caso y que pueden sintetizarse 
asi: La contribución del personal permanente del servicio 
ferroviario no se realiza por acción directa y personal de cada 
empleado u obrero, sino por la do las empresas en oportuni- 
dad de efectuar Jos pagos do sueldos y salarios. En conse- 
cuencia, Jas omisiones en tal sentido no son imputables a 
aquéllos fimo a éstas. Las acciones tendientes a subsanarlas y 
Jas sanciones punitivas también se dirigen contra las empre- 
sas y no contra los empleados u obreros" ft. 160, púg. 222). 

Con las consideraciones expuestas, queda establecido que 
la Caja do Jubilaciones, Pensiones y Subsidios de Empleados 
y Obreros de Empresas Particulares, tiene facultad para per- 
seguir el cobro de los aportes do los empleados que indica el 
art. 6* ínc. a), contra las compañías empleadoras sin perjui- 
cio del derecho de éstas a resarcirse del empleado pnr tal 
omisión. 

Sentada esta responsabilidad, es del caso estudiar la pres- 
■ípción quinquenal opuesta por Ja demandada sobre estos 
pagos, de acuerdo al art. 4027 del Cód. Civil. Cabe decir al 
respecto que ella es procedente por esa expresa disposición 
legal y por la numerosa jurisprudencia que así lo reconoce 
en esta clase de pagos periódicos, no sirviendo como defensa, 
el art. 3980 del Cód. Civil, sustentado por la actora, ya quo 
ese artículo autoriza al juez a librar a! acreedor o propietario 
de las consecuencias do la prescripción cumplida cuando por 
razones do dificultades o por imposibilidad do hecho se hu- 
biere impedido temporalmente el ejercicio do una acción, si 
después de su cesación, el acreedor hubiera hecho valer sus 
derechos inmediatamente. Ello no ocurre en el caso de autos 
pues la Caja tuvo noticias de la existencia del empleado Co- 
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lemán con fecha ltí tic abril do 1938 (ver f«, 48 del exp, agre- 
gado), y recién inició su demanda el W de junio de 1942. 

Que en lo que respecta a los i ereses soLre las suma» 
por aporta* no abonados del empleado Coleman, que demanda 
la actor» corresponde establecer de acuerdo a los principioti ge- 
nerales que mientras no exista una expresa disposición legal que 
los establezca o una intimación que produzca la mora, esto el 
punto de partida de loa interese*!, ellos no pueden empezar a 
crirrer, por obvias razones de lógica y de justicia. La Suprema 
Corte estableció que la sola falta de pago de los aportes pa- 
tronales por laa empresas, las constituía en mora, pero esta 
disposición no puede interpretarse en el caso de la responsa- 
bilidad por aportes de empleados cuyo pago por las empresas 
«o es tan directa y categórica como en aquel caso, perfecta- 
mente determinado por la ley 11.110. 

Sin perjuicio de ello y mediando acción judicial por co- 
bro de aportes, los intereses que se delien serán a partir de 
la notificación de la demanda en la forma de intereses sim- 
ples, sobre tales aportes no pagados. 

En cuanto a los intereses capitalizados semest raímente, 
no existiendo ninguna manifestación legal al respecto, que 
modifique las normas del Código Civil, su cobro no es proce- 
dente, ya que el art. b23 del citado código expresamente lo 
prohibe. Por tal motivo no puedo prosperar la demanda que 
do ellos se baee sobre los aportes patronales y sobre los del 
empleado Coleman, — lo que así se declara. 

Con referencia a la multa de S 200 m/n., diarios que In 
aetorn impuso a la demandada cuyo cobro gestiona en autos, 
y cuya procedencia ha sido cuestionada, corresponde al juz- 
gado establecer si esa multa fué aplicada por infracciones de 
alguna situación normal perfectamente establecida por la ley, 
tal como lo dispone el art. 12 de la ley 11.110 en que ella se 
basa, o si por el contrarío tal mulla se fundamenta en una 
equívoca, indefinida o anormal situación legal que sólo ten- 
dría claridad y obligatoriedad con el pronuncia miento judi- 
cial. En el primer caso la multa sería procedente, no así en el 
se .undo. 

Como puede comprobarse a fs. 10, 20 y 20 vuelta del 
exp. adm. agregado (Coleman Arturo Ií. s/ situación ante la 
Caja) la multa que se intima, se apoya eu e! hecho de que la 
compañía demandada no hizo el pago de aportes del empleado 
Coleman, ni abonó los intereses simples y capitalizados se- 
mestralmente sobre esos aportes, ni tampoco pagó parte de los 
intereses simples ni los capitalizados semest raímente que co- 
rrespondían a su aporte pal roñal. Todos estos incumplimieii- 
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tos, baso de la multa, han sido causa del presente juicio, y 
según ha podido comprobarse en los anteriores considerandos, 
tales obligaciones no surgían indubitablemente do la ley 11.110, 
m no que por el contrario, fué materia de discusión adminis- 
trativa y judicial, recién aclarada en la presente sentencia. 

No es del caso entonces, aceptar la procedencia de una 
multa, de la magnitud de la que se demanda, cuando no se 
ha demostrado en forma fehaciente la infracción que haga 
aplicable el art. 12 do la ley 11.110. 

Que esta conclusión, se fúndame uta en la doctrina lógica 
de que las sanciones establecidas por las entidades adminis- 
trativas, o semi-particulares, más o menos autónomas y que 
se fundan en las leyes que les dan origen, no pueden escapar 
al examen y definitivo control judicial en el caso de discutir, 
se su procedencia, ya que no es posibh nrivar a nadie de la 
protección de la justicia y del derecho nalicnable d? ocurrir 
a los tribunales para la reparación de los agravios. 

En el presento caso, esta doctrina se consolida perfecta- 
mente, pues es la propia actora la que aplica la multa y viene 
ante el suscripto y en juicio ordinario, a demandar su proce- 
dencia. Con ello se autoriza la discusión judicial de esa san- 
ción, como se hace en los anteriores considerandos. 

Por todo lo expuesto; fallo haciendo lugar parcialmente 
a la demanda en el presente juicio seguido por la Caja Na- 
cional de Jubilaciones, Pensiones y Subsidios de Empleados 
y Obreros de Empresas Particulares contrn la Compañía de 
Aguas Corrientes do Bahía Blanca, condenando a la deman- 
dada a abonar a la actora dentro del quinto día, por aportes 
del empleado Sr. Arturo II. Coleman, la suma que resulte 
corresponder de acuerdo al art. 6', inc. a), de la ley 11.110, 
tomándose como punto de partida para su liquidación, el día 
3í) de junio de 1937, con intereses estilo Banco de la Nación 
(6 %) desde la notificación de la demanda; y desestimando 
los demás petitorios de la presente acción. Costas por su orden. 
— Alfonso E. Poccard. 



Sententia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 19 de abril de 1944. 
Y vistos: considerando: 

Que no es posible librar a la actora de las consecuencias 
de la prescripción cumplida durante el impedimento (Art. 39H0 
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del Cód. Civil) porque no hizo valer sus derechos inmcdia tu- 
rnante después do la cesación de aquél y porque no tienen efec- 
to interruptivo las notas de la demandada de fs. 10 y 42 de 
las actuaciones administrativas ya que lejos de importar un re- 
conocimiento expreso o tácito do los derechos de la actora, los 
desconocieron explícitamente. 

Que la Corte Suprema ha establecido en el easn Sehage 
H. P. contra la Caja Nacional do Jubilaciones y l\ nsiones de 
Empleados Ferroviarios (Fallos 176:288) interpretando dispo- 
siciones de la ley 10,650 en un todo análogas a las de la 11.110, 
que se deben intereses por los aportes del empleado no efec- 
tuados a su debido tiempo desde la oportunidad de la mora 
legal que señala el art. 10 de la ley. 

Que esos intereses, así como loe que corresponden a apor- 
tes patronales en mora deben ser capitalizados surge también 
del sistema de capitalización adoptado por la ley como lo enun- 
cia su art, 9* y como lo ha declarado la Cámara Civil 2* en el 
caso regMrado en Jurisprudencia Argentina, t. 2*. rúa. 593. 
año 1943. 

Que en cnanto a la multa que se pretende hacer efectiva, 
el examen de "las actuaciones administrativas agregados de- 
muestra quo no hay resolución alguna del Directorio de la 
Institución que la baya impuesto. A fs. 20 el Presidente de 
la Caja resuelve que se intime a la Compañía el depósito de 
los cargos formulados, "bajo apercibimiento de aplicar las san- 
ciones penales que establece el artículo 12 de la ley". A fs. 25 
corre copia de una nota pasada por el presidente a la compañía 
en la que expresa que por no haber ella cumplido la intima- 
ción "está en curso la multa de doscientos pesos moneda na- 
cional diarias"; y f ¡linimento a fs, 40 vta. consta la única 
resolución del Directorio que no se refiere para nada a la 
multa por la que se acciona. Es de advertir que el art, 12 
do la ley faculta al Presidente para hacer a las empresas 1« 
intimación de cumplimiento de sus deberes omitidos; pero no 
para aplicar la sanción, Si la Caja es administrada por el 
Directorio (art. 42) quien dispone la percepción e inversión 
de los fondas y fiscaliza a las empresas en lo pertinente (art. 
44) va de suyo que es a ese cuerpo y no al Presidente, — quien 
solamente tiene, fuera del Directorio, funciones ejecutivas — , 
a quien corresponde aplicar la sanción autorizada por el art, 12. 
Si bien la demandada en estos autos m, ha invocado estas razo- 
nes sino otras, corresponde al Tribunal suplirlas,, ya que no se 
puede en manera alguna cwndenar al pago do una multa que 
no ha nido formalmente impuesta. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada en cuanto 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 





hace lugar a la prescripción quinquenal opuesta y en cuanto 
a la, suma que manda abonar, la cual será, además de la esta- 
blecida por el Señor Juez a quo, y que consintió la deman- 
dada, la que resulto por intereses capitalizados semest raímen- 
te sobre los aportes personales del empleado Arturo H. Cole- 
inan desde el 30 de junio de 1937 y la diferencia entre los in- 
terese» simples pagados y los capitalizados semeetralmente que 
corresponden, sobre los aportes patronales omitidos también 
desde la fecha indicada- Costas por ku orden, atenta la na- 
turaleza de las cuestiones debatidas y el resultado del asunto. 
_ Juan A. González Calderón, — Carlos dü Campillo. — 
Ricardo Villar Palacio. — Carlos Herrera. — Eduardo Sor. 
miento. 

Dictamen mh Procurador General 

Suprema Corte: 

E. ha declarado reiteradamente que la 
de disposiciones de la ley 11.110 da 
recurso extraordinario cuando se aplica dicha ley a 
empresas que prestan servicios fuera de la Capital Fe- 
deral. Los recursos interpuestos por actor y deman- 
dado resultan, en consecuencia, procedentes. 

Las cuestiones traídas por las partes a conocimien- 
to de la Corte, pueden resumirse así: 

a) procedencia del pago do intereses por una em- 
presa, sobre aportes de un empleado suyo, no 
hechos en tiempo oportuno; 

b) capitalización de esos intereses, y también de 
los correspondientes a los aportes patronales 
omitidos : 

e) ila intimación del Presidente de la Caja do la 
ley 11.110 es bastante para que corra la mul- 
ta de $ 200 diarios que establece el art. 12 de 
dicha ley, sin necesidad de pronunciamiento 
del Directorio? 

La Cámara ha resuelto los dos primeros puntos 
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en forma afirmativa, con arreglo a la jurisprudencia 
mentada por esta Corte Suprema en 17(J: 285; 180: 308: 
181: 110 y 185: 230. 

Ka cuanto al tercero, ios fundamentos del fallo 
recurrido bastan, a mi entender, para mantenerlo y re- 
solver negativamente la cuestión propuesta. 

Corresponde, pues, confirmar la sentencia apelada 
obrante a fe. 09, en lo que pudo ser materia de recur- 
so. — Buenos Aires, junio 27 de 1044. — Juan Aívnrcz. 
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Buenos Aires, 28 de julio de 1944. 

Y vistos: los autos "Caja Nacional de Jubilación 
nes t Pensiones y Subsidios de Empicados y Obreros 
de Empresas Particulares v./ Cía. de Aguas Corrien- 
tes de Bflbía Blanca, sobre cobro de aportes venidos 
do la Cámara Federal de la Capital, por vía de los re- 
cursos extraordinarios concedidos a fs. 103 vía. 

Por sus fundamentos, los del precedente dictamen 
del Sr. Procurador O enera 1 y la doctrina sustentada 
por esta Corte en las causas aludidas — C. S, 176: 28S; 
1S0: ;í!)8 ; 181: \\í); 18.1: 230 etc.— se confirma la sen- 
tencia de fs. <>í> en manto ¡nido ser materia del re- 
curso. 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia, donde se repondrá el popel. 

RoBKRTO RePETTO — ANTONIO Sa- 
CAHNA — B. A. Xazab An- 
cHoitENA — P. Ramos Mejía. 
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FRANCISCA FEJJOO DE BARCENA Y OTRAS 
v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a deudos de militare*. 

Es absolutamente nulo y revocable en cualquier tiempo 
por el i*. E. el decreto que, apartándose de lo establecido 
en la ley 8358, acuerda a la viuda e hijas de un capitán 
de navio retirado, la pensión correspondiente al prado de 
contralmirante ('), 

PENSIONES MILITARES: Pensión?* <t deudos de militare*. 

Procede incluir la mitad del prest correspondiente al cau- 
sante en la pensión acordada a la viuda e hijas de un ofi- 
cial de la Armada retirado. 



MOLINOS DEL MO DE LA PLATA v. MUNICIPALIDAD 

DE RIO SEGUNDO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* no 
fedérale*. Exclusión de las cuestionen de hecho. Impuestos y tasas. 
La resolución do las cuestiones referentes a saber si los 
gravámenes en litigio son tasas o impuestos y si la muni- 
cipalidad que los estableció estaba o no facultada para 
ello, depende de la apreciación de circunstancias de hecho 
y de la interpretación de la ordenanza impositiva y de las 
leyes orgánicas locales, irrevisibles por medio del recurso 
extraordinario mientras no se alegue que éstas pugnan 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y paran fu*. Derecho de 
trabajar. 

La aplicación de un gravamen — tasa o impuesto o unn 
combinación de ambos — sobre los motores y las calderas 
utilizados en un establecimiento industrial no es violatorio 
del derecho de trabajar y ejercer toda "industria licita 
asegurado por el art. 14 de la Constitución Nacional, mien- 
tras no se pruebe que reviste carácter prohibitivo. 



(1) 31 fk julio (lo 1PJ-I. 
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IMPUESTO; Confiscación. 

Et carácter confiscatorio de un impuesto debe resulta :- 
de la absorción por el Estado de una parte substancial 
do Ja renta o capital gravados, y a falta de dicha prueb¡i 
procede rechazar la impugnación de inconstitucional idud 
fundada en aquella circunstancia. 

Dictamen- del Procurador General 
Suprema Corte: 

Auto la justicia ordinaria de Córdoba, la S. A* 
Molinos Río de la Plata demandó a la Municipalidad 
de Kío Segundo por devolución de ciertas sumas que 
lo había pagado en concepto de inspección de los mo- 
tores y calderas existentes en ana fábrica de su pro- 
piedad. Sostenía tratarse de un gravamen ilegal e in- 
constitucional. Previos los trámites de práctica, ese li- 
tigio ha sido fallado por el Superior Tribunal de Cór- 
doba, desestimando la acción; y contra la sentencia 
respectiva se trae ahora un recurso extraordinario que 
me parece admisible, pues tiene por base la tacha de 
inconstitucionalidad Rpueíta oportunamente contra una 
ordenanza municipal, so color de ser esta última incon- 
ciliable con las garanUds que acuerda la Constitución 
Nacional a los habitantes del país. 

Desde luego —y entrando al fondo del asunto— la 
cuestión de legalidad queda ya descartada del debate. 
Resuelto por el Superior Tribunal que tanto la consti- 
tución de Córdoba como la ley orgánica de municipali- 
dades de aquella provincia autorizaron a la Municipa- 
lidad de Río Segundo para cobrar un impuesto de ins- 
pección a los motores y calderas de las fábricas, V. E. 
no podría rever esa interpretación dada por un tribu- 
nal local, a disposiciones de caráeter local. No resulta 
do autos que se planteara oportunamente cuestión fe- 
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deral acerca tle la validez de las aludidas disposiciones 
de la constitución provincial o de la ley orgánica. 

Queda entonces solamente por decidir en esta ins- 
tancia si los cobros efectuados por la Municipalidad de 
Río Segundo a Molinos Río de la Plata importaron 
violación de garantías otorgadas por la Constitución 
Nacional, bajo cualquiera de estos dos conceptos, o de 
ambos : 

a) no guardar proporción el monto del gravamen, 
con el costo do los servicios de inspección que 
lo motivaron; 

b) resultar confiseatorio por su monto. 
Eespecto de lo primero, encuentro convincentes las 

razones que da el Superior Tribunal en su fallo, para 
llegar a la conclusión de que la Municipalidad pudo en- 
carar a dicho gravamen no sólo como precio de servi- 
cios, sino también como impuesto liso y llano. Las doy, 
pues, por reproducidas. Paréceme obvio que si pudo 
establecerlo en el carácter de impuesto, no necesitaba 
mantener proporción entre el costo del servicio presta- 
do a cada fábrica, y el desembolso que ese servicio espe- 
cial ocasionara en cada caso, al tesoro municipal. En 
varías otras oportunidades he sostenido que ni aun tra- 
tándose de tasas podría sacarse la cuenta individual- 
mente, so pena de hacer imposibles ciertos servicios, 
j Cómo admitir que nuestra tarifa de correos, por ejem- 
plo, es inconstitucional, en cuanto exige se paguen los 
mismos cinco centavos por llevar una carta a pocos me- 
tros de distancia, que por llevarla de un extremo a otro 
del país? 

En cuanto a lo segundo, no hay en autos prueba 
suficiente de que las sumas pagadas anualmente por 
Molinos Río de la Plata a la Municipalidad de Río Se- 
gundo resultaran confiscatorias, en atención al 
de la empresa, 
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dos, o, en general, al rendimiento de dicho capital, ele- 
mento de criterio al que, de un tiempo a esta parte, 
V. E. viene atribuyen 'o creciente importancia. 

Pienso» en consecuencia, que corresponde mantener 
por sus fundamentos el fallo apelado, en cuanto pudo 
per materia de recurso. Buenos Aires, junio 15 de 
1943. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUFKElfá 

Buenos Aires, 31 de julio de 1944. 

Y vistos : Los autos Molinos fiío de la Plata contra 
la Municipalidad de Río Segundo, sobre repetición de 
pago, venidos por recurso extraordinario interpuesto 
por la parte actorn contra la sentencia dictada por el 
Tribunal Superior de Justicia de Córdoba ; y 

Considerando : 

Que la S. A. Molinos Río de la Plata demandó, 
ante la justicia local de la Provincia de Córdoba, la 
devolución de lo que había pagado en concepto do un 
tributo municipal por inspección de motores y cakle 
ras que consideraba ilegal e inconstitucional. En pri- 
mera y segunda instancias la demanda prosperó pero 
el Tribunal Superior la revocó, declarando válida la 
ordenanza tildada de inconstitucional. 

Que por lo que hace a la cuestión de saber si los 
tributos son tasas o impuestos y si están o no compren- 
didos dentro de las facultades atribuidas por la Cons- 
titución de la Provincia de Córdoba a su ley orgánica 
municipal, son cuestiones cuya resolución depende de 
la apreciación de los hechos analizados por la senten- 
cia recurrida y de la interpretación de la ordenanza 
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impositiva y de las leyes orgánicas do ia Provincia de 
Córdoba y se hallan fuera del recurso extraordinario 
iuí entras no se alegue que éstas pugnan con la Consti- 
tución o luyes nacionales —Fallos: VIH, 214; 176, 339; 
185, 12; 192, 139. 

(¿uc de acuerdo con esto, cu el presente caso, las 
únicas cuestiones susceptibles de sci examinadas por 
el recurso extraordinario serían las relativas a deter- 
minar si el gravamen municipal a los motores y calde- 
ras contraría los arts. 14 y 17 de la Constitución Na- 
cional. En cuanto a lo primero no se ve, en la hipótesis 
actual, la naturaleza de la incompatibilidad que pueda 
existir entre la garantía del derecho de trabajar y ejer- 
cer toda industria lícita y ia aplicación de un grava- 
men, impuesto o tasa, sobre los motores y las calderas 
empleados en el establecimiento donde tal derecho se 
hace efectivo. Trátese de la retribución de un "servi- 
cio determinado y concreto donde debe buscarse cierta 
ajustada proporcionalidad con el importe del tributo, o 
de un impuesto liso y llano donde el criterio es más 
amplio, o de una combinación de una y otra cosa, es lo 
cierto, que falta la prueba de que el tributo reviste 
carácter prohibitivo, como sería necesario para admitir 
su incoiistitueionalidad. En cuanto al carácter confis- 
ca torio del susodicho impuesto, es de observar que no 
puede ser declarado sino cuando el análisis detenido 
de las circunstancias de hecho condicionan su aplica- 
ción excesiva de una manera indudable. Y esa prueba 
debe tender a demostrar que mediante el tributo se 
absorbe por la autoridad pública una parte substancial 
do la renta o del capital gravado. Y tal prueba no 
existe en autos —Fallos: 181, 399; 185, 12. 

En mérito de estas consideraciones y de acuerdo 
con lo dictaminado y pedido por el Sr. Procurador Ge- 
neral de la Nación, se confirma la sentencia apelada 
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en ía parte que ha podido ser materia del recurso. No- 
tifiquen y devuélvanse, debiendo reponerse el pnpel 
el tribunal do procedencia. 

ROBEHTO RePETTO — ANTONIO Éft. 

oarna — B. A. Nazar An- 
chobena — P. Ramos MejÍa. 



S. A. TRANSPORTADORA AUTOMOTRIZ <S, A. T. 
v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

PAGO: Fago indebido. Protesta. Forma. 

Es eficaz la protesta consignada en una nota dirigida al 
Ministro de Gobierno de la respectiva provincia, mediante 
la cual se pone en su conocimiento la aplicación de una 
multa por las autoridades policiales y las razones de or- 
den institucional en que so funda la reserva de los accio- 
nes tendientes a obtener la devolución del importe de 
aquélla y de las que por igual motivo fueren aplicadas 
en lo sucesivo. 

COMERCIÓ INTERPRO VINCIAL. 

El transporte ínterprovincial es una actividad incluida 
entre las previstas por el art. 67, inc. 12, de la Constitu- 
ción Nacional. 

COMERCIO INTERPROVINCIAL. 

El contralor del transporte Ínterprovincial corresponde al 
Congreso e incluyo no sólo el relativo a la propiedad en 
cualquiera de sus manifestaciones — tranvías, camiones, 
ómnibus y automotores en general — sino también las per- 
sonas y tas relaciones jurídicas derivadas del mismo trans- 
porte cuando éste se realiza entre habitantes de diferen- 
tes provincias. 

COMERCIO 1N TERPR O VINCIA L. 

Las provincias no se hallan autorizadas para dictar leyes 
o reglamentos de carácter general o municipal que com- 
porten directa o indirectamente trabar o perturbar de 
cualquier modo que no signifique el ejercicio de sus po- 
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deres de policía, la libro circulación territorial o que 
puedan afectar el derecho de reglamentar el comercio, 
conferido al Congreso de la Nación con el carácter de una 
facultad exclusiva. 

COa\STITUCÍON NACION AL: Constitueionalidad e inconstitucio- 

mili/h't. Resoluciones administrativas. 

Las disposiciones del decreto reglamentario de la ley 4375 
de la Prov. de Buenos Aires, referentes a las condiciones 
en que dentro del territorio de la misma debe efectuarse 
el transporte de pasajeros, no pueden ser aplicadas, sin 
violar los arts. 31 y G7, ine. 13, de la Constitución Nacio- 
nal, a las empresas que, por realizar el transporte inter- 
provincial de pasajeros, están regidas exclusivamente por 
la ley nacional 12.346; por lo que procede la devolución 
do las multas cobradas a dichas empresas por supuestas in- 
fracciones al mencionado decreto. 



Dictaiien del. Procurador General 
Suprema Corte : 

Tal como lo expresa la providencia de fs. 11, este 
litigio cae bajo la jurisdicción originaria de V. E. por 
razón del domicilio de la parte actora, tratarse de de- 
manda contra una provincia y estar en tela de juicio 
la consütucionalidad de multas impuestas por aplica- 
ción de leyes provinciales. 

He aquí el caso. La S, A. Transportadora Automo- 
triz (S. A. T .A.) explota un servicio de ómnibus entre 
esta ciudad y la de Luján, que le ha concedido la Co- 
misión Nacional de Coordinación de Transportes en 
ejercicio de facultades emergentes de la ley 12.346; y 
con motivo de ese servicio, ha sido reiteradamente mul- 
tada por empleados del Cuerpo de Camineros de la 
Provincia de Buenos Aires, quienes entienden que, es- 
tando a su cargo la policía del trayecto Tecorrido por 
los ómnibus, pueden exigir válidamente el cumplimion* 
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tu (fe las leyes provinciales que limitan el número de 
pasajeros a conducirse por cada vehículo. Dichas mul- 
tas ascienden en conjunto a ciento cuarenta pesos, 
S. A. T. A., acude ante V. E. pidiendo se condene a la 
Provincia de Buenos Aires a devolverle esa suma, con 
intereses y costas. 

El pleito si ra, pues, sobre si pudo o no la provin- 
cia demandada legislar sobre el número de pasajeros 
a conducirse como máximo por cada ómnibus de la ac- 
to ra, sobre caminos provinciales ; esto es, si se traía o 
no de materia librada por completo a las reglamenta- 
ciones que dicten el P. E. Nacional o la Comisión Na- 
cional de Coordinación de Transportes. 

A mi juicio, a partir del momento en que el Con- 
greso ejercitó su facultad de reglar el comercio te- 
rrestre interprovincial o entre una provincia y la Ca- 
pital Federal (art 67, inc. 13, Constitución Nacional), 
creando un organismo a tal efecto y encomendándole 
vigilar el cumplimiento de las disposiciones pertinentes 
adoptadas por el P. E, (ley 12.346, art. 9), no es posi- 
ble admitir que, al mismo tiempo, ta Provincia de Bue- 
nos Aires continúe reglamentando ese tráfico en lo re- 
lativo a las condiciones en que deba efectuarse el trans- 
porte de pasajeros, que es la materia aquí discutida. 
Ciertamente, tai transporte se efectúa sobre territorio 
provincial; pero en igual caso se halla el transporte 
ferroviario. Entra en las facultades de la provincia 
guardar el orden sobre ese territorio, poder de policía 
que no se le discute; nada tiene ello de común con la 
tesis de que esté sujeto a su jurisdicción el tráfico 
interprovincial. Los informes obrantes a fs. 43 y 47, 
muestran a que confusa y difícil situación se llegaría 
adoptando esta ultima doctrina. 

Considero, pues, que corresponderá hacer lugar ji 
la demanda, siempre que n ello no se opongan eircmis- 




constitucional, materia única de mi dictamen, Buenos 
Aires, julio 14 de W¿. — Juan Alvares. 



Y vistos: Los autos: "S. A, T. A. (S. A. Trans- 
portadora Automotriz) contra Buenos Aires, la Pro- 
vincia, sobre devolución de pesos*', de los qvie resulta: 

Que a fs. 1 comparece el doctor Rodolfo Ortega 
\ 'el arde, cu representación de la Sociedad Anónima 
Transportadora Automotriz, iniciando demanda contra 
la Provincia de Buenos Aires por devolución de la su- 
ma de ciento cuarenta pesos moneda nacional, en aten- 

Quo su mandante, entre otras actividades, se de- 
dica a la explotación de un servicio de transporte pú- 
blico de pasajeros por medio de ómnibus, entre la Ca- 
pital Federal, Plaza Once y la ciudad de Lujan, Pro 
viiK'ia de Buenos Aires, valiéndose de una concesión 
utorgnda por la Comisión Nacional de Coordinación de 
Transportes creada por la ley nacional 12.346. 

Que en ejercicio de tales actividades, en estos últi- 
mos tiempos, su mandante, que presta servicios de ca- 
rácter nacional, ha sido objeto de repetidas multas por 



légale* del orden local, atribuidas a su personal cuan- 
do conducía ómnibus de la empresa nombrada. 

Que estas actividades están regidas por el Con- 
greso de la Nación en ejercicio de facultades privati- 
vas y exeluyentes que le acuerda el art. t¡7, inc. 12, de 
la Constitución Nacional y sometidas, por consiguiente. 
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Buenos Aires, 31 de julio de 1944, 
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a la jurisdicción federal —ley 12.:j4(i, art. :i y decreto 
reglamentario, art. 4. 

Que las sumas cobradas a su mandante en nombre 
de leyes locales comportan la violación de las disposi- 
ciones legales citadas, eou desconocimiento del art. ÍÍ1 
de la Constitución Nacional. 

Que corrido a fs. 11 traslado de la demanda, el doc- 
tor Ismael Casaux Alsina, en representación de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, opone la excepción de incom- 
petencia de jurisdic-ión la cual es roel lazada a fs. 25, 
contestándose la demanda a fs. 28, donde so niegan 
los hechos y el derecho invocados que no sean recono- 
cidos y innmíicsta: 

Que la ley 12.346 no ha tenido la finalidad de su- 
primir las facultades de las provincias conferidas pol- 
los arts. 104 y 105 de la Constitución y que, en este 
caso, conforme a ellas su mandante ha dictado las leyes 
locales núms. 4247, 4258 y 4375 reglamentando el ejer- 
cicio de su derechos do policía sobre el tránsito de 
vehículos dentro de su territorio. Observa que el art. 3 
de la ley 12,340 deja librado a las provincias y munici- 
palidades la reglamentación del tráfico de pasajeros, 
encomiendas», etc., etc., y agrega que la circunstancia 
de que el transporte de personas y de cargas se halle 
sometido a una ley nacional no impide, ni restringe, ni 
limita las facultades constitucionales de las provincias 
en cuanto al ejercicio de los derechos que lo son 
propios, 

Fn consecuencia, pide el rechazo de la acción de- 
ducida, con costas. 

Que a fs. 31 vta. abrióse la causa a prueba, produ- 
ciéndose por la actora la que expresa el certificado de 
fs. 111. A fs. 12f> se llamó autos para definitiva; y 
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Considerando : 

Que el informo do la Comisión Nacional de Coordi- 

que el servicio público de transporte de pasajeros en 
automotor uniendo la Capital Federal con la ciudad de 
Lujan se cumple, desdo el 1 S de octubre de 1939, a nom- 
bre de Ja empresa G. O, A. L., y desde el 7 de noviembre 
de 1940 a nombre de la empresa S. A, T. A., por trans- 
ferencia de aquélla a esta última, que es la actora. 

Que la protesta, condición previa e indispensable 
(jara obtener la devolución de la multa, su existencia, 
resulta debidamente comprobada con los siguientes an- 
tecedentes: a) la nota del 23 do octubre de 1940 dando 
cuenta al Sr. Ministro de Gobierno de la Provincia de 
Buenos Aires que el destacamento de policía núm. 18, 
situado en Haodo, aplicó a la actora diversas multas 
por las infracciones materia del presento juicio (fs. 
100); b) la manifestación lieclia a renglón seguido en 
el mismo escrito, a todos los efectos legales, de que 
reitera las anteriores *'en el sentido de que todas las 
multas cuyo pago se nos ha exigido, se nos exige y 
tengamos que abonar on el futuro, se hacen bajo la más 
absoluta reserva de todas las a clones judiciales". Ta- 
les manifestaciones, formuladas en expedientes trami- 
tados en forma ante funcionarios administrativos de 
la Provincia, ban dado a éstos oportunidad de ente- 
rarse do las razones de orden institucional determi- 
nantes de la protesta, como ésta lo requiere. La fecha 
sería anterior a la que expresan los recibos acompa- 
ñados y, aquélla, además, se refiere a los pagos pre- 
sentes y futuros. La protesta reúne así todas las con- 
diciones exigidas por la jurisprudencia reiterada de 
esta Corte para declarar su eficacia y validez. 
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Que tas boletas de fs. 7 ti fs. 11 del expediente 
agregado, emitidas por autoridades de la Provincia de 
ílueiios Aires; las conclusiones del informe del conta- 
dor Drysdale corriente a fs. 7r> del principal; las de- 
claraciones de los testigos de fs, 50, 51 y 51 vta., y lo 
dispuesto por el urt. 86 de la ley 50, en su última parte, 
comprueban la exactitud de los pagos hechos por Ja 
actora a la demandada en concepto de multas por in- 
fracciones al art. 70 del decreto reglamentario de la Lev 
provincial núm. 4375. 

Que el transporte do pasajeros de un punto a otro 
del territorio de la tíepúbliea es una actividad prote- 
gida en cuanto a las personas y a las cosas por los 
arts. 14 y 67, inc. 12, de la Constitución Nacional. La 
facultad atribuida al Congreso por este último, de re- 
glar el comercio de las provincias entre sí, es de estric- 
ta aplicación a la contienda materia de la presente 
causa. 

En efecto, se lia entendido siempre, lauto por las 
tecisioras de nuestra jurisprudencia como por las de 
los tribunales de los Estados Unidos de América, que 
el transporte, como elemento esencial del comercio, es- 
tá incluido en las actividades que regla el inc. 12 del 
art 67 citado, Y que el contralor de tal transporte in- 
cluye no sólo el relativo a la propiedad en cualquiera 
de sus manifestaciones, tranvías, camiones, ómnibus y 
automotores en general, sino también las personas y 
las relaciones jurídicas derivadas del mismo transpor- 
te cuando éste tiene lugar entre habitantes de diferen- 
tes estados —188, 27. 

Que el art. 3 de la ley V2MG, creando la Comisión 
Nacional de Coordinación de Transportes, dispone que 
'Mas provincias y municipalidades podrán reglamentar 
el tráfico de pasajeros, encomiendas o cargas en ser- 
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vicios lócalos cuyos puntos torminales estén situados 
dentro de su territorio, cualesquiera que sean los cami- 
nos que utilice, pero esas reglamentaciones no podrán 
afectar los transportes i nter provinciales regidos por Ja 
presente ley y sus disposiciones reglamentarias*'; y 
agrega que "en ningún caso las empresas de transpor- 
te por camino quedarán sujetas a más de una jurisdic- 

dades para fijar recorridos y reglamentar el tráfico 
dentro de la zona urbana del municipio". 

Que la primera parto del citado art. íí de la suso- 
dicha ley representa una aplicación del innegable de- 
recho que corresponde a las provincias, en virtud de 
los art*. 104 y 105 de la Constitución Nacional, dentro 
do sus límites jurisdiccionales para reglar el comercio 
y la circulación territorial, pero a condición de no afei- 
tar de alguna manera el tránsito interproviucial. 

Que el art. 67, ine. 1*2, inversamente, reserva al 
Congreso de la Nación la facultad de reglar el comer- 
cio y, por ende, el transporte de las provincias entre 
sí, quitándoles a estas, consiguientemente, el poder de 
expedir leyes o decretos que imposibiliten o interfieran 
el ejercicio de aquel poder nacional. Las provincias, en 
el ejercicio de sus poderes de legislación interna, lia 
dicho esta Corte, no se hallan autorizadas para dictar 
leyes o reglamentos de carácter general o municipal 
que comporten, directa o indirectamente, trabar o per- 
turbar, de cualquier modo que no signifique el ejerci- 
cio de sus poderes de policía, la libre circulación terri- 
torial o que puedan afectar el derecho de reglamentar 
e! comercio conferido al Congreso de la Nación con el 
carácter de una facultad exclusiva — 188, '27. 

Que la ley 12.346, haciendo justa aplicación de es- 
tos principios fundamentales, ha dispuesto en el art. 9 o 



FALLOS DE l,A CORTE SUPREMA 



que el P. E. previo informe de la Comisión Xation.nl 
de Coordinación de Transportes reglamentará las ren- 
diciones en que deberá efectuarse el transporte de pa- 
sajeros, encomiendas y cargas y la fiscalización a que 
estarán sometidas las empresas transportadoras en sus 
relaciones con el público y con ol organismo coordi- 
nador" Y ya en el tercero habíase anticipado que las 
reglamentaciones provinciales y municipales de orden 
interno no podrán afectar los transportes interprovin- 
eiales regidos por Ja ley nacional 12.340' y sus dispo- 
siciones reglamentarias. 

Que ni el art 3 de la ley l2Mñ, ni olio alguno 
del decreto reglamentario, permite admitir que el Con- 
greso de la Nación haya entendido no mantenerse den 
tro del principio constitucional de que el derecho de 
reglar eí transporto interprovineial, como parle del co- 
mercio, sea una facultad exclusiva del Gobierno de la 
Nación. 

Que, por consciente, en el conflicto entre las dos 
jurisdicciones, esto es, entre la aplicación de la ley na- 
cional núin. 12.346 y la del deereto reglamentario de 
la ley de la Provincia de Buenos Aires núm. 4375, debe 
tlarse preferencia a la primera con arreglo a lo dispues- 
to por el art. 31 de la Constitución Nacional. Por con. 
siguiente, debe declararse que las multas cobradas por 
la Provincia de Buenos Aires lo han sido sin jurisdic- 
ción en el caso y su importe debe ser restituido al actor. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dicta- 
minado y pedido por el señor Procurador General há~ 
eese lugar a la demanda condenando, por consiguiente, 
a la Provincia de Buenos Aires a restituir, dentro del 
plazo de treinta días, la suma de ciento cuarenta pesos 
moneda nacional y sus intereses a estilo de los que 
cobra el Banco de la Nación Argentina desde la notifi- 
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Sin costas en atención a la na- 
bal 




ni tlud archívese. 



y en su oportu- 



1Í0BKIIT0 RkPETTO — ANTONIO S¿- 
G ATINA — B. A. NAZAR An- 

chouena — F. Ramos Mejía. 



MARIA VAN <;AEL DE STOECKLIN v. PROVINCIA DE 

SANTA FE 

DAÑOS Y PERJUICIOS: D, terminación dr hi ituiemnkaci'ni, Dtt 
ñu imittrifíl. 

Reconocida por la demandada ln imposibilidad de entre- 
gar el inmueble determinado en la sentencia condenato- 
ria y debiendo, por olio, papar a la actora, con los res- 
peel'ivoíi intereses, el valor que aquél tenía en la época 
fijada en dicho folio, corresponde establecerlo con pres- 
rindencia de circunstnneias uno no son val ederas. _de> ins- 
trunientos referentes a operaciones hechas siete años des- 
pués, de declaraciones de testigos que no dan razón sufi- 
riente de sus afirmaciones contradichas por otros elemen- 
tos decisivos, y de métodos pe! i «rosos —eomo el de fi.iar 
una proporción de aumento o disminución pcoeral do los 
precias, para deducir el valor de la tierra en una época 
por el qtie tenía en otras— y tomando, en consideración, 
cn cambio, eomo base fi de estimación, las fundadas en da- 
tos correctos e indubitables, romo las adjudicaciones de 
«>sas tierras hechas, en mía sucesión dos anos después de ln 
fecha en que debió efectuarse la entrega y bis ventas de 
campos linderas de qm- informan los peritos. 

Dictamtín Dfiti Proguiutíoií O en eral 
Suprema Corte: 

Las cuestiones actualmente a fallo de V. K. se re- 
fieren al cumplimiento de la sentencia definitiva dic- 
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íadu por el tribunal a Fs, 326-330. Trátase, pues, de un 
caso dé jurisdicción originaria. En cuanto a lo debati- 
do, versa sobro apreciación de la prueba o del alcance 
de disposiciones de derecho común o procesal ajenas 
a mi dictamen. Buenos Aires, febrero 28 de 1944. — 
«*»<MI Airarte 



FALLO DE LA COHTE SITIÍLMA 

Buenos Aires, :íl de julio de 1!>44, 

\ vistos: Kl juicio pop ejecución de sentencia se- 
guido por doña liaría Van Uael de Stoeckün v otros 
contra la Provincia de Santa Fe; 

i 'onsidei audo : 

í. l^ue en el juicio seguido entre las mismas par- 
tes ante esta Corte Suprema "por integración de área 
territorial o indemnización de d"ños y perjuicios", 
eorno consecuencia de la ley de ¡Santa Ke de 27 de agos- 
to de 1886, que ordenaba se diese a Don Santiago Tem- 
ple la extensión de cincuenta leguas de campo fiscal, 
ley cumplida sólo en parle, se dictó sentencia en ju- 
nio 7 di» 1ÍW7 — fs. :íl><¡— condenando a la demandada 
"a entregar a los actores la extensión de diez mil ocho 
cicutas tres hectáreas unís ochó mil novecientos seten- 
ta y tres metros cuadnidos o su valor a la época do la 
escritura de 190.'1 conforme al promedio del de las 
tierras efectivamente entregadas, con más sus intere- 
ses n estilo do los que cobra el Banco ríe la Nación 
Argentina desdo el día de la notificación de la deman- 
da; todo en el plazo de noventa días de notificada la 
presente. Pon costas 1 ', iniciada la ejecución — fs. 340— 
la Provincia de Santa Pe, por intermedio de su apode- 
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rado, el Dr. Urbano de Iriondo, manifestó la imposibili- 
dad l *de hacer entrega a la < le mandante de la superfi- 
cie de tierra a que fuera condenada par no restarle 
propiedad fiscal suficiente" — fs. 3±± 

II. Que disconformes las partes sobre el valor de 
la indemnización subsidiaria, por imposibilidad de en 
tféga de la tierra, fs, 443 y 447, se abrió la causa a prue- 
ba cu :í0 de abril de 1Í143 — fs. 448 vtu.— produciendo 

partes la t]ue juzgaron pertinente y el Tribunal 
aceptó, la cual corre de fs, 451 cuerpo de autos) a 
fojas 7.17 (4" cuerpo); corrióse un nuevo traslado por 
su orden a las partes — fs. 7ÍW vta. — y alegaron las 
mismas sobre el mérito de la prueba y los fundamentos 
jurídicos de sus respectivas posiciones en el pleito; 
sosteniendo el representante de los actores que debía 
estimarse en $ 33 '%. la hectárea do la extensión terri- 
torial que Santa Fe debió pagar, fs. 744; y el apode- 
rado de Santa Fe que el precio debía fijarse en base 
al dictamen pericial de la mayoría, es decir f o 
por hectárea, fs. 7f>2. La causa quedó en estado de fallo 
H 17 de marzo de 1ÍÍ44 — fs. 76b' — . 

III. Que, desde luego, debo reconocerse la dificul- 
tad para las partes, los peritos y la misma justicia, 
de fijar el precio justo — referido a cuarenta años 
atrás — poco más o menos — de tierras que, en el trans- 
curso de ese tiempo, sufrieron transformaciones noto- 
rias y variables en euda sección, determinadas —cada 
una en su especial condición, naturaleza y ubicación — 
por el progreso general del país, de la Provincia y el 
particular regional: el ferrocarril, los caminos comu- 
nes, generales y vecinales, el telégrafo, oí teléfono, la 
colonización, los nuevos cultivos, los centros de pobla- 
ción, las industrias, el comercio y otros factores efi- 
caces habrán gravitado diversamente en cada una de 
las cuatro seccionéis en qnc los peritos han ubicado bis 
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tracciones que integran la superficie que so reconoció 
a los actores por la sentencia de junio 7 de 1937. 

IV. Que los peritos Gómez, Quirno Costa y Fi- 
za rro procedieron al desempeño de su cometido con- 
forme a los términos del mismo según acuerdo de par- 
tes litigantes — fs. 4b7 homologado por auto de fs. 489 
vta. — , ubicando las fracciones parciales dentro de cada 
sección y justipreciándolas separadamente; los tres 
coinciden en la primera parte de la función encomen- 
dada, es decir, en la ubicación, con sus áreas respec- 
tivas, de las cuatro fracciones que debieron integrar lo 
asignado a Temple por la ley santafosina de 1886 y 
así mencionan para ubicar las partes faltantes y que se 
lijan en la sentencia de fs, 326: fracción V de ti.464 
hectáreas y 3.704 metros cuadrados, ubicada en el de- 
partamento de Vera ; fracción 2* do 6£54 hectáreas y 
ÍJ.783 metros cuadrados, también situada en el depar- 
tamento do Vera; fracción 5* de los 108.552 hectáreas 
y 3.313 metros cuadrados, también en Vera; fraccioné 
de 13.420 hectáreas situadas en el departamento de San 
Cristóbal (pericia de Góinoz y Quirno Costa, fs. í>42 
vta. y 043; pericia de Pizurro, fs. 6a7 vta. y 6"38) ; pero 
discrepan sensiblemente en la apreciación de cada una 
<le esas fracciones, conforme a los elementos de infor- 
mación incorporados a los autos y al análisis crítico 
que de los mismos hacen, estimando los doctores Gó- 
mez y Quirno Costa que, en resumen, debe asignarse 
el valor de cinc» pesos a cada hectárea debida — fs, G43 
vta. y el doctor Pizarro que eso valor debe fijarse en 
veinticuatro pesos con cincuenta centavos — fs. 077 vta. 

V. Que entre los dictámenes del perito Piznrro 
(fs. ti.">7) y el de los peritos Gómez y Quirno Costa 
(fs. (¡41) antes mencionados, el Tribunal estima (pie 
debe aceptarse el de estos últimos en cnanto en él se 
dan bases más acertadas para poder determinar el pro- 
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do que tenis la tierra en lí)03. Coincide este dictamen 
con el primero en lo que atañe a la ubicación de las 
tierras, de que se hace mérito en el anterior conside- 
rando y a los distintos tipos de interés que cobraba 
el Banco de la Nación dusde la notificación de la de- 
manda, referidos en el oficio de fs. 439. El primero 
de los dictámenes hace referencia a circunstancias que 
no son valederas en el cuso, y se basa en un método 
peligroso na ra fijar el valor que las tierras tenían en- 
tonces. 

En efecto, nada tiene que hacer el precio de la 
construcción del ferrocarril ni el de la concesión, con 
id valor que tenía el campo en 1903. Tampoco os acep- 
table el método de fijar una proporción de aumento 
o disminución general de los precios para deducir el 
valor del campo en 1ÍÍU3 por el que tenía en 1910 o 
1920, a que se refiere el primer perito. Por ello, el 
Tribunal considera que es más razonable el aceptar 
las bases de la estimación que refieren los dos íntimos 
peritos que coinciden en el dictamen de fs. G41, puesto 
que se lo funda en datos concretos e indubitables como 
lo es el de las adjudicaciones de las mismas tierras, 
efectuadas en la sucesión del señor Temple dos años 
más tarde, en el año 1905, entre $ 3 y $ S Ja hectárea, 
y en las ventas de campos linderos de que ellos infor- 
man, de todas las cuales resulta un precio promedio 
de í ").77 por hectárea para las cuatro fraccione?. Mas 
al fijar estos peritos el precio de | 5 por hectárea se 
eoloenn en un precio inferior a! que resultaría de los 
valores antes referidos, por lo que el Tribuna!, per- 
catado de la dificultad de valuar en su exacto precio 
las tierras que no pudo entregar en 1D03 la Provincia 
demandada, estima como el más justo y razonable, el 
de $ íí.óO por hectárea. 

VI. No se hace mérito do la prueba testimonial 
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e instrumental ofrecida por tos actores, en atención a 



al año liKí.S y porque contradicen los elementos de prue- 
ba que son decisivos ¡t juicio del Tribunal para fijar 
el valor de las tierras, puestos de manifiesto en el 
dictamen de la mayo ría de los peritos, como lo son los 
precios de venta de los campos linderos y el fijado 
por los mismos herederos adjudicatarios de Temple, 
en 1W)5, dos años despnes de entregadas las tierras a 
su causante. La prueba instrumental se refiere a es- 
crituras del año 1ÍH0, que tampoco pueden desvirtuar 
el valor del dictamen antes referido. 

En su mérito se resuelve que la Provincia de San- 
ta Fe deberá ¡Migar a la parte uetora. por las diez mil 
ochocientas tres hectáreas más ocho mil novecientos 
setenta y tres metros cuadrados, la cantidad de seis 
pesos con cincuenta centavos moneda nacional por hec- 
tárea, con los intereses al tipo que se indica en el ofi- 
cio del Banco de la Nación de fs. 439, desde la noti- 
ficación de la demanda, como lo dispone la sentencia 
de fs. 32G, y las costas del juicio. Notifíquese, repon 
gnse el papel y en su oportunidad archívese. 



Considerando: 

T. Que en el juicio seguido entre las mismas par- 
Tes ante esta Corte Suprema "por integración de área 
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territorial o indemnización de daños, y perjuicios", co- 
mo consecuencia de la ley de Santa Fe de 27 de agosto 
de 1880, que ordenaba se diese a Don Santiago Temple 
la extensión de cincuenta leguas de campo fiscal, ley 
cumplida solo en parte, se dictó sentencia en junto 7 
de 1937 — fs. 320— condenando a la demandada "a 
entregar a los actores In extensión de diez mil ocho- 
cientas tres hectáreas más ocho mil novecientos se- 
tenta y tres metros cuadrados o su valor a la época 
de la escritura de líHKü conforme al promedio del de 
las tierras efectivamente entregadas, con más sus in- 
tereses a estilo de los que cobra el Banco de la Nación 
Argentina desde el día de la notificación de la deman- 
da ; todo en el plazo de noventa días de notificada la 
presente. Con costas". Iniciada de ejecución — fs. 340— 
la Provincia de Santa Fe, por intermedio do su apode- 
rado, el Dr. Urbano de Iriondo, manifestó la imposibi- 
lidad "de hacer entrega a ln demandante de la super- 
ficie de tierra a que fuera condenada por no restarle 
propiedad fiscal suficiente" — fs. 342. 

II. Que disconformes las partes sobre el valor de 
la indemnización subsidiaria, por imposibilidad de en- 
trega de la tierra, fs. 443 y 447, se abrió la eausa a 
prueba en 30 de abril de 1943 — fs. 448 vta.— produ- 
ciendo las partes lo que juzgaron pertinente y el Tri- 
bunal aceptó, la cual corre de fs. 451 (2» cuerpo de 
autos) a fs. 737 (4' cuerpo) ; corrióse un nuevo traslado 
por su orden a las partes — fs. 739 vta.— y alegaron 
las mismas sobre el mérito de la prueba y los fundamen- 
tos jurídicos de sus respectivas posiciones en el pleito ; 
sosteniendo el representante de los actores que debía 
estimarse en * 33 % la hectárea de la extensión terri- 
torial que Santa Fe debió pagar, fs. 744; y el apode- 
rado de Santa Fe que el precio debía fijarse en base 
al dictamen pericial de la mayoría, es decir, | 5 % 
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por hectárea, fa. 762. La causa quedó en estado de fa- 
llo el 17 tte marzo de 1944 — fs. 766. 

ÜI. Que, desde luego, debe reconocerse la difi- 
cultad para las partes, los peritos y k misma justicia, 
de fijar un precio justo —referido a cuarenta años 
atrás — poco más o menos — de tierras que, en el trans- 
curso de ese tiempo, snfrieron transformaciones noto- 
rias y variables en cada sección, determinadas — cada 
una en su especial condición, naturaleza y ubicación — , 
por el progreso general del país, de la Provincia y el 
particular regional: el ferrocarril, los caminos comu- 
nes, gime ra Ies y vecinales, el telégrafo, el teléfono, la 
colonización, los nuevos cultivos, los centros de pobla- 
ción, las industrias, el comercio y otros factores efica- 
ces habrán gravitado diversamente en cada una de las 
cuatro secciones en que los peritos lian ubicado lc\ 
fracciones que integran la superficie que se reconoció 
a los actores por la sentencia de junio 7 de 1937. 

IV. Que los peritos Gómez, Qnirno Costa y Piza- 
rro procedieron al desempeño de sn cometido conforme 
a los términos del mismo según acuerdo de partes liti- 
gantes — fs. 467 homologado por auto de fs. 469 vta. — , 
ubicando las fracciones parciales dentro de cada sec- 
ción y justipreciándolas separadamente; los tres coin- 
ciden en la- primera parto de la función encomendada, 
es decir, en la ubicación, con sus áreas respectivas, de 
las cuntro fracciones que debieron integrar lo asignado 
a Temple por la ley snntafesina de 1886 y así mencionan 
para ubicar las partes fnltantes y que se fijan en la 
sentencia de fs. 326: fracción 1* de 6.464 hectáreas y 
5.704 metros cuadrados, ubicada en el departamento 
de Vera ; fracciótt T de 6.554 hectáreas y 9. 783 metros 
euadrados, también situada en el departamento de Ve- 
r:i ; fríu ch'm .7* de 108.552 hectáreas y 5.313 metros cua- 
drados, también en Vera; fracción 4* de 13.420 hectá- 
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reas situadas en el departamento de San Cristóbal 
{pericia de Gómez y Quiruo Costa, fs. 642 vta. y 643; 
pericia de Pizarro, fs, 657 vta. y 658); pero discrepan 
sensiblemente en la apreciación de cada una de esas 
í'raceiones» conforme a los elementos de información 
incorporados a los autos y al análisis crítico que de 
los mismos hacen, eslimando los doctores Gómez y Quir- 
no Costa que, t.i resumen debe asignarse el valor de 
cinco pesos a cotia hectárea debida — fs, 645 vta.— y el 
doctor Pizarro que ese valor debe fijarse en veinti- 
cudlro pesos con cincuenta centavos — fs. 677 vta. 

V. Que, además ele las que mencionan los peritos 
y las partes en sus pruebas, dictámenes y niñatos, de- 
ben tenerse en cuenta para una equitativa y aproximarla 
a la verdadera apreciación de las tierras debidas, en la 
época fijada en la sentencia que so ejecuta; estas cir- 
cunstancias: a) En 1003 la Nación babía terminarlo, 
por ncuerdos intornacionnles honrosos, su viejo e in- 
quietante pleito de límites con Chile, fijando las bases 
y ol árbitro para establecerlos concreta y prácticamen- 
te (Acta Preliminar de Arbitraje y Tratado General 
de Arbitraje; Convención de Limitación de Armamen- 
tos Navales, los tres de mayo 2fl de 1902 ; Laudo Arbitral 
de Su Majestad Británica el Ttey Eduardo VIT, de 20 
de noviembre de 1W2; Convenio sobre fijación de hitos 
en la Puna de A f acama, de de enero de 1003; y Acta 
solare Demarcación de Límites, de 5 de noviembre de 
1903i Posteriormente —en 1904 — se concluyeron otros 
acuerdo* cntiv ambos países pero fueron de simple eje- 
vnown de los anteriores. Conf, "Tratados y Convencio- 
nes vincules en la República Argentina —Tomo 1', págs. 
305 a 355— ; publicación del Ministerio de Relaciones 
Exteriores de 1925). 

Ro infiere fácilmente la influencia de tales aconte- 
cimientos en la consolidación de la paz, la confianza 
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y el alza legítima de los valores económicos todos del 
país —que son los que aquí se contemplan : tierras, ga- 
nadería, agricultura, Industrias, comercio; b) La Pro- 
vincia de Santa Fe debió entregar, según la sentencia 
que se ejecuta, en primer término, tierras en el año del 
fallo (1937) y ellas, en esa época valían indudablemente 
mucho más de lo que podían valer en 1903, fecha fijada 
por la Corte para la condena subsidiaria porque se tomó 
como base de la deuda la e> ritma pública de adjudica* 
ción a Temple, pero teniendo eomo base "el promedio 
de las tierras electiva mente entregadas" (Consideran- 
dos l* y 6* y parte dispositiva del fallo de fs. 326). 

VI. Que, además y como lo rd vierte la parte aeto- 
ra en su memorial de fs. 744 — Cap. VI— en la referen- 
cia a valores y precio de 1903 con relación a este fallo 
de ejecución, o aun al definitivo de 1937, debe tenerse 
en cuenta para una razonable estimación que el valor 
real, el poder adquisitivo del peso moneda nacional en 
la prime i-a fecha, de 0.44 oro sellado, era más elevado 
que el actual. No se fijarán equivalencias exactas, pero 
tampoco se puede prescindir de la cin (instancia noto- 
ria de que la expresión numérie; do pesos moneda na- 
cional en 1903 no tiene el mismo valor que igual expre- 
sión mmu'rirn d<> pesos moneda nacional en 1044. 

Vil. Que como queda expresado —considerando 
IV— las discrepancias entre las pericias de la mayoría 
y do bi minoría en cuanto a la estimación del valor de 
las tierras discutidas es acentuada, pues los doctores 
Quirno Costa y Gómez asignan cinco pesas a cada hec- 
tárea y el doctor Pizarro veinticuatro pesos con cin- 
cuenta cent o vos pero debe advertirse que este ultimo 
lia documentado y fundado en forma más lógica y efi- 
caz sus conclusiones; y así: a} en el parágrafo í( Esti- 
mación por el Contrato de Concesión** deduce, como 
mínimo el precio do * ^ por hectárea lo que debe ad- 
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judicurse a la parte premio — un 25 fe del total "com- 
pensación y premio" que importaron las 50 leguas de 
la escritura de 1903 (fs. 661 vta.); lo cual, según el 
perito — fs. 665 — con la valorización de las tierras de 
Santa Pe desde 1882 gracias en buena parte a la Ley de 
Inmigración y Colonización; b) según informe tíel Mi- 
nisterio de Agricultura, el término medio —entre los 
anos 1899 y 1903 en los departamentos de Vera y San 
Cristóbal fué de $ 20-30 por hectárea (fs. 666 vta.) ; c) 
i»l promedio de valor de tierras de Córdoba y Santiago 
del ¿latero, colindantes con las de Santa Fe en discu- 
sión fué de $ 25 la hectárea — fs. 667 y 667 vta. — ; d) 
si las ventas de los herederos de Temple a Ocantos, 
Tiscornia, Costa, González, Bertolatto en 1910 y 1911, 
se hicieron a precio* que oscilaron do $ 26,50 a 28 la 
hectárea y esas mismas tierras se vendieron a $ 40 en 
1920, es decir con un aumento del 35 % en el precio 
unitario, debe admitirse que, en la década anterior una 
proporción semejante experimentaron las mismas tie- 
rras, es decir que en 1901 valdrían $ 20 por hectárea; 
o) según el libro del Cincuentenario del Banco do la 
Nación Argentina, en 1902 la exportación registró un 
aumento de $ 25.000,000 sobre la de 1901, y en 1903 ese 
aumento fué de | 100.000.000 sobre 1902 y en propor- 
ción parecida subieron de 1901 a 1903 los depósitos, 
créditos, giros, etc.; f) las tierras que debieron darse 
a Temple son muy buenas para ganadería y agricultu- 
ra y han sido explotadas con buenos rendimientos, en 
particular, las de la cuarta sección que son las más 
extensas. 

VIIT. Que, entre otras pruebas, siete testigos ca- 
lificados por su vecindad, su condición de ganaderos, 
agricultores o comerciantes, argentinos, de buen con- 
cepto, afirman que se trata de tierras altas, de buenos 
pastos y aguadas, con agua a poca profundidad, aptas 
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para ganadería y agricultura, con rendimientos muv 
apreciamos; que entre 1903, 1910 y 1920 variaron rcln- 
tivamente poco en sus precios, los cuales eran de $ 30 
la hectárea poco más o menos, fs, 512 a 589. 

IX, Que las bases fundamentales de la pericia 
de los doctores Gómez y Quírno Costa son los valores 
asignados a los bienes de Temple en la sucesión de 
Santiago Hiehnrdson Temple en 1905, los cuales valo- 
res dan un promedio de $ 5.81 por hectárea — fs. 643 
v.— ; el informe del Departamento Topográfico de San- 
ta Fe, según el cual el promedio de las cuatro traccio- 
nes de Temple sería de $ 5.77 por hectárea (fs. G45); 
la tasación de Tristán Avellaneda y Julio Rodríguez 
de la Torre en 1905 en la sucesión Hiehardson Tei .pie 
que dio entre 5 y 8 pesos por hectárea; algunas opera- 
ciones de ventas oficiales y particulares que oscilaron 
entre $ 2.60 y 8 por hectárea, sin indicar con precisión 
las condiciones y calidades de las tierras vendidas; y 
afirman que "por datos que los han sido proporciona- 
dos (no dicen por quién o quiénes) los campos de la 
región del Tostado y parte norte del Departamento de 
San Cristóbal eran en 1903 desiertos y desconocidos; 
y que la valorización de 1910 se efectuó por una ola 
de especulación artificial, de proyectos ferroviarios ma- 
logrados y por una facilidad excesiva en el otorgamien- 
to de créditos por los Bancos. Varias de las ¡tlmiui- 
eiones precedentes son contradictorias con los informen 
banearios. del Ministerio de Agricultura y de testigos 
afincados y responsable- que constan en autos y men- 
cionados por el perito Pizarro. 

En mérito de lo expuesto, ejecutando la sentencia 
de agosto de 1937, se resuelve que la Provincia do Santa 
Fe debo pagar dentro do veinte días, por la tierra que 
debió entregar, a razón de veinticuatro pesos con cin- 
cuenta centavos mooeda nacional por hectárea, o sea 
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un total de doscientos sesenta y cuatro mil setecientos 
noventa y siete pesos con setenta y cuatro centavos 
mol leda nacional, más los intereses a estilo de los que 
cobra el Banco de la Nación Argentina y las costas del 
juicio. llágase saber, repóngase el papel y oportuna- 
mente a relávese, 

Antonio Saoabsa, 



Año 1944 — Agosto 



ADULFO A AXTnXl v. XAdOX AIUI [ÍXTIXA 
¡■:.n.nrm>. 

Eh improcedente la detuamlfi tendiente a <tlth-iier !a nuu- 
lueiftu ili*] retira, el reintegro al ejército en la .situación de 
adividad cotí el jrrmln rpie onTi-spiindería si aquél no se 
hubiera lífndlíciití» y H patio de las diferencias de sueldo 
I i üneittes, íwtprj>iií*Kln por e| militar cuyo relím fm* 
rlispit^slfi Kolii'f la hiiM' de un pedido (jm> intentó (tejar 
Mil efecto antw ¿le «| i i< i le fuera acontado por el respes 
íivo decreto, contra «I cual reclamó dos vece* ¡idmini*- 
tratívaiuent*-, mu i'xíl", díei-isi'is iiie.se* despnós de die- 
tmlo, la primera wz. y [iiepu de] transcurso de más de 
seis niíos, !a s-iruin hj. intervalo durante el nml cubro 

haberes ponió reí irado. 

SEXTPfCIA t'Ki. .Iru I''i:i»!:i;ai. 

Dueños Airwí, octubre l" de 1042. 

V viRtofii; BstOH nulos promovidos por Auloni Adolfo A. 
e. Gobierno de la Xaeióii ti, nulidad de decreto (' j, de cuyo efi- 
t! tillo resulta : 

1* Qiu- a fe, tí! se presenta «I »ctor por apoderado de- 
mandando al Gobierno Nacional : ") para ij tu» se deje sin efecto 
los decrepis de f.'elia H di» octubre de ÜCtO, :l| de marzo de 
1 ' ► " . li y :t0 de tnar/o de 1!»'í!1 y ta resolución ministerial de Te- 
cha 1 de mayo de I!iít3 por las epie se 1c declaró y mantiene en 
situación dr retiro; h) para <pu< ta- relimpio ni actor en la 
situación en epic so eiti-nril vaha cu el escalafón de tai arma 
nn.es del 17 de nel ubre de IflÜO, o sea en situación 'le aiiivi- 

Oi V. Pntl*n : |¡Kl, ]1-', U n-titi'ltn nc.Iiiv \h nresc rl-iei/m cu esta 
MÍHM. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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dad como mayor del Ejército Nacional; a para que so le 
ascienda, a teniente, eo'uuelj '/) pura que se TOÍieite del E. Se- 
nado la conformidad necesaria para ascenderte a coronel; y 
€) para que se le abonen las diferencias que le cor responden 
entré la pensión percibida orno mayor retirado y la dé mayor, 
tte. coronel y corono'! --i actividad; cotí intereses y costas. 

Expresa que el 1-í tiv> jnitii> de solicitó mi retiñí mi- 

litar, pedido del ipie desistió a los -i ó 4 días, dándosele nueva 
destino. Que producida la revolución do w>tienduv de ]!•:!<* 
presentó una in'iii al Miiiktéríb de la Querrá haciendo enjutar 
«pie nn desealin retirar.se voluntariamente d- l Kj<" nil o. jii> 
chistante lo cual enn fecha 17 de octubre de VXU). el P, E. le 
acordó el retiro, rumiándose en su solicitud. Que con fecha 
24 de febrero ele 1932 .solicitó reconsideración de tal resolu- 
ción, gestión qu« fué desestimada por decreta de fecha :11 de 
marzo de lí':t2, Que habiendo formulado nueva solicitud en 
el misino sentido el Ministro de la < i uerrn Oral, Rodríguez; la 
resolvió negativamente con fecha I de mayo de 19ÍÍ2, 

Sostiene ipii* tales decisiones muí violalorias di* la t". Na- 
cional, siendo nulo y carente ríe valor el acto del l'. K. que le 
acordó «■! retiro, careciendo el. P, E. de Facultades absolutas ni 
discrecionales, para declarar ta .situación de retiro ile un mi- 
litar de su jerarquía. Que la actitud del I*. E. lo ha privado 
además de los derecho** al ascenso ;i teniente coronel a partir 
del ííl de diciembre de 1ÍKI1 y a coronel a partir del ;¡l de 
diciembre d- VXl't independientemente de las respectivas dife- 
rencias de sueldo cutre el camn de mayor en actividad y en re- 
tiro y las eorrespiiiid ientes a los distintos emolumentos estable- 
cidos para los mayores cu actividad y los tenientes ¿arénele* 
y hts coroneles. 

Aludo :t las 'rest iones hechas administrativamente y que 

precedieron a esta demanda, invoca lo dispuesto en los arta. 1, 
14, IT, 10, 211 a 25\ il« y US de la ley 08?* a líw nrts. U 4, 
7 y 1" del tít. III de la ley 1707, so refiere a diversas ilí-piwi- 
cionca de la < '. Nacional y a 1 • » i csiiclti» pnr la .inri>r>rudencia 
en los numerosas casos que cita y pide que se barra lugar a la 
demanda. 

'¿' 1 Icela rada la competencia del ducado y corrido tras- 
lado de la demanda, es contestada \« r el Se. Procurador Eís. 
i*al l>r. l'anlneei Cornejo. o 1 "' solicita id reehasto de la acción 
con costas, nejando todas las afirmaciones del actor, en cuanto 
no sean expresamente reconocidas a la enntesíarión. í ¡pone la 
defensa de prescripción bienal del art. 4030 del <\ Civil y la 

quinquenal del art. W27. Sostiene o< 1 decreto del P. E. 

de fecha 17 de octubre d* 1 IMO. que ..curdo el retiro del actor 
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quedó coiiM-miili): que íiil derroto fué lepa! con arralo a lo 
it¡s|iitostfv en la ley 4707 tit. III. cap. 2», ¡irt. Sí y ley ÍJG75 art. 
10, ine. ii) suliine. l y ; que la solicitud tío retiro no* puedo ser 
retractada. «Jin- !<>.» pe.|idn> ,],■ t'rmenrpuraeíón y a-seenso non 

improeedenÉes, por tratarse ele median ajena» al Poder Judi- 
cial y de exclusiva mciiinheucin <K'J Sr. I' residen Ir de la Ña- 
fió», invoca J i ► depuesto en ta ley 1707 lít. ÍU, art. 10 y nrt. 
:í7. 38* 52 y síptes. de la ley 0B75 y se refiere a lo resuelto por 
la .jurisprudencia eii (íivr-sns rswojí que rita, estimando que 
correspondo el rechazo de la demanda. 

Considerando: 

I* Que el actor fué declarado on situación de retiro con 
fe-ha 17 de nrOilire do H*:¡0. disposición administra! ¡va que el 
iwtci'csiidó ««até de hecho, ¡mes reci'ún diez y neis meses des- 
pués íáa de febrero de 10:12) solicito administrativamente «pie 

;-e i.' ivín legrara a la actividad del servicio. 

DelICjfadll e.sa tardía solicitud de rein legro, por decreto de 
fecha ¡ti tl>- taar/o de líi:}2 y d^pués de un pedido do recon- 
sideración formulado el 30 de abril de 1<):(2 desestimado por 
el señor Ministro de la Guerra el 24 de mayo do lü:í2; acida 
de nuevo el interesarlo .su Mhraeión de retirado durante .seis 
añas y mcflio. Transcurrido c.sr prríndn rlr tiempo, rcinieia su 

pesímu administrativa a filies d* tulu'e de 1038 y posterior- 

iUCttte cu nbrtl ilr ÜKiíl dedm ■ acción judicial. 

Knos dos considerables bitcrvíilus ilc tiempo de 1fi meses 
e' primero y de li años y medio el Bcpundo, durante los cuales 
el mayor Antoni acato m situación de retp'ft del Ejército uni- 
dos al antecedente ríe haber solicitado voluntariamente mi re* 
tiro del Hjéivitn. eouiM eoi^ta d<* la unta de fecha 14 de junio 
ite 1930, corriente a ts. 1 del cxp. adm. a juicio del provryenlv 
le. han creado ni actor un e.siadn milhar definitivo, uo suscep- 
tible de modificarse a su soticiínd y contra la voluntad del 
P, IC. 

1.a actitud ado piada por rd mayor Anlmd, al percibir sin 
ol ervaeióu ni reparo dunoitr- un año y medio los emolumcn- 
tns equivalentes al fifi '", de s-u prado, que como Mayor retirado 

de] Ejército le QftlfítlA e| dCCÍCto riel P. E. de fecha 17 lie 

octubre de lí>:tO. dejando de prestar cu absoluto sus servicios 
en v\ Ejército importa una expresión tácita de la voluntad de 
aceptar el retiro dispuesto por el P. E- íarí. ftlfl del C. Civil). 

Si a ello .se mirr-ra la circunstancia de que después de su 
fornido • , ';«'binu». dejó transcurrir seis años y medio en idén- 
ticas condiciona. r\s decir, percibiendo el fio r ' del sueldo de 
su prado, no [.restando servicios militares de ninguna natura- 
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leza, llégase forzosamente a la v .. lusióii de que d demandante 
concluyó por aceptar la situación creadla y por el mismo pro- 
vocada al g.-stionar .,u retiro, 

Si bien es cierto que tres ^hws y medio dcspuéa de haber 
solicitado mi miro y antes de que ni* dictara el respectivo de- 
creto, el mayor Autoni, pidió que se dejara siit efecto su so- 
lieiind no lo es menos, que de haber mantenido su disposición 
negativa al retiro, un debió el intensado acular tácitamente el 
decreto que lo acordó el retiro, cobrando les sueldos do retirado 
¿iin protesta dej.iiidn de prestar servicios y esperando casi odio 
años y medio para deducir esta demanda, en que solicita que 
se le reincorpore en situación de actividad. 

2'' A lo expresado en el considerando precedente cal* 
agregar, que conforme a lo dispuesto en bi ley IT')", lít. 1U. 
art. 10, citando Ks oficiales bao revistado fuera de actividad 
más de dos años conste ut i vos, pasan ubi i oratoriamente a retiro 
cualquiera que sea su edad y >us años de servicios, precepto 
estrictamente aplicable en el caso pites «'| mayor Auiuní. está 
revistando Fuera de nclividfid desde hace pronto doce año»; 
.siendo de toda evidencia que tan laet'U separación del servicio 
activo, concluye necesariamente pur resentir la eficiencia es- 
pida por la labor militar. 

Kn tales condiciones el retiro del aetor. (leí sf miarse de- 
finitivo, no podiendo volverse ya sobre lo resuello en VXW y 
cu V.V.V2, tanto por el IV E. como por el S t -. Ministro de la 
fiuerra, sin que a juicio del stiseriplu pueda estimarse vio- 
lado ningún precepto te^nl ni constitucional (ley ¡h;?."., cap, 
IV, arte. 2*. :t7 y 3Í3 ine. 1">. 

3" 1 Lo expuesto lleva también a la decisión negativa d»l 
reclamo del actor, sobre reconocimiento de su derecho al hs- 
censo a teniente coronel y a coronel, así cuino a las correspon- 
dientes diferencias de haberes entre su sítttaeión di' retirado y 
de mayor en actividad, lo mismo que n los aumentos de sueldos 
en razón de los ascensos que -ni ¡ende le hubieran eorrespon- 
*dÍdo. 

Al respecto de los ascensos cualquier declaración resulta- 
ría ajena a la competencia de Us tribunales de justicia, ya que 
conforme al art. SU, ine*. 15 y lí» de la t'uiist ii ueión Xaeiunal. 
lo» poderes mili' ares corresponden en forma exclusiva y per- 
sonal al Presid- ote de la N'ación, a quien iuenmbe proveer los 
empleos mili! ,rcs di recta mente y con acuerdo del If. Senado 
con relación a los grados superiores, sin que pueda tener la 
justicia ninguna intervención en semejante materia. (Doctrina 
que emerge de los fallos de la ¡=¡. Corte, t. 1-1S. p. 157 y t. 155, 
p. 217>. ■ ÍJ 
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Ello independientemente, do qv n sólo corresponde acordar 
ascensos ii los oficiales fii actividad [nrt. :í8, inc. 1, cap. IV 
de la ley 9(575) rot nación en que, como se lia visto, no se en- 
contraba el actor, desde ocho afiofl y medio antes de iniciar 
esta demanda. 

Por estos fundamentos tallo desestimando esta demanda 
promovida por el mayor retirado I). Adulfo A. Antoiii contra 
la Nación, sin costas. — Alfonso E. Pavainf. 

Sentencia m: la Cámaka Federal 

liueuos Aires, :>4 de septiembre de 1ÍJ43. 

V viste»! Considerando: 

(¿lie en el xtth-liir no se trata de la privación ilegal por el 
P, 65. de un grado militar y de la consiguiente violación del 
derecho a La propiedad del misino consagrado por la ley res- 
pectiva y admitido por la Corte Suprema en los l'allms que 
eita el actor. Se (rula solamente de la determinación por el 
]\ K. de la si (nación de revista del interesado, arts. '2'A y si<rts. 
cap. IV, tit. II de la ley 4707, la cual, para todo militar sólo 
puede ser la ele actividad o retiro. Ks esta última, con su 
■irado y pensión correspondiente, la (pie Je asignó al Mayor 
Álltcuii el decreto ¡m pin: nado de 17 de uclnlnv de VXW, inter- 
pn !aiid<> <pc> la r-oliriiud de retiro no podía ser retractada. 

Qiu? por lo demás, imn en el supuesto de que dicho dc- 
ereío pudiera ser invalidado por una decisión judicial, ésta 
sería eompletamentu innocua en el auh-lif*\ pues ni el actor 
puede volver a la actividad emito lo pretende, después del 
largo tiempo tronfieuirido en que ha estado separado de ella, 
ni, menos aun obtener los nseeinof) a que se refiere, para lo 
feuál hubiera sido necesario no solamente que estuviera en ae- 
tividad, sino o,ue i'nera clasificado en la lorian prescripta por 
la ley y ;nin elegido por »•] Presidente ile la Nación, quien 
ejercita a! efecto lina facultad privativa y exelnyentc, mío lo 
estableciera I¡i ('ocle Suprema al fundar su deeisión en el 
caeo Rarreto eontrn la Nación (líaUou: 17!>. 127). 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada, se Iti eonfirnia, sin coata». — jffc Viflov Palacio. — 
Juan A. (ionii'ttez Calderón (De acuerdo con su voto). — Var- 
ías Tftn\y<i. — Cartas tht Campillo. 

Vottt <h¡ Dr. Jit>!ii A. (hmzüU: Cahbrón 

Y vistos: Siendo arreglada a derecho, se confirma la sen- 
tencia apelada de fs. 100. — Juan A. González Calderón. 
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FALLO IH-: LA mitTK SITKKMA 

Buenos Ai res , 4 de agosto de 1!)44. 

V vistos: tos autos "Adolfo Antonio Antoui v./ 
(ícilíii'njtt de la Nación, sobre nulidad di 1 decreto", ve- 
nidos de la Cámara Federal de la Capital por vía tlel 
recurso ordinario de apelación. 

T*or >us t andamentos y de ámenlo eon la doctrina 
sustentada por esta Corle en ]as eausas invocadas, se 
confirma la sentencia apelada de fs. 1 •_*:!. Sin rostas 
asimismo en esta instancia, en atención a la naturaleza 
do las cuestiones planteadas. 

Hádase saber y devuélvanle al tribunal de proce- 
dencia, donde .se repondrá el papel. 

Roberto Rriwxto — Antoxio 3a- 

i:\u\A — IS. A. Xazai: An- 
ClIORESA — P. lí AMos ftfsjtfU 



CRISTIAN 1. l'Kin; AKI V itTÜns v. PUoYÍ.WlA t>K 

í*AGOi l'-i'i" ÍNfí fiiilti. í*fntttnt%t, F<>r)nn. 

La p mienta i*n hi eual «* iftipHBMíi tlfprrtl c hii'onsíb 
tin'i.Mi.il fl cobro tle lo. hltptll*tCtt < 1 «* justicia y i la par- 

tii-if'iii per gravarse u hijuoliis expedubís fuera de ta prn~ 
vineia y cuya Inscripción m* solicita por PxliortOp es «n- 
fu-rnite para advertir n la provincia tic la iiiipiijíiimrión 
hecha al cobro de les ¡ntp tiestos cuya ilovuliu-íóu si' re- 

chuna, 

pttéHcUt origiitttrift ¡ir ln Cnrlt Süfiwntít. Cí*mwm ni qtt* t$ ¡«trie 
tilín prntimiit. CailM* <(>"' FWflH *»hr<> CMHiSHn ffttntlfit, 

(\>iapcte a la CmU Su picriiN n ,nn>,-r ni la • lemanita so- 
bre repet iriñll ln cobrado al actor ni concepto <b* illl- 
puesto* ti' justicia y a )a pnrl ieii'm iMalaVeithK por la 

ley t ]!>."> de la Prov¿ do Buenos ¿iüres e iiapttgfnados como 
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violiilorios de tos arts. 7° ib hi C'oijííI ít uciún Xncional y 
4* de la ley federal 44. 

COXSTITCCiOX NACIONAL*. CotatítuetótrnliOad e ineomtitoefe* 

ntlliíliid. Intinnstna ti titntríhunuurs ¡irovn¡i'hIt?g. TfiríóS. 

Loh impuestos de jujstiem y íi 1;: partición establee ¡dos por 
los arts. 11 (i hn\ r) y ine. 7- de la ley 41 Ha do !a 
Prov. d<* Huean* Aiiv.s n<» w>n \in!;itnrÍos del nrt. 7 V do 

líi Constitncíó» ííacional ni del ftrfc # do la ley federal 44. 

jrimiSPieciOÜ V COMPÉVEXCIA: r«.w ¡utninn faUnit. Coia- 
prtviii-iii orígimHn ti*-, ¡a Carie Suprema. Cundas rn t¡ua e¡t pttrlc 
uun provincift. Cama» tirites. C&nw9 <¡Hf cerstiH «?í*ff fidriiMH fo- 
rfíí(v< i/ Mríi>s /fis fttítnritttifh'H />rt< imiáleá regidos pttr tti¡>tt'Ila. 
L¡k cúeKt iones referentes a la Lijterpretaeión de los pre- 
ceptos di' hi ley 411'"» de la Prov. de IK hedía por km 
a^loridades administnifivfli son ajenas a la jurisdicción 
de la Corto Suprema. 

Dectamkx lux Piau-nuiHm (¡i:nkku. 
Su) nema Cork»: 

Varias personas (¡no invisten id earáeter de iicrcilc- 
ros do J). Lorenzo Carlos Ferrari demandan a la Pro- 
vincia ib Buenos Aires por devolución de sin ñas que 
b pairaron en concepto ib impuesto a la partición c im- 
puesto de justicia ni tiempo ilo ínseriljirse en el Regis- 
tro de ta Propiedad las transmisiones corroKptmdientcs 
a inmuebles situados en dblia provincia. La demanda 
se Fuiula en dos conceptos: haberse interpretado mal 
por el f'iseo provincial la ley de impuestos correspon- 
diente (X'' 4l!>.*i); y ser ineonstilueionales iludios co- 
bros. Lo primero, t-sea paría al conocimiento origina- 
rio V. JB..? no así lo so-rundo. Dejando de h.do la 
cuestión previa de si medió o no protesta en forma 
—que siéndolo de hecho queda librada al prudencial m 
criterio de V. E.— entro al l'omb del asunto. 

V. R. tiene decidido, y reiteradamente, ser ineons- 
tilneional id impuesto a la protocolización de hijuelas; 
de suerte que, sin perjuicio de mantener respetuosa- 
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monte como Jo lingo, mi opinión en contrario (180:378), 
sería inoperante volver vina vez más sol» re las mismas 
razones que autos parecieron insuficientes a la Corte. 

Man'- notar sin embargo, que aquí no se cobró im- 
puesto a la protocolización, sino directamente a Ja par- 
tición, tli' suerte que ya no entra en juego el argumen- 
to de negarse validez a procedimientos judiciales pa- 
sados ante otra provincia. Ora ocurra la partición 
dentro o lucra del territorio provincial, el gravamen 
es idéntico: 4 por mil, nrl. .7.1, me, 7, de la ley. Trami- 
tado el juicio sucesorio en la Capital Federal, no se 
pagó en ella impueslo sobre los bienes .situados en ju- 
risdicción, ile la provincia; cem lo cual, si se admitiera, 
la tesis de los actores, forzoso sería concluir que quie- 
nes transmiten t.ieucs situados en dicha provincia, es- 
capan ni impuesto con sólo otorgar el título de tras- 
misión en otra. Kn cambio, resultaría válido e inolijebv- 
ltle exigirlo a cuantos licrederos hiciesen la partición an- 
te jaece* del lerrilorio donde están los inmuebles. Kstn 
conclusión me lleva a pensar que, mientras no haya des- 
igualdad de trato respecto de los vecinos de otras pro- 
vincias —y aquí no existe— deberá reputarse constitu- 
cional el impuesto, Paréeeme aplicable sin esfuerzo, la 
doctrina que V. K. sentó en 11*4: ~>'K a propósito de gra- 
vámenes a la liquidación de una sociedad conyugal di- 
suelta en lugar distinto de] de la ubicación de los bienes. 

IW lo que al impuesto de justicia se refiere —art, 
Tlb\ im\ f) de la ley--, cabe hacerle extensivas normas 
de criterio semejantes a las referidas. Iíeeordaré, sim- 
plemente, la jurisprudencia de los fallos VV2: .'ÍOO v 
170:1,"1. 

A mérito de lo expuesto, me inclino a pensar que 
Jos actores no han demostrado la tacha de ineonstiln- 
cioualidad que sirve de fundamento a su demanda. Bue- 
nos Aires, marzo 24 de tí»43. — Jn>n» Alrarvz. 
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FALLO DE LA CORTE SU'HEMA 

Buenos Aires, 4 de agosto do 1944. 

Y vistos: Los seguidos por J). Cristian Ismael 
Francisco .José Ferrari contra la Provincia de Unenos 
Aires sobre devolución de pesos, do cuvo estudio re- 
sulla : 

A fs. 8 se presenta el citado letrado por sí v por 
Da, Florindu (¡onzólo/. Da-licre do Ferrari, por sí, y 
cu ejercicio de la palria potestad que ejerce sobre sus 
lujos menores, entablando demanda contra la Provin- 
cia de Buenos Aires para otitener la devolución de las 
sumas que le han sido cobradas indebidamente, que lian 
alionado bajo Jornia] prolija cu los autos sucesorios 
del Dr. Lorenzo Carlos Ferrari, esposo y padre de sus 
¡íJStitüyentea y del presentante, en concepto de impues- 
to de justicia y n la purlHón. Relama la devolución 
de la suma de s iu:¡0 abonada al risco do la Provincia 
en diciembre 1!) de VM1, en concepto de impuesto a la 
parlieión, eslableeido por el arf, 011, ¡ue, 7, de la ley 
4195 (4 !? 5.144) y de impuesto de justicia eslable- 
eido por .4 arl. lili, he-. t .) de la misma ley (1 % t 
$ t.286), lí colaina, además, los intereses desde la focha 
del pago y las Costas del juicio. Dice ojie su anleecsor 
el Dr. Lorenzo Carlos Ferrari falleció en esta Capital 
el 7 de abril de 1 í*4f >, promoviéndose su juicio sucesorio 
ante los tribunales de esta Caj ütal, como resulta del 
certificado expedido por el actuario que acompaña ba- 
jo el X» I. (Nucidos fos trámites do ley se dictó la 
decía r: toria ríe herederos a favor de los hijos legíti- 
mos del en usante quo nombra, sin perjuicio de los de 
red ios d.> la cónyuge supérstite, a la que también so 
declaró licrcdern en lo que respecta „ los bienes propios 



358 FALLOS DE LA CORTE SUrREM.Y 

del causante. Corridos los trámites fiscales se prac- 
ticó en dichos autos la cuenta particionaria de los bie- 
nes quedados al deceso del causauh , En las li i j líelas de 
la señora viuda y de los nuevo hijos, se les adjudica- 
ron bienes en jurisdicción de la Provincia de Buenos 
Aires. Aprobada la partición solicitaron la inscripción 
de los testimonios de sus respectivas hijuelas, median- 
te exhorto n librarse a las autoridades judiciales de La 
Plata. Dicho exhorto fué librado con fecha ^S de di- 
ciembre de 1040. A fin de poder dar curso a la inscrip- 
ción solicitada hubieron de abonar los siguientes im- 
puestos, dentro de la jurisdicción provincial; a) en con- 
cepto de impuesto de justicia que establece el art. 116, 
inc. c), de la ley 41í>5, el uno por mil sobre el ma vol- 
vedor de los bienes inmuebles ubicados en la Provin- 
cia» o sea, § 1.ÍS6; b) en concepto de impuesto a la 
partición se les exigió de acuerdo al art. 59, inc. 7*, do 
la ley 4195 el cutí tro por mil sobre el monto de los bie- 
nes, o sea, $ 5.144, lo que hace un total de $ 0.430. — . 
Aclara que al iniciar el exhorto alionaron el impuesto 
de justicia que grava cu la Provincia de Buenos Aires 
los exhortos provenientes de jueces de otras jurisdic- 
ciones, o sea, la suma de $ 20 {art. H6 f inc. i), ley 
4195), según resulta del certificado qu*» n compaña. 101 
pago de los impuestas fie justicia y partición consta 
asimismo del certificado que acompaña. 

Expresa que el pago de esos dos impuestos lo rea- 
lizaron bajo formal protesta y reserva de derechos, 
que se hizo constar en el auto que los declaró satisfe- 
chos, del <nial acompaña testimonio indicado con la le- 
tra (\ En esa oportunidad se abonó el impuesto a la 
protesta establecido por el art. fin, inc. o) de ]a ley 4105, 
según consta del certificado adjunto. 

En las hijuelas de la señora viuda y de los hijos 
del causante, se adjudicaron los establecimientos de 
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campo que se relacionan a continuación, por los valores 
de tasación judicial, que indica. 

Entiende que el l'isco de la Pro vi acia al obligarlos 
a abonar Jos impuestos de justicia y a la partición, 
como medida previa a la inscripción de las hijuelas, se 
lia ajustado al texto de la ley 41DÓ, exigiendo el pago 
tic impuestos improcedentes y viólatenos del articula- 
do do dicha ley. Ademas, ese procedimiento se aparta 
de la jurisprudencia de esta Corte declarando innece- 
sario el requisito de la protocolización previa a la ins- 
cripción en los registros locales, y en especial, incons- 
titucionales las exigencias de los arts. S.'jfi-S.jíí y con- 
¡Bordantes del Código de Procedimientos de la Provincia 
y art. Si de la ley 41!M de la misma Provincia, por ser 
vioíalm'ia del art, 7* de la Constitución Nacional y 4» 
do la ley 44. 

Sobre el impuesto de justicia dice que el art. 116 
de la ley provincial 4l!í-"j establece la escala o propor- 
ción en que lia de abonarse. En sus numerosos incisos 
contempla taxativamente las situaciones que pueden 
presentarse y fija la escala del impuesto en los dos su- 
puestos: impuesto proporcional <■ impuesto fijo. La 
tramitación de ex h ortos de jurisdicción extraña n la 
Provincia está gravada con un impuesto fijo de $ 20 
de acuerdo al inc i), del art. 1lf>. En cuanto a los jui- 
cios de protocolización de hijuelas o declaratoria de 
herederos, se contempla la situación en el inc. j), del 
art. llfi. Sobre la base de este inciso se exigió en los 
juicios de protocolización, de declaratorias de herede- 
ros e hijuelas, el pago del impuesto « que se refiere 
el inciso c). Declarada por la Corte la inconstitucio- 
nal i dad del impuesto a la protocolización que exigían 
los arts. 856 y concordantes del Código de Procedimien- 
tos de la Provincia y R4 de la ley 41 Üó, ta inscripción 
do las hijuela a se efectúa ya sin el requisito previo 
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de la protocolización, mediante Ja mera presentación 
en el registro de las piezas pertinentes, o mediante or- 
den del juez de la sucesión. Sostiene que el único im- 
puesto tic justicia que pi. 'de exigir la Provine i a es el 
que se establece en el inc. i) del art. 11b*, de $ LÍO, pero 
que la Provincia le cobró en el mismo ca nicle r de im- 
puesto de justicia el proporcional que establecen los 
ines. j) y e) del art. 11(1, que importa tina doble impo- 
sición olvidando que la Corte lia declarado innecesario 
el requisito de la protocolización, y que, por lo tanto, 
no existe más juicio de protocolización de hijuela.,, si- 
no simplemente exhorto* a electos de inscripción. Así 
como el gravamen del 7 por mil del art. 07, inc. a, ley 
41ÜÓ, lia quedado derogado y sin electo ni aplicación, 
pues no existe protocolización ni escritura de protoco- 
lización que gravar con dicho impuesto, así también ha 
quedado sin aplicación el gravamen de los it j) y 
c) del ari. 11b de la misma, pues su cobro implica des- 
conocer la jurisprudencia de la ('orle Suprema y cobrar 
un impuesto de justicia que es una tasa retributiva de 
un servicio por un servicio que no se presta, pues no 
existe juicio de protocolización sino simplemente un 
exhorto para el cual se ha establecido el impuesto de 
justicia del i ne. i). La Provincia incurre en mayor ile- 
galidad cuando no sólo cobra ese impuesto sino tam- 
bién el del inc. j). Que atento lo resuelto por la Corte 
la Provincia no puede gravar el pedido de inscripción 
mediante exhorto con el impuesto fijado en la ley 41 
para la protocolización. La pretensión de la Provin- 
cia de aplicar el impuesto de los ínes. c) y j) para los 
pedidos de inscripción equivale prácticamente a tornar 
lírica la declaración de tneonstitncionalídad de los 
arts. S3(¡ y concordantes del Código de Procedimientos 
e innecesaria la protocolización. La Provincia, no obs- 
tante, sigue aplicando los impuestos que gravaban a la 
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protocolización como si no se hubiera declarado su 
inconsfilueiouulidad. En el decreto de diciembre Ifi de 
1040, ta Provincia declara eme ha quedado .sin aplica- 
ción el iíravmnen del siete por mil en concepto de pro- 
tocolización, y los agentes fiscales, citando la jurispru- 
dencia de la Corte Suprema, no exiiren más di el i o irra- 
vamen, Pero, en cambio, se con ti mi a exigiendo el \mgo 
del impuesto de justicia del- inc ¡) del ¡irt. llíi que 
presume la xisteneia de juicio de protocolización. Ks 
evidente que si no existe protocolización para cobrar el 
sii-te por h il tampoco existe para cobrar el uno por 
mil de impuesto de Justicia del ine, j) del art. llfi. Kn 
concisión sostiene ojie la Provincia sólo puede gravar 
este exhorto disponiendo la inscripción do esta hijue- 
la, con el impuesto de justicia establecido en id inc. i>, 
esto es con $ -<> y nada más. Kn consecuencia solicita 
fc le reintegre la cantidad cíe $ 1.280 abonados mi cmi- 
cepto de impuesto de justicia del citado ine. j), 

Kn cuanto al imnuc-lo a la partición después de la 
declaración de ineonstitueionalidad de los requisitos de 
la protocolización, sostiene que el fisco de la Provin- 
cia no puede exigir el impuesto del siete por mil — art. 
57, ine. ,'t-, ley 41 05 — a las particiones practicadas fue- 
ra de la jurisdicción de la Provincia. Y en realidad 
no lo cobra, exigiéndose el pateo del impuesto del cua- 
tro por mil establecido en el inc. 7, art. oí), ley 41ÍK>. 

El patío de ese impuesto fué hecho bajo protesta 
el 1Í> de diciembre de 1040. Era tan enorme la viola- 
ción de la ley 41 Dó que la misma Provincia, a los pocos 
días, por decreto del 2d de diciembre de 1ÍÍ40, recaído 
en el expediente letra D. X* 177-940 declaró que "la 
"Dirección General de Rentas aplicará a las particiones 
de herencias realizadas judicial o oxt rajad íeinl mente y 
otorgadas fuera de la jurisdicción, siempre que el jui- 
cio testamentario no se inicie en la Provincia y en la 
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oportunidad determinada por el art. 44 de la lev 4195, 
el impuesto del dos por mil, que c-mbiecr r] art. li] do 
la misma, sin perjuicio del derecho de inscripción que 
determina el art. 79*', De acuerdo a ese decreto se los 
habría cobrado indebidamente el dos por mil de más. 
Díee que el impuesto de justicia del cuatro por mil del 
art. óO, Inc. 7, jamás ha sido cobrado por la Provincia 
sobre particiones realizadas fuera di' su jurisdicción, 
adentras so exiirió la protocolización de di dios actos. 
Pero declarada la i inconstitucional ¡dad del requisito de 
la protocolización, se exigió el impuesto de] cuatro por 
mil del citado inciso para resarcirse la Provincia do 
la merma que significaba la no percepción del impuesto 
a la protoeaHzaeióii del siete por mil del art. 57, ine. 3. 
El acto generador de la procedencia tlcl impuesto dul 
art 59, i n o. 7 (cuatro por mil) os la partición otorgada 
y pasada ante los jueces de la Provincia. Mal puede 
cnt'tncc> apltiai-r e-i*> \m] (!■ A>> :i particiones oloriza- 
das fuera de la Juristliccién provincial, que resultaría 
contrario al art. 7 do la Constitución Nacional y viola- 
torio del art. .'H do la misma, pues no está autorizado 
en texto leual alumno. Sostiene que así lo ha declarado 
un fallo del Juez Brunet de techa 13 de mayo de 1í>41 
que fué consentido por el Ministerio Fiscal, que trans- 
cribe, 

Termina diciendo nuo no cuestiona la ex i, oibilidad 
de los Impuestos ele £ 20 (tnc. i), art, lili, ley 4105) ni 
el impuesto de inscripción de 1 % por mil sobre el ma- 
yor valor de los bienes adjudicados en las hijuelas 
(art. 70, ley 4105) y si solamente el impuesto de jus- 
ticia del uno por mil fine. jK art. ley X* 410Ó1 y 
el do cuatro por mil impuesto a la partición (art. 50, 
ine. 7', ley 4105). 

Funda la jurisdicción oriirinarin en les arts. 1 y 8 
de la ley 48 y V do la ley 1467. 
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A fs. 21 vta. se corre traslado de la demanda y a 
fs. 29 lo contenta I). Guille mío X. Viueava pidiendo el 
rechazo de 3¡i misma con costar. Dice que por no cons- 
tarle a su parte los antecedentes y liedlos relacionados 
por los actores, los desconoce y niega expresamente, 
dejando a cargo de ellos su prueba, la que ha de refe- 
rirse principalmente a la existencia del pago do la su- 
ma (pío se pretende repetir y a la oportuna protesta. 
Sostiene que 110 corresponde a la jurisdicción origina- 
ria de esta Corte entender en esta demanda, pues los 
actores no impugnan luí jo ninirún aspecto la ineonsti- 
tucionalidíid del impuesto de justicia que se pretende 
repetir. Unicamente se limitan a discutir ta aplicabili- 
dad y legalidad del impuesto, cuestiones que son ajenas 
a la jurisdicción originaria de la Corte y están reser- 
vadas a los tribunales locales de acuerdo con los arla, 
tu f- y !(>."> de la Constitución Nacional y fallos de esta 
Corte que cita. En consecuencia, la Corte no puede 
tratar ni decidir los punios planteados por la parte ac- 
to ra relativos al impuesto de justicia, por lo ene pide 
se fraga procedente la excepción de incompetencia de 
jurisdicción respecto a esa parte de la demanda, 

Sostiene que de la documentación acompañada con 
la demanda parece resultar que bajo diversos aspectos 
la protesta invocada es deficiente y carece de eficacia 
jurídica por haberse omitirlo el cumplimiento de requi- 
sitos esenciales. 

Entrando al fondo de la cuestión sostiene la pro- 
cedencia del impuesto de justicia y la conslitucionalí- 
dad del impuesto a la partición. En cnanto al primero 
la Provincia lo ha aplicado en nso de facultades pro- 
pias y liquidado ajustándose al texto expreso de la 
ley 415)5. Su procedencia o improcedencia no puede ser 
objeto de discusión en este juicio desde el momento 
que no se impugna la eonst i tuci cualidad del gravamen. 
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La t ram i lución del exhorto requiero diligencias judi- 
ciales que implican la prestación de un servicio, siendo 
indiscutible la facultad de la Provincia de gravar esa 
prestación con impuestos, Kn cuanto al impuesto a la 
partición sostiene que tanto en el caso de que se lo 
aplique con forme a lo establecido en el art, 50, ine. 7, 
de la ley 4103, como si se lo liquida por el art. til de 
la misma ley scííún el decreto del lií! de diciembre de 
1940, no vulnera las garantías de los arts. 7 y 31 de 
la Constitución Nacional pues el primero para atiza el 
valor y eficacia jurídica de los actos pasados en una 
provincia, en tóelo el territorio de. la "República. La 
Proviin-iü, 1 ■ 1 1 . I .-.-i--. .!.- :m:--i, im d^roumv bi unten- 
lie i dad, valor probatorio y efectos legales del aet > rea- 
lizado fuera de su jurisdicción, sino que, en uso de mis 
facultades íwitt$ftfvft&, grava un acto que produce sus 
efectos dentn» tle <u jm isdieeióu territorial. En este 
sentido el impuesto a la partición no aféela a la ga- 
rantía conslitueional *\Uf se invoca. Pe ,-er exactos les 
hechos expuestos por la aetora y en caso de haberse 
cumplido las formalidades de la protesta, únicamente 
conv^iiomi'-n'n devolver el excedente del impuesto a 
la partición cobrado, a justando su liquidación a los tér- 
minos del decreto del 2(1 tle dieicnibre ríe 1040. 

A fs. 'VJ vta. se recibe la causa n prueba producién- 
dose la que indica el certificado de Secretaria de fs. 
00. Con los ¡dt -líos de fs. 67 y 80 y el dictamen del Sr. 
Procurador Oenernl de fs. Pf¡, n fs. 87 vía. se llamó 
autos para definitiva. 

V considerando : 

1. Que la objeción Iieclin por la demandada aceren 
ele la protesta en !a contestación a la demanda y cuya 
deficiencia se concreta en el alefato de fs. 80, al decir 
que la formulada por la parte adora carece del requi- 
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.sito do consignar las disposiciones constitucionales o 
legales que se habrían violado al exigirse los pagos 
cuya devolución se pretende, no es valedera, atento los 
términos contenidos en el escrito de í's. G30 del espe- 
diente agre «ra do, en el que se impugna de ilegal e in- 
constitucional el cobro de los impuestos de justicia y 
a la partición, por gravarse a hijuelas expedidas fuera 
de la provincia y cuya inscripción so solicita por exhor- 
to de acuerdo a la jurisprudencia, se dice, de la Corte 
Suprema de Ja Nación y tic la Provincia de Buenos 
Aires. Tal man i Test ación es suficiente para advertir a 
la Provincia de la impugnación hecha al cobro de los 
impuestos cuya devolución se reclama í Fallos: 17(1, lió; 
1*4, 711); -J44; 186, 64 y 353; 18$ 247; 191, 37f>; 
lU, 144; 1%, fil). 

l\ Que la otra defensa hecha por la parte deman- 
dada acerca de la incompetencia de la jurisdicción ori 
ginariu, es asimismo impnn edenle, por cuanto la aetora 
h;i impugnado los citados impuestos de ser víolatorios 
de los arts, 7 de la Constitución Nacional y 4 de la 
ley 44, 

:í. Que la impugnación de la parte actura del art. 
ófí, inc. 7' 1 , de la ley 41í).j respecto al impuesto a la 
partición y del 1U¡, inc. c) de la misma, relativa al 
impuesto de justicia, nada tiene que hacer con el art. 7 9 
de la Constitución Nacional, que establece que los actos 
públicos y procedimientos judiciales de una provincia 
¿rozan de entera fe en las demás; y que el Conpreso 
Nacional puede determinar por leyes generales, la for- 
ma probatoria de esos actos y procedimientos y los 
efectos legales que producirán; ni con el art. 4 de la 
ley 44 que refiere, con otras palabras, la misma cláu- 
sula constitucional. Ambas disposiciones fueron invo- 
cadas por esta Corte para decidir, como lo hizo en rei- 
terados casos, la inconstitucional! dad de la exigencia 
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de la protocolización y, por consiguiente, del impuesto 
a la misma ; pero tal invalidez constitucional natía tiene 
que hacer con el cobro de impuestos locales, como el 
de justicia y a la partición, establecidos igualmente pa- 
ra las sucesiones que se tramitan en la provincia, como 
lo sostiene el Sr. Procurador General en su dictamen 
de fe, 86. 

Que las otras impugnaciones contenidas en la de- 
manda respecto a la interpretación hecha por las auto- 
ridades administrativas y judiciales provinciales de los 
preceptos de la ley local 4195, no involucran cursi ión 
federal alguno, pues se refieren a la inaptioahilidad c 
ilegalidad del impuesto desdo el punto de vista pura- 
mente local. 

En mérito de lo expuesto y de acuerdo a lo dicta- 
minado por el £Sr. Procurador < lene ral, se rechaza la 
demanda entablada, con costas. Hágase saber, repón- 
gase ci papel y nporluiu.mcnU' ¡uvhívesr, 

ROBBBTO Tf Rr-KTTO ANTONIO Sa- 

gabna — B. A. Xajíak An- 
thokkna — F. Ramos Mr.tía. 



FRLlrfAXo MARTINEZ P.AST AIÍIÍECH EA 

Si-.RYirW MILITAR. 

Su se halla eseiPptuiuTit del servicio militar *•] ríuilíuhuio 
que no atienda efectivamente a la snUvist encía rio su ma- 
dre viuda, aunque aleone su prepósito de hacerlo con los 
recursos di» un empleo que lo ha prometido y que un 
hahíu podido conseguir antes porque a los pneos días ile 
haber llegado del extranjero tuvo que íticotpo»am ni 
ej'-rcito ( 7 fie a-rosto de 1044 V 
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SARA J. UA lili IDO DE CUBIJAS E HIJA v. CAJA DE 
-( r DILACIONES DE EMPLEADOS DE EMTKESAS 

PABTICCLARES 

RMCUftSO EXTHAOÍtDlX AMO : li tlt i<¡*¡h,s pro^ius. Cuestión fc- 
drmL t uestionrs federales dimitir,*-, ¡nterprct mitin de Uts leyes fcde- 
rtitis. Leyes th Carácter federal y \<>ea¡. 

Kh improcedente , 1 111*0 extraordinario fundado en la 
interpretación de il i* (muí dones de la ley 11.110. cuando 
el eansattle lia prestado lodos sus servicios cu empresas 
de transportes locales de la Capital Federal. 

Dicta ai ex del Phocchvimu: Geneiial 
Suprema Corte : 

Con motivo del fa II ce i miento de D. Manuel Curras, 
ex -n í' i lindo a In Caja «le la ley 11.110, acaecido el 2 
de suíiemhre de lí>4:2 (fs, 4), su viuda solicitó por sí 
y para su hija menor la pensión correspondiente a la 
jul litación por invalidez a que aquél hubiera tenido de- 
recho. La Cuja desestimó luí pedido, por cuanto el 
can su ute falleció sin ha he r solicitado en vida su jubi- 
lación; circunstancia que impedía al Departamento Na- 
cional de Higiene dictaminar sobre la invalidez, con- 
forme a lo proscripto por el art. 24 de la ley 11.110 
(fs. 13). 

Apelada dicha resolución, un juez en lo civil la ha 
confirmado ít's. 27) ; y es contra tal fallo que trae ahora 
la interesada un recurso extraordinario. Desde luego, 
y pues el causante prestó servicio en empresas que des- 
arrollaban sus actividades cu la Capital Federal, sería 
aplicable la jurisprudencia de esta Corte Suprema, que 
cu situaciones equiparables declaró tener la ley 11.110 
carácter local (158: 110 j ltil : %l f ote,)- Sin embargo, 
como con posterioridad a esos fallos V. E. ha abierto 



368 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

recursos extraordinarios fundados eu la interpretación 
de dicha ley cunado se trata de em [irosas provinciales 
afiliadas 011 virtud de lo dispuesto por el art. ii g de la 
misma (1(>U: 21í>; 17 Ü: 188: ¡197; 11*7: 58, entre 

otros), creo llegado el momento tic contemplar la posi- 
bilidad de una revisión de la primitiva jurisprudencia. 

Ella tía lugar a que en algunas oportunidades sea 
la Corte Suprema quien establece cómo di- bu interpre- 
tarse la ley X» 11.110, cu tanto que otras veces son lus 
jueces en lo civil de la Capital Federal quienes lo ha- 
cen. De alií que en casos estrictamente similares apa- 
rezcan soluciones distintas o contradictorias, pues los 
Sres. jueces, cuando dictan sentencia conociendo en re- 
cursos en que la ley se conceptúa de carácter local, no 
tienen obligación de ajustarse a la doctrina de la Corte 
Suprema. El presente es un ejemplo de ello: la de fs. 
1*7, contraría lo resuelto por V, E. en VX>: óns y Va!- 
derrama v. Caja de la ley 11.110, jimio 11 de l ( Ml). Ade- 
más, en esos casos, la solución depende del criterio del 
juez llamado a conocer: no existe tribunal superior al- 
guno que unifique la jurisprudencia. 

Ciertamente, la ley 11. 11 o fué dictada con carácter 
local para ta Capital, conforme lo declaró la Corte en 
los casos enumerados más arriba. Km pero, al prever 
en su art. '2'' la afiliación de empresas provinciales, 
creaba la posibilidad de adquirir carácter federal, ya 
que ocurridas esas afiliaciones, no resta diferencia al- 
guna entre la 11.110, y las demás tic jubilaciones (4.ÍU9; 
10.ÍÍ50; Í1.57j; etc.). Desapareció la única existente 
antes, derivada de aplicársela solamente en la Capital 
Federal. 

Pienso, por ello, que estando en lela de juicio la 
interpretación del art. 24 de la ley 11.110, el recurso 
procede. Si así lo entendiera también Y. E., correspon- 
derá revocar el fallo apelado que, como dije, so aparta 
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de la jurisprudencia de esta Corte. — Buenos Aires, 
julio 2ú de 1944. — Juan Alvarez. 
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Buenos Aires, 7 de agosto de 1944. 

Y vistos: los «utos "Curras, Sara Josefa Garrido 
de t pensión de la ley u° 11.110", venidos por vía del 
recurso extraordinario, y 

Considerando: 

Que como lo informa n los antecedentes del pre- 
sente caso, todos los son-icios prestados por el causan- 
te y que se invocan en apoyo de la pensión solicitada, 
lo han sido en empresas y corporación de transportes 
locales de esta ('api tal. 

Que cu tales condiciones, la aplicación e interpre- 
t ación de disposiciones de la ley n v 11.110 que deciden 
el caso, no pueden dar origen al recurso federal auto- 
rizado por el art. 14 de la ley n* 46, porque ellas revis- 
ten en la ernerírencia sólo carácter local, como lo lia 
declarado reiteradamente esta Corte Suprema: (C. S. 
158-110; lf>l-231; 1G9-21Í) etc.). 

Por ello se declara que el recurso extraordinario 
intentado a fs. 30 no puede prosperar. ITá Grase saber 
y devuélvanse. 

Roueuto Refetto — Antonio Sa- 
ca una — B. A. Nazab An- 
chores a — P, Ramos Mejía. 
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OS< aK marzouer y otro 

JUMSMCCIOX 1' COMPETEXCIA : Competencia militar. 

Compete a la justicia oriliuuriii, y no a la milita?, eotio- 
eer en el prwvd inu'iíido con motivo del ehoqite entre 
un automóvil particular y otro del ejército. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El 8 de junio tío 194-, a la ."'ura del kilómetro 28 
del Carril Internacional (Previ - i le Mendoza) chocó 
un camión particular dirigido i .r Antonio Indalecio 
Sehíaroli con otro del ejército, n. anejado por el soldado 
conscripto Oscar Marzolicr, resultando muer lo tSehia- 
roli, herido su acompañante. Domingo Dalmusso, lesio- 
nado también Marzolicr, y seriamente dañados ambos 
vehículos. 

Con tal motivo se iniciaron dos procesos; uno ante 
el Sr. Juez del Crimen y Correccional de Mendoza, y 
otro ante un Juez de Instrucción Milita 11 ¡duendo plan- 
teado este último contienda de jurisdicción, viene ahora 
esta liltima a conocimiento de V. E., con arreglo a lo 
dispuesto por el art. !), i no. d), ley 4.0.V). 

A mi juicio, corresponde aplicar al cas.» la juris- 
prudencia de esta Corte en 183: 141 y los tallos allí ci- 
tados. De acuerdo a ella, es el Sr. Juez del Crimen y 
Correccional de Mendoza quien debe continuar intervi- 
niendo, conforme lo había admitido implícitamente el 
Sr. Juez de Instrucción Militar en la diligencia de fs. 
57, exp. 12096/42 (octubre 1 de 1042), antes de plantear 
la contienda. — Buenos Aires, julio 2b* de 1044. — 
Juan Aíntrcz. 
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Buenos Aires, 7 de agosto de 194-4. 

Autos y vistos: Los de contienda de competencia 
entre el Sr. Juez de Instrucción Militar de la Agrupa- 
ción de Montaña '«Cuyo" y el Sr. Juez del Crimen y 
Correccional de la justicia local de la Provincia de 
Mendoza, para entender en el proceso por homicidio 
culposo a Antonio Indalecio Schiaroli; y 

Considerando : 

Que el 8 de julio de I94i\ a la altura del kilómetro 
2S del Ferrocarril Internacional, dentro de la jurisdic- 
ción de la Provincia de Mendoza, un automóvil particu- 
lar guiado por Antonio Indalecio Schiaroli chocó con 
otro de propiedad del ejército, manejado por el soldado 
conscripto Oscar Marzolier, resultando muerto el pri- 
mero, heridos dos pasajeros y seriamente averiados 
amhos vehículos. 

Que el hecho dió motivo a la iniciación de dos pro- 
cesos, hallándose en estado de sentencia el tramitado 
ante la justicia local j en ese estado el juez militar se 
ha dirigido al último planteando cuestión de competen- 
cia, por entender que el conocimiento de la causa co- 
rresponde a la justicia militar. 

Que la circunstancia de que uno de los vehículos 
fuera dirigido en el momento de producirse el acciden- 
te por un soldado del ejercito, nada tiene que hacer con 
el punto de saher si existió culpa o no en el caso. Esta 
Corte ha resuelto reiteradamente que la jurisdicción 
militar es de excepción y, por consiguiente, de aplica- 
ción restrictiva —183, 141 y los allí citados. 
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En su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
y pedido por el Sr. Procurador General se declara que 
es competente para conocer en esta causa el Sr. Juez 
del Crimen de la ciudad de Mendoza, a quien se remiti- 
rán los autos, haciéndose saber en la forma de estilo 
al Sr. Juez de Instrucción Militar de la Agrupación de 
Montaña "Cuyo", Teniente Coronel (Ií. A.) D. Iler 
mogones Lucero. 

Roberto Rbpetto — Antonio Sa- 
gatí na — B. A. Xazar An- 
chores a — F. Ramos Mejía. 



CREDITO ESPAÑOL DEL RtO DE LA PLATA v. PRO- 
VINCIA DE SAN Ll IS 

INTERDICTOS: De retener. 

Los actos de turbación de la posesión deben ser actos po- 
sesorias, como los previstos en el art. del C. Civil. 

INTERDICTOS ¡ De retener. 

Ln notificación hecha por intermedio del respectivo jefe 
político til admití ¡si radnr de la arrendataria do un campo 
y al posible comprador del mismo, de una resolución del 
gobierno provincial por la cual se les ordena abstenerse 
de realizar cualquier clase de explotación de la fracción 
que m.- considera fiscal, constituye un acto de turbación 
de la posesión. 

PRESCRIPCION; Tiempo fíe ¡n prescripción. Materia Civil. Pres- 
cripción anual. 

No habiendo transcurrido el plazo de un año entre la 
fecha en tpie, se realizó el acto de turbación en que se 
funda el interdicto y la fecha en que esle fué inter- 
puesto, correspondo rechazar la prescripción opuesta por 
el d emnn da do fundado en el art. -10.18 del C. Civil. 
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INTERDICTOS'. Da retener. 

Probado» la posesión invocada por el actor y los actos 
da turbación de la misma y de despojo realizados por la 
demandada en la ¿poca indicada por aquél, procede hacer 
lugar al interdicto de retener y recobrar la posesión de- 
ducido por el misino. 

Dictamen del Pííocuiiaiior General 
Suprema Corte: 

En mi dictamen de fs. 87 expresó a V. E. que con- 
ceptuaba suficientemente acreditada la jurisdicción ori- 
ginaria do esta Corte en lo relativo a la demanda pro- 
movida por Crédito Español del Río de la Plata S. A. 
Financiera contra la Provincia de San Luis, sobre in- 
terdicto de retener, o sea a lo que después vino a que- 
dar reducido el juicio, merced al desistimiento parcial 
obrante a fs. 88. 

En cuanto al fondo del asunto, versa sobre cuestio- 
nes de derocbo común o de hecbo, ajenas a mi dicta- 
men. — Buenos Aires, junio 17 de 194:?. — Juan Al varee. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de agosto de 1944. 

V vistos: El interdicto de retener la posesión de- 
ducido por el Crédito Español del Río de la Plata S. 
A. Financiera contra la Provincia do San Luis. 

Resultando : 

Que a fs. 43 se presenta Emilio E. Barceló por la 
sociedad Crédito Español del Río de la Plata S. A. 
Financiera, —ex Banco Español del Río de la Plata— 
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deduciendo el citado interdicto contra la Provincia de 
San Luis. Dice: que su mandante es propietaria, de 
conformidad al título que acompaña, de un inmueble 
deuomiuüdo 41 Pozo del Medio" ubicado en el distrito 
de Cautana, departamento de Ta lita de la Provincia de 
San Luis, compuesto de 8064 hect, 82 a., y 71 ca., 
adquirido en la ejecución hipotecaria que siguió contra 
s deudor y anterior propietario I>. Carlos A, Sar- 
niento, tomando posesión del inmueble, cuyos linde- 
ros se fijan un el título acompañado, el 15 de junio 
de 1935 de conformidad al acta de posesión que se 
transcribe; que Jos antecedentes del título de Carlos 
A. Sarmiento se encuentran en este Tribunal, en los 
expedientes seguidos por la Provincia de San Luis 
contra Dolores Cliiapuzi de Urossí y Lucinda Qui- 
roga de Chaves — W. (i7.U2(i— y el (pie más tarde promo- 
vió por reivindicación contra Lucinda Quirogn de Cha- 
ves y Carlos A. Sarmiento, sentenciados por la Corte 
en contra de la Provincia el 8 do junio de 1932; que 
la Provincia sostenía que los títulos del antecesor de 
su mandante y de la Sra. do Chaves acusaba verdadero 
título por una cantidad menor do hectáreas que las 
poseídas, pero la Corte estableció definitivamente que 
se encontraba demostrado que loa demandados habían 
poseído con ánimo de dueño en forma pacífica y con- 
tinuada, sin interrupción alguna, por más tiempo que 
el exigido legalmente para adquirir por prescripción, 
tanto de buena como de mala fe; que a raíz de la primi- 
tiva denuncia de campos fiscales que diera origen a 
aquellos juicios, la Provincia ordenó al ingeniero Kn- 
nión Torres la mensura de los campos a fin de ubicar 
las hectáreas fiscales, mensura que pretende descubrir 
una cantidad reducida de hectáreas que se encontrarían 
involucradas en el campo de propiedad de su mandante, 
en otras palabras, sostiene la Provincia que estable- 
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oiendo el título de su mandante 8064. heet. t 82 a., 
71 ra., por un error de mensura se ha comprendido 
en el pu rime tro correspondiente una mayor cantidad 
de hectáreas; que ese error, rjue alcanza a ÍJGG hect. 
7002 mts. cuadrados, lia dado lugar a un voluminoso 
expediente administrativo por denuncia de Antonio 
Mendoza donde pese a los dictámenes del Procurador 
de la Provincia, que opina que frente al fallo de la Cor- 
te nada puede hacerse sino por las vías legales y judi- 
ciales, se ha llegado por la demandada a querer hacer 
justicia por su propia fuerza; que con fecha 14 de ju- 
nio del año ile 11K54, el (Joberuador de la Provincia firma 
un decreto por el que nomina al denuncia ti te Sr Antonio 
Mendoza Icncdor drl lonviio fiscal denunciado, con car- 
go de ampararlo, prohibir la instalación de intrusos, 
no hacer ni permitir en forma alguna la explotación 
del citado terreno; que dicho decreto no pudo ser cum- 
plido en aquella época porque el juez de paz encargado 
del diligencian liento informó al P. K. que su mandante 
tenía la posesión por orden del Juez de esta Capital 
dada en los autos do ejecución hipotecaria; que con 
fecha 14 de junto de 1940, actualizándose la cuestión» 
el Intendente General de Policía de la demandada re- 
cibe orden del Ministerio de Hacienda a fin de que se 
ampare con carácter permanente la pretendida posesión 
del Sr. Mendoza, — que nunca le fué entregada — y se 
impida cualquier acto de posesión de otras personas ; 
que el 5 de agosto del mismo año le intima al jefe polí- 
tico de Junfn cumpla las ordenes anteriores; que no 
escapa a su parte que la simple existencia de los decre- 
tos referidos, no constituye por si sólo acto de pertur- 
bación de la posesión, pero, es que el 31 de agosto de 
1940 el administrador de la Sra. Regina Dimos de Sar- 
miento, arrendataria del campo y D. Adolfo Casali, po- 
sible comprador en aquella época, fueron notificados 
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do la resolución del gobierno de impedir la explotación 
de la fracción do terreno que se pretende fiscal y que 
se encuentra en posesión de su mandante, los arrendata- 
rios se han visto imposibilitados de realizar acto algu- 
no posesorio de esa fracción y cuando lian pretendido 
explotar la unidora del bosque se lo han impedido las 
autoridades; que se encuentran reunidos, en consecuen- 
cia, todos los requisitos que exige la ley para hacer 
procedente la acción entablada. Funda su acción en los 
arts. 246í>, 2487, 24í);>, 24í)í> y concordantes del Cód. Ci- 
vil y en la jurisprudencia de los tribunales y termina 
pidiendo se dicte sentencia oportunamente amparando 
la posesión de su mandante y ordenando a la deman- 
dada el cese de los actos que turban la misma, con 
costas. 

Que a fs. 83 amplía la demanda con tía la Provin- 
cia y contra Antonio Mendoza deduciendo interdicto de 
recobrar la posesión, pero, a fs. 88 desiste do su acción 
contra Mendoza, manteniéndola contra la Provincia. Di- 
ce: que su mandante euando tuvo conocimiento de los he- 
chos que han motivado su primer escrito inició conver- 
saciones con el Oobieruo de la Provincia para lleirar 
a un acuerdo de partes, sin haber llegado hasta esa fe- 
cha a nada concreto y cada vez que el arrendatario ha 
pretendido haoer ostensible su derecho de posesión ha- 
chando o cortando árboles en la zona discutida, la po- 
licía ha ordenado el cese de dichos actos najo amenazas 
de fuerza y desalojo, impidiéndole responder de acuer- 
do con el nrt 2470 del Cód. Civil ; que su mandante ha 
recibido el 20 do jubo de la carta que acompaña, 
del apoderado de los arrendatarios del campo, quien 
denuncia el apodera miento de un puesto ubicado en 
dicho campo conocido bajo el nombre de "La Línea", 
hecho realizado por Agustín Acuitar por cuenta de An- 
tonio Mendoza, quien apareció actuando como empleado 
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del Superior Gobierno Provincial; que tal hecho im- 
porta un virtual despojo de parte reducida del campo 
"Pozo del Medio", por lo que amplía la demanda de 
acuerdo con el art. m de Ja ley oí), solicitando se con- 
dene a la demandada a s U devolución con sus frutos 
perfilados, con expresa reserva de los daños y per jui- 
cios que ocasionen; con cosías; que su mandante pro- 
tostó ante el gobierno de San Luís por este nuevo he- 
cho, quien contestó desconociendo haber dado órdenes 
para cometer el despojo, pero, mandado un inspector 
al campo referido comprobó la existencia del intruso 
Aguí lar en el puesto "La Línea" y de animales de 
Antonio Mendoza, quien, según Aguijar, le habría dado 
órdenes de permanecer allí mientras no fuera desalo- 
jólo por unten de autoridad judicial; que acompaña 
como complemento de la escritura de dominio los tes- 
timonios ile división ,1c condominio y mensura de los 
años 1SIII y VJV2 del ingeniero Muñoz y agrimensor 
Castelli y el plano respectivo. 

Que convocadas las partes ol juicio verbal que 
prescribe el art. de Ja ley ÜO, éste se realizó a U. 
113, Concedida la palabra al representante de la de- 
mandada solicitó el rechazo de la acción, con costas, 
oponiendo la prescripción anual del art. 403S del Cód. 
Civil, por cuanto Ja cuestión que se discute dió origen 
a actos de gobierno que datan de 1934 y no son mera- 
mente declarativos, sino, ejecutivos; hay órdenes, noti- 
ficaciones, declaraciones, despachos telegráficos, pro- 
testas, desalojos y amparo de tierra J'íscíiI por netos de 
funcionarios públicos de la Provincia; se remite a la 
misma demanda, presenta para su agregación expedien- 
tes administrativos, cuyas constancias analiza; invoca 
el decreto del 14 de junio de 1934, que nombra a D. 
Antonio Mendoza tenedor del terreno fiscal a que se 
refiere el actor, con cargo de ampararlo; el decreto del 
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19 de setiembre de 19'¿o, que resuelve de acuerdo con 
el dictamen del Procurador General, amparar al de- 
nunciante Antonio Mendoza en la posesión y tenencia 
del terreno, la resolución del 21 de agosto de 1936 del 
Ministerio de Hacienda ordenando al jele político de 
Jum'u hacer suspender la explotación del campo, noti- 
ficada al encargado del campo IX Carlos A. Sarmiento 
el 31 del i ni sino mes, quien declara que no reconoce 
intervención administrativa en sus bienes de cualquiera 
otra autoridad que no sea la judicial, protesta y hace 
responsable por los danos, en su nombre y de su repre- 
sentada, su esposa Regina Olmos de Sarmiento y del 
Banco Español del Río de la Plata que es el actual pro- 
pietario de la estancia; el ofrecimiento al denunciante 
de la madera cortada, telegrama del jete político, el tele- 
grama del 13 do agosto de 1037 de Carlos A. Sarmiento 
en el que dice que la policía lo atropello nuevamente; ór- 
denes poste rio íes impartidas por e! Ministro de Ha- 
cienda y la notificación al Sr. Eleodoro Esley, reco- 
nocido por la adora como administrador de la airen- 
dataría, hecha el -0 de julio de 1ÍM0, orden reiterada 
el 28 de agosto de líM0 t notificada el 31 del mismo mes. 
La actora solicita .1 rechazo de la prescripción en ra- 
zón de que la primera turbación de la posesión en for- 
ma efectiva fué el 31 de agosto de 1040 mediante la 
notificación a h>s 8 res. ÍCsley y Casalí, pues las otras 
actuaciones a que se refiere la Provincia no han cons- 
tituido en momento alguno turbación de posesión, como 
consta en los expedientes administrativos donde, con 



fecha el Sr. Sarmiento en representación del actor. 

Que producida la prueba se señaló audiencia para 
la prosecución del juicio verbal, en el que las partes 
pidieron la agregación de los memoriales (pie acompa- 
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ña ion, el Sr. Procurador General de la Nación se ex- 
pide a fs. 1215 sobre la competencia de la Corte y a fs. 
210 vta. se 1 lanía autos para sentencia. 

Considerando: 

Que se trata del ejercicio de acciones posesorias re- 
gladas por las leyes comunes de la Nación, y en conse- 
cuencia, de una causa civil entre una provincia y un 
vecino üu la Capital Federal, correspondiente a la ju- 
risdicción originaria do la Corte. — Art, 1ÜÜ de la Cons- 
titución Nacional; art. l v , ley 48; Fallos: 194, 204. 

Que la den in miada no niega los hechos en que se 
funda el interdicto; se limita a oponer la prescripción 
del art. 4038 del Cód. Civil alegando que la cuestión 
entro el actor y la Provincia di ó origen a actos de go- 
bierno, que enumera, muy anteriores a aquél en que se* 
funda la demanda, actos interruptivos de la posesión, 
desde los cuales hubiera ñauído la acción, y muy an- 
teriores en un año a la fecha de iniciación de la de- 
manda. 

Que corresponde, en consecuencia, tratar en primer 
término la prescripción opuesta, pero, conviene dejar 
establecido de antemano dos puntos capitales. El actor 
funda el interdicto en actos de turbación de la pose- 
sión que se habrían realizado el 31 de agosto de 1940 
y en el despojo de una fracción de campo, conocido por 
"La Línea", que se habría realizado en julio de 1942. 
La turbación do la posesión sólo puede resultar do ac- 
tos de posesión, según lo establece el art. 2496 del Cód. 
Civil y tales actos no son otros que los definidos por el 
art. 2:iS4 del mismo Código. Es necesario, como dice 
la nota del codificador al art. 2482, que haya "un acto 
exterior contrario a la posesión del demandante, sea 
como acto de posesión sobre el mismo objeto ; sea en con- 
secuencias; en otros términos, directa e individualmen- 
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te"; agregando más adelanto: "Las simples palabras 
no pueden suprimir ni modificar el hecho de la pose- 
sión, y ellas por lo tanto, no son suficientes para auto- 
rizar una acción posesoria, aunque muchos jurisconsul- 
tos enseñan lo contrario. 

(¿ue de la prueba traída al juirio resulta que la 
turbación de la posesión se lia producido real y efecti- 
vamente, con efecto jurídico, el ¿SI de agosto tle 194U, 
ai ser notificados Adolfo Casal i y Eíeodoro Esley al 
pie de la nota del Ministro de Hacienda, Agricultura y 
Obras Públicas de la demandada dirigida al jefe polí- 
tico de Santa Rosa, ordenándoles se abstengan de hacer 
ninguna clase de explotación tle los campos y, por lo 
tanto, tjue al iniciarse el presento juicio el -S de agosto 
de 1ÍH1 — I's, 45—- la prescripción invocada no se habría 
operado. El actor tomó judicialmente posesión del cam- 
po, sin oposición de terceros, el 15 de junio de 193o t 
según el acta transcripta en la escritura agregada a fs. 
211), en la (pie se dan los 1 imites y se deja constancia, 
entre otros detalles, de <]iie en el puesto "La Línea" 
existe utí rancho de barro de una sola jaeza. Kl decreto 
del 14 do jimio de 1ÍKÍ4 — fs, 25 del Exp. Adm. X* 149 
— qno nombra a I). Antonio Mendoza tenedor del te- 
rreno, es anterior en un ano, lo que pnr si sólo demues- 
tra que no lucí» efecto. Pero, hay más todavía, el 20 
de esc misino mes ot jefe político de Juníu informa al 
Ministro ,b» íiobiorno que el Si*. Carlos A. Sarmiento 
está en posesión del campo por mandato del Sr. Juez 
en lo Civil de Villa Mercedes y los antecedentes de esa 
entrega de posesión obran en el mismo expediente. 
Véase expediente citado fs. 29 y 34. El decreto del 19 
de setiembre de 1935, que dispone el desalojo de Sar- 
miento, tampoco fué cumplido porque Sarmiento había 
sido puesto en posesión judicial, posesión que ya había 
pasado al líanco Español del Río de la Pinta. Véase 
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fs, 8 y 10 del Exp. Ádm. 3458. M. 1935. La orden del 
Ministro de Hacienda al jefe político de Junín del 21 
de agosto de 1ÍÍ3Ü, notificada el 31» tampoco tuvo efecto 
porque Mendoza, ante la oposición do Sarmiento, se 
negó a hacerse cargo del campo. Véanse fs. 57, 61, 61 
vía. (>-, (¡í>, SI, S4 y SG del Exp. 3458. La nueva orden 
del Ministro de Hacienda de mayo 4 de 1Í137, que prue- 
ba el incumplimiento de la anterior, no está probado 
que se cumpliera a su vez, dado que el jefe político se 
abstuvo de linee rio, según lo lince constar en pr o viden- 
cia (pie lleva fecha lí¡ del mismo mes. Véanse fs. 67 vta. 
y 70, Exp. 3458. La orden dada por el Ministro de Ha- 
cienda el 12 de agosto de 1!>37 y su cumplimiento el 
mismo día — fs. 85, S(¡ y S7 ; Exp. 3458— fué un acto 
de turbación, pero, el actor continuó en posesión tran- 
quila con posterioridad luis la 1!>40, en que se produje- 
ron los hechos que motivan el presenta juicio. Si no 
fuera así no se explica la nueva queja de Mendoza el 
ID de octubre de lí*tfí) de que se sigue explotando el 
campo, la orden del 14 de junio de 1940 y el informe 
del jefe político del f» de agosto de ese uño afirmando 
categóricamente que Mendoza no está en posesión del 
campo y que es poseído por Sarmiento desde hace mu- 
chos años, antes en carácter de propietario y en ose 
momento como arrendatario leí actor. Véanse fs. 1, 
y 10 Exp. Adm. X* 3301. M. 1039. Es, por lo tanto, 
patente que en lí)40, cuando se produjeron los hochos 
discutidos, el actor tenía la posesión desde 1935, sin 
otra turbación que la del 12 de agosto de lí)37, después 
de la cual, había seguido poseyendo pacíficamente por 
más de dos años. Está en esc momento amparado pol- 
los arts. 2473, 2477 y sigtes. del Cód. Civil. Posee pu 
blicamente, a título de propietario y el acto perturba- 
torio es anterior en más de dos años a aquéllos en que 
funda, ahora, su acción posesoria. La nota del Ministro 
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de Hacienda del 14 de junio de 1940, ordenando el Srv 
Intendente General de Policía se amparo la tenencia del 
campo fiscal y se prohiba terminantemente cualquier 
acto que pueda causar perjuicio a la pacífica posesión 
que tiene Mendoza, carece de efecto como acto de per- 
turbación, pues, notificado Esley, se limita a contestar 
que no tiene conocimiento que dentro del perímetro del 
campo exista ninguna fracción fiscal y ahí concluye el 
episodio, ya que el jefe político devuelve la nota con 
fecha agosto (i, afirmando que Mendoza no tiene la po- 
sesión, como ya se ha dicho. Véanse f«. 9, 10, 10 vta. 
Exp. 3301. El acto do perturbación se produce cuando 
reiterada la orden del 14 de junio de 1940, el 5 y el 
28 de agosto, es notificada a Casali y a Esley el 31. 
Véanse fs. 7, 12, 12 vta. Exp. 3301 ; y fs. 163 de estos 
autos. Todo esto lo confirma la prueba testimonial; 
Carlos R. Alisal — fs. 120— tomó posesión del campo 
en nombre del actor en 1935, ha visitado varias veces 
eí campo por orden del mismo y le constan los hechos; 
Carlos A. Sarmiento — fs, 121— es el vendedor del cam- 
po y apoderado de la esposa arrendataria ; Jorge Cor- 
doy ro Echagüc — fs. 123 — que hizo una mensura por 
orden del Instituto Movilizador de Inversiones Barca- 
rias, comprobó la posesión del campo por la arrendata- 
ria a principios de lt>42; Tonino "Mendoza — fs. 143 — 
y Eduardo Daraet (hijo) — fs. 144 vta. — ex Oobornndor 
tío la Provincia y ex Ministro de Hacienda, reconocen 
haber ordenado los actos de perturbación de agosto do 
1943; Eleodoro Esley — fs. 148 vta—, Adolfo Casali 
— fs. 150 — , Rosario Esteban Cuello — fs, 151 vta. — , 
Vicente Segundo Zacagnini — fs. 152 vta. — , Clemente 
Contreras — fs. 178 — , Victoriano Becerra — fs. 179 
vta. — y Moisés A. Rutz — fs. 180 — declaran sobre la 
posesión del actor y los hechos relatados, han tenido 
intervención personal y algunos como funcionarios. La 
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tacha deducida contra Alisal y Sarmiento es relativa, 
sus dichos concue rdan con las otras pruebas y nada 
demuestra que se produzcan movidos por un interés 
personal. 

Qno la ocupación del puesto "La Línea" en julio 
de 1Í142 tampoco ha sido inunda por la demandada y, 
pol* otra parte, aparece prohada por las copias de actua- 
ciones agregadas de fs. ICO a fs. 170 y declaraciones de 
Carlos 11. Alisal — fs. 120—, Carlos A. Sarmiento — fs. 
121—, Eleodoro Esley — fs. 148 vta.— , Adolfo Casali 
— fs. 150—, Vicente Segundo Zr.eagnini — fs. 152 vta.—, 
Agustín Aguila r — fs. 177—, Clemente Contreras — fs. 
178— Victoriano Becerra — fs. 171» vta — y Moisés A. 
Buiz — fs. 180 — cuyos testimonios concuerdan, dan ra- 
zón de sus afirmaciones, y tienen algunos intervención 
personal y directa en el episodio. 

Por estos fundamentos, laü disposiciones legales ci- 
tadas y lo dispuesto por el art. 2494 del Cód. Civil, se 
condena a la Provincia tic San Luis a restituir a la ac- 
to ra, dentro del término de diez días, la fracción de 
campo de que ha sido despojada y los daños y perjuicios 
que se Imhieren causado o se cansaren hasta la total 
ejecución de la sentencia, los que serán fijados en el 
juicio respectivo, y a abstenerse de perturbar a la ae- 
tora en la posesión del bien. Con costas. Notifiques©, re- 
póngase el papel y oportunamente archívese. 



"RnnKHTO Repetto — Antonio 
Sagauna — B. A. Nazar 
Anchoiiena — F. Ramos 
Mejía. 
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MANTEL F. CASTELLO 

LEI. 

La ley 12.311 tiene carácter fe doral, 

JURISDICCION Y COMPETENCIA -. rompettncUt federal. Camas 
penales. Delitos que obstruye» el norma, funcionamiento de hié tns~ 
titucionts nneiotuües. 

Compete a la justicia federal e-mofer en la causa sobre 
negociaciones incompatibles con el ejercicio ilc Ins fun- 
ciones públicas, imputadas al miembro del Directorio de 
la Corporación de Transportes de la Ciudad de Buenos 
Aires (I ue en aquél representaba al Gobierno Nacional. 



Dictamen dkl Prociuador Gexeieal- 
Suprema Corlo; 

En cumplimiento de las funciones que el cargo me 
impone, mantengo el recurso extraordinario deducido 
a fs. 32 por el Sr. Fiscal de la Cámara Federal de esta 
Capital, Su procedencia formal es innegable, puesto que 
media denegatoria del fuero de excepción; e igualmente 
innegable aparece la conveniencia de provocar al res- 
pecto un pronunciamiento de V. E. f que contribuya a 
precisar la situación jurídica en que se lia lian frente al 
Estado los organismos industriales que éste crea, aso- 
ciándose al capital privado con reserva de ciertas fa- 
cultades directivas. 

El Procurador Fiscal ha ofrecido ya en primera 
instancia (fs. 18-21) suficientes elementos de criterio 
para sustentar la tesis de que, cuando como en el caso 
actual el P. Ejecutivo denuncia a la justicia haber in- 
fringido el art. 2(15 del Código Penal, uno de sus repre- 
sentantes en la Corporación de Transportes de la Ciu- 
dad de Buenos Aires, se trata de violaciones punibles 
cometidas por persona que ejercita funciones de carác- 
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ter nacional y no local; por cuya razón, surte el fuero 
federal. Trátase de delito que afectaría, cuando menos 
en parte, al correcto ejercicio del mandato que otorgó 
el P. E. a su representante ante la Corporación. De la 
situación prevista por el art. 3, ine. 3, de la ley N* 46: 
delitos que obstruyan o corrompan el buen servicio de 
empleados. Nada significa se preste ese servicio a 
gratuito u oneroso, y sea costeado por el tesoro 
o por los particulares, caso no infrecuente este 
en materia de servicios de inspección. 
Doy, pues, por reproducidas aquí esas defensas. 




a) con arreglo al art 77 del Código Penal, la ca- 
lificación do funcionario público, usada en el 
art 26*0, debe aplicarse a todo el que participe 
accidental o permanentemente del ejercicio de 
funciones públicas; 

b) tanto la ley 12.3U (art. 17) como los estatutos 
de la Corporación {art. 17), asignan claramente 
el carácter de representante del Poder Ejecu- 
tivo Nacional al funcionario ahora denunciado; 

c) mal pudiera dársele el carácter de funcionario 
municipal o local, desde que la ley y el estatuto 
citado asignan a la Municipalidad de Buenos 
Aires otros representantes en la Corporación; 

d) el capital de la Corporación se integra, en bue- 
na parte, con el producto do rentas nacionales, 
claramente separadas del producto de las rentas 
municipales que también lo integran. 

En su mérito, solicito de V. E. revoque el fallo ape- 
lado obrante a fs. 30, y declare que debe continuar in- 
terviniendo en este proceso el Sr. Juez Federal de la 
Capital. — Buenos Aires, julio 15 de 1944. — Juan Al- 
vara. 
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Buenos Aires, 9 de agosto de 1944. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por el 
Procurador Fiscal de la Cámara Federal de Apelación 
de la Capital, coutra la resolución que declara la incom- 
petencia de la justicia federal para conocer en el juicio 
seguido contra Manuel F. Castalio, per infracción al 
art. ¿Gó del Código renal. 

Considerando: 

Que se procesa al acusado por el delito común de 
negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones 
públicas, previsto por el art. 2<>ó del Código Penal, que 
habría cometido en el desempeño del cargo de miembro 
del Directorio de la Corporación de Transportes de la 
Ciudad de Buenos Aires, en el que represor taba al Go- 
bierno Nacional. 

Quo la ley 12.311, si bien tiene por fin primordial 
crear la Corporación de Transportes de la Ciudad de 
Buenos Aires a fin de coordinar los servicios de trans- 
porte colectivo de personas y crear y organizar los 
nuevos servicios necesarios para la ciudad — art. 1'— , 
tiene carácter de ley nacional porque atribuye a la cor- 
poración que crea atribuciones y facultades que exce- 
den los límites del gobierno exclusivo de aquélln. En 
efecto: coordina las empresas de transporto colectivo y 
sus prolongaciones y servicios accesorios fuera del dis- 
trito federal —art. l v , ines, b) y c) — ; la corporación es 
administrada por un Directorio del que forma parte 
nn representante del P. E. — inc. f) — ; la Nación tiene 
una participación en el capital de la corporación en 
acciones — inc. b) y art. 2*, inc, c) — ; la corporación ac- 
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tuará como expropiante, ante la justicia federal» de 
acuerdo con las disposiciones de la ley 189 — iuc. j — . 
Si el Congreso hubiera entendido dictar una ley exclu- 
siva para la Capital no hubiera extendido su alcance al 
tránsito interprovincial — art. 67, inc. 12 de la Consti- 
tución Nación ni — , ni hubiera atribuido a la justicia fe- 
deral el conocimiento de los juicios sobre expropiación, 
sacándolos de la justicia ordinaria. 

Que, en consecuencia, corresponde declarar la com- 
petencia de la justicia federal aplicando la doctrina de 
esta Corte en el caso de -Sofá ñor Novillo Corvalán y 
otros — 197, 161 — , donde se dijo: "Que conforme a lo 
dispuesto en los arts. 2 y 3 de la ley 48; 111 de la lev 
1893; 27 de la ley 4055 y 23 del Código de Procedimien- 



tos Penales, además del conocimiento que corresponde 

a los jueces de sección, en causas criminales, por razón 
del lugar en que los delitos son cometidos les incumbe el 
juzgamiento de los crímenes perpetrados en violación 
de normas federales (Folios: 193, 35; 105, 480, entre 
otros) y el de los que aun cuando previstos y sanciona- 
dos en leyes comunes, ofenden la seguridad y sobera- 
nía de la Nación, obstruyen el normal f une ion amiento 
de sus instituciones, corrompen sus empleados, o aten- 
tan contra sus rentas y bienes o las de sus reparticio- 
nes autárquicas. Porque es misión legítima y propia de 
la justicia nacional, reconocida desde temprano por esta 
Corte, la defensa y resguardo de los intereses e institu- 
ciones federales, fundada en la consideración de que 
"el gobierno central deja de existir cuando pierde el 
poder de protegerse a sí mismo en el ejercicio de sus 



facultades constitucionales" f 100 U. S. 257; Fallos: 18, 
162; 68, 238; 149, 166; 167, 121; 169, 323; 177, 137; 178, 
411; 179, 363; 180, 83, 148 y 356; 184, 167; 185, 319; 
188, 416; 191, 180; 192, 160; 193, 345; 195, 368, y los 
que allí se citan)'*. 
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Que en el presente raso, si bien no puede decirse que 
la Corporación sea, precisamente, una repartición au- 
tárquica de la administración nacional, es una per- 
sona jurídica creada por una ley nacional, en parte 
con capital de la Nación, en cuyo Directorio la Nación 
designa un representante, y controlada en su adminis- 
tración, en su marcha financiera y en los servicios que 
está obligada a prestar, por una Comisión de Control 
compuesta de tres miembros designados por e! P. E. 
con acuerdo del Senado — art. 1', inc. g). 

Por estos fundamentos y de conformidad a lo so- 
licitado por el Sr. Procurador General de la Nación, 
se revoca la resolución apelada de fs. 30 y se declara 
que el presente juicio es de la competencia del Sr. Juez 
Federal de la Capital. Notifíquose y devuélvanse, de- 
biendo ser repuesto >l papel en el juzgado ue origen, 

Antonio Sagarxa — TC. A. Na- 
zar Axchorena — F. Ramos 
MejÍa. 



JUAN* PERRA Y Cía. v. PROVINTIA DE TPCTMAN 
PE RE \' CI OS DE ISSTASC1A. 

La Foh\ proposición de arreglo extrajudicial formulada 
por in pjirtc at'tura no suspendo el término riel juicio ni 
impide la pereseión de la ¡insta nein, <pn' debe ,wr decla- 
rada ante <*l transcurso del término legal y ln falta de 
acuerdo, ni aun tácito, acerca de la paralización del juicio 
(í> de. agosto de 1944). 
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ANTONIETA ALVAREZ DE TOLEDO Y OTROS 
v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial 

El art (5 del decreto n p 17.200, similar en cuanto al tra- 
mito Mimaría que prevé, al art. 6 de la ley 189, no im- 
pide que las interesados puedan renunciar a la vía espe- 
cial y aceptar el procedimiento del juicio ordinario; caso 
en el" cual no procede hacer hipar a las medidas probato- 
rias pedidas antea de la apertura de la causa a prueba. 
(9 de agosto de 1944). 



NACION ARGENTINA v. LORENZO Y NICANOR AMATA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas propios. Sentencia 
definitiva. Res'dttcioncH anteriores a la sentencia definitiva. Varías. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra le sen- 
tencia que, fundada en Ja caducidad del contrato de arren- 
damiento decretada administrativamente sobre la base 
del art. 10 de la ley 41f>7 y de la cláusula contractual que 
autoriza ese procedimiento, ordena el desalojamiento de 
un lote de tierra fiscal sin perjuicio de que los interesa- 
dos ocurran donde corresponda si creyeren vulnerados rus 
derechos, pues no prejuzga sobre las cucst iones de pose- 
sión ni dominio ni excluye la posibilidad de discutir el 
cumplimiento o cualquier otra cuestión en juicio ordi- 
nario. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y 0mMÍa*. Defensa en 
jumo. Procedimiento y teniendo. 

La jurisprudencia de la Corte ha admitido la validez de 
las ejecuciones administrativas sobre la base de una con- 
vención libremente pactada y con fundamento en razones 
de conveniencia y utilidad generales, como las atinentes 
a la administración de la tierra pública. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

V. E. tiene reiteradamente resuelto que no basta 
para declarar inconstitucional una ley la circunstan- 
cia de que ella es ta ble zea para casos especiales un pro- 
cedimiento breve y sumario dentro del cual sólo se ad- 
mite cierto tipo de defensas. De tal género es el juicio 
de desalojo. 

El recurso extraordinario que sirve de base a este 
expediente, se trae por los Sres. Nicanor y Lorenzo 
Amaya contra un fallo del Sr. Juez Letrado de Esquel 
(Chubut) en que, a pedido del Fisco Nacional, lian sido 
aquéllos condenados a desalojar tierras que les fue- 
ron concedidas en arrendamiento (fs. :íG). El Fisco 
acudió a la justicia para hacer efectiva la caducidad 
de los respectivos contratos de arrendamiento, decla- 
rada administrativamente por no haber cumplido los 
arrendatarios las obligaciones que contrajeron (decre- 
tos de 15 de noviembre de 1ÍÍ43 y 20 de marzo de 1944, 
Bol Ofic., 27 de mayo y 2 de junio 1044). 

La facultad del V. Ejecutivo para dictar t.des de- 
cretos, emerge del texto de la ley 4167; y además se- 
gún lo expresa el Sr, Juez en su sentencia, los contra- 
tos a que acabo de aludir contienen cláusulas expresas 
reconociéndosela. Esas condiciones fueron aceptadas 
libre y espontáneamente por los locatarios, sin salve- 
dad alguna; y mal podría pretenderse ahora que el 
desalojo quedase supeditado a la comprobación ante 
juez, de lo que las partes convinieron fuera compro- 
bado administrativamente. A la existencia de esta úl- 
tima, alude el Sr. Juez expresamente. 

No tengo para que recordar a V. E. que nuestras 
leyes permiten a cualquier deudor renuncia'* válida- 
mente a algunos de sus derechos, y convenir se le tenga 
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por iiicurso en mora sin necesidad de interpelación ju- 
dicial; y tampoco es menester cito aquí las que auto- 
rizan al Banco Hipotecario Nacional, para tomar por 
sí solo, la posesión de los bienes que se le hipotecan. 
En este caso, lo repito, intervino la justicia, oyó a los 
demandados, y después de dictar Ja sentencia de desa- 
lojo lia reiterado en forma inequívoca que ella "no 
excluye la posibilidad de discutir el cumplimiento del 
contrato, o cualquiera otra cuestión, en juicio ordina- 
rio* ' (ú. 58). 

Ello significa que uü Jjuv propiamente hablando 
fallo definitivo; y tampoco podría pretenderse que por 
falta de solvencia en el Fisco resultaría irreparable el 
presunto agravio. 

Como consecuencia, fuerza es concluir que el re- 
curso extraordinario fué bien denegado, y así corres- 
pondo declararlo. — Buenos Aires, julio 24 de 1944. 
— Juan Alvares. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, í) de agosto de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada "Reoirso 
de liedlo deducido por Ama ya Lorenzo y Nicanor en loa 
autos Fisco Nacional c. Ama ya Lorenzo y Nicanor" 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Qtiu según lo informó a requerimiento de esta Corte 
el juez de Ja causa, en los contratos celebrados entre 
los apelantes y el Gobierno Nacional, sobre arrenda- 
miento de las tierras cuyo desalojo da origen al pleito, 
figura una cláusula que autoriza al P. E. a declararlos 
caducos administrativamente, con pérdida de las me- 
joras introducidas y sumas abonadas por los arrenda- 
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tarios. Hácese en ella referencia al art. 10 de la ley 
4167, que a su vez establece que: "Todo arrendamien- 
to de tierra fiscal, concesión o venta de solares o lotos 
en que no se cumplan las obligaciones de esta ley y 
las que el Poder Ejecutivo establezca, podrá ser decla- 
rada caduca, quedando las mejoras y sumas abonadas 
a beneficio del Estado". 

Que la sentencia de desalojo contra la cual se ape- 
la, admite como suficiente a los efectos del mismo, la 
caducidad del contrato de arrendamiento, decretada 
administrativa mente sobre la base de ambos precep- 
tos, legal y convencional. Declara, sin embargo, que 
los demandados podrán ocurrir "donde corresponda, 
si se creyeren vulnerados en sus derechos". El auto 
que deniega el recurso extraordinario aclara aún que 
"la sentencia de fs. ÍJ5 y siguientes. . . no prejuzga so- 
bro las cuestiones de posesión y dominio; ni excluye la 
posibilidad de discutir el cumplimiento del contrato o 
cualquier otra cuestión cu juicio ordinario". 

Que, así, cí pronunciamiento apelado no constitu- 
yo propiamente una sentencia definitiva, susceptible 
como' tal de recurso extraordinario, como quiera que 
no pone fin al pleito ni priva a los recurrentes de todo 
medio legal para obtener la tutela del derecho que 
pueda asistirles. Y ello porque tanto lo referente al 
cumplimiento { W mi contrato, cuanto las cuestiones que 
pudieran plantear respecto de la posesión y dominio 
que les asista o cualquier otra, ha sido declarada sus- 
ceptible de discusión y fallo por vía de juicio ordina- 
rio. La situación es, así, análoga a la que se produce a 
raíz de sentencias dictadas en juicios sumarios que son 
susceptible^ do reconsideración en el ulterior i ni fio 
ordinario. En tales casos el recurso extraordinario ba 
.sido regularmente denegado —Fallos: 196, 466 y 602 
entre otros. 
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Quo es exacto que la denegación del recurso im- 
porta la privación, por lo menos temporal do las tie- 
rras ocupadas por los apelantes, y es cierto también 
que esta Corte lia admitido que en determinadas cir- 
cunstancias, el auto que impone el desapoderamiento 
total del recurrente, aun temporario, puede producir 
agravio irreparable que autorice a equipararlo a sen- 
tencia definitiva —Fallos: 1Ó8, 78; 185, 188; 188, 286—. 
Pero no es menos verdad que el caso de autos no pre- 
senta Jas características de las contempladas cu esa 
jurisprudencia, ni media tampoco la falta total de 
audiencia y el carácter de propietario o poseedor del 
apelante y la ausencia de relación jurídica con las par- 
tes en el pleito, que justifican los procedentes de Fa- 
llos 128, 417; Í8t t %m 7 400 í 157, 123; y Fallos: 91, 
:íJ5; 97, 70; 182, 317¡ 183, 414; 189, 192; 194, 99 — . Por 
lo contrario, las ejecuciones administrativas, sobre la 
base de una convención libremente pactada, y con fun- 
damento, además, en razones de conveniencia y utili- 
dad generales — carácter que revisten las atinentes a 
la administración do la tierra pública — lian sido ad- 
mitidas por la jurisprudencia de esta Corto — eonf. 
Fallos: 139. 259; 178, 337; 184, 490; 190, 63 entro otros. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
del precedente dictamen del Sr. Procurador General se 
desestima la queja traída por D. Lorenzo y D. Nica- 
nor Amaya. Plágase saber; comuniqúese por oficio al 
Sr, Juez de la eausa la presente sentencia y el prece- 
dente dictamen d<*l Sr, Procurador General. Repón- 
gase el papel y archívese, 

TíolJKllTO RePETTO — A X TON 10 

Saoahn-a — B. A. Nazau 
Anchorena — F. Ramos 
Me. 1 ! ía. 
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CRISOLAS O. CJ mi DITA v. F. C. SÍ'D 

RECURSO EXTRAORDINARIO: RaquisUos propios. Cuestión fe. 
deral. Cuestión*» no federales. Interpretación de normas y actos 
amunes. 

La interpretación iIp las disposiciones del líi'pl tímenlo Ge- 
neral de Ferrocarril**?» que por virtud He lo dispuesto en 
el art. óO do ta ley 2873. corresponda considerar eomo re- 
plamontarias de disposiciones (leí C, de Comercio, eomo 
sucede enn <•! art. 280, no autorizan la concesión del re- 
curso extraordinario 



FISCAL DE ESTAPO DE MENDOZA v. MARIA CIVIT 
DE OVE VARA Y OTliOS 

RFC IT SO EX TRAWtDIXA RIO : Requisito* propia Relación di- 
recta. Xonna* exlntml* al juicio. 

La jurisprud. neia se<rún la cual la unificación de ropre- 
soit :}- ¡mii cu los juicios c.s una cuestión procesal que n« 
autoriza la procedencia del recurso extraordinario, aun 
cuando se alegue violación del art. 1S de la Constitución 
Nacional, no d'-ja de ser aplicable por la razón de que 
puedan existir intereses encontrados entre las personas a 
quienes la unificación se impone, si el juicio no tiene por 
objeto la dilucidación de la controversia que medie (SÉ^e 
ellflH, sino el señalamiento ile una indemnización, punto 
a cuyo respecto hay coincideneia bastante de intereses 
eomo' para sustentar la medida dictada í 51 >. 



E. TOLOMEI Y Cía. v. XACTOX ARO ENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO DÉ A RE LA CIOX : Casos. Jui- 
cio* ,>n tpu- ht Nación m p«rt,-. 

En las causas en que la Nación es parto, el recurso ordi- 
nario ríe apelación en tercera instancia sólo procede cuando 



(!) Ü Ac niídstn de tOft, T*:<11f>«: 193, ; lffifl, 167. 
(2) de agesto di» 1944. Fallos: ISO, 124, 
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el valor disputado, con prescmdeiicia de posibles acceso- 
rios, como los intereses y las costas, excede de einco mil 
pesos í 1 }. 



ERNESTO A ALMIRON 

mmmwmm mmmtL: contitvrknmi* * im*mm*&- 

Jifi/iVm/. Lew-a mirtomttf.*. l'roccstil, *. 

La facultad atr ¡huida al Jefe de Policía de la Capital 
Federal para dictar cdich»s sobre faltas, establecer y 
aplicar «tildones pecuniarias dentro de los 1 imites fijados 
por el art. 27 del Cúd. de Procedimiento» Criminales no 
es violatnrm de la Const ilación Nacional, 



Dictamen- del Procurador General 
Suprema Corte: 

IX Ernesto Aristóbulo Almirón trac recurso ex- 
traordinario eontni el fallo del Sr. Juez en lo Correc- 
cional do esta Capital Di\ Alfredo Aranoibia Hodrí- 
gnez obrante a fs. 30, que confirmó la multa policial 
de cuarenta pesos — o arresto subsidiario — , impuesta 
al boy recurrente, por infracción a los art. 2»; inc. e t 
y 1», inc, b, de los edictos solí re escándalo y desorden. 
El Sr. Almirón objeta, ni oferto, la eonstituoionalidad 
de tales edictos, en cuanto importen ejercicio de fa- 
cultades legislativas y judiciales por un funcionario 
dependiente del P, E.; y además, conceptúa errónea la 
interpretación dada a dichos edictos por el Sr, Juez 
en lo Correccional, al aplicarlos. 



(i) n ríe aposto ño W-U. Tfülm: 107. 320. En 1n misma fecha 
aVtfad iaV-ntira resolución en el twnrFo fU* hwlio Opfluoiflo por el 
IWtirndor Fiscal en los mitos: "Kílix Gimíneí v. La Nación". 
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Respecto de lo primero, trátase de cuestiones ana- 
lizadas y resueltas por V. E. múltiples veces (175: 
311 y ios allí citados). Y en cuanto a si han sido o no 
coj rectamente aplicados al caso los edictos en cues- 
tión, materia es que V. E, no podría rever en esta ins- 
tancia extraordinaria. 

Corresponde, entonces, mantener ol fallo apelado 
en cuanto pudo ser materia do recurso. — Buenos 
Aires, mayo 30 de 1044. — Man Alvarez, 



FILLO DE LA CORTE Sl'PHEMA 

Buenos Aires, 11 de agosto de 1944. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
Ernesto A. Almirón contra la sentencia del Sr. Juez 
en lo Correccional de lü Capital que, al confirmar la 
resolución del Jefe de Policía, lo condena a cuarenta 
pesos de multa o doce días de arresto por infracción a 
los arts. 2% inc. e, y T, inc. b, de los edictos sobre es- 
cándalo y desorden. 

Considerando : 

Que el recurrente funda su recurso en la viola- 
ción de los arts. 18 y 19 de la Constitución Nacional 
por cuanto no existe un eódi<ío de faltas emanado del 
Congreso, la Constitución no ha delegado la facultad 
de reprimir en el P. E. ni en sus subalternos, el Jefe 
de Policía no puedo asumir la calidad de juez y el 
hecho imputado no constituye delito. 

Que las cuestiones de carácter constitucional plan- 
teadas por el recurrt. ate han sido reiteradamente re- 
sueltas por la Corto en contra de las pretensiones del 
apelante, lo que hace innecesario mayores considera- 
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clones para resolver el caso en el mismo sentido. Ha 
(IícIjo !a Corte: quu no son violatorías de la Constitu- 
ción Nacional las disposiciones por las cuales el Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal entrega a la 
administración municipal o policial, el juzgamiento de 
determinadas faltas y contravenciones implicadas en el 
poder de policía» o legisla el procedimiento en los jui- 
cios sobre faltas, acordando ai Jefe de Policía juris- 
dicción para resolverlas; que es inadmisible la incons- 
titucional tdnd de un edicto fundada en la falta de fa- 
cultades del Jefe de Policía de la Capitel Federal para 
dictarlo y determinar y sancionar contravenciones den- 
tro de los límites establecidos en el art. 27 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal; que la interpreta- 
ción dada a un edicto policial por los tribunales loca- 
les es ir re vis i ble por h K vía del recurso extraordina- 
rio, a cuyo efecto no basta la invocación del art. 18 
do la Constitución Xacional — Fallos: 175, 311; 192, 
81; 193, 2U; W\ 588. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Sr. Procurador General de la Na- 
ción, se confirma la sentencia apelada en cuanto lia 
podido ser materia del recurso extraordinario. Noti- 
fíquese » devuélvanse, debiendo ser repuesto el papel 
en el ju jado de origen. 

Antonio Saoarna — B. A. Na- 
bar Ancuorena — F. Ramos 
Mejía. 
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FLORA ZUKKIÍ DE ZUKER 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos formales. Introduc- 
ción de la cuestión federal. Oportunidad, Plantea mi nto en segunda 
instancia. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
una cuestión federal planteada ñor primera vez en la ex- 
presión de api-avíos, aunque pudo nerlo antes, y no to- 
mado en consideración por ta cámara de apelación, 

ACTOS PUBLICOS Y PROCEDI Sil EX TOS JUDICIALES, 

La resolución recaída en una información sumaria tra- 
mitada ante la justicia ordinaria por la cual se declara 
que una extranjera naturalizada es argentina de origen 
por haber nacido en el país, no poza de la fe y crédito 
que establecen los arts. 7 de la Constitución Nacional y 
4 de la ley 44; Ir* que, en cambio, amparan la resolución 
del tribunal federal que otorpó la carta de ciudadanía 
sobre la base de la comprobación de la extranjería de la 
interesada. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Invidentes .V cncstfone.fi co- 
nejas. Varios. 

No competo a la justicia ordinaria sino a la federal que 
concedió la carta de ciudadanía conocer en las actuacio- 
nes tendientes a demostrar que su titular es arpentino 
nativo v a obtener la consiguiente anulación de aquélla. 



FALLO BE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de agosto de 1044. 

Vistos los autos: "Zuker do Zuker Flora, solici- 
tando cancelación de su carta de ciudadanía", venidos 
por recurso extraordinario contra la sentencia de la 
Cámara Federal de la Capital que no hace lugar a di- 
cho pedido. 
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Considerando : 

Que la recurrente no planteó en primera instancia, 
aun cuando pudo hacerlo, cuestión federal alguna; pues 
no es bastante a los efectos del recurso extraordinario 
(Fallos: 160, 101; 177, 400; 187, 505) la simple referen- 
cia a la competencia de la justicia civil para conocer en 
lo relativo al estado de las personas, hecha al pasar a 
fs. ÍÍ3 vta. y sin vincularla en modo alguno a los arts. 4° 
de la ley 44 y 7° de la Constitución Nacional, menciona- 
dos por primera vez en el informe m voce ante la Cá- 
mara Federal que, como el juez, no se pronunció sobre 
la interpretación de los mismos ni su aplicación al caso 
de autos. La invocación de la cuestión federal aparece, 
pues, como el resultado do una reflexión tardía, introdu- 
cida fuera de oportunidad procesal, en circunstancias 
que no autorizaron al tribunal superior de la causa 
para pronunciarle sotire ella, por lo que es improce- 
dente el recurso extraordinario fundado en la misma 
(Fallos:. 1SS, 477 y 482). 

Que, por otra parte, la interpretación de las dispo- 
siciones federales en que la acto ra fundó a fs. 74 el re- 
curso extraordinario conduce a la solución opuesta a 
la sustentada por aquélla. 

En efecto: dichas disposiciones presuponen reso- 
luciones emanadas de tribunales que tengan jurisdic- 
ción sobre las personas y las cosas a que afectan y que 
se trate do actos judiciales que no importen una extra- 
limitación do facultados en cuanto a competencia (Fa- 
llos: 195, 236 y los allí citados). Ho es discutible que 
compote a la justicia federal el conocimiento de las cau- 
sas sobre naturalización y ciudadanía y que a la misma 
incumbe examinar y decidir, en cada caso, si están o no 
reunidos los requisitos necesarios para el otorgamiento 
de las cartas de ciudadanía, uno de los cuales consiste en 
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la prueba de la nacionalidad extranjera del solicitante 
<PalloB ; 178, 5 j 181, 281 ; 182, 141 j 183, 229). • 

La declaración acerca del lugar de nacimiento poste- 
riormente obtenida mediante información sumaria tra- 
mitada ante los tribunales ordinarios y aun con oculta- 
ción de la existencia de lns actuaciones referentes a la 
ciudadanía, importa revisar y modificar la resolución de 
la justicia federal que, en materia de su competencia, 
oportunamente consideró probada la nacionalidad ex- 
tranjera, base sobro la cual otorgó la carta de ciudada- 
nía, y privarla así do la fe y crédito que le corresponde 
conforme a lo dispuesto por el art. 7* do la Constitución 
Nacional y el art. 4' de la ley 44. Esa fe y crédito no 
podría ser, en cambio, atribuida al pronunciamiento re 
caído en la información sumaria, como lo pretende la 
actora, porque proviene de un juez incompetente. Pues 
aunque esta Corte Suprema lia declarado que correspon- 
de a los tribunales ordinarios conocer en las cuestiones 
relativas al estado civil de las personas, como las vincu- 
ladas con el cambio o rectificación del nombre (Fallos: 
148, 323; 184, 175; 188, 71), esa jurisprudencia es in- 
aplicable al caso de autos, en que so discute lo refe- 
rente al requisito primario para el otorgamiento de la 
carta de ciudadanía, cuya existencia la justicia federal 
consideró probada en su oportunidad y es ahora im- 
pugnada por la misma interesada que antes la invocó. 
Es claro que a esos tribunales y no a otros incumbe 
examinar y resolver esa cuestión. 

Que la cuestión referente a si la actora La demos- 
trado o no la nacionalidad argentina que invoca es de 
hecho y prueba, y, por lo tanto, las conclusiones esta- 
blecidas al respecto por la sentencia apelada son irre- 
visibles en esta instancia extraordinaria. 

En su mérito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
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Sr. Procurador General, declárase mal concedido el 
recurso extraordinario. Xotifíquese y devuélvanse. 



MARTIN' DITIICRBIDE v. BANCO FRANCES DEL RIO 

DE LA PLATA 

CONSTITUCION NACIONAL-, Consttttwwnalidad c vtconstitucto- 
nalitiad, Lnjes nacionales. Administrativas. 

El art. 8 do la ley 12.6Ü7. en cuanto establece que los re- 
soluciones del Tribunal Bai icario que crea serán apela- 
bles auto la Cámara Federa! respectiva, no es violatorio 
del art. 100 de la Constitución Nacional. 



Y vista la presente cuestión planteada por D. Martín 
Di th u rinde contra el Banco Flanees del Río de la Plata, de 
la que resulta i 

a) Martín Dithurbide. por escrito del 4 de diciembre de 
1D42. plantea ante este Tribunal una cuestión vinculada al 
cumplimiento del estatuto del servicio baneario creado por la 
ley 2,637 y su re^lamcnl ación. Expresa que en mayo de 
l!»23, el Banco Francés del Río de la Plata le confirió man- 
dato frencrnl para que lo representara en todos los asuntos, 
cansas o pleitos que debiesen tratarse o resolverse en la juris- 
dicción de Bahía Blanca, con asignación de un sueldo mensual 
de $ 50 % Que esas funciones las desempeñó ininterrumpi- 
damente hasta el 11 de junio de 1ÍJ42, fecha en que se le co- 
municó por earta —que acompaña — la . .¡vocación del poder, 
la que se hizo efectiva el 7 de septiembre de ese año, según 
testimonio de escritura pública que también acompaña. 

Sostiene que debe considerársele (durante el tiempo que 
desempeñó el carpo) "empleado" de la empresa, porque la 




tto — Antonio Sa- 
F. Ramos Mejía. 
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retribución que se le abonaba tenía el carácter de "aneldo 
fijo" — art. 4 o del decreto reglamentario de la ley 12,637 — 
y que el hecho de ser mandatario no excluye que se le consi- 
dere empleado, porque el C. de Comercio considera como ver- 
dadero n.andutario al factor o gerente (arte. 142 al 146), y 
«un a loa mismos empleadas en ciprina actividades del negocio 
(arts. 147 al 153). 

Agrega que la Corte Suprema lia resuelto que los ñonga- 
dos de los Batí cok, deben ser considerado» empicado» de éstos, 
jurisprudencia también aplicable a los procuradores; que en 
tal carácter deben efectuar aportes a la Caja Nacional de 
Jubilaciones Ranearías y que por "lio el Raneo Francés del 
Río de la Plata le dedujo mensual mente de su haber el 5 % 
correspondiente a la Caja y lo incluyó en la planilla mensual 
de sueldos constando en los recibos que ha firmado al percibir 
la retribución mensual, que el importe correspondía a su 
^sueldo". 

En otra parte de un escrito expresa Dithurhide que es 
también procurador del Banco Español del Río de la Plata, 
institución que se ajustó a las disposiciones de la ley 12.637 
reconociéndole el escalafón. Que, en cambio, cuando reclamó 
a la demandada por ñola dH U de junio de 11*41 (ver fs. íí). 
el ajuste de sus sueldas, según jas nuevas disposiciones, ésta 
le contestó que para ello dehía trasladarse n la Capital Fe- 
deral a fin de desempeñar el cargo de procurador en la ensa 
central. 

Expresa que el Raneo ha procedido en forma contraria 
a las normas aplicables, porque en su designación se estipuló 
expresamente que actuaría como apoderado en la jurisdicción 
de Rahía Blanca, que no puede modificar una estipulación 
substancial del contrato y menos cuando necesariamente debo 
tener en Rabia Blanca un procurador que lo represente en los 
asuntos judiciales. 

Funda su acción en los arts. 7' de la lev 11.575; 2^, 4" 
y 5° de la ley 12.637 y í% inc. 4' ine. b), 22. 23 y 2f> del decreto 
reglamentario 80.(124. pidiendo que en definitiva se resuelva 
que el Raneo Francés del Río de la Plata no ha podido despe- 
dirlo ni revocar el poder conferido; que debe continuar traba- 
jando como procurador del Banco en Rahía Blanca, no pu- 
diendo ser trasladado sin su consentí miento; que el sueldo que 
so le debe abonar es el que la ley 12.637 estahlcee de acuerdo 
a su antigüedad; reclama los aneldos impagos y las diferen- 
cias dé sueldos entre los $ 50 % y el que correspondía a partir 
de septiembre de 1040. fecha en que se sancionó la ley de es- 
tabilídad y escalafón banca rio, con costas. 
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b) El Banco Francés del Río de la Plata contesta ex- 
presando que la asignación mensual de $ 50 % que percibió 
trimestralmente Dithurbide hasta abril de 1939, le fué abo- 
nada a partir de esa fecha por mea, en razón de la liquida- 
ción de aporten que le obligó a hacer la Caja Bancaria; que 
dicho importe no era mas que un mínimo de honorarios, al 
que deben sumarse los percibidos por el actor en forma va- 
riable y sin previa determinación fija, por los asuntos en que 
intervino en representación del Banco y que por ello no pue- 
de afirmarse que dicha retribución tuviera carácter de sueldo 
fijo. 

Expresa que el actor, en ejercicio de su profesión de pro- 
curador matriculado, atendió al Banco como a cualquiera de 
sus clientes y así pudo ser, al mismo tiempo (como lo confiesa 
en su presentación) procurador de otra institución bancaria. 
Que Dithurbide — durante el tiempo que fue su apoderado — 
ejerció, además, diversos cargos en la administración pública, 
desempeñando sus actividades profesionales con absoluta li- 
bertad y sin sujeción a ningún reglamento impuesto por el 
Banco y que habría estado sujeto a ellos si lo hubiera consi- 
derado empleado de la institución. 

Sostiene que la ley 12.637 se refiere y ampara al "em- 
pleado administrativo" —de oficina y de servicio — pero no 
a Jos profesionales que desempeñan sus funciones sin sujeción 
a dependencia administrativa nipona. 

Por ello, manifiesta que Dithurbide está excluido, según 
el art. 4 V del decreto SÜ.624, del régimen de la ley 12.637, por- 
que no desempeñaba tareas administrativas; porque solamente 
cumplía las inherentes a su especial izaeión como procurador, 
y porque percibía una retribución especial que nunca tuvo ca- 
rácter de sueldo fijo. Sostiene que el hecho de que Dithurbide 
haya aportado a la faja de Jubilaciones Ranearías, no implica 
por sí solo que pueda ser considerado "empleado" dentro del 
concepto (pie impone la ley 12.637. porque en igualdad de con- 
diciones se hallarían los directores de Banco y, en este caso, 
resulta evidente que tales personas no pueden invocar derecho 
a la estabilidad unte las términos del art. 336 del f . de Co- 
mercio. Por último, expresa que las relaciones de derecho apli- 
cables al caso emergen del contrato de mandato o locación de 
servicios, reglamentado por el C. Civil. Pide que la cuestión 
planteada por Dithurbide sea rechazada, con costas. 

Considerando ¡ 

Que la cuestión fundamental plantearla por las partes, ra- 
dica en que mientras el actor considera que. a los efectos ele 
la ley de estabilidad y escalafón de los empleados de Bancos 
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particulares, debe ser tenido por "empleado" y que su situa- 
ción está prevista en el art. 4' del decreto 89.624, reglamen- 
tario de esa ley, como profesional que lia desempeñado tareas 
inherentes a su especialización, mediante el pago de un sueldo 
fijo, el Banco Francés, sostiene que no es aplicable esa dispo- 
sición legal por cuanto en ningún momento se ha pagado al 
actor un "sueldo fijo", sino una retribución especial que no 
tenía eso carácter. 

El recurrente invoca el art. 7' de la ley 11.575 y j im- 
prudencia sentada por la Corte Suprema de Justicia tic la 
Nación que ha declarado comprendidas en el régimen jubila- 
torio creado por la mencionada ley a los abogadas y procura- 
dores de empresas banca r i as. 

Al respecto, cabe recordar que si bien ambas leyes se re- 
fieren en general al personal bancario, sus objetos y fines no 
son análogos. La ley 11,075 organiza, con fines de previsión 
social y dentro de un esquema más amplio, un régimen jubila- 
torio para un determinado gremio que ella define, directa o 
indirectamente, imponiendo la obligación de efectuar aportes 
a toda persona que perciba de las empresas banearia» un suel- 
do y estableciendo las normas para determinar cuáles remu- 
neraciones serán consideradas como "sueldo" a los efectos de 
esa ley. La ley 12.637 establece (independientemente del ré- 
gimen jubilatorio), los derechos y obligaciones que tienen en 
sus^ relaciones de trabajo "las empresas bnuearias particula- 
res'* y un grupo determinado de las personas que trabajan 
paro ella*?, fijando, como lo establece el art. 2" para este grupo, 
las bases esenciales del "estatuto de servicio bancario". 

Si no son idénticos los fines que persignen ambas leyes, 
falta establecer si lo son las grupos de personas a quienes se 
aplican, lo que lleva a examinar si son o no son idénticos los 
conceptos de "empleado" y "sueldo" cuando aparecen usa- 
dos en uno y otro easo. 

La ley de jubilaciones 11.575 integra, como se ha dicho, 
un conjunto de instituciones jurídicas de ¡<riud naturaleza, 
que crean un régimen de previsión para mitigar los efectos 
económicas de la invalidez, la vejez o la muerte, listas me- 
didas de previsión tienden a generalizarse, como que los ries- 
gos que tratan de cubrir son generales. La tendencia queda 
evidenciada con las nuevas leyes que periódicamente van in- 
corporando ntrns gremios al régimen de previsión, 

T así. con esa tendencia de generalización, ol nr t. 7« 
(ines. b y c), de la ley de jubilaciones 11.575 es categórico 
en el sentido de considerar sueldo a toda retribución fija en 
dinero que un Banco pague periódicamente como remunera- 
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eión de servicios prestados y eomo empleado a quien la per- 
cibe. Y Ja jurisprudencia de la Corte Suprema, interpretando 
dicho articulo, ha establecido con el mismo espíritu (entre 
otros casos on los del Banco Francés del Río de Ja Plata, fa- 
llo del 29-4-940 y Reynoso Jacinto, aposto 25 de 1941 y allí 
citados) que- toda pers. na que reciba un sueldo, según ei con- 
cepto de esa disposición legal, tiene derecho de afiliarse a la 
Caja y obligación de efectuar los aportes que fija la ley. 

La ley de estabilidad y escala fúu 12.637 al garantizar a 



al reconocer el derecho a una bonificación de sueldo o salario 
del empleado por cada hijo menor de 1G años que tenga a su 
carpo, y ;il fijar que h* honorarios t/ regimeUH dr Ucencw 
deben ser tales que concillen la eficacia del servicio con la 
«alud fíe tos empicados, pone de manifiesto que los fines so- 
ciales que persigue, mediante estas bases esenciales del esta* 
tuto del servicio bañante-, tienden a la protección de aquellas 
personas ligadas a la empresa por un contrato de trabajo, o 
sea de las que hacen profesión de su empleo baneario, pres- 
tan do suk servicios eomo medio de vida, es decir, poniendo en 
él una parte esencial, si no principal o acaso exclusiva de su 
capacidad de trabajo, por lo cual la retribución que perciben 
en eso cari éter constituye una fuente esencial, si no principal 
o acaso exclusiva de los recursos con que satisfacen sus nece- 
sidades económicas y sociales. Tal condición implica o puede 
implicar, para el empicado nanear io, una situación de depen- 
dería con respecto al Banco empleador, tal eomo ella resulta 
coi. frecuencia en las relaciones del trabajo. Interviene enton- 
ces el lcgisladnr a fin de asegurar, mediante normas obliga- 
torias, un equilibrio para cuya existencia podría no ser su- 
ficiente la sola acción de los individuos o grupos interesados. 

El principio peñera! que informa la lev 12,037 es. pues, 
otro que el de hi ley 11.575 y no podría api ¡curse a aquélla el 
criterio de generalización propio del régimen jubilatorio ni 
sostenerse por lo tanto que. para determinar a las personas in- 
cluidas en sus disposiciones, fuera suficiente xaher si la retri- 
bución que perciben es "sueldo", según el concepto del art. 7* 
de la ley 11.575. por el contrario, el decreto 89.fS24. en opi- 
nión del Tribunal, de acuerdo enn el espíritu de la ley que 
reglamenta, excluye expresamente de su régimen a los miem- 
bros del directorio de las empresas, que no cumplan tareas ad- 
ministra (¡vas y se designen o elijan por períodos determina- 
dos de tiempo, aun cuando perciban una remuneración que ffl 
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considerada sueldo. por el art. 7» de la ley 11.575 (Corte Su- 
prema, fallo citado" del 29-4-940), y excluye también los pro. 
íesionales y técnicos que no desempeñen tareas administrati- 
vas y solamente cumplan las inherentes a sus respectivas espe- 
cializacioues mediante el pago de una retribución especial. 

Los Bancos no sólo contratan servicios de empleados. 
Pueden concluir, naturalmente, otra clase de convenios que 
comportan obligaciones de hacer para los que contratan con 
ellos, sin que por el soln hecho de que sea un Banco el que las 
estipule, tales convenciones se transformen en contratos de 
empleo. Y así los Bancos pueden convenir la prestación de ser- 
vicios técnicos especiales con determinadas personas (pie ejer- 
zan las funciones eontratiid&s sin necesaria relación de empleo; 
tal ct caso de los profesionales y técnicos que prevé el art. 4* 
inc. b) del decreto reglamentario de la ley, 89,624. 

Desde luego que no todos los técnicos y profesionales des- 
empañan en empresas nanearías tarcas inherentes a sus res- 
pectivas especial izaeiones cu condiciones análogas : unos lo ha- 
cen con sujeción juríd ico-económica semejante a la del empleado 
común v pereiben una retribución fija que tiene las caracte- 
rísticas de un sueldo. Otras lo hacen en virtud de convenios 
por los que el Banco se asegura servicios especiales para utili- 
zar los conocimientos de técnicos o profesionales, como puede 
hacerlo eualnuier cliente de ellos y a quienes el decreto regla- 
mentario de la ley 12.037 declara que no pueden conceptuarse 
como empleados hancarios. 

La ley de estabilidad y escalafón de empleados do Ban- 
cos particulares protege sin duda al profesional empleado, es 
tlecir, a aquél que ejerce tareas inherentes a su profesión con 
suieción iurídico-económiea y mediante el pago de una retri- 
bución fija que tiene carácter de sueldo, pero no a tos profe- 
sionales que ejen-eti recular e independientemente su profe- 
sión, aunque en tal canil ,er se les baya ntnrfrudo un poder 
general y aunque cutre las un morosis formas pasibles de 
retribución de sus servicios se haya convenido el pago perió- 
dico de una suma determinada de dinero. 

Tero como en la práctica las situaciones no siempre son 
tan definidas v entre los dos extremas (profesional empleado 
v profesional ño cmnleado* caben múltiples situaciones inter- 
medias, hahrá que determinar en eada caso si las condiciones 
concretas de h relación establecida entre el profesional y la 
empresa lo colocan a aquél- dentro o fuera del alcance de la 

mencionada ley. . 

En el caso presente no se ha cuestionado por las partes 
el hecho de que el actor ha desempeñado únicamente tareas 
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inherente* al ejercicio de su profesión, hecho que resulta re- 
conocido en el escrito do demanda. Corresponde por lo tanto 
analizar ni las condiciones en quo el actor prestó sus servicios 
profesionales al Banco lo coloca n o no en la categoría de em- 
pleado dentro de la economía de la ley 12.G37. 

De las constancias acumuladas surge (pie Dithurbide ha 
prestado al Banco Francés del Río de la Plata servicios pro- 
fesionales, como apoderado de la institución en Bahía Blanca, 
según términos de la escritura pública, agregada (fs, 1 y 2) 
habiéndose convenido en ella que el "mandato que recibía sólo 
se considerará revocado o ti mi Indo cuando el mandante lo 
haga por escritura pública"; que esos servicios los ha pres- 
tado sin prado de dependencia pal roñal atomía —carta de fs. 
7 agregarla por el actor — ; que ejercía y ejerce normalmente 
su profesión de procurador en la jurisdicción de Bahía Blanca 
(es apoderado en ella de otra institución bancaria y así lo re- 
conoce Dithurbide nt absolver posiciones, fs. 54 y 55) ; que 
mientras desempeñaba eso mandato fué designado comisio- 
nado municipal en Tres Arroyas e Tn tendente Municipal de 
la ciudad de Bahía Rlanea; que la retribución fija de m$n. 50 
mensuales convenida con el Banco Francés le fué abonada 
trimestralmente hasta el SI de mayo de 1ÍJ3Í*. en concepto de 
viáticos, y que a partir del 1* de junio de 1939, con motivo 
de haber "sido incluido en el régimen jubila torio, se le liquida 
como "sueldo** en razón de la obligación de retener loa apor- 
tes y de habérsele hecho figurar en las planillas respectivas 
por esa misma causa — fa. 56 a 

No ha existido, pues, entre Dithurbide y el Banco Fran- 
cés del Río de la Plata un contrato de "empleo" sino única- 
mente relaciones jurídicas emergentes del mándalo conferido 
que el Banco pudo revocar según dis posición es de derecho co- 
mún aplicables a ese contrato y que la ley 12.GÍ17 no ha 
modificado. 

Por las precedentes consideraciones el Tribunal Bnueario 
considera, que Martín Dithurbide no puede ser conceptuado 
empleado del Banco Frnneé* del Río .le la Pinta a los efectos 
de la ley 12.637. Por lo tanto se rechaza la demanda inter- 
puesta por Martín Dithurbide contra el Banco Francés del 
Río de la Plata. Costas por su ord^n en atención a la natu- 
raleza de la causa. — Armtntflo Tí. Prnth. — (litiltmno W. 
Ktnn. — Xrxtor Cichero, 
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Dictamen del Procurador Fiscal de Cámara 

Buenos Aires, abril 12 de 1943. 

Excma. Cámara: 

Contra la resolución dictada por el Tribunal Han cario a 
fe. 60 do estos obrados, se ha interpuesto el recurso de ape- 
lación que "para ante la Cámara Federal respectiva" auto- 
riza el art. 8» do la lev 12.K37. 

Si el caso se lo considera a la .simple luz de lo que pres- 
cribo el mencionado art. 8» no sería dudosa la competencia de 
la justicia federal puesto cpie el legislador la ha estatuido cu 
forma expresa; de imperar tal criterio, sólo quedaría por re- 
solver la procedencia de Ja jurisdicción de V. E. por razón 
do la territorialidad. 

Ello no obstante y teniendo en cuenta que la jurisdicción 
nace de la Constitución y no de la voluntad Icp'isfativa fC- 

s.. t. nn, páp. 383 ; t un, páp. m ; t. 117, P úp. 146 ; t. ns, 

páp. 183; y t. 120, páp. 134), el suscrito conceptúa que en la 
especio debe necesariamente considerarse la naturaleza y fi- 
nalidnd de Ja ley 12.637 a Jos fines de determinar sí ella es de 
earácter federal y de con si fruiente si compete o no a la jus- 
ticia nacional conocer cu el "sub lite". 

Del examen de la ley 12.G37 a trav.'-s de todo m contexto, 
resulta: 

1* Que «e trata de un estatuto sancionado por el Estado, 
como 'poder público, a los efectos de establecer el derecho do 
todos Iok empleados dp los Bancos particulares del país, sean 
de crédito real o personal, a la estabilidad, sueldo mínimo y 
escalafón de sueldos, conforme n las bases esenciales deter- 
minadas en el mismo farts. V-\ 2'-' y 3»). En una palabra, con 
el objeto de reputar el contrato de trabajo de los empleados 
do todos los Bancos particulares del país, el Estado por con- 
ducto de ta ley 12,037 establece las bases esenciales f|iie com- 
portan el estatuto de servicio bancario. 

2 7 Que por intermedio de los d dopados del Bañen Cen- 
tral de la República, dd Ministerio de Hacienda y del Depar- 
tamento Nacional del Trabajo, el Estado, como poder público, 
so halla directamente representado en la Comisión Asesora 
Bancada que instituye el art. (¥> de la mencionada ley, incum- 
bicndole. a su vez, desipnar b*s otro« cuatro delepados que 
intepran la Comisión, en representación del capital y del tra- 
bajo. 
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3* Que el Tribunal Bancario que la ley crea a los fines 
de solucionar, con el carácter de tribunal de conciliación y 
arbitraje, los conflictos entre el empicado y el empleador ban- 
cario, se halla constituido en la Capital Federal y territorios 
nacional* 1 » con delegación que exclusivamente representan al 
poder público del Estado y que son designados por el Poder 
Ejecutivo Nacional, debiendo a justar sus resoluciones a los 
procedimientos establecidos en la reglamentación que dictare 
el Ejecutivo Nacional; y 

4* Que en las provincias, el Tribunal Bancario y sns 
procedimientos serán fijados por ellas. 

De lo expuesto resulta que la materia de que trata la ley 
12.637 no i\s ajena a lu legislación común; es una ley general 
sí, pero no especial de aplicación privativa y excluyen te por 
los tribunales federales, pues no escapa por su naturaleza a 
Ir reserva contenida en el nrt. 07 iue, 11 de la Constitución 
Nacional. 

Lo demuestran las arte, 8* y !)* de la misma en cnanto en 
el primero crea el Tribunal Bancario para la Capital Fe- 
deral y territorios nació nales, el cual deberá ajustarse a las 
procedimientos que en la respectiva reglamentación determine 
el Poder Ejecutivo Nacional, y en el segundo señala expresa- 
mente que» por su parte las provincias constituirán el Tribunal 
Bancario y 1 1 fijarán el procedimiento. De aquí se sigue que 
)n ley es de carácter general en cuanto al fondo farts. 1* 2° 
y 3*). siendo su alcance de carácter local en cuanto atañe a 
su ejecución. 

Por lo expuesto y consideran do que el art. ft' de la ley 
12.037 es violatorio del art. lllfl de la Constitución Nacional 
al atribuir una jurisdicción de excepción como es la federal, 
que no condice con los propósitos y naturaleza del estatuto 
bancario, opino que V. E. debe declarar la incompetencia de 
la justicia federal para conocer en las presentes actuaciones. 
— Saúl M. Encobar. 

Sentencia nn LA Cámara Federal 

Buenos Aires, mayo 31 de 1943, 

Autos y vistos: Para resolver la cuestión de competencia 
planteada por el Sr. Procurador Fiscal de Cámara. 

Y considerando: 

Que como se ha establecido reiteradamente, la compe- 
tencia de los tribunales federales es restrictiva y de excep- 
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ción. Ella nace de lo prest-ripio por el art. 100 de la Consti- 
tución Nacional y no de la voluntad legislativa, como implí- 
citamente lo ha declarado la Corte Suprema al resolver en 
diversas oportunidades que no obstante lo dispuesto por el art. 
32 t 1 la ley 7029, que atribuía competencia a los jueces fede- 
rales, éstos no la tenían "por cuanto se les habría entonces 
investido en la Capital y provincias de una jurisdicción no 
más restringida, sino por el contrario, más extensa de la que 
el Congreso puedo conferirles, desnaturalizando su misión por 
el hecho de convertirlos en jueces del fuero común"' (Fallos: 
120, 134; 117, 146). 

Que en el snb lite, idénticas razones deben prevalecer 
para decidir la incompetencia de la justicia federal, por cuanto 
bí i/.eu el art. 6" de la ley 1 2.6:17 la establece, la materia de 
que dicha ley trata y sobre la cual legisla es de derecho co- 
mún, pues se refiere a modalidades especiales — estabilidad, 
escalafón, sueldo mínimo — del contrato de locación de ser- 
vicios entre las entidades harnearías particulares y sus em- 
pleados, debiendo en consecuencia vincularse con lo pros- 
cripto por el inc. 11 del art. 67 de la Constitución. Ni por 
razón de la materia, ni por -azón de las personas, el caso 
puede atribuid- a ta justicia de excepción, sino al fuero 
común ordinario. 

Por lo expueisto, de acuerdo con el Sr. Procurador fis- 
cal de Cámara, siendo el art. 8' J de 1u ley 12.6:17 en la parte 
referida contrario al art. 1U0 de la Constitución Nacional, 
so declara la incompetencia de este Tribunal para entender 
en las presentes actuaciones. - R. Villar Palacio. — Carlos 
(U>¡ Campillo. — I, A. González Calderón. — Eduardo Sar- 
miento . — Carlos II a-re ra. 



Dictamen del Procuhadoh Grxf.iíal 
Suprema Corte: 

Por resolución de fecha 23 de febrero del corriente 
año, ol Tribunal Ruinarlo instalado en esta Capital {ley 
12.6.17), resolvió que I). Martín Pitliurbido, ex procura- 
dor a sueldo del Banco Francés del líío de la Plata, en 
Bahía Blanca, no podía ser conceptuado empleado de di- 
cho banco a los efectos do la citada ley, Dithurbide apelo 
entonces para ante la Cámara Federal de este distrito, 
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la que, a pedido del Sr. Procurador Fiscal, se ha decla- 
rado incompetente por considerar que la ley 12.637 rige 
materias de derecho común y en consecuencia el Congre- 
so no pudo someterla a la interpretación de los tribu- 
nales federales. Reputa inconciliable al art. 8° de la 
ley con el 100 de la Constitución Nacional (fs. 73). 

Contra tal fallo trae ahora Ditlmrbide un recur- 
so extraordinario, fundado en que no obstante autori- 
zar apelación el art. 8* de la ley, se lo priva de segunda 
instancia pues ni la Cámara Federal recibe el reclamo, 
ni la ley prevé otro ju?z a quien acudir. Al ni i sino tiem- 
po, plantea el asunto como una contienda de compe- 
tencia. 

A mi juicio, y en -arada así la cuestión, puesto que 
Ditlmrbide invocó oportuna mente a su favor el fuero 
federal, procede admitir el recurso. 

En cuanto al fondo, no encuentro demostrado en 
autos que la ley 12.637 deba conceptuarse complemen- 
taria del C. de Comercio, pues son visibles sus conexio- 
nes con la especial 11.575; y aunque fuese de derecho 
común, tampoco ello bastaría para sustentar por sí 
sólo la taclia de ineonstitueionalidad. 

La validez de hacer apelables para ante la Cáma- 
ra Federal, las sentencias dictadas por tribunales do 
provincias, o de la justicia ordinaria de la Capital, ha 
sido ya contcmplnda por V. E. Ese sistema fué esta- 
blecido expresamente en el art. 113 de la ley 4161, y 
la Corte lo declaró válido (Í>Í>:3S3), recordando además 
otras organizaciones equiparables de la propia ley 48, 
sobre organizaciones y competencia de los tribunales fe- 
derales (art, 5 y 12, íne. 2*), de la 1532 (arts. 36 y 41) 
que lucieron apelables para ante V. E. los fallos de la 
insticia ordinaria de los territorios, y de la 3490 (arts. 
14 y 15) sobre apelabilidad ante juez federal, de las mul- 
tas impuestas por autoridades provinciales. Signe sien- 
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do el sistema de la ley 4055, art. 17, inc. 2 P , Aun cuando 
no 80 trate precisamente de lo mismo, pudiera todavía 
recordarse la doctrina sentada por V. E. en 190:469. 

A mi entender, pues, establecido por los arts. 8* y 9* 
do la ley 12.637 que ínter venga en primera instancia el 
tribunal banca rio, y cu segunda, la Cámara Federal que 
por la circunscripción territorial corresponda, ello no 
.resulta inconciliable con las disposiciones del art. 100 de 
la Constitución Nacional. Debe reputarse que tal sistema 
corresponde a una de las excepciones que con arreglo al 
art 101 de la misma Constitución, puede establecer vá- 
lidamente el Congreso. 

Por ello solicito se revoque el fallo apelado. — Bue- 
nos Air* s, oH ubre 2 de 1943. — Jmm Airare*. 
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Buenos Aires, 14 de agosto de 1944. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario interpuesto 
por Martín Ditlrarliidc contra la resolución de la Cáma- 
ra Federr.t de la Capital que se declaró incompetente 
para ení jnder, en grado de apelación, contra el fallo del 
Tribunal Bancarto de la ley 12.GÍÍ7, en el juicio que sigue 
el apelante contra el Banco Francés del Río de la Plata 
por reincorporación; O y 

Considerando : 

Que el precedente dictair a del Sr. Procurador Ge- 
neral de la Xación establece con claridad y precisión el 
carácter promiscuo do la ley discutida, que puede consi- 

(') En fanal sentido fuenm rrsindtfiji pn 1n fcflui las pausas sc- 
(tisiiní! por "Eduardo Mn.íowaki v. Banco Polaco" r "Enrioue Szula- 
dzinaki v. Brinco PoWo". 
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dernrse del estatuto del empleado bancario, pues si tiene 
conexiones con el C. de Comercio — arts. 154 y eonc3. 
y sus modificaciones de la ley 11.729— es asimismo 
cierto que no se declara su incorporación a aquel Códi- 
go y tiene indudable vinculación con la núm, 11.575 que 
define el concepto de empresa banca ría, de empleauo 
ban curio, de sueldo, la forma del cómputo de servicios 
— arts. 3» 7' 9*, 10 y otros concordantes. 

Que, asimismo, es exacto que esta Corte ha reco- 
nocido al Congreso Nacional la facultad de conceder 
apelación ante jueces y cámaras federales de resolu- 
ciones de tribunales provinciales o loeales — Fallos: 
99, 383; 1Í)0, 4tií) y otros concordantes. 

Que, finalmente, si se desconoce hi competencia de 
las cámaras federales para entender en grado do ape- 
lación de los tribunales banca ríos por la sola circuns- 
tancia de ser é t os compuestos por autoridades provin- 
ciales "en las provincias", no obstante el carácter na- 
cional de la ley y asimismo el carácter nacional de la 
Comisión Honoraria Asesora — urt. ti"— se llegaría a 
la conclusión de privarse a las partes de la segunda 
instancia que es la propiamente judicial y que obvia, 
por ello, el carácter administrativo del tr i binad de pri- 
mera instancia. 

En su mérito y de acuerdo con el recordado dicta- 
men del Sr. Procurador 0< nerni, se revoca la resolu- 
ción apelada en cuanto pudo ser materia del recurso, 
llágase sabe i- y devuélvanse, debiendo reponerse el pa- 
pel en el tribunal de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
car xa — F. Ramos Mejía. 



BLANCA ROSA ZIXOAGA v. NACION ARGENTINA 

ACTOS ADMIMS TfíA TI VOS. 

La cosa juzgada administrativa no exhale solamente en 
favor de los administrados «¡no también del Estado y 
contra aquéllos cuando han consentido y ejecutado las re- 
soluciones respectivas. 

PEXSIO.XKS MILU Alt ES: ExpctUcimiarws al dexíerto. 

El decreto que, apartándose de lo dispuesto en los arts. 
21, inc. 4 V , di» la ley 1*12. y 13, cap. II, tít. IV de la ley 
4707, modifica uno anterior consentido y ejecutoriado, 
para acordar a las deudos de un expedicionario al de- 
sierto un beneficio mayor que el que letra 1 mente les co- 
rrespondo, es absolutamente nulo y puede ser válida- 
mente dejado sin efecto por un decreto posterior que 
restablezca el imperio del primero. 



Sentencia de Primera Instancia 

Buenos Aires, abril 14 de 1943. 

Y vistos: Estos caratulados: "Zuloaga Blanca Rosa con- 
tra Gobierno de la Nación, sobre pensión", de su estudio re- 
sulta: 

I» A fs. 3 la aetora por apoderado demanda la nuli- 
dad del decrete» de I de marzo tic líMil que dejó sin efecto el 
30 de diciembre de 1020 que acordaba un aumento de pen- 
sión y también que se alionen las diferencias que se dejaron 
de percibir a contar desde la f ce lia del decreto cuya nulidad 
demanda, con intereses y costas. 

Dice díte por decreto del 20 de septiembre de 1020 se 
liquidaba la pensión nacional do cuatrocientos pesos a la 
Sra. Dolores Tejeiro de Zuloajra y Srta. Blanca Rosa Zu- 
inana, en carácter ele esposa, viuda e bija le?*' tima del te- 
niente coronel expedicionario al desierto. I>. Amules ZuleMipra, 
la que por aplicación de la ley 11.293 se elevó a quinientos 
pesos. Por decreto de 30 de diciembre de 1020 se modifica- 
ron los anteriores y se estableció que la pensión debía ser 
liquidada coi arreiríu al sueldo de coronel que es el que hu- 
biera correspondida al teniente coronel P. Aquiles E. Zu- 
loafra, si en vez de fallecer hubiese pasado a situación de 



retiro. Ahora bien, el 4 de mayo de 1931, el P. E. anuló el 
decreto último citado por no ajumarse a su juicio a loa dis- 
posiciones legales en vigor. Solicitada la reconsideración, se 
la mantuvo, y ngotnda la vía administrativa, viene a enta- 
blar la demanda dejando constancia de que por fallecimiento 
do la madre de la aetora, acumuló a su favor la parte do 
pensión que dejaba de percibir ru señora madre. 

Funda en derecho la demanda, invocando a su favor la 
irrcvocahilidad del neto administrativo cumplido en ejercicio 
de facultades regladas, y termina pidiendo (pie en ku oportuni- 
dad se hagn lugar a la demanda, 

2> Declarada la eom potencia del juzgado a fs. 8 y corrido 
traslado de la demanda, la contesta el Sr. Procurador Fiscal, 
Dr. Pftulueci Cornejo, a fs, 9. Dice (pie si bien es cierto que 
se lia declarado la irrevoeabilidad de los actos administrativos 
que en unan estado, reglando sobre derechos subjetivos no fun- 
ciona el prmcJpio si el acto está afectado do nulidad absoluta. 
Sostiene qiv al dictarse el decreto del 30 de diciembre de 
nn-jornndo la pensión de la aetora y su señora madre se 
violaron fas d imposición es de la ley orgánica 162, y además el 
primor decreto constituía cosa juzgada. 

Opone la prescripción decenal que autoriza el art, 4023 
del Código Civil, Din' que la aetora llegó a la mayoría de edad 
en 1018 y desde esa fecha empezó a prescribir oí supuesto de- 
recho a que so modificara la pensión, el que se habría cum- 
plido en un habiendo podido servir de acto interruptivo 
el decreto de 30 de diciembre de 1029, por su absoluta nulidad. 

También opone la prescripción de ciñen años, en cuanto 
a las mensualidades por diferencia de pensión hasta cinco 
años antes de que fue declarada incapaz la o clora. 

Considerando : 

I. Que habiéndose opuesto la prescripción decenal (art, 
4023 Cód, Civil) comn defensa por la demandada, debe ana- 
lizarle previamente, porque en caso de prosperar, sería inne- 
cesaria la consideración de las demás cuestiones planteadas. Y 
8 la vez, debe resolverse sí ha habido suspensión del término 
do la prescripción por razón de la insania de la aetora. 

TI. Que en autos se ntaea la vnlidez del decreto del P. E. 
de h\ Nación de fecha 4 de mayo de 1931, y sostiene la aetora 
que como con fecha marzo 21 de 1041, se'le designó curador 
provisional en el juicio de insania desde entonces, es decir 
antes de Ins diez años, quedó suspendido el término de la 
prescripción. 

III. Que el art. 30G6, del Cód. Civil dispone que la pres- 
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cripciún no corte contra loe menores de edad, estén o no eman- 
cipados, ni contra los que se hallen bajo una cúratela, aunque 
la prescripción hubiese comenzado en la persona de un mayor, 
etc Que ésta disposición, romo lo hace notar Salvat (Tra- 
tado de Obligaciones, pág. 852, n* 20%) se refiere a los de- 
mentes declarados en juicio, y no respecto de los no declarados, 
lo que es bien lógico dado lo dispuesto en el art. 140- Nadie 
será habido por demente, para los efectos que en este código se 
determinan, sin que la demencia sea previamente verificada y 
déla ra da por juez competente. 

Que, sin embargo, es de advertir que la terminología del 
art. 8966 es explícita pues dice "los que se hallen bajo lina 
cúratela" pero, a juicio del suscripto» ya que el art. 468 de- 
termina que se da curador a los mayores incapaces, debe en- 
tenderse que el legislador en el art. 3í)66 se ha querido refe- 
rir a los incapaces, declarados en juicio. En cuanto al curador 
provisional que se le designó, sólo lo fué para defensa fírf 
Utem de la presunta insana, pero sin que ello implicara anti- 
cipar la declaración judicial de incapacidad, a la fecha de su 
designación. 

Esta opinión se robustece más, si se tiene en cuenta que 
la fuente del artículo, según resulta de la nota, es el art. 2252 
del Cód. Civil Francés, que expresamente se refiere a los me- 
nores y a los interdictos. 

Que no escupo al criterio del suscripto, que en otros le- 
gislaciones se ha adoptado al respecto un criterio distinto eomo 
en el Cód. Alemán (art 206) cuyo sistema ha seso ido Bibiloni 
(Anteproyecto T. VIT, pág 30) y el proyecto de la Comisión 
Reformadora del Cód. Civil ínrt 310), en los que precisa- 
mente, si ha carecido de representante legal, la prescripción 
transcurrida no se cumple hasta antes de seis meses a contar 
desde que ta capacidad completa ha sido adquirida o desde 
que ha sido nombrado el representante legal, pero si tal siste- 
ma, la doctrina puede propiciarlo, el juez no puede sino apli- 
car la ley sin juzgar su acierto, y en el caso que resuelvo pa- 
rece indudable que el legislador ha seguido el sistema del Cód, 
Francéa. 

Que no obstante lo expuesto, teniendo en cuenta el crite- 
rio seguido por la Exorna, Cámara en el caso de Máxima Cruz 
contra el Gobierno Nacional fJ. A., t. 70. pág, 403) en el que 
confirmando nna sentencia de mi distinguido antecesor en el 
juzgado Dr. Sarmiento, resolvió que la suspensión de la pres- 
cripción tenía lugar a favor de una demente no declarada, 
considera conveniente el suscripto dejar sólo a Ralvo su opi- 
nión, y ajustarse al punto de vista espuesto por la Cámara, 
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Por ello, debe coneluirse, que a la fecha de la designación del 
curador provisorio, se suspendió el curso de la prescripción, 
y como entonces no habíun transcurrido diez años desde la 
fecha del decreto que ataca la aetora, la prescripción decenal 
no se operó. 

IV. Que por tanto debe analizarse el fondo del asunto 
sub-oxauicn y recién en caso de llegar a una conclusión afir- 
mativa sobre el derecho invocado por la aetora se considerará 
la defensa de preseripeión de cinco años opuesta por el seftor 
Procurador Fiscal. 

V. Que de los antecedentes administrativos agregados 
resulta: a) Quo por decreto del P. E. de u de abril de 1905 
se reconoció a Da. Dolores T, de Znloaga, viuda del estinto 
teniente coronel Aquilea E, Zuloaga, la pensión militar corres- 
pondiente con goce de la mitad del sueldo que disfrutaba el 
ea usante, de acuerdo con lo que disponía la ley general de 
pensiones del 9 de octubre do 1865, art. 21, inc. 3^; b) Que 
la ley 4890 sancionada el 30 de setiembre de 1905 y promulga- 
da portel P. E. el 9 de octubre del mismo año. se aumentó a 
cuatrocientos pesos la pensión que disfrutaba Da. Dolores T. 
de Zuloaga ; c) Que la ley 9974 de 30 de setiembre de 1915 se 
prorrogó la pensión graciable anterior disminuyéndose de dos- 
eicntos a eten lo cincuenta pesos, de ta que gnzó sin perjuicio 
de la pensión militar; d) Que con fecha ¡10 de octubre de 1924, 
la madre del actor solicitó se le liquidara la pensión de acuer- 
do a las 2/3 partes d"l sueldo del causante» a raíz de haber 
fallecido su esposo a consecuencia de heridas recibidas en actos 
de servie io, pedido que fué denegado por resolución ministe- 
rial de fecha 14 de mayo de 1925. en la que se hizo constar 
quo la pensión de la madre de la actora se liquidaba de acuer- 
do a la ley de 1 >0"> y de acuerdo a los beneficios de la ley 
11.293; o) Que por decreto del P. E. de la Nación de 30 de 
diciembre d,> 1929. .se modificaron los decretos de concesión 
do la pensión de Da. Dolores Tejciro de Zuloaga, disponiendo 
quo se le liquidara en lo sucesivo de acuerdo al sueldo de 
enronel que es el quo hubiera correspondido al causante si en 
vez de fallecer hubiera posado a retiro; f) Que finalmente, 
por decreto dei P. E. de 4 de mayo de 1931, se anuló el ante- 
rior por entender que no estaba ajustado a las disposiciones 
legales reglamentarias vigentes y es este el deercto que impug- 
na la parte aetora. demandando a fin de que se le declare nulo, 
y se le reconozcan las diferencias de haberes. 

VI. Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación tie- 
ne resuelto en el caso Elena Carmen de Cantón contra Go- 
bierno de la Nación (Fallos: t. 175, pág. 378) que el acto 
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administrativo es irrevocable cuando declara un derecho subje- 
tivo causando estado, sobre la base de que el acto ha sido 
regular, es decir válido en cuanto a su forma y competencia, 
recateando luego en fallos posteriores la necesidad de que 
- dicho acto sea regular (Los Lagos S. A. contra Gobierno de la 
Nación, C. S. N„ t. 190, pág. 145. Múrtola Pedro e-mtra Go- 
bierno de la Nación, t. 189, pág. 210). 

VII. Que por ello se hace necesario analizar si el decre- 
to de 30 de diciembre (lo 1929 fué un acto regular o si estaba 
afectado de nulidad como lo pretendo la demandada y en este 
caso, será necesario resolver la defensa de prescripción opues- 
ta por el actor. 

VIII. Que el causante de la pensión que da origen a este 
pleito falleció el 11 de febrero de 1905 y en aquella época 
regía la ley de pensiones militares a* 162. del año 18ti5, que 
en el art. 21, inc. 4* establecía; "Las familias de aquellos que 
hubiesen muerto en función de guerra tendrán derecho a la 
mitad del sueldo, sea cual fuere el tiempo de servicio*'. Con 
posterioridad la sanción de la ley 4707 mejoró la condición 
do los deudos <le militares fallecidos en actos de servicio, pero 
dicha ley es inaplicable al caso del teniente coronel Zuloaga, 
porque ftté sancionada el 28 de setiembre de 1 y en el Tit. 
IV, Cap. II, art. 13 disponía: "Quedan derogadas todas las 
leyes anteriores referentes a pensiones y retiros para los que 
se retiren en lo sucesivo, subsistiendo la vigencia de todos los 
efectos que hayan producido'*. 

Que el I*. E. pudo haber tenido razones de equidad para 
quo so liquidara la pensión que hubiera correspondido al gra- 
do do coronel, pero lo que es indudable es que careció de facul- 
tades para prescindí! de la norma legal en vigencia, es decir el 
art. 21, inc. 4-, de la ley 1(12. (pie determinaba clara y precisa- 
mente, cual eran los derechos de los deudos del militar muerto 
en acción de guerra y al apartarse de la disposición legal y com- 
prometer por su sola voluntad el patrimonio de la Nación, ha 
violado normas fundamentales del derecho público, puesto que 
el P. E. sólo puede conceder pensiones o retiros conforme a las 
leyes de la Nación (art. 8fi. inc. 7* de la Constitución Nacional). 

Esa violación de la ley por parto del decreto que invoca la 
actora como título de su demanda lo hace nulo, de nulidad 
absoluta y manifiesta y así debe deehirarse (arta. 1038, 1044 
" prohibición del objeto principal del acto", 1047 y concor- 
dantes del (Vid. Civil), y por tanto no puede sostenerse que 
tal decreto tenga la fuerza de cosa juzgada porque le falta 
el requisito fundamental de haber sido regular. 

Que tal carácter de nulidad absoluta y manifiesta hace 
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que sea imprescriptible, eomo lo ha resuelto reiteradamente la 
jurisprudencia y por tanto debe desecharse la defensa de 
prescripción opuesta a fs. 32, no hay en tal caso posibilidad 
de aplicar la prescripción del art. 4030 ni la del 4023, ni es 
el suh lile, semejante al caso citado por la actora de Amigore- 
na c. Gobierno de la Nación, pues no se trata aquí, de mi 
error en la apreciación de hechos, por parte del P. E., sino 
do un acto de este realizado en violación de disposiciones cons- 
titucionales y legales. 

IX. Que aun cuando las anteriores consideraciones sobre 
la falta de facultades del P, E. para disponer por su arbitrio 
de una liquidación <lo la pensión en mayor monto que el auto- 
rizado por la ley, constituyen un fundamento para el rechazo 
de la acción que no puede autorizar al tribunal a llegar a 
ol ra conclusión, cree el (suscripto necesario, destacar que si el 
P. E. al dictar el decreto de diciembre de 1929, de conformi- 
dad con algunos dictámenes obrados eu el expediente pudo 
considerar de equidad la resolución adoptada, sobre todo te- 
niendo en cuenta que las militares que actuaron juntamente 
con Zutoaga en \m hechos en que éste halló la muerte, fueron 
ascendidos, y más aun que el P. E. propició en su hora el 
ascenso del causante no pudiendo cumplirse su deseo por el 
fallecimiento do éste lo cual parece poner de relieve una si- 
tuación de injusticia para sus deudos, hay que tener presente 
que el Coiign-so de la Nación considerando esa situación, san- 
cionó sendas leyes por las que, además de la primitiva pensión 
militar de doscientos pesos, cobraron sus derecho habientes, 
durante diez años doscientos pesos mensuales mas y durante 
otros diez años ciento cincuenta pesos mensuales más. Y cuan- 
do se sancionó la ley 11.Ó34, por la que se renovaba la pensión 
graciable por cinco años, no pudo hacerse efectiva en loa deu- 
dos de Znlonga, porque, por haber sido expedicionario al de- 
sierto, se les elevó en virtud de la ley 11.203, la pensión que 
percibía a quinientos pesos. Y bien, esa es precisamente la 
única solución en que el aspecto de justicia de la reclamación 
de In actora puede encontrar satisfacción: mediante una ley 
del Congreso otorgando una pensión graciable, pero el P. E, 
no pudo por sí, disponer que se le papara nada más que lo 
que la ley disponía y al haberse excedido en sus facultades, 
ha violado prohibiciones constitucionales y legales que toman 
a su acto nulo, absoluta y manifiestamente, y por tanto insus- 
ceptible de confirmación o de adquirir validez por prescrip- 
ción. Por todo lo cual fallo: desestimando la demanda instau- 
rada, sin costas por considerar que pudo creerse la actora con 
derecho para litigar. — Alfonso E. Poccard. 
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Sentencia de la C Asi ara Federal 

Buenos Aires, 1» de octubre de 1^43. 

Considerando : 

Que la prescripción decenal, opuesta como defensa por el 
Sr. Procurador Fiscal eu primera instancia, fué desestimada 
por el señor juez a qtio sin que el representante del Ministerio 
Público recurriera de esa decisión, la cual quedó consentida. 
De tal manera, es extemporánea la misma defensa opuesta por 
el Sr. Procurador Fiscal de la Cámara eu su escrito de fs. 39 
y en consecuencia se la desestima. 

En cuanto al fondo del asunto no es posible la rehabili- 
tación del decreto de 1929 que pretende Ja actora porque él 
careció de la condición de legitimidad al acordar un beneficio 
violando expresas disposi clones legales — art. 13. cap. IV de 
la ley 4707 y ley 1U2— y porque alteró el principio de la 
cosa juzgada administrativa al modificar el decreto de 1905, 
lo cual es inadmisible, como lo ha establecido la Corte Supre- 
ma en jurisprudencia reiterada (Fallos: 194, 254; 188, 135 
entre otros). 

En su mérito y por sus fundamentos concordantes, se con- 
firma la sentencia apelada do fs. 27. también sin costas, atenta 
la naturaleza de las cuestiones debatidas. — Carlos del Campillo. 
— Eduardo Sarmiento. — Carlos Herrera. 



FALLO DE LA COK TE K IT REMA 

• Buenos Aires, 14 do agosto de 1944. 

Y vistos: Kl recurso tic apelación ordinaria inter- 
puesto por la actora contra la sentencia de la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital que denegó su de- 
manda de nulidad de un decreto del P. E. v aumento 
de pensión; y 

Considerando: 

Que, como lo decidió esta Corte Suprema en el ca- 
so registrado en el t. 179, pág. 431 de su colección de 
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fallos, la doctrina de la estabilidad e irrevocabilidad 
de las resoluciones del Poder Administrador cuando 
decide cuestiones en que actúa como juez en virtud 
de facultades regladas por ley, no pierde su eficacia 
cuando es el particular interesado en una gestión con- 
tencioso administrativa quien deja sin recurrir o actuar 
en tiempo y forma contra las resoluciones que deciden 
sus pretensiones, más del tiempo que las leyes o la ju- 
risprudencia prevén; y de Ja minuciosa relación que el 
Sr. Juez Federal hace de los antecedentes de esta causa 
(cap. V, f s . 29 y sigtes.), resulta que la decisión del Po- 
der Administrador acordando pensión a los herederos 
del teniente coronel D, Aquilcs E, Zuloaga es de fecha 
5 de abril de lí)05 y quedó firme con mucha anterioridad 
al decreto que la modificó en 30 de diciomhro do 1D29, 
violando así la estabilidad de la cosa juzgada conforme 
a lo resuelto en el caso Caimán de Cantón —Fallos: 
175, 3G8. 

En su mérito y por los fundamentos de primera y 
segunda instancias, se confirma la sentencia recurrida. 
Sin costas. Hágase saber y devuélvanse, dehtondo repo- 
nerse el papel en el juzgado de origen. 

RoRKÍiTO IÍJÍPETTO — ANTONIO Sa- 

Gábna — F. Ramos Mejía. 



- 

JUAN RATVSOX BI-ST AMANTE v. NACION ARGENTINA 

PEySIOXES MILITARES: PwtoM* a /os militare*. Imttiíita- 
fitín para la carrera militar. Ejército. 

Los casos en que la incapacidad para continunr la carrera se 
manifiesta cu forma media tu y después de que el causante 
lia sido ascendido y considerado apto a dicho efecto, no es- 

C¿... . 
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tán comprendidos en el art 18 sino en el 16 del tít. III de 
la ley 4707 

PENSIONES Mí UTA RES': pensiones <t las militares. Imttilha- 
ci-:-n para la carrera militar. Ejt-rcito, 

El oficial de aviación afectado por insuficiencia mil ral com- 
pensada, cuyo retiro se efectuó varios años después de 
producida la lesión y de haber sido ascendido previa de- 
claración de que era físicamente apto para ello, no obstan- 
te la lesión de que padecía, no tiene derecho al beneficio 
previsto en el art, 18 sino en el art. lü\ del tít, III de la ley 
4707. 



MARIA CARRANZA DE BRAVO v. NAC ION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pemhtus a deudos de militares. 

El tít. IV de la ley 4*óí> no acuerda pensión a la madre 
divorciada .sin culpa, níiio tan sólo a la madre viuda; por lo 
cual es absolutamente nulo y revocable por un decreto poste- 
rior el qiu\ violando la ley, concedió dicho beneficio a la 
madre quone hallaba en Ja situación mencionada en primer 
término (-}. 



KAtX J". PIEKONI v, NACION ARGENTINA 

pnESCRll'ClOS : Tiempo de la pn$erfpeí$n t Le;tes especiales. Pen- 
siones militaren. 

Prescribe n los cinco años contados desde que fie produjo 
Ja baja improcedente, la acción del oficial del ejército 
reincorporado más tarde en situación de retiro por anu- 
lación de aquella medida, para cobrar los sueldos que 
mientras tanto no pudo percibir ( 3 ). 



(1) 19 de ajusto do lí'44. Fallos: l^S, 434, 

(2) 1S de aposto do lt>44. Fallos: 1£>6. 72. 
(J) 18 do agosto do 1044. 
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CIAS. DE SEGUROS "INDUSTRIA Y COMERCIO" Y 
"LA ROSARIO" v. MUNICIPALIDAD DE ROSARIO 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Requintos propios. Cuestiones 
no f aterale». interpretación tie nvrmas y artos ¡orates en general. 

Es mi procedente el recurso extraordinario fundado en la 
falta de proporción del gravamen municipal cobrado con 
el costo de las servicias a <pie se refiere, contra la senten- 
cia que. interpretando las disposiciones locales respectivas 
en forma irrevisible, declara que la contri luición impuesta 
no es tina tasa sino un impuesto establecido con arreglo a 
dichas disposiciones. 

MUMCIPAL1DADES. 

El sistema económico financiero al que deba ajustarse el 
régimen comunal de bis provincias no ha sido prefijado 
por la Constitución sino que entra en la órbita de Jos fa- 
cultades propias de aquéllas. 

COXSTITCCIOX SACIOSAL: Com'titurhtudiciad e inconstitach- 
nalidatl. Ordenanzas municipales. 

El art, tí'-' de Ea ordenanza general de impuesi s correspon- 
diente al uño 1ÍÍ33 para la ciudad de Rosario, no es viola- 
torio del art. 16 de la Constitución Nacional por la circuns- 
tancia de que el monto del i mp tiesto general que exige se 
haya establecido, en lo referente a las compañías dé segu- 
ros, con relación al negocio de que ellas se ocupan, sin tener 
en cuenta que el alquiler do las fincas afectadas es infe- 
rior al do algunas dedicadas a otras actividades; de ma- 
nera que dichas sociedades resultan gravadas en mayor 
proporción que otras categorías de contribuyentes. 



DltTAMEX I)KL PltOCl TÍADOl! GENEnAL 

Suprema Corte : 

Se discuto on estos ñutos si el pago de ciertas sumas 
exigido a varías compañías tic seguros por la Munici- 
palidad de Rosario en concepto de "impuesto de lim- 
pieza, alumbrado y barrido" {fs. 15 y 1G}, durante el 
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año 1933, debo reputarse inconstitucional, por cuanto 
viola el principio de igualdad, y además no guarda pro- 
porción con el costo de los servicios respectivos. Admi- 
tida la validez de tal impuesto por fallo de la Cámara 
de Apelaciones do Rosario (2* Sala), traen ahora di- 
chas compañías un recurso extraordinario a fin de obte- 
ner se haga lugar a la devolución que gestionan. 

Lo considero admisible tan sólo en enrulo se refie- 
re a la primera en dichas cuestiones, pues la segunda 
no es susceptible de revisión en esta instancia. El fallo 
aludido d e cía ra que con arreglo a la Constitución de 
Santa Fe y a la ley orgánica de municipalidades de San- 
ta Pe, pudo lü Municipalidad de Rosario crear el im- 
puesto materia de reclamo; y como no se tacha de in- 
constitucionales ni a la Constitución ni a la ley, existe 
cosa juzgada acerca de que se trata Úü un impuesto y 
no es necesario entonces exista proporcionalidad entre 
su monto y el costo de los servicios de limpieza, alum- 
brado y barrido prestados a las compañías recurrentes. 

Por lo que a la alegada falta de igualdad respecta, 
V.E. tiene reiteradamente resuelto que las municipalida- 
des pueden establecer diversas categorías de contribu- 
yentes, siempre que ellas se ajusten a base razonable. 
Ciertamente en este caso se ha exigido a dichas com- 
pañías, sumas hasta un monto que no guarda relación 
con el valor locativo de los inmuebles ocupados por sus 
escritorios en la ciudad de Rosario; pero tal sistema 
nada tiene do arbitrario, ni de anticientífico. Corres- 
ponde al concepto de r L uc quienes disponen de mayor 
capital deben contribuir en mayor proporción al soste- 
nimiento de los servicios urbanos; concepto análogo, en 
el fondo, al que conduce a exigir mayor cuota a las 
casas de comercio que a las de familia. Acerca de la 
constitucionalidad de este último distingo, la jurispru- 
dencia de Y. K i tareco ya i le va atable; y no se ha de- 
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mostrado quo el impuesto resulte confisca torio, ni fué 
cuestión propuesta a fs. ¿529. 

En consecuencia, opino que corresponde mantener 
por sus fundamentos ni tallo de fs. 230-237, en cuanto 
pudo ser materia de recurso. — Buenos Aires, junio 11 
de lí)4.'í. — Juan Aluarez. 
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Buenos Aires, 18 de agosto de 1944. 

Y vistos : El reeursu extraordinario interpuesto pol- 
las Compañías de Seguros "Industria y Comercio" y 
"La Rosario" contra la sentencia de la 2 f Sala en lo 
Civil y Comercial de la Cámara de Apelaciones de Ro- 
sario, que desestimó la demanda de aquéllas contra la 
Municipalidad de liosa rio por ineonslitucionalidad de 
impuesto y repetición de sumas pagadas en concepto 
de dieljo gravamen; y 

Considerando i 

I) Que, como lo advierte el Sr. Procurador Ge- 
neral, la tuelia opuesta al art. ti v t sección "Compañías 
do Seguros", pág. 10 del folleto de fs, 175 titulado 
"Ordenanza General de Impuestos" correspondiente 
al año 1033, Municipalidad de Rosario, fundada en que 
so lia establecido y cobrado un verdadero "impuesto" 
y no una "tasa" correspondiente al servicio municipal 
prestado, está al margen de las facultades de la Corte 
Suprema en función del recurso del art. 14 de la ley 
nacional 48, porque el alcance y límites de las facul- 
tades municipales surgen de la Constitución y las leyes 
provinciales cuya correlación, interdependencia y con- 
formidad entre sí, no incumbo decidir a la Nación en 
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tanto ellas no violen los principios, derechos y garan- 
tías establecidas por la Carta Fundamental de la Re- 
pública, las leyes de la Nación o tos tratados con las 
naciones extranjeras — art !íl de la Constitución — ; 
ésta, en cnanto a redimen municipal, se limita a orde- 
nar su establecimiento como requisito esencial para la 
efectividad de la autonomía de las provincias —art. 5 g 
— pero en manera alguna les ha prefijado el sistema 
económico finan fiero al cual deban a justar la orgn ni na- 
ción comunal, que entra en la órbita de las facultades 
propias locales conforme a los arts, 104, 105 y 100 de 
la Constitución. 

TI) Que tampoco resulla eficaz la tacha de des- 
igualdad fundada en el art. 16 de la Constitución, pol- 
la circunstancia de cobrarse a las compañías actoras la 
cantidad de doscientos posos mensuales a cada una, a 
nesar de que el valor locativo de las propiedades afecta- 
das es interior al de otras dedicadas a distintos negocios 
o actividades, que pajean menos y reciben el mismo ser- 
vicio municipal. T,a constante jurisprudencia de esta 
Corte ha establecido que* la eraran tía constitucional de 
la igualdad como base del impuesto —art. l'¡— no ex- 
cluye la facultad de establecer grupos o distinciones o 
formar categorías de contribuyentes, siempre que tales 
clasificaciones no revistan el carácter de arbitrarias o 
estén inspiradas en un propósito manifiesto de hosti- 
lidad contra determinadas clases y personas —Fallos: 
150, 80; 1$% mi m. 355; 185, 1*2 ; 188, 404: WO, 231 
y muchos otros— pero, naturalmente, dentro do cada 
cate-oría o grupo, todas las personas deben ser trata- 
dos "del mismo modo siempre que se encuentren en 
igualdad de circunstancias y condiciones —Fallos: 1S4, 
5Í)2; 188, 464; 187, 586 y otros anteriores y posteriores. 

I1T) Que esas normas no lian sido transgredidas 
por la ordenanza municipal de Kosario pues, sin diseu- 
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tir la sabiduría, conveniencia o equidad de los distingos 
establecidos en el art. 6* —cuestión ajena a la función 
de la justicia y sobre todo a la extraordinaria de esta 
Corte— no se advierte la arbitrariedad, odio o preven- 
ción caprichosa que haya inspirado la clasificación de 
las compañías de seguros, cuando hay varios otros ne- 
gocios, industrias o actividades que pagan iguales o 
mayores tasas {aserraderos, bancos de depósitos, de 
edificación, de préstamos por merca de rías, barracas de 
frutos, casas de préstamos sobre prendas, casas de re- 
mates, casas exportadoras de cereales, etc.), 

La ley nacional de patentes 11.288, establece muy 
varias categorías que im respondón m al valor locativo 
de ios establecimientos ni al valor real de los negocios 
— art. V — y esa variedad no está fundada en odio, ca- 
pricho y hostilidad para unas actividades o favor arbi- 
trario para otras. 

En .-'i mérito, concordantes de la sentencia de se- 
gunda instancia y de conformidad con lo dictaminado 
por el Sr. Procurador General, se confirma la resolu- 
' ón apelada en cnanto pudo ser materia del recurso. 
Hágase saber y devuélvanse, debiendo reponerse e] 
papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sao ati na — B. A. Nazar 
Anchorena — F. Ramos 
Mejía. 
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8. A. GRANDES CAMPAÑAS DE PUBLICIDAD v. 
PROVINCIA Y MUNICIPALIDAD DE SANTIAGO 

DEL ESTERO 

RECURSO EXTRAORDI SARJO : Requisitos fórmate». Interposí 
ción del recurso, quienes pueden interponerlo. 

La sentencia que declara violntoria de la constitución 
provincial a la ley, la ordenanza y el decreto lóenles por 
los que se acordaba una concesión exclusiva, dictada en el 
juicio sobre inconstitucional idad promovido por un terce- 
ro contra la provincia y la municipalidad respectivas, no 
puede ser apelada mediante el recurso extraordinario por 
el concesionario que no intervino en el pleito por haber 
sido excluido de la demanda, cuyo derecho puede encon- 
trar amparo suficiente en el fuero local. 



Dictamen del Paocuit.vDOR General 

* 

Suprema Corte: 

En febrero de 11*41 la 8. A. (¡ramios Campañas de 
Publicidad promovió demanda auto el Superior Tribu- 
nal do Justicia de Santiago d<d Estero contra el go- 
biorno de dicha provincia, la municipalidad local y 
D. Josu Ledesmn Possc, sobre inconst i t ueionalidnd de 
la ley provincial 1621, aprobatoria de la ordenanza 
núm. 265 dictada por el II, Concejo Deliberante en 28 
de abril de 1039, por la que se concedía a D. José Le- 
desma Possc exclusividad para la colocación de carte- 
leras y avisos en la ciudad de Santiago durante cinco 
años; demanda que hizo extensiva a la nulidad de otra 
ordenanza complementaria — la núm. 27ü t del 15 de 
setiembre de 1939— y al decreto núm* 340 de la Inten- 
dencia que puso en vigor a ambas. 

Consta a fs. 23 del expediente principal, que Le- 
desma Posse compareció al .juicio; y que babióndosc 
opuesto excepción de incompetencia por el Gobierno 
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Provincial (fs. 46), la actora pidió a fs. 49 vta. y 50 se 
tuviese a Ledesma Posso por excluido de la demanda, 
sin perjuicio de los derechos y acciones que contra el 
mismo pudieran correspondería En consecuencia, el 
tribunal, tuvo a la actora por desistida de su acción 
contra ese demandado (fs. 52, 28 de junio de 1941). 

Reducido así el pleito a los dos restantes —Go- 
bierno y Municipalidad— tuvo fin por sentencia del 21 
de abril del corriente año, haciéndose lugar a la de- 
manda y declarando inconstitucionales a la ley, las or- 
denanzas y el decreto objetados (fs. 151 a lül vta,). 

Ahora bien: esa declaratoria comportaba anular 
prácticamente la concesión o torga tía a José Ledesma 
Posse, sin haberlo oído. Por ello, este último se presentó 
al Superior Tribunal interponiendo recursos de incons- 
titucional i dad, y extraordinario (mayo 3, exp. 254 
anexo). Ambos lo han sido denegados, por cuanto Le- 
desma Posse fué separado del litigio a mérito del de- 
sistimiento de la actora, según queda dicho; y contra 
tal denegatoria, trae ahora un recurso de queja por 
vía directa. 

A mi entender, por razones procesales no cabe 
admitirla; pues de abrir V. E. el recurso í cómo pu- 
diera la Corte revocar dicho fallo en defensa de los 
derechos de un litigante que dejó de ser parte en el 
juicio antes de contestar la demanda f A los efectos de 
la cosa juzgada, José Ledesma Posse se halla en el 
mismo caso que si jamás se le hubiese demandado. Es, 
entonces, por otra vía, y no por la del recurso extra- 
ordinario, que debe accionar o defenderse si entiende 
haber sufrido agravio en sus derechos. 

Deduzco de lo dicho, que el recurso fué bien dene- 
gado y así corresponde declararlo. — Buenos Aires, 
agosto 8 de 1914. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 18 de agosto de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por Ledesma Possc, José en los autos 
Grandes Campañas de Publicidad S. A. c. Gobierno 
de la Prow de Santiago del Estero, Municipalidad do 
la Capital y otro", jjara decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la jurisprudencia do esta Corte ha estableci- 
do que para el otorgamiento del recurso extraordina- 
rio se requiere "no solamente que el caso se halle com- 
prendido en alguno de los incisos" del arh 14 de la 
ley 48, "sino que el que lo intentó baya sido parte for- 
mal y directa en el juicio" — Fallos : 69, 387. 

Que si bien es exacto que excepcional monte so ha 
admitido que lo interpongan terceros, — dt*sdc luego, 
en casos en que la sentencia dictada sin su interven- 
ción les afecte en sus legítimos intereses, Fallos : 118, 
390; 128, 417; 131, 400; 173, 249; 194, 99 entre otros— 
ello ha obedecido a la circunstancia de que en los 
procedentes recordados el derecho federal invocado no 
podía encontrar adecuada tutela sino por la vía de la 
concesión del referido recurso. Este ha sido, en cambio» 
regularmente denegado eu los casos en que no era 
dudosa la existencia de remedio legal en las jurisdic- 
ciones ordinarias —Fallos: 186*, 74; 187, 460; 190, 202; 
y doctrina de Fallos: 194, 99. 

Que los antecedentes de la causa a que hace re- 
ferencia el precedente dictamen te del Sr. Procurador 
General permiten concluir que los derechos que pudie- 
ra asistir el apelante pueden encontrar suficiente am- 
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paro en el fuero local, siendo así de aplicación la doc- 
trina que enuncian los precedentes considerandos. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
del precedente dictamen del Sr. Procurador General 
se desestima la queja interpuesta por D, José Ledesma 
Posse. Hágase saber; devuélvanse los autos elevados 
por todo informe al tribunal de su procedencia con co- 
pia del dictamen del Sr. Procurador General y del pre- 
sente pronunciamiento. Repóngase el papel y archívese, 

Roberto Repetto — Antonio 
Saqarna — B. A. Nazah 
Anchorena — P. Ramos 
Mejía. 



NEMESIO CARDENAS 

CO\STfTCCIO\ XACIOXAL: Derechos y garantía*. Defensa m 
juicio. Principios generales. 

El nrt. 18 de la Constitución Nacional asegura al intere- 
sado la libertad do defenderle por sí mismo, pero no im- 
pide regla mentar por ley las condiciones que deben llenar 
lw defensores y Iíjs eireiinstanciaH n (jue se halla subor- 
dinada su intervención 

RECWSO EXTRA Olí Di. VA RÍO; Requisitos propios. Relación di- 
recta* Normas ertrañns al juicio. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
la disposición que impide actuar como defensor al letrado 
no inscripto en el colegio de abogados de Ja provincia vio- 
la la defensa en juicio asegurada ai procesado por el art. 
18 de la Constitución Nacional. 



(M 18 é* nguto do 1D-M. Fallo»: 83, 325 ¡ 130, 74; 190, 136; 
188, 17», 
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AGUSTIN G. L. BAVA 

PRUEBA : Prueba en materia penal 

El art. 588 del Cód. de Procedimientos en lo Criminal no 
debe ser interpretado en el sentido de que autoriza al 
juez correccional a denegar toda prueba, inclusive aque- 
lla de la que pueda esperarse la exención o atenuación 
de la responsabilidad del procesado, pues se le daría una 
extensión incompatible con el art. 1$ de la Constitución 
Nacional, 

COXSTITmOX XACtO.XAL: Derecha t/ t,«r<t t) tws. Defensa en 
juicio. Procedimiento j/ sentencia. 

Es violatorio de la defensa en juicio el procedimiento por 
el cual tnnto ante el jefe de policía que aplicó la inulta 
como ante et juez correccional que confirmó osa decisión, 
se ha privado al recurrente que niega la existencia del 
hecho imputado, la posibilidad de producir la pertinente 
prueba do descargo. 



Dictamen del Pitocr¡t.\ut)ii Gf.xeu.u, 
Suprema Corto: 

Por sentencia de fecha lí> de junio ppdo., el Sr. 
Jaez Correccional Dr. Mipruel Eeliegnray confirmó una 
resolución del Sr. Jefe de la Policía Federal por la que 
so impuso a D. Agustín Leopoldo Bava una pequeña 
multa, con arresto subsidiario, por desorden y escán- 
dalo; sanciones ambas que fueron dejadas en siispenso, 
atentos los buenos antecedentes del inculpado. Se re- 
fie ron a un incidente en el que Bava, separado de su 
esposa, la habría insultado imputándole en presencia 
de testigos, infidelidad. Dos de ellos, así lo acreditaron 
bajo juramento a fs. 5 y 6. Contra tal tallo trae abora 
Bava un recurso extraordinario, por vía directa \ y lo 
funda en que ni ante la policía ni ante el Juez se le 
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permitió ofrecer prueba de descargo, coartando así, ile- 
gítimamente, su libertad de defensa. 

Trátase, pues, de cuestión de hecho, referible a la 
apreciación de si, dados los elementos de convicción ya 
reunidos en autos, no hubo arbitrariedad en la negativa 
del Juez a recibir las diligencias ofrecidas por Bava 
(fs. 17). Ello resulta por su naturaleza ajena a mi dic- 
tamen, y queda librada al recto criterio del tribunal. — 

Buenos Aires, julio 24 de 1944. — Juan Alvarez, 
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Buenos Aires, 21 de agosto de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada: "Recurso 
de hecho deducido por el sumariado en los autos Bava 
Agustín G. L., sumario mím. 554. Infracción al edicto 
policial de desorden", para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Y considerando: 

Que según resulta del expediente principal adjun- 
to, la primera oportunidad en que el apelante ha podi- 
do ofrecer prueba do descargo, ha sido la de la audien- 
cia de fs. 15 vta. 

Que la facultad que otorga al Juez Correccional el 
art. 588 del C. de Procedimientos en lo Criminal no 
debe ser entendida con el alcance de autorizarlo a de- 
negar toda prueba, aun la que pueda estar vinculada 
con la cansa y do cuya producción quepa esperar la 
exención o atenuación de la responsabilidad del encau- 
sado, como lo es la citación de los testigos Srta. Costa 
y Sra. de Martínez, y su careo con el apelante. De lo 
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garantía de la defensa en juicio que consagra el art. 
18 de la Constitución Nacional —Fallos : 198, 78 y los 
allí citados* 

Que en ese orden de ideas cabe agregar que, en el 
caso de autos, la cuestión atinente a la libre defensa en 
juicio invocada por el recurrente se identifica con la 
prueba de verdad o falsedad del hecho que se le impu- 
ta, pneB él no niega su carácter delictuoso sino la exis- 
tencia del misino y ha carecido de toda oportunidad 
para demostrarlo, desde que ni noticia ha tenido de las 
declaraciones contrarias de la Sita. Costa y Sra. de 
Martínez y es elemental que lo que no pudo hacer nin- 
gún juez de lo penal, actuando en primera instancia, 
sin que el tribunal de alzada rectificara la omisión 
(arts. 530 y ÚS3 del Procedimiento Criminal) tampoco 
lo puede hacer el funcionario administrativo a quien, 
por necesidad y por excepción se le reconocen ciertas 
facultades judiciales. 

Que, aun en el caso de aplicación de la ley de resi- 
dencia 4144 esta Corte dijo: "Que en cambio, si la 
persona sometida al procedimiento es realmente un 
extranjero, pero que sostiene no haber perturbado el 
orden publico o comprometido la seguridad nacional y 
a quien no so le lia dado oportunidad de defenderse o 
de levantar los cargos, aunque en tal caso el P. E. tu- 
viese jurisdicción, la resolución así pronunciada desco- 
nocería la garantía del art. 1S referente a la inviolabi- 



lidad de la defensa en juicio y acarrearía también la 
intervención de los jueces para hacerla efectiva" — 
Fallos s 1G4, 344^. 

En su mérito so decide que ha existido en la es- 
pecio restricción sustancial de la defensa, suficiente 
para autorizar el otorgamiento del recurso extraordi- 
nario interpuesto a fs. 19, el que en consecuencia se 
declara mal denegado. 
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T no siendo necesaria más sustanciación t se revoca 
el fallo apelado de fs. 17 vta., debiendo volver la cansa 
al juzgado de su procedencia a fin de que se la tramite 
y resuelva de acuerdo a derecho. Hágase saber y, como 
está ordenado, devuélvase. 

RODEKTO KePETTO — ANTONIO 

Sagarxa — B. A, Nazab 
Anchores a — F. Ramos 
Metía. 



PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO v. 
CHRISTÍANI Y NIELSEX 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitas propios. Sentencia 
definitiva. Resol itríoues anteriores tt Itt ¡¡o» t encía definitiva. Juicios 
de u premio ¡/ ejecutivo. 

No tratándose de un caso anómalo ni del cobro de un gra- 
vamen de monto excepcional, es improcedente el reeurso 
extraordinario fundado en la inconstitucionatidad de la 
patente que se exige al recurrente por vía de apremio y en. 
la incompileneia de la justicia provincial, contra la senten- 
cia que ordena proseguir la ejecución hasta obtener el pago 
reclamado. 



Dictamen- del Paoetraasoa General 
Suprema Corte: 

Los Sres. Cliristianí y Nielsen traen ante V. E. 
recurso extraordinario, por vía directa, contra una sen- 
tencia dictada por la justicia de paz de Santiago del 
Estero que manda llevar adelante el apremio iniciado 
contra ellos por la Dirección General de Rentas de di- 
cha provincia, sobre cobro de patente. Sostienen los 
reclamantes que habiéndose reducido sus actividades 
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profesionales en Santiago del Estero a un puente cons- 
truido para la Dirección Nacional de Vialidad, resulta 
inconstitucional exigirles patente; y además, por la 
misma razón, niegan esté llamada a intervenir la jus- 
ticia provincial. 

Esto ólthno, comporta reclamo por denegación de 
fuero; pero V. E. tiene reiteradamente resuelto que 
no corresponden al conocimiento de los jueces de sec- 
ción las demandas relativas a cobros de impuestos 
fiscales. 

En cuanto a la tacha de inconstitueionalidad, el 
Sr. Juez a quo se lia negado a dictar fallo porque aun 
queda abierto a las partes el camino del juicio ordina- 
rio correspondiente para ventilar esa cuestión. No exis- 
te entonces, por ahora, perjuicio irreparable que deba 
remediarse por V. E. 

De todo lo cual deduzco que el recurso no puede 
prosperar. — Buenos Aires, agosto 12 de 1ÍM4, — Juan 
Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de agosto do 1944. 

Y vista la precedente qiieja caratulada "Recurso 
de lieclio deducido por el demandado en los autos Pisco 
de la Prov. de Santiago del Estero c. Christiani y Xiel- 
sen" para decidir respecto do su procedencia. 

Y considerando: 

Que una reiterada jurisprudencia de esta Corte 
ha establecido que contra las sentencias dictarlas en jui- 
cios de apremio o ejecutivos, tendientes a la percepción 
de rentas provinciales, no procede el recurso extraordi- 
nario sino en supuestos especíales, en que ya sea por 
el monto excepcional del gravamen, o el carácter anó- 
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malo del caso, la mencionada apelación ha sido conce- 
dida —Fallos: 188, 286 j 190, 50; 191, 104; 194, 40; 196, 
466 entre otros, 

Que esa doctrina es aplicable en la especie por- 
que la excepción de incompetencia de los tribunales lo- 
cales para el cobro de tributos de igual naturaleza, es 
infundada, según lo tiene decidido una serie invariable 
de precedentes —Fallos: 125, 125; 154, 25; 195, 87 
entre otros — y porque la defensa se basa en la falta 
de derecho a aplicar el gravamen que se arguye — fs, 
11, punto 2 P — y no en eí privilegio especial del fuero 
federal, que no se ha alegado, sino como corolario de 
la inexigibilidad del impuesto — v. en ese sentido, es- 
crito de fs. 39 de los autos principales. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del Sr. Procurador General, se desestima la 
queja interpuesta por Christiani y Niel sen. Hágase sa- 
ber; devuélvanse los autos elevados como informe al 
tribunal de su procedencia con copia del presente pro- 
nunciamiento y del dictamen del . . Procurador Gene- 
ral. Repóngase el papel y archívese. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sao auna — B. A. Nazab 
Anchouena — F. Ramos 
Mejj'a. 



BALDOMERO GUARAZ v. CAJA DE JUBILACIONES 
DE EMPLEADOS FERROVIARIOS 

JVBILACIOS DE EMPLEADO* FERROVIARIOS: Procedimien- 
to y recursos. 

Los tribunales federales son incompetentes para conocer 
originariamente en una demanda promovida contra la Ca- 
ja de Jubilaciones de Empleados Ferroviarios, eon el objeto 
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de obtener la anulación de una resolución por la cual 
aíj u^lla dejó .sin efecto otra anterior que por error — se- 
gún la Caja — acordó una jubilación a un afiliado cuyo 
derecho a la misma había sido interior mente declarado 
«rescripto por «enteneia judicial firme, 

Dictamen i>el Procurador General 
Suprema Corte; 

En mayo de 1932, I). Baldomcro Guaran, ex em- 
pleado do los Ferrocarriles del Estado, se presentó a 
la Caja respectiva solicitando j ululación. A compaña ha 
un certificado do servicios prest ados entro agosto de 
1889 y ti i cié rulu-e de 19:23, fecha esta última en que se 
le declaró cesante "por irregularidades", concepto <jue 
aclara otro certificado ulterior (fs. 114) : "indisciplina- 
do, y pretender sorprender la buena fe de sus supe- 
riores". Esta primera gestión terminó por fallo do la 
Cámara Federal, dictado el 8 de marzo de 1933, que 
desestima lia el pedido por haberse operado la prescrip- 
ción de los derechos jnbilatorios atento el transcurso 
de cinco años desdo quo Gnaraz dejó el servicio (fs. 8 
y 18. íirt. 34, ley 10.650). 

Poco después, fué vuelto a admitir eu Ferrocarri- 
les del Estado; y prescindiendo de lo ya resuelto, pidió 
a la Caja se le computaran esos nuevos servicios, que 
ascendían a varios meses (agosto 11 de 1933 a febrero 
20 de 1934, fs, entendiendo estar ahora en condi- 
ciones de conseguir la jubilación ordinaria, antes dene- 
gada. Ferrocarriles del Estado informaron tratarse de 
servicios transitorios y no computantes (fs. 7C> vta.), 
agregando haberse hecho saber oportunamente a Guaraz 
tal circunstancia (fs. 141 y 150). A fs. 14o", se recono- 
cieron otros servicios prestados entre octubre de 1890 
y marzo de l$9fi, sin tener tampoco en cuenta lo fallado 
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sobre prescripción; y a fs. 153, se denegó el cómputo 
pedido para los posteriores al fallo expresado (agosto 
23 de 1ÍMÜ, interponiendo Gnarnz contra ello recursos 
de reconsideración, o apelación para ante la Cámara 
(setiembre 3, fs. 156). 

Pese a tales antecedentes, el -1 de noviembre de 
1!>4(1 la Caja resolvió acordar a (¡uaraz jubilación por 
n-tire» voluntario, con el haber mensual que resultare 
del cómputo a formular por Contaduría {fs, 155). Esa 
resolución aparece puesta en conocimiento del interesa- 
do dos días más larde (fs. 155 vtn.) ; pero, a pedido de la 
Comisión de Jubilaciones se la dejó sin efecto el 21 de 
febrero de 11)41, a título de que (f. 157-8) se la había 
dictado por error de hecho, no ¡indo adoptársela sin re- 
solver previamente sobre la reconsideración y apela- 
ción relativas al cómputo, y además, significaba volver 
sobre la cosa juzgada en materia de prescripción. Gua- 
raz apeló ( fs. lf¡4) y no se hizo lugar a ese recurso por 
conceptuarlo fuera tic término (fs. lí>7). Otro pedido 
de reconsideración, tampoco tuvo éxito (fs. 1G8, octu- 
bre 1). 

En julio de 1942; Guaraz solicita de la Caja se de- 
clare nula la resolución de fs. 157, que dejaba sin efec- 
to el beneficio acordado a fs. 155; y en subsidio, de- 
duce apelación para ante la Cámara, planteando al efec- 
to cuestión federal. Una vez más no se hace lugar por 
estar fuera de término. El 2 de noviembre agrega tam- 
bién en subsidio un recurso extraordinario (fs. 187). 
Ninguno de ellos prospera, ni tampoco dos quejas, por 
vía directa, llevadas a la Cámara Federal (fs. 1Í>1 y 
201). 

En tales condiciones, Ouaraz inicia ahora demanda 
ordinaria contra la Caja, por nulidad del decreto ya 
impugnado, y en subsidio liquidación y pago del bene- 
ficio jubila torio que le concediera en 21 do noviembre 
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de 1940 (fs. 1 y 4 de estos autos). Planteada cuestión 
previa, la Cámara Federal, en su fallo del 24 de se- 
tiembre último (fs. 22), ha resuelto que sólo por vía de 
apelación do lo resuelto por ta Caja pudo venir el asun- 
to a conocimiento de la justicia, atenta la jurispruden- 
cia sentada por V. E. en 184: 350. Con tal motivo, se 
trae recurso extraordinario para ante la Corte. 

A mi juicio, la situación aquí producida difiere de 
la que V. E. tuvo entonces en cuenta, pues lo que sus- 
tancialmetite se discute hoy es si la Caja tuvo el dereelio 
de dejar sin efecto, por su sólo imperio, una jubilación 
que acaba de acordar, y de la que había notificado al 
interesado. Pnrcceine claro que hubo error al acordar- 
la, puesto que existiendo cosa juzgada sobre haberse 
prescrípto el derecho, los nuevos cómputos en nada po- 
dían alterar esa situación legal; aparte de que se con- 
ceptuó "retiro voluntario" a una cesantía impuesta 
al interesado por bis causales que mencionó al principio. 

V. K, iu rr Carinan de Cantón (175 ¡ 36*8) sentó el 
principio, ratificado en otros casos, de que la Adminis- 
tración carece del derecho de anular por sí misma los 
simples errores de hecho en que incurra al apreciar la 
procedencia de un beneficio; y obvio parece que, apli- 
cada dicha jurisprudencia al sub-jtulicc, conduciría a 
reconocer jurisdicción al Sr. Juey, a quo para entender 
en la demanda. Ante el mismo Juez podrá la Caja, si lo 
considera oportuno, gestionar so declare nula su resolu- 
ción de noviembre de 1940. No obsta a ello que se hayan 
denegado a Guaraz los recursos de apelación a que aca- 
bo de referirme, puesto que ninguna de esas reiteradas 
denegatorias podría comportar cosa juzgada acerca do 
la nueva cuestión que ahora se plantea. 

Corresponde, pues, admítVndo el recurso extraordi- 
nario, revocar el fnllo, obrante a fs. 22. Buenos Aires, 
diciembre 2 de 1043. — Juan Airares, 
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Buenos Aires, 23 de agosto de 1944. 

Y vistos: los autos "Baldomcro Guaraz v. Caja 
Xucional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados y 
Obreros Ferroviarios, sol "e reconocimiento de pen- 
sión*', venidos de la Cámara Federal de I» Capital por 
vía del recurso extraordinario, y 

- 

Considerando: 

Que en 21 do noviembre de 1!>4U, la Caja Ferro vi li- 
ria acordó al actor jubilación por retiro voluntario (fe. 
155 expediente agregado). 

Que la resolución que así lo dispuso, después do no- 
tificarse al intoí fsado, os revocada el 21 de lebrero de 
1941 a pedido de la Comisión de Jubilaciones por consi- 
derarse (pie había sido dictada por error de hecho, ya 
que no pudo adoptársela sin resolver previamente sobre 
la reconsideración y apelación relativas al cómputo y 
porque, además, significaba volver sobre la cosa juzga- 
da en materia de prescripción (fs. 15S expediente agre- 
gado). 

Que un recurso de apelación intentado en esa opor- 
tunidad para ante la Cámara Federal es denegado por 
considerárselo fuera de término (t's. 1<;4 y 167 expedien- 
te agregado). Pedidos de reconsideración, de nulidad, 
un recurso extraordinario y dos quejas directas intenta- 
das éstas ante la Cámaru Federal, tienen igual suerto 
(fs. 1G8, 17b\ 1*5 vta., 191 y 201). 

Que, en tales condiciones, O un ra z inicia la presente 
demanda ordinaria por nulidad del decreto impugnado 
administrativamente y que dejó sin efecto el beneficio, 
solicitando e le reconozca la jtiKlnción ordinaria de la 
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ley N* 10.650, que deberá liquidarse desdo su cesación 
en el cargo con intereses y costas. 

Que sin entrar a considerar si la Caja pudo, en 
ejercicio de las facultades que la ley le acuerda, dejar 
sin efecto el beneficio que había concedido al actor, lo 
cierto es que éste, ante esa situación, debió ejercitar 
oportunamente el remedio le^ral correspondiente del art. 
32 de la ley X g 10.650 y no tardíamente como lo hizo 
(fs. 167 expediente agregado). 

Que esta Corte Suprema en situaciones semejantes 
ha establecido: "si la ley por razones diversas a las 
que no son ajenas por cierto los propíos intereses de 
los afiliados, crea un procedimiento especial para en- 
causar tales reclamaciones, no es admisible que ellos, 
apartándose de tales prescripciones, puedan a voluntad 
adoptar ese u otro establecido para juicios contencio- 
sos". (C. S. 184-350). 

Por ello y oído el Sr. Procurador (i ene ral, se con- 
firma la resolución de fs. 22 en cuanto pudo ser materia 
de recurso. Húmase saber y devuélvanse al tribunal de 
origen, donde se repondrá el papel. 

Tí O Ti K UTO ReI'ETTÜ — ANTONIO Sa- 

GAR5ÍA — B. A. Nazar An- 
t'HouEN a — F. Ramos Mejía. 



.K AN CAIÍ1.0S tnílítSTKX.SEN 

tlK( f ti SO K X TRMtRWSAttW; fíaptmm propio*. CucatUn f <*- 
cUral. Cueationr* fétterahs compleja?. litcoiiKtitttcíontilidad de iior- 
mrtfl ft actos mtcifuiithn. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de- 
finitiva que m-luiza ta validez de un decreto replmnenta- 
rio de la ley 11.275» impugnado por el apelante romo 
violrttorio (te dicha l-\y y de la Cnnst ilación Nacional. 
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IDENTIFICACION DE MERCADERIAS. 

La ley 11.275 no tiene por objeto solamente hacer obli- 
gatorio el «so de la frase "industria argentina" sobre los 
productos o mercaderías fabricadas en el país, sino tam- 
bién certificar ante- el público la calidad, pureza y exac- 
titud en el peso de esas objetos, en defensa de la honra- 
dez del comercio y de la salud de los habitantes. 

PODER EJECUTIVO. 

En ejercicio de su facultad reglamentaria el P. E, puede 
apartarse de la estructura de la ley y de sus modalidades 
de expresión, siempre qne mantenga su acepción subs- 
tantiva. 

CONSTITUCION NACIONAL: Conslítueionalidad c ineomtitmio* 
tullida fl, I) ir re tos nactoimleii, 1' arlos. 

El art. ti' del decreto 12",.. '110, del 12 de febrero de 1938, 
reglamentario de la !cy 11.275 no es viotatorio de Ésta 
ni del art. 80, ¡iie. 2?, de la Constitución Nacional. 



Sentencia de la Cámara Fei.khal 

Córdoba, marzo 23 de 1043. 

Y visto: El recurso de apelación interpuesto por el Sr. 
Fiscal <ul hor. entura lu scnlmna de fecha 11 de setiembre 
do 1042, corriente a fe. 02 de los autos caratulados "Chris- 
t cusen Juan Carlos — p. s. a. — de infracción al art. ti de la 
ley 11.275", dictada por el Sr. Juez Federal de esta Sección, 
y en la que se ha resuelto absolver de culpa y cargo al men- 
cionado procesado, declarando que ta formación <le la presente 
causa no afecta el buen nombre de (pie haya gozado; y, 

Considerando: 

Que como lo hace notar el a qutt en los primeros conside- 
randos del fallo en recurso, por intervenciones realizadas en 
la Capital Federal con fechas o de julio de 1041 y 27 de ene- 
ro de 1042, se comprobó que el recurrente don Juan Carlos 
Chriistensen lia puesto en venta productos de la industria que 
ejerce, consistentes en duraznos desecados, sin sujetarse a las 
condiciones que deben llenar los envases en que aquel produc- 
to se contenga, según las disposiciones del decreto re. lamen- 
tarlo de la ley 11.275, N* 125.310 de 12 de febrero de 1938. 
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Que esa reiteración o concurso cíe infracciones, podría ser 
punida con una multa que e¡ máximum establecido en el art. 

B, de la ley citada, con arreglo a lo dispuesto en el art. 55 del 

C. Penal y en consecuencia, el término para que prescriba 
Ja acción no se habría producido por el transcurso de algo 
mis de un año desde la última de las citadas infracciones, 
desde que no sería de aplicación el inc. tí 7 sino el ü' } del art. 
del C. Penal, por lo que el tribunal se encuentra habilitado 
para conocer y resolver el fondo del asunto. 

Que el Sr. Christcnsen reconoce que se !e puede imputar 
con acierto las violaciones de las presen pelones reglamenta- 
ria/, en cnanto al texto del rotulado ipie deben llevar sus pro- 
ductos industriales, pero que legal y gramaticalmente existe 
concordancia plena entre lo que expresa el rótulo de los que 
ha puesto en venta y la calidad de la mercadería. 

Que los duraznos intervenidos, se han rotulado en la for- 
ma que figura a fs. 27 de Iíjs untos "Sierra Grande - Estable- 
cimiento Frut trota Sun Javier - J. C'. Christcnsen - Prov. do 
Córdoba - desearozados amarillos selectos * Industria .Argen- 
tina - un kilo neto". 

Que la ley 11.275 sobre identificación de mercaderías, ha 
establecido en su art. ti v t|iie los fabricantes o vendedores de 
productos argentinos o extranjeros, deberán en cada ruso es- 
pecificar en los rótulos de los envases, la calidad del producto, 
la pureza mezcla, y los pesos o medidas netos de su conte- 
nido, encomendándose en su art. ir* la reglamentación de la 
ley al P. 15., autoridad, por otra parte, a quien compete en 
todos los casos esa función, en mérito de lo preceptuado por 
el art. 8(>. inc. 2? de la Constitución Nae ( oual. con el fin de 
que las leyes «e ejecuten cuidando de no alterar su espíritu 
con excepciones reglamentarias. 

Que en uro de esa atribución constitucional y legal, el 
P, E. ha dictado los decretos 125.31!) de 12 de febrero de 1938, 
(sobro el envase y empaque de frutas desecadas, destinadas al 
mercado interno y a la exportación, y el n v 111.300 del líí 
de enero de 1ÍU2 tendiente a la fiscalización e intervención de 
los productos que se encuentreu en infracción a la ley citada. 

Que si se examinan las disposiciones emiten idas en el pri- 
mero de dichos decretos, especialmente en su art. fi* p se obser- 
va sin esfuerzo que ta leyenda de fruta intervenida n que 
antea nc hizo referencia, no guarda relación con él, y que. o 
pe han omitido algunas como la del diámetro de la fruta o 
sustituido caprichosamente otras como ta del grado de selec- 
ción, poniendo cu su reemplazo el interesado, las que han sido 
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de su agrado, pero que no figuran en la nomenclatura del 
decreto. 

Que, a es tu agrega ([lio ]¡i enunciación de las etiquetaa 
objeto de observaciones administrativa, "desearozados amari- 
llas selectos", no expresa con claridad la naturaleza del pro- 
ducto que se expende, porquo esa calificación puede aplicarse 
u diversas frutas, como duraznos, ciruelas, damascos, etc., in- 
duciendo así en error o confusión a los consumidores, lo que 
no sucedería ¡4 se respetaran escrupulosamente las disposi- 
eiouo.'i de la reglamentación vigente. 

Que el recurrente reconociendo la verdad de los hechos 
que se le imputan, sostiene que ha puduln proceder en esa 
forma, por cuanto el decreto es inconstitucional por ser con- 
t ra rio a la ley. Cabe ohsenar sin embargo, que el art. 6 V de 
éüta, exige que en cada caso el rótulo de tos envases especifi- 
que la calidad del producto, su pureza y mezcla, etc., y que 
Ja reglamentación, sin Repárame do ese concejil o, lo refirma 
y complementa ordenandio que se ponga la dimensión, grado 
de selección, ele, todo lo que es parle integrante de la calillad 
a que sr refiere la primera. 

La Corte Suprema, en un ea.su análogo ni presente, en 
que se desconocía la legitimidad de una reglamentación de 
uu gravamen a par cu temen te más extenso que la ley que Ja 
motivaba, ha dicho: "que de acuerdo con el texto expresado 
de la cláusula constitucional que se dice vulnerada, el P. K, 
tiene la facultad de expedir Jas instrucciones y reglamentos 
que sean necesarios para la ejecución de bis leyes de la Na- 
ción, pero no puede alterar su espíritu con dichas reglamen- 
taciones, enunciado que importa en otras términos, de acuerdo 
con preceptos generales de la exégesis más estricta, que. loa 
decretos reglamentarios del Poder administrador pueden apar- 
tarse de la estructura literal de ta ley, siempre que se ajuste 
al espíritu de la misma; el texto legal es susceptible de ser 
modificado en sus modalidades de expresión, siempre que ello 
no afecte su acepción sustantiva, y en consecuencia, procede 
establecerse en general, desde luego, (pie no vulneran el prin- 
cipio constitucional de que se trata, las instrucciones y regla- 
mentos que se expidan para mejor ejecución de las leyes cuan- 
do esa reglamentación se dicte "cuidando" para usar el voca- 
blo de la Constitución, de (pie se mantengan inalterables los 
fines v el sentido n concepto con que dichas leves han sido 
sancionadas". Paltos: T. 51, pág. 5; 182, 244; 183, Ó5 ; 364, 
41fí y 178, 224. 

Que si el Alto Tribunal pudo establecer esos principios 
en un caso eu que el impuesto de un seguro lo extendía la 



446 



FALLOS DE LA COIlTE SUPREMA 



reglamentación más alia de lo provisto en forma taxativa en 
la ley, pero que surgía del concepto tic ésta, que la finalidad 
del legislador, era gravar el neto de contorno sin considerar 
el sujeto que lo ejercía con mayor razón cabe aplicar csoh 
conceptos en el sub judice en el que la reglamentación no (mee 
un solo ají regado a la ley, sitio que simplemente entra a deter- 
minar la forma en que h¡i de hacerse efectivo el dispositivo 
del art. fi* de la misma sin alterar «u letra o su espíritu. 

Por esto y fundamentos concordantes del dictamen del 
Si". Fiscal de Cámara, se revoca la sentencia apelada y ¡hc 
condena a Juan Carlos Christeusen, al pago de una multa de 
trescientos pesos nacionales que *»■ deja en suspenso. Art. 26 
del C. P. Con casias. — Hwhttfü Otero Cu ¡ni*, rita. — Miguel 
A. Al unja. — Luis M. Atiende. 



VALLO m LA CulíTE SUPREMA 

Unenos Aires, 23 de agosta de TJ44. 

V vistos: Kl recurso extraordinario deducido en 
esta causa seguida contra L'ltristensen, .luán Carlos, por 
infracción al art. '»'■' de la ley m'mi. 11 .270, muí ra la sen 
teneia dictada por la ( Vanara Federal de Córdoba; y 

Considerando: 

( t hte aquel recurso procede toda voz que en la cansa 
so ha decidido, contra lo sostenido por el recurrente, 
quo el decreto nt'mt. l^ri.ríl!» do PJ de febrero de 1938 
reglamentario de la ley 11.270 sobre identidad tío mer- 
caderías, es constitucional, en razón de que no altera ni 
viola en manera alguna las disposiciones de la mencio- 
naba ley. La cuestión es, pues, de las previstas por el 
art 14 de la ley 4S y j. í corresponde declararlo. 

(¿ue, en cnanto al fondo del asunto, el recurrente 
ha sillo condenado por la Cámara Federal de Córdoba 
a pagar en forma condicional la suma de trescientos po- 
sos moneda nacional, por babor infringido el art. í* de ln 
ley 11.275 y el .V del decreto del P. E. reglamentándola. 
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Afírmase, funda mío el recurso, que la reglamenta- 
ción ha sido acordada por el P. E. excediendo las facul- 
tades constitucionales de los arts. 14 y 20 de la Carta 
Fundamental y también las atribuidas por el art. 8G, 
ine. 2', de la Constitución Nacional. 

(¿ue tales artículos disponen: a) el 6* de la ley 
11.27% [{uc los fabricantes o vendedores de productos 
argentinos o extranjeros deberán, en cada caso, especi- 
ficar en los rótulos de los envases la calidad del pro- 
ducto, la pureza o mezcla y los pesos o medidas netos 
en su contenido; b) el 0* del decreto 125.319 de 12 de 
febrero de líí.'SS estanleec para el comercio de duraznos 
desecadas diversos tipos que denomina, desea rozados en- 
teros (medallones), desea rozados en mitades, tiras, y 
otras especificaciones relativas a envase, 

< L b]e el examen y comparación del texto del decreto, 
en lo relativo al comercio de duraznos desecados, con el 
art. íi de la ley 11.270, no autoriza a pensar que exista 
eulre aquél y ésta nada que permita atribuir al decreto 
mayor extensión de la que resulta autorizada por el sen- 
tido gramática! de los vocablos empleados en el susodi- 
cho art. (>■'. La ley no legisla sólo con el fin de hacer 
obligatorio el uso de Ja frase "industria argentina'* so- 
bre los productos o mercaderías fabricados en el país 
sino» también, para certif icar ante el público la calidad, 
pureza y exactitud en el peso de tale- objetos en defensa 
tle la honradez fiel comercio y de la s:ilud de los habitan- 
les. La fm.M "deberán en cada caso especificar" em- 
pleada por el art. f¡', denota el carácter obligatorio de 
las inscripciones o rótulos que deben exhibir los ciiv* 
ses para asegurar aquel propósito. 

Que de acuerdo con el art. 8G, inc. 2*, de la Consti- 
tución, el p. I-], tiene la facultad de expedir las instruc- 
ciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecu- 
ción de las leyes de la Nación s'n alterar su espíritu. 
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Como esta Corto lo lia declarado, no se alteraría el espí- 
ritu de ía ley en la hipótesis de que la reglamentación 
so apartase de la estructura legal de ella, o si el texto 
legal se modificara en sus modalidades de expresión 
manteniendo su acepción substantiva, o si, como en el 
caso de autos, alemas de las condiciones requeridas por 
el decreto, siempre de detalle, relativas al envase o el 
mejor modo de obtener informe sobre la calidad del 
producto o de la mercadería ofrecida en venta, mantu- 
viese inalterables los fines y el sentido o concepto con 
que la ley 11.275 fuera oportunamente dictada. Y tal 
conclusión es tai do más cierta en el caso cuanto que por 
el art. !> de aquélla el Congreso, con el fin, sin duda, de 
no entrar en la minucia y detalle de la ley expresamente 
autorizó al 1*. 10. para hacerlo* 

En mérito de estas consideraciones y de conformi- 
dad con lo dictaminado y pedido por el Sr. Procurador 
General de la Corte, se confirma la sentencia pronun- 
ciada a fs. llfl por la Kxcma. Cámara Federal de Cór- 
doba en la parte que ha podido ser mal cria del recurso. 
Kotifíquese y devuélvanse, reponiéndose el papel en el 
tribunal de origen. 

Roberto Recetto — Antonio Sa- 
CAliN'A — R A. Xazah An- 
cnouEKA — F. Ramos MejÍa. 



FELIX A. VINALES v. PHOVINCt A DE BUENOS AIRES 

JVltlSMCClOX V COMPETKXríAi Competencia frutal. Coitt- 
petrncia originaria d* la ÜOfté Suprema, Qfivsm en que es pnry 
«tui provincia. Cautas ri viles. Camas re pidas por el derecho común. 
Compete a la Corte Suprema conocer originariamente 
en el interdicto promovido contra una provincia por un 
vecino de !u (.'apila! Federa!. 
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INTERDICTOS; De retener. 

Ea i 111 proceden te el interdicto posesorio tendiente a obte- 
ner que seán dejadas sin efecto las obras de destrucción 
de un terraplén existente en el eampo del actor, realizada* 
en cumplimiento de ordene» dictadas por las autoridades 
provinciales en ejercicio del poder de policía y fundadas 
en la necesidad de suprimir ese terraplén, según las eon- 
ehifiiones de loa estudios hechos por las respectivas ofi- 
cinas técnicas y no desvirtuadas en el juicio, para evitar 
el desbordamiento de las aguas de un arroyo próximo y 
his inundaciones consiguientes; sin perjuicio de que el 
actor haga valer por otras vías legales los derechos que 
puedan corresponder Je. 

Dictamen del Fitocm.\t>on General 
Suprema Corte: 

Conforme se io admitió en el proveído de fa. 13 
vta., el conocimiento de esto interdicto corresponde a la 
jurisdicción originaria do V. E. por tratarse de causa ci- 
vil entre la Provincia de Buenos Aires y un vecino de la 
Capital Federal. 

En cuanto al fondo del asunto, versa sobre cues- 
tiones tic derecho civil o común, ajenas a mi dictamen. 
Buenos Aires, noviembre 15 de líMIi. — Juan Alvares. 

Y .LLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de agosto de 1944. 

Y vistos: El interdicto posesorio deducido por Fé- 
lix Alberto V i ña les contra la Provincia de Buenos Aires. 

Resultando: 

Que a fs. 5 se presentan Tristáu y Héctor Achával 
Rodríguez, en representación de Félb; Alberto Vinales, 
iniciando interdicto posesorio contra la Provincia de 
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Buenos Airo*, a fin de que se la contiene a suspender la 
destrucción de las obras defensivas construidas desde 
cincuenta aíioy antes para evitar las inundaciones y des- 
bordos del arroyo Cha paleo tu en el campo San G ubi no, 
partido de Raueh, y reconstruir las que ya han sido des- 
truidas, reponiendo las cosas a su estado anterior, res- 
tituyendo la posesión del campo a su mandante y se 
declare En nulidad del decreto dictado por el Interventor 
Federal en base al cual se han producido los hechos por- 
turhalorios, Dice: que su mandante es propietario y po- 
seedor del campo citado, ubicado sobre el ejido del pue- 
blo de Rauch, a pocas cuadras de la estación ferrovia- 
ria, campo que ha sido de propiedad de ta fatailia desde 
1838; que en el año 1801 el padre de su mandante, te- 
niendo en cuenta las crecientes extraordinarias del arro- 
ye» y étimo medida de precaución para defender sus 
trabajos y los grandes capitales que representaban sus 
poblaciones y haciendas, llevó a cabo, previo los estu- 
dios de ingeniería correspondientes, obras defensivas 
oncuad nulas dentro del régimen de aguas establecido 
en el Código Civil y sin alterar el libre curso de las 
mismas, que evitaron que las aguas del arroyo al salir 
de su canee inundaran su campo; míe esas obras han 
subsistido hasta la actualidad sin oposición de terce- 
ros, sin producir perjuicio a los linderos, sin sufrir 
modificaciones salvo las reparaciones de los deterio- 
ros propios del Tiempo; que el arroyo Chapaleofú, en 
épocas normales, recibe la totalidad de las aguas que en 
él se derraman sin que las mismas salgan do su cauce, 
pero cuando hay precipitaciones pluviales extraordi- 
narias las i\::\\;\< se desbordan e inundan los campos 
situados en sus márgenes y fué en previsión de tales 
anormalidades que se construyeron las obras de de- 
fensa, consistentes en un terraplén de cinco mil metros 
do largo y una altura variable entre cuarenta cent í me- 
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tros y un metro .siete centímetros en su parte más alta, 
terraplén que corro a lo largo del arroyo a una dis- 
tancia que varia entre ocho y quince metros del lecho 
normal; «me esas obras, liajo todo punto de vista bene- 
ficiosas, encuadradas y permitidas por el Código Ci- 
vil, no lian merecido durante los cincuenta años que 
tienen de existencia ningún reclamo de parte de los 
vecinos y ribereños, únicos «pie por su ubicación pue- 
den tener interés legítimo sobre las mismas y que no 
lian desconocido su existencia; que la Intervención Fe- 
deral, con un desconocimiento absoluto de las facultades 
(pie Je corresponden y arrogándose poderes judiciales, 
lia deerelado que las obras deben ser destruidas, afir- 
mando que la única causa de las últimas inundaciones 
es la existencia de dicho terraplén, sin realizar ningún 
estudio técnico; que la nulidad y arbitrariedad del de- 
crete» son evidentes ya que se invoca como fundamento 
¡a ley 2722 sancionada en IÍ9Q0, es decir, diez años des- 
pués do la fecha <-ji que fueron eonsl raídas las obras, 
aplicándose, así, una ley con efecto retroactivo ; que el 
7 de mayo del año presenil- — IÍÍ41 — no obstante las 
gestiones administrativas realizadas ante las autori- 
dades para evitar que se ejecutara el decreto, un in- 
geniero de la Dirección de Hidráulica de ta Provincia, 
auxiliado por fuerzas policiales de Kaueh, penetró a 
la propiedad con una cuadrilla de peones, luego de 
bal ver cortado la cadena que cerraba la tranquera, or- 
denando la destrucción del terraplén, que se continúa 
realizando con una draga que se ha hecho entrar al 
campo cortando los alambrados; <jue estos hechos arbi- 
trarios e ilegales constituyen una turbación de la po- 
sesión, un despojo, una violación de *u propiedad sin 
el juicio previo establecido por la Constitución Xacio- 
nal, una violación del principio constitucional de la 
separación de los poderes, y la aplicación arbitraria 
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de Tina ley con carácter retroactivo violando el art. 18 
de la Constitución Nacional y 2 y 3 del Código Civil. 
Invoca los arts. 1071, 2580, 2651, 2643, 13469, 2490 y 
2498 del Código Civil, 327 y 328 de la ley 50, opiniones 
de tratadistas y jurisprudencia de la Corte y termina 
pidiendo se condene a la Provincia de Buenos Aires 
en la forma solicitada, sin perjuicio de la acción por 
daños y perjuicios que pueda corresponder a su man- 
dante, con costas. 

Que convocadas las partes al juicio verbal quo 
prescribe el art. 332 de la ley 50, éste se realizó a fs. 35. 
Concedida la palabra al actor manifestó que ratificaba 
la demanda y acompañó un escrito ofreciendo prueba 
y pidiendo la agregación de documentos. Concedida la 
palabra a la demandada, dijo: que negaba los hechos 
porque los desconocía y pedía el rechazo del interdicto, 
con costas, por euanto, de ser exactas las obras del te- 
rraplén, alteraría el curso normal del arroyo; que la 
circunstancia de que el arroyo reciba las aguas no mía- 
les sin salirse do madre, no justifica la construcción 
del terraplén; que la actora reconoce que en 1914 y 
1940 el terraplén impedía que las aguas corrieran natu- 
ralmente y se volcaran sobre la margen contraria; que 
no es de aplicación el art. 2577 del Código Civil que se 
invoca porque el albardón constituye un acto ilícito, 
realizado sin derecho; que las catastróficas inundacio- 
nes de la zona se deben al mu rallón, cuya demolición 
se ha realizado con carácter de urgencia ante las inun- 
daciones y conforme a la ley 2722; que no es de apli- 
cación el art. 2469 del Código Civil porque no hay tur- 
bación arbitraria di' la posesión, sino un acto de policía 
realizado ante situaciones de urgencia y dentro de las 
prescripciones legales vigentes; que no procede el fun- 
damento constitucional que se invoca porque no hay 
derechos adquiridos contra una ley de orden público 
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y la necesidad y urgencia de la acción; que el río Cha- 
paleof ú es mi bien publico del Estado — art. 2340, inc. 
3% del Código Civil— y las personas sólo tienen dere- 
cho a su uso conforme a las disposiciones legales v el 
cauce debe seguir la condición jurídica de las aguas 
-arts, 2341 y 2647 del Código Civil-; que siendo el 
río un bien público no hay posibilidad de adquirir dere- 
chos por prescripción y conforme a lo dispuesto por 
el art. 2643 del Código Civil se pueden remover los 
obstáculos que perjudican el curso natural; que el art. 
2642 del Código Civil es terminante al prohibir las obras 
como la realizada, que se ha hecho sin concesión es- 
pecial. 

Que producida ] rt prueba se señaló audiencia para 
la prosecución del juicio verbal, las partes solicitaron 
la agregación de los memoriales que acompañaron, los 
que obran a fs, í>í) y 103, el Procurador General de la 
Nación se expide a fs. 112 sobre la competencia de la 
Corte y a fs, 112 vta. se llama autos para sentencia. 



Que el caso es de la competencia originaria de la 
Corte, como lo dictamina el Sr. Procurador General de 
la Nación, por tratarse de una causa civil entre un ve- 
cino de la Capital Federal y una provincia —art. 100 
de la Constitución Nacional; art. 1% inc. 1', lev 48; Fa- 
llos : 194, 204—, 

Que los liedlos en que se funda la demanda, es de- 
cir: existencia del terraplén, decreto de la intervención 
nacional de la provincia intimándole su destrucción al 
actor y la efectiva destrucción posterior por la autori- 
dad, amparada por la fuerza pública, están plenamente 
probados en autos por la copia auténtica del decreto 
agregada a fs. 38, la protesta do fs. 28 y las declara- 
ciones testimoniales de fs. 61, 64, 66 y 68. Por otra par- 
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te, la Provincia no mantiene su primitiva negativa en 
el memorial de fs. 99; da por probados los hechos y 
funda su defensa en Jas cuestiones de derecho ya in- 
dicadas. 

Qno el citado decreto de la Intervención Nacional, 
de fecha lt> de abril de líHl, funda la orden de destruc- 
ción del terraplén en la inspección de la Dirección de 
Hidráulica de la Provincia y en el dictamen del Con- 
sejo de Obras Públicas, afirmando que el desbordamien- 
to de las aguas del arroyo Chapaleofú radica esen 
tialmente en el terraplén construido por el actor, que 
impide qne los tlcslK>rdes sigan su curso natural hacia 
el arroja San Luis, verdadero emisario do aquellas, 
circunstancia de carácter técnico, de la mayor impor- 
tancia, que el actor no lia demostrado sea equivocada, 
pues no hasta para ello la afirmación de los testigos 
de que después de destruido el terraplén continuaron 
las inundaciones, ni la circunstancia de que la construc- 
ción ile aquél date de muchos años antes. 

Que se trata de un acto en que el Estado lia proce- 
dido como poder público, con un propósito de interés 
general, como es el de ta seguridad del puehlo de Raueh 
afectado vitalmente, según dice el decreto, con las con- 
tinuas crecidas del arroyo, acto M ue encuadra en el po- 
der de policía tal cual ha sido definido por la Corte 
en numerosos casos, entre oíros en los registrados en 
171. 348 y 172, líl y JÍM. Xo es un acto ejercido con in- 
tención de poseer, ni de desconocer la posesión del ac- 
tor v. pox lo trato, no autoriza el ejercicio de una 
acción sumaria de la naturaleza del interdicto dedu- 
cido — arts, -:VM\ y J4!'7 del Código Civil, Si la medida 
ha sido arbitraria, errónea, injustificada o causado per- 
juicios, el actor debe recurrir, en defensa de sus dere- 
chos y para la reparación de los daños y perjuicios que 
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se lo hayan causado, a los otros medios legales que le 
otorguen las leyes provinciales o nacionales. 

Que esta conclusión concuerda con la doctrina de 
la Corte en rasos análogos. Así en el caso de Ricardo 
Achara l contra la Provincia de Santiago del Estero 
— 1 (íl. ;i.Y¿— si bien se falló haciende ln_,ar al interdicto 
se hizo claramente la distinción diciendo: "Que es ver- 
dad que fie ríos artos administrativos no [ni edén repu- 
tarse turbal orios de la posesión. Y no lo serían, desde 
luego, aquellos uispifudos cu un ínteres general de se- 
guridad o tic salubridad, esto es, en m me líos casos en 
que él Estado procediese como poder público. Pero, en 
cambio, los actos' administrativos que sin revestir aque- 
lla calillad, directamente o por vía de consecuencia, 
desconocieran la propiedad o el hecho de la posesión 
de los particulares, pueden considerarse como netos 
de turbación — Avbry Rai\ tomo U t pág. i;>f> y 158; 
Glassoíí, Procedum CivUe, tomo 1, pag. lt>3 — . Doctrina 
confirmada en el caso de José Antonio Selemc contra 
la Provincia de Cutama rea — ISO. 17:1— donde después 
de distinguir las dos cuestiones planteadas por el actor 
y establece]- que una de ellas se refiere a las aguas del 
río Abauean. la Corte dijo: " Kn consecuencia, c| actor 
debía acatamiento a la autoridad de riego del río 
Abauean en lo que se refiere al ejercicio del derecho 
que pretende tener sobre dichas aguas, y bien ha po- 
dido ser sumariado y castigado por la autoridad loeal t 
encargada de mantener el orden en la distribución de 
las aguas públicas. Las providencias tomadas por ella 
en uso de sus atribuciones legales y en ejercicio de la 
jurisdicción acordada por la ley local, no pueden origi- 
nar UU interdicto so pretexto de ser abusivas, sino 
que la parte que se siente damnificada debe buscar su 
revocación o reparación dentro de los mismos procedi- 
mientos administrativos seguidos por la interposición 
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de los recursos que las leyes establecen y en último 
caso, agotados éstos, recurrir recién a la justicia si 
creyera que ha sido lesionado en un derecho perfecto, 
de aquéllos que la justicia está llamada u garantizar. 
£1 juez de aguas de Tinogusta, por el solo hecho de 
restablecer el imperio de los turnos que los usos y cos- 
tumbres del lugar había u establecido, (como has ti; a llo- 
ra resulta del sumario), no aparece como despojante 
de la posesión de Seleme, ni mucho menos. Tal acto 
no puede fundar el interdicto planteado, por razones 
obvias, y debe ser éste rechazado*'. 

Por estos fundamentos se rechaza el interdicto de- 
ducido, con costas. Xot i fiques?, repóngase el papel y 
oportunamente archívese. 

KoBERTO REPETTO — AXTONIO Sa- 

garxa — Bi A. Xazar An- 
chores a — F, Ramos Mejía. 



CIA. SriSCO-ARGENTlXA DE ELECTRICIDAD v. 
MIXICIPALIDAD DE VILLAÜt'AY 

EMBARCO: Uientg rmbtirflabh'*. 

Cualesquiera que- sonn las disposiciones de las leyes tei - 
dientes a sulistriier de la acción de tos acreedores los bie- 
nes, recursos y rentan, tío las provincias o municipalidades 
contrariando tos preceptos de la ley civil, no pueden ser 
válidamente invocadas, pues las relaciones entre el acree- 
dor y deudor son de la exclusiva legislación del Congreso 
Nacional. 

EMBAUCO; Ritma cmhargaoim. 

Las provincias y municipalidades pueden ser demanda- 
das y ejecutadas en sus bienes por las obl i paciones que 
contraigan; si bien no pueden ser privadas de las rentas 
o recursos indispensables a su vida y desarrollo normal, 
correspondiendo a los jueces determinar en cada caso los 
que no teñirán eso carácter a fin de que fie lindan efec- 
tivas las condenaciones de la justicia. 
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EMBARGO : Bienes rmbargabte*. 

Loh fondos correspondientes a la Municipalidad de Vi- 
llapruay según la ley 293ü de la Prov. de Entre Ríos y 
afectados conforme a la misma y a la ley nacional de 
Vialidad, a la construcción y man ton ¡miento de loa ca- 
minos y calles de acceso, son ¡nrmlm ríanles por el acree- 
dor de Humas provenientes de suministro do energía eléc- 
trica a cuyo pago fueron afectada», con su conformidad, 
las entradas provenientes de la contri luir i mi directa de 
tmpueatoa atrasados. 

Dicta mkn i>el Piioern.uiou General 
Suprema Corte: 

Ku un contrato sobre suministro de energía eléc- 
trica para la ciudad de Villnguay, la Municipalidad de 
dicha ciudad reconoció adeudar cierta suma por tal 
concepto a la Oía. Bruzo-Argentina de Electricidad, y 
contrajo "1 compromiso de afectar ni pago, desde 1937 
cu adelante, las entradas provenientes de su participa- 
ción en la Contribución Directa provincial e impuestos 
atrasados. El resto, se atendería con el producto de 
rentas generales (art. lí). Mus tarde, al atrasarse la 
Municipalidad en los sen- icios de esa deuda, fué de- 
mandada judicialmente; y habiéndose pedido embargo 
de la cuota que como "ayuda fiscal" le correspondió du- 
rante el año 11)4-, ese embargo fué denegado, por en- 
tender el Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos 
(Sala en lo Civil y Comercial) que las cantidades inte- 
grantes do tal "ayuda" estaban afectadas a un servi- 
cio especial de vialidad por las leyes 11.658 de la 
Nación y 12936 de la Provincia. Con tal motivo, so trac 
abora ante V. E. un recurso extraordinario, cuya ad- 
misibilidad resulta acreditada V or haberse puesto en 
tela de juicio la validez de disposiciones locales, so co- 
lor de ser incompatibles con derechos y garantías reco- 
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nocidos por la Constitución Nacional. Conviene recor- 
dar que la Cía Suizo-Argentina de Electricidad ha 
obtenido ya embargo sobre el remállente que produzca 
el alumbrado público (t's. 23-20), punto acerca del cual 
no existe discusión; y también que el fallo apelado ad- 
mite la embarca bilí dad de otras rentas municipales, 
con arreglo :i lo re i taradamente resuelto por V. E. 

Hasta tiende permiten comprobarlo las constancias 
de aul«s los reclusos procedentes del rubro "ayuda 
fiscal**, eoa que cuenta la Municipalidad do Villuguay, 
no proceden de una participación en el impuesto de 
Contribución Directa, que fué afectado en el contrato 
con la Oía Su izo- Argén tina. Según lo dispuesto en la 
ley N* 29'W de Entre Ríos {Bol. Oficial /W., enero 
17 de esa "ayuda" está constituida por la en- 

trega a las Municipalidades de basta un 00 % del im- 
puesto provincial a la nafta ojie si* recaudare en juris- 
Jieciim municipal, y que debe dedicarse totalmente a 
la construcción y mantenimiento de los calinos y calles 
de acceso a los respectivos municipios (arts. 2o" y 27). 
Esta, pues, afectada por ley a un servicio especial; y 
el propio impuesto a la nafta, resulta a su voz afectado 
en totalidad al servicio de vialidad, con arresto al art. 
ló de dicha ley, y 2:1 y concordantes de la nací muí I 1 UTiS. 

Quiere decir entonces (pie la ley tacbada de incons- 
titucional no viola derechos adquiridos por la Cía. 
Suizo- Argentina de Electricidad, ni deja sin efecto lo 
que pacta 'on las partes en su convenio, por lo que 
respecta a recursos provenientes del fondo provincial 
de vialidad, Consecuencia? corresponde mantener el fa- 
llo apelado. N'o hace él otra cosa que aplicar fielmente 
la jurisprudencia sentada por V. E. — Buenos Aires, 
mayo 12 de MUX — Jnoti Alrarcz. 
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Buenos Aires, 23 de agosto de 1944. 



Y vistos: El recurso extraordinario deducido con- 
tra la sentencia de ta Sala Civil del Superior Tribunal 
de la Provincia de Entre Ríos, pronunciada en los au- 
tos seguidos por la Cía Suizo-Argentina de Electrici- 
dad, S. A. t contra la Mniiicipalidad de Yilluguay, y 

Considerando: 

( t >ue esta Corte en causas tle naturaleza análoga a 
la presente lia sentado las siguientes conclusiones: a) 
las provincias en su carácter de personas jurídicas pue- 
den ser demandadas y ejecutadas en sus bienes; b) 
como personas de existencia necesaria no pueden ser 



e) que a falta de normas estrictas que distingan las 
rentas y recursos necesarios de los que no lo son co- 
rresponde a los jueces determinar, en cada caso, a los 
efectos de las condenaciones judiciales Je las provin- 
cias o de las municipalidades cuáles son susceptibles 
de embargos y cuáles no; d) y que, además, sea cuales 
fueren las disposiciones de las leyes lOfales tendientes 
a substraer de la acción de los acreedores los bienes, 
recursos y rentas del estado contrariando los derechos 
y garantías que acuerda la ley civil, no pueden sor 
válidamente invocados toda vez que las relaciones do 
derecbo entre acreedor y deudor son de la exclusiva 
legislación del Congreso, como lo ba declarado esta 



Corte en fallos reiterados. T. 11.1, pág. 158; t. 119, 
pág. 117; f, 14(1, pág. 122; L 147, pág. 2¡); t. 171, pág. 431; 
t. 1 75, pág. 332. 
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Que, en esta causa, se ha declarado por el tribunal 
de Paraná que el importe de la cuota adjudicada a la 
Municipalidad do Yillaguay, como ayuda fiscal, oh inem- 
bargable. Kste aporte tiene su origen en la ley de via- 
lidad n* 2936, sancionada el año IÍKÍ'2, y consiste en la 
entrega a las Municipalidades do basta un 50 % del 
impuesto provincial a la nafta recaudado en jurisdic- 
ción municipal y el cual debe dedicarse totalmente a la 
construcción y mantenimiento do los caminos y calles 
de acceso. Como lo expresa el Sr. Procurador Gen, H 
de la Xueión, los arts. J<¡ y *J7 de la ley tic la Provincia 
de Entre Kíós u> 29'M\ significan la afectación de aquel 
aporte a un servicio especial y es, por consiguiente, 
como lo lia declarado la sentencia en recurso, inembar- 
gable de acuerdo con lo establecido en los fallos re- 
cordados. 

Que con tales antecedentes y promediando, ado- 
rnas, la circunstancia de que lia transcurrido más de 
un año entre la fecha de dictarse la sentencia condenato- 
ria, abril 14 de UH2, y el momento actual, cualquier 
decisión sobre la validez constitucional del art. 1ÍH) de 
la Constitución de la Provincia do Entre liíos compor- 
taría un pronunciamiento inoficioso. 

En mérito de estas consideraciones y de conformi- 
dad con lo dictaminado y pedido por el Sr. Procurador 
General se confirma la sentencia apelada en la parte 
que lia podido ser materia del recurso. Notifiques y 
devuélvanse al tribunal de procedencia donde se re- 
pondrá el papel 

ROBtJUTO 1ÍKPETTO ANTONIO Sa- 

OARNA — B. A. NAZAR An- 

CHOBbna — F. Ramos Mejía, 
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VILA Y REPETTO v. ADUANA 

BECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencia con {muhtmentos no federales o federales consentido*, 
Fundamentos de hech». 

Es ímproe ocien te el recurso extraordinario fundado por 
el fiscal y e! denunciante en los arts. 135 y 137 de las 
Ordenanza* de Aduana y en el earáeter obligatorio de 
la clasificación de las mercaderías efectuada por la Adua- 
ilj], contra la sentencia que, fundada en bis actuaciones 
n4hjmistiativa«, declara que la clasifícaeion de la merca- 
dería importada ha sido dudosa y que por ello no proce- 
de aplicar pena al mina ni introductor que. al declararla 
de distinta calidad que la establecida cu la clasificación 
hecha pnr Ta autoridad aduanera, no incurrió en falsa 
nía ni f estación (*)■ 



CIA. PRATENSE DE ELECTRICIDAD SIEMENS 
SCHCCKERT S. A. v. DIRECCION GENERAL 
DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Rrditos del comercio, de la mdits- 
tria, profesiones, rte. 

Admitida la prescripción respecto de los ejercicios de loa 
añas 1!>32, 1933 y 1934, en hñ cuales el contribuyente 
contabilizó la perdida resultante de la conversión de au 
deuda Inicia acreedores del exterior en moneda argentina 
al tipo de cambio oficial, el impuesto a los réditos corres- 
pondiente al período siguiente, en el cual la nctora obtuvo 
de sus acreedores la conversión a un tipo menor, inter- 
medio entre el oficial y el mercado libre, debe ser liqui- 
dado teniendo en cuenta la nueva pérdida que por ese 
concepto ba reportado al deudor, y no sobre la base de 
que en le» ejercicios presciiptos debió contabilizarse la 
pérdida que arrojaba la conversión al tipo del mercado 
libre y de computar así como ganancia en el ejercicio 
siguiente, la diferencia entre esa suma y la resultante 
del Arreglo hecho con los acreedores al tipo intermedio 
menor. 

(O 85 de niroBto «lo 10-14. Fn la misma fecha y en ¡[¡uní sentido 
fuá resucita la e:ius:i "IT. W. Robería y Cfa. v. Aduana". 
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IMPUESTO A LOS REDITOS : Principios generalr*. 

El art. 2*, de la ley 11.683 no faculta al Consejo a dero- 
gar disposiciones de decretos del P. E., como el art. 49 del 
decreto reglamentario de fecha 1» de junio de 1933, 

Sentencia del Juez Fedekal 

Buenos Aires, octubre 22 de 1042, 

Y vistos: Para resolver estos antw caratuladas, "Siemens 
Schuckert S. A. Cía, PJatcnse de Electricidad contra Gobierno 
de la Nación s./ repetición 1 ' de los que resulta: 

1* Que a fs. 4 se presenta la firma actora deduciendo 
formal demanda contra el Superior Gobierno de la Nación por 
devolución de la suma de S 9B, 022,57 m/n., que le lia exigido 
indebidamente la Dirección del Impuesto a los Réditos, en mé- 
rito de las siguientes consideraciones ¡ 

Dice que la Mima expresada proviene de un quebranto su- 
frido por diferencia ib* cambio correspondiente id ejercicio 1934- 
193o, Que durante el período 1933-34 «e contrajeron deudas 
en el exterior por bis sumas de $ 7.365.52S.H5 reichiuark* y 
1.439.246,45 dólares americanos (pie en razón de la desvatori- 
zacióu de nuestro signo monetario «e tradujeron en un que- 
branto por diferencia u. -ambio al tipo oficial de $ 3.754.966,76. 
Que en tal virtud se cargo a ganancias y pérdidas para ese 
ejercicio la suma anteriormente seña bula. Que ante gestiones 
hedías con los acreedores ne obtuvo la conversión de esn deuda 
a pesos moneda nacional, pero en ese arreglo se convino aceptar 
un tipo de cambio intermedio entre el oficial y el cambio libre. 
Que ese arreglo produjo un nuevo quehrnnto por la suma de 
$ 1.619,301.54 m/n.. que fue cargado al ejercicio de 1934-35 
do acuerdo enn el criterio rigente cu esn fecha (art. 49, I), 11. 
de la ley 11.682). La demandada impugnó esta liquidación sos- 
teniendo que el quebranto debió liquidarse al tipo de cambie 
libre a la fecba del cierre del ejercicio 1933-34 y en consecuen- 
cia en el ejercicio 1934-35 se habría obtenido imn ganancia pol- 
la diferencia en el tipo de cambio ni convertir la deuda, lo que 
se traduce en el pago del impuesto reclamado. Se .sostiene que 
tal interpretación e* arbitraria y errónea pues se pretende 
obtener esta liquidación en base a las r "valuaciones de la deu- 
da de acuerdo con el sistema adoptado por una nueva dispo- 
sición reglamentaria (art. 125. ine. a) D. Tí. Ley 11.682 del 
aña 1939 \ (pie no puede aplicarse con efecto retroactivo 
fart. 3' C. Civil) a esa fecha (1934-35 1. Se hacen una serie 
de consideraciones más pobre el particular y se pide en defi- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



463 



nitiva que se haga lugar a la repetición intentada con intere- 

s«i y costas. 

2* Declarada la competencia del juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda at Procurador Fiscal Dr. Carabailo, a 
fs. 53 se presenta contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Que la liquidación 
practicada por la Dirección de Réditos se ha ajustado a las 
normas admitidas por los contribuyentes y esa misma repar- 
tición y que en el art. 125, inc. al del D.*R. del año 1939 no 
ha hecho más que aclarar el criterio establecido por el art 49 
do la anterior reglamentación. Se hacen una serie de consi- 
deraciones más en este «cutido y se pide en definitiva el re- 
chazu de la acción con costas. 

Considerando : 

1' Quo según se desprende claramente» de las actuacio- 
nes administrativas agregadas ad cjfevtum-vidcndi (fs. 19/50) 
y del informe producido por el perito contador Sr. Crida 
(fu. 62/7) no existe diferencia entre partes en lo relativo a 
la.s cantidades expresadas en el escrito de demanda, por lo 
que corresponde aceptarlas como exactas. Resta en consecuen- 
cia al juzgado resolver la cuestión referente a la contabiliza- 
ción del q uebran lo producido por la diferencia de eambio en 
los términos en que ha quedado trabada la litis. 

2*' Con respecto a ello, dehe señalarse que contrariamen- 
te a lo sostenido por la demandada y la Dirección de Réditos 
(ver fu. 53 y fs. 46/7) el sistema imperante a la fecha del 
quebranto que motiva esta litis (1934-35) a los efectos de li- 
quidar las ganancias o pérdidas producidas por diferencias de 
cambio, era el que estahlecía el art. 49, párrafo 6* del D. R. 
de la ley 11.682 que textualmente decía: "Con respecto a mo- 
nedas extranjeras, no se admitirá como ganancia o pérdida 
sino la efectivamente realizada y con respecto a tales saldos 
existentes al %* de enero de 1932 se admitirá únicamente la 
diferencia entre el valor del mercado de dicha moneda al 1* 
de en^ro de 1D32 y el de fecha de realización". Como se ve 
la reglfi es clara, no deja lugar a dudas sobre el sistema adop- 
tado para la liquidación de tales operaciones. El alcance e 
interpretación de ella no está en tela de juicio — lo que se 
desprende de la resolución de la Dirección de Réditos (fs. 
46/7 i y lus términos del escrito de responde (fs. 53) — sino 
pu aplicabilidad. Se sostiene que tal criterio no es aplicable 
porque era norma aceptada por la Dirección y contribuyentes, 
en general, en virtud de una serie de razones económico-finan- 
cieras, adaptar el sistema de r evalúo (art. 125, inc. a) D. B. 
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del año 1939) y no la realización de la deuda (art. 49 cit.). 
Tal argumento no es a juicio del Ruscripto aceptable. No es 
necesario abundar en mayores consideraciones para demostrar 
que ni loa contribuyentes ni la Dirección de Réditos tiene fa- 
cultad para imponer normas como la qne motiva este pronun- 
ciamiento y por lo tanto que la liquidación impugnada debe 
ajustarse a la disposición del D. R. contenida en el art. 49 
párrafo 6* que se hallaba en vigencia en esa fecha (año 1935). 

3» Que descartada así la responsabilidad de aceptar el 
sistema de revalúo impuesto por el D. R. del año 1939 (art. 
125 ine. a) eit.) como se ha señalado precedentemente, resulta 
poco difícil llejrar a la conclusión de que la liquidación del im- 
puesto impii «ruada por la Dirección de Kóditnis es cor recta. De 
acuerdo al convenio celebrado entre la casa deudora {adora en 
este juicio) v sus acreedores del exterior, el quebranto sufrido 
por la conversión al tipo de cambio intermedio entre el oficial y 
el dei mercado libre fué soportado en el período^ 1934-35. ya 
que ese arreglo se hizo durante ese año (ver pericia contable 
fs. 62/7). Los demás argumentos que puedan liaecr.se sobre el 
particular, huelgan. Lo eierto es (pie la realización de la deu- 
da ni tipo de cambio convenido — produjo un quebranto y que 

ese quebranto significó para el ejercicio 1934-35 hi diferencia 
de * m/n. 1.619.301,54 (ver planilla del perito contador 
fo. 63). 

4* Cube agregar a mayor abundamiento (pie en el mejor 
de las casos para la tesis sostenida por la demandada aun admi- 
tiendo que la liquidación del quebranto sufrido por la aetora 
debió liquidarse en el ejercicio 1933-4, el beneficio que signifi- 
caría para ésta el arreglo hecho con sus acreedores al convertir 
la deuda a pesos moneda nacional al tipo de cambio convenido 
(intermedio entro el oficial y el del mercado libre) no podría 
nunca calcularse sobre la diferencia existente entre el tipo de 
cambio oficial y el del mercado libre, porque ello no respon- 
dería a la realidad de los hechos. El beneficio en este caso, 
como con razón so sostiene a fs. 4 y se demuestra en la pericia 
de fs. 65 6, sería la diferencia producida entre el tipo de cambio 
libre y el convenido, no otro. A ello debe agregarse que no 
escapa al Juzgado el hecho sostenido y probado por la aetora 
(ver pericia de fs. 62/7) de que con el criterio sostenido por 
la parte demandada se llegaría a modificar los asientos del 
ejercicio 1933-4 sobre los que no puede entrarse a juzgar dado 
que ello se halla fuera de la acción fiscal por la prescripción. 

Por las precedentes consideraciones, fallo: declarando que el 
Gobierno do la Nación deberá devolver a la Cía. Platense de 
Electricidad Siemens Sehuckert S. Anónima, la suma de noven- 



ta y ocho mil veintidós pesos con cincuenta y siete centavos 
moneda nacional (ver boleta de fs, 49) más sus intereses al 
estilo do los que percibe el Banco de la Nación Argentina (6 %) 
desde la fecha d^ notificación de la demanda, sin costas, atento 
la naturaleza de las cuestiones debatidas. — Alfonso E. Poccard* 



Y vistos : Por kus fundamentos, se confirma, sin costas, la 
sentencia apelada de fis. 7G en este juicio seguido por la Com- 
pañía Pl átense de Electricidad Siemens Sehuckert S. A. contra 
Gobierno de la Nación, sobre repetición. Devuélvase. — Ricardo 
Viihr Paludo. — Carlos del Campillo. — Jvan A. González 
Calderón. — Eduardo Sarmiento, — Carlos Herrera. 



Y vista la precedente causa caratulada H Siemens 
Sehuckert S. A. Oía. Platense de Electricidad contra 
Gobierno de la Nación sobre repetición $ 98.022,57" en 
la que se lia concedido el recurso ordinario de apela- 
ción a fs. 85 vtn. 

Y considerando: 



forma en que la Dirección General del Impuesto a loa 
Kéditos lia liquidado el impuesto importa rever el re- 
sultado del último do aquéllos — pericia de fs. 64, punto 
e ) — confirmación de la sentencia apelada se impone. 

Que por lo demás, la disposición del art. 2 de la 
ley 11.683 no faculta al Consejo a derogar disposiciones 
do decretos emanados del Poder Ejecutivo. Por otra 
parte, no consta efectivamente de autos que se haya 
dictado una instrucción de esa naturaleza. 



Sentencia de la Cámara Federal 



Buenos Aires, 21 de junio de 1943. 
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Rueños Aires, 25 de agosto de 1944. 




En su mérito, y por los fundamentos concordantes 
del fallo apelado de fs. 85, se lo confirma. Sin costas 
por no encontrar el Tribunal quo sea del caso imponer- 
las al demandado- Hágase saber; devuélvanse los autos 
al tribunal de su procedencia ; repóngase el papel en el 
juzgado de origen. 

Rohkkto Repet í o — B. A. Nazar 
A se non en a — F, Ramos 
Mejía. 



BANCO HIPOTECARIO NACION 7 AL v. DA GUIAR Y 
CLAUDIA ELI i? A ALÍÍARUACIN 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Reqnbitns prapió*. $entfnri* 
definitiva. Resoluciones anteriores a la sertfenvta definitiva, Juicios 
de apremio y fjectdho. 

E» improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
interpretación art. 72, ine. 2" de la ley Hl 72 y en gjQ6 
la certificación proveída tan w'»lo por el [reren te y el con- 
tador o tesorero ilet Hamo Hipotecario Nacional no es tí- 
tulo (suficiente para ejecutar al deudor por saldas perwoiia- 
Itvt por no hallarse legislada coa arreglo a lo dispuesto en 
aquel íirtículo. contra la sentencia (fin resuelve lo eontra- 
rio y ordena proseguir la ejecución (28 de agosto de 1044). 



DANIEL C. FERRARI Y OTROS v . RAMON PEITI 

RECURSO EXTRAORDIXA Hit) : Requisito* propios. Cuestión fe- 
deral Cuestiones federales compleja.*, fntouttitticionatiü'tid de nor- 
man j/ QCtoi tiaciotutlcs. 

Proeede el recurso extraordinario fundado en que es vío- 
latorio de los arta. 17 y 95 de la Constitución Nacional 
el art. 8 del deeretn N* 14.001. interpretado en el «cutido 
de que la prórroga de la locación que establece debe acor- 
darse a U% locatarios que conservan la tenencia del predio 
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arrendado, aunque antes de Ja sanción de aquél hubiese re- 
caído sentencia firme de desalojo — cuestión planteada en la 
primera oportunidad que el procedimiento ofrecía a los 
recurrentes — contra la sentencia que declara la validez 
constitucional de la disposición impugnada. 

RECURSO EXTRAORD1XARIO: Resolución. Limita del pronun- 
ciamiento. 

El pnm n n i- i amiento de la Corte Suprema, en los juicios 
sometidos a su decisión por medio del recurso extraordina- 
rio, dehe limitarse a las cuestiones federales oportunamen- 
te planteadas y mantenidas ante ella. N T o comprende las 
planteadas por primera vez después de dictada la senten- 
cia recurrida. 

RECURSO EXTRAORDINARIO*. Requisitos propias. Cuestión ft- 
derat. Cuestiones federales complejas. It¡m»stÍtueionalÍdad de nor- 
mas tt neto.* naciotmlcs. 

Las disposiciones del decreto X* 14.001 referentes al régi- 
men de los arrendamientos aerícolas no tienen carácter 
federal y su interpretación por los tribunales de la causa, 
aun cuantío fuese errónea, es irrevisible por medio del re- 
curso extraordinario; de modo que la Corte Suprema debe 
limitarse a deeidir si aquéllas, tal como lian sido interpre- 
tadas por el tribunal superior de la causa, son o no com- 
patibles con los preceptos constitucionales invocados. 

COXSTITUCJOX XACfOXAL: Control de constÍtnrio»ahdad. Fa- 
cuitadez del Poder Judicial. 

N'o habiéndose cuestionado en el pleito la facultad del 
P. E. para expedir decretos-leyes modificatorios de las le- 
yes del Congreso Nacional, no incumbe a la Corte Supre- 
ma pronunciarse de oficio sobre su validez desde ese punto 
do vista. 

RETROACT1V1DAD, 

La facultad de dictar leyes retroactivas bailase limitada 
por el art. 17 de la Constitución Nacional, que se opone 
al menoscabo de las derechos adquiridas, entre ellos loa 
declarados por sentencia firme, y por el art. T8 que pro- 
hihe dictar leyes er-post-faeto en materia penal, 

COXSTTTUCtOX XACfOXAL: Derechos tj garantías. Derecho de 
propiedad. 

Eseppcinualmente y en la medida que lo requiera la aten- 
ción de los superiores intereses peñérales es lícito, en ejer- 
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cicio del poder de policía, dietar leyes retroactivas, razo- 
nables y justas en relación a las circunstancias que las han 
hecho necesarias, por las cuales salvando su substancia, so 
restrinjan y repulen los derechos del propietario en lo que 
sea indispensable para salvaguardar el orden públieo o 
bienestar general. 

CONST1TUCIOX SACIO SAL i CoMtitucbtnlhhul c iaonsUtucio- 
nalidttd. Decretos naciotmles. Varias, 

El art. 8 del decreto X* 14.001, interpretado en el sentido^ 
de que la prórroga de la locación que establece debe acor- 
darse a los locatarios que conserven la tenencia del predio 
arrendado aunque antes de la sanción de aquél hubiese 
recaído sentencia firme de desalojo, es violatorio del art. 17 
de la Constitución Nacional. 



Dictamen del FuocrnAixni Gknfu.u. 
Suprema Corte : 

Son aplicables al caso actual las consideraciones 
que V, E. hizo valer el 21 de abril ppdo. m re Van Der 
Straten Pont hoz v. Morganti, desalojo, para declarar 
improcedente el recurso extraordinario. Aquí como 
allí, el fallo apelado de segunda instancia se limita a 
decidir si hizo o no cosa juzgada el de primera instan- 
cia, I*a tacha de i neons tituci cualidad opuesta en estos 
autos por el recurrente se refiere al criterio de la Cá- 
mara al resolver esa cuestión procesal. 

Corre s pondo, pues, declararlo mal con red ido. — 
Buenos Aires, julio 15 de 1944. — Juuu Álvarez. 



FALLO PE LA CORTF StTIÍEMA 

Unenos Aires, 28 de agosto de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Ferrari 
don Daniel Clemente y otros contra Pciti don Ramón 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓ* 



469 



sobre desalojo" en la que se lia concedido el recurso 
extraordinario a fs. 44. 

* 

Y considerando; 

Quo en la primera oportunidad que les ofrecía el 
procedimiento —a fs. 14^ los apelantes sostuvieron que 
.si se diera al decreto núm. 14.001 el alcance que le atri- 
buye iu sentencia recurrida, sería violatorio de los arte. 
17 y . ^ r> .? e la Coilstituc ión Nacional y del principio de 
la división de los poderes que la misma igualmente con- 
sagra. Afirmaron, en efecto, que una sentencia firme 
como la dictada a fs. 8, no podía ser dejada sin efecto 
por aplicación de un decreto» sin contrariar los mencio- 
nados preceptos constitucionales; y que la nueva de- 
cisión judicial que admitiera esa posibilidad adolecería 
de iguales taclias. 

Quo de esa manera lian aleó lo derechos fundados 
en la Constitución Nacional que la sentencia de fs. 33 
desconoce, pronunciándose así implícita pero necesaria- 
mente, en contra del privilegio federal invocado. En 
circunstancias similares —en lo que liace a la cuestión 
constitucional planteada— e| tribunal ha concedido el 
recurso ostra ordinario por aplicación del art. 14, inc. 
3% de la ley 48 —Fallos: 17!>, 15; 184, 137—. Por lo de- 
más, la manifestación de que la primera sentencia —de 
fs. 8—- no resuelve con fuerza de cosa juzgada el punto 
decidido en el pronunciamiento apelado, no impide que 
éste des con oxea una pretensión amparada en la Consti- 
tución Nacional, ni lo presta fundamentos de derecho co- 
mún o local, suficientes para sustentarlo, pues la cues- 
tión federal planteada tiene, según de lo dicho resulta, 
características tales que pese a aquella conclusión, ha 
debido ser decidida para el fallo de la causa. 

Que la sentencia dictada en los autos "Van Der 
Straten Pont hoz c. Morganti" responde a la circuns- 
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tancia — que no media en la especie — de que allí se de- 
claró mal concedida la apelación interpuesta para ante 
el tribunal contra cuyo pronunciamiento se había in- 
tentado el recurso extraordinario. Se aplicó entonces 
la doctrina de Fallos: 193, 123; 196, 354, conforme a la 
cual no es, por lo común, susceptible de revisión po*' esta 
Corte el auto que declara mal concedido o bien dene- 
gado un recurso pura ante un tribunal local, que sin 
duda es imposible de invocar en este juicio. 

En su mérito y oído el Sr. Procurador General, se 
declara procedente el recurso extraordinario concedido 
a fs. 44 do acuerdo a lo dispuesto en el art. 14, inc. 3*, 
do la ley 48. 

Y considerando en cuanto al fondo del pleito: 
Que conviene, desde luego, preeisar que el fallo de 
esta Corte debe limitarse a las cuestiones federales 
oportunamente introducidas en la causa, y mantenidas 
en el memorial de i"s. 58, presentado en esta instancia. 
Son ellas las únicas cuyo conocimiento y decisión com- 
pete al Tribunal, por vía de la apelación que legisla el 
art. 14 de la ley 48, según así lo tiene decidido una in- 
variable y reiterada sera de precedentes — Fallos: 182, 
249; 184, 112; 185, 12 y 151; 1S6, 330, 337 y 4**1 ; 187, 
79; 189, 81 y 170; 11)0, 397; 195, 529; 197, 584 catre 
otros. 

Que por imperio de la doctrina de que hace mérito 
el considerando que antecede, corresponde así excluir 
de la decisión a recaer, Km puntos que no revisten ca- 
rácter federal. Las disposiciones del decreto núm. 14.001, 
referentes al régimen de los arrendamientos agrícolas 
no participan de esa natu rudeza, según así se lo lia de- 
cidido en Fallos: 137, 405; 140, 29, respecto de la ley 
11.170. La materia, por lo demás, lia sido objeto de re- 
glamentación por tns leyes posteriores 11.(527 y 12.771, 
y por el decreto núm. 14,001 de que trata el juicio. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN' 471 

Quo de acuerdo con lo expuesto no en he pronuncia- 
miento alguno sobre la interpretación acordada al art 8 
tíel decreto núm, 14.001. Debo estarse ni respecto, aun 
cuando fuese errónea, a ]a admitida por el superior tri- 
bunal de la causa, sin perjuicio de decidir si la norma 
referida, con el alcance .pie «sí se !e atribuye, es o no 
compatible con las disposiciones y garantías constitu- 
cionales invocadas por los recurrentes —Fallos- 194 

]!)(>, 2CÚ y los allí citados 

Que por las mismas razones tampoco deben tomarse 
en consideración las cuestiones planteadas por primera 
vez después de dictada la sentencia de que se apela. 
Así, la invocación del art 14 de la Constitución Na- 
cional mencionado en el escrito de í's. 3f> en que se in- 
terpuso el recurso extraordinario y que, por lo demás, 
no guarda con la materia del pronunciamiento, la rela- 
ción directa e inmediata que reí] more el art. 1"> de la 
ley 48. 

Que de es (a manera las cuestiones cuya dilucida- 
ción requiere el fallo de la causa, quedan reducidas a 
dos, susceptibles de proponerse, en su mínima expre- 
sión, de la siguiente manera : 

a) si el decreto núm. 14.001 —art. S— entendido 
con el alcance de que la prórroga de la locación que es- 
tablece debe acordar- o a lo» locatarios que conserven 
la tenencia del predio arrendado, cuando antes de la 
sanción de aquél, liubiera recaído cu su contra, senten- 
cia ejecutoriada de desalojo, es inconciliable con el 
art. 17 de la Constitución Nacional; y 

b) si el decreto referido, así aplicado, es violato- 
rio del art 9o de la Constitución Nacional y del princi- 
pio de la división de los poderes. Que respecto a esto úl- 
timo debe desde y t \ aclararse que no se discute la fa- 
cultad del P. E. para expedir un decreto del tipo del 
quo motiva la causa, en cuanto el mismo sen derogato- 
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rio y modificatorio de leyes dictadas por el Congreso 
Nacional En otros términos, la validez constitucional 
de un decreto-ley, por ser tal, no se ha cuestionado, ni 
debe por consiguiente, ser objeto de pronunciamiento 
por parte de esta Corte» conforme a la doctrina general 
en la materia aceren del contralor judicial de la consti- 
tucionalidad de leyes y decretos, reiterada en Fallos: 
190, 142; 192, 213.' 

Que por lo que hace a la primera cuestión, cabe re- 
cordar que el Tribu uní lia resuelto que el principio de 
la irrotroaotividad de la ley, sancionada por el art. 3 del 
Código Civil, es legal, y no impide que el legislador 
pueda derogarlo — Fallos: 15o, 2WÍ; ISO, lfi. 

Que la jurisprudencia de esta Corte ha añadido 
ciertamente que la facultad de dictar leyes con carácter 
retroactivo sufre dos limitaciones. Una en materia pe- 
nal, en que por virtud de lo dispuesto en el art. 18 de la 
Constitución Nacional no son admisibles bis leyes ''ex 
post facto" —Fallos: 18-4, 531 j 197, 56!)— . Y otra fun- 
dada en el art. 17 de la Constitución Nacional y en la 
garantía de la inviolabilidad de la propiedad que el 
mismo consagra, y de acuerdo con ín cual las leyes re- 
troactivas son inválidas, cu cuanto menoscaben dere- 
chos adquiridos al amparo de la legislación anterior 
—Fallos: 180 t 16; 1S8, 

Que es aquí del caso expresar que igunlmente se ha 
decidido —Fallos: 1 7í>. ló; 184, 137; doctrina de Fa- 
llos: 102, "08 — que los derechos declarados por senten- 
cia firme, so confieran adquiridos y no pueden ser des- 
conocidos arbitrariamente, por resolución recaída en 
pleito entre las mismas partes, pin violación del art. 17 
de la Constitución Nacional, que consagra según se ha 
dicho, la garantía de la inviolabilidad de la propiedad 
y ampara asi todo nouello que forma el patrimonio del 
habitante de la Nación, tíntese de derecho? reales o 
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personales, de bienes materiales o inmateriales —Fa- 
llos: 137, 62j 145, 327; 156, 48 entre otros. 

Que es, sin embargo, necesario añadir que la juris- 
prudencia de esta Corte ha admitido, con caráeter ex- 
cepcional y en la medida que lo requiera la atención 
de superiores intereses generales, que es lícita la san- 
ción y aplicación de leyes con alcance retroactivo, aun 
cuando de esa manera se limite el derecho de propiedad 
do los habitantes de la Nación, En concordancia con lo 
dispuesto en el art. 5 del Código Civil —conforme al 
cual "ninguna persona puede tener derechos Irrevoca- 
blemente adquiridos contra una ley de orden público"- 
ha entendido el Tribunal que por vía de ejercicio de! 
poder de policía, y en tanto que las medidas adoptadas 
sean razonables y justas en relación a las eimmstan- 
cias que las han hecho necesarias, puede, salvando su 
substancia, restringirse y regularse legalmente los de- 
rechos del propietario, cu lo que sea indispensable para 
salvaguardar el orden público o bienestar general, cuya 
atención fundamenta esa jurisprudencia. 

Que por aplicación de esos principios lia declarado 
esta Corte que, ocurriendo una grave perturbación eco- 
nómica y social, es lícita la reducción temporal por el 
Estado de los alquileres, la prórroga de los contratos 
de locación y de las obligaciones hipotecarias, como así 
también la rebaja del interés de las mismas, como me- 
didas que justifica la emergencia, razonables para com- 
batir sus efectos —Fallos: 172, 21. 



mente analizados en la causa Avico v. de la Pesa (C. 
S. 172, 21) desde los distintos puntos de vista que po- 
nen de manifiesto los votos de la mayoría y de la mi- 
noría en los que so lince un estudio cabal de ios mismos, 
no puede extendérsela liaría el punto de desconocer los 
efectos jurídicos de un fallo ejecutoriado, como lo es el 
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de fs. 8 do junio 14 do 1943, como así resulta do la sen- 
tencia apelada de fs. 33, de abril 20 de 1944, que inter- 
preta el art. 8 del decreto núm. 14,001 sin reparar que 
ésto en su segunda parte se refiere a los juicios de de- 




última del citado art. 8 — que establece la prórroga de 
los contratos de arrendamiento que venzan el ,11 de di- 
ciembre de 194") inclusive y de los ya vencidos, siempre 
que el arrendatario conserve la tenencia del predio, 
hasta el levantamiento de la coseelia de los cultivos que 
el arrendatario real ice durante di cito año— en virtud de 
la cual se desconocen los efectos del fallo ejecutoriado 
afecta, pues, la garantía constitucional de la propie- 
dad, además de contradecir los términos de la secunda 
parte del citado artículo a que antes se lince referencia. 

Ks de advertir que la constitucionalidud del art. 8 
no es objetada en cuanto dispone la prórroga de los 
Arrendamientos, ni respecto a la suspensión de los jui- 
cios de desalojo pendientes; lo que se explica, desde el 
punto de vista de ln apelante, por cuanto ello ante ln 
situación de emergencia provocada por la ffuerra mun- 
dial habría podido ser materia de una ley de intachable 
constitucional! dad. Mas la interpretación dada al de- 
creto, por la cual se desconocen los efectos do una cau- 
sa concluida o fenecida, adolece de ta misma invalidez 
que llevaría ínsita una ley del Congreso, un decreto del 
P. E. de jure o un fallo judicial -este, a los efectos de 
la procedencia del recurso extraordinario— que alte- 
rara un derecho irrevocable ni en te adquirido en virtud 
de una sentencia firme, ante lo dispuesto en el art. 17 de 
la Constitución Nacional, tal como lia sido interpreta- 
do por esta Corte Suprema a lo largo de una copiosa 
jurisprudencia. Hn ella se ha ido fijando, paulatina y 
circunstanciadamente, las restricciones y los límites del 
derecho de propiedad, como el de los demás derechos y 
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garantías reconocidos en la primera parto de la Consti- 
tución, como así también los límites de los poderes le- 
ejecutivo y judicial a que se refiere la segunda 
parte de la misma —Fallos: 137, 21)4; 144, 219; 145, 



Por estos fundamento» y los concordantes aduci- 
dos en primera instancia, se revoca la sentencia apelada 
de fs. 33 en cuanto ha podido ser materia del recurso 
extraordinario. llágase sabor y devuélvanse, debiendo 
reponerse el papel en el juzgado de origen. 



ELKUTEIÍIO TORRES v. X ACION ARGENTINA 
JURTSHICCIOX }' COMPETKXCU: Competencia federal. Por 



Aun cuando sea parte la Xm-ión, nn competo a los tribuna- 
les í'rilt-rnlrs sino a los ordinarios de la Capital de la Ke- 
pública el conocimiento de las causas relacionadas con el 
ejercicio de los poderes propios del ¿rol nenio local de 
aquélla, 

JURISDICCION Y COMPKTKSVIA : Cnmprt furia fwlfmt Por 
im prrxoiwsi Xacián. 

Xo rómpete a los tribuiulos federales sino a Ins ordinarios 
de la Capital de la Repúblien el ronnci miento de una cau- 
sa sobro enhro del heiiel'iein previsto en Jn ley 423;), pro- 
movida contra la Xaeiun por un arrute de policía de la 
Cnpítal Federal. 

fallo de la corte suprema 

* ■ « 

Buenos Aires, 28 de agosto de 1944. 

Y vistos: Los autos "Torres Eleuteno contra Pis- 
co Nacional sobre jubilación'*, en los que so ba conce- 



; 184, 137 y 469; 192, 260. 
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dido al actor el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia de fs. 95,*que declara la incompetencia de la jus- 
ticia federal. 

Considerando : 

Que la circunstancia do que la Nación sea parte en 
un juicio no basta por sí sola para determinar la pro- 
cedencia del fuero federal. 

Que, en efecto, esta Corte ha declarado reiterada- 
mente que del mismo modo que cada provincia se da 
sus propias instituciones y Be rige por ellas con en- 
tera independencia de las demás, la Capital de la Na- 
ción se llalla gobernada por Ja legislación exclusiva del 
Congreso según el art. 67, inc. 27, de la Constitución 
Nacional y se encuentra organizada cu lo judicial como 
un gobierno propio e independiente y de jurisdicción 
amplia y completa en todo lo que es de régimen local 
(Fallos : 48, 71 ; 119, 291 ; 103, 350 ; 194, 417). Y cu otras 
sentencias, examinando el sentido y alcance de ios arts. 
67, inc. 27; 86, iucs. 2' y 3', y 100 de la Constitución Na- 
cional; 2, ines. 1' y 6% de la ley 48; 111, iucs. 1° y 5*, de 
la ley 1893 ; 3' y 27 de la ley 4055, ba establecido que no 
competr n los tribunales federales sino a los ordinarios 
el conocimiento de las causas relacionadas con el ejer- 
cicio de los poderes propios del gobierno local de la Ca- 
pital atribuidos a las autoridades nacionales por los 
arts. 67, inc. 27, y 86, inc. 3», de la Constitución, a seme- 
janza de los que co r responden a las autoridades de las 
provincias dentro de sus respectivos territorios (Fa- 
llos: 110, 148; 123, 138; 184, 59). 

Que si bien es cierto que la última parte del art. 
111, inc. 5*, de la ley 1893, se limita a exceptuar las ac- 
ciones fiscales por cobro de rentas o impuestos que sean 
exclusivamente para la Capital, también corresponde 
advertir, y así se hizo en Fallos: 184, 59, que esa dis- 
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posición se limita a ratificar el principio general e 8 ~ 
tnbleeulo en el me 1* del citado art. in, n eonso- 
naneia ron los arts. 67, ine. 27, 86, inc. 3* v 100 de la 
Constitución Nacional, como que no habría' razón bas- 
tante para Justificar, a los efectos de la jurisdicción 
el distingo entre las leyes locales según sean imposi- 
tivas o no. 

Que la demanda de f St 1 lia sido promovida con- 
tra el Gobierno Nacional por ni agente de la policía de 
la Capital ^con el fin do obtener la pensión creada por 
líUey 4235, cuyo earáek-r local es indudable en el caso 
(Fallos: 193, 36 y los citados en la sentencia recurri- 
da). Con arreglo a lo expuesto precedentemente la jus- 
ticia federal es incompetente para conocer en el jui- 
cio, desde que sólo se trata de cuestiones relativas a 
la administración y gobierno de la Capital de Ja Ro- 
pública. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada en 
lo que ha sido materia del recurso. Xoíifíquese y de- 
vuélvanse. 

Rubeiíto Bepetto — Antonio 
Sagabna — B. A. Xazar An- 
enoRENA — F. Ramos Mejía. 



EIÍXESTO S. A. GIORDAXO r. NACION ARGENTINA 

ItECUBSO DE NULIDAD. 

Las circunstancias de que en la sentencia se incurra en 
error aceren de ío dispuesto por lo ley aplicada y de que 
no se a índice la totalidad de las cuestiones y argumentos 
expuestos por el recurrente para demostrar el derecho que 
invoca, no bnslim para fundar la nulidad del fallo que so 
pronuncia sobre la acción deducida en la forma requerida 
por el art. 13 de ln ley 50. 
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JURISDICCION Y COit PETE XCI A : Competencia federal. Prin- 
cipiot generales. 

La justicia federal es incompetente para examinar y rever 
los procedimiento» y resoluciones de la justicia de paz le- 
trada do la Capital* de la República, el alcance de los mis- 
mos, la interpretación de loa jueces respectivos acema de 
las disposiciones de la ley 1LÍÜ4 referentes a sus atribu- 
ciones privativas, y al uso (pie lian hecho de ellas en ejer- 
cicio de su jurisdicción y en materia de su incumbencia. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Por 

las pereonas. Nación. 

La justicia federal es incompetente para conocer en la de- 
manda sobre cobro de sueldos promovida contra la Nación 
por un empleado de hi justicia de paz lega a quien, no 
obstante habérsele incluido en la lista preparada por las 
Cámaras Civiles co. arreglo al art. 70 de la ley 11.924, 
no se asignó cargo alguno en la nueva organizncióu reali- 
zada en virtud de lo dispuesto por dicha ley. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Prin- 

cipio» genemle». 

La incompetencia de la justicia federal puede y debe ser 
declarada de ofii'io en cualquier estado de la causa. 



Y vistos los autos "Giordano Ernesto Santiago 
A. contra Gobierno de la Nación sobre cobro de pe- 
eos* en los qne.se han concedido el recurso ordinario 
de apelación interpuesto a fs. 225 vta. por el Fiscal 
de Cámara por la no imposición de las costas, y los 
recursos ele nulidad y apelación deducidos a fs, 227 
por el actor, contra la sentencia dictada a fs. 224 por 
la Cámara Federal de la Capital, que rechaza la de- 
manda 



(1) En la misma fecha y en igual sentid fué fallado el juicio 
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Buenos Aires, 28 de agosto de 1944, 
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Considerando: 

I. En cuanto al recurso de nulidad. 

Que las circunstancias de que en la sentencia de 
fs. 224 se invoque erróneamente, según el actor, la 
eliminación del cargo de auxiliar por Ja ley 11.924 y 
de que no se analice la totalidad de las cuestiones y ar- 
gumentos expuestos por aquél para demostrar el dere- 
cho que pretende tener, no bastan i ara fundar la nu- 
lidad del fallo que se pronuncia en forma expresa, po- 
sitiva y precisa, conforme a lo dispuesto en el art. 
13 de la ley 50, sobre la acción deducida por aquél con 
el objeto de cobrar los sueldos a que se refiere y la 
rechaza expresando los fundamentos en que se basa la 
decisión del tribunal (Fallos: 144, 158; 172, 396; 181, 
257; 191, 233; 192, 2G0; 195, 360). Por ello, desestí- 
malo la nulidad imocada. 

II. En cuanto al recurso de apelación 

Que la acción se funda en que a partir del 1 Q de 
enero de 1935, fecha cu que comenzó a regir la ley 
11.924, el recurrente, que desempeñaba ul cargo de auxi- 
liar de un juzgado de paz, quedó a disposición de la Cá- 
mara de Paz Letrada para que ésta le asignara un 
puesto en la nueva organización cread u, como estaba 
obligada a hncerlo, según él, en virtud de lo dispuesto 
en los arts. 69, 70 y 73 de la citada ley y de haber sido 
incluido en la lista preparada por las Cámaras Civiles 
con arreglo a lo ordenado por el art. 70; en que la Cá- 
mara de Paz, apartándose del cumplimiento de las ex- 
presadas disposiciones, no asignó al actor cargo alguno 
y llenó los empleos a que se refiere el art. 70 prescin- 
diendo de aquél y de otros empleados de la justicia de 
pnzlega comprendidos asimismo en la lista mencionada, 
situación en la que continúa en el momento de presen- 
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tar la demanda, por no habérselo designado destino ni 
haber .sido ni podido ser loga luiente declarado cesante, 
sin que entre tanto se le hayan pagado los sueldos co- 
rrespondió!!' -s al cargo de auxiliar, a los que se con- 
sidera con trucho por las raítones y circunstancias 
apuntadas y otras que también invoca. 

Que, por su parte, la demandada niega los hechos 
alegados; sostiene que el actor ha cesado en em- 
pleo y no se halla amparado por las disposiciones lega- 
les que invoca pues la Cámara de Paz Letrada, en 
virtud de otras disposiciones legales que facultan a 
ella y a los jueces para nombrar y remover sus em- 
pleados, ha podido válidamente prescindir de los in- 
cluidos en la lista preparada por las Cámaras Civiles; 
que la falta de nombramiento del actor importó auto- 
máticamente su cesantía y la pérdida de todo derecho 
a sueldos que de ningún modo podría cobrar por servi- 
cios no prestados. 

Que lo expuesto basta para poner de manifiesto 
que no es posible decidir las cuestiones planteadas y 
pronunciarse acerca de la procedencia de la demanda 
sin examinar y rever los procedimientos y resoluciones 
de la Cámara de Paz Letrada que lian originado la 
situación en que se encuentra el actor; así como el al- 
cance y sentido de los mismos, la interpretación de di- 
cho tribunal con respecto a las disposiciones de la ley 
11,9:>4 referentes a sus inopias y privativas atribucio- 
nes y el uso que ha hecho de ellas en ejercicio de su 
jurisdicción y en materia de su incumbencia, como lo 
han reconocido las Cámaras Civiles de la Capital en 
pleno, de acuerdo con el dictamen fiscal, en la resolu- 
ción transcripta a fs. 148 y siguientes do estos autos. 
Y no otra cosa importan las apreciaciones formuladas 
en las sentencias de primera y de segunda instancias 
en cuanto a saber si la sanción de la ley 11.924 ocasionó 
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la cesantía automática de los empleados de Ja justicia 
de paz lega, si olla se produjo por la designación de 
otros empleados en lugar de aquéllos o si no se ha pro- 
ducido de niugún modo; como también acerca de si los 
tribunales de la justicia de paz letrada estaban o no 
facultados por ]a ley de su creación para designar 
otros empleados que los incluidos en la lista prepa- 
rada por las Cámaras Civiles» con prescindencia de 
éstos. 

Que, por consiguiente, debe concluirse que la pre- 
sente causa hállase excluida de la competencia de los 
tribunales federales porque, como uniforme y reite- 
radamente lo ha declarado esta Corte, ellos no están 
facultados para revisar los actos y procedimientos de 



ine, 3°, y 100 de la Constitución Nacional; Fallos: 40, 
181; 41, 43; 115, 69; 120, 36; 149, 122; 165, 92). A lo 
que cabe aún agregar, de acuerdo a lo declarado en la 
sentencia dictada hoy en los autos "Torres Elenterio 
c. Pisco Nacional s. jubilación", que la sola circuns- 
tancia de que la Nación sea parte en este juicio no 
basta para autorizar el fuero federal, cuya improce- 
dencia puede y debe ser declarada de oficio y en cual- 
quier estado de la causa {Fallos r 12, 233; 91, 298; 132, 
230; 150, 227). 

En su mérito se revoca la sentencia apelada y se 
declara que no corresponde a los tribunales federales 
conocer en la acción deducida por don Ernesto San- 
tiago A. Giordano- Páguense las costas del juicio en 
el ord^n causado. Notifíquese y devuélvanse, debiendo 
reponerse el papel en el juzgado de origen. 




presamente 



Roberto Repetto — Antonio 
Sagarna — B. A. Nazar An- 
ohorena — F. Ramos Mejía. 
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RECURSO EXTliAOL'!>?.\ARlO; Requisitos propios. Relación di- 
recta. Scjiteneias con fundamentos no federales o federales consen- 
tido*. Fundamento» de orden común. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
inconstitucionalidad do los nrts. ."vil. inc. 3«, y 529 del 
C. de Procedimientos Civiles de Córdoba como violntorios 
de lo dispuesto por el 0, Civil, contra la sentencia que, 
interpretando el art. 3¡Í32 del mismo, declara que no existe 
la incompatibilidad invocada por el recurrente porque el 
eilado precepto faculta ¡d legatario para solieitar la decla- 
ratoria de herederos a favor de un tercero 



<i) 2* <Io agosto di> 1044. Fallos: 13C, 131; M, UJ5; 190, 40S>. 



Año 1944 — Septiembre 



PEDRO LVCIIAIJSPE IIXOS, v. JUNTA NACIONAL 

DE CARNES 

VOXSTiTVCiOX XAC1ÜXAL; Principios generales. 

La Constitución debe ser interpretada tte modo que sus 
limitaciones no lleguen a trabar el eficaz ejercicio de los 
poderes atribuidos al Estado a efecto del cumplimiento de 
sus fines del modo más beneficioso para la comunidad. 

COXSTITVCÍOX XAC/OXAL. Aifeftfe y garantía,. Generalidades, 

El Estado puede reglamentar el ejercicio de las industrias 
y actividades por loa individuos a efecto de restringirlo 
o encauzarlo en la medida que lo exijan la defensa y el 
afianzamiento de la salud, la moral, el orden público y 
aun los intereses económicos de la colectividad, 

COXSTITUCÍOX XACfOXAL: Derechos y garantías. Generalidades, 
Las restricciones a los derechos Asegurados por la Consti- 
tución, establecidos pur el Congreso en ejercicio de su 
poder reglamentario, que debe interpretarse con criterio 
amplio, no han de ser infundadas o arbitrarias sino razo- 
nables; es decir, justificadas por los hechos- y las circuns- 
tancias tpie Ies lian dado origen v por la necesidad de sal- 
vaguardar el interés pública comprometido v proporcio- 
nadas a los fines que se procura alcanzar con 'ellas. 

JUXTA XACIOXAL DE CABNES. 

Las condiciones del desenvolvimiento de la industria de 
carnes justifica plenamente la sanción de la ley 11.747, 
con la cual el Congreso se propuso impedir el monopolio, 
las maniobras y los procedimientos Arbitrarios de las em- 
presas industrializadoras en la adquisición de la 



484 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

■ crear un instrumento de lucha contra la organización que 
dominaba el comercio tle carnes, lograr un mayor consumo 
externo e interno y abaratar «te último acercando los pro- 
el ut- toros a loe consumidores y mejorando la calidad de las 
carnes. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitueionalidad. Fa- 
cultades del Poder Judicial. 

El análisis de la eficacia de ios medios arbitrados para 
alcanzar los fines que el legislador se ha propuesto es ajeno 
a la competencia de la Corte Suprema, a la que sólo in- 
cumbe pronunciarse acerca de la razona hilidad de tos me- 
dios elegidos, o sea resolver si son o rio proporcionados a 
dichos fines y, en consecuencia, si es o no adimsibl.. I;; con- 
siguiente restricción de los derechos indi viduales afectados, 

JUNTA NACIONAL DE CARNES. 

Las medidas adoptadas por la ley 11.747 para alcanzar los 
fines que el Congreso se propuso mediante su sanción son 
razonables. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía*. Derecho de 
asociación. 

La libertad de asociación un tiene características particu- 
lares que ta pongan a cubierto de las reglamentaciones, res- 
tricciones y cargas que pueden imponerse a las demás que 
la Constitución reconoce. 

JUNTA NACIONAL DE CARNES. 

La contribución exigida a los ganaderos por el art. 17, 
inc. di de la ley 11.747 es un aporte y. por consiguiente, 
no le son aplicables los principios constitucionales ni la 
jurisprudencia acerca de los impuestos. 

CONSTITUCION NACIONAL: Conti nacionalidad e i»con¿titucio- 
nalidad. Lew* ttttciomtti'.*. Administrativas. 

El art. 17, inc. di de la ley 1L747 no es vintatorio de la 
libertad de trabajar y ejercer una industria lícita, ni de 
la libertad de asociación (art. 14 de la Constitución Na- 
cionan, ii i del derecho de propiedad (art, 17). ni de las 
disposiciones constitucionales r^rentes a los requisitos que 
deben satisfacer los impuestos y a ta prohibición de delegar 
las facultades impositivas del Congreso (arta. 4, 17 y 67). 
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Sentencia del Juez Federal 

Buenos Airee, 10 de julio de 1940, 

Y vistos: Estos autos caratulados " Im-hauspe linos, y. 
Junta Nacional de Carnes" sobre devolución de $ 103.427 52 
de cuyo estudio resulta: 

1» Que a fs. !) se presenta Bernardo L. Peres por la parte 
actora, Manifiesta que en cumplimiento de las disposiciones del 
art, 17, me. dj de la ley 11.747 diversos consignatarios eiiyoa 
nombres figuran en los recibos acompañados y a los que sus 
mandan tes remitieron para la venta y en varias oportunidades, 
animales de su establecimiento, retuvieron y abonaron a la Jun- 

$wT¡27%> Kt CarneS PrCCÍ ° S obt0llil1os * la de 

Expresa que esos papos se efectuaron siempre bajo formal 
protesta de acuerdo a los instrucciones impartidas por sus man- 
dantes. Funda su acción en derecho, alegando la iuconstitucio- 
nnlidad del me. d). art. 17 de la ley 11.747; Ja que resultaría 
del hecho de contrariar tal disposición los preceptos contenidos 
en los arts. 14, 17, 67, 4' y 16 de la Constitución Nacional, 

Sostiene: a) ser contraria al nrt. 14 eu cuanto establece 
la intromisión del Estado en una industria lícita, como es la del 
comercio de carnes; impidiendo la libre concurrencia e impo- 
niendo a los panaderos la obligación de asociarse, cuando la 
asociación y el consiguiente aporte es un derecho pero no puede 
ser nunca una obligación para los habitantes de la Nación, 
b) Ser contraria a los nrts. 17 y 4* por cuanto el tributo im- 
puesto no es de aquellos que el Congreso pueda imponer, ya que 
no se lo destina a gastos generales de la administración, sino a 
'acordar privilegios a determinadas personas e instituciones 
privadas dentro de una industria lícita que puede ser libre- 
mente ejercida", e) Ser contraria al art. G7 por cuanto al au- 
torizarse- a imn Junta compuesta de particulares la fijación del 
quantum" del gravamen, se ha incurrido por parte del Con- 
greso en una delegación de facultades, improcedente dentro de 
la órbita de nuestro sistema republicano y representativo de 
gobierno. 

Formula luego diversas consideraciones sobre la inconve- 
niencia de la intervención del Estado en estas materias y sobre 
la propia ley u la que califica de dañina para la economía 
nocional. 



4*6 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Historia el proceso de otro juicio iniciado a la Junta por 
Análogos motivos y que no alcanzó a ser fallado por la Corte 
Suprema, por cuanto mientras estaba a resolución de la mis- 
ma, fué consignado a favor del actor y por una "tercera" per- 
sona el importe de la cantidad redamada. 

Funda el fuero federal y concluyo pidiendo el progreso de 
la demanda, con intereses y costas. 

2» Declarada a fs. 18 la competencia del juzgado y corri- 
do traslado de la demanda, lo evacúa a fs. 44 Isaac Berna rd por 
la demandada, pidiendo su rechazo, con costas. 

Destaca el interés extraordinario que reviste la cuestión 
planteada desde un doble punto de vista económico e institu- 
cional. Asigna a la explotación de la industria ganadera y al 
comercio de carnes un carácter de Ínteres público, que se de- 
muestra tanto en la importancia y proyección de la referida 
Industria sobre la vida económica del país cuanto por la cir- 
cunstancia de proveer a un artículo de primera necesidad, todo 
lo cual autoriza la intervención de los poderes públicos para 
control y tutela de tales intereses» 

Expone que el propósito do la ley 11,747 según surge de 
su texto v del debate parlamentario, algunos de cuyos trozos 
reproduce, tuvo por objeto la defensa de los ganaderos y del 
país, frente a la situación de monopolio en que se encontraban 
las compañías frigoríficas extranjeras. Buscóse, también, el 
contacto directo entre productores y consumidores, por la supre- 
sión de los intermediarios existentes. Expresa que la exégesis 
estrecha c individualista de la Constitución no puede ser acep- 
tada sobre todo frente a los propósitos de interés público y de 
defensa de la colectividad que inspiraron la sanción de la ley 
11.747. 

Trae a colación un fallo de la Cámara Federal, de fecha 17 
de noviembre de 1933, recaído en el juicio promovido por las 
compañías frigoríficas contra el Gobierno de la Nación, a raíz 
de la sanción de la ley 11.226 que reglamentó el comercio de 
carnes. Cita la jurisprudencia de la Corte Suprema y de los 
tribunales americanos sobre la extensión del derecho de ejercer 
industrias lícitas, y afirma que la apreciación de la utilidad 
pública es de exclusiva competencia legislativa. Sostiene el ca- 
rácter de interés público de la imposición y el respeto que guar- 
da al principio de igualdad contenido por la Constitución. 

Indica que no existe delegación de autoridad por parte del 
Congreso, ya que éste ha fijado el límite máximo de la contri- 
bución, y entendido conveniente dar intervención al P. E. para 
la determinación del monto anual dentro de tal límite. 
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Afirma el carácter de repartición pública integrante del 
Estado que i n viste la Junta Nacional de Carnes y el propósito 
de servicio público que debe animar a las instituciones comer- 
ciales e industriales cuya creación y fomento prevé el art. 5*, 
me. g). Afirma también que "el hecho de que rentas percibidas 
por el Estado en virtud do una imposición legislativa sean 
aplicadas en parle al sostenimiento de instituciones creadas por 
el mismo Estado, con administración privada pero con un ob- 
jeto de ínteres público, expresa y legalmente establecido, no 
desnaturaliza el carácter de ¡iii Micas de dicha» rentas", Final- 
mente contradice enérgico mente la afirmación del actor de ser 
la ley 11.747 «lañosa para la economía nacional expresando, por 
pl contrario, con toda clase de testimonios, el acierto con que so 
ta dieló y los beneficios que su aplicación ha reportado. 

Considerando : 

1* Que en realidad no existe cuestión alguna de hecho a 
resolver en el presente juicio. La litis abarca solamente el pun- 
to de la inconstitucional ¡dad alegada del art. 17, inc. d) y con- 
cordantes de la ley 11,747. frente a las disposiciones de los arts, 
14, 17, 117. 4' r y 16 de la Constitución Nacional. De ello depende 
la procedencia o improcedencia de la devolución de las sumas 
abonadas. 

2° El inciso atacado establece uno de los rubros de los 
recursos destinados a la .Junta Nacional de Carnes a efectos del 
cumplimiento de las disposiciones de las leyes 11.226. 11,228, 
11.063 y 11.747, y literalmente transcripto dice así; "Una con- 
tribución hasta del % del importe de la venta de los que 
enajenan ganado bovino, ovino y noreino. con destino al con- 
sumo interno o a la exportación, t.. o a los establecimientos a 
que se refiere el art, 4* de la ley 11.226". 

"Anualmente Ir Junta resolverá la contribución que se co- 
brará dentro del UroUe fijado por el inc. d) del art. 17, tenien- 
do en cuenta las condiciones generales o locales de la industria 
ganadera y el monto de los fondos acumulados. Eso contribu- 
ción será pagada por los frigoríficos, mataderos, agentes de co- 
ntercio y demás inscriptos, si, metidos al régimen de la ley 11.226 
y de la presente. El papro será efectuado por cuenta de los ven- 
dedores, quienes recibirán una constancia escrita de la suma 
abonada, con indicación de su nombre, apellido y localidad en 
que residen. Ln Junta abrirá en la forma que ofrezca las ma- 
yores seguridades una cuenta especial a cada vendedor, en la 
cual se anotarán los contribuciones provenientes de sus ventas. 
Estas cuentas estarán siempre a disposición de los interesado» 
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-quienes podrán examinarlas o hacerlas examinar y pedir su 
rectificación cuando sn hubiere incurrido en omisión o error. 
La Junta publicará cada año una nómina por orden alfabético 
de los vendedores y de] monto de las contribuciones acreditadas. 
Durante 3 meses esa nómina estará sujeta a revisión y después 
de esa íeelm las sumas acreditadas se tendrán por definitiva- 
mente válidas pudiendo cada interesado solicitar de la Junta 
una constancia escrita que así lo establezca. Esa constancia hará 
fe como instrumento público a los efectos del art. 

Conjuntamente con este inciso se impugnan las disposicio- 
nes según las cuales afirma la acloca se impone coercitivamente 
a los productores el asociarse; y aun el contesto general de dis- 
posiciones de la ley, en cuanto importan una traba o ataque al 
ejercicio de una industria lícita. 

3' Abordando h\ primera impugnación formulada, n sea 
la turbación producida por la intromisión del Estado, estima el 
suscripto (pie carece de todo .isidero. La industria que ejerce 
actualmente ínchaitspe, y la única que desea ejercer a estar a 
bus reiteradas manifestaciones, es la ganadería, No se advierte 
disposición alguna en la ley que importe una traba o un impe- 
dimento a tal industria. El gravamen referido, en sí, formal- 
mente, en cuanto u la manera o modo de imposición, un ha sido 
discutido, y su innegable modicidad impide por cierto conside- 
rarlo ?omo atentatorio en este punto de las garantías consti- 
tucionales. 

Se discute el gravamen o contribución por el fin a que se 
lo destina pero esto constituye ya otra cuestión que debe ser 
analizada luego. 

Las restantes disposiciones que a la industria ganadera 
dir Ja o indirectamente se refieren, no importan en modo al- 
guno un impedimento, sino un apoyo, una protección, que el 
Gobierno de la Nación Argentina por imperio del preámbulo 
de su Constitución y de lo que expresamente dispone el inc, 16 
del art. G7, no sólo puede, sino que cuando las circunstancias 
lo exijan, debe acordar. Y a los ganaderos y a trrvés de ellos 
al país, beneficia la creación de una institución que aplique 
jas disposiciones de las leyes 11.226, 1L228 y 11.563 (art. 5°, 
inc, a]), que clasifique y tipifique el ganado y las carnes des- 
tinadas al consumo y la exportación, vigilando asimismo lo que 
se refiere a los transportes (art. 5", ines. e] y f]) que se pre- 
ocupe de conservar los mercados y conseguir mercados nuevos 
— puntos éstos de tan vital importancia en el momento presente 
(art. 5', inc. j]) — que suministre estadísticas c informaciones 
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Sería absurdo interpretar la Constitución con un criterio 
liberal tan desmedido que impidiera al Estado no sólo regla- 
Bien til r el ejercicio de las libertades-acordadas a los ciudadanos 
Bino también adoptar las medidas de>-defensa y fomento del 
patrimonio y de las actividades de los mismos, función ésta in- 
dispensable a la consecución del bien común temporal que la 
sociedad civil debe tratar de alcanzar como objeto fundamental 
de su institución, 

V aun cuando ello no haya quedado comprendido en la litis 
ni deba resolverse la Corte Suprema ba declarado en términos 
peñérales la validez de la reglamentación contenida en la ley 
11.747 con relación a la industria frigorífica — conf. Fallos, 
t. 171, p. 34!) — . Dijo la Corte : "Que una industria puede sur- 
gir como simplemente privada y transformarse en el eurso de 
su evolución, en industria que aféete intereses públicos, dignos 
de regulación previsora, . , El Congreso de la Nación al dictar 
las leyes 11.226 de "contralor del comercio de carnes"; 11.228 
sobre "venta del ganado bovino el peso- vivo" y 11.747 creando 
la "Junta Nacional tic Carnes" lia estimadoque eso ha ocu- 
rrido con el negocio de compra de ganados o industrialización 
de las carnes, ete. ; su apreciación es rcvisible por los tribunales 
de justicia porque son los legisladores los que están más en 
inmediato contacto con la realidad nacional, , . etc. 

Asimismo la Cámara Federal con motivo de la aplicación 
de la ley 11.226, tan vinculada a la presente, hizo un estudio 
detenido de las condiciones y posibilidad de actuación del poder 
público en la industria a cuyas conclusiones corresponde remi- 
tirse (J. A., t. 45, p. 42). 

El suscripto no encuentra más lesiva de los derechos indi- 
viduales la ley en discusión, que las que en su momento se dic- 
taron ya con un carácter transitorio sobre alqui'eres y mora- 
toria hipotecaria o con un carácter definitivo como la ley 11.729 
quo lia qnedodo incorporada al Cód. de Com., todas las cuales 
fueron declaradas constitucionales por la Corte Suprema de la 
fCacíón, que siguió en casi todos los casos la inspiración de la 
Corte americana (conf. J. A,, t. S, p. 263; t. 49, p. 424; t. 55, 
p. 720; t. 63, p. 34, etc.). En +odos esos casos la lesión patri- 
monial inferida a una persona — el locador, el aereedor hipo- 
tecario o el dueño de un establecimiento comercial — no tenía 
como objeto preciso proteger la industria o el comercio, o el 
patrimonio o la riqueza suya; como es bien evidente lo busca 
la ley de carnes con relación a los ganaderos, a los que por la 
demás y como lo hemos anotado, exige sólo una razonable con- 
tribución, necesaria para permitir el juego de instituciones que 
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benefician al país a través o por medio del beneficia que pro- 
curan a la industria del actor. Si el beneficio será o no efectivo 
es cosa que depende no ya de la justicia y el derecho de la ley 
tino de la política — tomada esta palabra en el elevado sentido 
de ejercicio de gobierno — con que se la aplique y a ello es 
ajeno el poder que el suscripto inviste. Sin embargo los elemen- 
tos acumulados permiten suponer no sólo que tal beneficio se 
conseguiría sino que el actor lia yu usufructuado del misino en 
medida sensiblemente superior a su contribución. 

4» Afirma la actora la inconstitucionalidad de la ley en 
cnanto "impone*' a los ganaderos aun contra su voluntad, la 
obligación de asociarse. l)entro del régimen ile libertades esta- 
blecido por nuestra carta fundamental resulta patente que en 
principio una restricción de esta futióle pued" ser sólo impuesta 
en virtud de una carpa pública motivada en un interés general. 
Pero en el caso de autos no encuentra el suscripto ni que se 
haya pretendido establecer una carga pública o servicio per- 
sonal (art. 17, Constitución Xacional), cuya legitimidad habría 
que considerar, ni que se infrinjan las disposiciones constitu- 
cionales relativas a la libertad. Y ello porque: 

A) La sociedad a la cual se refiere el art. <¡* de la ley es 
por acciones, de tal modo qu" im acepta rulo el reclamante parte 
alguna en la gerencia, administración o fiscalización y no pu- 
diendo serle impuesta la concurrencia a asamblea, etc., toda la 
restricción de su libertad se reduciría al cobro de los dividendos 
ai es que la entidad loa produce, y que tampoco aparece como 
"obligado" a percibirlos. 

E) Porque no resulta de la ley que la permanencia en la 
sociedad aparezca impuesta, pues el actor podría desligarse re- 
nunciando o donando sus acciones o trai ¡riéndolas de la ma- 
nera que contempla el ine, g) del art. o la que los propios 
estatutos determinan (art. 6» me. b]). 

C) La ley ha querido llegar al cumplimiento de ciertos 
fines de utilidad general, y particular para los ganaderos con 
la contribución y el concurso personal de los mismos, como la 
mejor forma de asegurar el cumplimiento de los referidos fines, 
pero mientras que en el caso de la contribución pecuniaria la 
exigencia aparece impuesta formalmente, no ocurro lo mismo 
con la personal y es lógico que así sea porque su eficacia de- 
pende de la aplicación y la buena voluntad con que se la preste. 
De modo que no existe una sociedad impuesta por el Estado 
sino un aliciente o impulso dado por este para la formación de 
la sociedad. 

5* En el párrafo 3* del escrito de demanda se invoca entre 
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las disposiciones constitucionales atacadas por la ley 11,747 en 
bu art. 17, iric. dj el art. ltí de ¡a Constitución, pero en el resto 
del escrito no se explica en qué parte ni en qué. forma apare- 
cería violado el referido art. IG. Ello exime al suscripto de 
entrar en análisis, pero deja desde ya constancia que de acuer- 
do a la interpretación que lu Corte Suprema ha efectuado rei- 
teradamente, el principio de igualdad se aplica a personas y 
cosas que se encuentran en circunstancias iguales, lo que indis- 
cutiblemente ocurro en el caso de a ti tos, en tal modo que no es 
una persona la gravada sino una situación, de modo que si otras 
personas no resultan gravadas no es en mérito a que se haga 
excepción de ellas, sino a que uo se encuentran en la referida 
situación. 

Por lu demás tratándose de una lev do interés general, 
pero de particular defensa de los- intereses ganaderos, nada maá 
lógico y justo que los gastos que su ejecución demande sean 
sufragados por quienes directamente se benefician. 

6 ? Se invoca también el art. 17 de la Constitución Nacio- 
nal en cuanto establece la inviolabilidad de la propiedad y se 
afirma al respecto (cap. VI del escrito de demanda) : a) que 
el producto de las imposiciones o contribuciones debe ser desti- 
nado a satisfacer los gastos generales de la administración; b) 
que no es impuesto el tributo que tiene por fin acordar privile- 
gios a determinadas personas e instituciones privadas dentro 
de una industria lícita que puedo ser libremente ejercida ; c) que 
toda imposición debe tener objeto público y no . r i vado y ser 
establecida con arreglo a un sistema de imparcialidad v unifor- 
midad a fin de distribuir con justicia las cargas. 

Con relación a estos a jumentos, cabe observar: a') Que 
si se entiende que los impuestos o con Iribuc iones concurren tan 
sólo a abonar los gastos de la administración en cnanto sean 
necesarios a ella para su desenvolvimiento, se incurre en error. 
Son crecidas, en efecto, las sumas que año a año el Estado dis- 
tribuye entre entidades de beneficencia o aporta n Cajas de 
previsión social o subvenciona a entidades encargadas de la 
prestación de BCrticióS y si todo ello puede implicar adminis- 
trar en el sentido amplio y elevado del término, actuando el 
poder público como ministro que corrige en parte y en beneficio 
a la paz social y bien común, los defectos de una desigual dis- 
tribución de riquezas acentuados en un régimen excesivamente 
liberal, como ministro que apoya a las partes débiles del cuerpo 
social, en favor no sólo y tanto de ellas, sino de todo el cuerpo, 
es también cierto que esas sumas no se toman del patrimonio 
privado del Estado o de los bienes de éste en cuanto persona 
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jurídica, sino ^ue se consiguen gracias a su poder de imposición. 
Estos fondos jo se destina» a gastos de la administración en- 
tendida "strictu sensu". El Estado los diluye en Ja sociedad 
no según las reglas de la justicia conmutativa que rige las re- 
laciones entre personas privadas y que atiende a asegurar la 
equivalencia tic las con t raprestacioncs, sino según las normas 
de la justicia distributiva (T. Casares, "La justicia y el dere- 
cho", cap, II, "Las formas de la justicia", p. 43 j Bs. As., 1935). 

b') El hecho de que el Estado cu ta misma ley que rea 
el gravamen le de un destino lie afecta la validez del mismo. 
Son innumerables las leyes que en nuestro sistema impositivo 
fijan afectaciones especiales a ciertos impuestos, tasas o contri- 
buciones, afectaciones que a veces favorecen el bien común no 
a través de lo* sujetos de imposición que padecen la carga sino 
de otros. El aumento del precio de la nafta constituye en rea- 
lidad un impuesto, y su destino al fondo de caminos no podía 
directamente interesar a quien la eonsumie.se aplicándola a la 
industria v no como elemento de transporte. La Suprema Corte 
de Estados Unidos declaró, in re New York Hapid Transit Corp. 

City of New York (ver United States Snpreme Court Law 
ed. Advanee Opinions, vol. 82, núni. 13, p. 703), que no afecta 
las garantías constitucionales un impuesto que reeae sobre em- 
presas de servicios públicos y que se destina a combatir la des- 
ocupación, problema en el cue' las dichas empresas no tienen 
mayor interés o responsabilidad qm otro cualquier contribu- 
yente. 

c') Que las instituciones cuya formación prevé el art. 5», 
inc. g) de la ley distan mucho de ser meras instituciones priva- 
das. En efecto, se crean con fundos públicos y a raíz del impul- 
so de la Junta Nacional de Carnes y con aprobación del P. E. 
en acuerdo de ministros. Su fin no es el de actuar como meras 
entidades privadas y la obtención de beneficios es en su régi- 
men algo tan aecidenl I, que la ley ni siquiera contempla la 
posibilidad de que se produzcan. 

Su fu so encuentra delimitado perfectamente, y es el de 
actuar cu el doble carácter de defensoras de la g¡i nadería na- 
cional y en pro del abaratamiento del consumo de los productos 
ganaderos. Son administrativamente independientes de la Jun- 
ta, peni, y aunque ello no lo dice la ley de un modo expreso 
lo impone la lógica, siempre que se conduzcan en sujeción a los 
fines que determinaron su institución; tienen una independen- 
cia de medios o de oportunidad. 

d ) Si el Estado puedo y nadie lo discute, gestionar el bien 
público, a través de un particular a quien concede o encomien- 
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da el cumplimiento de un servicio, puede también gestionarlo 
a través de una entidad; que si no encuadra en Jas líneas ge- 
nerales de la a din i nist radón (y a la que quizáis por temor a la 
rutina y Ja burocracia no dió la forma de una oficina pública), 
está no obstante sujeta a un contralor do finalidad y a una 
dependencia ; creada para la gestión de tales resultados y la 
consecución de talca fines una entidad cualquiera sería inobje- 
tablemente disuelta en cuanto se separase de los mismos. Y esta 
entidad se entrega para su gobierno precisamente a quienes 
contribuyen con su gravamen a formarla, es decir, a los gana- 
deros, «jre im al cual pertenece el actor, y cuya defensa resulta 
evidente con la existencia de un nuevo comprador o adqu ¡rente 
cuya actuación económica, subordinada a los fine» t | UC He han 
indicado reiteradamente, tendrá la virtud de afirmar y regula- 
rizar el mercado, como por demás ha ocurrido, según "en autos 
ha quedado debidamente justificado. 

o') La Constitución garantiza la libertad de ejercer toda 
industria licita, pero no prohibe al Estado toda actuación en el 
campo de la industria. La oportunidad y razonabilidad de esa 
actuación es asunto más político que jurídico, pero la necesidad 
de la misma aparece evidente cuando se trota de quebrar un 
monopolio de hecho o salvar una situación anormal. 

f ') Que no resulta injusto ni inconstitucional gravar a los 
ganaderos con una contribución que orientada a alcanzar el 
bien común lo busca a través del provecho inmediato de los 
mismos, que inevitablemente por el juego de los factores econó- 
micos de incidencia y repercusión, ha de alcanzar a todo el 
cuerpo social. 

g') Que Ja situación existente en el momento de dictarse 
la ley ha quedado ¡i gravad a hoy día con el estallido de la nueva 
guerra europea, que tanto afecta a nueslra industria y comercio. 
\ si bien las circunstancias de tiempo y lugar, con las inciden- 
cias históricas correspondientes no pueden alterar el inicio so- 
bre lo que sea de derecho natural, justo o injusto, sí pueden 
hacerlo parcialmente en d campo del derecho positivo, pues la 
justicia que la Constitución buscó afianzar y el bienestar ge- 
nera] o común <pic procuró alcanzar no pueden st establecidos 
es áticamente sino gestionados dinámicamente v ello de acuerdo 
a las necesidades de cada momento. Frente a ios únicos compra- 
dores que actúan en nuestro mercado de exportación, y frente 
al único vendedor que actúa o puede actuar en el mercado in- 
terno de consumo, no aparece hoy sobre todo descaminado eri- 
gir un otro comprador y vendedor que no se mueva por un in- 
terés único de lucro. El bien debido por la comunidad a sus 
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integrantes no es sólo teórico porque el bien común no radica 
en un concepto, sino en algo que se debe realizar en el orden 
de la existencia y conviene insistir que el Estado debe rcali- 
aarlo según los justos medios que aconseje cada si tune ion. 

h f ) De todo to expuesto el suscripto extrae laa siguientes 
consecuencias: Que el gravamen cuestionado no afecta a la 
igualdad constitucional ya que grava obj el i vilmente ciertos ac- 
tos manifestativos de riqueza. Que tu» afecta )a propiedad por 
euanto se aplica a fines públicos, y que al contrario, dentro de 
un. criterio impositivo, « n cierto modo la resguarda, tanto por- 
que reconoce sobre et producto de las contribuciones un cierto 
derecho a b*¡ miamos que las abonaron, euanto por su carácter 
transitorio previsto por la misma ley y porque fin a luiente se 
contempla en ella basta la posibilidad de su devolución total o 
parcial (ver arte. (i tf , inc. a| y 18 y 19 de la ley). 

i') Sin pretender afirmar una asimilación recuerda el 
suscripto la situación análoga entre el caso de autos y el que 
crean l»s leyes de jubilaciones dictadas para personal que no 
revista en la administración nacional. 

El gravamen creado por la ley de carnes es en un 20 % 
(art. 18, inc. a]), un impuesto, y sobre tal parte sería siempre 
improcedente una repetición, pero eu el 80 % restante no es 
impuesto iino condición establecida por la ley para el ejercicio 
de una industria ganadera en este momento de su desarrollo y 
de sus necesidades. Así también las contribuciones a las Cajas 
de previsión qne permiten obtener beneficios que no son, por 
cierto, contra prestaciones osadamente correspondientes a los 
aportes, distan de ser impuestos, y cüo no obstante, las dispo- 
siciones que las imponen son perfectamente constitucionales 
(eonf. Corte Suprema, in re Leja mi. Fallos, t. 170, p. fi, y sen- 
tencia del suscripto confirmado por la cámara in re Caja de 
Ferroviarios e. F. C. Central Argentino, ver J. A., t. 68, p. 759). 

7» Que en cuanto a lo que ha-e a la pretendida delegación 
indebida de facultades legislativas, cumple observar que en la 
misma ley (art. 17, ine. d]) se fija el máximum de la imposi- 
ción. En estas circunstancias v consecuente con lo afirmado por 
la Corte Suprema en Fallí*, t. ló<;, p. H'Jíí. y t. 169. p. 209, 
cumple afirmar ipie no existe delegación inválida de atribucio- 
nes legislativa!*, y aún más. que la disposición cuestionada es 
una medida acertada y flexible, ya que permite sin necesidad 
de una ocurrencia continua al Congreso de la Nación graduar 
la contribución de acuerdo al estado de la plaza y de la indus- 
tria y dentro siempre de un cierto margen, a partir del cual 
toda extra limitación sería en sí nula. 
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8 g Finalmente cabe recordar como final argumento el 
criterio de los tribunales federales que se ha inclinado aiempr* 
en caso de duda a aceptar la validez y constitucioualidad de las 
disposiciones legales impugnadas. 

Por todo lo expuesto, fallo rechazando en todas sus partes 
la presente demanda, sin 



Sentencia de la Cámara Fedekal 

liuenos Aires, 15 de septiembre de 1941, 

Y vistos estos autos seguidos por la rozón social Pedro 
Inehauspe y Unos, contra lu Junta Nacional de Carnes, sobre 
devolución de $ 109.427.52 %. para conocer de los recursos de 
apelación concedidos a fs. 272 vta, y ^73 vta. contra la senten- 
cia de fs. 2<i2 ; y 

Considerando : 

1» Que la cuestión debatida y resuelta que llega a cono- 
cimiento <1el tribunal por vía di- his recursos interpuestas por 
ambas partes, reducida a sus justas proporciones, se limita a 
dejar establecido si ta ley 11,747 contiena dentro de sus precep- 
to disposiciones que vulneren paran tías consagradas en la 
Carta Fundamental. 

En cuanto a la faz económica de la ley de carnes — como 
se ha dado en llamar a la ley impugnada — , no está ni puede 
estar en tela de juicio puesto que a los jueces Ies está vedado 
pronunciarse sobre las ventajas o inconvenientes de orden eco- 
nómico que puedan derivar de la ley. En el caso ocurrente sólo 
se discute la ineonsí itueionalidnd de la ley. de manera que la* 
argumentaciones ajenas a la esencia misma de esa cuestión, no 
podrían tomarse sino subsidiariamente cu consideración. Si la 
ley es o no conveniente, no significa que sea i no constitucional, 

2* Que la parte adora sostiene que la citada ley 11.747 
es inconstitucional, por lo que, habiendo realizado bajo protesta 
los pasos que ella determina en su art. 17. inc. d). exige la de- 
volución de la suma abonada, o sea la cantidad de $ 109.427,52. 

Arguye la demandante en su exposición doctrinaria, que 
la ley de la referencia ha sido dictada contrariando garantías 
consagradas por la Constitución Nacional. Así se dice que es 
violatoria del art. 14, en cuanto óste asegura a todos los habi- 
tantes de la Nación el derecho de trabajar, de ejercer toda in- 
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duatria lícita y de comerciar, por cuanto establece la intromi- 
sión del Estado en el desarrollo de una industria lícita como 
es la del comercio de carnes; impide la libre concurrencia y 
traba el ejercicio de las actividades individuales, creando un 
contralor o monopolio de esa industria, y obligando a los gana- 
deros a invertir parte de su dinero, al tomar participaciones en 
una sociedad come re i al. Del nrt. 17, porque se le priva de su 
propiedad, mediante una contribución que no está destinada a 
satisfacer los gastos generales de la administración, sino a acor- 
dar privilegios a determinadas personas e instituciones privadas. 
Del art. 67. porque el monto de la contribución a pagar ni si- 
quiera ba sido fijado por el Congreso, pues éste, baciendo una 
delegacíóu tle facultades inadmisible, ha autorizado su Ujaeioii 
por una Junta compuesta por particulares y no por represen- 
tantes del pueblo tic la Nación. Y del art. 4«, porque dicha con- 
tribución no tiene por objeto proveer a los gastos de la Nación, 
sino crear un organismo destinado a favorecer lo que se cree 
que es la defensa de los intereses particulares de una cierta 
categoría de habitantes del país. 

En apoyo de la tesis que sustenta, transcribe lo expresado 
por la Corté Suprema en el caso del t. 131. p, 219, en el que 
se dijo: "Xo se trata en realidad de un impuesto en su doble 
acepción científica y legal, porque es un tributo que no tiene 
en mira costear gastos de la administración pública, sino acor- 
dar privilegios a determinadas personas e instituciones priva- 
das dentro de una industria lícita que puede ser libremente ejer- 
cida, y aunque sean incuestionablemente amplias las faculta des 
de imposición de las provincias, no son ilimitadas. Como ensena 
Story, ese poder está sujeto al contralor de ciertos principios 
que se encuentran en su base misma. Debe ejercerse de buena 
fe para objetos públicos y no privados, estableció* .con arreglo 
a un sistema de imparcialidad y uniformidad n fin de distri- 
buir con justicia la carga. Tuda imposición que se apoye cu 
otras razones o responda a otroK propósitos no seria impuesto 

sino despojo". - 

Reproduce más adelante la opinión verliua por el ex pro- 
curador general, doctor Matieuzo, en la causa del t. 128, p. 43o, 
quien resumiendo la doctrina desarrollada por la Corte Supre- 
ma de los Estados Cuidos el año 1874. en el caso Loan Assoeia- 
tion v. Fnpefca, sostuvo: "Entre tales limitaciones hállase la 
del derecho de crear impuestos, el cual sólo puede ser usado 
para satisfacer un objeto de interés público, objeto correspon- 
diente a los fines para los cuales se estableen los gobiernos. 
No puede, por tanto, ser ejercido para beneficiar a empresas 
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estrictamente privadas, ni pura provecho de algunas personas, 
aun euaudo en una forma remota y colateral los intereses pú- 
blicos locales puedan venir a ser así también beneficiados". 

Y por último se refiere al fallo de la Corte Suprema (Fa- 
llos, t, 157, p. 351) ), en el que citando a Willoughby, se estable- 
ció: "Qae, desde luego, el impuesto debe ser para un objeto 
de interés público, pues constituyendo aquél una contribución 
forzosa sobre las propiedades o sobre las personas para obte- 
ner dinero, si el propósito público no existiera, la contribución 
no podría ser justificada como un impuesto, sino como un in- 
tento de apoderarse de la propiedad privada sin el debido pro- 
ceso de ley ' % 

3° Que resumiendo lo anteriormente expuesto, resulta que 
para decidir la cuestión alegada, es indispensable, ante todo, 
dejar establee ido si la ley 11,747 se lia propuesto crear un ins- 
tituto privado ; si el tributo que determina el art. 17 de la 
misma no tieno en mira costear g antas de la administración pú- 
blica, sino acordar privilegios a determinadas personas e ins- 
tit liciones privadas, dentro de una industria líi-ita que puede 
ser libremente ejercida; y si dicha ley 11.747 — tle acuerdo a 
como ha sido sancionada — se propone o no satisfacer un ob- 
jeto de interés público, 

4' Qnc del análisis Je las disposiciones de la referida ley, 
se llega a la conclusión tle que ella crea un instituto adminis- 
trativo del Estado con una autarquía semejante a la de otros 
institutos del mismo, tales como el Banco de Ja Nación, el Hi- 
potecario, las Obras Sanitarias, la Dirección de Vialidad, etc. 

En efecto; por el art. 1» se crea, como entidad autóno- 
ma, la -Junta Nacional de Carnes, cuya dirección se confía a 
un director designado por el P. E., con acuerdo del Senado, 
con la colaboración de entidades afines —sociedades rurales, 
frigoríficos particulares, etc. — (como ocurre para la designa- 
ción tle los directores de los Bancos de la Nación e Hipoteca- 
rio Nacional), 

Las funciones de ta mencionada -Junta se encuentran ex- 
presamente determinadas en el art. 5? de la ley, siendo, entre 
otras, las de aplicar y liacer cumplir dicha ley, y también las 
núms. 11.2*215, 11.228 y 11,653, y sus decretos reglamentarios j 
elevar anualmente su presupuesto al P. E. para su aprobación, 
putlicndo éste, antes de remitirlo al Congreso, introducirle mo- 
dificaciones que no constituyan aumentos; establecer, con apro- 
bación de] P. E. T las normas de clasificación y tipificación del 
ganado y de las carnes, como así también aquellas a que deberá 
sujetarse la exportación de los productos ganaderos; crear d> 
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rectamente o mediante convenios previos con cualquier entidad 
pública o privada, y ron la aprobación del l 1 . E., friprorí fieos 
e instituciones comerciales o industriales que .sean necesarias 
en el mercado interior o exterior para la defensa de la ganade- 
ría nacional y abaratamiento para el consumo de los productos 
ganaderos; fiscalizar el empleo de las bodegas utilizadas para 
el comercio de las carnes, y regular los embarques; asesorar al 
P. E. sobre todo lo relacionado eon el comercio e industriali- 
zación de los productos de la ganadería, etc. (art. cit., ines. a) r 
d), e), f), g) y ní- 
Para el cumplimiento de los propósitos enunciados, el art. 
17 determina que la Junta dispondré, entre otros recursos, de 
"una contribución hasta del l \'¿ % del importe de la venta 
de los que enajenan ganados bovino, ovino y porcino, con des- 
tino al consumo interno <> a la exportación", estableciendo al 
misino tiempo, que anualmente la Junta resolverá la contribu- 
ción que tu- cobrará dentro del límite antes fijado, teniendo en 
cuenta las condiciones generales o locales de la industria gana- 
dera y el monto de los fondos acumulados. Estos fondos sólo 
podrán Invertirse, un 20^ en gastos generales de administra- 
ción y propaganda; y un SO % para emplearlos exclusivamente 
en la creación de las instituciones aludidas en el ine. g) del 
art. 5» 

5* Que basta la simple enunciación de los propósitos de 
la ley, para demostrar acabad amen le (pie la entidad creada por 
ella no es im.i institución pmadn; no persigue ni liusca el be- 
neficio de un grupo de personas, ni crea un privilegio en 
favor de un determinado núcleo de la colectividad. Re trata 
de una institución del Estado, dirigida por éste, por interpó- 
si tas personas, quien designa a los que deben administrarla 
(directores) y controla sus atribuciones, pues todos sus actos, 
comenzando por sti propio prestí puesto, están supeditados a 
ta aprobación d«l 1*. E. Por lo demás, el solo examen del texto 
de la ley es suficiente para advertir que ella no contiene dispo- 
sición alguna sobre ganancias o fines lucrativos, lo (pie nleja 
o desvirtúa totalmente la idea de que pueda tratarse de una 
creación de carácter o finalidad comercial. 

6* Que el tributo establecido en el ine. d) del art. 17 de 
la ley 11.7-17. debe ser sufragado por todos los ganaderos, me- 
diante una mínima contribución sobre el imparte de las ven- 
tas de haciendas, en beneficio de la comunidad, ya que su ob- 
jeto es propender, por medio de los organismos creados por la 
ley, a la defensa del comercio de carnes, de innegable gravita- 
ción en la economía nacional. N T o puede sostenerse, entonces, 
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con verdad, que el tributo exigido a los ganaderos tienda a 
beneficiar a empresas privadas, ni sirva de provecho a algunas 
personas, toda vez que ¿1 está destinado a satisfacer tm objeto 
de interés público. 

Y tampoco se puede sostener con razón que la obligación 
de contribuir con ese pequeño tributo a la economía general 
del país, constituya una valla a la libertad de comerciar del 
recurrente, desde que este se encuentra siempre en condicione* 
de vender o negociar sus productos a frigoríficos o empresas 
particulares, 

7* Q"C en lo que atañe a la delegación de Facultades en 
que se dice habría incurrido el Congreso al autorizar a una 
Junta compuesta de particulares la fijar ión del quantum del 
gravamen, cabe traer a colación lo decidido por la Corte Su- 
prema (Fallos, t. 148, p. 430), por ser ello de estricta aplica- 
ción al caso: "Ciertamente — dijo aquel tribunal— el Con- 
greso no puede delegar en el P. E. o en otro departamento de 
la administración, ninguna de las atribuciones o poderes que le 
lian sidn expresa o implícitamente conferidos. Es ese un prin- 
cipio uniformemente admitido comn esencial para el manteni- 
miento c integridad del KÍstcma adoptado por la Constitución 
y proclamado enfáticamente por esta en el art- 29 (Willoughby, 
p, 1317; Cooley, C. L„ 7» ed., p. 163). Desde luego, no existe 
propiamente delegación sino cuando una autoridad investida de 
un poder determinado líate pasar el ejercicio de ese poder a 
otra autoridad o persona, descargándolo subre ella. No puede 
decirse que en el caso de nutrís el Congreso. . . haya puesto en 
manos del P. E. todos o algunos de los poderes legislativos que 
la carta fundamental le atribuye en los ine. 11 y 12 del art. 
67. Existe una distinción fumhimental entre la delegación del 
poder parn hacer la ley y la de conferir cierta autoridad al 
P. E„ o a un cuerpo administrativo, a fin de reglar los por- 
menores y detalles necesarios para la ejecución de aquélla". 

Tal es lo que ocurre con la ley 11.747. El Congreso ha 
fijado el monto del impuesto y ha encomendado al P, B., por 
medio tic la entidad creada en l;i misma, kj inversión de los 
fondos (pie se acumulen por aquel concepto, teniendo en cuenta 
las condiciones generales o locales de la industria ganadera. 

Que siendo ello así, no puede sostenerse con eficacia 
que la mencionada ley. al autorizar a la Junta a que anualmen- 
te- resuelva la contribución que se cobrará dentro del límite fi- 
jado por ella, contraríe lo dispuesto por el art. 67 de la Cons- 
titución Nacional, desde que es indiscutible la facultad del 
Congreso para crear contribuciones ''movibles*', dando al po- 



500 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



der administrador atribuciones para regularlas según las cir- 
cunstancias, dentro de límites previstos por el legislador. Así 
acontece, por ejemplo, con la ley de aduana núm. 11.281, que 
en su art. 76 autoriza «I P. E. para disminuir o aumentar los 
derechos fijad»* en lu tarifa de avalúos, según sean beneficiadas 
o ¿artigados Ia.s exportaciones hacia nuestro país en los origina- 
rios de ellas. 

En mérito de lo expuesto y fundamentos concordante; de 
la sentencia apelada, se la confirma en tintas sus partes. Las 
costas en el orden causado. — Nicolás GonzáUz Iramain. — 
Corle» del Campillo. ~~ Ezcquiel 8. de Olmo, — Con amplia- 
ción de fundamentos: Juan A. González Calderón. 

AMPLIACION DE FVNDAMENTOS 
Considerando ¡ 

1' Que se demanda a la Junta Nacional de Carnes por 
devolución de la cantidad de $ 109.427.52%, pagados a aqué- 
lla por Incliauspc linos, en virtud de lo dispuesto por la ley 
11.747 que creó a esa institución, que tachan de inconstitucio- 
nal en la parte impugnada, por cuanto su art. 17, iuc. d) es 
contrario a los arts. 14, 17, 67, 4* y 16 del estatuto funda- 
mental de la Nación. El referido precepto de la ley, dice que 
Ja Junta dispondrá, entre otros que enumera, del siguiente re- 
curso: "Una contribución hasta del 1 1/2 % del importe de la 
venta de los que enajenan ganado bovino, ovino y porcino, con 
destino al consumo interno o a la exportación, en los estableci- 
mientos a que se refiere el art. 4° de la ley 11,226. Anualmente 
la Junta resolverá la contribución (pie se cobrará, dentro del 
límite fijado por el me. d) del art. 17, teniendo en cuenta las 
condiciones generales o locales de la industria ganadera y el 
monto de los fondos acumulados. Esa contribución será pagarla 
por los frigoríficos, mataderos, afrentes de comercio y demás 
inscriptos sometidos al régimen de la ley 11.226 y de la pre- 
sente. El papo será efectuado por cuenta de los vendedores, 
quienes recibirán una constancia escrita de la suma abonada, 
con indicación de su nombre, apellido y localidad en que re- 
siden", etc. Otras disposiciones de la ley 11.747 son también 
impugnadas como inconstitucionales por los señores Incliauspc 
— según se verá más adelante — quien afirma en su demanda 
(fs. 13 vta.}. que "ha vivirlo hasta ahora tranquilo sin que fe- 
lizmente el Estado se hubiera antes preocuparlo de protegerlo' 
en sus intereses de ganadero. El repudia decididamente esa 
protección a la fuerza que el Estado quiere imponerle, y que 
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le resultará cara, por cierto, desde que Be haría ,m , nn i na 

!Í]W ?„..'„ . N "?""' ai can fecha julio '22 

ni f, ""'""¡''"la>i<lo el rapeetivo proyecto, hacías-e noür 

ee o í w T J T I ,rftíl "^"w«. eu>*a aceión se ejer- 
te. no solo dentro de sus fronteras, sino (f i e se extienda II 
mercado internacional. Tal e 8 el nusn de ]» I Ltt ?i £ j 

Gasa ttsssü&i CifSSS 

g» . v » convirtió e„ |. .0/ 1 1.747 en «pSIÍ Líoí^' 

sean las leyes, ante m ,„«ii„1„ s , ]j .*i B 11 , q ™„ 
sus respe,! Mosdcrotns ee,.| an ,e ntal .¡ m . Q ■» 

53221 „:"" '.° *«ina para la economía nacional", lo 

Itr, ^eS ' ,, "■"" , "' ír ""° ni "»ea la más mf„ m . 

(luda mu, nutridas y convincente pruebas que la narte He 
mandada ,„ p „ ,.i,|„, „,,,„ |a „ , 1 '» de- 

cuatro tífico .a» decisivo que se encuentra a f, 16? ™M 
¿™ " «¥** * >» "Caneen. ración de los /^ade^" n " 
adhes,™ a la misma ley. cuya asamblea, colebrada en e? T¿a 
eo C on de esta Capital, el lfl da diciembre , é 1937 Mí 
imis alio exponeme del :111o™ eniiisin^i» ,.„„ i„ t , V , 
irremio Sem'.„ 1,. „„.„,„• ,• , ' e Im ''"do «quel 

fremio. f-ebuu lo potcnl.aa dicho cuadro gráfico, la baja da 
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los precios del ganado se inició en diciembre de 1929 hacia ni- 
veles ruinosos para el productor, y bajaron también los precios 
de la carne en el mercado de Smitht'ield, aunque con menor 
intensidad <jne la de los novillos. En diciembre de lí)i.l la 
Sociedad Rural Argentina sometió al V. B. el plan de defensa 
de la ganadería nacional. Continuó bajando el nivel de los pre- 
cios del ganado, no obstante anunciarse el proyecto creando 
la Junta Nacional de Carnes, que se remitió al Congreso cu 
julio de 19Ü1Í; los frigorífi -os no sufrían la crisis y realizaban 
grandes utilidades a costa de los productores (descendió el pre- 
cio por kilo vivo de carne a 0,20 ctvs.). En octubre de 1933 el 
P. E. promulgó la ley 11.747; la nueva institución defensiva y 
protectora entró en funciones y empezó tu reactivación del mer- 
cado, aunque pausadamente. En diciembre de 1936 se produjo 
cierta declinación otra vez, pero la Junta Xac. de Carnes, 
apoyada por el P. E. evitó que la caída fuera de 6,6 ctvs. en 
los novillos "chilled"; Imstn que la reacción esperada se operó 
francamente, alcanzándose en octubre V de 19:17 el pm-io de 
30 ctvs. por kilo vivo. Un mes antes de esta última fecha el 
recurrente presentó su demanda contra la Junta, (V. cargo 
do fs. 47, ífl }tne). 

Patrocinada "por la Sociedad Kural Argentina, ta Confe- 
deración de Sociedades Rurales de Unenos Aires y La Pumpa, 
la Confederación de Sociedades Rurale r leí Litoral, la Con- 
federación de Sociedades Rurales de la Zona Tercera, la 
Confederación de Sociedades Rurales de la Patagón i a y to- 
das las sociedades y asociaciones rurales de la República, reu- 
nidas y solidarizadas en la emergencia, como cu todas aquellas 
que han afectado a los intereses primordiales del país", se rea- 
lizó la asamblea del 16 de diciembre en el Teatro Colón de esta 
Capital» que fué auspiciada, sin excepción notable, por toda 
la prensa del país, para sostener y prestigiar la ley 11.747, 
creadora de In Junta Nacional de Carnes. En estos autos, des- 
de fs. 70 a 179, encuéntrase recopiladas — como prueba de la 
demanda — numerosas publicaciones demostrativas de k im- 
portancia y de la significación que tuvo aquel acto. Los inten- 
sos intereses públicos que la citada ley contempla y ampara 
quedaron evidenciados palmariamente. El presidente de la Na- 
ción, general Justo, explicó de manera intergiversable el pro- 
pósito orgánico de la ley: "es una concepción argentina para 
resolver un problema argentino", dijo. "Ha creado la unión 
solidaria entre los ganaderos del país. Como una nueva etapa 
de esta gran industria, a semejanza de otras, el productor ais- 
lado se vincula y se concentra". Y en cuanto a los motivos o 
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causas determinantes de la ley, el presidente afirmó: "Las ten- 
dencias monopolistas del capital, la exacerbación de una po- 
lítica nacionalista aplicada a las relaciones económicas inter- 
nacionales, agravaron su situación y redujeron la sana actividad 
de nuestros panaderos. El estanciero comenzó a soportar la pre- 
sión irresistible de factores (pie no podía denunciar» y con un 
estoicismo y, al mismo tiempo, con una energía singular, sufrió 
In crisis, pero también buscó los medios de dominarla. El lento 
proceso gestó factores de defensa y elementos de acción, y cuan- 
do se convenció de que sus solas fuerzas 110 eran bastante para 
crearlos suficientemente poderosos, solicitó francamente el apo. 
yo del gobierno" (v. fs. 231, "Anales de la Sociedad Rural Ar- 
gentina", ps. 21 y 16). 

3* La Junta Xac. de Carnes es. pues, un organismo ad- 
ministrativo cuya comprobada finalidad es la protección eficaz 
de una de las principales fuentes de la riqueza argentina; es 
una institución creada por el Estado para defender a los pro- 
ductores del monopolio detentado por las empresas comprado- 
ras de ganados vacuno, lanar y porcino, que han establecido a 
su arbitrio los precios y que industrializan sin competencia las 
carnes así adquiridas. No ha podido, por consiguiente, cruzarse 
de brazos el Estado ante la realidad de ese fenómeno económi- 
co, dejando sufrir a los productores en su impotencia defensiva, 
derivada, necesariamente, de su lamentable falta de solidaridad 
y del choque de intereses individuales. Esta Cámara, va en el 
caso del Frigorífico Swift de La Plata (S. A.) v otros c. Go- 
bierno nacional, resuelto el 17 de noviembre de 1933, hizo notar 
que "los frigoríficos ejercen un monopolio de hecho, pues pue- 
den fijar a su arbitrio el precio de compra que en los otros ne- 
gocios se determina por la libre concurrencia de la oferta y de 
la demanda. Xo pudiendo, pues, cumplirse esta lev reguladora 
del justo precio, el Estado tiene, no sólo el derecho, sino el de- 
ber de intervenir, como lo ha hecho siempre desde tiempos re- 
motos, en los negocios monopolizadas de hecho (o de derecho 
en los casos de las concesiones) en salvaguardia del interés pú- 
blico". Y en cuanto a la extensión (pie razonable y práctica- 
mente^ tienen los lonchos individuales reconocidos por la Cons- 
titución nacional, invocados por el recurrente (arta. 14, 16 y 
17), esta Cámara dijo entonces: "Xo es controvertible que la 
reglamentación legislativa de los derechos civiles y políticos se 
impone por múltiples motivos y circunstancias, si, como nadie 
puede negarlo, el interés individual no debo anteponerse al 
interés colectivo, al bienestar público, n la salud del cuerpo 
social y a los derechos supremos del país. Los derechos y ga- 
rantías a que se refiere la primera parte de la Constitución, no 
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catán, ni pueden estar, exentos de lim Unciones legales con- 
venientes, justas y razonables". Como en aquel caso se argüyó 
por la Cámara, para sostener la coustilueionalidad de la ley 
11.226» en el presente c 1 * también observar que **la reglamen- 
tación legislativa que el Congreso ha sancionado, preservando 
esos supremos intereses de la Nación, se armoniza así con los 
propósitos orgánicos de la ley fundamental". La Corte Supre- 
ma luego confirmó estos conceptos indispensables (Fallos, t. 
171, p. 849). Examinando someramente el contexto de la ley 
11.747 se llega sin esfuerzo alguno a la conclusión de que se 
trata de una institución conveniente, estructurada y controla- 
da por el Estado para propender a la realización eficaz t e una 
de las funciones que ai este incumben, así como a la consecución 
de uno de sus fines esenciales. El Estado no es concebible, ni 
deseable, encerrado dentro de los estrechos límites de 1¡ vieja 
máxima "laissez fairc, laissez passer";^ es, al contrario, diná- 
mico y expansivo, dentro del marco señalado por la Constitu- 
ción Nacional, defensor de los intereses públicos que puedan 
comprometer exagerados intereses individuales. El Estado, por 
otra parte, tiene un derecho evidente a determinar las formas y 
circunstancias en que sus habitantes y ciudadanos deben con- 
tribuir individualmente A la consecución de los fines colectivos 
o generales que se tienen en vista por el gobierno constituido, 
de acuerdo, por cierto, con las prescripciones que establece la 
ley fundamental (arta. 4', 16, 17 {3* y 4' párrafos), 21 (2* 
parte), 28 y ü7). Ha podido, pues, el Congreso de la Nación, 
ejerciendo poderes incuestionables, crear la contribución a que 
se refiere el ¡nc. d) del art. 17 de la ley 11.747. como uno de 
los recursos de que dispondrá la Junta Nacional de Carnes 
"para el cumplimiento de lo proscripto en esta ley" (palabras 
del artículo citado). 

4* Y bien; i cuáles son las funciones de esa Junta! La 
misma ley lo dice en su art. 5': al Aplicar y hacer cumplir las 
leyes 11.226 (contralor del comercio de carnes), 11.228 (venta 
del ganado al peso vivo), llófiíi (censo general ganadero, per- 
manente) y la presente, y sus decretos reglamentarios, inclusive 
las facultades judiciales". Además, las que mencionan los si- 
guientes incisos del art. ;V\ muy importantes todas, y especial- 
mente ésta: "gl Crear directamente, o mediante convenios pre- 
vios con cualquier entidad pública o particular existente y con 
el voto en ambos casos de siete titulares o suplentes en ejerci- 
cio, por lo menos, y con la aprobación del P. E. en acuerdo de 
ministros, frigoríficos o instituciones comerciales o industriales 



'ensa de la ganadería nacional y abaratamiento para el con- 




mercado interior o exterior para la 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN SOS 

sumo de los productos ganaderos, utilizando los recursos a que 
se refieren los arts. 17 y 18 de la presente ley. Estas institu- 
ciones tendrán por objeto la faena de los ganados, la indus- 
trialización de las carnes y subproductos, la venta al por mayor 
o menudeo, el transporte y explotación de mercados de ganado". 

Basta la simple lectura de estas disposiciones de la ley 
para encuadrarlas sin esfuerzo en los ines, lf>, 12 y 28 del art 
67 de la Constitución Nacional, que ha puesto etí ejercieio el 
Congreso id sancionarlas. Pero se arguye por el recurrente que 
"la contribución de que se trata está destinada a la fundación 
de una entidad que no tiene carácter público sino privado". . . 
El Estado — agrega — no se apropia del dinero, pero se lo quita 
d ganadero" para darle una inversión de carácter comercial e 
industrial contra la voluptad del contribuyente; se lo quita para 
cambiárselo por un pap<. -jue ,el contribuyente no quiere adqui- 
rir y hacerlo socio de una sociedad a la que el contribuyente no 
quiere pertenecer" (V. Demanda fs. 13, cap. VIII). Así arguye 
el recurrente, invocando los arts. 14, IB y 17 de la Constitución 
y resistiéndose a oblar la módica contribución del 1 % autori- 
zada por el I\ E. en los decretos de marzo 28 y diciembre 26 
de 1334 (véase fs. 26 y 27), en tanto que la importación de car- 
nes argentinas a Inglaterra absorbe hasta $ 30 por novillo : "Un 
gravamen de más de $ 30 por novillo contribuye grandemente 
a restar a nuestros productores los medios necesarios para 
mantener, mediante la renovación de las sangres, la calidad do 
las carnes" (en "Anales de la Sociedad Rural Argentina", por 
Adolfo rtioy. año 73, núm. 3, marzo de 1939, p. 199). 

La Junta Nacional de Carnes, que corporiza a los produc- 
tores argentinos y tutela intereses que — como resulta obvio — 
forman parte integrante del interés público general, no repre- 
senta una fundación o entidad de carácter privado "sino públi- 
co'*. La Junta es, desde luego un órgano del Estado, cuyos 
nueve miembros titulares y los nueve suplentes son nombrados 
por el P. E. con acuerdo del Senado, durando 4 años en sus 
cargos (arts. 1*, 2*. y 3'). Las entidades comerciales o indus- 
triales que se constituyan de acuerdo con el inc. g) del art. 5* 
tienen una estructura sui geveris, que no encaja en los con- 
ceptos y formas usuales del derecho comercial, como lo eviden- 
cian los siete incisos del art. 6', principalmente el ine. e) y el 
d) j y cabe afirmar, en consecuencia, que allí se perfila, una 
vez más. la finalidad y características "públicas" de la refe- 
rida creación legal. 

5» No es inconstitucional la contribución que el recurren, 
te impugna. Cree que hay en el caso delegación del Poder le- 
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gislativo, por una parte, y por otra que aquélla no tiene la íi- 
jezu y seguridad que debe tenor toda contribución. "El Estado 
—dice — no puede apoderarse del dinero de los contribuyentes 
riño por medí., del impuesto**. . . . "El Estado — agrega— no 
recibe esa suma para sufragar sus gastos generales" ... "el 
monto de lo contribución a paparse ni siquiera lo fija el Con- 
greso, pues éste, haciendo un» di legación de facultades inad- 
misible, ha autorizado su fijación por una Junta compuesta por 
particulares y no por representan! M del pueblo dé la Nación" 
(v. alegato, f's. 24fi vta. v ÜóO vía). Hay en toda esta argumen- 
tación errores visibles. No se lia pt ulucido delegación alguna 
de poder legislativo al preverse en el iue. d) del art. 17. ta con- 
tribución que se cuestiona: primero, porque tal contribución 
está sancionada por ct Congreso (Constitueión Nacional, arts. 
4\ 17 y 67), para ser percibida "dentro del límite fijado" por 
ta ley (hasta el l 1/2 % del importe de la venta) ; segundo, 

Sorqne la Junta "la recaudará en la forma que disponga, por 
eereto. el I\ K., a propuesta de la Junta" (art. 17); tercero, 
porque no es discutible la facultad constitucional del Congreso 
para crear contribuciones "movibles", dando al poder adminis- 
trador cierta elasticidad para regularlas según las circunstan- 
cias dentro de límites previstos por el legislador, como lo pa- 
tentiza la ley de aduana núm. 11.281. en su art. 76, autorizando 
al P. E. para disminuir o aumentar los derechos do importa- 
ción fijados en la tarifa de avalúos según sean beneficiadas o 
castigadas las exportaciones hacia nuestro país en los origina- 
rio» de ellas. 

Como bien se observa en el escrito de responde a la expre- 
sión de agravios (a fs. 288 vta.) : "La ley 11.747. al establecer 
que el 80 fo del monto de las contribuciones se destinará a la 
creación de las instituciones o entidades que - juicio de la 
Junta Nao. de Carnes y del P. E. de la Nación sean idóneas 
"para la defensa de la ganadería nacional y abara ta ni ñuto 
para el consumo de los productos ganaderos" (art. ;> v , i no. g), 
que eonstituve las dos directivas cardinales qu ■ presidió su 
sanción, ha investido a estos organismos de un innegable in- 
terés público, concentrándose su funcionamiento estrechamente 
ligado al bienestar general". 

La contribución impugnada por ol recurrente r^ulta, en- 
tonces. perfectamente constitucional. Sea impuesto o contribu- 
ción de tal o enal especie, lo cierto es que ese requerimiento del 
tanto por ciento sobre la venta de] ganado tiene "un fin públi- 
co", porque se dest ; oa a posibilitar el ejercicio por el Estado 
de una de sus funciones primordiales, como os la defensa de la 
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riqueza nacional en una ti** sus más productiva*» fuentes. La ley 
11,747, en su art 17, ine. d) habla de contribución, y de eso se 
tr¡í(a. Por consiguiente, mientras el gravamen esté encuadrado 
en los principios y limitaciones que prescribe la Constitución 
Nacional y señala la jurispruüti.ein, carecerá de fundamentos 
jurídicos la resistencia del recurrente a soportarlo. Y parece 
evidente que eso»» principios y esas limitaciones lian sido debi- 
damente respetados por el Congreso en la disposición legal 
cuestionada. La reírla constitucional de la igualdad contribu- 
tiva no está violada. Ni es confiscatorio dicho gravamen, y su 
exigencia por el Estado 11» tiene como motivo u ocasión proteger 
a una clase social en perjuicio do otra o de la colectividad. Su 
finalidad es, según queda demostrado, de carácter ''público": 
como bien se afirma en hi sentencia apelada, de fs. 267 vta. 
"tratándose de una ley de interés general, pero de particular 
defensa de los intereses panaderos, nada más hípico y justo que 
los gastos (pie su ejecución demande sean sufragados por quie- 
nes directamente se benefician". Y en cuanto ai argumento de 
que la misma ley que crea el gravamen le da un destinu espe- 
cificado, circunstancia que sería inconciliable con la caracteri- 
zación elemental "del impuesto", cabe observar como lo hace el 
señor Juez a aun, que "son innumerables las ley* 1 » que en 
nuestro sistema impositivo fijan afectaciones especiales a cier- 
tos impuestos, tasas o contribuciones, afectaciones que a veces 
favorecen el bien común no a través de los sujetos de imposi- 
ción que padecen la carga, sitio a través de otros" (fs. citada). 
El ejemplo de impuesto al consumo de nafta, destinado al 
fundo de vialidad, 1* decisivo en el sentido indicado. 

fi* Los precedentes criterios interpretativos de nuestra ley 
fundamental, en las cláusulas o preceptor pertinentes al caso, y 
que se invocan por ambas partes, lian sid > reafirmados en dis- 
tintos fallos directivos por la Corte Suprema de la Nación. Ha 
dicho con verdad, confirmando a esta Cámara su doctrina en 
el ya citado caso de los frigoríficos Swjft de La Plata. Armour 
y otros contra el Gobierno Nacional: "Fna industria puede 
surgir como simplemente privada y transformarse, en el curso 
de su evolución, en industria que aféete intereses públicos, dig- 
nos de regulación previsora (conf. 2(52 1 T . S.. 522; 285 U. S., 
2f>2) ¡ y así. la industria minera en la Itcpúblien está conside- 
rada, en panera!, como de interés y explotación particular, pues, 
aunque se adquieran las minas por concesión, se sustituyó — por 
la reforma de 1017, ley 10.273— el amparo por trabajo por 4 
simple pago del canon pero Ins aplicaciones industriales uel 
petróleo determinaron una modificación sustancial en la posi- 
ción del Estado respecto de las minas de su clase (eonf t fallo 



506 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



de esta Corte en los casos Kinkelin y Cía. Industrial y Comer- 
cial de Petróleo c. Gobierno Nacional, de fechas abril 16 y se- 
tiembre 12 de 1034). El Congreso «le ln Nación, al dictar las 
leyes 11. 221» de "contralor del comercio de carnes"; 11.223 so- 
bre "venta de ganado bovino al pesu vivo"; y 11.7-17 errando 
la "Junta Nacional de Cantes", ha estimado que eso ha ocu- 
rrido con el negocio de compra de ganados o industrialización 
de las carnes, etc.; su apreciación «o r.* re visible por tos tribu- 
nales de justicia, porque son los legisladores los que están más 
en inmediato contacto con la realidad nacional y es su función 
inspirarse en ella para dnr al país normas que, dentro de la 
esfera constitucional, regulen su vida" (Fallos, t. 171. ps. 300 
in fine, 3GI). 

Y en cuanto a las características necesarias de] impuesto, 
dijo la Corte Suprema en el clásico caso de Viñedos y Bodegas 
Arizíi e. Prov. de Mendoza (Fallos, t. 157. p. 359): "Desde 
luego, no es posible establecer una regla uniforme que permita 
determinar cuáles propósitos son "públicos", por oposición 



tiene algún elemento de provecho personal, y difícilmente una 
ley de propósito privado no encierra repercusiones de beneficio 
público. El criterio para señalar el deslinde tiene que ser, así, 
circunstancial y derivado del examen de los hechos en cada 
caso particular y concreto. No debe entenderse que la palabra 
"público", cuando se emplea en relación al poder de crear 
impuestos (dice James (iray transcribiendo una sentencia del 
juez Cooley) deba w-r interpreta ti a o aplicada en un sentido 
estrecho o "autilihentl o con un alcance que impida a la Legisla- 
tura tomar amplias vistas sobre el interés, necesidad o policía 
del Estado, dándoles efecto por medio de las rentas públicas. El 
límite de la autoridad del Estado en esta dirección no puede 
ser definido, y se halla constituido por un amplio criterio de 
hombre de estado que mira más allá de los gastos que son abso- 
lutamente indispensables, a la continuada y organizada existen, 
eia del gobierno, y coto prende otros tendientes a subvenir el 
bienestar general de la sociedad y anticipa ni presente la futura 
felicidad del pueblo". 

Como se acaba de demostrar en los anteriores consideran- 
dos de la presente sentencia, las disposiciones de la ley 11.747 
que el recurrente tacha de inconstitucionales no lo son; lejos 
de ello, instrumentan el plausible propósito del gobierno nacio- 
nal de tutelar y defender, en cuanto del Estado depende, a 
ana gran industria que, fuera de toda discusión, es fuente la 
más fecunda de nuestra riqueza y potencialidad económica. 
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Por ello y fundamentos concordan tes de la sentencia recu- 
rrida, se !a uoufirma en tudus sus partes, — Juan A. González 
Calderón. 

DlCTAMfcX DEL PltOCUHADOR OeXEUAL 

Suprema Corte: 

Con el objeto de remover obstáculos opuestos por 
el Gobierno ingles a la entrada de carnes argentinas, el 
Congreso sancionó a fines de julio de 1933 la ley 11.693, 
a probatoria del convenio Roca -Runci man, en el que se 
obtuvieron ciertas concesiones, a condición do que los 
embarques fuesen "colocados eficientemente en el mer- 
cado por las vías normales" (lo qne se entendió signi- 
ficar la usual intervención de los frigoríficos), y hechos 
por el Gobierno argentino o por los (junad eras bajo la 
acción de una ley especial. Ateniéndose a esto último, 
fue dictada dos meses después la ley 11.747. Ella crea 
la Junta Nacional de Carnes, y grava las ventas de ga- 
nados bovino, ovino y porcino, hedías en, o a mercados, 
frigoríficos o remates ferias, con una contribución de 
basta el uno y medio por ciento (art. 17, ine. d), que 
será percibida por dicha Junta con cargo de invertir 
un quinto en gastos de administración, propaganda, es- 
tadística o censos, y los cuatro quinto restantes, con 
aprobación del Ejecutivo, en frigoríficos e instituciones 
comerciales o industriales, destinadas a la defensa de 
la ganadería nacional y abaratamiento de la carne para 
el consumo. A tal efecto, la ley asocia compulsivamente 
a los vendedores de ganados. En cumplimiento de su 
mandato ln Junta ha organizado la Corporación Argen- 
tina de Productores de Carnes {Estatutos, Bol. Oficial» 
febrero 6 de 1Í135), y con posterioridad, Mercados de 
Haciendas y Carnes , entidad esta última suprimida por 
decreto del P. E. (abril 30 de 1940, Bol Of, f Mayo 13) 
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mientras se estudia el mejor medio de reemplazarla efi- 
cazmente (Bol. Of., julio 18 do 1941). 

Vigente ese sistema, los señores Pedro Inehauspe y 
Hermano piden se condene a la Junta a devolverles cier- 
tas sumas que percibió con arreglo a lo dispuesto por 
el art 17 inc. d) citado. A su juicio, tal cobro debe repu- 
tarse violatorio de garantías constitucionales, por cuan- 
to crea contribuciones que no ingresan al tesoro fede- 
ral ni se destinan a gastos de la Nación; importa dele- 
gar el Congreso facultades propias, pues autoriza a la 
Junta para modificar el montu de ese gravamen o 
darle destino; traba la libre concurrencia obligándoles 
a adquirir acciones de una sociedad privada a la que 
los recia nía ules un desean pertenecer, por conceptuarse 
capacitados para manejar por sí mismos sus negocios; 
y viola el principio de igualdad. Por su parte, la deman- 
dada sostiene que dicha ley es %*álidn, lia prestado y 
sigue prestando grandes beneficios ai país, y se la 
dictó a fin de conjurar una situación peligrosa para 
la ganadería nacional. 

I. — Como el señor Juez a qtto y la Cámara Federal 
desestimaron la demanda (fs. 262 y 202), los actores 
traen ante V. E. un recurso extraordinario, admisible 
en su casi totalidad atenta la materia que lo motiva. 
Sólo habría que exceptuar, por teórica, la cuestión de 
si el Poder Legislativo pudo delegar en Ja Junta la 
facultnd de disminuir el gravamen, pues si bien la ley 
autoriza a hacerlo así, resulta di* autos que dicha Junta 
solicitó y obtuvo permiso al efecto del Poder Ejecutivo 
(fs. 26 a 29, decretos de marzo 28 y diciembre 26 de 
1934, 18 de noviembre del Xi y 21 de diciembre del 3G). 
Además, caso de ser nula la rebaja por tal causa, sólo 
pudiera derivarse de ahí que los reclamantes están de- 
biendo al Fisco el medio por ciento mal rebajado e 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 511 

impago. Ningún agravio reparable en esta instancia lea 
habría inferido la sentencia de la Cámara Federal que 
declara de legítimo abono el uno por ciento restante, 
materia del litigio. 

II. — Tongo por indiscutible la potestad del Con- 
greso para gravar en uno y medio por ciento las ven- 
tas de ganado y encargar la percepción de ose impuesto 
a la Junta Nacional de Carnes, que es un organismo 
integrante de la Administración pública, tiene directo- 
rio nombrado por el P. E. con acuerdo del Senado, ha 
de atenerse al presupuesto que le aprueben ambos po- 
deres, necesita confirmación superior para no pocos de 
sus actos, y rinde cuentas a la Contaduría General del 
manejo de los fondos puestos a su cuidado. 

Tampoco podría negarse al Congreso la facultad 
do ordenar que una quinta parte del producto del gra- 
vamen se invierta por dicha Junta en propaganda, es- 
tadística, u otros de carácter general destinados al 
fomento de la ganadería. Desembolsos de tal clase 
están autorizados, y a ñu ordenados, por la Constitu- 
ción; y antes de ahora he sostenido con éxito ante 
V. E. f que no es repugnante a nuestro sistema poli ieo- 
cconómico asignar destino especial a determinado 
impuesto, 

III. — El mulo del debate que plantean los acto- 
res estriba en determinar si ha podido obligárseles 
contra su voluntad, a ser accionistas de una sociedad 
mercantil Tengo dicho en otra ocasión — y me refe- 
riré a ello para evitar repeticiones (184:301, prórroga 
do hipotecas) — que los Constituyentes de 1853, cono- 
cedores de las doctrinas socialistas y de los perniciosos 
efectos del sistema restrictivo que trabó las actividades 
de los americanos bajo la dominación del monarca es- 
pañol, se apartaron de esos sistemas al estructurar la 
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economía argentina sobro basca de amplía libertad de 
contratación. Partiendo de esta base, me inclino a pen- 
sar que, dentro del funcionamiento normal de nuestras 
instituciones político-económicas, la agremiación obli- 

res reglamentarios del Congreso. Nada obsta, cierta- 
formación de un fondo permanente que le permita pro- 
ducir, comprar, industrializar o vender ganados; 7 si 
hubiese entregado la administración de ese fondo a la 
Junta Nacional de Carnes, paréceine que el caso sería 
sencillo. El Estado ejercería ese ramo de la actividad 
por intermedio de una de sus reparticiones oficiales, 
presentándose al mercado libro como uno de tantos con- 
currentes, sin desmedro de la libertad de comerciar que 
la Constitución acuerda a todos los habitantes del país, 
y, con el mismo indiscutible derecho con que explota 
mediante ferrocarriles y vapores la industria del trans- 
porte o produce y refina petróleo. Se ha preferido la 
complicación de entregar el manejo do ose fondo do 
defensa a una asociación compulsiva de productores de 
carnes, y de ahí nace el pleito. 

Entretanto, si la Junta es a todas luces una repar- 
tición pública, según queda dicho, no resulta claro ocu- 
rra lo propio con la Corporación Argentina de Produc- 
tores de Carnes, persona jurídica representativa de los 
intereses de un gremio, muy meritorio sin duda e im- 
portantísimo jiara la vida económica del país, pero 
asociación privada al fin, y no simple dependencia del 
gobierno nacional. Si hoy so admite que es constitu- 
cional obligar a los ganaderos a que asocien para 
disminuir en provecho propio parte do las ganancias 
de otros elementos del comercio de carnes, mañana se- 
rá forzoso declarar igualmente válida cualquier ley 
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que imponga a los agricultores agremiarse para dismi- 
nuir las utilidades de quienes muelen trigo o espenden 
pan, a los peones para obtener lo propio de los estan- 
cieros, a los comerciantes en un ramo para lograr pare- 
cida ventaja a costa de cuantos trafiquen en otro y 
así sucesivamente, con arreglo al cambiante criterio'de 
las mayorías legislativas, liasta sustituir la acción re- 
guladora de los poderes públicos, representantes del 
interés general, por actitudes de lucha, dispersas, in- 
conexas y acaso antagónicas, emanadas de múltiples 
asociaciones profesionales representativas del interés 
grermal. Creo advertir aquí un peligro no ya simple- 
mente para la libertad de contratación, sino hasta para 
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la propia unidad del gobierno central, lograda entre 
nosotros a costa de larguísimos años de lucha, y do 
mucha sangre. Bueno será no olvidar que los principios 
restrictivos sirvieron para perjudicar a la ganadería 
noplatense cuando el favor oficial se volcaba hacia los 
monopolistas de Cádiz. 

No encuentro la semejanza que se alega entre el 
caso actual y el de las Cajas de Jubilaciones de empre- 
sas privadas. Tienen de común, es cierto, la cuota obli- 
gatoria; pero se trata de instituciones de provisión so- 
cial o ayuda mutua, ajenas por completo al propósito 
de restringir la libre contratación o influir sobre los 
precios de las mercancías. Son además, simples herra- 
mientas de aplicación de leyes que fijan de antemano 
el monto de los respectivos beneficios, quedando en de- 
finitiva a cargo del Poder Judicial resolver si se les 
acuerda o no acertadamente. En cuanto a las socieda- 
des cooperativas, constituyen una fórmula jurídica 
puesta al alcance de todos, y ninguno está obligado a 
utilizarla contra su voluntad; características bien dis- 
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tintas de las de la ley 11.747, obligatoria y limitada a 
determinado grupo de productores. 

IV. — Resta examinar el argumento opuesto por 
la Junta Nacional de Carnes acerca de la existencia de 
peligros que fueron conjurados por la ley 11.747. 
V. E. ha establecido que el límite de los poderes del Con- 
greso para reglamentar la libertad de contratación, 
admite alguna mayor latitud de interpretación cuando 
dicho' cuerpo se liaya visto en la premiosa necesidad de 

siempre que a juicio de la Corte esas medidas excep- 
cionales no se mantengan en vigor mas allá do lo indis- 
pensable (13<i: 161; 144: 21í> ; 145: 168; 172: 21). Viene 
a ser algo así como una suspensión temporaria de cier- 
tas garantías constitucionales, comparable a la que, por 
razones de parecida índole, se produce bajo el estado 
de sitio. Desde luego, la situación jurídica sería más 
clara si al tiempo de adoptar cualquiera de esas medi- 
das, y sin perjuicio de ponerla en vigencia i mi icdí ata- 
ñiente por razones do urgencia, hubiese el Congreso 
declarado necesaria una reforma de la Constitución, a 
fin de incorpora ríe cláusulas relativas al alcance de sus 
poderes en casos tales. 

Como lo expresé en 184: 361, algunas medidas eco- 
nómicas adoptadas por gobiernos extranjeros son equi- 
parables en sus efectos a un bloqueo militar; y en tra- 
bajos do otra índole creo haber señalado visibles cone- 
xiones entre nuestras grandes crisis económicas y el 
estallido de luchas civiles. En general, pues, la guerra 
económica puede ofrecer analogías con el ataque exte- 
rior o la conmoción interior, previstos en el nrt. 23 de 
la Constitución Nacional. Xi pudo ni quiso ésta llevar 
el respeto a los derechos individuales hasta el extremo 
do entregar inerme el país a la derrota o a la ruina; 
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y ligado^como lo está el tráfico internacional al ejerci- 
cio de la' libertad de comercio e industria, pudiera ocu- 
rrir que, ante Ja urgencia de atenuar peligrosas restric- 
ciones opuestas a la actividad comercial o industrial 
de los argentinos en lo externo, se haga imprescindible 
alguna restricción transitoria en lo interno para evitar 
mayores males. 

Ahora, y con referencia concreta al subíndice 
í mediaron razones de esc tipo para hacer obligatoria 
la agremiación de los productores de carnes, y mante- 
nerla durante el período a que se refieren los recibos 
acompañados por la parte adora a su demanda? La 
cuestión es de hecho, y como tal ajena a mi dictamen. 
Ha dt decidirse totalmente con arreglo a lo que resulte 
de la prueba rendida en miíus y ¡i la prudencial estima- 
ción (pie de ella haga V. E. 

En resumen, opino que: 
a) la acción es improcedente en lo relativo al veinte 
por ciento de lo pagado con destino a gastos de 
propaganda, censos ganaderos, u otros objetivos 
similares; 

bj la ley 11.747 lesionó la libertad de comercio o in- 
dustria, al obligar a los actores a asociarse contra 
su voluntad a la Corporación Argentina de Pro- 
ductores de Carnes; 

e) corresponde al exclusivo criterio de V. E. decidir 
si mediaron motivos atendibles para que esa garan- 
tía constitucional quedase válidamente suspendi- 
da durante el período a que la demanda se refiere. 
Hucnos Aires, febrero 18 de 1942. — Juan Alvares 



FALLOS DE LA COI T E SUPREMA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, l v de septiembre de 1Ü44. 

Vistos los autos " lucha uspe linos. Pedro contra 
Junta Nacional de ('¡unes sobre devolución de pesos 
109.427,52", cu los que se lia concedido a los actores 
el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cá- 
mara Federal de la (.'apila! (pie rechaza la demanda ('). 

Considerando: 

I) Que el 2Í) de septiembre de VXVJ fué sanciona- 
da la ley 11.747, por cuyo art. l v se creó la Jimia Na- 
cional de ('arnés emú o entidad anión oí na, con faculta- 
des para aplicar v hacer cumplir las leyes 11.226, 11.228 
y 11.5fi3 y sus reglamentaciones; investigar y perseguir, 
las infracciones a la ley 11.210; establecer, con apro- 
bación del P. E. t normas referentes a la clasificación y 
tipificaeión del ganado, de las carnes y de los productos 
y subproductos de la ganadería, así como al transporte 
y exportación de los mismos, y organizar la propaganda 
y la publicación de las informaciones do interés público 
con respecto a la ganadería y al comercio de carnes 
(art. 5). 

La Junta de refereneia fué también autorizada para 
"crear direetamente o mediante convenios previos con 
cualquier entidad pública o particular existente, y con 
el voto en ambos casos de sí ele tilulares p suplentes 
en ejercicio, por lo menos, y con la aprobación del Poder 
Ejecutivo en acuerdo de ministros, frigoríficos e insti- 



(1) Rn l.n mioma f.-.-lin fu.Tiui Truur'tíis iyiml sentido l¡is eitttiai 
anguillas n.tto:i t¡ t Jimu Kaefoaaj do Caraca por "Cachen Unos." ■ ñor 
Jüíin J. llmiri:). 
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tildones comerciales o industriales que sean necesarias 
en el morrudo intcrioi o exterior para la defensa de 
la ganadería nacional y abaratamiento para el consumo 
de los productos ganaderos, utilizando Jos recursos a 
que se refieren los arts. 17 y 18 do la presente ley". 
M BJsas instituciones tendrán por objeto la faena de los 
ganados, la industrialización de las carnes y subpro- 
ductos, la venta al por mayor o menudeo, el transporte 
y la exportución, y la instalación y explotación de mer- 
cado* de ¿Tañado" (urt. ó, inc. <j). 

Scgriu el art. G de la citada ley "las entidades co- 
merciales o industriales que se constituyan de acuerdo 
ron lo dispuesto en el inc. g) del artículo anterior, es- 
tarán sujetas a Jas siguientes disposiciones: a) Serán 
accionistas de ellas todos los vendedores que hayan 
o acrediten haber contribuido a la formación del fondo 



ponda al monto de sus aportes, hasta la fecha que 
señale la Junta al resolver la constitución de las mis- 
mas; b) Las acciones serán nominativas e indivisibles 
y transferí bles solamente con acuerdo del directorio, en 
las condiciones que determinen los estatutos; c) Cada 
socio no tendrá más de un voto, sea cual fuere el nú- 
mero do sus acciones; d) No concederán ventaja ni 
privilegio alguno a los iniciadores, fundadores y direc- 
tores, ni preferencia u parte alguna del capital; e) Se- 
rán totalmente independientes de la Junta, poro ésta 
tendrá con respecto a ellas las mismas facultades de 
inspección y fiscalización establecidas en la ley 11.226 
y la presente: f) Los esta luí os iniciales serán propues- 
tos por la Junta al Poder Ejecutivo, para su aproba- 
ción. Tna vez aprobados, la Junta determinará la forma 




y tiempo en que serán convocados 
elección de las autoridades; g) Los 




y accio- 
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nes de los socios no podrán transmitirse sino a pro- 
ductores de ganado de acuerdo con la definición esta- 
blecida en el art. 1*. Poro las sociedades podrán 
rescatar, por su valor rea!, las acciones o derechos de 
los socios que no deseen continuar en ese carácter en el 
plazo y en la fonna que determinen". 

Para el cumplimiento de lo preseripto en la ley la 
Junta dispone de los siguientes recursos, que se recau- 
dan en la forma establecida por el P. E., a propuesta 
de aquélla: "a) Las multas por infracciones a las leyes 
11.228, 11.210; cuando se trate del comercio 
de carnes, y la presente y sus decretos reglamentarios ; 
b) Las donaciones que reciba ; c) Los intereses y renta 
de los fondos que invierta; y d) l* na contribución basta 
del uno y medio por ciento del importe de la venta de 
los que enajenan ganados bovinos, ovino y porcino con 
destino al consumo interno o a la exportación, en o a 
los establecimientos n que se refiere el artículo 4* de la 
ley 11.226. Anualmente la Junta resolverá la contribu- 
ción que se cobrará, dentro del límite fijado por el 
inciso d) del artículo 17 t teniendo en cuenta las condi- 
ciones generales o locales de la industria ganadera y el 
donto de los fondos acumulados. Esa contribución será 
pagada por los frigoríficos, mataderos, agentes de co- 
mercio y Jema inscriptos sometidos al régimen de la 
ley 11.226 y de la presente. El pago será efectuado por 
cuenta de los vendedores, quienes recibirán una cons- 
tancia estil ita de la suma alionada, con indicación de su 
nombre, apellido y localidad cu que residen. La Junta 
abrirá, en la forma que ofrezca las mayores seguridades, 
una cuenta especial a cada vendedor, en la cual se ano- 
tarán las contribuciones provenientes de sus ventas. 
Esas cuentas estarán siempre a disposición de los inte- 
resados, quienes podrán examinarlas o hacerlas exa- 
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minar y pedir su rectificación, cuando se hubiera in- 
currido en omisión o error. La Junta publicará cada 
año una uóinh.a por orden alfabético do los vendedores 
y del monto de las contribuciones acreditadas. Durante 
tres meses esa nómina estará sujeta a revisión y des- 
pués de esa fecha las sumas acreditadas se tendrán por 
definitivamente validas, pudieudo cada interesado so- 
licitar de la Junta una constancia escrita que así lo 
establezca. Esa constancia hará fe, como instrumento 
público a los efectos del artículo <>*" (art. 17). 

De los fondos precedentemente enumerados podrá 
invertirse: "a) Veinte por ciento para los gastos ge- 
nerales de administración, gastos de propugnada en el 
interior y exterior y gastos de estadística, censo o re- 
cuento, en la proporción fjue determine cada presu- 
puesto anual; b) Ochenta por ciento para emplearlos 
exclusivamente en la creación de las instituciones co- 
merciales o industríales a que se refiere el inciso g) del 
artículo 5*. Esc SO % se depositará en una cuenta 
especial en el Banco de la Nación, pudiendo adquirirse 
con el mismo, títulos de la deuda pública; pero cual- 
quier acto de disposición de esos fondos deberá ser re- 
suelto con el voto de seis titulares o suplentes en ejer- 
cicio, por lo menos, y la aprobación del P. E. M (art. 18). 
Por fin. * 'cuando h . fondos acumulados en esa cuenta 
especial hayan alcanzado un monto que la Junta estime 
bastante para los fines previstos en esta ley o no hayan 
sido utilizados, aquélla podrá resolver, con aprobación 
del Poder Ejecutivo, no continuar la acumulación. En 
ese caso la contribución que se seguirá cobrando será 
lo suficiente para pagar los gastos a que se refiere el 
inciso a) del articulo anterior. La Junta podrá tam- 
bién resolver, con el voto de (i titulares o suplentes en 
ejercicio, por lo menos, y la aprobación del Poder Eje- 
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cutivo, la devolución de los fondos del 80 % existente 
hasta ese momento, o de parte de ellos, entre los ven- 
dedores que lo formaron, en la proporción que corres- 
ponda al monto de sus contribuciones" (art. 19). 

II) Que el tí de junio de 1934 fué iniciada la per- 
cepción de la contri burlón establecida por el art. 17, 
inc. d), do la ley 11.747 y el % de julio siguiente la 
Junta sometió a la consideración del P. K el proyecto 
de estatutos de la Corporación Argentina de Produc- 
tores de Carnes, que fué aprobado por decreto núm. 
50.844 del 30 de octubre tic l!»:i4. (¿uedó así constituida 
la institución comercial e industrial de productores de 
ganados, de acuerdo a los arts. 5*, inc. d) y de la ley 
11.747, cuyo objeto fundamental consiste en el comercio 
y elaboración de los productos y subproductos de la 
ganadería, con destino tanto al consumo interno como 
a la exportación, propendiendo a la mejor reculación 
del comercio de carnes pala asegurar razonables be- 
neficios a los ganaderos (art. 4" de los estatutos). Para 
lograr dichos fines la Corporación M podrá faenar ga- 
nados por cuenta propia, de sus asociados o de terce- 
ros; elaborar las carnes y subproductos provenientes 
de los ganados (pie faenare; vender los mismos pro- 
ductos al por mayor y al menudeo; contratar fletes; 
exportar ganados, carnes y subproductos por sí y por 
cuenta de sus asociados o de terceros; adquirir bienes 
muebles e inmuebles y tomarlos en arrendamiento en 
el país o en el extranjero; adquirir, construir o arren- 
dar frigoríficos, fábricas, mercados y todo cuanto le 
fuere necesario para dar cumplimiento a sus fines; 
efectuar contratos para faenar ganados, elaborar, trans- 
portar y vender carnes y sus subproductos por cuenta 
propia, de sus asociados o de terceros; solicitar prés- 
tamos en cuenta eorriente o en cualquiera otra forma. 
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con garantía real o sin olla, incluso en el Baneo de la 
Nación Argentina, Banco de la Provincia de Buenos 
Aires, Banco Hipotecario Nacional o cualquiera otra 
institución banca ría del país o del extranjero, así como 
también aceptar o emitir deheutures. Las facultades 
en iniciad as no son limitativas y el directorio de la Cor- 
poración Argentina de Productores de ("arnés podrá en 
general hacer y contratar, tanto en el país como en el 
exterior, todas aquellas operaciones que le fueren ne- 
cesarias para el mejor desenvolvimiento de los fines 
establecidos en estos estatutos" (art de los esta- 
tutos). 

La responsabilidad de los socios en cuanto al ca- 
pital se limita a las sanias que hubieran aportado y 
por las cuales figurasen como accionistas (urt. 44 de 
los estatutos) y las utilidades realizadas y líquidas de 
cada ejercicio serán distribuidas en la siguiente forma: 
"5 % a fondo de reserva legal; 2 % a fondo para 
atender el rescate de acciones establecido en el artículo 
15 do estos estatutos; 43 % a fondo de reserva general; 
50 % a distribuir entre todos los accionistas de la Cor- 
poración, v para la creación de un fondo especial para 
incrementar las exportaciones de carne, o para el des- 
tino (pie le fije anualmente la asamblea general" (art. 
41 de los estatutos). 

III) Que el 18 de mayo de 1037 la Junta Nacional 
de Carnes, con el propósito de ir completando la obra 
comenzada en defensa de los productores y de los con- 
sumidores, propuso al P. E. los estatutos de la entidad 

Haciendas y Carnes ' que fueron aprobados por de- 
creto mím. 108.241 del 31 de mayo de 1937. Esta socie- 
<l¡id. constituida de acuerdo al art. 5* f hie. g), de la ley 
N* 11.747, tenía como fines principales construir, ad- 
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qnirir y o explotar mercados do ganados y do carnes, 
eámaras frigoríficas y depósitos en general en el te- 
rritorio de la lío pública (art. 4' de los estatutos). La 
responsabilidad de los socios y la distribución de las 
utilidades bailábanse regidas por disposiciones seme- 
jantes a las de la Corporación. Como advierto el señor 
Procurador General a fs. *Í44 vta., esta entidad fue su- 
primida el 30 de abril de lí)40 (decreto núm. 01.524). Y 
el 8 de febrero de 1943 se dispuso que el liquidador de 
la entidad disuelta entregaría a la Corporación los bie- 
nes y valores resultantes de la liquidación (decreto 
núm," 142.013). 

IV) Que c 1 31 de agosto de 1937, "Pedro Incliaus- 
pe y Unos." presentan la demanda de fs. 9, en la que 
impugnan el art. 17, inc. d), de la lev 11.747 por con- 
siderarlo violatorio de los siguientes preceptos de la 
Constitución Nacional: 1*) art. 14, en cuanto este ase- 
gura ej dereelio de trabajar y ejercer toda industria 
lícita y de comerciar, y la ley establece la intromisión 




pidiendo la libre concurrencia y trabando el ejercicio 

de Iuf Actividades individuales mediante gabelas cuyo 
producto está destinado a establecer un contralor o 
monopolio contrario a la libertad de la industria; 2 9 ) el 
mismo art. 14, en cuanto éste asegura la libertad de 
asociarse con fines útiles, lo que implica la de no aso- 
ciarse, y, en cambio, la ley obliga a los ganaderos, aun 
contra su voluntad, a invertir una parte de su dinero en 
una sociedad comercial creada por la misma ley, o, en 
otros términos, asocia compulsivamente a los produc- 
tores para que con su propio dinero contribuyan a la 
formación de un organismo del cual serán dueños ellos 
mismos; T) arts. 4 y 17, porque éste declara inviolable 
la propiedad privada y sólo autoriza la privación de la 





que crea, im- 
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misma en los casos de sentencia fundada en ley, de ex- 
propiación y de contribuciones establecidas por el Con- 
greso de acuerdo al art. 4% con un objeto público, no 
privado, y con arreglo a un sistema de imparcialidad 
y uniformidad, a fin de distribuir con justicia las car- 
gas; requisitos que no reúne la contribución creada por 
el precepto impugnado, por aplicación del cual se toma 
una parte del dinero de los ganaderos, no para sufragar 
gastos generales, sino para entregarlo a un organismo 
que no es una institución publica, a fin de que negocie 
con él; 4*) arts, 4, 17 y 67, ya que éstos no permiten 
la delegación de las facultades impositivas del Congre- 
so, que implica la ley en cuestión en cuanto autoriza 
a la Junta Nacional de Carnes a fijar, dentro de un 
determinado por ciento, la contribución que deberán 
pagar los ganaderos. 

V) Que esta Corte Suprema, interpretando la 
Constitución de manera que sus limitaciones no lleguen 
a destruir ni a trabar el eficaz ejercicio de los poderes 
atribuidos al Estado a efecto del cumplimiento de sus 
elevados fines del modo más beneficioso para la comu- 
nidad (Fallos: t. 171, pág. 88 m fine; conf. también: 
The Constitution of ¿he United States of America An- 
notated, 1038, págs. ü'7 y C8) ha reconocido de antiguo 
la facultad de aquél para intervenir por vía do regla- 
mentación en el ejercicio de ciertas industrias y activi- 
dades a efecto de restringirlo o encauzarlo en la me- 
dida que lo exijan la defensa y el afianzamiento de la 
salud, la moral y el orden público (Fallos: t. 3, pág, 
468; t, 11, pág. 5; y t, 195, pág, IOS con respecto a la 
ubicación de ferias y mercados; i 7, pág. 150, en cuanto 
a la prohibición de construir plazas de toros; t 31, pág. 
273, relativo al traslado do saladeros por razones de 
salubridad; L 124, pág. 75 y t. 128, pág. 85, sobre bi- 
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gienización de ta leche; t. 157, pág. 28, respecto do la 
prohibición del expendio de bebidas alcohólicas en loa 
días domingo; t. 124, pág. 3ÍÍ3 y t. 19S, pág. 111, acerca 
de las operaciones de préstamo; t. 65, pág. 48 y t. 117, 
pág. 432, en cnanto al ejercicio de la abogacía y de la 
ingeniería respectivamente; t. 155, pág, 185, referente 
a la profesión de corredor de hotel; t. 179, pág. 113; t. 
181, pág. 2G9; t. 183, pág. 93; y t. 189, pág. 234, sobre 
indemnización y vacaciones correspondientes a los em- 
pleados de comercio; t. 156, pág. SI; t. 191, pág. 197, 
relativos al derecho de reunión, y otros) y aun los inte- 
reses económicos de la colectividad (Fallos: t 136, pág. 
161, referente a la ley de alquileres; t. 142, pág. 08, 
acerca del plazo máximo de la locación; t. 171 pág. 348 
y 366, sobro ci comercio de carnes y la industria frigo 
rífica; t. 172, pág. 21, en cuanto a la moratoria hipo- 
tecaria). 

Con respecto a esc poder reglamentario, dentro del 
cual tienen fácil cabida todas aquellas restricciones y 
disposiciones impuestas por los intereses genenues y 
permanentes de la colectividad, sin otra valla que la del 
art. 28 de la Constitución Nacional (Fallos: 142, 62), 
esta Corte Suprema, después de referirse a los dos 
criterios, amplio y restringido, con que ha sido contem- 
plado cu los Estados 1* nidos de Norte América, lia 
dicho que acepta el más amplio porque está más de 
acuerdo con nuestra Constitución, que nu ha reconocido 
derechos absolutos de propiedad ni de libertad, sino 
limitados por las leyes reglamentarias de los mismos, 
en la forma y extensión que el Cougreso, en uso de su 
atribución legislativa (arts. 14, 28 y 67 de la Constitu- 
ción) lo estime conveniente a fin de asegurar el hie~ 
nestar general; cumpliendo así, por medio de la le- 
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gislaciún, los elevados propósitos expresados en ol 
Preámbulo (Fallos: 172, 21). 

Ku otro Tallo, estrechamente vinculado a la mate- 
ria de este pleito (171, 3lk> ) reconociendo el mismo 
principio, el Tribunal estableció (pie la reglamentación 
legislativa "estarcí condicionada por la necesidad de 
armonía y orden con el ejercicio de los derechos; de 
defender y fomentar la salud, la mora Helad, la seguri- 
dad, la conveniencia pública y el bienestar general. La 
medida de los intereses y principios de carácter público 
a tutelar determinará la medida de las regulaciones en 
cada caso". La reglamentación legislativa no debe ser, 
desde luego, infundada o arbitraria sino razonable, es 
decir, justificada por los hechos y las circunstancias 
que le han dado origen y por la necesidad de salva- 
guardar el interés público comprometido, y proporcio- 
nado a los fines que se procura alcanzar con ella {Fa- 
llos: 117, 4;J2; 118, 27S; Ki(¡, líil ; 17*2, 21; conf. Cooley, 
t. II, pág. 1227, 1231). 

Kse es, también, el criterio sustentado por la Corte 
Suprema de los Estados Unidos en el caso Xebbia v. 
New York, parcialmente transcripto en Fallos: t. 172, 
pág. 58 y sigtes., y en cuya sentencia declaró que "la 
Constitución no garantiza el absoluto privilegio do en- 
carar o dirigir un negocio como uno quiera. Ciertas 
clases tic negocios pueden ser prohibidos; y el derecho 
de conducir un negocio o de ejercer una profesión jme- 
de ser reglamentado. De la misma manera puede jus- 
tificarse la reglamentación de un negocio para impedir 
la ruina de las fuentes de riqueza del Estado. Igual- 
mente pueden ser reglamentados los términos a que 
deben ajustarse en los contratos quienes manejan ne- 
gocios, o imponiendo requisitos si entran en acuerdos» 
todo lo cual es de la competencia del Estado" (291 U, 
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S. 502 ; Jurisprudencia Argentina, t, 48, pág. 17 y sigtes. 
de la sección Juri.sp. extranjera). Este punto de vista 
fué refirmado en caso AVest Coast Hotel Co. v. Ernest 
Parrish y Elsie Parrish (Jurisprudencia Argentina, 
t. 57, pág. 23 y sigtes,, de la sección Jurisp. extranjera) 
donde, modificando la jurisprudencia del raso "Adkins 
V. Children's Hospital", dijo: *'EI principio que debe 
regir nuestra decisión no esta en iluda. La disposición 
constitucional invocada es la cláusula del deludo proce- 
dimiento legal de la Enmienda XIV que gobierna a Ion 
Estados, así como la cláusula del debido procedimiento 
legal invocada cu el caso Adkins gobernaba al Congre- 
so. En ambos casos la violación alegada por los que 
atacan la regulación del salario mínimo de las mujeres, 
es la privación de la libertad (freedom) de contratar. 
iQué es esta libertad? La Constitución no liabla de 
libertad (freedom) de contratar. Habla de libertad 
(liberty) y prohibe la privación de esta libertad sin el 
debido procedimiento legal. Al prohibir dicha priva- 
ción, la Constitución no reconoce una libertad absoluta 
e incontrolable. La libertad en cada una de sus fases 
tiene su historia y connotación. Pero la libertad sal- 
vaguardada es la libertad que en una organización so- 
cial, requiere la protección de la ley contra los males 
que amenazan la salud, seguridad, moral y bienestar 
del pueblo. La libertad, según la Constitución está, 
pues, necesariamente sujeta a las restricciones del de- 
bido procedimiento, y una regulación que sea razonable 
en relación a su objeto y se adopte en el interés de la 
comunidad, equivale a dicho debido procedimiento. Es- 
ta limitación esencial de la libertad en general gobierna 
la libertad de contratar en particular. Hace más de 
veinticinco años sentamos el principio aplicable en estas 
palabras, después de referirnos a los casos donde la 
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libertad garantida por la Enmienda XIV lia Iría sido 
ampliamente deseripta: "Pero se ha reconoc'do en los 
casos citados, como en muchos otros, que la libertad 
de contratar es un derecho calificado y no absoluto. 
Xo existe libertad absoluta pura proceder como se de- 
sea o para con ti -dar como se prefiere. La garantía de 
libertad no quita de la vigilancia legislativa ese ; :uplio 
campo de actividad que consiste eu la celebración de 
contratos, ni deniega al gobierno el poder de establecer 
salvaguardias restrictivas. Libertad implica ausencia 
de restricción arbitraria, no inmunidad de regulaciones 
y prohibiciones razonables, impuestas en el interés de 
la comunidad". Chicago, B. & Q. P. Co. v. Me. Guire, 
219 ü. S. 549, 55 L. ed. '¿2S, 31 8. Ct. lED". 

VI) Que la ley 11.747 fué la última de una serio 
de leyes (11.228, 11:227, 11.2:28, 11.563, a las que podría 
agregarse también, en lo pertinente, la ley de represión 
de trusts 11.210) dictadas con el propósito de salva- 
guardar la industria ganadera, gravemente afectada 
por la situación particular en que so desenvolvía el co- 
mercio de carnes (Mensaje del P. E. publicado en el 
Diario de ¡Sesiones de la Cámara de Diputados, 1932, 
T. IV, pág. 420 í exposición del miembro i n formante en 
la Cámara de Diputados, Diario de Sesiones, 1933, i II, 
pág. 599 y siguientes, y de los legisladores que intervi- 
nieron en el debate, págs. ti$2 y sigtes., 769 y sigtes., 
así como del miembro informante del Senado, Diario de 
Sesiones, 1933, t. II, pág. 749 y sigtes,), industria que 
constituye una de las fuentes más importantes de la 
riqueza nacional, en cuyo progreso y desea volvimiento 
se halla, sin duda alguna, interesado el país entero. 

Respecto de ella lia dicho esta Corte en el ..«so 
"Cía. Swift y otros v. Gobierno Nacional'* (Fallos: 
171, 349) que "una industria puede surgir como sim- 
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plenientc privada y transformarse en el curso de su 
evolución, en i tula si ría que afecta intereses públicos, 
dignos de reculación previsora (conf. 2U2 TI. S. 522; 
235 U. S. 2íi2).. . YA Congreso de la Xación, al diciar 
las leyes 11.22(5, de "contralor del eomeroto de carnes"; 
N* 11.228 sobre "venta de ganado bovino al peso vivo" 
y 11.747 creando la "Junta Nacional de Carnes", lia es- 
timado que csit ba ocurrido con el negocio de compra 
de ganados o industrialización de las carnes, etc.; su 
apreciación no es rcvisible por tos tribunales de jus- 
ticia, porque son los legisladores los que están más en 
inmediato contacto con la realidad nacional y es sn fun- 
ción inspirarse en ella para dar al país las normas que, 
dentro de la esfera constitucional, regulen su vida. Pol- 
lo demás, si la Argentina es, aun hoy, un país de ceuno- 
mía eminentemente agrícola y ganadera; si sus indus- 
trias transformadoras trabajan principa luiente sobre 
los productos de esas industrias y si el tráfico interno 
y el comercio do exportación operan fundamentalmente 
sobre productos inmediatos o tranformados de origen 
agropecuario, no se puede poner en duda !¡i ra zona bi- 
íidad de la caracterización lie cha por el Congreso" 
(págs. :3fH> y :íb'I). A lo cual puede agregarse aún que 
la ganadería no es actualmente patrimonio de unos po 
eos, como se puso de manifiesto durante el debate en 
la Cámara de Diputados {Diario de Sesiones, 1932, t. II, 
pág. 7(Í!'), y lo patentiza la cantidad de 1:15.(114 contri- 
buyentes existentes en lí'.'i? según el informe de la 
Junta Nacional de (arnés publicado ese año (pág. <il); 
que a dicha industria sr baila directa e inmediatamente 
vinculada no solamente la condición de todo el perso- 
nal que colabora en la misma al lado de tos ganaderos, 
comenzando con ci peón de campo, directamente aludido 
en la discusión parlamentaria (Diario de Sesiones de 
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la Cámara dé Diputados, 1933, t. II, pág. 701) sino 
también la situación del público consumidor, que ab- 
sorbo las dos torceras partes de la producción, según 
las cifras mencionadas por los legisladores que parti- 
ciparon en el debate (Diario de Sesiones de la Cámara 
de Diputados, 1933, t. II, págs. 678 y CS5). En otras 
palabras, a dicha industria se baila estrechamente vin- 
culada la marcha de la economía nacional. 

Mediante la sanción de la ley 11.747, el Congreso 
se propuso impedir el monopolio y las maniobras y 
procedimientos arbitrarios de las empresas iudustria- 
1 izado ras en la adquisición de la hacienda; crear un 
instrumento de lucha contra la organización que domi- 
naba al comercio de las carnes; lograr un mayor con- 
sumo externo e interno; abaratar esto último acercando 
los productores a los consumidores y mejorando la ca- 
lidad de las carnes (Mensaje del P. E. en Diario do 
Sesiones de la Cámara de Diputados, lí)32, t. IV, pág. 
420; exposición del miembro informante de la Cámara 
de Diputados, Diario de Sesiones, 1933, t. II t págs. 606 
y sigtes., 670 y sigtes. ; v. expresiones concordantes de 
otros legisladores, págs. (182 y sietes., 777 y sigtes., así 
como del miembro informante de la Cámara de Senado- 
res, Diario de Sesiones, 1933, t. II, pág. 740 y sigtes.; 
art. 5* de la ley). Por lo demás, como resulta de los an- 
tecedentes citados el problema no era nuevo y hacía 
tiempo que era objeto de examen y discusión. 

Puede, pues, afirmarse, que las condiciones en que 
se desenvolvió el comercio de las carnes, analizadas en 
los discursos de los miembros informantes de las Cá- 
maras de Diputados y Senadores y en los (pie pronun- 
ciaron los demás legisladores que participaron en la 
discusión de la ley, ponían claramente de manifiesto el 
interés del país en salvaguardar la industria ganadera 
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y justificaban amplia mente lu adopción de medidas 
tendientes a ese fin. 

Vil) Que dichas medidas consistieron cu dar a 
los productores intervención directa en la fiscalización 
del comercio de carnes por medio de la Junta que se 
creó como institución autónoma (art. 1* de la ley) ; en 
la agremiación de todos los productores en las entida- 
des comerciales reg lamentados por los arts. 5, ine. g) 
y 6 de. la ley, que obtuvieron por contribución de aque- 
llos los fondos necesarios ¡tara abordar oportunamente 
actividades de índole comercial e industrial; y en la 
creación de un Frigorífico Nacional (art. 7). 

Desde luego, el análisis de la eficacia de los medios 
arbitrados para alcanzar los fines propuestos, la cues- 
tión de saber si del ñero» elegirse esos u otros procedí- 
mantos, son ajenos a la jurisdicción y competencia do 
esta Corte Suprema, a la que sólo incumbe pronun- 
ciarse acerca de la razonabiüdad de los medios elegidos 
por el Congreso; es decir que sólo debe examinar si 
son o no proporcionados a los fines que el legislador se 
propuso ron seguir, y, en consecuencia, decidir si es o no 
admisible la consiguiente restricción de los derechos 
individuales afectados. Pues como dijo en el caso de 
Fallos: 171, 349, el Tribunal nunca ba entendido que 
pueda sulist' uir su criterio de conveniencia o eficacia 
económica o social al del Congreso de la Nación para 
pronunciarse sobre la validez o invalidez constitucio- 
nal de las leyes, sea de las que regulan trabajos, comer- 
cios o industrias con fines de policía, sea de las que 
establecen impuestos o tasas (Fallos: OS, 20; 147, 402; 
150, 8Í>; 16©, 1*47) ; debe radicar su esamen y pronun- 
cia miento en la conformidad que de acuerdo con los 
arts. 28 y 31 de la Constitución Nacional deben guaidar 
con ella las leyes de la Nación. 
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Ahora bien; no aparece, en realidad, ni lo ha de- 
mostrado el actor, que los medios arbitrados por el Po- 
der Ejecutivo y el Congreso no guarden relación con 
los fin es que se propusieron en defensa de la ganadería 
nacional ni que sean desproporcionados con respecto a 
éstos. Por lo contrarío, las razones expuestas por los 
miembros informantes de ambas (Yiniaras legislativas; 
la calurosa defensa de la ley públicamente hecha por 
todas las asociaciones ganaderas del país; la circuns- 
tancia de que no se hayan promovido otras demandas 
ni se lucieran otras protestas que no fueran de adhe- 
sión a la ley y de repudio a la arción intentada por los 
muy contados ganaderos disidentes, y el aumento de 
los precios de las carnes que siguieron a la aplicación 
de la ley. que es de público conocimiento y resulta cla- 
ramente de las cifras pul.! iradas en las págs. 1- y sigts., 
del informe de la Junta Xaeinnal de Carnes correspon- 
diente al período octubre 1935-septiembrc 1937 y del 
esquema agregado a fs. 16*1 de estos autos; todas esas 
circunstancias convencen de la razonabilidad de las me- 
didas adoptadas por la ley. 

VIII) (¿uc lo expuesto en los considerandos an- 
teriores basta para poner de manifiesto la inconsisten- 
cia del argumento fundado por el actor en la libertad 
de trabajar y ejercer una industria líeita. Pues ella no 
resulta trabada en modo alguno y la ley, lejos de inipr- 
dir la libre concurrencia, la favorece, como que preci- 
samente se dictó para combatir el monopolio y permitir 
a los ganaderos competir con libertad. La ley no les 
impide vender a quien quieran, donde quieran y por el 
precio que quieran, o no vender. En cambio, ha con- 
tribuido a que puedan vender a mejor precio o por lo 
menos cubriendo con razonable holgura los gastos de 
producción. 
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IX) Que no es más eficaz el ataque fundado en la 
libertad de asociación y en los nrts. 4 y 17 de la Cons- 
titución Nacional. Pues como se ha demostrado en an- 
teriores considera! idos y lo lia expresado muy pree isa- 
mente el juez liarían (197 U. S. 11, 2G) "la libertad 
asegurada P or '» Constitución no importa un derecho 
absoluto pura cada persona de estar, en todo tiempo y 
en todas las circunstancias, enteramente libre de res- 
tricciones. Ilay múltiples restricciones a las cuales las 
personas se hallan necesariamente sujetas para el bien 
común... La verdadera libertad fiara lodos no podrá 
existir bajo la a ción del principio que reconociera el 
derecho de cada individuo para usar el propio, sea con 
respecto a su persona O a su propiedad, con presein- 
dencia del daño que pudiera ocasionar a los demás. 
Esta Corte ha reeonot ido más de una vez que es un 
principio fundamental el de que las perdonas y la pro- 
piedad están sujetas a toda clase de ea raras y restric- 
ciones, en orden a asegurar el bienestar, salud y pros- 
peridad del Estado. . . ". 

La libertad de asociarse no tiene características 
particulares (pie In pongan u cubierto de las reglamen- 
taciones, restricciones y cargas que» con los Tines ex- 
presados, pueden imponerse a his demás que la Cons- 
titución reconoce. 

En el presente e¡iso, la agremiación obligatoria de 
los ganaderos no aparece como una imposición capri- 
chosa o arbitraria del legislador, sino cuino el medio de 
salvaguardar sus intereses y también los de todos los 
habitantes del país y la economía nacional afectados 
por la crisis de la ganadería. Tanto la disensión parla- 
mentaria de la ley (v. especialmente el Pía rio de Se- 
siones de la Cámara de Diputados, 1933, t. II, págs. 675 
y sígtes., 6SÜ t <i ( JO, (105) como las manifestaciones y las 
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gestiones realizadas por las diversas asociar iones ga- 
naderas tic la liepública, pusieron de matii Tiesto las 
dificultades, aparentemente insalvables de otra mane- 
ra, para ira 1 i zar mía arción común y efectiva. 

Por otra parte, las reirías establecidas como base 
tic la agremiación son prudentes y razonables, orienta- 
rlas en conocidos principios tic cooperativismo, que se 
procuró amoldar a la situación particular contemplada 
por la ley (Diario de Sesiones de la Cámara de Diputa- 
dos, líKii, t. III, pág« '271 \. 

Kn realidad, el agravio de qne se queja el actor 
radica en la sama que se baila obligado a aportar por 
aplicación del art. 17, inc. d), de la ley 11.747 ya que, 
como lo reconoce a fs. 279, la circunstancia de formar 
parle tic las entidades p revistas en el art. 5, ine. g) no 
le crea otras obligaciones susceptibles de originar re- 
clamos. Pero, como tlecía el juez líolmes en un caso en 
que se impugnaba la ley del Estado de Oklahoma por 
la cual se impuso a los Bancos del mismo una contribu- 
ción equivalente al 1 del promedio de los depósitos 
banca ríos diarios, destinada al Deposito! - 's Guurauty 
Kund creado con el objeto de asegurar el completo re- 
embolso de los depósitos en los casos de insolvencia de 
algunos de los Huncos, "un ulterior beneficio público 
puede justificar una comparativamente insignificante 
apropiación ilr la propiedad privada pata lo que, en .su 
finalidad inmediata, es un uso privado", que, en el caso 
ile nuestros ganaderos, se realiza cu beneficio de las 
partes afectadas. »*Y, por oiro lado, parecería que pue- 
de haber otros casos, además de los corrientes de impo- 
sición, en los cuales las ventajas que a las partes repor- 
ta un sistema de mutua defensa constituyen suficiente 
compensación por las correlativas cargas que están 
obligadas a aportar" {'2VJ 1*. S. 104, 11(1 y 111). Con- 
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viene recordar que, en dicho raso, la k y estadunl fue 
atacada como inconstitucional por importar una prlva- 
ción de la propiedad, sin compensación, para un uso 
privado, y también se arguyo que no so trata ha del 
ejercicio del poder de expropiación ni del poder de im- 
posición ni de un válido ejercicio del poder de policía. 

La contrihución exigida a los ganaderos por el art, 
17, i ne. d) no es un impuesto sino un aporte, como es- 
presamente lo manifestó el miembro informante de la 
Cámara de Diputados (Diario do Sesiones, 11133, t. II, 
p%. 67r>; t, 11 1, 221). Del análisis de los artículos 
transcriptos en el considerando I) »-esulta que al pago 
de la contribución establecida por el art. 17 de la ley 
11.747 sólo están obligados los vendedores de ciertas 
especies de tronados producidas en el pr.ís; esto es, un 
número do personas cuyas actividades «-e ejercen en las 
industrias rurales. Solo ellas y, en proporción de sus 
aportes individuales al fondo común, serán los accionis- 
tas de las entidades comerciales o industriales que se 
constituyan ile acuerdo con el iuc. g) del art. 5*. De esto 
se desprende que la propiedad de la nuil ril ilición se 
conserva dentro del patrimonio de quien hizo el aporte 
y puedo, además, constituirse para él en causa de utili- 
dad o financia independiente de! beneficio general que 
ta entidad tiene principalmente en mira procurar. Esta 
doblo circunstancia inunde asimilar al impuesto la con- 
tribución establecida por la ley 11.747, desde que aquél 
sólo es devuelto a quien lo paira, en la forma diluida de 
un beneficio colectivo y nunca con la perspectiva de 
cunlquicr beneficio personal. Por lo demás, Jas entida- 
des cuya creación a ni oriza la ley y, por consiguiente, 
su patrimonio, deben ser exclusivamente administradas 
por los propios contribuyentes en la forma determinada 
por la ley. 



UE JUSTICIA DE LA NACIÓN 535 

Por consiguiente, ni los principios constitucionales 
ni la jurisprudencia acerca del "impuesto" es de es- 
tricta aplicación a la contribución de la referencia. 

Es innegable que si el Congreso tiene ln facultad 
de imponer, en determinadas circunstancias, la agre- 
miación de todos los ganaderos, tiene también ía de 
proveer los medios razonables necesarios para que ella 
pueda lince rse efectiva (arls. 14 y 07, ines. 16 y 28, de 
la Constitución Nacional; Coolcy, Coustitutioual Liiui- 
tations, t. I, pág. 138; Willougbby, The Constitutionnl 
Luw, t. I, pág. 83 y sigts.). V es uu medio razonable de 
realizar el fin de orden común perseguido por la ley 
11.747 porque, a cambio de un pequeño aporto sobre la 
venta de cada animal, aporte que no tiene carácter de 
impuesto y, además, no es permanente, los demandantes 
no sólo se benefician con el aumento probable del precio 
de las haciendas al concurrir con sus coproductores a 
hacer desaparecer influencias perturbadoras dentro del 
mercado do carne* (hecho bien probado en los autos 
con el aumento de precios que subsigue a la ley), sino 
(pie, además, al mantener la propiedad parcial de esos 
u portes, se obtiene un evidente beneficio para la orga- 
nización tic la industria misma y de los intereses colec- 
tivos comprometidos. El interés público implicado en 
la ley fluye del hecho de que si t como los ganaderos lo 
sostuvieron tenazmente y lo demostraron, producían a 
pérdida por efecto, entre otras causas, de las combina- 
ciones organizadas por el capital f xtnMijero o nucional 
para regular los precios en mira de obtener ganancias 
excesivas, y siendo la industria de la carne una de las 
más importantes del país, de prolongarse tal situación 
la crisis snbreviniente acarrearía grandes males eco- 
nómicos al país y a la numerosa población que vive 
principalmente de aquélla. 
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En nombre de un remoto interés privado no sería 
posible eerrar los ojos ante el intetes público y el posi- 
tivo de millares de pinado ros, empeñados en la defensa 
de la ley tachada de ineonstítneiouaiidad. 

Es de advertir, por lo demás, ipie en nuestro país 
no es una novedad la imposición legal de enrías que no 
son impuestos ni tasas, de las que son ejemplo las que 
la ley 11,7-0 impone a los pal roñes en los casos de en- 
fermedad, vacaciones, etc. a sus empleados, cuya eons- 
titueíoualidad lia sido expresamente admitida por esta 
Cortu Suprema (Fallos: 181, 2ÜÍ1; 18!*, lí;U y otros). 

Por fin, de nceptarse como el señor Procurador 
General en su tflíctnmen, que nada obstaría a que el 
Estado destinara la contribución de referencia a la 
formación de un fondo permanente que le permitiera 
producir, comprar, industrializar o vender ganados y 
entregara la administración de ese ganado a la Junta 
Nacional de Carnes, no se advierte qué razón podría 
oponerse a la validez del procedimiento preferid» pol- 
la ley 11.747, que es más beneficioso para los ganaderos 
ya que, además de confiar directamente a ellos el ma- 
nejo de sus intereses, admite la posibilidad de disminuir 
y suprimir sus aportes, devolver los efect mulos y aun 
distribuir utilidades. 

X) Que con tales antecedentes el Gobierno de la 
ilación ha podido autorizar a los ganaderos n celebrar 
el contrato "sai generis" de que se trata, dándole ca- 
rácter obligatorio, en ejercí rio de su poder de policía 
con el fin de tutelar, mediante su intervención, funda- 
mentales intereses nacionales comprometidos. Xo está 
desconocido el derecho de asociarse con fines útiles o 
él de contratar en el caso de (pie, sobre una inmensa 
mayoría resuelta a ejercitar el suyo, según una forma 
determinada sancionada por la ley con fines de interés 
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publico, tres o cuatro personas invocando ese mismo 
derecho — liljortail de 110 contratar sobreentendida en 
la libertad de contratar — produzcan actos que importen 
hacer fracasar una iniciativa de cuyos beneficios ellas 
aprovechan y lian aprovechado económicamente tanto 
e;>mo Jas demás. Los actores hnn vendido sus novillos, 
desde la organización de la sociedad en el lí>34 a un pre- 
cio vi si lilemente mayor tjue el (jue antes tenían. En re- 
lación a esa libertad de contratar, cuando está de por 
medio é interés público y el bienestar general, debe 
actuar el poder de policía del Estado con el fin de evi- 
tar consecuencias desastrosas para la colectividad. La 
libertad de no contratar no puede, desde luego, invo- 
carse legítimamente cuando esta no significa despren- 
derse de bienes materiales de alguna importancia. En 
el presente caso el aporte o contribución es insignifi- 
cante, desdo que está compensado o puede estarlo con 
el aumento del prceio del producto, a lo cual se une el 
evento de utilidades posibles realizables por la entidad 
La compulsión estaría impuesta, en tal hipótesis, por 
el principio de la solidaridad social y la defensa de los 
intereses nacionales. De otro modo, el derecho de no 
contratar se usaría en perjuicio de la colectividad y de 
los mismos que lo invocan en este juicio. Kn estas cir- 
cunstancias, debe privar sobre aquél el poder do policía. 

XI) Que en cuanto a la objeción fundada en la 
delegación de facultades legislativas a la Junta Nacio- 
nal de Carnes es de advertir que al discutirse el asunto 
en la Cámara de Senadores, quedó aclarado que es el 
Poder Ejecutivo el que, a propuesta de la Junta, fija 
el respectivo por ciento dentro del límite establecido 
por la ley (Diario de Sesiones, 1933, t. II, pág. 755). 
Y así ha ocurrido en los hechos, como lo hace notar el 
señor Procurador General en su dictamen (fs. 345). La 
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validez de una disposición semejante os indiscutible con 
arreglo a la jurisprudencia de esta Corte sobre la ma- 
teria, como Jo ponen de manifiesto las sentencias de 
primera r ' vimda instancias (Fallos: 14$, 430; loó, 
178 y 185"; fóS» 323; 169, 209; 181, 306; 185, 12; 184, 639 ; 
conf* taiubic.i C'orwin, Tbc Presiden!, páfr. 111 y sigts.). 

Por los fundamentos expuestos en los precedentes 
considerandos y los concordantes del dictamen del se- 
ñor Procurador General y de la sentencia apelada, con- 
fírmase ésta en lo (pie lia sido materia del recurso extra- 
ordinario. Xotifítpiesc y devuélvanse debiendo reponerse 
el papel en el tribunal de su procedencia. 

ÍÍOS1KKTO RePETTO — ANTONIO Sa- 

q ajina — B. A. Xazau An- 

CHOBENA F. Tí AMOS MkJÍA. 



S. A. COMERCIAL E TNDT'STIilAL ' ' ROLF*' v, 
DIRECCION* GENERAL DEL IMlTEfcTO A 
LOS 1ÍEOITOS 

fíECCIiSO OttDlXAMt) />/■: APELACIÓN; Tercer» instancia, 
Juicio* ai ¡¡He ht S'tuíóu es ¡nirte. 

Es improcedente el i iirao ordinario d- apelación inter- 
puesto por la parle vencedora con respecto n la sentencia 
dictada en un juicio enntrn In Nación por devolución de 
ana cantidad mayor de cinco mil pesos, en canuto uo con- 
dena al fisco j 1 1 patío de las eostas cuyo valor no resulta 
exceder de dicha samai si bien procede, en camino, el re- 
curso interpuesto por el vencido en cuanto se hace hipar a 
la demanda. 

IMPUESTO Á LAS V EX TAS. 

El art. 5 de la ley 12.143 nn comprende al revendedor de 
mercaderías adquiridas en conjunto a im fabricante o im- 
portador. 
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IM PC ESTO A LAS VES TAS. 

El art. 17 de la Reglamentación General del Impuesto a las 
ventas debe ser interpretado en forma compatible con el 
íirt. "> de la ley 12.1-11!; de modo que no se aplica en los 
casos de simple venia de bis existencias de un eontribuyen- 
te comprendido en el íjk'. a) del citado art. 5. 

DÍPUESTC A LAS V EX TAS. 

Quien, sin hacerse ear<ro di'l pasivo, adquiere por compra 
las instalaciones, mueble*, ni i les. enseres, materias primas 
y mercaderías de una sociedad que im pagó por ellas el 
impuesto a tas ventas nu es responsable del ingreso del 
mismo. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, octubre 30 de 1942. 

Y vistos: pura resolver estos autos caratulados "Rolf S. 
A. Coni. e Industrial v. Gobierno de la Nación" s/ repetición, 
de los que resulta; 

l 9 Que .i fs. 11 se presenta la actorn deduciendo formal 
demanda contra el Superior Gobierno de la Nación por devo- 
lución de la suma de ¥ fi.07S.oS % qr.e le ba exigido indebida- 
mente la Dir. flrnl. del Impuesto a los Réditos, en mérito de las 
siguientes consideraciones : 

Dice que cti el año 1ÍKIU compró parte del activo de "La 
Mondiale" S. A. en liquidación mediante escritura pasada ante 
el escribano Blanco, con fecha 31 do diciembre ile esc año. 
Que por uit error de interpretación — seguramente — ¡a Dir. de 
Réditos le b izo saber en el año lí>37 que la había inscripto como 
contribuyente del impuesto a las ventas (núm, fie» 12-00) exi- 
giéndole en consecuencia el impuesto correspondiente a la re-' 
venta de los efectos que habían sido adquiridos a "La Mondin- 
le". Se sostiene que tal criterio es equivocado porque "Rolf" no 
había adquiridn el activo y pasivo de La Moudialc y porque ia 
actividad a que se dedica no se halla comprendida dentro de las 
disposiciones de bt ley 12.143 (art. í>'\ ines. a), b) y c). Que no 
obs!¡pi tí» lns gestiones hechas en este sentido la Dirección recha- 
zn los reclamos y resolvió exigirle el impuesío por la suma indi- 
cada anteriormente. Se hacen una serie de consideraciones más 
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y luepo de f un «lar la acción en las port i lientos disposiciones do 
la ley 12.143 y su decreto replanten t ario se pide, en de finí ti va, 
la devolución de ta suma redamada, con intereses y costas, 

"y Declarada ta competencia del juzgado y corrido iras- 
lado de la demanda ni procurador fiscal Dr. Emilio I'Yrnámlez, 
se presenta eont estando y dice que la demanda es improcedente. 
Transcribe como mejor fundamento pura eflo los informen pro- 
ducidos a fs, fto y fi!) por la División de Ventas y Asesoría le- 
trada de la Dir. fíral. d**l Impuesto a los Réditos. Sostiene, en 
definitiva, ipie la adora es deudora del impuesto porque no 
obstante su negativa, es indudable que la modal ¡dad especial 
dé la operación de compra hecha por ésta a "T.a Mtmdiale" im- 
plica una verdadera transferencia de negocio en cuyo caso se 
halla bajo el imperio de la disposición contenida *' ¡, el art, 17 
del decreto reglamentario. Niega ta impugnación de orden cons. 
titucional deducida COIltra esa disposición y pide, en definitiva, 
el rechazo de la acción; con costas. 

Considerando: 1» Que no existe entre partes contestación 
en lo que se refiere al pairo de! impuesto y a] monto del mismo, 
extremos qm, por otr;i parte, se hallan comprobadas acabada- 
mente con tn agregación de las actuaciones que corren ilc fs. 81 
a 82. Resta solamente, en consecuencia, ni juzgado, decidir la 
cuestión relativa a la sil nación de la aetora fronte a la ley de 
ventas, sobre cuyo particular discrepan las partea en forma 
diametral. 

2" Que al efecto conviene recordar en primer hipar quié- 
nes son fronte a la ley tos responsables del impuesto que motiva 
esta litis. K) art. ó v de la ley llí. 143 que resuelve todo lo rola* 
tivo a ello, dice textualmente: •"Son responsables directos del 
ingreso del impuesto; a) Los productores e industriales nacio- 
nales por el impttestn correspondiente a la venta de la merca- 
dería do su producción miinufadura ; bl los importadores, 
por el impuesto a las ventas de mercaderías importadas por 
cuenta propia n de terceros; y el los exportadores, por el im- 
puesto correspondiente a las mercaderías que salen del país 
por cuenta propia o de terceros". 

De acuerdo a la disposición transcripta, la adora no es res- 
ponsable del tribuí.* ciih inundo, porque no reviste ninguno 
de lo» caracteres propios a tos del productor, importador o ex- 
portador. Ello, por otra parte, no lia sido materia tic litis ni 
le lia sido atribuido el rótulo de uinuuno de osos ramos al nc- 
goe : o que explota bi Roe. An. "líolf". 

3* Que la dificultad nacida en el case* «pie se analiza pro- 
viene del criterio contrario sostenido por las partes respecto 
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n las disposiciones contenidas en el decreto reglamentario de la 
ley. El art. 17 de esa reglamentación, cuya api ¡calididad sostie- 
ne la demandada, dispone que cuando un responsable 1 "transfie. 
re mi negocio ". el comprador se hará cargo del impuesto por 
la* mercaderías que constituye» el activo comprado. Y el art. 
10 de ese mismo cuerpo reglamentario, dispone que cuando un 
responsable llega a dejar de producir, importar o exportar por 
cesación de negocio, deberá liquidar el impuesto adeudado hastn 
la liquidación total. 

En el ca-so particular que se analiza no se discute la liqui- 
dación de I,a Mimdiaie por cesación de ueoroeio. extremo que, 
por lo demás, se halla no solamente reconocido en la* actuacio- 
nes (pie precedieron a esta demanda, sino que también resulta 
acreditado por la certificación que corre agregada a fs. 57 de 
estos autos. 

Frente a este hecho probado, el suscripto estima inaplica- 
ble al caso la disposición contenida en el art. 17 del decreto re- 
clamen l ario de la ley y en consecuencia la repetición in- 
tentada en el .inicio debe prosperar, puesto que como se ha 
visto no existí- dentro de la ley disposición alguna que autori- 
ce el cobro de] impuesto en ta forma que se pretende a lo que 
cabe agregar que de conformidad con lo dispuesto por el art. 
16 — ya que existe liquidación de negocio por parte del vende- 
dor— la responsabilidad contributiva del ador desaparece, con- 
trariamente a lo que se ha sostenido cu la resolución de fs. 29, 

4'-' Que acreditado el pago y el monto de i a suma recla- 
mada, la repetición intentada debe prosperar de conformidad 
con lo dispuesto por el art. 7Ü2 del cód. civil. 

Por las precedentes consideraciones, fallo: declarando que 
el tinbicrno de la Nación deberá devolver a la Soe, An. Comer- 
cial o Industrial *'Iíolf" la suma de ¡ji <¡,(>71,óS. más sus inte- 
reses al estilo de los que percibe el Tía neo de la Noción Argenti- 
na <(]'', } desde bi fecha de la notificación de la demanda {S. 
C. Córdoba c. Fisco. 21-10-llMlM. Costas por su orden atenta 
la importancia de tos elementos cedidos por "La Mondiale" 
a la actora, y que ésta continuó sus opeiv iones en el mismo lo- 
cal de la vendedora, lo que pudo inducir al demandado a con- 
siderarse con derecho a exigir el impuesto cuya repetición se 
persigue. — Alfonso E. Voceará. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aírcw, jimio 21 de 1943. 

Y vistos j Por sn* fnndamentos, se confirma In sentencia 
apelada áv fs. 1(17 ni e.-to juicio seguido por líolf S. A. Co- 
mercial o Industrial contra Fi«co Xncionid (Diretvióu Gene- 
ra) del Impuesto u los Réditos), sobre repetición. Castas por 
su orden. Devuélvase. — litrardo Villar Vahído. — Carlos 
drl Campillo. — Juan A. Comáltz Calderón. — Eduardo Sar- 
miento. — Carlos Ih nrra. 



FALLO DK LA í'OIÍTL SL'PHKMA 

Buenos Aires, V de septiembre de 1ÍU4. 

Y vista ln precedente en usa caratulada "Ttolf S. A. 
Comercial e Industrial contra Fisco Nacional (AFinis- 
torio do Hacienda de la Nación)* Dirección General del 
Impuesto a los Réditos) sobre Repetición (Impuesto 
Ventas m$n. (¡.071,uS)" en la que se ha concedido el 
recurso ordinario a fs. 114 vta. y fs. lió vta. 

Y considerando: 

Que el recurso concedido a i's. 1M vta. ha debido 
denegarse, toda vez que se traía do una demanda por 
repetición tic ? ti.tl71.riS m-n.. y el atavio invocado por 
el apelante consiste en la exención de costas que eon- 
tioneu los fallos dictados en la causa. Corresponde así 
aplicar la jurisprudencia de Fallos 104, 108, conforme 
a la eiuvl en casos como el de autos en que no resulta quo 
el valor disputado en lo referente a costas excede el 
límite legal, el recurso interpuesto no procede. 

Que como lo expresa la sentencia apelada —al con- 
firmar ror sus fundamentos la de primera instancia — 
el art. de la ley 1:2,14:; determina quiénes son los res- 
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ponsabW directos del impuesto i\ las venías, entro los 
cuales no lisura el revendedor de mercaderías adquiri- 
das ra conjunto a su fabricante o importador. 

Que el ¡irl. 17 do l;i Reglamentación del Impuesto 
a las Ventas contempla el caso del contribuyente que 
"transfiere su comercio" y debo ser interpretado con 
alcance tal que lo lia ira compatible con lo dispuesto eu 
ei art 5* de la ley 12.143 diada, conforme a la jurispru- 
dencia de esta Corte que tiene decidido que debe pre- 
ferirse la hermenéutica concordante con las exigencias 
de la Constitución Raciona! fv. doctrina de Fallos: 14, 
*2§; 112, ítt; 182, ;U7 entre otros). 

Que conformo a lo expuesto el recordado art. 17 
carecí- tic aplicación en los casos de simple venta do lns 
existencias de un contribuyente, comprendido en el ínc. 
a) del nrt. ;V de la ley 12.143, supuesto en que el esta- 
blecnniettto de una nueva obligación de pagar el gra- 
vamen, por vía de reglamentación, serta incompatible 
con el principio constitucional que dispone que In crea- 
ción de impuestos es facultad legislativa y no regla- 
mentaria (Fallos: 11)5, a!) y los ííflí eilados). 

Que el inc. c) del art. 25 de la ley 11. f>S3, se refiere 
a un gravamen distinto del .pie establece la ley 12.143 
—Fallos: lí>S, VXl— y m todo caso contempla una si- 
tuación que no es la de autos. 

Sil SU mérito so confirma la sentencia apelada de 

ís, m. 

L:is costas de esta instancia, también por su orden. 
Hágase sabor y devuélvanse al trilniu, 1 de su proce- 
dencia, reponiéndose el papel en el juzgado de origen. 

KoDKHTO lÍKIM-TTO — A X TON 10 Sa- 

o a ii xa — F. Hamos Mejía. 
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ROSA DIZEO HE SERNA V OTRA v. NACION 
ARGENTINA 

PRESCRIPCWX: t • amiento. 

El término do prescripción de la acción pjira obtener el 
rei'oHiK-iiiiit'iitn derecho ti bt*tiofk-io establecfcto por el 
urt. ¡JO de la ley !M¡7."> eomieuza si correr, en rítanlo a los 
expedioionario* ¡il desierto eomprnididos en el deereto nú- 
mero 7G;2M. desde fl 7 ile noviembre de 1!»4Ü, fecha del 
mencionado deereto. 

PEXSIOSES MIUTAltt:S; K.rpnii, itrios al tlrsirrta. 

La circunstancia de í|uc el expedicionario al desierto com- 
prendido en el deereto X* 76.28», del 7 de noviembre de 
1940, haya fallecido untes de dictarse a<pié[ pero después de 
la sanción de la ley !M¡75, no priva a SUS causaba bien tes del 
beneficio que le habría correspondido conforme al uteneio- 
nadu decreto, desde cuya fecha debe pujárseles 1 1 beneficio 
correspondiente. 



SfcNTENrJA DEL Jl'EZ FEDERAL 

Buenas Aires, octubre 27 ile 1040. 

Y Visto»: estos nulos earn tillados : "Di/en de Sorna liosa 
y eíra c/ Gobierno de la Nación s/ pensión militar" de cuyo 

l'Stmlíii f'i'>!l!U : 

Que a fs. (i se presentan bis adoras por apoderado, de- 
mandando al superior Gobierno di- la Nación por cobro do p<-- 
sos 12,600 % y tutu más sus accesorios legales, intereses y cos- 
tas", ootuo así t;in,lih'ti el importo Je bis mensualidad* s /pie se 
hayan acumulado también eon intereses y rostas, ludirá que 
el padre y esposo de mis mandantes do ti Vi t tren tino Serna, se 
retiró del eji'ivito ron o| .jn.do do ra pitan. Que el derroto 
N* 7<>.2*!i di-I 7 de noviembre de 1040 lia calificado servi.-ios 
como los (pío prest, el citado capitán, como de "expi-dieiomi- 
rios al desierto'*. Kste reconocimiento del 1', E. coloca "al 
extinto esposo tío mi mandante dentro de los términos do la 
ley — art. .'10— Ello no obstante, ol I*. E. fm denegado 
los beneficios reelamailos sosh nieinlo ojie los eausaliahirntrfl 
de un militar fallecido con anterioridad al deereto núm. 7ü.2Híl t 
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no ptiMej invocar derechos que su oausant, no pudo trasmi- 
taj* dado que fnlWió con wterjori.l»,! , Ja di*»™ eioí ( n, 

Ir hubHTii an.nladn :,d. s dorocUns. UvínV.i , s(lI ^ . J 

afirmando «pío no e* el decreto sino |« j,. v víítV i ,?1 T' 

2n Corrido traslado de la demanda, lo evacúa a fe 15 
1. Sr I'ro,urador Kiscal. Kulicitando su ,,vl m , «u "rJfaí 

"pni^a proscripto decenal autorizada por ,1 nrt . 4023 
I 1 2 l -»>-«' I»»"»" <l- ¡'rriiiu,n« sena oí do la vianda 

4ft07°r n o, ll !. í,,TS, ' , ' i I vi< ' m HUJU'iuoi.al autorizada por el nrt 

4027, me 3>, «u,i cuanto a la* diiVroHou.s usuales de m J 

develan coa ,„ás d, P¡(1Ml «fu, d, ann.-^ídad a ¡a 

Xir-a que la* adoras puedan ahora modjfioar el beneficio 
nuo oporíuunou.nte so arurdó « su causante, v so remite nara 
fundar tal tos* n ln S constancias. dietAn.oues v . | c 
que obran en ol expodienle adminisl rativo. 

Sosiiono qno las loyos y vism no h«n creado tam- 

J i e :'" < ' ,, ; , I 1 **' pretende, y sólo s,nan aplicable* en cuan 

^oiif.-.s. m i ; ,|,. .Irnv .■t\,.|ivano'n tl . ■ Pirran. 

Considero n ri o : 
l' 1 .) Prc&cripción 

U prescripción decemd opuesta no punió prosperar Aun 

¡ ■ ■ J ' "y ■ ol docrot,, „iím. Tíi/JHü. , M 7 do imviem- 
n » ' (Molo 111 Militar nún,, ,'itun. ^ , uir , H n] ( . af ¡fj nir 

< ^Tminmlns .M,vi,ios nono h.oInMo* 01, bis ,x,u , n ,í a\ 
jKyr o. y a,o,,lar ,» consccueuom N« dc-oohns ,„ o do ta "aí 
ficaoiou no dot-nmi, najmrtó „ f JIV or do ]ns l^iolioiarios tanto 
^'-«Oftónro do ohli.a.dnn. suiinonto a ,r c feSÍÍ 

" "W un so ve si | WÍ „o r tl ,ra. quó oín-to pránirr, | Pnt 
m dec, ua,ad, cuando n, ■ p^na cu virt nd M t l 
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En cuanto a la procripe.ún quinquenal, la adora se lia 
aliñando en ro;iluhul desde el escrito de demanda, dad" que sólo 
reclama la diferencia de GiiJea años a la fecha entre la suma 
que se Le abona y la que entiende le correspondo. 

2*) De las constancias del exnediente «riimiii'trnliyo agre, 
gado al presente por Mierda separado, resulta j notificad o el 
parentesco que las aeti "as invocan, como así también la presta- 
ción por parte del capitán Florentino Serna, esposo y padre de 
las mismas, resp* eí mímenle, de servicios encuadrados en lo 
dispuesto por el dfi-.-eto núm. 7i¡.:2^t, — ver dictamen del 
Auditor General que obra ¡i fs. 7- del referid*- expediente 
«UmiiiLstrntivo. 

La muerte dé D. Florentino Serna, se produjo el día 28 
de febrero de t!H7, o sea con posterioridad ¡i la ley Í)(J75. cuyo 
artículo 30 establece que "los expedicionarios al desierto gozñi 
rán del sueldo y suplemento de actividad con arreglo a su 
jerarquía desde el ü de julio de UHíS lista dispofiicMll creaba 
a eada uno de los favorecidos un derecho exigióte fronte al 
poder piilil i o que se lo acordaba. Y el derecho, sin duda algu* 
na, deriva rte la ley misma y no de los sucesivos decretos que 
han ido calificando y asimilando a determinados seryji-ios mili- 
tares ta calificación \le "expedicionarios al desierto". 

3n La ley 11.293, dispone en su art. 1». que desde su 
promulgación tas pensione* que disfrutan ias viudas e hijos 
de guerreros del Brasil, del Paraguay y expedicionarios al de- 
sierto, cuyos causantes fallecieron con anterioridad a la sanción 
de la ley íl(¡7."». se liquidarán fie acuerdo con el presupuesto 
vigente. La ley 12.585 a su vez incluyó en los beneficios de 
lalej 11.293 a tos pensionistas cuyos causantes fallecieron entre 
el 5 do octubre de líHíi, fecha de la sanción de la ley 9G7-». y 
el 1* el.- jutí-, ile l!»2í). En esta última by fie encuentran com- 
prendidas las r.eionis, ya que el causante falleció el 28 de 
febrero de 1017. 

4*) líeeunoc ¡endose por la demandada que el Capitán 
Serna actuó como expedicionario al desierto, lógicamente debe 
admitirse que adquirió por ello derecho, a partir del í> de 
julio de líHi;. ¿i gozar del beneficio acordado por la Ley mía 
v completado Im^o por las leyes 11.2!»3 y 12..^8Ó. Y debe 
hacerse notar que las leyes 11.293 y l^.ós.l no hacen referencia 
a la condición de vida* en el guerrero o expedicionario, sino 
se refieren directamente a los pensionistas. A su vez el decreto 
7G.2S9 no crea una eatepnría de beneficiarios sino sólo reco- 
noce que los titulares de los servicios que enumera lian de consi- 
derarse comprendidos entre tales beneficiarios. La eireuitstan- 
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cía enteramente fortuita de que les militare» comprendidos vi- 
vieran o tío a la f celia del decreto, es insuficiente para alterar 
la situación de sus derecho-habientes. Si la Nación no reco- 
noció en vida del causante los beneficios a que éste era acreedor, 
tal circunstancia no puede servir de fundamento bastante para 
privar también a su cónyuge c hijos de los beneficios per- 
tinentes. 

No hay disposición lepa] — y los decretos reglamentarios 
no pueden alterar tales disposiciones, según lo establece el art, 
86, inc. 2) de la Constitución Nacional — que impida a los pen- 
sionistas gozar en su calidad de tales de un beneficio de su 
causahabicute no obstante reunir todos los requisitas prescrip- 
ton, no pudo obtener c» razón de su muerte previa. Por otra 
parte la solución contraria, llevaría ni absurdo de afirmar que 
las viudas e hijos de miliares que hubieran prestado idénticos 
servicios gozarían o no de los beneficios (pie la ley acuerda a 
todas, por In sola circunstancia de que sus padres o esposos 
vivieran o no a la fecha del decreto que calificó los servicios. 

Por lo expuesto fallo, haciendo lugar a la demanda, y 
declarando que la demandada deberá abonar desde cinco años 
antes de la fecha de ta demanda, la diferencia entre las sumas 
percibidas por las aetnras y las que de acuerdo al art. 30 do 
la ley 9675. ort. í» ley 12.08,1 y decreto núm. 76.289 les corres- 
pondía, de acuerdo a la liquidación a practicarse oportuna- 
mente, con intereses al tipo 1 lauco Nación, desde la notificación 
de la demanda y sin cosías. — Alfonso E. Voceará. 



Sentencia de la Cámara Feoe&al 

Bucuos Aires, 14 de junio de 1944. 

Y vistos : Estos autos sonidos por Rosa Dizeo de Serna y 
otra contra Gobierno de la Nación, sobre peni ion militar; y 

Considerando: 

Que el caso de Bniter contra la Nación a que se refiere el 
Sr. Procurador Fiscal de Cámara en su expresión de agravios 
de fs. 62 es distinto del sttb-fitr. En aquél, el efecto, en senten- 
cia que fuera confirmada por la Corte Suprema por sus funda- 
mentos (fallos 197:339) este Tribunal dejó establecido que por 
haber la ley 11.295 concretado sus beneficios a ciertos y deter- 
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minados participantes a la campaña del Chaco, ios compren- 
didos en las leyes ltiffij y 221*5, era desde el momento de la 
sanción de la primera que el recurrente o cualquier interesado 
pudo saber si se éneo» t ra ha o no comprendido en sus benefi- 
cios; y por lo tanto, que d sde la fecha de dicha ley 11,295 
corría la prescripción tic la acción. En el presente, en cambio, 
la acción se funda en la ley 91.75, que w refirió en (.'cneral a 
expedicionarios al desierto, calidud que fue recién precisada, 
en cuanto a los militares que se encontraban en igual situa- 
ción que el ca usa nte de las actores, por el decreto de lí>40. 
La solución tiene que ser distinta, como lo reconoció el repre- 
sentante de la Nación en el recordado caso de Brater, donde 
expresó a fs. f¡() : "si los beneficio* de la l*y 11.295 se hubieran 
"extendido indeterminadamente a todos los particípanos de 
"la campaña, seria acertado decir que la acción no está p res- 
cripta, porque fué recién en el año 1940 —fecha en que el 
"Poder Ejecutivo declaró tomo término de la Campa fui del 
" Chaco el año lili 7— cuando Brater pudo saber su condición 
"de expedicionario. lVro resulta ser que la ley 11.295 con ere- 
"ta filia beneficios a ciertos y determinados participante de la 
"campaña que son los comprendidos en las leyes 1Ü02 y 2295." 

Que esa fué por otra parte, la interpretación aciy'ada por 
esta Cunara al confirmar por sus fundamentos la sentencia 
dictada en el caso He r m ida contra la Nación, donde el señor 
Juez a-f/tift recha»i la excepción de prescripción por análogas 
■predaciones. Dicho pronunciamiento fué ¡i >tt vez, confirmado 
por la Corte Suprema cu 10 de mayo del corriente año. 

Que en cuanto a la fecha desde la cual las ae toras tienen 
derecho a que se los abone la diferencia de pensión, ella no 
puede ser otra que la del decreto fie 1941). como también quedó 
resuello en el recordado juicio de Ilcrmida. 

Por ello y funda turulos pertinentes de la sentencia apela- 
da, se la con firma en lo principal que decide y se la mollifica 
en cnanto a la fecha desde la cual deben abonarse las diferen- 
cias, que será la del decreto núni. 76,289. Sin costas, atenta la 
naturaleza de bis niesiioms debatidas v el rebultado de) re- 
curso. _ ./„„„ ,i. (fHtñin VahhrÚH. — Vatio» del Camp&fo.— 
Eduardo Sarnmntn. — Carlos Hon ra. 
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FALLO D1-] LA COK TE SITUE?' A 

Unenos Ai reí;, 4 tic septiembre de 1944. 

Y vistos: los autos: "Rosa Dizeo de Serna y otra 
v. (.¡ohienm de la Xaeión, sobre pensión militar", veni- 
dos de la Cámara Federal de la Capital, por vía del 
recurso ordinario de apelación. 

Por sus fundamentos y de acuerdo con la doctrina 
sustentada por esta Corte en las causas invocadas, se 
culi firma la sentencia apelada de fojas 84. Sin costas 
asimismo en esta instancia, en atención a la naturaleza 
de las cuestiones planteadas. 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 

líOHERTO R-EPETTO — ANTONIO Sa- 
C. AJÍ XA — B. A. NAZAR An- 

ghouexa — F. Ramos JÍejía, 



LUIS (¡T'KTiCI — Sr sucesión 

Ti K< ruso EXTHAOHftlS AMO: fírquMto* propina. Tieíncmn di- 
recta. Sentencia con fundamento* no federales o federales consenti- 
dos. Fundamentos de orden común. 

Es improcedente rl recurso extraordinario faiulndn en la 
iiiyuiistitm-imiíiticlsiil de* la ley 4712 di- la Pi-ov. de Buenos 
Aires como vmlatnna do Ins disposiciones de la legislación 
común, («ultra la sentencia t|Ue, interpretando t'l arf. 504 
del C. Civil cu forma qw no es insostenible ni arbitraria, 
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resuelve que no existe la violación invocada porque las dis- 
posiciones do la ley impugnada reposan en el citado artícu- 
lo del t\ Civil, que <>x presamente las autoriza ( T J. 



MERCEDES VAZQUEZ DE MARTINEZ 
v. Et'GEXIU I31XIO — Su si- cesión 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Sucesión. Fuero (te atrae- 
don. Aeeivufs ¡>er$nnitleH de h*.i acreedores. 

No competo a los tribunales federales sino al juez de la 
sucesión del dueño del negocio, conocer en el juicio sobre 
indemnización por despido de un empleado promovido con. 
tra ella y el extranjero a quien transfirió el establecimien- 
to por venta iiu aprobada aún judicialmente. 



Díctame y del PnocrnADOit Gexeiial 

r 

Suprema Corte : 

En junio do 1941, Ti. Vicente Fariña concertó con 
Da. Rosa Granó de Bixio el contrato de compraventa 
del negocio de fotografía "Bixio y Castíglione" que 
corre agregado a fs. 61 del juicio sucesorio de D, Euge- 
nio Bixio. Ese contrato, presentado oportunamente al 
juez de la sueesión, no resulta hasta boy haber sido 
aprobado. 

Entretanto, el 13 de febrero de 1942, la Sra. Mer- 
cedes Vázquez de Martínez, ex. empleada de la casa 
" Bixio y Castiglioni" demandó a Fariña ante la justi- 
cia de paz local, por indemnización de despido (esp. 
19.882, anexo); y como el demandado alegara ser sim- 
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pie administrador de dicho negocio — que pertenecía a 
la sucesión de D. Eugenio Bixio — , aquélla desistió del 
reclamo, dirigiéndolo, primero contra "Bixio y Casti- 
glioui" (i's. 13) y más tarde, en ligitio aparte, contra 
dicha sucesión y D. Vicente Fariña, en cuanto este últi- 
mo resultara comprador del establecimiento, una vez 
aprobado el contrato de compraventa a que aeabo de 
referirme {i's. 1, exp. iy.881). 

Es en este último expediente donde Fariña, repro- 
duciendo un argumento hecho ya valer en el 19.882, 
ha opuesto incompetencia de jurisdicción, - '"gando asis- 
tirle derecho al fuero federal, atenta su calidad de ex- 
tranjero. Desestimada esa defensa, trae ahora un re- 
curso extraordinario para ante V. S. que, a mi juicio,, 
es admisible. 

No opino lo mismo acerca de la tesis que Fariña 
sustenta, ya (pie aparece ahora demandada en primer 
término la sucesión, y la responsabilidad que a Fariña 
pudiera corresponder queda subordinada a la aproba- 
ción que preste al contrato de compraventa aludido el 
Sr. juez que interviene cu el juicio sucesorio. Práctica- 
mente, esa responsabilidad, contraída por la sucesión, 
sólo sería exigí ble de Fariña a título de continuador de 
aquélla. Nada tiene, pues, tic común este caso con el que 
motiva mi dictamen en 189: 121. 

Corresponde, en consecucncin, de conformidad a lo 
establecido en el art. 8 f do la ley 48, confirmar por sus 
fundamentos el auto apelado, de la Cámara Civil Pri- 
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Buenos Airea, 4 de septiembre de 1944. 

Y vistos : De conformidad con lo dictaminado por 
el Procurador General de la Nación, atento lo dispuesto 
por el art. 3Ü84, ine. 4* f del Código Civil, que manda en- 
tablar ante el juez de la sucesión las acciones personales 
de los acreedores del difunto antes de hi división de la 
herencia, y lo ordenado por el art. 2 9 de la ley U27 sobre 
juicios universales, se confirma la resolución de fs. 72 
en la parte que ha podido ser materia del recurso. Há- 
gase saber y devuélvanse. 

RoilERTO ÜEPETTO — A X TON 10 Sa- 
GAÜXA — B. A. XaZAH Aw- 

chohkxa — F. Hamos M, tía. 



SAMt'EL ROSKMIUiAT 

RECURSO EX TRA ORDIXA RIO : Requinto* propios. Relación di- 

#ícící. Norma» extrañas a\ juicio. 

No habiendo m ci liado privación o restricción substancial 
de bi defensa desde que el procesado fué oído, produjo 
pruebas e interpuso recursos lépales, y siendo una cuestión 
de hecho y prueba ajena a! recurso extraordinario la refe- 
rente a saber si está o no probada la infracción atribuida 
al apelante, debe declararse improcedente el recurso extra- 
onlinarin fundado en la violación del art. 18 de la Consti- 
tución Xaeional pur haberse aceptado mediante una inter- 
pretación extensiva del art. 2* de la ley 1 1.570, la validez 
de un acto que, según el acusado, no reúne los requisitos 
previstos en dicha disposición, por no existir prueba de 
la infracción y por no haberse dado a aquél oportunidad 
para hacer valer sus defensas en el sumario administrativo. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Es exacto que a fs. 155 vta./15G el infractor Samuel 
Kosemblal lia hecho una ligo ra alusión al derecho que 
le asiste de ejercitar libremente su defensa en juicio; 
poro no es menos cierto qun '»stos autos están demos- 
trando como ha podido hacer valer sus derechos — y lo 
ha hecho— con la amplitud de que da cuenta su inter- 
vención en la causa. 

Resulta de ello, que si bien el reetirso extraordina- 
rio fué bien concedido, corresponde confirmar por sus 
fundamentos el fallo apelado, obrante a fs. 202. — Bue- 
nos Aires, julio 6 de 1944. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de septiembre de 1944; 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el defensor Samuel Rosemblat contra la sentencia del 
Sr. Juez en lo Correccional de la Capital, confirmatoria 
de la resolución de la Secretaría de Trabajo y Previsión 
que lo impone una multa de cinco mil pesos por infrac- 
ción al art. 27 de la ley 12,713. 

Considerando : 

Que previa una investigación realizada por el Jefe 
de la Oficina del Trabajo a Domicilio se ordenó instruir 
el correspondiente sumario; el recurrente Samuel Ro- 
senblat fué citado, compareció y manifestó que sobre las 
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imputaciones que se le hacían se atenía a lo que dijera 
sil hijo y habilitado Jaime Guido Jtosenblat ; citado éste 
negó las imputaciones sin solicitar ninguna medida de 
prueba; ésta fué ampliarla para mejor proveer y reali- 
zada se dictó la resolución condenatoria, contra la cual 
interpuso Rosenblat recurso do apelación para ante e! 
Sr. Juez en lo Correccional, que le fué concedido de 
acuerdo con el art. 6* de la ley 11.570. 

Que el Sr. Juez en lo Correccional convocó a las 
partes de acuerdo con el art. V de la citada ley y en esa 
audiencia el defensor do Rosenblat presenta pruebas, 
alega la nulidad de lo actuado por violación del art. 2" 
de la ley 11.570, funda la apelación interpuesta e invoca 
la garantía constitucional de la inviolabilidad de la de- 
fensa en juicio establecida en el art. 18 de la Constitu- 
ción Nacional fundado en la forma en que tramitó el 
sumario, la falta de prueba para una condena y la falta 
de oportunidad para hacer valer sus derechos. 

Que el Sr. Juez en lo Correccional hizo lugar a 
algunas de las pruebas ofrecidas, denegó otras y reali- 
zadas aquéllas llamó autos para sentencia y dictó la 
recurrida rechazando la nulidad, la ínconstitucionalidnd 
y confirmando la pena impuesta, por lo que el defensor 
del acusado interpone recurso extraordinario fundado 
en la indicada violación del art. 18 y en un nuevo agra- 
vio, introducido al pedir aclaratoria de !a sentencia, 
consistente en la interpretación extensiva del art. 2' de 
la ley 11.570 contraría a su juicio, a lo dispuesto por el 
art. 12 del Código de Procedimientos en lo Criminal y 
Correccional. 

Que es jurisprudencia reiterada de esta Corte que 
para la procedencia del recurso extraordinario por vio- 
lación del principio de la inviolabilidad de la defensa en 
juicio no hasta invocar el art. 18 de la Constitución 
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Nacional, os indispensable qne haya privación o restric- 
ción substancial de aquella, lo que no ocurre cuando, 
como resulta de los antecedentes relatados, el acusado 
lia sido oído, lia ofrecido prueba y lia interpuesto los 
recursos que la ley le da (Fallos: 18Í), 306; 19(1, 220; 
192, 309; 193, 487; 194, 85). 

Que la existencia o no de prueba de la infracción 
es una cuestión de hecho y la interpretación del art, 2* 
de la ley 11.570, la luiina, contenido y valor del acta 
que ordena, y la mayor q menor amplitud en la aplica- 
ción de los prcreptos de la ley es una cuestión procesal 
y esta Corte lia resuelto constantemente que ni las cues- 
tiones de hecho y prueba, ni las procesales autorizan la 
interposición del recurso extraordinario (Fallos: 196, 
4Cíi y los allí citados; 1SÍ), 149; 190, 597; 192, 104; 193, 
490; 197, 370; 198, 203). 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador 
General de la Nación, se declara mal concedido el re- 
curso extraordinario. Xoüfíqueso y devuélvanse, repo- 
niéndose el papel en el juzgado do origen. 

1ÍOBKIITO TÍEPETTO — ANTONIO Sa- 

OAIÍNA — B. A. Nazar An- 
cnoiiENA — F, Ramos Metía. 



JUAN MANUEL RVIZ 

LOCACION DE COSAS. 

La circunstancia de que no haya mediado un contrato 
«preso, verbal o esevito, no basta para excluir la exis- 
tencia de un contrnto implícito sobre el pastaje en tierras 
finales, refrido por las disposiciones pertinentes de la loca- 
ción, si medió consentimiento tácito de ambas partes resal- 



-* ■' i 

556 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Unte (le la introducción de los animales en dichos campos 
con conocimiento de las autoridades nacionales, del pago 
del precio reglanientiirio y do otras circunstancias con- 
cordantes. 

PRIVILEGIOS, 

El crédito de la Nación por pastaje en tierras fiscales no 
poza del privilegio previsto en eí art. 94, ine. G 9 , sino en 
el art. lío, ine. 1^, de la ley 415(5, al 4 pie no obsta el englo- 
bamiento de Iils diversas anualidades adeudadas en una 
suma total ni la circuiistancia de que, ou la respectiva 
ejecución, se haya declarado qno la acción del Fisco esta- 
ba regida por la prescripción decenal por haber militado 
capitalización de Ja deuda. 



Sentencia t>el Juez Letrado 

Formosa, febrero 19 de 1943. 

Y vistos : este incidente caratulado "Sindicatura de la quie- 
bra de don .Juan Manuel lítiiz — Fisco Nacional soücitn veri- 
ficación, con privilegio, de un crédito" (agretrado por cuerda 
al expediente de la falencia, uúiu, 770 del año 1936), del que 
resulta : 

Que a fs, 1 se presenta el Procurador Fiscal, en represen- 
tación del fisco nacional solicitando verificación con el privile- 
gio que por la ley le corresponde — dice — de la suma de 
$ 59,909,27 J "¡í-. proveniente del crédito c intereses reclamados 
en el expediente núm. 151!) del ano 1930. caratulado 4 * Fisco 
Nacional c/ Ruiz, Juan Manuel — cobro de pesos juicio eje- 
cutivo". 

Sostiene que et indicado crédito está amparado por privi- 
legio general y privilegio especial conforme a las disposiciones 
de los arta. 94. inc. fí v y 95, ine, l fl de la ley 4156; por el 
primero — que se refiere a los créditos del fisco y de las Muni- 
cipalidades por impuestos adeudados — en razón de la calidad 
del acreedor, en favor de quien se amparan los fondos que van 
a constituir el tesoro fiscal, a fin de que el Estado pueda 
cumplir debidamente sus funciones de interés público superior; 
amparo que debe llegar a todas las fuentes de recursos del 
tesoro nacional y no solamente a los impuestos; y por el 
segundo, por haber existido una verdadera locación entre el 
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Fisco y el señor Ruiz, conforme a !a cual el primero concedió 
al segundo el uso y goce de un feudo rural de su pertenencia, 
mediante el pago \le un precio determinado en dinero; pide 

costas. 

Corrida vista al Síndico liquidador de la quiebra, a fs. 4 
éste se opone a que se reconozca privilegio al crédito reclamado 
y pide se lo tenga por quirografario; con costas. Dice que en 
materia de privilegio la interpretación es restrictiva y ante 
el claro precepto legal de que únicamente, los impuestos adeu- 
dados al fisco gozan de privilegio general —(pie no es el caso 
de autos— no procede acordar el beneficio del art. 94, inc. 6* 
de la ley 41 56. Y en cuanto al privilegio especial (art, 95, 
ine. l v , ley citada), tampoco le correspondo pnr tratarse de una 
deuda personal y ex ig i ble de -Juan Manuel líuiz. 

Y considerando : 

Que aun cuando el pedido de reconocimiento de privilegio 
general y especial «e lia formulado sobre un mismo crédito y 
una petición excluye a la otra, por cuanto en esa condición no 
puede teñese más que un privilegio, cabe resolver por su 
orden. 

Así. en cuanto al pretendido privilegio general, teniendo 
en cuenta que el propio recurrente expresa que su crédito no 
proviene de impuestos adeudados y que el art. 1)4. inc. 6» de 
la ley 4150 limita el privilegio general n "Los créditos del 
fisco y de las Municipalidades por impuestos adeudados", limi- 
tación que es restrictiva en materia de privilegios, no debe 
reconocérsele, 

Y en lo que se refiere al privilegio especial, que en el 
expediente núm. 1510 del año VX\0. sobre cobro ejecutivo de 
pesos seguido por el Fisco Nacional c/ Juan Manuel Ruiz, 
en el auto dictado en primera instancia a fs. 58 y que el 
Superior confirmó a fs. G3, ya kc resolvió sobre la calidad del 
título base de la ejecución, considerándolo de los comprendidos 
por el art. 4023 del O. Civil, al reclm/ar la excepción de pres- 
cripción, opuesta a la ejecución, por considerar qne "... con- 
corde con el criterio sustentado por el proveyente en casos 
"análogos, que se prescribe por cinco años la obligación de 
"pagar los atrasos de todo lo que debe pagarse por años o 
"plazos periódicos más cortos. Pero dicha disposición no 
"puede aplicarse a los pagos de una cantidad total implícita- 
" mente reconocida y derivada de una relación contractual táei- 
"ta, tal como la que surge de la notificación de fs. 28 dado 
"que la locación no reviste formas solemnes y tiene principio 
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11 de ejecución desde que se ocupa el inmueble, como lo sostiene 
"el Dr. Lafaille en su Teoría üenernt de los Contratos pág. 
"257". ".. .que fundando el pronunciamiento contenido en la 
"doctrina que surge del acuerdo de las Eximir, Cámaras Civiles 
"en pleno relativo a esln materia y tjue se registra en el núm, 
"1973 de la Gaceta <ld Foro, dijo el ex- vocal Dr. Znpiola: 
"Ahora bien, el vocablo "atrasos** que rige los tros ines. del 
"art. 4027, se refiere por definición a "pagos 1 ' sueldos o ren- 
"tas vencidas y no cobradas (véase el diccionario de la Aeade- 
"mia Española), de suerte que al disponer e! iuc. 3» que se 
"prescribe por cinco años la obligación de pagar los "atrasos" 
"de todo lo que deba pagarse por años o plazos periódicos nula 
"cortos, se refiere sin duda a intereses, réditos, dividendos y 
"demás valores derivados del capital y no al capital mismo; 
"en el que encuadran los totales adeudados por contra toa o 
"situaciones asimilables a esa relación jurídica y al que co- 
rrespondería aplicar l:i prescrii ; <m común de las acciones 
"personales (ver J. A. ia. 13 ág Tí»; 12 p. 130ü y 26 
"pag. 1425). 

Que este concepto encierra ta ibién el fnlln dictado en el 
expediente núm. 53 del año 1Í)3H caratulado "Fisco Nacional 
e/ la sucesión de Vicente E. Villafañe sobre cobro de peses 
(vía de apremio), a fs. 284, por la Exma, t ámara Federal de 
Apelación de Paraná, según e] cual "...H reconocimiento he- 
"cho por el deudor del derecho del acreedor a cobrar las sumas 
"de dinero a que se refieren las liquidaciones anteriores a la 
"mencionada carta de don Viceute E. Villafañe, en el que 
"efectuaba el paun antedicho y el que importaba las manifes- 
taciones de expreso reconocimiento hc<-lias primero por su 
"apoderado y después por el representa e de la sucesión, ya 
"se refiera a una suma global (pie totalizaba la deuda, modi- 
ficando substancial mente el título constitutivo de la obliga- 
"ción y haciendo aplicable a Iok fines de la prescripción la 
"disposición del nrl. 4023 del t\ Civil desde que una ve?! con- 
formadas por el deudor las liquidaciones efectuadas por el 
"Pisco Nacional, se transformaban en una deuda exitrible, 
"que hacía inaplicable la disposición del art. 4027, inc. 3' del 
"C. Civil qne se refiere a todo lo que deba pagarse por años 
"o plazos periódicos más cortos, en cuya situación ya no 
"puede comprenderse dicha obligación, dado el cambio ope- 
"rado en el título del acreedor en virtud de dicho reconocí- 
" miento. No correspondiendo en consecuencia reconocerle 
"tampoco este privilegio por tratarse de una deuda personal 
"exigible." Por ello resuelvo: no hacer lugar a la verificación 
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con privilegio general ni privi Icario especial, que de su crédito 
solicita el Fisco Nacional en la quiebra de don Juan Manuel 
líuiz; disponiendo que se mantenga el minino crédito como qui- 
rografario, conforme al provecto de distribución que en el indi- 
cado expediente de falencia lia presentado el síndico liquidador. 
Sin cortas, atento a la índole de la cuestión planteada por el 
representante del fisco. — Sixto A, Rudrújttcz. 



Skn'tencia de la Cámara Federal 

Paraná, 22 de diciembre de 1943. 

Y vistos ; 

Este incidente caratulado "Sindicatura de la quiebra de 
Don Juan Manuel Iíuiz — Fisco Nacional, solicita verificación, 
con privilegio de un crédito, año l!)3(i, núm. 770", venido por 
apelación interpuesta por el Fiscal contra la resolución de fa. 
13 a 15, que no haca lugar a la verificación con privilegio gene* 
ral ni privilegio especial que de su crédito solicita el Fisco 
Nacional en ta quiebra de don Juan Manuel Rutz; disponiendo 
que ae mantenga el mismo crédito como quirografario confor- 
me el proyecto de distribución que en el expediente de falencia 
ha presentado el síndico liquidador; sin costas atento a la 
índole de la cuestión planteada por el representante del Fisco; 
y por apelación, en cnanto no impone las costas a la parte 
vencida, interpuesta por el síndico y concedida a fs. 17; y 

Que el Fisco sostiene que ku crédito está amparado por 
el privilegio general reconocido por el art. 94, inc, 6 V de la 
ley 415G y por el especial a tjue se refiere el art. 95 inc. 1* 
de la misma. 

Que como lo expresa la resolución recurrida, loa pedidos 
formulados por e] representante del Fisco se excluyen, desde 
que no es posible que puedan tenerse los dos privilegios por el 
sólo crédito proveniente del pastaje cuyo cobro se persigue. 

Que en lo que se refiere al privilegio general invocado, la 
disposición citada, la limita a los créditos del Fisco y de las 
Municipalidades por impuestos adeudados y si se tiene en 
euenta que en materia de privilegios la interpretación es res- 
trictiva y no existen otros, que los declarados tales por la ley, 
resulta indudable que está ajustada a derecho la recurrida en 
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cuanto no acepta el privilegio general invocado, desde que en 
el caso no «e trata cobro de un impuesto, como se requiere 
para que pueda prosperar dicha pretensión, 

Qiie el impuesto es la cuota que el potler público obtiene 
del contribuyente en virtud de una ley pata ser aplicada a 
los servicios públicos del Estado y es inherente a dicho carác- 
ter, desde que la Nación en lo que a su cobro se refiere, 
procede como poder público y no como persona privada. En 
el caso, se trata de demanda por pastaje, y ocupación clandes- 
tina de lotes físgale**, en que el derecho que se freíanla emerge 
del dominio privado que este tiene sobre la tierra pública. 
Art. 2342. iuc 1» del C. Civil. 

Que si la Corte Suprema de Justicia Nacional, tiene esta- 
blecido en numerosa-; resoluciones, entre tas que pueden verse, 
las del t. IdO, P- : J2o\ l. 10o, p. 355 y t. 118, páfr. ü9 t que la 
Nación al celebrar contratos con los particulares con relación 
a la tierra publica, procede como persona jurídica, por tratarse 
de actos regidos por el derecho común, es evidente que dicho 
carácter no varía por el hecho de no existir contrato como 
Ocurre en el subíndice, desde que la vinculación jurídica exis- 
tente entre el dueño de la 1 ierra, que es el Fisco Nacional y su 
ocupante que es un particular, es siempre la misma y corres- 
ponde tt la relación privada del Estado con las personas. 

Que siendo evidente, de acuerdo con lo expuesto, lo mani- 
festado en ln recurrida y fundamentos concordantes del memo* 
riaí de fs. 27, que en el caso no se trata del cobro de impues- 
tos, sinó de relaciones privadas regidas por el derecho común, 
el privilegio general no procede y resulta ajustada a derecho 
Ta sentencia que así lo resuelve. 

Que en lo que se relaciona con el privilegia especial que 
también se invoca, en base a la disposición ya citnda de la 
ley de quiebras, es evidente que la locación uo ha existido» 
como lo reconoce el propio ador en las manifestaciones a que 
Se refiere el representante del Síndico tic la quiebra del deman- 
dado, de fs. 31 en adelante, a las tpie se remite el Tribunal, 
por estar ajustado a lo que consta en autos. 

Que de acuerdo con lo expuesto, no hubo el acuerdo de 
voluntades, que «s indispensable para que exista la locación 
invocada, con arreglo a lo establecido por el art. 14Í13 del 
C. Civil y su concordante el 1K57 del mismo código. Se trataría 
de una Himple lenenria legislada p«»r el art. 2>fr2 y sus corre- 
lativns de dicha ley. 

Que la falta de arrendamiento, m nnocidn por el Fisco, 
al calificar al demandado como intruso y accionar por cobro 
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de derechos de pastajes, hace inaplicable la disposición del citado 
art. 95 me. 1« de la ley de quiebras, que se refiere a los arren- 
damientos vencidos, consagrándose el privilegio especial para 
todo lo que exista dentro del fundo arrendado, cu va sitúa- 
cion, coi mi queda expresado, no es ta del presente caso, en que 
no hubo contrato de arrendamiento, como ya se aceptó implí- 
citamente por el Tribunal al resolverse sobre la prescripción 
inycicnda por el demandado, en el expediente núm. 1519, año 
ÜKitl. a fs. ó:!; confirmándose la resolución de fs. 58 a 59. 

Que lo expuesto y fundamentos de la recurrida, hacen 

1,11 esarias mayores ennsideraei s para la confirmación de 

la misma, por ser evidente que se trata de un crédito quiro- 
grafario, como bn sido verificado por el Síndico liquidador en 
el proyecto de distribución apresado al juicio de quiebra de 
la sucesión del nombrado Juan Manuel fíníz. 

Que en lo que se refiere a Jas costas, es? justo que se paguen 
por su orden, por la propia naturaleza del juicio v lo resuelto 
en el mencionado espediente ejecutivo, seguido por el Pisco 
Nacional contra el nombrado Ruiz por cobro de pesos, en el 
que se dictó sentencia de remate y se depositaron los fondos 
necesarios para que este se cobrara su crédito y en el que, 
el demandado, se limitó a dejar a salvo la acción ordinaria 
que pudiera cor responderle para repetir su importe, como lo 
manifestó en el escrito agregado a fs. 80 y siguientes del 
citado expediente núm, 15tí>, agregado por cuerda separada. 

Por lo expuesto y sus fundamentos, se confirma en todas 
sus partes la resolución apelada de f«». 13 a 15, debiendo pagarse 
las costas de esta instancia igualmente por su orden, por las 
razones expuestas. — Aurelfano Ttohjt. — Eduardo Garbino 
Guerra, — Julio A. fíe ni fez. 
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Buenos Aires, 6 de septiembre de 1944. 

Y vistos: El recurso do apelación ordinaria inter- 
puesto por el Ministerio Fiscal contra la sentencia de la 
Cámara Federal de Paraná en el juicio del Fisco Na- 
cional contra Juan M. Tíuiü —hoy su concurso — sobre 
privilegio en el cobro de simias provenientes Je pastaje 
en tierras de propiedad nacional; y 
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* 

Considerando: 

I) Que, sin contrato expreso ni sujeción a las le- 
yes y reglamentos sobre tierras fiscales, D, Juan M. 
Ruiz, desde 1922 o antes, Introdujo animales do su pro- 
piedad en campos de propiedad naeionul en el Territo- 
rio y Gobernación de Formosa; pagó el pastaje hasta 
fin de 192:2, dejando de hacerlo cu los años siguientes ; 
en 19.10 se formuló liquidación por el Ministerio de 
Agricultura» la que fué notificada en :il de enero de 
Jicho año con intimación de pago bajo apercibimiento 
de iniciar la correspondiente acción judicial — fs. 28 
del expediente "Fisco Nacional contra .litan Manuel 
Ruiz, cobro ejecutivo de pesos" — ; el Gobierno Provi- 
sional dispuso esa ejecución — fs. 31 — y ella se inició 
por el Procurador Fiscal ante el Juez Letrado de For- 
mosa en noviembre de 1930 — fs. 32 — ; notificado Raíz 
del mandamiento de ejecución y embargo, manifestó 
carecer de bienes y dio a embargo vacas de su propiedad 
que pastaban en "campos fiscales" — fs, 38—; el juicio 
terminó con sentencia definitiva — fs. 103— favorable 
al ejecutante; pero, como en el intervalo Ruiz había sido 
declarado en quiebra, el Procurador Fiscal promovió 
incidente sobre verificación, con privilegio, del crédito 
del Estado. 

II) Que dirho funcionario invocó el privilegio ge- 
neral del art. 94, inc. 6% de la ley 4156 por cuanto, en 
su concepto, el crédito por pastaje debín equipararse al 
proveniente de impuestos mencionados por la aludida 
ley, atentos los fines constitutivos del interés público y 
del tesoro nacional; e invocó asimismo el art, 95, inc. 
1*, de la ley de quiebras para reclamar el privilegio es- 
pecial sobre importo de arrendamientos atrasados — fs. 
1 y 2 de los autos sobre privilegio, en examen—; for- 
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mulada oposición por la sindicatura de la quiebra, por 
no tratarse ni de impuestos ni de arrendanúeatos — fs. 
4— el Juez Letrado decidió }a cuestión de acuerdo con 
dicho oponente y desestimó los pretendidos privilegios 
—fs. 13—; fallo que confirmó la Cámara Federal de 
Paraná a fs. 38, y recurrido, como se expresa en el 
exordio, por el Pisco — fs. 40—. 

III) Que es notoria la improcedencia del privi- 
legio general que se reclama con invocación al art. 94, 
me 6% de la ley mmi. 415G desde «pie, como acertada- 
mente se expresa por la sindicatura de la quiebra de 
Ruis y los fallos de primera y segunda instancias, en 
materia de impuestos el Estado actúa en su carácter v 
funomn de Poder Público —jure impertí— reclamando 
de los babilonios una cuota parte de sus bienes con el 
fin de proveer a los gastos generales de su sostenimien- 
to y dentro de las normas que prevén los nrts. 4, 16, 
17 y 67, ines. 1 y 2, de la Constitución Xacional; mien- 
tras que en la enajenación, arrendamiento y negocia- 
ción de tierras fiscales —inc. 3' del recordado art. 67-^ 
procede como persona jurídica prevista en el art. 33 
del Código Civil —Fallos: 100, 326; 106, 353; 118, 69. 

IV) Que no se puede llegar a la misma conclusión 
uegatoria del privilegio especial del art. í)5, inc. r, de 
la ley de quiebras sobre la base del principio y disposi- 
ción legal que define el arrendamiento o locación de co- 
sas como un contrato consensual bilateral en que una 
parte se obligue a conceder a la otra el uso o goce de 
una cosa o ejecutar una obra, y la otra a pagar por 
este uso o goce un precio determinado en dinero —art. 
1493 del Código Civil—; pues si m el caso de autos 
no hubo acuerdo expreso de voluntades, manifestado 
por escrito o verhalmente, hubo acuerdo tácito que se 
infiere de los beehos tales como se fueron produciendo, 
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según lo dijo esta Corte en el fallo del tomo 12, púg. 
464, confirmando "por sus fundamentos" lá sentencia 
del Juez Federal Dr. Manuel Zavaletn. En efecto, en 
el pleito Núñez v. íiúnieK por cobro de pastaje, se dijo: 
Considerando; Primero: "Que aunque no está justifi- 
cado que las partes hubiesen celebrado un contrato en 
virtud del cual expresamente se hubiese obligado Xú- 
ñez a tener los caballos de Gómez a pastoreo en sus po- 
treros, y el último se hubiese comprometido también ex- 
presamente a retribuir aquel servieio mediante un pre- 
cio determinado por cada caballo, o por la totalidad de 
ellos; está sin embargo claro o incontrovertiblemente 
constatado que los caballos entraron a pastoreo en los 
dichos potreros con conocimiento y consentimiento de 
los propietarios de éstos y de aquéllos"; y después de 
expresar en el considerando tercero que "aunque no 
prestaron su consentimiento de palabra, o por escrito, 
sino que él iba implícitamente manifestado en los hechos 
que ocurrieron, en la forma que para el consentimiento 
tácito determina el artículo noveno, título primero, sec- 
ción tercera, libro segundo del Código Civil, que no ha 
hecho otra cosa que consagrar la jurisprudencia ante- 
rior", afirma en el quinto: "Que el consentimiento 
acerca del servicio que debía prestar Núñez, y acerca de 
la retribución que debía abonarle Gómez, importa un 
verdadero contrato de locación, no sólo con arreglo a 
la jurisprudencia general, sino a la ley primera, título 
octavo, partida quinta, confirmada por el Código Civil 
en el artículo primero, título sexto, sección y libro ci- 
tado". 

Y) Que en el (aso de autos hubo consentimiento 
tácito en el hecho del pastaje desde que el Gobierno su- 
po de la introducción de animales de Kuiz, cobró aquél 
y éste pagó hasta el año 1Q22 inclusive — fs. 1 a 12, 
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juicio ejecutivo— el precio reglamentario, sin que se 
intentara desalojo de haciendas sino el cobro legal des- 
de el año 1923 en adelante — fs. 28 a 32 del mismo jui- 
cio— y en el mismo documento queda también definido 
el consentimiento de ÍMz sobre el precio anual desde 
quo nada observó al serle notificada la liquidación y 
posteriormente — fs. 37 v.— dijo que no pagaba por 
carecer de recursos, 

VI) Que ninguna importancia ni trascendencia 
jurídica tiene la calificación de intruso que se mencio- 
na en los documentos oficiales de fs. 13 y 30 y que el 
síndico y los tribunales de primera y segunda instan- 
cias invocan para descalificar como arrendamiento el 
pastaje discutido; esa palabra no quiere decir sino quo 
Ruiz introdujo sus animales a campos fiscales sin lle- 
nar las formalidades de ley (decreto de 16 de septiem- 
bre do 1925) y, por lo tanto, no podría acogerse a los 
derechos y beneficios de los que procedieran correcta- 
mente conforme a las disposiciones vigentes (art. 9 del 
mencionado decreto de 1925) pero no se concibe que por 
la infracción en que incurren bonificaran su condición 
legal de deudores, porque la lógica por el método ab 
absurdum que está en la índole de la interpretación ju- 
rídica repudia dicha tesis. Calificar de intruso a Ruiz, 
no desalojarlo corno manda el art. 9 citado y sobre ello 
descalificar el crédito del Fisco —que en un arrenda- 
miento o pastaje regular sería privilegiado, art. 3883 
del Código Civil— declarándolo quirografario y común, 
es un error notorio o inaceptable en un pronunciamiento 
de justicia. 

VII) Que el precio del pastaje es anual —decreto 
de 10 de septiembre de 1924— para los años anteriores 
y posteriores, es decir, está dentro del art. 95, inc. 1*, de 
la ley de quiebras a los efectos del privilegio y no obsta 
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en suma to- 




a ello la circunstancia de un 
tal por todas las anualidades 
taría de airosos que involucran créditos o rentas del Es- 
tado por uso de su propiedad y no la propiedad misma, 
como se pretende con la equivocada invocación de la 
autorizada opinión del ex-magistrado Dr. Za piola en 
un fallo de la Cámara do Apelaciones en lo Civil de la 
Capiüd. Aquí el acreedor no lia perdido parte alguna 
de su capital (campos de pastoreo) sino la renta legí- 
tima del empleo do ese capital por falta del pago co- 
rrespondiente. 

YTIl) <Juo carece do eficacia la errónea cita que 
en el documento oficial do fs. 17 del juicio Fisco Nacio- 
nal c/ Juan Manuel Rutz, cobro ejecutivo, sobre "Pues- 
to La Constancia" para llegar a la conclusión que en 
último término, no procedería el privilegio especial so- 
bre lo adeudado por pastaje do animales que no estaban 
en ese sitio pues en los documentos de fs. 7 y siguientes 
del mismo juicio se menciona toda la extensión ocupada 
por Ruiz y éste no observa la liquidación de fs. 28 ni su 
carácter do tal ocupante con animales en pastoreo, y 
así, en las planillas de fs. 7 y sigtes,, se especifican to- 
dos los "puestos" a que osa ocupación se refiere: "El 
Retiro" fs. 7; "Laguna Verde" fs. 8; "San Lorenzo" 
fs. 9; "Cavimonte" fs. 10; "Santa Rosa" fs. 11; "La 
Constancia" fs. 12. Xo es, pues, esta sola sección la 
afectada y sobre cuyos únicos animales "intrusos" pro- 
cede el crédito y su privilegio. 

IX) Que si, como lo ha dicho esta Corte, "el acree- 
dor por pastaje goza del derecho de retención hasta el 
pago de la deuda" —Fallos, 12, 464— ^o parece dudoso 
que sea procedente el privilegio del arrendador o loca- 
dor que menciona el art, 95, inc. 1*, de la ley de quie- 
bras sobre los arrendamientos vencidos en todo lo que 
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del fundo arrendado, incluso la cosecha 
del año tratándose de heredades, pues, como se ha vis- 
to, en el fallo del tomo 10, pág. 154 esta Corte llama 
"arrendador" al dueño del campo y "arrendatario" 
ni dueño de los animales en el contrato de talaje o pas- 
taje ; y en el del tomo 12, pág. 46*4, llama a ese acuerdo 
de voluntades — espreso o tácito — "verdadero contra- 
to de locación". Los privilegios deben ser estrictamen- 
te interpretados —Fallos : 8, 125 ; 105, 27— pero, desde 
luefp, admiten interpretación los preceptos jurídicos que 
los establecen y no parece de lógica elemental que el 
privilegio que cubro el crédito del Estado por una ne- 
gociación correcta le sea negado por aquella que, de la 
misma naturaleza en el fond >, procede de un abuso y 
una infracción del deudor. 

X) Que nada importa la circunstancia menciona- 
da por el Juez Letrado — fs, 14— de haberse aplicado, 
eu el juicio ejecutivo contra Ruiz, las normas de la pres- 
cripción decenal del art 4023 del Código Civil en lngar 
de la quinquenal del art. 4027, inc. 2*, pues, ni esa cues- 
tión fué sometida a la decisión de la Corte, de manera 
que comprometa su pronunciamiento actual en lo ata- 
ñedero al privilegio; ni tampoco está en contradicción 
con la doctrina que este Tribunal definió en los fallo» 
del tomo 105, pág. 488 y del coso Elisa Scheidler de 
Avellaneda v. la Nación sobre cobro de pesos y aumento 
de pensión —tomo 196, pág. 491— donde se dijo: "Que 
la suma de $ 9.890,17 m/n., que representan las pensio- 
nes acordadas a la actora desde la sanción de la ley 
11.268 (año 1923) hasta la fecha del aludido decreto, 
fué liquidada por la Tesorería General de la Nación, 
como se informa a fs, 36 y en tal situación la prescrip- 
ción que rige el caso es la de diez años del art. 4023 
del Código Civil por cuanto la deuda aparece capitali- 
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»adíi por la orden do pago respectiva En el caso en 
«xamen los atrasos de Ruiz por pastaje, pagadero por 
años, se habían capitalizado en 1930 por la liquidación 
de la Contaduría de la Dirección General de Tierras 
aprobada por el Gobierno Provisional — ís, 27 a 31 del 
juicio ejecutivo— sin dejar de ser atrasos equiparados 
a arriendos o locación —Fallos: 10, 1Ó4; 12, 464— y 
aceptada a fs. 28 por Ruiz. 

En su mérito se revoca la resolución apelada y se 
declara que corresponde al crédito del Pisco contra el 
«oncurso de quiebra de Juan Manuel Ruiz, por pastaje, 
el privilegio del art. 95, ine. V, de la ley de quiebras. 
Costas por su orden en todas las instancias. Hágase 
eaber y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el 
juzgado de origen. 

Roberto Repettq — Axtoxio Sa- 

GARXA — B. A. XAZAR An- 

chorena — F. Ramos Mejía. 



AVALLE Y CIA. v. PROVINCIA DE CORRIENTES 

JURISDICCION i COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Generalidades. 

La improcedencia del fuero originario de la Corte Supre- 
ma puede ser declarada en cualquier estado del juicio, aun 
cuando eu la providencia que dispuso convocar a juicio 
verbal a las partes en ¿m interdicto posesorio se ha va decla- 
rado la competencia del tribunal en cuanto hubiere lugar 
por derecho. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Prórroga. Convenio de partes. 
La cláusula por la cual un concesionario de servicios muni- 
cipales en una ciudad provincial fija en ella su domicilio 
a los efectos del cumplimiento de sus obligacimies, admi- 
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tiendo expresamente la jurisdicción de los tribunales ordi- 
narios, importa renunciar al fuero federal que pudiera co- 
rresponderá por razón de las personas y determina la 
incompetencia de la Corte Suprema para conocer en el 
interdicto de recobrar deducido contra la respectiva pro- 
vincia, fundado en que sus autoridades le han privado de 
la posesión de las instalaciones, medio» de transporte y 
accesorios que formun parte de ¡a concesión y la hacen 
posible. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Se objeta la jurisdicción de V. E. para conocer 
originariamente en este interdicto deducido contra la 
Provincia de Corrientes por la sociedad colectiva Ava- 
lle y Cía. y cuya finalidad es recuperar la posesión de 
un matadero público situado en la ciudad capital de di- 
cba provincia. V. E. dio curso a la acción, por haberse 
acreditado que los tres miembros componentes de la 
sociedad actora eran argentinos, y dos de ellos tenían 
su domicilio en la Provincia de Buenos Aires, y el ter- 
cero en esta Capital (fs. 37, 50 y 51). Empero, más 
tarde la demandada lia sostenido que: 

a) Se constituyó domicilio especial en Corrientes 
para todos los efectos de la concesión del mata- 
dero; 

b) Estaba asimismo convenido someter a juicio de 
arbitros cualquier diferencia relativa a dicha 
concesión ; 

c) La sub-jitdwe no es una "causa civil". 

É 

Respecto de lo primero, ciertamente no resultaba 
de autos al tiempo de dictar V. E. el proveído de fs. 51 
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que la ordenanza de concesión aludida, o la escritura 
^en que se la protocolizó, o la aceptación de ella por el 
primitivo concesionario Sr. Alejandro Avalle, fijaran 
como domicilio especial de este último la ciudad de Co- 
mentes; pero merced a la agregación de nuevos ele- 
mentos de criterio se ha puesto en evidencia que la so- 
ciedad Avalle y Cía., al ser constituíala por escritura 
pública el 24 de febrero de 1041, dejó constancia (cláu- 
sula 2') de que tendría s„ domicilio o asiento principal 
en la ciudad de Corrientes. Ante lo categórico de esa 
elección voluntaria, sea cual fuere ahora el domicilio 

socios, pa réceme imposible 
admitir que a los efectos del fuero la sociedad tenga 
otro domicilio que el elegido; máxime, cuando el único 
negocio de dicha sociedad se hallaba situado en Corrien- 
tes, y los tres socios {cláusula 17*) se sometieron expre- 
samente a la jurisdicción de los tribunales ordinarios 
de la misma ciudad (fs. 30 a 36, cxp. administrativo nú 
mero 580). 

En cuanto a lo segundo, no aparece demostrado que 
se pactara arbitraje alguno entre Avalle y Cía. y la Pro- 
vincia de Corrientes: se lo eonvmo, entre Alejandro 
Avalle y la Municipalidad de Corrientes, persona jurí- 
dica esta última que no es parte en el actual juicio. 
Además, pactado como lo fué en los términos de que da 
cuenta el art. 14 de la ordenanza «respectiva (fs. 15 vta.), 
tampoco habría hecho obligatorio someter a arbitros la 
procedencia de una simple medida policial como lo es el 
actual interdicto, ni menos la constitucionalidad del de- 
creto del gobierno provincial objetado; materias ambas 
que por su propia naturaleza han debido necesariamen- 
te ser sometidas al Poder Judicial. 

Por fin, acerca de sí los interdictos constituyen o 
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no "causa civil" a los efectos del fuero, V. E. Uene rei- 
terados fallos en sentido afirmativo. 

Tnítase, entonces, de causa civil entre la provin- 
cia de Corrientes y uno de sus vecinos; de donde, con 
arreglo a la jurisprudencia sentada en 171: 259, des- 
préndese no haberse acreditado Ja procedencia de la 
jurisdicción originaria de V. E. - Buenos Aires, julio 
ó de 1944. — Juan Al va tez. 
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Buenos Aires, 6 de septiembre de 1944. 

Vistos los autos; Avalle y Cía. v. Provincia de Co- 
rrientes s. interdicto de recobrar, y considerando: 

Que la demanda entablada por la sociedad Avalle y 
Cía. contra el Gobierno de la Provincia de Corrientes 
tiende a recobrar, por la vía sumaria del interdicto que 
reglamenta el título XXVII de la ley 50, la posesión del 
Matadero de la ciudad de Corrientes que le fué otorga- 
do en explotación, en uso do atribuciones' legales y cons- 
titucionales de la Municipalidad de aquella ciudad, pri- 
mero por ordenanza 143 del año 1937 y luego por la 163 
de abril 24 de 1939, modificatoria de aquélla. 

Que la primera ordenanza fué escriturada, con su 
reglamentación respectiva, el 19 de noviembre de 1937 
a favor de Alejandro Avalle, transformado luego en 
Avalle y Cía., sociedad colectiva compuesta de trefl 
miembros argentinos que deduce el interdicto en los 
términos siguientes. 

Que el Gobierno de la Provincia de Corrientes, con 
feeha 21 de octubre de 1943, después de declarar, con 
presciudencia de la Municipalidad, ilegal y caduca di- 
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cha concesión, anulando con efecto retroactivo las facul- 
tades legales y constitucionales concedidas por las su- 
«odicbas ordenanzas núms, 143 y 163 despojó, dice, por 
la fuerza, de la posesión y uso de los mataderos, de las 
instalaciones mecánicas, de los medios de transporte y 
de los demás accesorios que forman parle de la conce- 
sión y la hacen posible. 

Que contra tales afirmaciones la Provincia de Co- 
rrientes ha aducido, como primera defensa, la de que 
esta Corte Suprema carece de competencia para atender 
en la causa por no corresponder ésta a su jurisdicción 
originaria. Y aunque el Tribunal, al convocar a las par- 
tes a juicio verbal, ha tenido por acreditada tal jurisdic- 
ción ello fué sólo, como es de práctica, en cuanto hubie- 
re lugar por derecho, reservándose empero la facultad 
de analizar detenidamente el punto en cualquier estado 
de la causa si la competoneia fuese objetada, como lo 
ha sido. 

Que la jurisprudencia de esta Corte ha resuelto con 
reiteración que la defensa de incompetencia afecta prin- 
cipios de orden público cuya prevalencia debe ser man- 
tenida —Palios : 190, 170 y 490; 191, 341 y muchos otros. 
— Y por eso procede el examen, con carácter definitivo, 
de la cnestión ahora propuesta. 

Que el expediente administrativo agregado núm. 
580, letra M., folio 281, libro II, demuestra que al cons- 
tituirse por escritura pública la sociedad Avalle y Cía. 
el 24 de febrero de 1941, se convino por la cláusula se- 
gunda que ella tendría su domicilio o asiento principal 
en la ciudad de Corrientes, provincia del mismo nombre, 
pudiendo establecer su administración en la Capital Fe- 
deral, y por la décima séptima que para cualquier efec- 
to legal ajeno a la competencia de los árbitros, los so- 
cios se sometían a la jurisdicción de los tribunales ordi- 
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narios de la ciudad de Corrientes teniendo por válido 
para todos los efectos legales el domicilio de la sociedad. 
Que es expresa la jurisprudencia de esta Corte en 
el sentido de que la cláusula mediante la cual el vecino 
de una provincia fija domicilio en otra para el cumpli- 
miento de las obligaciones de un contrato, dando así ju- 
risdicción a los jueces de esa provincia, hace renuncia 
al fuero federal establecido cu su favor y que le corres- 
Pondm en virtud de los arts. 100 y 101 de la Constitu- 

Que creada la sociedad Avalle y Cía. con el objeto 
principal de dedicarse a la explotación del Matadero 
Municipal de la eiudad de Corrientes, constituido allí 
su domicilio y sometidos sus socios por expresa decla- 
ración a la jurisdicción de ios tribunales ordinarios dé 
aquella eiudad, no puede pretender sin manifiesta in- 
consecuencia, acogerse al fuero federal por razón de 
las personas con motivo de cuestiones derivadas de la 
concesión acordada por el poder público municipal a 
personas o entidades domiciliadas dentro de la provin- 

Que tampoco el fondo del asunto contempla en pri- 
mer término una situación en que el fuero federal surja 
por razón de la materia toda vez que el interdicto de re- 
cobrar o despojo deducido, más que una acción es un 
mero remedio policial, urgente y sumario dado en favor 
del que se encuentra en posesión de un inmueble, de un 
matadero en el caso, con o sin derecho de tenerlo, con- 
tra el que por sí y ante sí turba esa posesión con violen- 
cia o clandestinidad y se funda en el art. 2490 del Có- 
digo Civil ; y es su propósito restablecer en breve térmi- 
no las cosas al estado anterior al hecho que la origina 
sin prejuzgar sobre el derecho de posesión y menos so- 
bre el derecho de propiedad. Cualquiera sea el resulta- 
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do en el juicio de interdicto — siempre provisional — 
quedan a las partos las acciones posesorias y reales que 
vieran convenirles — *2, 61 ¡ 171, 266—. 

Que en tales condiciones surjo claro que no está en 
debate por ahora la garantía de los arts. 17 y 14 de la 
Constitución ni otro alguno sino una norma de orden 
público civil y procesal encaminada a restablecer eon 
la mayor celeridad posible el orden perturbado con vio- 
lencia o clandestinidad y no son por consiguiente apli- 
cables los arts. 101 de la Constitución, 1* de la ley 48 
y 2* de la ley 4055. 

En mérito de c*to* fundamentos y los concordantes 
del dictamen del señor Procurador General de la Nación, 
se declara que no procedo en el caso, el fuero originario 
de esta Corte Suprema. llagase sabor, repóngase el pa- 
pel y archívese* 

"Roberto Repetto — B. A. Nazar 
Axchoresa — F. Ramcs 
Mejía. 



BENEDICTO DI LORENZO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

La interpretación de las disposiciones* del C. de Proes. en 
lo Criminal referente al recurso de nulidad y a la rebeldía 
del defensor, api ten das por los tribunales federales en 
una causa sobre lesiones, es irrevisible pir medio del recur- 
so extraordinario. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento ij sentencia. 

Es violatorio del art. 18 dfi la Constitución Nacional el 
procedimiento por el eunl, sin que el defensor linya concu- 
rrido a las audiencias designadas a los efectos de los arte. 
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575 y 579 del C. do Procs. en lo Criminal ni ofrecido 
prueba alguna de descargo, se condena al procesado que 
no tuvo conocimiento de su falta ríe defensa. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Incoado procoso ante la justicia ordinaria de Men- 
doza contra Benedicto Segundo Di Lorenzo por lesiones 
causadas en mi accidente de tráfico, se recibió indaga- 
toria al procesado y éste designó defensor, constituyen- 
do domicilio legal (abril 7 de 1943, fs. 21). Dicho defen- 
sor — el Dr, Benito Mnrianetti — aceptó el cargo y se 
le notificaron los decretos designando audiencias en el 
juicio correccional, obrantes a fs. 23 vtu. y 24 vta., sin 
que compareciera a ninguna de ellas. En consecuencia, 
el juez, atento los elementos de criterio reunidos, dictó 
sentencia imponiendo a Di Lorenzo trescientos pesos de 
multa y un año de inhabilitación especial para conducir 
vehículos automotores ; penas ambas que dejó en suspen- 
so (agosto 5, fs. 29). Ese fallo fué notificado al defen- 
sor, por cédula ; y poco después, intimóse por dos veces, 
personalmente, a Di Lorenzo, repusiera el sellado (fs. 
31 vta. y 34 vta.). Consta además a fs. Í1G, que en 18 de 
octubre, el intimado pidió prórroga para dar cumpli- 
miento a esa intimación, sin que hasta ese momento ni 
él ni su defensor, interpusieran recurso contra la sen- 
tencia condenatoria. 

Así las cosas, en 30 de octubre, el defensor pide se 
declaren nulos los procedimientos porque habiéndosele 
mantenido bajo arresto por orden del Superior Gobier- 
no desde el 20 de junio hasta principios de octubre, vióse 
en la imposibilidad de atender a la defensa (fs. 37). Tal 
petición ha sido desestimada por la Cámara de Apela- 
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ciones en lo Comercial y Criminal de Mendoza» entre 
otras razones, porque ni hay prueba en ñutos del arresto 
invocado ni, caso de haberla, hubiera ello impedido al 
defensor asistir a las dos audiencias citadas, anteriores 
ambas a la presunta restricción de libertad. Contra ese 
fallo se trae ahora recurso extraordinario. 

Basta referir los antecedentes del caso para que 
salte a la vista la improcedencia de tal recurso. Solicito 
de V. E. lo declare mal concedido, — Buenos Aires, julio 
20 de 1944. — Juan Aleares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de septiembre de 1944. 

Y vistos : El roe irso extraordinario deducido por 
el defensor de Benedii'to Di Lorenzo contra la sentencia 
de la Cánwa de Apelaciones en lo Criminal y Correc- 
cional de Mendoza, que rechaza el pedido de nulidad de 
lo actuado en el juicio que se siguió contra su defendido 
por el delito de lesiones culposa*. 

Considerando : 

Que al prestar declaración indagatoria Di Lorenzo 
designó defensor y éste aceptó el cargo a fs. 22 vtn. ; 
qne convocadas las partes a juicio verbal a los efectos 
determinados por el art. 575 del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal y Correccional para la justicia fede- 
ral y los tribunales de la Cnpital Federal y territorios 
nacionales, aplicable al caso según lo establece el tribu- 
nal a-qtto. es decir para oír la acusación y defensa, sólo 
concurrió el Agente Fisí>al que acusó solicitando pena y 
como no hubiera concurrido el defensor le acusó re- 
beldía y pidió se le diera por decaído el derecho dejado 
de usar, lo que el juez ordenó se tuviera presente ; pos- 
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tcriormente se citó a nuevo juicio verbal a los efectos 
del art. 579 del mismo Código, es decir para alegar so- 
bre las pruebas, comparendo que no se realizó, se llamó 
autos para sentencia y se dictó la de fs. 29, el 5 de 
agosto de 1943, condenando a Di Lorenzo, en forma con- 
dicional, a trescientos pesos de mulla y un año de inha- 
bilitación y al pago de las costas, sentencia que fué no- 
tificada por cédula al defensor y al defendido — fs. 31—; 
declarada firme la sentencia se citó al condenado para 
la reposición del sellado — fs. 31 vta.— y éste pidió una 
prórroga — fs. 36 — . 

Que en tal estado del juicio se presenta el defensor, 
el 30 de octubre del mismo año, manifestando que por 
haber estado privado de su libertad le ha sido imposible 
la defensa del procesado y alegando la nulidad de las ac- 
tuaciones producidas desde la fs. 27 en adelante porque 
Di Lorenzo ha carecido de defensa en juicio y se ha vio- 
lado la garantía del art. 18 do la Constitución Nacional, 
que exijo que el litigante sea oído y se le dé oportuni- 
dad de hacer valer sus medios de defensa, dejando plan- 
teado el caso federal. 

Qne rechazada en ambas instancias la nulidad ale- 
gada, el recurrente interpone recurso extraordinario pa- 
ra ante esta Corte, que le ha sido concedido y procede, 
pues so invoca una garantía constitucional y la resolu- 
ción ha sido contraria al derecho en cuyo amparo ha 
sido invocada —art. 100 de la Constitución Nacional; 
art. 14, inc. 3*, de la ley 48; Fallos: 193, 408; 195, 22; 
196, 19. 

Que la procedencia, dado el estado del juicio, del 
recurso o acción de nulidad deducido y la interpretación 
dada a las disposiciones del Código de Procedimientos 
en cuanto a la rebeldía del defensor, contraria, por cier- 
to, a la de esta Corte en el caso de José Rojas Molina 
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— Fallos : 189, 34 — son cuestiones de carácter procesal 
irremisibles por medio del recurso extraordinario — Fa- 
llos: 1D2, 104; lí>3, 115 y 4%; 197, 370— por lo que 
sólo corresponde que la Corto se pronuncie sobre sí, en 
el caso, la inviolabilidad de la defensa en juicio lia sido 
desconocida. 

Que en materia crimimil la garantía del art. 18 de 
la Constitución Nacional consisto cu la observancia de 
las formas substanciales del juicio relativas a la acusa- 
ción, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces 
naturales —Fallos: 125, 10; 127, 2G— y en el caso de 
José lio jas Molina, citado en el considerando anterior, 
venido a conocimiento de !a Corte por recurso ordinario 
de apelación, el Tribunal declaró nulo todo lo obrado 
por cuanto, formulada la acusación, al defensor no pre- 
sentó defensa alguna, se le dio por dccjiído el derecho 
de presentarla, so recibid al juicio a prueba, se llamó 
autos para sentencia, al defensor no concurrió al infor- 
me tu voce y dictada la sentencia no apeló, la que eleva- 
da en consulta fué confirmada por la Cámara, Se consi- 
deraron violadas reglas esenciales de procedimiento y 
que el acusado liabíu sido condenado sin ser oído. La 
Corte hizo la interpretación del Código de Procedimien- 
tos declarando que no autorizaba la rebeldía decretada 
en primera instancia, que correspondía intimar al de- 
fensor la presentación de la defensa y on caso omiso 
separarlo del cargo y designar otro en su reemplazo. Di- 
jo entonces que esa interpretación concordaba con la ga- 
rantía del art. 18 y es, en consecuencia, patente que la 
interpretación contraria dada en el caso es violatoria de 
aquélla, 

Que en el caso de Cipriano Vázquez —Fallos : 155, 
374— se rechazó el recurso extraordinario porque la 
falta de intervención del defensor particular designado 
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se debía a la propia negligencia de Vázquez, que se ha- 
llaba en libertad provisional, pero el caso es distinto 
pues \ ¡ízquez había sido defendido por el defensor de 
pobres. Es indudable la necesidad de mantener el orden 
de los juicios y el derecho de exijir que los trámites ju- 
diciales se cumplan dentro de los términos y en las for- 
mas establecidas por la ley y por ello no se ha conside- 
rado violada la garantía cuando la omisión se ha debi- 
do a negligencia de la parte y no se ha tratado de una 
forma esencial .orno es la defensa criminal —Fallos: 
104, 85 — . íg Uu i doctrina se aplicó en el caso de Arman- 
do y Héctor Bisutti, fallado el o do julio último, en el que 
los acusados so habían defendido en primera instancia y 
por negligencia habían omitido presentar en segunda el 
memorial a que tenían derecho y producir prueba que no 
habían producido en primera instancia. En el presente 
caso, por otra parte, tal negligencia no ha existido. El 
procesado lia prestado declaración indagatoria, consti- 
tuido domicilio y designado defensor y no ha tenido co- 
nocimiento de su falta de defensa porque ni se declaró 
la rebeldía solicitada, ni se le notificó la deserción del 
defensor, que se debió de hacer, como se hizo cuando se 
trató de la reposición del sellado. 

Por estos fundamentos, oído el Sr. Procurador Ge- 
neral de la NTación, se revoca la sentencia apelada en 
cuanto lia podido ser materia del recurso extraordina- 
rio. Notifíquese y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Attonic Sa- 
oarna — B. A. Nazar An- 
chores* — F. Ramos Mejía, 
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JOSE COSTA v. FERROCARRIL BUENOS AIRES 

AL PACIFICO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Cuestiones 
no fedérale*. Interpretación de normas y actos comunes. 

Las disposiciones del Reglamento General de Ferrocarriles 
referentes al transporte de las cargas, como ct art. 253, 
no tienen carácter federal sino común y su interpretación 
no basta para fundar el recurso extraordinario (*). 



V1TALIAXO MONTESI v. OBRAS 
DE LA NACION 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. Fundamcnton de orden común 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
preeminencia que la ley otorga a los actos federales de las 
autoridades nacionales, contra la sentencia que, partiendo 
de la base de que el nrt. 21 de la ley 10,998 — disposición 
de carácter común — sólo acuerda preferencia a los créditos 
provenientes de la construcción de obras por cuenta de los 
propietarios y de que la respectiva ley provincial tampoco 
autoriza a estender ese beneficio a los créditos emergentes 
de loa servicios prestados por Obras Sanitarias de la Na- 
ción r concluye que no lia podido establecérselo válidamente 
por convenio entre las respectivas autoridades nacionales 
y provinciales. 



(t) II do ielioml.ro Ao 1ÍM4. Fnllús : ISO, 124; 194, 493 j m. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Vitaliano Montesi, artqui rente de una finca sita en 
Cañada de Gómez, fué apremiado por Obras Sanitarias 
de la Nación a fin de que pagara deudas procedentes de 
servicios sanitarios prestados a ese predio con anterio- 
ridad a la fecha de la compra. Hecho efectivo el pago, 
Üontesi inició demanda de repetición, por la vía ordi- 
naria; y la Cámara Federal de Rosario lia dictado sen- 
tencia en tal juicio, el 17 de marzo ppdo., haciendo lugar 
a la demanda. Se funda el tribunal en que la responsabi- 
lidad del nuevo propjetario por las deudas de su ante- 
cesor en lo relativo a servicios sanitarios, sólo pudo ser 
establecida por ley, y dicha ley no existe, siendo insufi- 
cientes para reemplazarla los decretos en que el P. E. 
de la Nación aprobó un convenio celebrado entre el Eje- 
cutivo de Santa Fe y Obras Sanitarias de la Nación. 
Contra tal fallo trae la demandada un recurso extraor- 
dinario, que me parece admisible, pues se lo funda en 
la interpretación a darse al art, 21 de una ley —la 10.998 
— que reviste para el caso los caracteres de especial del 
Congreso. 

El artículo del convenio en que se basa la acción, 
dice así en su parte pertinente (fs. 18 vta.) : 

"Los inmuebles en los cuales Obras Sanitarias de 
la Nación hubiese construido obras por cuenta de los 
propietarios, los que adeudasen servicios y en general 
cualquier suma de acuerdo con las disposiciones de este 
Convenio, responden por el pago de la deuda quedando 
afectados hasta su cancelación. Los escribanos no otor- 
garán escrituras de transferencia de la propiedad, o 
constitución de derechos reales, sin el certificado de la 
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Inspección de Obras Sanitarias de la Nación, que esta- 
blezca haberse pagado el importe de las obras o deudas 
a que se refiere este artículo. Si los escribanos faltasen 
a esta disposición, quedarán personalmente responsa- 
bles por el pago de la deuda, y el cobro de ésta se hará 
por la vía ejecutiva en la forma que se establece más 
adelante ". 

En el caso actual, el escribano dió fe de no adeu- 
darse servicios de Obras Sanitarias {fs. 25), aunque la 
oficina respectiva asegura no habérsele requerido el cer- 
tificado pertinente (fs. 22 vtn.). En cuanto a la ley na- 
cional 10,998, a cuya interpretación se refiere el recurso, 
previene : 

Art. 21. "Los inmuebles en que Obras Sanitarias 
de la Nación construyese obras de acuerdo con los arts. 
19 y 20, quedarán afectados al pago de la deuda hasta 
su cancelación. 

"A este efecto, y por lo que respecta a las ciuda- 
des de provincia, constará en los convenios con los go- 
biernos respectivos, que éstos dictarán leyes estable- 
ciendo que los escribanos públicos no otorgarán escritu- 
ras de transferencia de la propiedad, o de constitución 
de derechos reales, sin el certificado de Obras Sanita- 
rias de la Nación que establezca haberse pagado el im- 
porte do las obras, y en su caso» el total de las cuotas 
vencidas" (cuotas autorizadas por los artículos 19 y 
20, para pago de dichas obras). 

La Cámara Federal de Rosario admite en su fallo 
de fs. 59 que la Provincia de Santa Fe dictó el 20 de 
junio de 1924 una ley, autorizando al Ejecutivo a con- 
tratar con el Gobierno de la Nación, de acuerdo a las 
leyes 10.998 y 11.165, la construcción de obras de aguas 
corrientes y desagües (Bol Ofic. Prov. julio 24 de 1924) ; 
pero entiende que ni la ley 10.998 ni la 11.165, hacen 
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extensivo al cobro de servicios el privilegio creado para 
garantizar el pago del precio de las obras. 

Planteada así Ja cuestión, sólo resta establecer si, 
con posterioridad a dichas leyes, el Congreso lia dictado 
obras que amplíen el privilegio, pues de ocurrir tal cir- 
cunstancia, adquiriría ipso fado validez cualquier cláu- 
sula del contrato quo resultare ajustarse a semejante 
ampliación. A este respecto, cabe advertir que la ley 
N* 11,744, referible a un sistema de desagües para la 
Capital Federal, a costearse con cuotas anuales calcu- 
ladas sobre el avalúo vigente para el cobro de los servi- 
cios sanitarios, contiene cierta disposición que parecie- 
ra autorizar alguna duda. En efecto, establece que dicha 
tasa se cobre como las demás de Obras Sanitarias y re- 
cargos establecidos, conforme al procedimiento aplica- 
ble al cobro de la contribución territorial {art. 9) ; pro- 
cedimiento que, según la ley 11.285 (art. 21) permite 
responsabilizar al adquirente de la propiedad, por loa 
impuestos que esta última adeuda. 

Empero, pa réceme un poco forzado acordar carac- 
teres de modificación general al sistema de Obras Sani- 
tarias en toda la República, esa frase intercalada en ana 
ley, cuyo objeto fué, como queda dicho, corregir desa- 
gües de la Capital Federal. Puesto que la 10.998 ha 
deferido a leyes provinciales, y a convenios fundado» 
en ellas, el alcance de las responsabilidades de loa ad- 
quirentes frente a deudas de la propiedad anteriores a 
la adquisición, encuentro preferible atenerse ai criterio 
exteriorizado por la Ctimara Federal en su fallo, mien- 
tras el Congreso no exteriorice más claramente el pro- 
pósito de cambiar de sistema. 

Me inclino, pues, a pensar, que debe confirmarse 

dicho fallo en cuanto pudo ser materia de recurso. 

Buenos Aires, junio 9 de 1943. — Juan Alvares. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de septiembre de 1944. 

Y vistos: Los autos seguidos por Montesi Vitalia- 
no contra Obras Sanitarias do la Nación sobre repeti- 
ción de pago, venidos de la Cámara Federal de Rosario 
por recorso extraordinario concedido a fs. 64. 

Considerando : 

Que según la sentencia recurrida, el art. 21 de la 
ley 10.098 sólo acuerda preferencia a \ú3 créditos prove- 
nientes de la construcción de obras realizadas por cuen- 
ta de los propietarios y la ley de la Provincia de Santa 
Fe del 20 de junio de 1924 no autoriza a extender ese 
beneficio a los créditos emergentes de los servicios que 
presta Obras Sanitarias de la Nación, de lo eual dedu- 
ce que tampoco pudo hacerlo válidamente el convenio 
firmado entre el Presidente del Directorio de dicha re- 
partición y el representante de Santa Fe y aprobado 
por las respectivas autoridades nacionales, provinciales 
y municipales. 

Que el art. 21 de la ley 10.998 reviste carácter co- 
mún (Fallos: 178, 103) y su interpretación y la de la ley 
provincial de referencia hecha por el tribunal apelado, 
de la cual depende la solución de la causa, es irrevisi- 
ble por medio del recurso extraordinario y no puede 
servir de base al mismo. 

Que, por consiguiente, no pueden constituir funda- 
mento suficiente de dicho recurso la invalidación de la 
cláusula del mencionado convenio por la cual se acuer- 
da privilegio al crédito por servicios sanitarios presta- 
dos a los particulares ni la preeminencia que la ley otor- 
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ga a los actos federales de las autoridades de la Nación, 
desde que se trata de una cuestión regida y resuelta, no 
por normas federales, sino de derecho común y local. 

En su mérito, oído el Sr. Procurador General, de- 
clárase improcedente el recurso interpuesto a f s. 62 por 
la demandada. Notifíquese y devuélvanse al tribunal de 
procedencia, donde se repondrá el papel. 

Roberto Repktto — Antonio Sa- 
oabna — B. A. Xazah An- 
chores — P. Ramos Mejía. 



dA. DE ELECTRICIDAD DE CORRIENTES 
v. PROVINCIA DE CORRIENTES 

INTERDICTOS: Procedimiento. 

La circunstancia de que en la audiencia designada a los 
efectos del art. 333 de la ley 50 el demandado se haya 
expedido en forma que importa un alegato, autoriza a 
señalar una nueva audiencia para que también pueda ha- 
cerlo el actor, aun cuando la continuación del juicio verbal 
sea innecesaria para producir la prueba ofrecida (11 de 
setiembre de 1944). 



JUAN B. FERNANDEZ v. GUILLERMO MARTINEZ Y CIA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di» 
recta. Sentencias con fundamentos «o federales o federales consen- 
tidos. Fundamentos de orden procesal. 

Las cuestiones vinculadas con las normas que rigen loa pro- 
cedimientos de los tribunales apelados no dan lugar a reso- 
rte recurso extraordinario, aunque w 
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invoquen garantías constitucionales que carecen de rela- 
ción directa con la materia del pronunciamiento. 

SUPERINTENDENCIA. 

La circunstancia de que una cámara federal haya dictado 
sentencia con el quorum mínimo de tres vocales concordan- 
tes en !a resolución del pleito, no autoriza la intervención 
de la Corte Suprema por vía de superintendencia. 

CAMARA FEDERAL. 

Las cámaras federales, como la Corte Suprema, pueden 
decidir los pleitos sometidos n su conocimiento con ln Asis- 
tencia de la mayoría absoluta de sus miembros, si no se 
hubiera pedido que el pleito fuera fallado por el tribunal 
íntegro. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de septiembre de 1944. 

T vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por el actor en los autos Fernández 
Baldomcro Juan contra Martínez Guillermo y Cía.", 
para decidir sobre su procedencia. 

T considerando : 

Que el recurso extraordinario cuya denegación mo- 
tiva la queja es, desde luego, improcedente. Pues según 
es jurisprudencia uniforme, las cuestiones vinculadas 
con las normas que rigen los procedimientos de los tri- 
bunales apelados, no dan lugar a resoluciones suscepti- 
bles de aquel recurso —Fallos: 156, 283; 159, 369— ni 
aun so color de invocación de garantías constitucionales, 
que no tienen relación directa con la materia del pro- 
nunciamiento. Fallos: 187, 28; doctrina de Fallos: 194, 
220 y otros. 
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Que por lo demás, la doctrina de los precedentes do 
Fallos: 157, 181; 159, 369; permite afirmar que la cir- 
cunstancia de haberse dictado sentencia por la Cámara 
Federal do la Capital, con "quorum" mínimo de tres 
vocales concordantes en la solución del pleito, no auto- 
riza la intervención de esta Corte por vía del ejercicio 
de sus facultades de superintendencia, a diferencia del 
caso contemplado en Fallos : 156, 283 y 398. 

Al argumento enton -es invocado, de que la integra- 
ción del tribunal no permitiría la modificación del fallo 
recaído, aun cuando los llamados a completar el número 
legal discordaran con la mayoría, cabe ahora agregar 
que según lo dispone el art. 20 de la ley 4055, las Cáma- 
ras Federales observarán en materia civil y comercial 
los procedimientos establecidos para la Suprema Corte 
en la ley núm. 50, lo que supone después de la sanción 
de la ley 7055 —art. 4— que la de la Capital —com- 
puesta de cinco miembros— puede entender en los plei- 
tos sometidos a su conocimiento, con la asistencia de la 
mayoría absoluta de sus miembros, si no se hubiera pe- 
dido que el pleito fuera fallado por el Tribunal íntegro. 
Art. 22, ley 50; Fallos: 182, 557. 

En su mérito se desestima la precedente queja. Há- 
gase saber, repóngase el papel y archívese. 

Roberto Repetto — Antonio 8a- 
o auna — B. A. Nazah Ancho- 
res _ p. R AM os Mejía. 
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RAUL D. PATIÑO 

CONSTITUCION NACIONAL: Con»tituciona\idad e incon&txtucia- 
nulidad. Decretos nacionales. Varios. 

El art. 15, ¡nc. i, de la reglamentación sobre enrolamiento» 
en cuanto dispone que los certificados, testimonios o infor- 
maciones judiciales probatorias del nacimiento quedarán 
archivadas en el distrito militar, no contraría lo dispuesto 
en el art. 6» de la ley 11.386 ni excede las facultades acor- 
dadas al P. E. por el art. 86, inc. 2», de la Constitución 
Nacional, 

ENROLAMIENTO, 

No ea infractor a la ley 11.386 el ciudadano que» si bien 
presentó dentro de término la partida de nacimiento que 
a ese efecto le fué facilitada temporalmente por la institu- 
ción en que estaba depositada, no fué enrolado en tiempo 
por no haber podido dejarla archivada en el distrito mili- 
tar en razón de la circunstancia mencionada, y por haberse 
recibido después de transcurrido el plazo legal, el testimo- 
nio que sin pérdida de tiempo fué solicitado de oficio. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Mendoza, marzo 39 de 1944. 

Vistos: 

Los autos núm. 6162-F-1141, caratulados: "Fiscal contra 
Raúl Darío Patino pur infracción a la ley 11.386 - Art. 2»", 
venidos en apelación del Juzgado Federal de Mendoza, res- 
pecto de la sentencia corriente de fs. 14, por la que se resuel- 
ve: "Condenar a Raúl Darío Patino, clase 1924, matrícula 
3.357.462, Distrito Militar ntim, 51, a sufrir la pena de un 
afio de recargo en las filas del Ejército Nacional, sin perjuicio 
del que pueda correspondería por sorteo. Ejecutoriada que sea 
la presente, ofíeieae al Distrito Militar núm. 51 y a la Secretaría 
Electoral, a sus efectos". 

Y considerando: 

Que según consta de las declaraciones prestadas por Pati- 
fio, acta de fs. 1, indagatoria de fs. 7 y declaración del Sr, Jefe 
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fSMÍ§8 Enrolado ™ de Fray Luis Beltrán, prestada ante 
este Tr bunal el recurrente concurrió a enrojare en la LnrT 
sada _ oficina, el día 4 de agosto de 1942, dentro del pertdonue 

i 0P S ^Jr t Í^T SI,0nd • ía ' ha r ^,t, ' Piando al eta?™ iff 
ue su partida de nacimiento. ^ 

enrolamien'nl SK?* $ J l! e ? e la 0fici,ia Enroladora, et 
ei ro amien o de Patino no se llevó a cabo porque i'stc manifestó 
que la partida que presentara y que corre apregada a fs fi 

EnZZ í J n l 8 «rehivo de fa Cuela de 

Enología de Don Bosco en la cual cursaba sus estudios 

e„ JSÍ . art í d6 k ley U - m que, el ciudadano ( 

en el caso de enrolare, presentará a la oficina enrolado™™^* 
otros recaudos, "La partida de su SS^TSSídíS 

fortT'o/" $ f&Sg? Una info ^«eión judicial rompX 
É i JÍ íiacim,(1 » t0 "i y «1 art. 21 de la misma que "¿os 

Zto^tSíiZ"™^ T S*^**»»- del enrola- 
etcV- n ^ * ÍCtfí Serán «"uuderadoa infracto- 

Mb JÉL!S *í eXpues * ,> ' q«> el ciudadano Patino, ha 

e cita dí art £ HT^ÍJ T° lamient ° determinada pSí 
nae miento "nnr t y í P™n/ fl r la partida de su 

2K? - P r 10 qu t no P rocede declararlo infractor a la 

£3? i- *" "? i" 1 " 6 SCfl büSta,,te para e,1 ° et Q<" ™ hava entre! 
gado a garlada para ser archivada en el Distrito ¡KHt» 
como o depone el | L. M. 1, en sus muí 12 inTa) y 

mÉ> P^que dicba exigencia no está determinada poVla 
ley, ni autorizada por la misma. 

aa. Qu8 ™ mat . eria Punitiva la interpretación de la ley no 
de £ rXT *íí Ct,V , a ' Ü SUerte que no eabe declarar in&tor 

exnr^Z r C ° n 11 Ia ley ' fil **• misma no lo autoriza 
expresamente, como ocurre co n el art. 28 del T O de las 

«SO!* . P * eternos; aparte de que las disposiciones de la 
mm.a, no son rigurosamente inflexibles, sino que admiten cier- 

Silo STJr ea T idfld ' como - SS** a 

fallo de la Corte Suprema registrado en J. 4., t, 69, p 905 

<¿ue la presentación del recurrente a la Oficina Enrola- 
dora, presentando el documento habilitante exigido ¿r £ 1*£ 
dr^n?r ? erí0d ° 011 qUe eor ^P°«día su enroCienTo poTe 
SlKS/nTÍ .! n V °, 1Un ? d de dar cumplimiento al. 

5? ? J y 81 Se ^ e * tt dejaP eI **<™nto de referen- 

, P ° r U ? P r °P fi ? lt0 de resistencia a la ley, sino porque 
creyfi que en nada podría perjudicarle, ya q«c el mismo fon! 
cionano encargado do enrolarlo, le facilitó -sí así puede lia- 
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maree— , el medio de cumplir con la reglamentación de la ley 
de enrolamiento, pidiendo otra partida a la oficina en que 
obraba el principal, y a la vez, devolver al establecimiento 
educacional a que pertenecía, el documento, que le había faci- 
litado p¡ ra el cumplimiento de su obligación legal. Hubo, sin 
duda, error en ambos, al creer que podría llegar la nueva par* 
tída solicitada por el mismo funcionario enrolador, dentro del 
término legal; pero tal error, no puede traducirse en una san- 
ción de carácter penal. Por estos fundamentos, se revoca la sen- 
tencia apelada; y en consecuencia, se absuelve al ciudadano 
Raúl Darío Patino, de la infracción que se le imputa, a la 
ley 11,386. — Josí E. Rodríguez San (en. disidencia), — Agus- 
tín de ta Reta, — .7. Vera Valle jo. 



Disidencia 

Y considerando : 

Que se acusa al ciudadano Raúl Darío Patino, haberse 
enrolado cinco meses cuatro días después de vencido el plazo 
que le acuerda el nrt. 2° de la Ley de Enrolamiento núm. 11.386. 

Que al prestar declaración indagatoria el encausado alega 
en su descargo, que se presentó a enrolar en término, para lo 
cual hizo entrepa al jefe de la Oficina Euroladora de la loca- 
lidad de Fray Luis Beltrán, de una copia de la partida de naci- 
miento, en cuya oportunidad el jefe de dicho oficina solicitó 
a las autoridades de Santa Cruz, el documento habilitante para 
enrolarlo, el que llegó cnando ya había vencido el término, 
pudiendo recién enrolarse en el período siguiente. 

Que está probado en autoa que, efectivamente, Patino se 
presentó a enrolarse en término, pero según manifiesta el Jefe 
de la Oficina Enroladora de Fray Luis Beltrán, en la decla- 
ración prestada ante este Tribunal a fs. 23 no pudo enrolarlo 
porque Patino le manifestó que la partida que llevaba consigo 
no podía dejarla porque pertenecía al archivo de la Escuela 
de Enología de Don Boseo, en *a cual cursaba sub estudios, 
por cuyo motivo solicitó a Santn Cruz la partida correspon- 
diente. 

Que es obligación de los ciudadanos, presentar el eertifi- 
eado o testimonio de la partida de nacimiento expedida por el 
Registro Civil, la cual de acuerdo a las disposiciones reglamen- 
tarias debe quedar archivada en el Distrito Militar. Núms. 12, 
iiic. ñ) y 15, ine. i) del R. L. AL 1. 

Que frente a esa obligación, ea indudable que el encausado 
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ha sido negligente, pues debió proveerse eon la anticipación 
suficiente de su certificado de nacimiento, a fin de enrolarse y 
poder dejarlo archivado. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
lada, se la confirma, — José E, Rodríguez Saá. 

FALLO DE LA. CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de ¡septiembre de 1944. 

Y vistos: Los autos "Raúl Darío Patino, infracción 
a la ley 11.386, art. 2»*, venidos de la Cámara Federal 
de Mendoza, por vía del recurso extraordinario; y 

Considerando ; 

Que de acuerdo con lo que disponen el art. 6* de la 
ley 1L38G y la R. L. M. I. núms. 12, inc. a) y 15, inc. i) 
que lo reglamentan, integrándolo, la partida de naci- 
miento exigida para el enrolamiento debe quedar archi- 
vada en el Distrito Militar. 

Que si bien la exigencia reglamentaria de la ley 
11.386, no excede las facultades del P. E. pues resulta 
de lógica previsión, autenticidad y garantía que la par- 
tida de nacimiento del enrolado quede archivada en los 
registros militares, en el caso de autos se ha demostrado 
que Patiño no dejó el testimonio que presentara en la 
oficina enroladora de Fray Luis Beltrán porque, en rea- 
lidad, no le pertenecía desde que estaba incorporado al 
registro de matrículas de la Escuela de Enología de 
Don Bosco — fs, 23—, 

Que asimismo consta en autos haberse solicitado, 
de oficio e inmediatamente, un nuevo testimonio de la 
mencionada partida de nacimiento al pueblo de Santa 
Cruz —Gobernación del mismo nombre— documento que 
llegó a Fray Luis Beltrán en septiembre de 1942, es 
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decir, después de la época de enrolamiento ; retardo que 
se explica por tas distancias y las dificultades de comu- 
nicaciones, como ya en otras oportunidades lia podido 
comprobar esta Corte en casos semejantes —Fallos: 
186, 306—. 

Que en todo ello no hay culpa o negligencia de parte 
de Patino. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada en 
cnanto pudo ser materia de recurso. Hágase saber y 
devuélvanse al tribunal de procedencia. 

Roberto Rbpbtto — Antonio Sa- 

GARNA — B. A. NAZAR AnCHO- 

rena — F. Ramos Mejía. 



ALBERTO S. CARVALIIO v. FERROCARRIL CENTRAL 

BUENOS AIRES 

FERROL' A RltlLE'S: Transporte. 

El transporte de frutos y provisiones destinadas al consu- 
mo diario de las- poblaciones que ol ferrocarril comunique, 
cuando ese destino ha sido declarado por el remitente, debe 
ser necesaria mente efectuado en los plazos máximos fija- 
dos por el art 349 del Rcplanu-nto General de Ferrocarri- 
les, con preseíndeneia de cualquier convenio de las partes 
al respecto. El transporte de las mercaderías no compren- 
didas en el supuesto precedente debe efectuarse en el plazo 
estipulado por las partes y, a falta de convenio, en el que 
fije el reglamento. 

RECURSO EXTRA ORDIXA RIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normits y artos romunes. 

Las disposiciones del Regí amento General de Ferrocarriles 
sobre el transporte de las mercaderías respecto de las cuates 
no concurre el doble requisito de ser destinadas al consu- 
mo diario de poblaciones comunicadas por el ferrocarril 
y de haberse declarado ese destino, revisten carácter co- 
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* t ''■ vf Vv: 

mún y su interpretación no basta para fundar el recurso 
extraordinario a! que es, pues, extraño todo Jo referente 
al raimen del transporte de las cargas perecederas como 



Sentencia de 1» Instancia 

Buenos Airee, junio 28 de 1940. 

Y Vistos ; Para decidir sobre las demás cuestiones plan- 
teadas en la litis cuya relación de causa se efectuó a fs 238 
por Jo que no se reproduce en la presente. 

Considerando : 

... J' U,m de , Ia * cuestiones se refiere al tiempo legal per- 
mitido computado sobre la distancia comprendida entre el 
empalme Pacu-cua, lugar de origen aceptado por la parte 
actora en su alegato, y Federico Lacroze 

Sostiene la parte demandada que no habiendo declarado 
el cargador al hacer entrega de la mercadería que ella fuese 
destinada al consumo diario de la población y habiendo éste 
convenido una tarifa reducida que otorga mayor plazo al por- 
teador para el acarreo, el tiempo permitido para el mismo es 

^hHZT?Jo L", tar í faS efiC0BÍCiafl y no tí fÜado por la 
tabla del art. 349 del reglamento general de ferrocarriles dada 
la naturaleza perecedera de la carga. 

nna i S °n e i d i P ar ! ieular . lfl Cor te Sup. de la Nación en los fallos 
que la G. del R ha registrado en los ts. 137 y 138, págs 295 y 

W^Mmmmm. A ^ .^clarado "que cuando las parte? 
convienen sobre una adopción de una tarifa especial en las aue 
se alargan los term.nos de la tarifa ordinaria a cambio de una 
rebaja en los fletes, nada justifica que el Estado lo prohiba 
no estando de por medio los intereses públicos que el art 46 
ha querido salvaguardar Un reglamento no puede dar mayor 
amplitud a las normas básicas que la ley federal ha querido 
establecer al trafico ferroviario en salvaguardia de un deter- 
minado interés nacional, pues importaría el ejercicio de facul- 
tades reservadas sólo al Congreso de la Nación*'. 

,Wli2lJ^l nplÍ T Í ? n ^ ' íl , d 5 ,ttrinfl "puosta en esto * urna rio faena 
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El pegamiento doctrinario de este alto tribunal es deci- 
sivo por lo que a todas luces sería inconveniente insistir en la 
doctrina anterior sustentada por la Exma. Cám, de Apel. en 
lo ton?,, Que el proveyente compartía. 

De acuerdo al nuevo concepto jurisprudencial, para que la 
carga tenga el tratamiento especial del citado art. 46, es menes- 
ter que sea destinada al consumo diario de una población, para 
lo cual el remiteute debe declararlo al hacer entrega do la 
mifema. 

En el caso sub júdiee el cargador no ha cumplido esta 
condición, circunstancia que autoriza a aplienr el criterio juris- 
prudencial anotado, y t como de la pericia resulta que se con- 
vino tarifa especial para efectuar el acarreo, se concluye que el 
i m P» T >ern í' t,t ¡° ^ el que corresponde a carga ordinaria con 
el 50 % mas de tiempo por haberse convenido dicha tarifa 
especial. 

Dice la pericia que computado el tiempo con los plazos 
fijados por la tabla del art. 222 del Reglamento General y el 
3U Jo más de tiempo, no existe retardo. 

Por consiguiente declara el proveyente que debe «cha- 
larse la demanda por inexistencia de retardos. 

2» Con respecto a la fecha de puesta a disposición en lo 
que es materia de discrepancia, el proveyente acepta el criterio 
del perito del actor por ser conforme a la jurisprudencia del 
superior. 

3» Asimismo la jurisprudencia, en forma reiterada, tiene 
establecido que no corresponde la deducción del 5 %, como 
lo pretende la demandada, correspondiendo, por consiguiente 
el rechazo de esa pretensión. 

4» En lo que se refiere a las costas, entiende el infras- 
cripto que es de aplieaetór. lo dispuesto por el art. 221 del Cód 
de Proc. en su np. 2». en razón de que cuando se inició y subs- 
tanció la causa, la jurisprudencia del superior era contradic- 
toria y, por lo tanto, permitía al actor abrigar fundadas espe- 
ranzas en el triunfo de su causa. 

Por estas consideraciones y en mérito a los fundamentos 
aducidos por la Corte Sup. de la Nación, fallo: rechazando la 
demanda interpuesta por D. Alberto S. Carvalho contra la 
empresa del Ferrocarril Central Buenos Aires; sin costas. — 
Ltm Gómez Molina. 
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Sentencia de 2* Instancia 



En Buenos Aires, a 31 de agosto de 1943, reunidos loa 
tores. \ ocales en lix Sala de Acuerdos y traídos para conocer 
loe autos seguidos por D. Alberto Carvalho contra la Empre- 
sa del Ferrocarril Central de Buenos Aires, sobre cobro de 
pesos, se practicó la insaculación que ordena el art 256 del 
tod. de Proc, resultando de ella que debían votar en el orden 
siguiente: Dres. Bouquet, Williams, Rodríguez Kivas 

Estudiados los autos la Cámara planteo la siguiente cues- 
tión a resolver: 

| Es arreglada a derecho la sentencia apelada en lo prin- 
cipal que decide y en lo que es materia de las costas? 
El Sr. vocal doctor Bouquet dijo: 

En este juicio sobre devolución de fletes por demoras en 
transportes de naranjas y mandarinas, la litis, en lo que es 
motivo de recurso, por demanda y contestación quedó estricta- 
mente trabada en los siguientes términos: 

Contra lo sustentado por el actor apovando sn acción en 
que, por tratarse de carga preferida por su naturaleza altera- 
ble y perecedera —fruta fresca— debió transportarse por los 
tiempos de la tabla del art. 349 según el art. 220 del regla- 
mento general de ferrocarriles, modificado por decreto del 
6 de diciembre de 1923, alega la demandada, por una parte, 
que, para que "el transporte deba realizarse en un tiempo 
distinto del establecido por el art. 222 del reglamento, es in- 
dispensable que se establezca, situación en que no se encuentran 
los transportes a que se refieren las planillas'»; y por otra 
parte que, exceptuando los transportes despachados por enco- 
mienda, es inexacto que ninguno de ellos excediese los plazos 
reglamentarios, pues dichas consignaciones se efectuaron por 
vagones completos y a tarifa especial N. E. A. 99, E R 22 
<3, 88, respectivamente aprobadas, por lo que el tiempo reffla- 
mentano es el de la tabla del art. 222 mencionada, con más los 
plazo* que indican las tarifas especiales citadas. 

Por más esfuerzos que se hagan, de ahí no puede sacarse 
Ja cuestión que, mientras impone al actor el cargo de probar 
bu derecho a que la carga de que se trata —fruta fresca— 
debió transportarse por la tabla del art. 349. exige a la de- 
mandada, a su vez, la prueba de que para realizarse esos traus- 
portes en nn tiempo distinto al marcado por la tabla del art 222 
es indispensable que se haya establecido, y que efectuadas las 
consignaciones cuestionadas por vagones completos y a las 
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tarifas especiales que individualiza, el tiempo reglamentario 
m el de la tabla del art. 222 eun más Jos plazos especiales que 
indican las tarifas convenidas, o sea un 50 % más de tiempo. 

£1 Sr. «Jue« "a quo" resuelve el caso ocurrente aplicando 
lo que entiende ser la doctrina sentada últimamente por la 
Corte Suprema en las causas "Cnrvalho, Alberto S. v. Ferro- 
carril Central de Buenos Aires" seguida entre las mismas 
partes aquí litigantes, fallada el 14 de noviembre de 1038, y 
"Cáceres, Pedro G. v. Ferrocarril Central de Buenos Aires*', 
fallada el 25 de noviembre del mismo año, conforme a la cual 
el Supremo Tribunal habría declarado que : "cuando las partes 
convienen sobre la adopción de una tarifa especial en las que 
se alargan los terminos de la tarifa ordinaria a cambio de una 
rebaja de fletes, nada justifica que el Estado lo prohiba no 
estando de por medio los intereses públicos que el art. 46 Ka 
querido salvaguardar. Un reglamento no puede dar mayor 
amplitud a las normas básicas que la ley federal ha querido 
establecer al tráfico ferroviario en salvaguardia de un de- 
terminado interés nacional, pues importaría el ejercicio de 
facultades reservadas sólo al Congreso de la Nación". Y agre- 
ga de su parte el Sr. Juez "a quo" que: "de acuerdo al nuevo 
concepto jurisprudencial, para que la carga tenga el tratamien- 
to especial del citado art. 4G. es menester que sea destinada al 
consumo diario de una población para lo cual el remitente 
debe declararlo al hacer entrega de la misma. En el caso sub 
júdice, el cargador no ha cumplido esta condición, circunstan- 
cia que autoriza a aplicar el criterio jurisprudencial anotado, 
7, como de la pericia resulta que se convino tarifa especial 
para efectuar el acarreo, se concluye que el tiempo permitido 
es el que cor responde a carga ordinaria con el 50 % más del 
tiempo por haberse convenido dicha tarifa especial". 

Según se advierto, el Sr. Juez "a quo" concretamente 
establece que para que la carga tuviera el tratamiento especial 
del art. 46 no había cumplido el cargador con la condición de 
declarar al hacer su entrega paro el transporte, que ella era 
destinada al consumo diario de una población, lo que autoriza 
a aplicar el criterio jurisprudencial de la Corte Suprema; y 
que como de la pericia resulta que se convino tarifa especial, 
se concluye que el tiempo permitido es el ordinario con más 
rf 50 % por haberse convenido dicha tarifa especial; n sea 
el de la tabla del art. 222 más un 50 %. Desde luego, lo trans- 
cripto del fallo de la Corte Suprema es exacto, pero no es com- 
pleto, habiéndose sur rimido todo su principio de capital im- 
portancia en la situación que aquí se debate, principio que 
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dice: "Se comprende que el reglamento disponga preferencias 
para las carpas perecederas cuantío las partes no hayan esta- 
blecido plazos para su remisión, porque ello es previsor y con- 
veniente, pero cuando Jas partes convienen", etc y "recién 

continúa dicieudo el fallo lo transcripto en la sentencia en 
recurso. 

Además, el mismo fallo contiene otros pasajes estrecha- 
mente vinculados ni anterior que, en mi opinión, le dan a la 
sentencia todo su significado y alcance, en términos que la 
doctrina del Supremo tribunal puede (sintetizarse así: a) que 
las peculiaridades que no se cnntemplan ni pueden contem- 
plarse en el Cód. de Com,, son, entre otras, aquellas a que 
provee el art. 4G de la ley 2873, las que revisten un carácter 
esencialmente federal, porque respondiendo a un interés pú- 
blico nacional más que al de las partes contratantes, son de 
observancia obligatoria e indcrogables, en modo que declarado- 
ai hacerse entrega de la carga conforme al art. 47 de la ley, 
que es destinada al consumo diario de poblaciones, su trans- 
porte debe realizarse necesariamente por los tiempos de la 
tabla del art. 349 del reglamento sin admitirse modificaciones 
de ninguna naturaleza en cuanto a los plazos. 

b) Que fuera de esos casos, las mercaderías a transpor- 
tarse, de acuerdo al art. 49 de la citada ley, pueden someterse 
a tarifas especiales en que se alarguen los términos y en cambio 
se reduzcan los fletes según convenga a las partes, en cuyo 
caso esa mercadería es como cualquier otra de las que entran 
dentro de la órbita exclusiva de la legislación comercial; y 
c) Que en el caro que juzga se ha hecho un transporte de 
naranjas y mandarinas, sin expresar el remitente "que es 
para el consumo diario de una población y se ha hecho por 
tarifa especial", por lo que no puede ítfectar al orden federal 
que los cargadores quieran correr el riesgo de las tarifas espe- 
ciales economizando fletes y alargando plazo por lo que, revo- 
cando la sentencia de este tribunal en cuanto lia podido ser 
materia del recurso, declara "que las tarifas especiales acepta- 
das por el earpadnr para el trtmsporte de su mercadería, rigen 
en el presente ,aso a falta de una manifestación de su parte 
estableciendo que su destino era para proveer al consumo diario 
de una población". 

Se advierte también de lo espuesto, en lo fundamental, 
relativo a la caracterización de la carpa, que sólo lia dicho el 
alto tribunal que. para que tenga inexcusablemente el trata- 
miento de carpa preferida a transportarse por la tabla del 
art. 349, sin admitirse tarifas de mayor plazo, es indispensable 
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3oe sea destinada por el remitente o cargador al consumo diario 
e una población y "para ello debe declararse al hacer entrega 
de la carga, según el art. 47". 

No encuentro que en parte alguna de los mencionados 
fauos» haya establecido que tal declaración debe imperiosa e 
indefectiblemente „ hacerse constar en la carta de porte, ni que 
no sean susceptibles de otra clase de prueba tas cuestiones 
que sobre el particular puedan suscitarse. No lo encuentro 
de la lectura de eso., fallos ni de su otro pronunciamiento 
posterior en la causa "Mareo Huos. v. F. C. Central Argen- 
tino", en la que refirmó los conceptos ñutes expresados con 
remisión especial a la ya citada causa de "Alberto S. Carvnlho 
contra el P. C. Central de Bs. As." Pero aun cuando así no 
fuera, no es dudoso que única y exclusivamente lo habría 
establecido con relación al caso en que, habiéndose convenido 
una tarifa especial de mayor plaso y menor flete, el cargador 
!o niega o pretende su ineficacia, fundándose en el carácter 
simplemente perecedero de su eanja, conforme a la clasifica- 
ción hecha por el Poder administrador y sin atender a si era 
destinada o no ul consumo diario de una población, lo que ya 
no es lo mb-.no. 

Bien puede ser, pues, que para una carga tenírn inexcu- 
sablemente el tratamiento especial, obligatorio e inderogable 
del art. -11! de la ley X v 287,'Í, sea indispensable que se destine 
al consumo diario de p< ilaciones; que así se declare al hacerse 
entrega de la misma ni transportador y hasta que — opinión 
que no comparto — tal declaración debe hacerse constar en la 
carta de porte, bajo cuyos requisitos la ley no admite alarga- 
miento de los plazos de la tabla del art. 349 del reglamento 
general. Mas otra cosa puede ser cuando sólo se trate de cc.rga 
perecedera, sin propósito ni declaración de ser destinada al 
consumo diario de poblaciones, y no mediando el convenio 
permitido por la ley de alargar loe plazos establecidos por el 
reglamento, el ferrocarril está obligado también a su transporte 
por la tabla del art. 349. 

Aclarados esos aspectos del problema y de lo que es mate- 
ria del litigio según yo lo entiendo, antes de entrar a su fondo 
considero conveniente destaenr y precisar: primero, que el Sr. 
juez "a quo", en aplicación del nuevo concepto jurispruden- 
cial que anota, establece que para que la C irga se transporte 
por la tabla del art. 349 ps menester que sea destinada al 
consumo diario de una población y así declararse al hacerse 
entrega de la misma, en cuyo defecto ello no corresponde; y 
<jue, como de la pericia practicada resulta que se convino 
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tarifa especial se concluye que el tiempo permitido es el do 
carpa ordinaria con el 50 % nu ís <| e ^ g 

"°' qUC /* «""P^ que el reglamento disponga 

Cín í^íi P i" . S eargflS P e »«'i™ cuando 1» partes So 
Hvan establecido plazos para m remisión, porque ello es ore 
isor y eonvemente, pero que nada obsta á U Tas partS 
W*íg»n en la adopción de una tarifa ordinaria eu la que s & 

t^TZlf t{ T m T a ea,1,b !° de " na ^ S tSí 

sah o u nido cstcn de por medio los intereses públicos mi* tí 

^^rr 1 ? vnle decir qTsHraTe dl 

una carpa destinada al consumo diario de una población v así 

Wrone'TÍ / 1 ,iaCerSe i Ia Cn í^ ****** transporté 
^'7'°/ ? ue el actor en su demanda no invoca que hubiera 

diario de una Sr " ™ m ° tW *í d - t,nad * q1 — " 
frntJ PoWboiuu sino como de product* perecederos 

-fruta- comprendido dentro de lo dispuesto por el art 2*0 
1 reglamento modifiedo por el decreto del Gúe diciembre 

el arf «5 A.rS£ I»' "« tiempo, de la tóE 

(leí art. 349 del mismo reglamento; cuarta, ano la. denmtuuÁl 

porte se realice en tiempo distinto al establecido por el art 222 
M reglamento, m indispensable que se establezca" lo que no 
lia oeuiTido y que las consignaciones cuestionada* se eLtnaron 
por _ vago, ; « coi.pI etos y a tarifa especial, por* te quVel ZZ 
nepote» es el de la tabla del art. 222 más un 50 V más^ 
qmnto que en la especie no se trataría de igual situación ■ \L 
concretamente resuelta por la Corte Suprimí " en el fa l a en 
que se apoya el Sr. juez «a quo", si bic.i mT particulaíiSdS 
™ "lí^T" CaUM m ° (]en cuadrar dentro* 1 i SS££ 
Hnlní í Sr,br % e,<,rtas . P^Waades que. precisamente ttl 

sujeción al memorial de fs. 2GFÍ, evacuando el traslado drf 
< e «nivioa de fs. 27o, se plantea también al pronun Se£o 
el tribunal, aunque no fue hecho valer, al trabarse la litis po? 
demanda y eontartacón, lo referente a la declaración al £££ 
en rea de la carga de su destino al consumo diario de una 
pnl lacón para poder gozar del beneficio del transporte por la 

.™Le r i;7' T 1 ! 6 ' 1 ^ " ™ nh "» ^eonsfanela 
inexcusable de la carta de porte según lo pretende la deman- 
dada e,, su alegato de fs. 220 y lo resiste el actor en el suyo 
üe M 225 j y lo concerniente a que los transportes motivo de 
la litis se efectuaron conforme a convenio por tarifa especial 
de ticte reducido y plazo ordinario más un 50 % particular 
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•obre el que el Sr, juez M a quo" se decide de conformidad, 
aduciendo el resultado de las pericias de contadores. 

Entrando ahora ni asunto, es indudable a raí juicio en 
presencia del fallo que se cita, que no dijo en él la Corte 
Suprema que el destino de la carga al consumo diario de 
una población debe indefectiblemente hacerse constar en la 
carta de porte, lo que tampoco lo encuentro — por lo menos 
categóricamente^ - establecido por el Sr. juez "a quo", limi- 
tándose la afirmación a dar por .«en lado que tal destino no 
fué declarado al hacerse entrega de la cargo, de donde sigue 
la Corte Suprema que no puede el cargador en ese estado 
ampararse en una disposición dpi reglamento para exigir el 
transporte por la tabla del nrt. 3-19 cuando ha convenido tarifa 
especial con reducción de flete y alargamiento de los plazos 
ordinarios porque "i:n reglamento no puede dar mayor am- 
plitud a las normas básicas que la ley federal lin querido 
establece al tráfico ferroviario en salvaguarda de un deter- 
minado interés nacional' 1 , y así, "se comprende que el regla- 
mento disponga preferencias para las cargas perecederas cuan- 
do las partes no hayan establecido plazos para su remisión, 
porque ello es previsor y conveniente". Y por su «arte, el 
Sr, juez "a quo'*, exponiendo que aplico el nuevo criterio 
jurisprudencial de la Corte Suprema, en el caso que anota, 
concluye expresando que no habiéndose declarado el destino 
de la e (irín al consumo diario de una población y resultando 
de la pericia que se convino tarifa especial de plazo más 
largo, debe rechazarse la demanda. 

Si bien como llevo dicbft yo entiendo que el problema no 
sería aquí el mismo, desde que no se ha aducido el destino de 
la carge al consumo diario de una población ni declaración 
alguna en la carta de porte, siun su transporte preferido como 
carga perecedera con arreglo al art. 220 del reglamento mo- 
dificado por el decreto del 6 de diciembre de 1923, sostenién- 
dose de contrario que para la utilización de un tiempo distinto 
al del art, 222 es indispensable que se establezca — pero sin 
decirse en la carta de porte — , y que es inexacto que ninguno 
de los transportes excediera los plazos reglamentarios porque 
las eonsignaciones se efectuaron * or vagón completo y a tarifa 
ordinaria más un 50 % en el tiempo — extremos en que quedó 
trabada la litis — procedente es hacerse cargo de la defensa 
de la empresa argumentada recién en su alegato sustentando 
que para el transporte por el art. 349 debe declararse en la 
carta de porte que es carga destinada al consumo diario de 
una población e invocando en su apoyo el fallo de la Corte Su* 
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prema que cita y que eí Sr. jt-ez "a quo M toma como funda- 
mento de su decisión. 

Y es procedente, porque aparte de que fuera de que ese 
fallo, en mi eri torio, no sienta la doctrina que se afirma, y en 
caso de establecerlo, no sería de aplicación ; además de que en 
mi interpretación puedo estar equivocado y, sino expresamente, 
resultar esa doctrina por vía de implicancia de las particula- 
ridades de la causa en que se pronunció la Corte Suprema, el 
punto reviste subida importancia, tanto porque no cabe admi- 
tirse nua doctrina jurisprudencial inexistente, ni existiendo 
desecharla sin conrid* rnrla en lo que se la reputa errónea pro- 
viniendo de tan alto y ponderado tribunal, como porque ea 
menester, para la mejor solución de esta causa, definir loa 
requisitos para el transporte preferido de carga perecedera. 

No veo en el Cód. de Com„ ni en la ley N» 2873 y su 
reglamentación, disposición alguna que obligue a que para 
efectuarse el transporte de carga perecedera por la tabla del 
art. 349 del reglamento, sea ineludible declarar en la carta 
de porte al hacer au entrega, que es para el eonsumo diario 
de una población y, menos todavía veo, que tal declaración 
rija cuando se t ate de carga simplemente perecedera, altera- 
ble o de fácil deterioro y por ende de condición preferida. 
Cierto es que esa condición no surge exclusivamente de la 
naturaleza de la carga y que es necesaria una manifestación 
del remitente, porque este puede no estar interesado en su 
rápido transporte por el destino que le dé o cualquier otra 
causa compntible con su libre voluntad de contratar, mas esa 
reglamentación está moldeada en otra forma que no excluye 
naturalmente su constancia en la carta de porte, pero que no lo 
hace inexcusable, y decidir lo contrario sería, en mi concepto ir 
en contra de la ley. 

Se explica en consecuencia que haya dicho la Corte Su- 
prema que por el bien públieo que lo inspira, cuando media 
declaración que es carga para el consumo diario para una po- 
blación, prohibe la h-y alargamiento de los plazos de conduc- 
ción impuestos por la misma, pero que en ausencia de esa 
declaración, "se comprende que el reglamento disponga pre- 
ferencias para las cargas perecederas cuando las partes no 
hayan e. tableado plazos para su remisión", equivalente a 
decir que esos plazos son obligatorios, salvo cuando las partee, 
no habiéndose derl arado su destino al consumo diario de una 
población, "convienen sobre la adopción de una tarifa espe- 
cial en los que se alarguen los términos de la tarifa ordinaria 
a cambio de una rebaja en los fletes". Se refiere ahí la Corte 
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Suprema a carga simplemente perecedera de preferencia en 
la remisión bajo plazos establecidos en el reglamento, que no 
son los ordinarios de cargas generales, y lo encuentra conve- 
niente y previsor, pero no dice que su aplicación dependa de 
la declaración del cargador en las cartas de porte. 

T prescindiendo de que podría no ser lo mismo tratán- 
dose de carga destinada al consumo diario de una población 
y carga simplemente perecedera, concretándome a ésta aun 
cuando considero que sería igual para las otras, estimo que 
a la luz de los preceptos y normas legales que gobiernan la 
emergencia, no es admisible la obligatoriedad de la declaración 
en la carta de porte, sino que basta con cumplir la reglamen- 
tación a que be de referirme más adelante, por las siguientes 
consideraciones ¡ 

Por el art. 45 de la ley X' 2873, en concordancia con lo 
preceptuado por el Cód. de C'om.. se establece que las empresas 
deberán registrar los bultos de mercaderías a medida que se 
presenten para su despacho, extendiéndose la carta de porte si 
lo exigiera el cargador, o dando simplemente, en caso contra- 
rio, un reeibo que indique la naturaleza y peso ile los bultos, 
el importe total del flete, el tiempo en que debe hacerse el 
transporte, agregando que la expedición se hará en el mismo 
orden del registro sin preferencia para nadie. El art, 46 de 
la misma, dispone a su vez que: "Xo obstante lo dispuesto 
en el artículo anterior, serán preferidos para su conducción: 
1»), los frutos y provisiones destinados al consumo diario de 
las poblaciones que el ferrocarril comunique". También ^ a su 
vez, el art. 21fl del reglamento determina que la expedición de 
las mercaderías se hará con rl mismo orden del registro sin 
preferencias para nadie y el art. 220 que: "No obstante lo 
dispuesto en el art. 218, serán preferidas para la expedición": 
1») los frutos y provisiones de substancias alterables o de ca- 
rácter perecedero destinadas al consumo diario o inmediato de 
las poblaciones que el ferrocarril comunique, debiendo efec- 
tuarse estos transportes dentro de los plazos máximos que la 
tabla del art. 349 fija... 2*) las mercaderías susceptibles de 
rápido deterioro y que requieran ser expedidas inmediata- 
mente para su utilización en el mejor estado en los lugares de 
consumo. Además, por circular núm, 21 de la Dir. (¿ral. de 
PP. CC-, se comunicó a las empresas ferroviarias que, en vir- 
tud de las frecuentes quejas de los cargadores sobre demoras, 
y a fin de que las mercaderías perecederas se transportaran 
a la mayor brevedad dada su naturaleza y destino, cuando se 
tratara de cargas a granel o por vagón completo, los corres- 
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pendientes pedidos de vagones debían anotarse separadamente 
a los pedidos ordinarios de las demás cargas o en un registro 
especial y con el título de cargas perecederas, para observar 
el turno correspondiente con preferencias a los de cargas 
ordinarias. 

Frente a las disposiciones legales citadas, evidente ea que 
ninguna impone la condición de hacer constar en la carta de 
porte que se trata de carga perecedera, destinada al consumo 
diario de una población y mucho menos para las cargas sim- 
plemente perecederas. Por lo contrario, la única reglamenta- 
ción existente es la obligación de las empresas, cuando se trata 
de cargas a granel o por vagón completo —cual aquí ocurre — 
de anotar los correspondientes pedidos de vagones para esos 
transportes separadamente de las demás cargas o en un registro 
especial y con el título de cargas perecederas (precisamente 
aquí se trata de cargas a granel y por vagón completo). Sin 
perjuicio entonces de que pueda anotarse erl las cartas de 
porte — que pueden o no existir según ha de verse en seguida — 
esa es la reglamentación para la preferencia de las cargas 
perecederas y el momento de declararse el destino al consumo 
diario de las poblaciones o simplemente perecederas cuando 
se trata de cargas a granel o por vagón completo, que se cum- 
ple por la anotación del pedido de vagón separadamente al 
de cargas ordinarias o en el registro especial y bajo título de 
carga perecedera. Y que la carta de porte puede no existir, 
por lo que sería incongruente con la economía de la ley y 
contrario a derecho supeditar a la constancia cu ella la efec- 
tividad de la realización del bien de interés público que se 
quiere tutelar, es para mí indiscutible. 

La carta de porte no sólo puede no existir, sino que, aun 
existiendo, puede silenciar constancias debidas o estipulacio- 
nes particulares como la falta de anotación del importe del 
flete y plazo para el acarreo, o de otra naturaleza, y ello 
no invalida el contrato ni enerva los derechos emergentes, 
porque clara, categóricamente y expresamente lo prevén, auto- 
rizan y remedian loa arte. 167 y 168 del Cód. de Com., textos 
que Siburu con toda su autoridad analiza concretando que: 
"El contrato de transporte no tiene forma legal necesaria; él 
existe por el acuerdo de voluntades entre el cargador y el por- 
teador. En ciertos casos este acuerdo suele ser tácito cuando 
por ser invariables y preestablecidas las condiciones del con- 
trato, el hecho de requerir y hacer el transporte presupone 
el consentimiento de las partes contratantes sobre las referidas 
condiciones, haciendo innecesaria su manifesación expresa". 
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Y luego de expresar que la carta de porte no es una forma 
qae la ley exija indispensablemente y de examinar el signi- 
ficado y trascendencia de los especificaciones que debe conte- 
ner cuando se extiende, anotando que el plazo para la entrega 
de. los efectos que marca el me. 4» del art. 165 de nuestro 
Cód. de rom., es a los efectos de poder comprobar el retardo, 
termina afirmando — después de ocúpame de la prueba cuando 
se alega error involuntario de redacción — que puede suceder 

3ue se haya omitido en la carta de porte la expresión de alguna 
s las cláusulas del contrato. "También en este caso — díee 
apoyando sn opinión en la de Obarrio y Segovia — procede la 
prueba supletoria porque con ella no se demuestra en contrario 
que ta carta de porte, qué es lo que prohibe la ley ; por el con- * 
trario, se complementa la prueba resultante de ella, lo cual pre- 
supone el reconocimiento de la carta de porte y es muy distinto 
de contrariarla". (Siburu, t. 3, núms. 690, 691, 693 y 694). 

Queda, pues, demostrado, en mi criterio, que no es condi- 
ción indispensable impuesta por la ley que inexcusablemente 
debe constar en la earta de porte la circunstancia de que es 
carga destinada al consumo diario de una población o simple- 
mente perecedera para que se transporte por el servicio rápido 
de la tabla del art. 349 del reglamento, Y siendo así porque» 
como antes dije, no lo impone texto legal alguno, pues la carta 
de porte puede no existir y existiendo haberse omitido la cons- 
tancia del plazo para la entrega que no es otra cosa que la apli- 
cación de la tabla del art. 222 o del 349, la prueba supletoria 
para acreditar los extremos necesarios es procedente siempre 
que no sea en contra de lo establecido en la carta de porte; 
porque la ley no lo prohibe y porque, si bien es cierto que en 
ausencia de estipulación sobre el plazo dentro del cual debe ve- 
rificarse la entrega, por el art. 100 del Cód. de Com., tiene 
obligación el transportador de conducir los efectos en el primer 
viaje que haga, y si fuera comisionista de transporte la de des- 
pacharlos por el orden de recibo sin preferencia alguna, no 
quiere decir ello que quede a su arbitrio la elección del plazo 
para la ejecución del contrato, eiñéndose a la tabla del art. 222 
o del 349 según le convenga, o a ninguna, porque la obligación 
de transportar, como toda obligación de hacer, debe cumplirse 
en un tiempo propio y del modo que fué intención de las par- 
tes que el hecho se ejecutase, según así lo dispone el art. 659 
del Cód. Civil (autor, obra y tomo citados, núm. 740) ; y por- 
que ltt prohibición de preferencias sólo puede razonablemente 
entenderse dentro del espíritu de la ley que rige los modalida- 
des propias del transporte ferroviario, como norma general en 
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las cargas de igual categoría, y en m base, sería de cualquier 
punto de vista inadmisible, como de orden normal y por ende 
juriduo, que en ausencia de curta de porie o cu el silencio de 
esta sobre el plazo de entrega de las cosas transportadas equi- 
valente al tiempo en que deberá hacerse el transporte, según 
el art 4;> de la ley 2373, cargándose trenes de hacienda, por 
ejemplo. las empresas pudiera 11 emplear la tabla del art, 222 
eludiendo la del 349, con los restantes requisitos que le impone' 
esa clase de transporte. Luego, pues, decidir que la constancia 
debe estar en la carta de porte, es deeír. que ésta no puede 
faltar e ir contra la ley (arts. 16o y 167, CÓd. de Com.). 

En la especie, el cumplimiento del requisito de la manifes- 
tación de carga perecedera, no es otro en primer lugar, que lo 
preestablecido de que en las cargas a granel o por vagón com- 
pleto loa correspondientes pedidos de vagones se anotarán se- 
paradamente a Jos pedidos ordinarios de las demás cargas o en 
un registro especial con el título de carga perecedera, exigen- 
cias que no íes son facultativas sino imperativas a las empresas, 
precisamente cu vista al cumplimiento de los propósitos de la 
ley, y prueba que queda en su poder v debe exhibir cuando se 
excepción* como aquí lo bu hecbo. En su defecto, al cargador 
por lo menos, le son permitidos todos los medios de prueba 
admitidos en derecho, ya que ninguno Je está prohibido o limi- 
tadn, y os esa la situación que debe compulsara* cu autos por- 
que en estos no "se ha dado por establecido que el cargador en 
caso alguno enunció que las cargas tenían tal destino" del con- 
sumo diario de una población o carga simplemente perecedera. 

Por lo pronto sólo dijo Ja demandada en su escrito de res- 
ponde que para que el transporte deba realizarse en un tiempo 
distinto al establecido por el art. 222 del reglamento, es indis- 
pensable que se 'establezca'*. No dijo que en la carta de porto 
y, desde luego, le correspondía traer Ja prueba legal preestable. 
eida arriba mencionada. Pero no obstante bflber pedido en apo- 
yo de sus pretensiones copia legalizada de la circular núm 21 
(fs. 186, letra c), la que fué agregada a fs. 108, y de la que 
consta su obligación de asentar los pedidos de vagones por se- 
parado para cargas perecederas o en registros especíales, no 
solo no ha traído estos piezas ni las ha exhibido a los peritos 
para acreditar la verdad de sus afirmaciones, sino que, exigida 
su exhibición por este tribunal por la medida para mejor pro- 
veer dictada en los expedientes nunis. 65/64.238 y 64.523, se- 
guidos entre las mismas partes y por las mismas causales' ati- 
nenies a otros acarreos y que se fallan también en esta misma 
fecha, a pesar de la obligación que tiene la empresa de llevar y 
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conservar esos registros, no los exhibió manifestando no con- 
servarlos. La importancia capital ile las n notaciones y registro 
de pedido de va gnu es la da el art. 49 de la ley 2873, para lo 
que es materia de este litigio por cuanto la reducción de precios 
bajo mayor plazo lo refiere al orden de esos registros. 

Frente a ello, cabe aplicar la misma doctrina y sanciones 
establecidas por el tribunal ante la resistencia de las empresas 
ferroviarias n cxbibir el registro ordenado por el art. 285 del 
reglamento, a no llevarlo o a destruirlo intempestivamente, ya 
que Ja situación es análoga y de otro modo según se ha dicho 
"vendría a autorizarte actitudes omisas o de resistencia a las 
disposiciones de la justicia y mandatos de la ley, ya que el re- 
gistro no es facultativo, sino obligatorio"; conceptos Tatos que 
invariablemente y sin discrepancias han sido reiterados por 
este tribunal, concretando (pie. **si la necesidad ineludible en 
que se encuentra la justicia de apreciar la extensión del derecho 
del actor con arreglo a elementos de juicio relativos, (pie la ley 
acepta en principio (doct. del art. 220. Cód, de Proced.), lesio- 
na el interés del ferrocarril, ello sería consecuencia exclusiva 
de la omisión de formalidades que el poder administrador le 
impone para evitur dudas y ambigüedades acerca de la ejecu- 
ción de una de sus obligaciones substanciales, y que tiene el 
deber de observar. De otro modo en su propia culpa, encon- 
traría su mejor defensa (causas Palma, José lía ría c. P\ C. Sud, 
y Ouidi. Roberto e, F. C. Central Argentino, falladas en 1927 
y 1934). 

Siendo tal la doctrina sentada en las causas citadas y en 
muchísimas otras, de aplicación en el caso, puesto que median 
idénticas circunstancias, son igualmente de aplicación las mis- 
mas sancione*, en ellas establecidas, o sea, la de estarse a las 
afirmaciones del actor que arbitrariamente ha sido despojado 
de su prueba que queda en poder del ferrocarril, tanto más 
cuanto, si esas afirmaciones son corroboradas por prueba su- 
pletoria. Lo expuesto es. a ini juicio, suficiente, para descartar 
!a alegación de la empresa de que m a Igra do la naturaleza de la 
carga — fruta seca — para su transporte por la tabla del art. 349 
"es indispensable que se establezca'', previamente en lascarías 
de porte, puesto que la modalidad legalmente arbitrada para 
establecerlo es — y precisamente por las frecuentes quejas de loa 
cargadores sobre demoras — la anotación, por la empresa del pe- 
dido de vagones para esos transportes separadamente a los de 
los pedidos ordinarios para las demás cargas, o en un registro 
especial y con el título de carga perecedera, anotaciones o re- 
gistro especial que no sólo no ha traído a los autos, sino que 
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tampoco ha traído las de podidos ordinarios para las demás 
cargas, a fin de demostrar "a contrario sensu" diré» que ano- 
tados cutre los pedidos de vagones para cargas generales los 
que hacen a los contratos cuestionados, no han podido estarlo 
en las de estas cargas especiales o perecederas. 

Y si ello es suficiente — en mi opinión — con mayor razón 
lo es -si se agrega que, el actor, despojado do la prueba preesta- 
blecida, ha acreditado, no obstante por otra supletoria, refir- 
mando la naturaleza y destino de la carpa y destruyendo la 
hipótesis planteada por la empresa de que podría ser "exporta- 
dor de esas frutas o fabricante de dulce, por lo que el destino 
podía haber sido otro distinto al consumo diario e inmediato 
de las poblaciones que el ferrocarril comunique o para su uti- 
lización en el mejor eslado de coiificrvíR-ión en los mercados de 
consumo; que los cargadores eran puesteros del Mercado Ciu- 
dad de Buenos Aires, con venta diaria de esos productos para 
el consumo de la población (fs. 107 y 1ÍJ2) y que esa actividad 
era conocida por la demandada y por ende la del destino de la 
carga, desde que les tenía abierta cuenta para el pago de los 
fletes decenal o quincenalmente, franquicias que sólo se acuer- 
dan para el transporte, recepción y entrega de la carga, sin 
pago del flete ni entroja de la carpa de porte, por el mencio- 
nado conocimiento de las actividades y solvencia del eargador 
o consignatario de la carpa; y especialmente la naturaleza y 
destino de esta, dado que sin el pago del flete ni presentación 
de la carta de porto la entregaba inmediatamente y sin otro 
trámite por la solicitud del "empleado costeado por los frute-" 
ros" (confesión de la demandada a fs. 1ÍÍ3, e informes de los 
contadores, pregunta 4»). 

Cabe hacer resaltar, por último, sobre la particularidad de 
que me vengo ocupando en lo relativo a las constancias del des- 
tino de la carga en las anotaciones independientes o registro 
especial para carga perecedera de los pedidos de vagones dis- 
puesto por el poder administrador en uso de facultades que le 
son propias y que no han sido impugnadas ni desconocidas, o 
en las cartas de porte como lo sostiene la empresa, que ella 
misma en otros juicios análogos de los que en esta misma fecha 
me expido, en el caratulado "díceres, P. G. contra P, C. Cen- 
tral de Bs, As,", Exp. 67/60.703, ha afianzado su defensa en 
que en las carta* de porte de los contratos en £1 cuestionados 
se estableció que el transporte era a tarifa especial con el 50 % 
más de los plazos Fijados en el art. 222 del reglamento. Así re- 
sulta, en efecto, de esos documentos y ello concluyentcmente, 
demuestra y comprueba que, cuando tratándose de fruta fresca 
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no destinada oí consumo diario de poblaciones pero para cuyo 
transporte deben anotarse los pedido» de vagones separadamen- 
te del de cargas ordinarias o en registro especial, por &>r pere- 
cederas, quieren las partes acordar convenciones distintas a las 
obligaciones que para esos casos la ley impone, alargando ida 
plazos y reduciendo los fletes, lo pactan concretamente porque 
apartándose de las condiciones generales y preestablecidas para 
esos transportes, se hace imprescindible la convención espresa, 
que es innecesaria cumulo se actúa dentro del precepto general 
de lo ley y su reglamentación, porque, conforme lo enseña Sí- 
buru y ai principio quedó dicho, "el hecho de requerir y hacer 
el transporte, presupone el consentimiento de partas contra- 
tantes sobre las referidas condiciones". La actitud de la misma 
empresa en la causa que recién cito es la mejor comprobación 
de su inteligencia contraria a la tesis que en ésta sostiene sobre 
el mecanismo de la ley y, en ausencia de la exhibición de los 
libros y registros de anotaciones de pedidos de vagones y del 
convento en las cartas de porte o de la prueba supletoria por 
otros medios, de que se pactó el mayor tiempo que sostiene, la 
solución sólo puede ser, en mi modo de ver. contraria también 
a sus pretensiones bajo el aspecto considerado, pues si bien es 
cierto que aquí, porque quedaron en poder del actor que retiró 
la carga con solicitudes del empleado de los fruteros, no se han 
presentado las cartas de porte, según se hace en el expediente 
aludido, no lo es menos que en ninguna parte ha sostenido la 
empresa que la misma condición hubiera sido pactada en ellas 
para estos acarreos, y ha negado en cambio la compulsa de los 
registros. 

Tampoco, en mi concepto, mejora la situación de la empre- 
sa contemplada bajo el punto de vista de haberse convenido el 
transporte mu sujeción a las tarifas especiales X. E. A. ílíl, y 
E. R. 22, 73. 88, por las que el tiempo reglamentario sería el 
de la tabla del art, 222 con más del AO r í, Xo encuentro la prue- 
ba en autos de que tales tarifas acuerden tnl franquicia en 
compensación de un menor flete como lo sostiene la empresa, 
y el solo hecho de calificarse de tarifas especiales tampoco lo 
presupone. Xo basta que se denominen tarifas especiales, sino 
que es indispensable que sean tarifas reducidas en base a la 
aceptación de un plazo más Inrgo para el transporte. Por prin- 
cipio y definición las tarifas deben ser uniformes, pero con- 
forme al art. 4!) de la ley 2H73 la empresa podrá reducir los 
precios de la tarifa en favor de los cargadores que aeepteu 
plazos más largos "que los que correspondiesen, según el orden 
del registro" o de los que se obliguen a proporcionar, en perió- 
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dos dados, un mínimum de toneladas de carga. Siendo así, la 
tarifa especial a precio reducido responde a dos modalidades 
distintas, mayor plazo o tonelaje mínimo, de manera que la 
carga mínima no .significa el mayor plazo y, este extremo del 
mayor plazo hay que justificarlo, sí indo absurdo pretender, 
frente a la ley, que el solo hecho de haberse aplicado una tarifa 
especial, significa el alargamiento en un 50 r í de los plazos 
para el transporte sobre la tabla del art. 222 del reglamento, , 
aparte de (pie, en todo caso, si procediera, por establecerlo así 
las tarifas convenidas, vale decir, con un 50 % más del plazo 
ordinario, lo sería cu esta naturaleza de transportes sobre la 
tabla del art. 349, como lo sanciona el art. 247 del reglamento 
del 12 de setiembre de 1936, porque se aplica sobre los plazos 
correspondientes según el orden de registro y éste determina 
la tabla de tiempo por la que deberá efectuarse el transporte, 
conforme a la naturaleza de la carga y el registro del pedido 
de vagones, pedido de vagones, que como ya dije, no sólo debe 
reglamentariamente por la ''naturaleza" y "destino" de carga 
anotarse separadamente a los pedidos ordinarios de las demás 
cargas o en registro especial y con el título de carga perecedera, 
sino que entre otras características, debe constar en dichos pe- 
didos — que se harán a medida que se lleve Ja carga a las esta- 
ciones para su transporte— su descripción, calidad, cantidad y 
destino (arts. 11Í4, Cód. de Com„ y 282 y 283, reglamento ge- 
neral ) . 

Acabo de afirmar que no encuentro en autos la prueba de 
que las tarifas aplicadas que se individualizan por el ferroca- 
rril, aparejen la condición de un 50 % más del plazo para ei 
transporte sobre la tabla del art. 222 del reglamento contra una 
disminución del flete y, malgrado la afirmación del a quo, de 
que resultando de la pericia que se convino tarifa especial, se 
concluyo que el tiempo permitido es cí que corresponde a carga 
ordinaria con el 50 % más de tiempo por haberse convenido 
dicha tarifa especial, nada autoriza a tal conclusión. 

De la pericia obrante a fs. 21 (i. no resulta lo que se expre- 
sa, pues compulsando los mismos antecedentes, sostiene el perito 
del actor que sólo se trata do tarifas combinadas para transpor- 
te en territorio argentino y extranjero por distintos ferrocarri- 
les y a los efectos de la percepción del flete con arreglo a una ta- 
rifa uniforme desde el punto de procedencia — en este caso 
República del Paraguay— hasta ei de destino en la nuestra, 
pero sin que las mencionadas tarifas, que ha tenido a la vista 
'Vn su texto íntegro", gocen de ninguna ampliación de plazo, 
habiéndose hecho los transportes por vagones completos "con 
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mínimums* 1 de 14 y 16.000 kilos, lo que explica el menor flete 
de acuerdo al art. 49 de la ley 2873. 

Y a ¡ta vez, el perito tic la demandada, empezando por 
reconocer que la tarifa níim. Üí) del Ferrocarril Nordeste Argen- 
tino (a las otras no las menciona) es una tarifa combinada con 
los Ferrocarriles de Entre Ríos, del Estado y Central Unenos 
Aires, con mínimum de vagón de 14 y 16.000 kilos, sostiene de 
contrario que en el libro de tarifas núm. 2 del Ferrocarril Nord- 
este Argentino del l p de noviembre de 1919, aprobado por la 
Dirección General de Ferrocarriles, se incluyó la tarifa níim. 99, 
despuís de haberse publicado y que en dicho "libro" en la con- 
dición núm. 10 sí establece que la empresa dispondrá para el 
transpone de un 50 % más del tiempo fijado en la tabla del 
art. 222 del reglamento funeral de ferrocarriles. Se controla así 
sin esfuerzo que, prescindiendo de otras consideraciones que 
saltan a la vista, las condiciones de aplicabilidad a que se re- 
fiere no se encuentran en la tarifa misma sino en un libro en 
que, junto con otras tarifas, se ha influido la núm. 99, una vez 
aprobada y publicada, siendo una mera deduce ión personal de 
este contador que por la circunstancia de la inclusión en dicho 
libro comprende a esa tarifa el aumento del plazo, aun cuando 
en el texto de la tarifa no figure. Obvio es entonces que, en el 
mejor de los casos, sólo existiría la afirmación contrapuesta de 
ambos peritos, sosteniendo uno que no autorizan esas tarifas el 
aumento de los plazos y que sí está comprendido el otro, y ello 
indiscutiblemente ni es la prueba que corrobore el aserto de la 
empresa ni la confirmación que resulte de la pericia, que se ha 
convenido una tarifa especial con tiempo permitido del 50 % 
más sobre la tabla del art. 222 del reglamento general que se 
afirma en el fallo apelado. 

Pero es que no sólo ello es así, sino tpie, por lo contrario, 
de esa pericia surge con toda evidencia que sólo se trata de las 
tarifas combinadas a aplicarse cuando intervienen distintas em- 
presas en el transporte, lo que prevé la ley y frente a la eual 
la inteligencia particular que, interpretándola, le atribuye el 
perito de la demandada, es insostenible, toda vez que la ley es 
expresa y ella dice en su letra y en su espíritu» exclusivamente 
que: "Los clasificadores, reglamentos, distancias entre estacio- 
nes, tarifas ordinarias y especiales en tráfico local y común, 
combinadas, deberán editarse en libros de igual formato, en for- 
ma clara y con todas las explicaciones necesarias para su fácil 
comprensión" (reg] amento funeral, ¡irt. 212). Según se ve, la 
ley sólo expresa y todavía lo destaca en bastardilla, que todo 
lo que enuncia "deberá editarse en libros de igual formato", 
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Jo que bien claro traduce que únicamente ordena la eompairi- 
nacion de un libro con dichos elementos pero sin autorización 
que, independientemente y como formando cuerpo aparte de Jas 
tarifas, se incluyan en él condiciones generales que las com- 
prendan a todas, sino que, por lo contrario, en el artículo si- 
¡miente A. categóricamente dispone que todas la» tari- 

fas especiales irán numeradas y contendrán la fecha eu que 
han sido comunicadas a la Dirección General de Vías de Comu- 
nicación la do ku vigencia, la de su caducidad, las condiciones 
le aphcahluUul ,in ambigüedad. . . y destaci otra vez en bas- 
tardilla, que contendrán las condiciones de aplicabiüdad "sin 
ambigüedad . de modo que ]50 e a en el libro, ajenio com- 
paginación o encuademación de diversos elementos que hacen 
al transporte, donde deben constar Jas condiciones de aplicabi- 
lidad de las tarifas especiales y sin ambigüedad, sino en cada 
una de las tantas mismas que se compilan y no dice el perito 
de la demandada que la ampliación del plazo conste en la pro- 
pia tarifa num, 99, sino en el libro como condición diez y sí 
dice el de la parte actora que en esa tarifa —cuyo texto íntegro 
Jia tenido a la vista— no consta la autorización de ampliación 
del plazo, sino otras condiciones que hacen a las tarifas combi- 
nadas para el transporte uniforme por distintas líneas ferro- 
viarias, M1W 

Por consiguiente, la única conclusión que suree de las pe- 
ricias, Jejos de confirmar ía afirmación del a quo de que porque 
se convino tarifa especial se concluye que el tiempo permitido 
es de un aO % mas que el de la tabla del art. 222, sólo deraueg, 
tra que la tarifa especial convenida es una combinada para el 
servicio por varios ferrocarriles y con mínimum de toneladas 
í a HFV\ 6Sto Sm nín ? una ambigüedad, como lo manda la ley, 
ambigüedad con la que por lo menos para Ja interpretación 
opuesta debe haber tropezado el perito de la demandada, ya 
que también formula cálculos con el 50 % más de plazo sobre 
ía tabla del art. 349 —apartándose de Ja del 222 que se cues- 
Í l T 7 T/^ n / 0rme . a I 08 , ?ual« el ferrocarril adeudaría al actor 
* Jó7>32 % (pericia indicada, fs..222), que tampoco se ha te- 
nido en consideración en la sentencia en recurso. 

No hay en estos autos otra prueba que la apun+ada sobre 
las condiciones de aplicabilidad de las tarifas discutidas v ella 
es contundente en el sentido de que eólo se trata de tarifas 
combinadas ajenas al alargamiento de plazos y con disminu- 
ción de precio del flete en razón de un mínimum de tonelaje de 

el art 49 d i T°2m** ^* COnforme lo di * tin S«e 



612 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Por lo expuesto, voto en la cuestión tratada pnr la revoca- 
toria de la sentencia apelada y en su mérito, por la admisión 
de la demanda hasta la suma de | 2.623.29% a que llega 
el perito del accionante, y en defecto do que ti voto no prospe- 
rase en dicha parte, que la ronden a se limito a los $ 367,32 % 
a que arriba el contador de la demandada, computando el tiem- 
po sobre la tabla del art, 34!) del reglamento, con más un ÚQ % 
del plazo y, en cualquiera de ambos casos que progrese la ac- 
ción, con sus intereses y las costas proporcionales en todo el 
juicio, a pagarse denlro de tercero día. 

En euanto.a las costil*, para el supuesto de que se confirme 
la sentencia apelada por el voto de la mayoría, considero que 
habría sido bien resuelto el punto por el señor Juez a quo, y 
debe mantenerse, atendiendo a las particularidades de la causa, 
la discusión de derecho y de hecho a que ha dado lugar y a la 
circunstancia de qu. 1 comportaría un cambio de doctrina recien- 
temente operado y con posterioridad a la iniciación del juicio. 

El señor vocal doctor Williams dijo: 

Como lo expresa el señor vocal de primer término, consi- 
dero que en el caso no se trata de igua! situación a la concre- 
tamente resuelta por la Corte Suprema en el fallo en que se 
apoya el señor Juez a quo y, tampoco, por consiguiente, en los 
resueltos por este tribunal aplicando eso doctrina, que en el 
iub júdice entiendo no juega ni por analogía, por cuanto no 
sólo la cuestión funda mental relativa a la declaración de la 
carta de porte de que es carga perecedera destinada al consumo 
diario de una población, que debe transportarse por la tabla 
del art. 349, quedó descartada del debate porque no fué defensa 
opuesta al trabarse la litis por demanda y contestación, sino 
que la contienda se ha particularizado en definitiva por exeep- 
ciona miento de la empresa arguyendo que los transportes cues- 
tionados, cuyo carácter de carga perecedera no discute, fueron 
contratados a tarifa especial de mayor tiempo y menor flete, 
que es lo que ha debido probar. 

Las tarifas especiales, no únicamente revisten esa condición 
por alargamiento del plazo contra disminución del flete, sino 
también por reducción ,M flete contra el aseguramiento de un 
mínimum de toneladas de carga .sin alterarse los tiempos regla- 
mentarios de conducción . 

Frente a lo afirmado por la adora en su interpelación, la 
demandada en su escrito de responde sólo dijo que para que 
el transporte deba realizarse en un tiempo distinto al regido 

Sor el art. 222 del reglamento, es indispensable que se "esta- 
leaea" y ello es rigurosamente exacto; mas conforme a la re- 
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dentro de la órbita exclusiva de la legislación comercial. Y pre- 
cisamente esta última es la situación alegada en autos, en la 
que rigiendo solo la legislación comercial, el transportador que 
ha reconocido el carácter simplemente perecedero de la carga 
al no discutirlo ni impugnarlo, no Ka probado el convenio in- 
vocado sobre aplicación de tarifa especial cíe mayor tiempo. 

. Por ello y porque tampoco es el caso de tarifas especiales 
en las condiciones especificadas, aceptadas por el cargador, 
todo lo que demuestra la diferencia entre la presente causa y 
las que se citan como de doctrina últimamente sentada por la 
Corte Suprema, voto en el mismo sentido, que en primer lugar 
y en definitiva, vota el vocal de primer termino. 

Por análogas razones, el señor vocal doctor Rodríguez 
Ribas adhirió a los votos precedentes. 

Por los fundamentos del precedente, acuerdo, se revoca en 
todas sus partes la sentencia apelada do fs. 25Í) y admitiéndose 
en parte la demanda, se condena n la empresa del Ferrocarril 
Central de Buenos Aires a pagar al actor. Alberto S. Carvalbo, 
la suma de $ 2.623.2Ü, a que llega el perito del accionante, con 
más sus intereses legales desde la fecha de la notificación de 
la demanda y las eostns proporcionales fie todo el juicio, n pa- 
irarse dentro" de tercero día. — Hortu ia Bouquct. — Eduardo 
Wütiams. — Vicente Rodríguez Riba*. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Ni en la sentencia de fs. 2.10, ni en la de fs. 310 vta. t 
se discute cuestión alguna de carácter federal. La causa 
resulta decidida por razones de hecho y prueba e inter- 
pretación de disposiciones del Código de Comercio refe- 
ribles a contratos de transporte por ferrocarriles. Como 
lo tengo expresado reiteradamente en dictámenes ante- 
riores considero que el Reglamento de Ferrocarriles de- 
be conceptuarse accesorio de dicho código, en cuanto a 
materias regidas por este se refiera. 

Considero aplicable al caso actual la jurisprudencia 
V. E. en 194 : 488. A mérito de ello, y dando 
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por reproducidos en lo pertinente los términos del dicta- 
men que entonces espedí, solicito se declare improceden- 
te el recurso extraordinario concedido a fs. 315. — Bue- 
nos Aires, octubre 29 de 1943. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
Buenos Aires, 13 de septiembre de 1944* 

Y vistos: Los nutos "Carvalho Alberto S. contra 
F. C. Central Bueno* Aires sobre cobro de $ 17.022,65 
'%", venidos por el recurso extraordinario concedido a 
la parte demandada contra la sentencia dictada a fs. 
294 por la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de 
la Capital. 

Considerando: 

Que esta Corte Suprema, interpretando los arte. 46 
y concordantes de la ley 2873 y 220, ines. V y 2% del 
Reglamento General de Ferrocarriles, ha establecido i 
a) que el transporte de frutos y provisiones destinados 
al consumo diario de las poblaciones que el ferrocarril 
comunique, cuando ese destino ha sido declarado por el 
remitente, debe ser necesaria mente efectuado en los pla- 
zos máximos fijados por el art. 349 del Reglamento, 
con prescindencia de cualquier convenio de las partes al 
respecto; h) que el transporte de las cargas no com- 
prendidas en el supuesto anterior debe efectuarse en el 
plazo estipulado por las partes, y, a falta de convenio, 
en el que fije el reglamento, que en tal hipótesis puede, 
como lo ha hecho el art. 220, ine. 2' del Reglamento 
General, establecer válidamente y sin violación del art 
86, inc, 2* de la Constitución Nacional, un régimen de 
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preferencia; e) que los casos a que se refiere la letra 
precedente caen en el dominio de la legislación común, 
por tratarse de mercaderías generales en cuyo trans- 
porte no so halla comprometido el interés público — co- 
mo, en cambio, lo está en el supuesto indicado en la 
letra a)— y, por lo tanto, las cuestiones referentes a 
saber cuáles han sido Ins tarifas convenidas y los plazos 
en que debió realizarse el transporte no revisten carác- 
ter federal sino común y do hecho (Fallos: 182, 198; 
186, 541; lí)4, 488 y 493). 

Que la jurisprudencia sobre la materia conduce, 
pues, a desestimar la impugnación formulada por la re- 
currente, con respecto al art. 220, ine. 2', del Reglamen- 
to General de Ferrocarriles, sobre la base de su incom- 
patibilidad con el art. 46, inc. 1*, de la ley 2873 (Fallos: 
182, 106) y pone de manifiesto que las demás cuestiones 
referentes a saber si el transporte de las mercaderías 
en discusión — que, según lo sostiene la empresa y lo 
admite la sentencia de la Cámara, no son de las com- 
prendidas en el art. 46* de ía ley 2873 — tiene o no un 
régimen preferencial, o mí les son los plazos aplicables, 
cuáles los convenidos y las tarifas estipuladas en el 
caso de autos son cxtrnñus al recurso extraordinario. 

En su mérito y de acuerdo, en lo pertinente, con lo 
dictaminado por el señor Procurador General, confír- 
mase la sentencia apelada «n lo que ha podido ser ma- 
teria del recurso extraordinario. Notifíquese y 
vanse, reponiéndose el 





RoBKKTO REPFTTO — ANTONIO Sa- 
GAKXA — F. RaM&3 MejÍA. 
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JOSE M. MURCIA V. NACION ARGENTINA 

ACCIDENTES DEL TRABAJO: Relación entre el siniestro y ti 
trabajo. 

La ley 9G88 no responsabiliza al patrón por el accidente 
de tránsito sufrido por el obrero a la entrada o al regreso 
de sus tareas que no se ha debido a peligro o dificultades 
inherentes al acceso o a la salida del lugar donde traba- 
ja 0). 



CARLOS M. S1LVEYRA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe* 
deral. Cuestiones federales complejas. Inconstituciona'idad de nor- 
mas y actos nacionales. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que, 
partiendo de la base de que la paralización de una caufia 
criminal ante los tribunales ordinarios por aplicación de 
lo dispuesto en el art. 38 del Cód. de Proe. respectivo, no 
suspende el término de la prescripción de la acción penal, 
declara prescripta la intentada por el recurrente, aunque 
el tribunal de la causa haya omitido pronunciarse sobre la 
cuestión federal consistente en que el art. 67 del Cód. Penal 
interpretado con aquel alcance es violatorb del art. 18 de 
la Constitución Nacional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normas y actos comunes. 

La interpretación dada al art. 67 del Cód, Penal por el tri- 
bunal superior de la causa es irrevisible por medio del 
recurso extraordinario. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constititcionalidad e tnconstitueiú- 
nalidad. Leyes nacionales. Comunes. 

El art. 67 del Cód. Penal, interpretado en el sentido de 
«pie impide la suspensión de la prescripción de la acción 
en las causas en que un obstáculo legal la paralice, es vio- 
la tui i u del art. 18 de la Constitución Nacional. 



(i) 13 setiembre do 1944. Fallón: IS7, 383; 197, 369. 
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Suprema Corte: 

Planteada como lo ha sido en este proceso cues- 
tión de inconstitucionalidad del art. 38 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal por las razones hechas 
valer a fs. 134, procede la intervención de V. E. en 
instancia extraordinaria, conforme lo admitió a fs. 135 
la Cámara de Apelaciones respectiva. 

En cuanto al fondo del asunto, discútese si la sns- 
tanciaeión de un proceso ante la justicia federal a mé- 
rito de la preferencia que deba dársele respecto de otra 
cansa seguida ante la justicia ordinaria contra el mis- 
mo procesado, interrumpe o no el curso de la pres- 
cripción de la acción penal en el segundo proceso. El 
fallo apelado decide el punto negativamente, apartán- 
dose de Ja doctrina que V, E. sentó en 194: 242. 

No habiéndose aportado nuevos argumentos al de- 
bate, si V. E. mantiene dicha jurisprudencia correspon- 
derá revocar dicho fallo, obrante a fs. 132, en cuanto 
pudo ser materia de recurso. — Buenos Airee, agosto 
7 de 1944. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 15 de setiembre de 1944. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
Israel Etlis contra la sentencia de la Exma, Cámara 
de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la 
Capital Federal que sobresee definitivamente, por pres- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

cripción do la acción penal, on el juicio que le signe a 
Carlos M. Silveyra por el delito de injurias. 

Considerando : 

Que el recurrente dedujo querella por injurias con- 
tra Carlos M. Silveyra y durante la tramitación del 
juicio su secuela fué paralizada en virtud de lo dispues- 
to por el art. 38 del Código de Procedimientos, en ra- 
zón de seguírsele a Silveyra otro proceso ante la juris- 
dicción federal. 

Que terminado el proceso ante la justicia federal 
el recurrente presentó escrito planteando el caso fede- 
ral para la hipótesis en que so entendiera que la para- 
lización do la cansa, motivada por la aplicación del cita- 
do nrt. 38, no suspendiera el termino de la prescrip- 
ción por considerar, on tal caso, violndo el art. 18 de 
la Constitución Nacional que declara la inviolabilidad 
de la defensa en juicio, refiriéndose a la doctrina fija- 
da por la mayoría de la Corte «i re: Honorio Roigt v. 
Olegario V. Andradc v otros —194, 242—. 

Que el Sr. Juez Correccional, sin tratar la cuestión 
constitucional, declaró extinguida la acción por pres- 
cripción y apelada la sentencia fué con filmada por la 
recurrida, fundándose el tribunal a-quo en la interpre- 
tación del Código Penal, sin tratar el aspecto constitu- 
cional planteado desde el primer momento, por lo que 
el recurrente interpone recurso extraordinario para 
ante esta Corte, que le ba sido concedido. 

Que invocándose una garantía constitucional y 
siendo la seniencia contraria al derecho en cuyo ampa- 
ro se la invoca, el recurso extraordinario procede y 
ha sido bien concedido, aun cuando la cuestión consti- 
tucional no haya sido expresamente resuelta —art. 100 
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de la Constitución Nacional; art. 14, inc. 2* T ley 48; 
Fallos: 193, 408; 194, 284; 195, 22 y 373; 196, 19. 

Quo si bien al interponer el recurso el recurrente 
fiólo alude al art. 38 del Código de Procedimientos cuya 
inconstitucionalidad parecería alegar, los antecedentes 
relatados demuestran elaramento quu el fundamento 
del recurso es la inconstitucionalidad del art. G7 del 
Código Penal en cuanto se lo interpreta como impi- 
diendo la suspensión o la interrupción de la prescrip- 
ción de la acción aun en los casos en que un obstáculo 
legal la paralice. Esto es más claro aun si se tiene en 
cuenta que el recurrente cita el caso de Roigt v. An- 
drade y otros en el que la mayoría de la Corte esta- 
bleció la aplicahilidad del citado art. 38 a ios casos 
como el de autos y su constítucionalidad. 

Que la interpretación dada al art, 67 del Código 
Penal por la sentencia recurrida es irrevisible por la 
Corte en función del recurso extraordinario — Fallos: 
190, 392; 195, 458; 196, 397— por lo que sólo corres- 
ponde resolver si la citada disposición legal, así inter- 
pretada, es violatoria de la garantía constitucional in- 
vocada. La Corte ha establecido en numerosos casos 
que la inviolabilidad de la defensa en juicio establecida 
por el art. 18 de la Constitución Nacional supone ele- 
men taimen te la posibilidad de ocurrir ante algún órga- 
no jurisdiccional en procura de justicia, que el litigante 
sea oído y se le dé ocasión de hacer valer sus medios 
de defensa en la oportunidad y forma previstos por 
las leyes de procedimientos —Fallos : 193, 135 y 408 y 
los numerosos citados en esto último — . La Constitución 
ampara no sólo a los acusados o demandados, sino 
también a los acusadores o demandantes. Estudiado el 
presente caso a la luz de los principios enunc ; ados la 
violación constitucional es patente. El querellante, a 
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os arts. 73 y 74 del Código Penal le dan acción 
para perseguir eu defensa do su honor al autor del 
delito, ocurro u ejercer. «u acción en la forma estable- 
cida por la ley procesal; la misma ley, en virtud de 
una disposición que tiene su origen en la forma fede- 
ral de gobierno y que ha sido declarada aplicable y 
constitucional por la Corte, paraliza la acción, y cuando 
esta puede ser puesta de nuevo en marcha, la justicia 
la declara extinguida. Se le priva, así, de toda opor- 
tunidad para hacer valer sus derechos v se le deja 
indefenso y burlado ante la injuria. 

Que cabe agregar, por otra parte, aun cuando sea 
obiter thetum, que la aplicación rígida del art. 67 del 
Código Penal es de origen interpretativo y que la 
suspensión de la prescripción en casos como el de autos 
no es doctrina sin discrepancia. Lo primero surje de 
los antecedentes jurisprudenciales de la misma Cáma- 
ra a-quo. Ella fijó en forma definitiva esa interpreta- 
ción por mayoría ele votos, en tribunal pleno, en el caso 
de (ínbay v. Casas fallado el lú de junio de 1923 —Ju- 
risprmhnvh Argentina, t. 10, póg. 873-. Con anterio- 
ridad se habían manifestado las mismas disidencias 
según puede verse en la misma revista, l % págs. 495, 
9G9 y í>73. En doctrina es opinión generalmente admi- 
tida la de que la máxima contra non valcntem agere 
non currit prescriptio no es aplicable eu materia cri- 
minal, pero se admite la excepción para los casos en 
que el obstáculo proviene de la ley. Así lo sostiene Le 
Sellyer, entre otros, quien en la nota al núm. 520 de 
su obra cita las opiniones en pro y en contra, v Oabbaud, 
contrario, afirma que la jurisprudencia de la Corte de 
Casación francesa lo admite — Véase : Le Sellter, Exer- 
cice et ExUnctio» des Áctions Publique et Privée, 10' 
edición, t. II, núm. 518 y sigtes. ; Gaiuuud, Droit Penal 
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Franjáis, 3* edición, t. II, núm. 736—. Do cualquier 
modo, el caso, en lfi forma en quo viene planteado, 
excede el ámbito del derecho penal para pasar al de 
los principios constitucionales. La Constitución os la 
ley suprema y a ella deben conformarse autoridades, 
códigos y leyes (art. 31). 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Sr. Procurador General de la Na- 
ción, se declara que el art. 67 del Código Penal, en la 
forma en que ha sido aplieaclo, vulnera el art. 18 de la 
Constitución Nacional y, en consecuencia, se revoen la 
sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia del 
recurso extraordinario. Notifíquesc y devuélvanse, de- 
biendo reponerse el papel en el juzgado de origeu. 

Iíoüeuto Kepetto — Antonio Sa- 
cíarka — B. A. Nazar Ancho- 
re xa — F. Ramos Mejía, 



S. A. BODEGAS Y VIÑEDOS ANGEL CAVAONARO LTDA. 
v. DIRECCION GENERAL DEL IMPUESTO 
A LOS REDITOS 

RECCRSO EXTRAQltfilSAltlO: Iteqtihitos propios. Cuestiones 
no federales. Exclusión de las cuestiones de hecho, impuestos ij tasas. 

Son ¡rre visibles por modín del recurso extraordinario las 
conclusiones de ta sentencia apelada fundadas en razones 
de hecho y prueba y referentes a la duración de vida útil 
de las viñas, a la falta de desmedro del suelo libre de me- 
joras por el apropiado cultivo de la vid y a la posibilidad 
de utilizar nuevamente, el erradicarse las viñas y hacer 
nuevas plantaciones, las mejoras consistentes en la siste- 
matización de la superficie del suelo y obra de riego y 
dcsa^nie. 
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IMPUESTO A LOS REDITOS: Deducción, *, Comercio e industria. 

La deposición del art 23, iiic. e) de la ley 11.G82 (T. O,) 
debe ser entendida en lo referente a las amortizaciones que 
indica, con el alcaucí- de la suma necesaria para la recu- 
peración del agotamiento, despaste o destrucción del bien 
mismo productor de la renta y no del en p ¡tal comprome- 
tido en el negocio; a cuya interpretación no obsta la cir~ 
cunstaneia de que técnica mente pueda concebirse una amor- 
tización más completa qne aquélla. 

IMPUESTO A LOS HEDI TOS: Deducciones. Comercio e industria. 

Habiéndose resuelto por la sentencia apelada, en forma 
irrevisible, que el suelo libre de mejoras no sufre desme- 
dro por el apropiado cultivo de la vid, no procede tomar 
como base para cale ola r la amortización prevista en el art. 
23, ine. e) de la ley 11.682 (T. O.) el precio total de la 
adquisición del viñedo, si bien ello no obliga a prescindir 
del precio de adquisición de la parte amortizable del viñedo. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Deducciones. Comercio c indttstriü. 

Ante la dificultad de determinar el precio de adquisición 
de la parte amortizable de un viñerlo» procede calcular la 
amortización sobre el costo de plantación de aquél, sin 
computar intereses sobre éste, más las partidas amortiza- 
bles del capital fuudiario y capital de explotación. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Deducciones. Comercio e Industria. 
El tiempo en función del eual debe calcularse la amor- 
tización de un viñedo es todo el que abarca la vida útil 
del mismo y no tan sólo el transcurrido desde la adquisi- 
ción por el contribuyente. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Deducciones. Comercio e industria. 

Todos los gastos ordinarios conducentes a conservar el vi- 
ñado son amortizables. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Costas. 

Lo referente a las costas de\cugadas en los juicios some- 
tidos al conocimiento de la Corte Suprema por medio del 
recurso extraordinario es materia ajena a éste. 
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Sentencia del Juez Federal 

Mendoza, diciembre 31 de 1942. 

Y vistes Estos autos X* 83.574, caratulados: "S, A Bo- 
degas y V medos Angel Cavagnaro Ltda. contra 1 iireeción 
General del Impuesto a los liéditos, por demanda contenciosa 
administrativa , llamados a fs. 157 vuelta para dictar senten- 
cia y eon el expeliente administrativo correspondiente agre- 
gado por cuerda separada, de los que resulta: 

Que a fe G se presenta don Mipuel í). Herrera, en reore- 
jentacón de la S A Bodegas y Viñedos Angel Cavagnaro 
ijtaa., interponiendo formal demanda contra el Fisco Nació 
na J: ¡*» wttformidJícl eon el art. 42 de la ley 11.683, n 0r re- 
petición de la suma de * 2o.58í¡.Q3 % abonada indebidamente 
en concepto de impuesto a los réditos. 

Expone que la socic^d aetora presentó oportunamente 
las declaraciones jurada .■orrespondientes a los eiercíeios co- 
métales emprendidos « ntre el 1* de julio de 1331 v el 30 
de junio de VXiS inclusive, acompañando las copias "de me- 
morias, balarles y estados demostrativos de ganancias v pér- 
didas pero no obstante ello la Dirección ordenó una revisa- 
rán de los libros de contabilidad, confección ando el empleado 
destacado a ese objeto. liquidaciones que arrojaron un total 
de impuesto por período en cuestión de ifs 2S..Í22 7í» aerean- 
do que con fecha 20 de diciembre de 1938 ingresó el impuesto 
liquidado, no sin antes dejar establecida su formal protesta 

ii roV <|l T ? 6 mtar ^° < ' 0,, 'o atable-ido m la lev 
11.68,*, la sociedad actora interpiiKo, eon fecha 31 de octu- 
bre de 1ÍKÍÍ), el recurso administrativo de repetición, acompa- 
ñando nuevos formularios cor respondiente!* a los ejerciríoH 

SS!?™" 1 !"? ° nUe ° l tlf> (lp m2 >' pl 30 th ' jllilin de 

1938 y solicitando la devoliu-ión de la suma de $ 2fi óSlí (13 
resultante de la diferencia entre lo ingresado v tu que real- 
mente le corresponde pagar, pero ( p,e la Dirección por reso- 
lución de fecha 2-> de abril de 11140 sólo hizo lu.^r na. re i ni 
mente a sus reclamaciones, por lo que de acuerdo a lo esta- 
blecido por el art. 42 de la ley 11.1583 inicia esta demanda 

i * *&£S °" pHmn ' tt ' , ' 11,il * n - H»* 1 procede la devolurión 
ÍSoS * 5 ^"'TC^prindioiite al impuesto por el período 1031- 
1932 en razón de que a la época en que se practicó la liqui- 
dación se encontraba presen pt a la areión del Fisco para 
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reclamarlo de acuerdo con lo dispuesto por el art 23 ine a) 
de la ley 11.683. 

mt Asimismo, «Firma f¡ue corresponde admitir la amortiza- 
ción de los viñedos de la aetora, debiendo tenerse en cuanta 
a tai efecto el valor de adquisición de los mismos establecidos 
en sus libros de contabilidad y la parte de vida económica 
(pie les resta, sosteniendo en este sentido (pie la duración 
económica de un viñedo no alcanza a los 30 anos. 

Bcfnta a la Dirección de Réditos (pie afirma en su resolu- 
ción que aún siendo reales los valores de adquisición estarían 
en ellos incluido el valor de la tierra, y sostiene que la tierra 
plantada con viñedos sufre en Jos años de explotación un 
enorme desgaste o agotamiento por lo que su valor no es igual 
al plantarse las cepas que al finalizar la explotación. Asimis- 
mo disiente eon la Dirección en cuanto ésta establece en 50 
años Ja vida de los viñedos, como también en cuanto fija en 
$ 1.92;» el valor de implantación de una lieetárea de viña. 

Pina luiente, deja expresa constancia que además dé las 
amortizaciones deben admitirse las deducciones de todos los 
gastos necesarios para obtener, mantener y conservar la renta, 
estando comprendidos en ellos, la reposición annal de postes,' 
rodrigones, injertos, mugrones y alambro, sin hacer distinción 
81 estos pastos &m ordinarios o extraordinarios. 

Funda su derecho en los arts. \ 11, 22 v 23 ine e) de la 

101, y 102 de la Reglamentación General, 

Que corrido traslado de la demanda al señor Procurador 
Fiscal, lo evacúa a fs. 17 y siguientes solicitando el rechazo de 
ta demanda, con costas. 

Con respecto a la repetición de h suma abonada el día 28 
de diciembre de 1ÍI38, por diferencia de impuesto correspon- 
diente al año 15)32, se allana a la demanda, señalando que sólo 
procede devolver la suma de $ 5.4 15,02 por cuanto la diferen- 
cia entre esta cantidad y la redamada por el actor fué abonada 
a n les de estar proscripta la acción d< 1 Fisco, 

Con respecto a la amortización de viñedos expresa, previa- 
mente que la Dirección antes de que el actor interpusiera el 
recurso administrativo de repetición, había resuelto recono- 
cerla, como lo demuestra el pedido de informes cuva "Opia 
corre a fs. 1 del expedicnie administrativo. 

Sostiene que una viña que se riega, poda, despampana, abo- 
na, ara, injerta, amugrona y a la que se le cambian olambres 
y postes, tiene una duración casi ilimitada de vida, nunca me- 
nor de 30 años; que admitiéndose como gastos de conservación 
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laa deducciones por esos conceptos, no puede pretenderse nunca 
una suma mayor que la fijada por Ja D. de Kéditos, y que si 
■e pretende una mayor amortización debe probarse la real des- 
valorización correspondiente y finalmente que aceptándose pe- 
soa 38,50 y # 14 para madera de la viña nu debe computarse 
ninguna otra cantidad entre laa deduce iones a admitirse. 

Considerando ¡ 

L Que con respecto a la rt petición de la suma abonada 
en concepto de impuesto por el período I!W]-í!í;¡l\ atento al 
allanamiento formuladn por el Sr. Procurador Fiscal y la con- 
formidad prestada por la actora al alegar sobre el mérito de 
la prueba cor responde considerarla excluida de las cuestiones 
sometidas a decisión del suscripto. 

II. Que con el objeto de determinar la vida útil de los 
viñedos, el costo de implantación de pie mismos y, en conse- 
cuencia el coeficiente de amortización que corresponde aplicar 
al determinar la renta qite ello produce, se ha aportado a 
este juicio el dictamen pericial corriente a fs. 67 y siguientes 
de estos autos. 

Ahora bien, el suscripto no comparte el criterio de los pe- 
ritos actuantes quienes asignan a Iti vid cultivada sobre pie 
franco un período de vida económica no superior a 40 años, 
pues entiende, como lo ha expresado en la se ni ene i a recaída en 
el día de la fecha en los autos X v 80.385 seguidos por don 
Francisco Calvo contra la I). de Kéditos que ella .sobrepasa n 
loa 50 años. En cuanto a la afirmación del actor referente al 
desgaste que sufre la tierra por efecto del cultivo, ella ha 
quedado desvirtuada por la opinión de los peritow, quienes ca- 
tegóricamente expresan en su dictamen que los abonos perió- 
dicos alargan indefinidamente su productividad. 

Con respecto al costo de implantación de un viñedo y to- 
mando en cuenta los datos consignados a fs. 111 por los peritos 
puede establecerse él cu la mima de $ 1.363,47 por hectárea, 
advirtiendo que como a los fines de determinar Ja amortización 
corresponde tener en cuenta sólo las inversiones que deberán 
efectuarse al finalizar el período úf 1 del viñedo para su re- 
plantación, han sido deducidos los gastos correspondientes a la 
compra del terreno y los orÍRinados por nivelación y desagües, 
por cuanto estos trabajos no serán necesarios practicar al efec- 
tuarte la replantación. Asimismo no Kan sido considerados 
loa importes de los impuestos, en razón de que su deducción 
«ata autorizada por la Dirección. 

En consecuencia, teniendo en cuenta la duración de los 
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viñedos, calculada como se lia dicho en cincuenta afios, como 
asi mismo que la madera, cuyo tostó es de $ 413,90 por hectá- 
rea, deberá ser repuesta a los 25 a Dos, resulta un coeficiente de 
amortización de $ 35,54 que es inferior al admitido por la 
Dirección de Ib-ditos en la resolución recurrida. 

Asimismo corresponde declarar que la suma de $ 14 ad- 
mitida por la Dirección partí cubrir los gastos de reposición 
(le postes, mugrones, rodrigones, injertos y alambres, origina- 
dos por rotura» accidentales, es decir, por perdidas extraordina- 
rias, es razonable, criterio compartido por los peritos y expre- 
sado a fs, 115 de estos autos. 

Corresponde destacar que eí coeficiente de amortización 
de $ 121 f G8 por hectárea fijada por los peritos, es equivocado, 
por cuanto al establecerlo lian considerado los intereses del ca- 
pital invertido en la implantación v ellos, de acuerdo con 
lo establecido por el art. 24 inc. a) de la ley 11.682, no son 
ded ucibles. 

Por estas consideraciones, disposiciones legales citadas y 
concordantes, resuelvo: N T o hacer lugar a la demanda inter- 
puesta por la 8. A. Bodega» y Viñedos-Angel Cavagnaro Ltda. 
emitía la Dirección Cieñe ral del Impuesto a los Réditos y, en 
consecuencia, mantiene»» la resolución de la autoridad admi-* 
nistrativa fecha 25 de abril de 1940, corriente a fs. 23 del 
legajo administrativo. Las costas por su orden. — H. Baezo 
González. 



Sentencia de la C Amasa Federal 

Mendoza, febrero 19 de 1944, 

Vistos: 

Los autos N* 5308-C-242, "S. A, Bgas y Vdos. Angel Ca- 
va gnaro Ltda. contra Dirección General del Impuesto a los Ré- 
ditos, por demanda con teñe inao-administrat iva", venido del 
Juzgado Federal de Mendoza, — Expte. N* 83,574— a virtud 
de los recursos de apelación y nulidad interpuestos a fs. 184 
vta. y 1H6, respecto de la sentencia de fecha 31 de diciembre 
de 1942, corriente a fs. 182/184 por la quo se resuelve í "no 
hacer lugar a la demanda interpuesta por la S. A. Bodega* 
y Viñedos Angel Cavagnaro Ltda. contra la Dirección General 
del Impuesto a los Réditos y en consecuencia, mantiene» U 
resolución de la autoridad administrativa de fecha 25 de abril 
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de 1940 corriente a fs. 23 del legajo administrativo. Las costas 
por su orden 

Y considerando : 

En cnanto al recurso do nulidad: 

Que interpuesto osle recurso snlo por la adora, no lo ha 
mantenido en esta instancia, limitándose a solicitar en la vista 
de la causa, la revocación de la sentencia apelada, lo que im- 
porta el desistimiento de dicho recurso, como lo tiene decla- 
rado reiteradamente este Tribunal en cansos análogos. 

Que por lo demás, no se advierte, ni en la forma de la 
sentencia, ni en o] procedimiento, ninguno de los vicios previs- 
tos por el Art. 23Ü de la Ley 50, susceptibles de cansar la 
nulidad; en cuya virtud, corresponde desestimar este recurso, 
y así se resuelve. 

En cuanto al de apelación : 

Que este recurso lia sido interpuesto por ambas partes: 
por la aetora en cnanto al fondo de la demanda, pidiendo que 
se haga lugar a ella en todas sus partes, con especial con- 
denación en costas; y por el Procurador Fiscal, en cnanto la 
sentencia exime de costas a la sociedad demandante, pidiendo 
que sean ellas impuestas en ambas instancias. 

Que el memorial presentado por la actora en la vista de 
la causa, concreta mis agravios rn los siguientes puntos: 1» que 
la viña en general tiene una vida económica útil desde su im- 
plantación de treinta años, y no de cincuenta como lo establece 
la sentencia; 2^, que las amortizaciones de sus viñedos deben 
practicarse dividiendo el costo de adquisición por el número 
de años de vida filil que le quede en sus manos desde su adqui- 
sición, y no dividiendo el rosto de implantación por el número 
total de años de vida útil, como lo dispone el fallo; y .'1<\ que 
deben armonizarse todos Ins gastos necesarios para obtener, eon- 
servar y mantener e] fruto de las viñas, ineluyendo los de re- 
posieión de postes en su totalidad, sin la limitación que esta- 
blece la sentencia. 

Que les peritos designados en mitos, ingenieros Alfredo 
Oodoy y Mario O. Ore?. a, que se espiden de común acuerdo, 
al dictaminar sobr* 1 la materia del primer punto, se refieren a 
la vida de la planta de vid (cepa), la que estiman en treinta a 
cuarenta años, y no a la del ''vim tlo", o sea el terreno plantado 
de vides y que se explota imlus'rialmente en »u conjunto, re- 
novándose constantemente en sus unidades y demás elementos 
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que )o constituyen, a medida que el estodo fie desarrollo, pro- 
ductividad y conservación de Jos mismos lo va requiriendo. 
Es «sí. que si bien aquellos ofirnum que "el período de vida 
económica útil de Jo vid cultivado sobre píe franco no es en 
nuestro medio superior en duración a 40 oóos" (fs. 131), ex- 
presan a ln vez. que " experimental mente en Mendoza dado el 
sistema [],» conducción adoptado en la generalidad de los vine- 
dos (ííityol -doble; de producción forzado, ogotadora) es difí- 
cil encontrar cepa* mayores de 30 años de viñedos explotados 
desde muchos o por muchos año* más {la "renovación" es prác- 
tica aemraty (fs. 101 vía.). Tal es entonéis, e j a [<. atlee que 
debe darse a la declaración de los testigos Gnbrielli, Filippini 
y Hnj Belmonte (fs. 44 y vía,), cuando contestan afirmativa- 
mente a la cuarta pregunto de sus respectivos interrogatorio» 
sobre ' si es cierto que "la viña" no duro económicamente máa 
de treinta años". 

Que no habiendo, pues, en autos, elementos probatorios 
suficientes pora establecer con certeza la duración de vida 
utd del "viñedo" en la Provincia, procede tomar en conside- 
ración Jas peneins producidas en el juicio seguido por don 
francisco Calvo contra la Dirección Oral, del impuesto a los 
Iicditos, anaína «1 presente y en el que el Tribunal dicta 
sentencia en csia misma focha; operación que ha sido practi- 
cada por los ingenieros agrónomos José Knúl Poncc v Mariano 
Bidnne, profesión o les ambos de destocada actuación en la Pro- 
vincia» y controlada por los mismos apoderado y letrado de la 
Sociedad recurrente, que lo son también del s Vior Calvo Y 
bien; el perito Poncc dictamina que la vida económica útil 
de un vinrdo, debidamente euidado. es perenne; v el Ing. Bi- 
done, que si las repns son de pie franco, la duración del viñedo 
varia entre cincuenta y sesenta muís. En consecuencia, debe 
n reptarse cumio durm-iún de vida eeniiómirn del viñedo, la de 
cincuenta anos, no sólo pop ser la más favorable al deudor- 
contribuyente, sino tombi.'u lo que, a juicio del Tribunal, es 
lo mas prudente. Esta es también la conclusión a que llega el 
Tribunal cu el juicio Calvo unten mencionado. 

Que entrando a considerar el segundo punto sometido a 
decisión, cabe recordar ante todo, que el art. 23, íne. c) de la 
ley 11.Í5S2 ( T. O.) establece en lo pertinente a esta cuestión, 
que **de la rento anual se deducirán, de acuerdo con las ins- 
trucciones a impartir por la Dirección —entre otros concep- 
tos—, las Amortizaciones razonables para compensar el agota- 
miento, desgaste y destrucción de los bienes modos en el ne- 
gocio..."; y el art. ílí) del Decreto Iieglameiitorio N* 21152 







FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



de fecha 2 de enero de 1939, dispone que, "a loa efectos de es- 
tablecer el monto de bis amortizaciones cuya deducción admite 
el art 4 23, inc. c) de la Ley 11.682 (t.o.), aplicará anualmente 
«obre el costo de los bienes, un porcentaje fijo determinado so- 
bre la base del número de años de vida útil probable de dichos 
bienes". 

Que de esto» dos preceptor, se desprende (pie las amortiza- 
ciones autorizados no tienen por objeto precisamente hacer 
que el contribuyente recupere el capital que él personalmente 
baya desembolsado en la adquisición del bien, cualquiera sea 
el tiempo de explotación de éste en que lo hubiera adquirido, 
sino Mnipleuicnle que se compense ol agotamiento, desgaste o 
destrucción del bien mismo, productor de la renta, desde su 
establecimiento hasta su terminación de vida útil; por lo que. 
el coeficiente de amortización anual debe fijarse computando 
todo el tiempo de duración de vida económica útil del bien, y 
no Bolamente el transcurrido o a transcurrir desde que el con- 
tribuyente lo haya adquirido. De lo contrarío, resultaría que 
«I coeficiente de amortización de un mismo bien, que fuese ob- 
jeto de sucesivas transferencias estaría variando constantemen- 
te, según fuera el tiempo que cada adquireute lo tuviera en su 

rler, o el (pie restara para completar el termino de vida útil, 
que no sería razonable, ni equitativo; y además, estaría en 
abierta pugna con el citado art. 3í) del Decreto Regla menta rio, 
que dispone, según vimos anteriormente, que el porcentaje 
anual de cada bien, debe ser "fijo". 

Que en cuanto n la base sobre la cual debe calcularse el 
porcentaje de amortización, indudablemente es el de implan- 
tación y no el de adquisición del bien rentístico en tas sucesi- 
vas transferencias de «pie pueda ser objeto pues de lo contrario 
no habría un porcentaje anual "'fijo", ya que cada enajenación 
podría determinar un distinto valor del bien, y por consiguien- 
te, un distinto porcentaje. El mayor precio sobre el valor de 
implantación que puede haber pagado la recurrente por los vi- 
ñedos que posee, no constituyen un bien amortiza ble. ya que 
según es de conocimiento común en esta región esa plusvalía 
está determinada por factores extraños al valor real del bien 
mismo, como ser el precio comercial del fruto, variable en cada 
año, el estado económico del país. la situación particular de la 
industria, ate., que son los factores que determinan las oscila- 
ciones del mercado en los valores de compra-venta de viñedos. 
Loa propios peritos designados en autos, expresan que, "la 
anualidad o cuota anual que se retiene para integrar el fondo 
de amortización, se determina en base al cosió de implantación 
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del viñedo, e incide por un período determinado, al término 
del cual, se calcula que el rendimiento será anti-económico. 
Por tant>> para determinar la cuota de amortización o anualidad, 
de cada propiedad es necesario conocer ton exactitud el costo 
de impla litación de los viñedos de la firma acto ra, pero esta 
cuota <le amortización no tiene dependencia alguna, nt es posi- 
ble relacionarla con el precio o transacción comercial del pre- 
dio rural en circunstancia determinada, sino que, dependiente 
en forma exclusiva del costo, de implantación y reimplantación, 
no puede ni debe atenerse o fijarse por las fluctuaciones del 
mercado'* (te. lófi). 

Que los peritos Godoy y Cereza estiman el costo de implan, 
faetón, en la suma de $ 1.870 por hectáreas (fs. 113) ; a lo que 
habría que agregar el "capital fumliario amortiza ble" y el "ca- 
pital explotación" también amoitizable, que alcanzan a $ 450 90 
según planilla de fu. 111, haciendo un total de $ 2.320,90 por 
hectárea ; pero como en esa suma están computados intereses 
sobre el costo de implantación, contra lo dispuesto por el art. 
24, me. a) de la citada ley 11.082, debe tenerse como costo de 
implantación la suma de $ 2 021 en que fija el costo agrario, 
P°/ hectárea, el Instituto Técnico de Investigaciones y Orienta- 
ción económica de la Provincia en el informe solicitado por 
el Tribunal para mejor proveer; hechofl las correcciones do 
errores de cálculo indicadas en la planilla de fs. 209. 

Que en cuanto al valor del suelo libre de mejoras, no debe 
tenerse en cuenta la determinación del porcentaje de amortiza- 
ción, porque no sufre desvalorización, con el cultivo de la vid, 
ya que, según lo dictaminan los nombrados peritos "una abo- 
lladura racional restituye al suelo los elementos necesarios." 
(fs. 11 (i vía.), y "en consecuencia, dado el carácter del cultivo 
de la vid, no corresponde al grupo de plantas que exigen las 
rotaciones de cultivos para su mayor aprovechamiento o racio- 
nal y económica explotación" (fs. H8). Tampoco debe com- 
putarse el gasto de "sistematización de la superficie del suelo 
obras de riego y desagüe", porque esos trabajos pueden utili- 
zarse nuevamente al erradicarse las viñas y hacer nuevas plan- 
taciones. 

Que tomando, pues, como base la suma de .$ 2.021, de cos- 
to de implantación de los viñedos, y la duración de vida econó- 
mica útil, de ¿ín nños. el porcentaje anual de amortización "ra- 
zonable" de los viñedos de la sociedad recurrente, debe fijarse 
en $ 40,42 por hectárea. 

Por lo que respecta al tercer punto, o sea, los gastos de- 
dueibles en el cultivo de la viña, conforme a lo establecido por 
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el Art. 2 V do la misma Ley 11. 682 corresponde descontar todos 
"loa gastos necesarios para obtener y conservar" la renta, esto 
es, todos aquello» que conduzcan a mantener el bien en condi- 
ciones de producir los frutos que constituyen la renta bruta, 
sin hacer las limitaciones que establece la sentencia, ya que- 
ni la ley hace distingo alguno, ni hay base alguna para hacerlo. 
Así, pues todos los gastos de replantes de cepas, de reposición 
de madera y de alambre, y demás que requiera el manteni- 
miento de la viña en perfectas condiciones de productividad, 
y que son comunes en la atención y labores de esta clase de 
cultivos, deben dctlueir.se del producto bruto para obtener "el 
remanente neto", que es la base del impuesto; sin que obste a 
ello el descuento que debe hacerse pur 'ataortizaeión", por 
cuanto se trata de dos conceptos independientes y autorizados 
ambos por la ley. Como se expresa en el voto de disidencia de 
los señores ministros de la Corte Suprema de la Nación, docto- 
res Rcpetto y Nazar Ancho re na. en la cansa Adela E. de Eseo- 
rihuela c/ Direceión (íeneral del Impuesto a los Réditos, "pue- 
de decirac con verdad que el art, 2 y de la ley 11.682 tse halla 
concebido y redactado en vista de la caducidad inevitable de 
la fuente que, eomn dice Allix y Leeerclé (p£,:. Ib" y siguientes), 
impone a su poseedor la obligación de realizar los gastos nece- 
sarios tendientes a evitar la alteración o pérdidas de la sus- 
tancia de la cosa a medida que aquéllas se van produciendo 
y, ta:nhit't\ t la de procurar mediante la extracción periódica 
de una cantidad anual de las entradas brutas, la sustitución de 
la fuente para cuando llegue su agotamiento. Que este prin- 
cipio es esencial en todo sistema de impuesto a la renta donde 
ae tome como base el remanente neto o sen, según tos términos 
del citado art. 2 V de la ley, el sobrante de las entradas o bene- 
ficios sobre los gastos necesarios para obtener, mantener y con- 
servar dichos réditos. La amortización, según eso, es la conse- 
cuencia forzosa de la condición de conservar ln fuente y la 
renta, y so aplica lo mismo a una máquina, a una casa, a una 
mina que a un hnsque. Los gastos de conservación, aún pun- 
tualmente realizados no pueden impedir la decrepitud de la 
fuente ni conferir a las cosas una perpetuidad de que. en el 
hecho, se encuentran desprovistas" (Palios, T. 187, pág. 330 y 
346347). 

Que en atención al resultado a que se ha arribado, parcial- 
mente favorable a atubr. * partes, no procede la condenación en 
costas, debiendo elhis abonarse en el orden causado, conforme 
al principio establecido por el art. 221 del Código de Procedi- 
mientos supletorio. 
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Por estos fundamentos, so revoca la sentencia apelada en 
lo que lia sido materia del recurso i y en su virtud, se condena 
al Gobierno de la Xación a devolver a la Sociedad "Bodegas 
y Viñedos Angel Cavagnaro Ltda.", eur sus intereses computa- 
dos desde la fecha de la interposición del reclamo administrati- 
vo, al tipo que cobra el Banco de la Nación Argentina en sus 
operaciones de descuentos, la suma que resulte de Ja liquidación 
que se practicará, descontando de la renta bruta, las amortiza- 
ciones que correspondan sobre el costo de los viñedos, a razón de 
cuarenta pesos con cuarenta y dos centavos ($ 40,42) por hec- 
tárea, y a más todos loe gastos de conservación y mantenimiento 
de las viñas, sin limitación alguna. Las costas de ambas instan- 
cias en el orden cansado, y Ins comunes pür mitad. — José E 
Rodrigue? Sao. — Agustín de la Reta. — J. Vera Valle jo 
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Buenos Aires, 15 de septiembre de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "S. A. 
Bgas. y Vdos. Angel Cavaría ro Ltd. contra Dcción. 
Gral. del Impuesto a los Réditos, por demanda conten- 
cioso administrativa", para conocer en ella por vía de 
los recursos concedidos a fs. 225 y 229, 

Y considerando: 

Que contra la sentencia dictada a fs. 218 se ha inter- 
puesto —a fs, 224— el recurso extraordinario por el 
Fiscal de Cámara, concedido a fs. 225; y los recursos 
ordinario y extraordinario —a fs, 228— por la sociedad 
actora. De estos últimos, el auto de fs. 229 sólo con- 
cede el segundo, sin que la interesada haya traído queja 
alguna que habilite al Tribunal para resolver respecto 
do la legalidad de la omisión referida —Palios: 193, 
115—. En consecuencia esta Corte debe pronunciarse 
únicamente sobre los puntos que han sido objeto de re- 
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curso extraordinario y en tanto que los mismos sean 
susceptibles de consideración por osa vía. Las cuestiones 
de hecho son así ajenas al pronunciamiento a dictarle 
—Fallos: 196, 3P, 72, llh ? GU4 entre muchos otros— 

Que de acuerdo con lo expresado en el considerando 
precedente no cabe decisión alguna referente a la pri- 
mera cuestión propuesta por el memorial de fs, 23G, en 
los siguientes términos: ¡cuál es la duración de vida 
útil de las viñas? El punto, en efecto, lia sido resuelto 
por razones de hecho y prueba, que como ya se lia dicho» 
no son susceptibles de revisión por la vía del art. 14 de 
la loy 48. Por lo demás, ni en el escrito de fs. 228 — en 
que se interpuso el recurso — ni en el memorial de fs. 
236 ante esta Corte, se hace sobre el punto argumenta- 
ción útil de derecho federal. Lfts razonamientos sobre la 
eficaeia de la prueba producida y los finidanu*ntos pro- 
cesales que igualmente se invocan no revisten, desde 
luego, ese carácter — doetrina de Fallos: 1<)8, 226' y los 
allí citados — , 

Que en cuanto a la amortización de los viñedos de 
que tratn la causa, no se discute la nplicabilidad del 
art. 23, ine. c), de la ley 11. 682 — T, O. — que dispone 
en lo pertinente que: "De la renta bruta nnual se dedu- 
cirán, ... los siguientes renglones . . . las amortizacio- 
nes razonables para compensar el agotamiento, desgas- 
te y destrucción de los bienes usados en el negocio,. . . M . 
El texto ha sido entendido por el tribunal apelado con 
el alcance de la suma necesaria para la recuperación del 
agotamiento, desgaste ^ destrucción del bien mismo pro- 
ductor do la renta y no precisamente del capital com- 
prometido en el negocio. Esa inteligencia se funda des- 
de luego en los términos de la ley; es concorde con su 
espíritu en cuanto permite distinguir las fuentes en pe- 
rennes y perecederas, distinción que encuentra apoyo 
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en precedentes de esta Corte —Fallos: 187, 511; 195, 
263; 197, 590— y ha sido admitida por la doctrina y 
jurisprudencia extranjera sobre la baso de una fórmula 
legal, semejante en lo que lince al caso, a la argentina 
(Conf., Paul y Meíitens, The Law of Federal Ineome Ta- 
xation, t, 2, núni. 20.01 y sigtes,, csp. 20.12 y sigtes). 

Que no es óbice para la interpretación admitida en 
los considerandos que anteceden, la circunstancia de que 
técnicamente pueda concebirse una amortización más 
completa que la legal. A los efectos fiscales, es en efecto 
solamente la última la que debe tenerse en cuenta Fa- 
llos: 187, 330; Paul y Meutens, oh. át. r t. 1, m'im. 4.22; 
t. 2, núm. 20.01 y siglos. 

Que esto sentado, y teniendo en consideración que 
la sentencia apelada lia resuelto —de manera irrevisi- 
ble— que el suelo libro de mejoras no sufre desmedro 
por el apropiado cultivo de ln vid, corresponde excluirlo 
de la amortización permitida por la ley. 

Que es consecuencia necesaria de la conclusión pre- 
cedentemente admitida, la de une el precio total de 
adquisición de los viñedos no puede servir de base para 
el cálculo de la amortización que prevé el art. 23, inc. c), 
de la ley 11.682 — T. O.—. Kn electo, parle de ese precio 
se ha pagado por la tierra libre de mejoras, eliminado 
según se ha visto, del cómputo a r« alizarse. 

Que desde luego lo dielio no obliga necesariamente 
a prescindir del precio de adquisición de la parte amor- 
tizante del viñedo, a los efectos del establecimiento del 
por ciento de amortización, con lo que se seguiría el 
procedimiento que preven con carácter general los arta. 
99 y siguientes del decreto reglamentario de la ley 
11.682. 

Que sin embargo, en presencia de la dificultad de 
determinar ese precio, que el fallo apelado pone de 
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relieve con la referencia que iiace a las oscilaciones que 
sufren los de los viüedos y que serían ajenas al valor 
intrínseco de los mismos, esta Corte encuentra proce- 
dente la aplicación del precepto del art. 101 del decreto 
reglamentario, que permite la estimación del bien en 
el caso que no se pudiera comprobar su precio. Resulta 
así ajustada a derecho la solución a que se lia llegado 
en la causa, consistente en el cálculo de la amortización 
sobre el costo de plantación del viñedo, más ks parti- 
das amortiza oles del "capital fundía rio'* y " capital 
explotación" que incluye la sentencia apelada". Es del 
caso uun agregar que la eliminación de iutereses sobre 
el costo de plantación se ajusta a lo dispuesto en el 
art. 23, inc. a), de la ley 11.682 — T. O,— que no admite 
la deducción sino de los que corresponden a deudas co- 
merciales, hipotecarias y banca rías. Y que los gastos 
para la "sistematización de la superficie del suelo, 
obras de riego y desagüe" han sido excluidos por causa 
de que estas mejoras "pueden utilizarse nuevamente al 
erradicarse las vinas y hacer .nuevas plantaciones", es 
decir, por razones do hecho cuya revisión escapa a esta 
Corte. 

Que debe también confirmarse la sentencia apelada 
en la parte que decide que el tiempo en funeión del cual 
la amortización ha de calcularse en la especie, es todo 
el que abaren la vida lítil de la fuente. De admitirse el 
cómputo del resto de ese lapso a partir de la fecha de 
adquisición —como lo supone la aplicación del procedi- 
miento general del art. 9í> y siguientes del decreto regla- 
mentario — sería desde luego indispensable deducir del 
valor calculado de la fuente, lo ya amortizado. 

Que lo resuelto sobre la deducción sin limitación 
de la renta bruta, de las erogaciones ordinarias condu- 
centes a conservar el bien productor de la renta, se ajus- 
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ta también a lo decidido por esta Corto que lm admi- 
tido Ja detracción de los gastos necesarios para el man- 
tenimiento de la fuente generadora del rédito —Fallos- 
196, 72—, 

Que el fallo apelado debe pues confirmarse, cabien- 
do únicamente agregar que el Tribunal no encuentra 
que las razones invocadas por el Pisco autoricen en for- 
ma alguna su modificación; y que según esa reiterada 
jurisprudencia lo referente a las costas del juicio, es 
ajeno al recurso extraordinario —Fallos : 1^7, ¿70, entre 
otros — . 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 218 en lo que ha podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario. 

r 

llagase saber; devuélvanse los autos al tribunal de 
su procedencia; repóngase el papel en el juzgado de 
origen, 

lío be aro Eepetto — B, A, NaZar 
Anchouena — F. Ramos Me- 
jja — Panno F. Agote (Cou- 
juez). 



JUAN F. LANUS Y MARTINEZ DE HOZ v OTROS v 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Com- 
petencia originaria de ¡a Corte Suprema. Cansas en que « parte una 
provincia. Camas que versan sobre cuestiones federales 

Compete a la Corte Suprema conocer en la demonda sobre 
repetición de lo cobrado al actor en concepto de impuestos 
de justieh y a la protocolización establecidos por la ley 
W 41D5 de la Prov. tic Bs. As, e impugnados como viola- 
tonos de los arts. 7 de la Constitución Nacional y 4 de la 
ley federal 44. {*). 



<>) 18 de setiembre de 1944, Fallo»: 1Ü4, 490. 
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PAGO: Pago indebido. Protesta. Forma. 

La protesta en la cual *e impugna de inconstitucional el eo- 
bro de los impuestos de justicia y a la protocolización por 
gravarse a Hijuelas expedidas fuera de la provincia y cuya 
inserí peinn se solicita por ex hurto, es suficiente para ad- 
vertir a la provincia de la impugnación hecha al cobro de 
los ira puestos cuya devolución se reclama (M. 

CONSTITUCION NACIONAL: Co^tituciomdidad r itteo^titucio- 
nalidad. Leyes prorineiales, Buenos Aires. 

El rtviuisito de la protocolización en la Prov. de Buenos 
Ai res de hijuelas expedidns por tribunales de otra juris- 
dicción, así como el pa^ > d«'l impuesto a la misma, es vio- 
latorio de los arls. 7 do la Constitución Nacional v de las 
leyes federales 44 y 5133 < a ). 

CONSTITUCION NACIONAL: CanstitacionaUdad e inconstUucio- 
Kalidail. Im/Htotos i/ tuntrihtninties prorincialcs. Varios. 

El impuesto de justicia establecido por el art. llfi. mes. j) 
y c) «le la ley 410fi de la Prov. de Buenos Aires no es vio- 
latorio del art. 7 de la Constitución Nacional ni de las 
leyes federales 44 y 5133 ( 3 ). 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Comfxtencia federal Com- 
petencia originaria dr la Corte Suprema. Causas en qite es parte una 
provhwia. Causas chite». Cansas que versan svhre normas locales 
y actos de las autoridad?* prot 'tth ¡ales regidos por aquéllas. 

Las cuestiones aferentes a la interpretación de los pre- 
ceptos de la ley 41 !►."> de la Prov. de Buenos Aires heeha 
por las autoridades administrativas son ajenas a la juris- 
dicción de la Corte Suprema ( 4 ). 

PltUEBA : hwtru m en tos. 

£1 recibo atribuido al escribano que hizo la protocoliza- 
ción, presen» ado en Juicio para demostrar el pajro de sus 
gasti* y honorarios por el actor, carece de valor probato- 
rio si éste omitió liarerlo n'eonoeer judicialmente por 
aquel. 



ÍM Fnlloüí 185. 241; 

(*) Fnllo»; ifM, 144. 

(») Kíiüití: lflfl, M4. 

(•*) Falto»: 10Í1, ÜS>4. 



180, 64 y 253; 18B, 24?. 
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PAGO: Pago indebido. Repetición de lo pagado sin causa. 

No tratándose de un gasto determinarlo por la exigencia 
de la protocolización, respecto de la cual el letrado que 
tramito el exhorto sobre inscripción de la declaratoria de 
heredero» se limitó a formular las reservas necear rias 
paro la repetición del impuesto respectivo, v correspon- 
diendo al titular del de redi o soportar los gastos originados 
por los actos de conservación del mismo, como la protesta 
no procede declarar a car-o de la provincia condenada á 
restituir el impuesto de protocolización, el pago de los 
honorarios regulados a dicho letrado en el exhorto de re- 
ferencia. 



JUAN B. ÁMQMHi v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias eon f andamentos no fedérale* o federales cown- 
ttdvs. t andamentos dv hecho. 

Siendo irrevisibles por medio del recurso extraordinario 
las conclusiones de la sentencia apelada que establecen la 
existencia de los fletos u omisiones dolosos imputados al re- 
cúrrente, violatorios de las leyes y reglamentos impositivos, 
y dependiendo de la apreciación de esas «-ireunstancias la 
resolución acerca tic \m defensas fundadas por aquél en 
los arts. 6, 7. 10, 18 y 19 a 21 de la ley 11. Gal (t. o.), ca- 
tas resultan extrañas al pronunciamiento de la Corte Su- 
prema. 

IMPUESTO A LOS REDITOS; Infracciones y p0nas. 

La infracción en «pie iiunrrc el contribuyente que oculta 
parte de sus réditos se perfecciona con la presentación de 
la respectiva declaración jurada. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución Revocación de la 
sentcttcm apelada. 

Si bien procede revocar la sentencia que atribuye carác- 
ter continuo a la infracción consistente en la ocu u aeión 
de parte de sus réditos por el contribuyente, no incumbe 
a la Corte pronunciarse respecto de la prescripción invo- 
cada por aquél para cuya condenación e* necesario el ana- 



6*0 FALLOS DE LA CORTE SU'REMA 

lisis de cuestiones no fedéralos, caso en el cual debe se- 
guirse el procedimiento previsto en el art. 1(¡ de la ley 48, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Limites tiet pronun- 
ciamicnto. 

Las cuestiones que no fueron oportunamente propuestas ni 
han sido objeto de ftniinitU'iamitMito susceptible de revisión 
por medio del recurso extraordinario, son extrañas a las 
decisiones que debe dictar la Corte Suprema. 



Sextenvia del Ji'fjs Federa l 

Tucumáu. febrero 18 de 1043. 

Y vistos: Este juicio seguido por don Juan Bautista Áz- 
solini contra el Pisen Xueional por el que solícita la revocatoria 
de una multa; del que resulta: 

Que a fs. 2 se presenta el actor iniciando demanda conten- 
ciosa contra et Finco Nacional y pide la revocatoria o nulidad 
de una multa de ¡í 3.37Ó impuesta por I» Dirección CJeneral de 
Impuesto n los Réditos, basándose en que el funcionario que 
resolvió tul sanción carece de facultades para ello. Que la mul- 
ta e* un accesorio del impuesto y estando este pagado total- 
mente no existe razón para que se aplique la sanción de que 
reenrre. 

Que opone además ta exrepeióu de prescripción en lo que 
respecta a los años 15)34 y l!13ó pnr cnanto ellos estarían pres- 
eriptos al 1» de enero de 1941 y la multa le fué notificada el 
día 4 del mismo mes y arle». 

Que la ley tic réditos es inconstitucional pnr cuanto la 
Provincia de Tucumári no se ha adherido a la misma. 

Por todo dio pide la nulidad de la mulla cuestionada, eon 
costas. 

Traído a la vista el expediente administrativo y previo in- 
forme del Se, Secretario y diHanien de] St\ Procurador Fiscal 
se declara la procedencia de la instancia, corriéndose et tras- 
lado de ley. 

A fs, 105 el Procurador Fiscal contesta el traslado y 
dice: que la multa no es un accesorio del impuesto, pues no 
tiene por objeto reparar el daño que pueda provenir de una 
infracción, sin" reprimir tal daño. 

Que la ley 12.147 es una ley nacional, dictada por el Go- 
bierno en uso de una facultad es presa que la Constitución le 
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acuerda y r^ic tiene una vigencia en toda la Nacida con abso- 
luta prese] iidcm-ia de )a aceptación provincial. 

Que la imilla excluye al ejercicio del año J'XM v en cuanto 
al de lí!3o, éstese vencería el J-J de manto de 1Ü41 "conforme al 
criterio sentado por el Juzgado en algunos juicios de apremio 
Que en ;,. que respecta a las facultades del funcionnrio que 
aplico la ninJta se remite a lo resuelto en el inicio Alfonso Car- 
dmale v. Fisco Nacional. Termina pidiendo se re, hace la dc- 
n unida con costas. 



Que la mcoiitítitncionalidad de la mulla impuesta ba- 
sada en la falta de facultades de] funcionario qm- | a ha apli- 
cado iiehe ser desestimada, átenlo la jurisprudencia sentada 
por la Exilia. Corte -Suprema de Justicia de la Nación en los 
autos seguidos por Alfonso Cardinale contra el Fisco de Ja 
¿Nación. 

Que asimismo la inconstitucionalídad de la lev de réditos 
por sor facultades no delegadas por las provincias,* cuva vigen- 
cia do fea sido legalmente aceptada por ia Provincia de Tucu- 
man, es también inconsistente, conforme a lo dispuesto por los 
arts, 4 y Íi7 inc. 2* de la Constitución Nacional que autoriza al 
Uobiertm I-ederal a imponer contribuciones directas por tiempo 
determinado y siempre que la defensa, segundad y bien gene- 
ral del Estado lo exijan, circunstancias estas últimas euva opor- 
tunidad escapa de la apreciación judicial v quedan 'libradas 
al arbitrio del Poder Legislativo de la Nación. 

Que para considerar n la multa como accesorio del impuesto 
í/r- -V m qil ° lli<i¡p, ' a aplii'wtil*- la disposición del nrt Ó25 del 
C. Civil que establece la extinción de la obligación accesoria 
como consecuencia de la obligación principal/sería menester 
determinar previamente si la sanción aplicada al contribuyente 
puede ser considerada como accesorio del impuesto. Al res- 
pecto, es preciso considerar tpie según lo ha establecido Ja 
txma. Corte Suprema de Justicia de la Nación en reiterados 
faltos, tas sanciones previstas por ta lev H,i,Sl] en su art 18 
tienen un carácter penal y no simplemente resarcí torio o com- 
pensatorio del pago de] impuesto, vale decir, que constituye una 
sanción aplicable cu miras a la observancia de la lev 'en un 
sentido amplío y general. Por consiguiente, aun cuando los he- 
clios o infracciones que motiven la aplicación de tales sanciones 
o hayan sido realizados en oportunidad de bis dilb'-ncins admi- 
nistnitivas tendientes al pago de una determinada cuota del 
impuesto, n u puede considerarse vinculada esa infracción a esa 
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cuota, sino que ella constituye por sí sola una violación sus- 
ceptible de ser penada en la forma prevista por la ley. 

Tal es el carácter de las disposiciones de los arte. 16 y 18 
de la Uy 1ÍJ88 por oposición de la del art. 20 de la misma ley 
en el (pie se prevé el caso de retardo o mora en el pago del 
impuesto fijándose para ello la aplica^ m de intereses punito- 
rios, compensa torios del perjuicio q;u- el incumplimiento de la 
obligación de papar ana suma determinada del impuesto haya 
ocasionado al Fisco Nacional. 

Que la sanción penal aplicada en la resolución recurrida 
no sólo tiene el carácter penal reconocido por el mismo actor 
en su escrito de demanda, sino que además debe ser involu- 
crada dentro de la disposición del art. 18 citado, atento el 
carácter de la infracción que la l. ■ motivado y que se encuentra 
directa mente vincula la con el pa^u del impuesto. 

En efecto, según lo he establecido en casos similares, la 
distinción enlre las infracciones contempladas por los arts. 16 
y 18 resulta no propiamente del carácter objetivo de la viola- 
ción de la ley que no puede servir de fundamento exclusivo de 
ninguna sanción de índole penal, sino que precisamente la dife- 
rencia estriba en el elemento subjetivo o intencional del contri- 
buyente que en el primero de los casos no aparece vinculado 
forzosamente a una maniobra dolosa en fraude del impuesto, 
sino t n un mero incumplimiento de disposiciones legales o admi- 
nistrativas de las cuales no puede resultar como consecuencia 
inmediata la evasión del impuesto. En cambio la sanción previs- 
ta por el art. 18 se encuentra, según disposición expresa, vin- 
culada con un acto u i «misión tendiente a la evasión del impues- 
to v de ahí que la multa que prevé se vincule al monto del im- 
puesto que .se ha i n tentado defraudar, pero no por ser un acce- 
sorio del mismo, sino como base para establecer la gravedad de 
la infracción y condicionar a ella la graduación de la pena. 

En el sub-lit". las infracciones constatadas en el espediente 
administrativo y que sirven de fundamento a la resolución que 
se recurre, consiste precisamente en omisiones hechas en las 
declaraciones juradas presentadas a la administración para 
servir de base a la fijación del impuesto, omisiones que no 
pueden ser justificadas ni por ignorancia de la ley, que en 
ningún caso es excusa admisible (art. 20 del C. Civil), ni aún 
en errares involuntarios que no pueden ser presumidos, sino 
que han debido ser ampliamente acreditados para desvirtuar 
la presunción legal de veracidad de (pie gozan las actuaciones 
administrativas. 

Que en el presente caso no ha sido aportada ninguna pro- 
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bauza que permita m mi i fien r las conclusiones a que se ha llegado 
en el sumario administrativo, ya que la producida tiende pre- 
ferentemente a impugnar la estimación de oficio de la Direc- 
ción, pero en cambio no desvirtúa para nada las omisiones cons- 
tatadas en la inspección cuya ;,,ta corre agregada a fs. 67. 

Que en consecuencia, se ha constatado la violación de la 
ley efectuada cu miras a la evasión del impuesto en lo (pie se 
refiere a los períodos de renta de los años 1!)34 a 11)37, por 
existir para esos años declaración jurada falsa, cosa (pie no 
ocurre en lo que respecta al año 1938 ya (pie pata ese año 
sólo se lia li eelio la declaración no objetada y el retardo en 
el pajíii tío es punible con mulla, sino con la sanción estable- 
cida por el art. 20 de la Ley de Réditos, por ]t> que no corres- 
ponde la aplicación de multa por este período de renta y debe 
revocarse la aplicada en tal concepto. 

Que no corresponde aceptar la defensa de prescripción 
porque siendo la multa de carácter penal la ultima infracción 
que ha dado lugar :i la acción lia interrumpido el plajeo legal 
de ella no habiéndose operado además la misma desde (pie el 
término corre desde el día del vencimiento para el pago o sea 
el 20 de marzo de 193í» para el impuesto del año 1934 según 
resolución pública Je la Administración de Iin puestos a los 
Réditos. 

(¿lie es facultad judicial graduar la pena a aplicarse por 
el mismo carácter penal de la misma y por ello fallo ' no hago 
lugar a los recursos de inenusiitucionalídad opuestos; y a la 
defensa de prescripción y en consecuencia, rechazo la demanda 
contencioso administrativa interpuesta por el f*ír. Juan Bautista 
Azzolini confirmando la resolución administrativa dictada con 
fecha 27 de noviembre de 19-10 en el expediente S.TIT.216/39 
con excepción de la multa correspondiente al ano 1038 que re- 
voco y modifico la pena impuesta por las oirás infracciones 
fijándola cu medio punto <1H impuesto que se dejó de pugar 
o sea cu la cantidad de $ 1.325. Con costas. — Benjamín Cossio. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Tiieuniáu, septiembre, 9 de 1943, 

Y vistos: 
Considerando : 

Que el recurrente. Kr, Azzoliui en wu informe in-vftec pre- 
sentado ante eme Tribunal, mantiene las defensas por él ale- 
gadas ante el Juez de la cansa "a excepción de las de ineons- 
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titucionalidad p] un temías", en cuya virtud debe dársele por 
desistido de su apelación en cuanto a estos iiltinuis, teniendo 
por consentid» la sentencia del inferior a BU respecto. 

Que. de las defensas opuestas, corresponde analizar, en 
primer término, las de prescripción en cuya procedencia insiste 
el recurrente no obstante los fundamentos de la sentencia en 
recurso que la desestima. 

Que de acuerdo a lo resuello por este Tribunal en lo rela- 
tivo n tus multas de los arts. 1(5 y 18 (t. o.) de la ley de im- 
puesto a los réditos, el término de la prescripción para impo- 
nerlas, debe computarse desde el momento en que cesó de ec 
terse la infracción de que se trata dado e] carácter penal de 
aquéllas (art. fí3 del C. Penal). 

Que. en consecuencia, el término ele la prescripción, en el 
easo de autos, debe Contarse desde el momento en que el contri- 
buyente acepto la liquidación definitiva del impuesto fijado 
O pafró éste, pon pie sóln desde entonces ludiría cesado de come- 
ter las infracciones imputadas. ítJuillermo Ümlañdf vs. Im- 
puestos a los líédilos. sobre recurso contencioso y fallos de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación, t. 10*2. pái_ r . 220; 
t 193, pájr. SI : t. 104, pá- 194 y t 195. pá|r. 11!)). 

Que se»ini las constancias de aillos, ol recurrente comunicó 
ln aceptación de referencia, ron fecha 2-Vde enero de 103JI (fo- 
jas 71) y se pajró el impuesto el l.'i de febrero del mismo año, 
lo (pie quiere decir que basta el momento actual no bau trans- 
currido Ion cinco jifics fijadas en el art. ine. b, {\. o.) de 
la ley n.fi*:i para que la prescripción alegada se opere, lo que 
así se declara, 

Que en cuanto a las demás defensas alegadas, el Tribunal 
considera suficientemente fundado su rechazo con tas razones 
aducid ns por el üMjlfo en la sentencia en recurso. Sólo cabe 
apresar que el e¡i*o de Salvador Escaño, Hsuclto por este Tri- 
bunal y por la Corte Suprema de .Justicia de la Nación, (t. 194, 
páfr. 371i. es distinto del presente, porque en aquél sólo se 
imputaba al infractor m* haber denunciado sus reñías y pagado 
el impueslo respectivo en las épicas oportunas que en el siih- 
judicc se acusa al recurren ti* de ik-li Ilación de venias y simubi- 
ción de Operaciones comerciales al hacer sus decía rae ion es jura, 
das, por lo que se le aplicó la multa de que se trata, de acuerdo 
con lo dispuesto en el art. 18 ít. o.) de 9a ley (resolu- 
ción de fojas 071. Bu consecuencia, sí aquel easo era de estricta 
aplicación el art, 1(5 ít. o.l de ]n lev n.()rt:i. en el presente 
corree pon de imponer al infractor la anetón del art. 18 (t. o, Y, 
como lo ha dispuesto la Administración en la resolución recu- 



DE JOSTÍCíA DE LA NACIÓN 645 

rrrda, sin que el Tribuiinl pueda considerar aceptable disminuir 
ln multa aplicada en la forma resuelta por el a-qito, atento la 
gravedad de las infnicemnes comprobadas. 

Que <n cuan tu a la infracción correspondiente al año 1938 
resulta ser una coiil ilinación y éomeeiteneia de las cometidas 
por el recurrente en les años anteriores, va que debido a la 
ocultación de sus reñías por osos años, in-Yesó un anticipo in- 
tenor al que realmente correspondía por el año indicado en 
razón de lo eual no correspondo exonerarlo de ln multa apli- 
cada por ese concepto, involucrada en la resolución adminis- 
trativa refertda. 

IV ello y por los fundamentos pertinentes de la sentencia 
roe ir moa. se resuelve: L') confirmarla en lo principal ; T) rovo- 
caria en cuanto exonera al recurrente de la parte de multa 
correspondiente al año Ijiijs, y 3*) modificarla en U parto 
que reduce la multa impuesta por la Administración al Sr 
Jttan Bautista Aízoütti, confirmando, cu consecuencia la reso- 
lución administrativa de fs. ¡)7. fecha 27 de noviembre de 
].M(i. que api ira a aquél una multa ue * 3.375 % Con costas 
Y ' / " rí/ '' V ' Ttn ' ru - — & Jíte, — Clodomiro Gañía 



FALLO DE LA CORTE SITKEMA 

B nonos Aires, 20 do septiembre do 1944. 

Y vista ln precedente causa seguida por don Juan 
Baiiíistn Azzolini contra el Fisco Nacional (Dirección 
Genera] del Impuesto a los Réditos), demanda conten- 
cioso ndministiníiva, en la que se hn concedido el recur- 
so extraordinario a l's. Hil vía. 

Y considerando; 

Que una reiterada jurisprudencia de esta Corte lia 
establecido qtte ln cuestión referente a la existencia de 
los actos 11 omisiones que contravienen Jas leyes impo- 
sitivas y sus reglamento*, y la del dolo con que el con- 
tribuyente pudiera haberlos realizado, es de hecho. Por 
consiguiente, las conclusiones a que al respecto lleguen 
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los tribunales de la pausa, son insusccptibles de revisión 
por vía de recurso extraordinario —Fallos: 18b", 281; 
195, 396; 196, 118; 197, 143; 198, 378 entre otros—. 

Que de acuerdo enn lo expuesto no cal tu decidir en 

a Azzolini, ni tampoco si los mismos fueron perpetra- 
dos con dolo o no, toda vez que las sentencias recaídas 
en los autos deciden ambos puntos afirmativamente, y 
su fallo es ul respecto, final e irrevisible. 

Que en consecuencia, dependiendo la solución de la 
cuestión que el apelante propone —en el escrito de fs. 
154, en que interpuso el recurso extraordinario — res- 
pecto de la inn;>l i calididad del art. 18 de la ley 11.Ó83, 
de la conclusión a que se llegue sobre las circunstancia» 
mencionadas en el precedente considerando, ella escapa 
al fallo de esta Corte, como quiera que no se discute 
la punibilidad en caso de dolo. Por lo demás, de habér- 
selo hecho, correspondería la confirmación de lo resuel- 
to — coni\, Fallos: 196, 473 y 503—. 

Que lo mismo y por igtial razón, debe resolverse *o 
bre la defensa fundada en los arts. W a . 1 de la ley 
11.683, que se basa en la pretensión de que no lia media- 
do "antecedentes u omisiones de carácter doloso o frau- 
dulento en la forma en que se satisfizo el anticipo 
de 1038. 

Que por último es igualmente ineficaz la invocación 
de los arts, íí, 7 y 10 de la ley 11.683, para sostener que 
en los casos en que el contribuyente lia presentado sus 
declaraciones juradas y sus libros de comercio, la Direc- 
ción debe producir prueba concluyen te de las infraccio- 
nes que se imputa, pues en otro caso las referidas decla- 
raciones .¡anulas dehrn merecer plena fe. Tampoco en 
este punto cabe pronunciamiento alguno partiendo — co- 
mo es de risor— de la base de que los hechos dolosos 
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están suficientemente justificados en autos, punto quo 
el recurrente desconoce cuando sostiene que la estima- 
ción de oficio se hizo "sin p ruchas ciertas y fehacien- 
tes" etc. 

Que en cuanto a la prescripción y al recurso que 
fund ido cu el art. 23 de la ley 11.083 ¿o ha interpuesto 
y concedí fio a su respecto, es de observar que como lo 
expresó el Trjl.inml en Fallos 198, 214, la doctrina del 
precedente de Fallos lí)4 f 104, que encuentra ha se en 
lo dispuesto en el art. 8 de la ley 11.68.% no es extensiva 
a los supuestos en que la ley obliga ü realizar un acto 
preciso en un momento determinado o un término fijo, 
omitido c3 cual la infracción queda consumada. Este 
último es el caso de autos, pues con la presentación de 
las declaraciones juradas se perfecciona la infracción 
en que incurre el contribuyente que oculta parte de sus 
réditos, conforme a lo dispuesto en el art. 10, apartado 
final de la ley 11.683. 

Que esta conclusión si bien hasta para revocar lo 
decidido por la Oí niara apelada en cuanto admite la 
existencia de delito continuo, no permite al Tribunal 
decidir respecto de la prescripción opuesta en la especie, 
para cuya consideración es necesario el análisis de pun- 
tos que escapan al conocimiento de esta Corto por vía 
del art. 14 de la lev 48, debiendo así se ¡ru irse el proce- 
ditnientn previsto en el art. IT, de la ley citada. 

Que en cuanto a la cuestión referente a los arts. 48 
y fSO de la ley 11.083 no ha sido oportunamente propues- 
ta, ni fué objeto de pronunciamiento susceptible de 
revisión por esta Corte en función del recurso extra- 
ordinario. 

En su mérito so decide: revocar la sentencia apela- 
da en la parte que rechaza la prescripción admitiendo 
la existencia de delito continuo, único punto cu que el 
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recurso extraordinario lia sido procedente. V vuelvan 
loa autoii al trilninaí de su procedencia para que dicte 
nuevamente sentencia respecto de la defensa de pres- 
cripción. II airase sabor y devuélvanse, 

Antonio Smíaüna — B. A. Xazau 
AxciionENA — F. Hamos 
Mej ía. 



RAI L A I.. FKIÍMKPIN v. PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

PRUEBA: Ofrecimiento ;í producción. 

Sólo excepcional mente cabe admitir en cid ¡dad de hechos 
nuevos ¡n producción de p rucha después de vencida el tér- 
mino pertinente 0). 

PRUEBA: Ofrecimiento u producción. 

Habiendo oposición do parte no es admisible en calidad de 
hechos nueviw la prueba ofrecida fuera de tórmhin consis- 
tente en un Érttculu y muí i u formación publicados en 
un diario. 



MARIf > SAE.VZ - st- srcKsiñv v, PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

COSTAS; Efecto de la condena cu certas. 

Las costas pertenecen a la parte, de cuya audiencia no 
debe preKuindir.se para su percepción (*). 



(1) '20 cíe netiemtiro d<? 194-1. Fallos: 187, 402; 11*6, 572. 

(2) 20 dd «tieml.ro de 1*144. 
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StrxrciPALWAn pe viLLAnrAY 

v (3TA. SUIZO ARGENTINA DE ELECTRICIDAD 

RECCHSO KXTPAOltDlXAttfO: Requisitos propios, Relación di- 
recta. Sentencias <*»* fundamento» no federales o federales consen- 
tidos. Fu adamen tos de orden tomúu. 

Es huprocedeiiv ol recurso extraordinario fundado en que 
la designación, jmr lii municipalidad hteal. ,ie mi empleado 
fisealizador con un sueldo imiJatt-raliiienl ,< fijmlo por aqué- 
lla y ;i riiiiXit del concesionario, es vtolatoria del contrato de 
concetsióu y del deroelio do propiedad ampartUlo por los 
arts. 17 y 18 de la Constitución Nación ni, contra el fallo 
que rechaza esa impugnación con fundamentos suficientes 
para sustentarlo, como los referentes a la interpretación 
del art, 342 del G, de Comercio y de la cláusula del contra- 
to de concesión invocada por e! recurrente y a la natu- 
raleza de la contribución exigida, respecto de la cual decía- 
ra que no es un impuesto de los contemplados por la fran- 
quicia acordada a la empresa (20 de setiembre de 1944). 



THE FIRST NATIONAL HAXK OP BOSTON 
v. NACION AROEXTIXA 

ADl'AXA; importación. En general. 

El art. 171 de las Ordenanzas do Aduana os inaplicable al 
caso en que las mercaderías no bau estado en la Aduana 
sino que han sido introducidas tic contrabando mediante 
maniobras dolosas en perjuicio del Fisco por un tercero 
que se apoderó de aquellas. 

ADUAXA: Importación. En general. 

El documentante n depósito que aetuó como intermediario 
entro el remitente de mercaderías del extranjero y ol con- 
signatario del país, y fnc «bsuelto en el procoso sobre de- 
fraudación de derechos aduaneros por no baber tenido 
intervención alguna en el eonrrabimdo realizado por el 
consignatario o ol tercero que so apoderó de las mercade- 
rías y las introdujo clandestina monte, no es responsable 
por el importe de los derechos defraudados. 
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Sentencia del -Tuez Ft-ehal 

Buenos Aires, 7 julio de lü 44. 

Y vistos: estos autos promovidos por "The First National 
Bflnk of lioston contra el (¡ohiernu de la Nación, sobre repeti- 
ción" de cuyo estudio resulta : Que el Hunco actor se presenta 
por apod rjnlo demandando al Gobierno Nacional por devolu- 
ción ile la suma tic $ 4"J. ISTi,? 1 . que dice liaher depositado a 
ta orden judicial, en pago de muí liquidación ile derechos de 
Aduana y bajo protesta y reserva de redamar su devolución, 
por entender que tal pago le ha .sido exigido indebii lamente. 

Expresa que tales ilerecfios fueron liquidado* sobre merca- 
derías, (pie d Banco haM;t documentado a su nombre en la 
Aduana, mercaderías que fueron introducidas a pinza sin abo- 
narse de recluís, lo ojie motivó fu formación de un sumario en 
el que el Banco fué acusado por contrabando siendo absuelto, 
y que durante la tramitación del mismo el Banco fué ejecutado 
por apremio obligándosele a satisfacer los derechos, 

Agrega que el Banco fué absiielto en el proceso criminal 
en razón de que la introducción irregular de la mercadería a 
plaza pe debió al hecho de un tercero que obró a título de 
dueño, actuación a la que el Banco fué en absoluto ajeno, 
por lo que la justicia federal en lo criminal declaró que no 
era justo ti i le¡r¡d responsabilizar al Bañen por el perjuicio 
fiscal causado por esa* operaciones. 

Sostiene que en tales condiciones, el papo hecho fué sin 
causa, procediendo su repetición conforme a los arts. 4ílÜ y con- 
cordantes del (\ Civil. Que el art. 171 de las ordenanzas de 
Aduana no es de aplicación porque las mercaderías se intro- 
dujeron de contrabando. Invoca lo dispuesto en el art. 111)3 
del t'ód. citado, y ]i> resuelto por la Corte Suprema en la causa 
sepílala por la S. A. Michetín contra el Fisco Nacional sobre 
repetición d«* derechos de Aduana, en la que invocando la sen- 
tencia absolutoria dictada en el proceso criminal, dispuso la 
repetición de los derechos de Aduana, relacionados con las mer- 
caderías que fueron objeto del proceso, los que habían sido 
exigidos ejecutivamente por el Fisco. Bidé ¡;, freses y costas, 

2"í Declarada la competencia del tribunal y corrido tras 
lhdo de la demanda (fs. 2á v.l fué contestada á fs. ílfi por el 
procurador fiscal Dr. Gustavo Carabidlo. ex presando 2 Que la 
demanda es improcedente, pues el pago que se intenta repetir 
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fui* efectuado con causa, en razón de rjne el Raneo actor era 
el único ¿{lefio la mercadería y el únieo responsable de los 
derechos adeudados por aquéllos; t¡ en el prn^so criminal 
se probó ipii» el actor era ajeno al hecho constitutivo de la de- 
fraudación, poro nada se resolvió sobre el acto generador de 
la obligación del actor, en cnanto concernía al pago tic tos dere- 
chos como documentante de la mercadería, no siendo de aplica- 
ción al gasa la jurisprudencia neniada por tu forte Su¡>reuia 
en la cansa promovida por la S. A. ¿Vrg. M ¡chelín contra el 
Fisco, en la que el aecho que no se pro lió en la cansa criminal 
era el mismo en ipie se fundaba el cobro de los derechos en 
la causa civil. 

Agre«ra el Sr. Procurador Fiscal, que e! Ha ni -o actor docu- 
mentó a depósito variar partidas de hierro llegadas en los vapo- 
res "Simón van Tlrech", "Platón", "Son. bidés", "Solón", 
"Miramlelle" y " Peiitorry ", durante el año UtfO. Que tal 
mercad 'fin fué introducida a plaza y aunque el Rauco la 
transfirió a ta firma V. Constanza & Cía., no lo hizo de acuerdo 
a le dispuesto en el art. íb'17 de las ordenanzas, siendo de nin* 
gftá valor para tfl Aduana de acuerdo con to dispuesto en el 
art -ÍÍÍS de las ordenanzas. 

Sostiene ipie en el cuso es de estricta aplicación |o dispues- 
to en el art. 171 de tas ordenanzas c¡1 atlas y que en su condi- 
ción de documentante el Banco actor cataba obligado al pago 
«le los derechos, situación diferente de la planteada en el caso 
de ta S. A, Arg M ¡chelín & fia., en el que un se probó la 
mirada a plaza de las mercaderías, por las que se había exigido 
el pairo de los derechos objeto de la repetición. Solicita el 
rechazo de la acción, con costas. 

Considerando: 1" Que las partes están con test es y ello 
resulta también de] expediente administrativo y de los cuatro 
cuerpos de auto» del proceso criminal seguido contra Pablo 
Cusidlo. V. Constanza y Cía, y The First National Bank of 
Boston sobre contrabando, tramitado ante el juzgado federal 
de esta Capital a cargo del í>r. Tontutí. secretaría Ortiz liasunl- 
do, en que el Banco actor fué el documentante de la mercade- 
ría consistente en diversas partidas de hierro, que el Banco 
documentó a depósito, presentando a Ja Aduana las copias ríe 
facturas mVns. 8(W:J. 10.0!».'». 12.38o. 12.2<>¡) y 1.1.195, a 

los que adjuntó tos respectivos conocimientos, 

Biciuirt partidas de hierro fueron alijadas a lanchas con 
intervención del Resguardo, girándose al Riachuelo, compro- 
bándose posteriormente que el hierro no se hallaba en las 
hinchas, habiendo sido descargadas éstas en la Barraca Papiní, 
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ubicada a orillas del Riachuelo, arrendada por la firma V. 
Constanza y Cía., introduciéndose i plaza toda la mercadería 
sin haberse pagado los derechos di: importación. 

2* Que está probado con el espediente judicial agregado, 
que el Pisco Nacional ejecutó al Banco actor por el cobro de 
las liquidaciones de derechos formuladas por la Aduana, ha- 
biendo depositado a ht orden judicial The First N'aíional Bank 
of Boston. suma de $ 42.4S5.71, cuya repetición se persigue, 
en calidad dé uro de la liquidación aduanera eorrespondirn- 
te, a las aludid *s ar» : las de hierro y con reserva del derecho 
a redamar la t v ' . ion de tales fondos. 

3' Que ' : proceso criminal sobre contrabando, el Ban- 
co actor fué a! suelto, declarándose (fs, 570 y 6t4) que no 
existe prueba de que el alije de bis mercaderías a las lanchas 
fuera ordenado por el Hunco, «pareciendo por el contrario que 
el alije se efectuó p.tr gestión de la firma \\ Constanza y Cía., 
a quienes se había transferido la mercadería, sin que la Adua- 
na hubiere reconocido la transferencia del dominio, por no 
haberse presentado las transferencias a la Aduana conforme 
a lo dispuesto en los arts. 337 y 33S de las Ordenanzas. Deda- ' 
róse asimismo que no solamente el Banco no intervino en las 
operaciones delictuosa sino que parte de ellas se realizaron 
en su perjuicio, "no siendo justo ni legal — decía el juez— 
responsabilizarlo por el perjuicio fiscal causado por esas ope- 
raciones'". Aclarando ese concepto dijo la Excma. Cámara (f. 
6T3 del respectivo proceso) que si bien el documentante de la 
mercadería es para la Aduana el verdadero dueño de ésta, no 
puede imputársele responsabilidad alguna acerca de los fraudes 
o contravenciones que se cometieran en el despacho de aquélla y 
su introducción a plaza, sino cuando obrare en tales hechos de- 
lictuosos de tria ñera personal o por intermedio de sus "emplea- 
dos, dependientes, obreros domésticos u otras personas asala- 
riadas" fart, 1027 y 1028 de las ordenanzas) o por mandata- 
rio acreditado cu forma ante la autoridad aduanera; por lo 
que si bien The First National Bank of Boston fué quien docu- 
mentó o depositó el material y "ello basta para tenerle como 
dueño, a todos los fines legales del despacho, no es suficiente 
para responsabilizarlo del fraude o contravención que ocurra 
en tal motivo, si no hubiese tenido en todo la intervención 
directa indirecta, maliciosa o inocente a que antes se aludió". 

4* Lo expuesto en el considerando precedente, pone de 
manifiesto que en el caso no puede alegarse la existencia de 
cosa juagada, en razón de la sentencia absolutoria dictada por 
la justicia federal cu el proceso por contrabando, porque ese 
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pronunciamiento se refirió explosivamente a la improcedencia 
de cualquier acción penal o condenatoria contra el Banco por 
contrabando realizado, materia totalmente ajena a lo que fué 
motivo de la ejecución por cobro de derechos, en la que el Ban- 
co debió (»})!ar los fondos cuya repetición se persigne en este 
juicio; 

Declarar q«é Ito habría sido justo aplicar pena, no quiere 
decir tpie se reconozca t pi C tampoco corresponde exigir al Ban- 
eo el pago de los derechos aduaneros por la mercadería intro- 
ducida a plaza, 

ó v La invocación que hace el demandante de lo resuelto 
por la Corle Suprema cu el caso sobre repetición de derechos 
aduaneros promovidos contra el Gobierno de la Nación por la 
B. A. Mieliclín. causa en la que se dió el alcance de cosa juz- 
gada en relación a los derechos de Aduana, a la sentencia 
absolutoria dictada en el proceso seguido a la misma firma 
por defraudación a la renta, no es procedente, por tratarse 
de sil yac ion es fundamentalmente distintas. 

En el caso aludido (Fallos & C, t. 183. p. 288) el alto 
tribunal luz.. lugar a la repetición de derechos aduaneros, 
porque en la causa civil sobre divo Ilición se negó Ja entrada 
a plaza de bis mi cread eríaa por las que se .había exigido el pago 
de derechos aduaneras, y tal negativa no fue desvirtuada por 
prueba alguna, motivo por el que la Corte consideró que debía 
catarse a lo resuello en el proceso criminal, en el que se había 
declarado que no se había probado la introducción a plaza de 
mayor mercadería que la' manifestada. 

V tan es cierto, que ese fué el alcance de la decisión de 
la Corte Suprema en la causa citada, que el mismo superior 
tribunal, en otro litigio idéntico al antes mencionado promo- 
vido por la S. A. Miehelín y Cía. v. Gobierno Nacional en el 
que el suscrito intervino en representación del Gobierno Na- 
cional, se declaró que ln sentencia absolutoria dictada en el 
proceso criminal no podía, en ese caso, tener efecto de cosa 
juzgada, respecto a los derechos aduaneros oblados, por cuanto 
en el juicio civil sobre repetición, se probó que las mercaderías 
por las (pie se había exigido ejecutivamente el pago de los 
derechos aduaneros, efectivamente había ingresado a plaza. En 
ese mismo fallo que se registra en el t. 188, p. ÍÍ7, la Corte 
Suprema desestimó la acción de repetición promovida por la 
S. A. Miehelín y Cía. 

t En las condiciones señaladas, forzoso es reconocer que 
asistía al Gobierno el derecho de exigir al Banco actor en 
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su calidad de documentante, el pa<ro de los derechos por H 
mercadería introducida a pinza. 

La situación Ie<xal del caso planteado está contemplada 
en el art. 171. ley Sil). La Aduana no reconoce más dueño 
de la mercadería, ni a otro obligado al pajio de los derechos 
respectivos, (pie al documentante, como snr^e no sólo de la 
disposición citada sirio tamlitV-n de lo establecido eti los arts. 
3ñf>, 3.~>í¡, 41."), M)7 ta finí y >t)s de las Ordenanzas. 

Desde el momento que está probado que la mercadería 
entró a plaza, y <pie les respectivos derechos aduaneros no 
fueron satisfechas, el documentante debe necesariamente oblar- 
los, cftino ¡'tinco dueño ríe les efectos, ren inoculo por la Aduana, 
por ajeno que sea a las. actividades delictuosas de terceros, en 
cuya virtud la mercadería se introdujo defraudándose a la 
renta. 

Consiguientemente se impune el rechazo de la acción dedu- 
cida, pites el patío exigido tuvo causa legítima. 

Por estos Fundamentos, fallo: desestimando la demanda 
de repetición promovida con! ra el ílobierno ríe Ni Nación por 
The First National Bank oF Boston, sin costas por cuan tu e.stá 
demostrado la absoluta buena Fe con que en todo momento 
obró el Banco actor, y cu vista de la actitud adoptada por el 
mismo en el juicio ejccnJivo y de qnc pudo creerse con derecho 
h litiirar en razón de las declaraciones hecha» en las sentencias 
dictadas en el proceso criminal. — Alfonso E. Poccard. 



S i:\tkn cía m: i, a Cama i: a Federal 

Buenas Aires, lf) ib' mayo de 1043. 

Por sus fundamentos, É¡fl confirma sin cristas la sentencia 
apelada ríe f*. 5Í> en eslos autos ve-ruidos por The First Natio- 
nal Bank nf Boston contra el Gobierno de la Nación, por repe- 
tición. — R iranio Villar Pifiar!". — Carlos ihl Campillo, — 
Juan A. Oonzález Cahhrón. — Eduardo Sarmiento. — Carlos 
Herrera. 
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FALLO T»K LA C'OlíTE SlTliEMA 
Buenos Aires, 22 de septiembre de 1944. 

Y ríalos: Los seguidos por el Dr. Alberto G. Padilla 
por The First Xa tic mi! Bank o i' Boston contra la Nación 
sobre repetición, relacionados a fs. 59, venidos de la 
Cámara Federal de la Capítol por recurso ordinario do 
apelación concedido a fs. 7i¡. 

Considerando: 

1. (¿tic se demanda la devolución del importe que 
abonó la adora en el juicio ejecutivo (pie el Fisco le 
siguió por cobro de derechos aduaneros que se liquida- 
ron >ohiv merradenu* une su representada había docu- 
mentado a su nombre cu la Aduana. La repetición se la 
funda en el hecho, reconocido por sentencia, de que esa 
mercadería no bahía sido introducida a plaza por su 
representada sino por un tercero que, obrando a título 
de dueño, se apoderó de las mercaderías y las introdujo 
a plaza, violando los derechos del Fisco y los de sil 
representada. Dice que el fallo de primera instancia ha 
desestima ilo la acción por* pie considera que la sentencia 
condenatoria de los terceros autores de ese contrabando 
no linee desaparecer el título del Fisco para cobrar los 
derechos aduaneros al documentante de las mercaderías, 
porque para la Aduana no existe otro dueño de esas 
me rea fie rías que el documentante, o sea, su represen- 
tada. Dice el afielante que los fundamentos de ese fallo 
fueron detenidamente impuimados por su parte en los 
agravios expresados ante la Cámara, la que se ha limi- 
tado a confirmar por sus fundamentos la sentencia del 
Juez- Por lo que pide se tengan por reproducidos los 
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argumentos con que tiene impugnada la sentencia de 
primera instancia. 

2, Que, un efecto, cu la causa criminal seguida 
contra Cusidlo Pablo, Constanza V. y Tí;», y The First 
National Bank ol' Boston por contrabando, la sentencia 
declaró, respecto al Banco, cu el .V considerando: " Y.— 
El principal fundamento di' ta acusación radica, cu «pie 
siendo eí Banco el documentante de las mercaderías ante 
la Aduana, es para ésta su único dueño, cor* f orine a lo 
dispuesto en el nrt. 171 de las Ordenanzas y por lo 
tanto responsable d<' los fraudes (pie ron ellas se come- 
tan. Su carácter de dueño ante la Aduana» es indiscu- 
tible, sin que haga variar la situación las transferencias 
que en distintas fechas otorgó a V. Constanza y ría. 
dado (pie estas transferencias no fueron presentadas a 
la Aduana, requisito indispensable para (pie esta repar- 
tición, conforme a los arts. 337 y de tus Ordenanzas, 
reconozca la transmisión de dominio. Esas transferen- 
cias que no lle.Lmrnn a presentarse a la Aduana, prueban 
sin embarco, que Y. Constanza y Cía., al descargar de 
las lanchas las mercaderías, obró a título de dueño de 
esas mercaderías y no cu nombre y representación dd 
Banco, de qnj m no tenía poder alguno, según lo infor- 
mado por la Aduana fs. 4ÍV2. Xo son entonces de apli- 
cación, cu este caso, los art*, T'_7 y líriH de las Orde- 
nanzas. ¡Avocados pot la acusación, ya que esos precep- 
tos legales suponen la existencia de un mandato, como 
se ha dicho en la cansa seguida al despachante P 'Alíselo 
(J. A., t, ló, pátr. ;!<)). Si en la causa citada se absolvió 
al despachante, en razón de que el hecho fraudulento 
fué cometido por su dependiente con motivo de una ope- 
ración que no estaba dentro de sus funciones por falta 
de poderes y autorización de su patrón, menos corres- 
ponde responsabilizar cu este caso a! Banco, por hechos 



DE JUSTICIA PE LA NACIÓN 65T 

realizados sin su conocimiento y por personas que no 
estaban bajo su dependencia. Estando probado que el 
Banco es ajeno al hecho perjudicial para el Fisco, no 
son aplicables a su respecto, los arta. 1025 y 1026' de las 
Ordenanzas (Corle Suprema, t. 7:¡, págf, 217). Por otra 
parte, no se ha probado ni hay indicios en autos que 
autoricen a suponerlo, que The First National Bank of 
Boston se haya beneficiado con la introducción clandes- 
tina de las mercaderías y es más aún, según denuncia 
del mismo Hunco, cinco partidas de hierro, llegadas en 
el Vapor "ií i ra miel la" lian sido retiradas a plaza sin 
eme Y. Constanza y Cía. baya aceptado ni \ invado las 
letras respectivas ni recibido del Banco las transferen- 
cias de dominio. Uniere decir entonces, que no solamen- 
te el Banco no ha intervenido en las o pe rae iones delic- 
tuosas, sino que parte de ellas se han realizado en su 
perjuicio, no siendo entonces justo ni lega] responsabi- 
lizarlo por el perjuicio fiscal causado por esas opera- 
ciones". V después de referirse a la responsabilidad 
de los lancheros y de la falta de prueba acerca de la 
intervención de los empleados de aduana en la opera- 
ción, termina absolviendo de culpa y varga al citado 
Banco, \*\ Cámara Federal, por sentencia de lf> de julio 
de 1!)'í(¡, confirmó dicha absolución, expresando en los 
considerandos 2" a .V: "IT — Que en cuanto se refiere 
al fondo del asunto, ha de observarse, desde Inesro, que 
si bien el "documentante'' de una mercadería es el ver- 
dadero diurno de ésta para la Aduana (art. 171 de las 
Ordenanzas), no puede imputársele responsabilidad al- 
guna acerca de los fraudes o contravenciones que se 
cometieren en el despacho de aquélla y su introducción 
a plaza, sino cuando obrare en tales hechos delictuosos 
de manera personal, o por intermedio "de sus emplea- 
dos, dependientes, obreros, domésticos u otras personas 




ásala riadas' 1 por él, aun sin su conocimiento" {arts. 
1027 y 1028 de las mismas Ordenanzas), o, naturalmen- 
te, representado por mandatario acreditado en forma 
ante la correspondiente autoridad aduanera. 3' — Que 
el material de cjuo se trata fué "documentado a depósi- 
to" por The First National Bank of Rosten, y ello basta 
para lener a éste como dueño de aquél, a todos los fines 
legales de su despacho, conforme a lo expuesto prece- 
dentemente; pero no es suficiente para responsabilizarlo 
del fraude o contravención que ocurriere, con ese moti- 
vo, si no hubiese tenido en toda la intervención directa 
o indirecta, maliciosa o inocente, a que so alude en el 
considerando anterior. Ku la sentencia recurrida se ex- 
presa, y se demuestra con las constancias de los autos 
allí indicadas (considerandos íi\ 4- y -V), que la men- 
cionada entidad tornearía no intervino de ninguna de 
aquellas maneras, en los actos de la introducción clan- 
destina a plaza de la mercadería do que se trata, reali- 
zados por la sociedad Vicente Constanza y Cía., la que 
no era mandataria, ni dependiente de aquélla, en la for- 
ma prevista por los arts, W'27 y 1028 de las Ordenanzas, 
y obró a título de dueña de la mencionada mercadería. 
4*. — Que, por otra parte, esto último se acredita bien, 
sin duda, con el bocho de que el Banco referido solo po- 
día "documentar a depósito", como lo hizo, los materia- 
les cuestionados, conforme a lo establecido en los arts. 
267 y siguientes de las Ordenanzas, por no estarle per- 
mitido "presentar y tramitar uhtfjim despacho a plaza, 
toda vez que carece y carecía de la patente de impor- 
tador". (Véase informe de la Aduana de fs. 430 vtn. y 
A?.\) ; con i-I ríe no haber tenido, n i podido tener así, se- 
gún lo asevera, ninguna intervención en la desearla y 
en "el manipuleo de las mercaderías". limitándose ella 
"a los papeles o ¿ea el título de la carga" (véase fs. 
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600 vta.) ; con el de liaberse fraguado las papeletas par- 
ciales do fs. 219 y siguientes, necesarias para la descar- 
ga, acto imputable exclusivamente a la sociedad V, 
Constanza y Cía.; con el de haber cumplido en su opor- 
tunidad la obligación que le impone el art. 279 de las 
recordadas Ordenanzas, entregando a la Aduana los 
documentos correspondientes; y con el de las probanzas 
de que ilustran las actuaciones de fs. 87, 163, 210, 499, 
481, 482, 483, 488, 256, 260, 266, 270, 273, 275 y 276 vta. f 
de que se hace mérito a fs. 599, las que demuestran que 
las mercaderías fueron descargadas de los buques en 
que llegaron al país, y cargadas después en las lanchas 
que las llevaron a los depósitos de V. Constanza y Cía., 
por cuenta y orden de esta sociedad. 5* — Que las mani- 
festaciones contenidas en los pasajes de escritos de la 
antedicha institución banca ria, transcriptos en los testi- 
monios de fs. 460, no tienen, indudablemente, el alcance 
que les atribuye el denunciante en su expresión de agra- 
vios de fs. 585, sino el que se los da, y resulta del texto 
íntegro de las piezas respectivas, en el capítulo tercero 
de la contestación de fs. 597 (véase fs. 602) donde se 
explica de manera convincente cómo aquellas manifesta- 
ciones no importan haber facultado, a la firma V. Cons- 
tanza y Cía. para intervenir en nombre de The First 
National Bank of Boston en el trámite aduanero, y 
mucho menos para recibir la mercadería importada, y 
sólo revelan, fielmente interpretadas, la. intervención' 
comercial que correspondía a aquélla en los trámites 
bancarios de estos negocios de importación". 

3. Las sentencias transcriptas, en lo pertinente, 
ponen de manifiesto que el pago hecho por el Banco lo 
ha sido sin causa. El art 171 de las Ordenanzas de 
Aduana que dice: "Se entenderá ser del deudor o del 
fiador, todas las mercaderías que estuviesen en la Adua- 
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na a nombre do ellos, por consignación o por transfe- 
rencia", en el cual se apoya la .sentencia apelada, no 
puede aplicarse en esto caso al Banco, pnesto que las 
mercaderías no estaban, ni lo estuvieron nunca, en la 
Aduana, sino que fueron introducidas de contrabando 
por V. Constanza y Cía., quien se apoderó de ellas y 
las introdujo clandestinamente a plaza — no siendo esa 
sociedad manda t aria ni dependiente del Banco — me- 
diante maniobras dolosas en perjuicio del Fisco y del 
mismo Banco actor. 

4. Que de los antecedentes expuestos se infiere que 
esta causa es análoga a la resuelta por esta Corte ¡ti re 
Michelín v. Nación (Fallos: 183, 288) y no a la de las 
mismas partes, del tomo 188, 91, que cita el a quo, en la 
que se resolvió lo contrario, por cuanto en esta última 
la parte de Michelín no presentó los libros para que 
pudiera realizarse la compulsa decretada, que el Fisco 
corsideró necesaria pura la prueba de su derecho. Por 
eso dijo esta Corle: "Que es por consiguiente legítimo 
concluir que la actora no lia producido prueba suficiente 
para que su demanda pueda prosperar, porque no basta 
para la procedencia de la misma — dadas las particula- 
ridades detalladas en los considerandos que anteceden — 
la sentencia criminal absolutoria". Lo que no ocurre en 
el caso en examen, en el que la actora no bu coartado 
la prueba del Fisco en forma alguna. Por lo contrario, 
en estos autos tanto el Fisco cuanto la actora han ofre- 
cido como prueba el juicio criminal antes referido (v. 
fB. 41 y 42), y el Fisco no ha solicitado ninguna otra. 

El hecho generador de la obligación de pagar los 
derechos aduaneros, cobrados a la actora, en este caso, 
no puede ser por haber documentado la mercadería "a 
depósito" ante la Aduana, sino por haberla introducido 
a plaza, lo que no hizo el Banco. Porque, como resulta 
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agregado y lo dice la sentencia apelada 
en su primer considerando, $ Bfitücp dueum.mió la mer- 
cadería a depósito, presentando Jas copias de las fnetu- 
ras de las que adjunto los respectivos documentos; pero 
ella fué alijada a lauchas y girada al Riachuelo, con in- 
tervención del Resguardo, comprobándose posteriormen- 
te que el hierro no so hallaba en las lanchas, habiéndose 
descargado en la h irraca Papini arrendada por V. Cons- 
tanza y Cía. e introducidor a plaza sin pagar derechos. 

5. Que tampoco son de aplicación al caso en exa- 
men los arts. 355, 35G y 415 de las Ordenanzas, citados 
por hi sentencia, porque los dos primeros se refieren a 
las diferencias que resulten en más o en menos al despa- 
charse las mercaderías, operación que en el caso no ha 
podido efectuarse, desde que las mercaderías fueron in- 
troducidas por contrabando; y, el último, por referirse 
a permisos de reembarco, que nada tiene que hacer en 
el caso. Ni los arts. 807 iu fine y 808 de las mismas refe- 
rentes a la omisión de la declaración de averías o'echa- 
zón de la carga a causa de siniestro marítimo; lo que no 
ha ocurrido. Estos últimos disponen que el consignatario 
no abonará derechos sobre Jas mercaderías perdidas, 
que no se lian introducido por el documentante, si el 
capitán o el consignatario dan aviso oportuno de la pér- 
dida. Lo que demuestra lo contrario que se deseaba de- 
mostrar en la sentencia con la cita de esas disposiciones. 
Puesto que, en el caso de autos, si bien la pérdida no se 
produjo a bordo, ella tuvo lugar después de la descarga 
po- ei hecho delictuoso de un tercero no imputable en 
modo alguno al Banco documentante de la mercadería 
"a depósito", como autos se dice. 

Que responsabilizar por los derechos de aduana al 
intermedia rio entre los remitentes de las mercaderías 
del extranjero y los consignatarios de esta plaza, que 
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han sido objeto de contrabando por éstos o por terceros, 
importaría establecer una sanción desprovista de toda 
razón y justicia. No la determina ninguna de las dispo- 
siciones en que se funda la sentencia, ni otra alguna. 

Por estos fundamentos, los del fallo del tomo 183, 
288 y los concordantes del alegato do fs, 46 y memorial 
de fs, 79, se revoca la sentencia apelada de fs. 74. En 
consecuencia se declara que la Nación deberá devolver 
a la parte aetora la suma de pesos cuarenta y dos mil 
cuatrocientos ochenta y cinco con setenta y un centavos 
moneda nacional con sus intereses desde la notificación 
de la demanda. Las costas del juicio en el orden cau- 
sado. Hágase saber y devuélvanse, reponiéndose el papel 
«n c" tribunal de procedencia. 

Axtoxio S agacha — B. A. Na- 
2 vr Axchoiiexa — F. Hamos 
Mejía. 



ARTTIÍO PERALTA RAMOS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Lugar 
del delito, 

La jurisdicción criminal territorial es improrrogable. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA'. Competencia penal. Lugar 
del delito. 

El juez del lagar en que fueron firmadas Ins escrituras 
públicas tendientes a defraudar al querellante y relativas 
a operaciones o negocios anteriores realizados en la misma 
jurisdicción, es el competente para conocer en la respectiva 
causa criminal. No obsta a ello la circunstancia de que 
pudiera considerarse que la falsedad de un poder otor- 
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gado en otra lugar bastase por si sola para determinar 
la competencia de los jueces de este último, si ha mediado^ 
al respecto un sobreseimiento definitivo firme. 



Dictamen del Procuiudob General 
Suprema Corte: 



ha quedado trabada entre un juez del crimen de La 
Pinta 3' otro de instrucción de esta Capital, al negarse 
ambos a conocer un proceso sobre defraudación segui- 
do contra Serafín Prats, Enrique José María Frers y 
José Muría Ilaynes, por denuncia de Arturo Peralta 
Ramos. 

De lo actuado hasta aquí aparece que los hechos 
materia de la denuncia se habrían producido en terri- 
torio de la Provincia de Buenos Aires, salvo el otorga- 
miento de una escritura de poder, hecho que tuvo lugar 
en la ciudad de Buenos Aires y motivó otro proceso* 
Como del certificado obrante a fs. 301, resulta que el 
sumario incoado con motivo de este segundo hecho, ter- 
minó por sobreseimiento definitivo, lia desaparecido ya 
la única razón por cuya virtud pudiera atribuirse al 
Sr. Juez de Instrucción de la Capital el conocimiento- 
del primer proceso. 

Corresponde» pues, continúe actuando el Sr. Juez 
del Crimen de La Plata, que es también quien previno 
en el asunto; y en tal sentido debe dirimirse la con- 
tienda. — Buenos Aires, agosto 23 de 1944. — Juan 
Alvares. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A i rus, "27 do septiembre de 1944, 

Y vistos: La contienda de competencia negativa 
trabada entre el Sr. Juez en lo Criminal y Correccional 
a cargo del Juzgado núm. 1 del Departamento de la 
Capital, Provine ia do Buenos Aires, y el Sr. Juez de 
Instrucción en lo Criminal, a cargo del Juzgado mím. (í 
de la Capital Federal. 

Considerando : 

Que los hechos denunciados como delictuosos en el 
escrito de querella consistirían en una serio de actos 
realizados por escrituras públicas, firmadas en juris- 
dicción de la Provincia, tendientes a defraudar al que- 
rellante, y con relación a operaciones o negocios ante- 
riores, también realizados en la misma jurisdicción. 

Que la jurisdicción criminal territorial es impro- 
rrogable y el conocimiento, averiguación y juzgamiento 
de los hechos realizados en jurisdicción de la Provincia 
le corresponde a sus jueces, en el caso al Juzgado núm. 
1 del Departamento de la Capital, según lo declarado 
por su propia Cámara en la cuestión planteada por otro 
juez de la misma jurisdicción (Fallos: 197, 152 y los 
allí citados). 

Que aun cuando se considerase que la falsedad atri- 
buida a un poder otorgado en esta Capital bastase por 
sí sola para fijar la competencia de sus jueces, como 
si se tra+ase de un solo delito y no de uno independien- 
te, es de tenerse en cuenta que de esa falsdad conoció el 
Sr» Juez de Instrucción y sobreseyó definitivamente 
por auto confirmado por la Cámara, con lo que ese he- 
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cha ha des apa reculo como delito y carece de toda fuerza 
para fijar la jurisdicción. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Si\ Procurador General de la Na- 
ción, se declara que es competente para conocer en esta 
causa el Sr. Juez en lo Criminal y Correccional &«d De- 
partamento de la Capital de la Provincia de Buenos 
Aires, a quien se remitirán los autos T haciéndose saber 
en la forma de estilo ai Sr. Juez de Instrucción de la 
Capital Federal. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
gas na — F. Ramos Mejja. 



BEATRIZ FERRETEA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la 
materia. Causas regidas por normas federales. 

Compete a la justicia federal conocer en la denuncia for- 
mulada por un abonado a un aparato de una compañía te- 
lefónica sujeta a la jurisdieeióu nacional, con motivo de 
llamados reiterados efectuados día y noche para molestar 
al denunciante, aunque después de ello no quede cortada la 
comunicación. 

Sentencia del Juez Federal 

Santa Fe, agosto 31 de 1944. 

T vistos: Considerando: Que la resolución del Sr. Jue* 
en lo Correccional por la que se declara incompetente para en- 
tender en esto obrados, se funda en el dictamen del Sr. Agente 
Fiscal, quien cita un fallo de la Suprema Corte Nacional de 
Justicia de fecha 5 de julio ppdo. 
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Que en el fallo de referencia, el alto Tribunal se remite a 
loa fundamentos aducidos en la sentencia de fecha 31 de mayo 
del año en curso, recaída en la denuncia formulada por Adolfo 
B. Balbi (V. La Ley, del 23 de junio del cte. año, pág. 4). Es 
de hacer notar que en el caso menrtonatlo se trataba de reite- 
radas llamadas telefónicas por personas desconocidas quienes 
dejaban luego cortada la comunicación , lo que no ocurre en el 
caao de autos, pues según lo manifiesta expresamente la denun- 
ciante en su exposición de fis. 1, en sn aparato telefónico "la 
comunicación no se interrumpe'*. 

Que en conset-u encía, el caso a que se refiere el fallo de 
la Corte Suprema y que sirve de fundamento a la resolución 
del Sr. Juez de la Provincia es distinto del presente pues en 
aquél existió interrupción de la comunicación telefónica, cir- 
cunstancia que no aparece en éste. 

Que las simples bromas o injurias proferidas por teléfono, 
no mediando interrupción de la comunicación, no pueden de- 
cidir la competencia de la justicia federal ni hacer aplicable 
la disposición del art 197 del C. Penal. 

Por ello, y lo dictaminado por el Sr. Proc. Fiscal resuelvo: 
mantener la resolución de fecha 11 de julio del cte. año, y, 
en consecuencia, que el Juzgado a cargo del suscripto es in- 
competente para entender en la denuncia formulada por Bea- 
triz Fe r rey ra por molestias telefónicas. — Salvador Sf. Dana 
Montano. 



Dictamen del Pbocuradok General 
Suprema Corte: 

En 198: 438, V. E. tiene resuelto que cae bajo la 
jurisdicción de los tribunales federales todo hecho ten- 
diente a obstaculizar las comunicaciones telefónicas; y 
parece obvio que pudiera constituir uno de esos hechos 
la utilización persistente, indebida y maliciosa de un 
aparato para molestar a tercero día y noche, durante 
dos años a que se refiere la denuncia de fs. 1. 

En consecuencia, corresponde resolver en sentido 
favorable a la jurisdicción del Sr. Juez Federal de San- 
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ta Fe, esta contienda de competencia negativa, trabada 
entre dicho juez y otro en lo correccional de la misma 
ciudad (ley 4055, art. 9). — Buenos Aires, setiembre 14 
de 1944. — Juan Alvar ez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de septiembre de 1944. 

Autos y vistos : Por los fundamentos del precedente 
dictamen del Sr. Procurador General y los de la juris- 
prudencia de esta Corte invocada en él (Fallos, t. 198, 
pug. 438) se declara que el conocimiento de la denuncia 
promovida por Da. Beatriz Ferreyra con motivo de 
molestias telefónicas reiteradas, corresponde al Sr. Juez 
Federal de Santa Fe, a quien se remitirán los autos, 
naciéndose saber en la forma de estilo al Sr. Juez Co- 
rreccional de la justicia local. 

Roberto Befetto — Antonio Sa- 
garna — B. A. Nazar Ancho- 
ii en a — F. Ramos Mejía — 
T. D. Casares. 



JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia militar. 

Corresponde a la justicia militar conocer en la causa penal 
instruida con motivo de irregularidades en el desempeño de 
gmtfnitt en la Dirección General del Material del Ejército 
por un aubof'- 
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Dictamen* del PitocrtiAUOR General 
Suprema Corte: 

Se ha trabado contienda negativa de competencia 
entre el Juez Federal en lo Criminal y Correccional de 
la Capital de la Nación y el de Instrucción Militar de 
la misma Capital con respecto al proceso que se sigue 
contra Dcolindo Gómez por imputarse a éste irregula- 
ridades cometidas en la Dirección General del Material 
del Ejército. 

Corresponde a V. E. dirimirla atento lo dispuesto 
por el art. 9* de la ley 4055. 

El citado Gómez, sub-jfieial principal retirado, des- 
empeñaba funciones en la precitada repartición, hecho 
este acerca del cual no hay discrepancia entre los jueces 
en contienda. 

Basta ello para atribuir a dichas funciones carácter 
militar, por la naturaleza de las mismas, por el lugar 
donde se ejercitaban, por la calidad del autor y por la 
subordinación debida a sus superiores que actuaban en 
el referido lugar, sometido a la exclusiva jurisdicción 
militar. Las órdenes militares recibidas por Gómez van 
a ser materia de discusión a los fines de establecer la 
responsabilidad que se le atribuye. 

Todo lo dicho demuestra que la causa debe ser tra- 
mitada ante la justicia militar. Lo dispone así el código 
de la materia (art. 117, inc. 2*) ; y son aplicables al r^aso 
de autos las prescripciones contenidas en la Ley Orgá- 
nica del Ejército Nacional 9675, art. 38, inc. 5'. V. E. 
en 149 :254, resolviendo una causa de ajustada similitud 
con la presente, ordenó que la misma se siguiera ante 
los tribunales de justicia militar. 

Por lo expuesto, y fundamentos de la sentencia de 
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fs. 25 vta. del Sr. Juez Federal, de acuerdo con lo soli- 
citado por el Ministerio Fiscal (fs. 24 vta.), soy de opi- 
nión que corresponde dirimir la presente contienda en 



Autos y vistos ¡ De acuerdo con lo expresado por el 
Sr. Procurador General de la Nación en el dictamen 
precedente, atonto lo dispuesto por los arts. 117, inc. 2*, 
del Código de Justicia Militar; 38, inc. 5', de la ley 9675 
y los fundamentos de la sentencia dictada por esta Corte 
en el t. 149, pág. 254 de su colección de fallos, se declara 
que el conocimiento de esta causa corresponde a la jus- 
ticia militar. En consecuencia, remítanse estas actua- 
ciones al Sr. Juez de Iustrucción Militar llamado a co- 
nocer en el incidente de incompetencia planteado por 
el sub-oficial retirado D. Deolindo Gómez, dejando así 
contestada la nota dirigida a esta Corte corriente a fs. 
37. Hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez 
Federal. 
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